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Prefacio 


Las últimas tres décadas han presenciado una drástica 
transformación de la política comparada: el final de la Guerra 
Fría y la desintegración de la Unión Soviética, la expansión de 
la democracia en todo el globo, el surgimiento de nuevas 
potencias económicas en Asia, la intensificación de la 
globalización... Durante un tiempo, muchos consideraron que 
estos cambios constituían un rotundo progreso que iba a causar 
una disminución de la conflictividad mundial y a producir una 
prosperidad generalizada. Recientemente, sin embargo, han 
ido surgiendo cada vez más dudas al respecto, en la medida en 
que las incertidumbres del futuro parecen presagiar más 
riesgos que recompensas, más desigualdad que prosperidad, 
más conflicto que paz. Ya no es posible sugerir que un país y 
sus ciudadanos funcionan bien sin entender adecuadamente 
cómo viven los miles de millones de personas que habitan 
fuera de sus fronteras. Es evidente que resulta arriesgado no 
prestar atención a tales incertidumbres. 

Este manual pretende contribuir al conocimiento de la 
política comparada mediante la investigación de las ideas y 
cuestiones clave que configuran esta disciplina. Se inicia con la 
pugna más básica que existe en política: el combate entre 
libertad e igualdad, y la tarea de reconciliar o equilibrar ambos 
ideales. La forma en que se ha desarrollado esta pugna en el 
espacio y en el tiempo constituye el núcleo de la política 
comparada. Luego el texto pasa a subrayar la importancia de 
las instituciones. La acción humana se rige de manera esencial 
por las instituciones que construye la gente, como la cultura, 
las constituciones o los derechos de propiedad. Una vez 
establecidas, dichas instituciones resultan ser a la vez 
influyentes y persistentes: no es fácil doblegarlas, modificarlas 


o eliminarlas. Cómo surgen esas instituciones, y cómo afectan 
a la política, son cuestiones fundamentales en esta obra. 

Partiendo de estas ideas, abordamos las instituciones básicas 
del poder: los estados, los mercados, las sociedades, las 
democracias y los regímenes no democráticos. ¿Qué son los 
estados, cómo surgen, y cómo podemos medir su capacidad, 
autonomía y eficacia? ¿Cómo funcionan los mercados, y qué 
tipo de relaciones existen entre los estados y los mercados? ¿De 
qué modo los componentes sociales como el nacionalismo, la 
etnicidad y la ideología configuran los valores políticos? 
¿Cuáles son las principales diferencias entre los regímenes 
democráticos y no democráticos, y qué explica el hecho de que 
en las diversas partes del mundo predominen unos u otros? 
Estas son algunas de las preguntas a las que intentaremos 
responder. 

Una vez explorados estos conceptos y cuestiones, en los 
capítulos siguientes se aplicarán directamente a los diversos 
sistemas políticos: las democracias desarrolladas, los países 
comunistas y poscomunistas, y los países en desarrollo. En 
cada uno de dichos sistemas, las instituciones básicas del 
estado, el mercado, la sociedad y el régimen democrático o no 
democrático configuran todas ellas la relación entre libertad e 
igualdad. ¿Qué características básicas nos llevan a agrupar a 
esos países en una u otra categoría? ¿Qué diferencias hay entre 
ellos, y cuáles son sus perspectivas de desarrollo económico, 
social y democrático? Finalmente concluiremos con un análisis 
de la globalización, vinculando lo que hemos estudiado a 
escala nacional con diversas fuerzas internacionales de mayor 
envergadura. 

El formato de esta obra difiere desde hace tiempo del de los 
tradicionales manuales de política comparada. En el pasado, 
dichos manuales se basaban en una serie de estudios sobre 
países concretos, con sendos capítulos introductorios al mundo 
avanzado, poscomunista y menos desarrollado. Aunque un 
manual de ese tipo puede proporcionar una gran cantidad de 
información sobre una amplia gama de casos concretos, la 
contrapartida suele ser que los elementos que constituyen la 
gramática básica de la política comparada se tratan de forma 


menos exhaustiva. Puede que sepamos quién es el primer 
ministro de Japón, pero tendremos un menor conocimiento de 
la cultura política, el mercantilismo o la autonomía estatal, 
todas ellas ideas que pueden ayudarnos a dar sentido a la 
política a través del tiempo y el espacio. Esta obra se esfuerza 
en llenar ese vacío, y se puede utilizar junto con los 
tradicionales estudios de casos para ayudar a inferir cuestiones 
y problemas más amplios. Al entender estos conceptos, 
argumentos y cuestiones, los estudiantes comprenderán mejor 
la dinámica política del mundo en general. 

Este enfoque temático de las herramientas e ideas esenciales 
de la política comparada viene respaldado por una sólida 
estructura pedagógica que sirve para clarificar y reforzar los 
conceptos más importantes. Las listas de conceptos clave y los 
recuadros «Las instituciones en la práctica» que aparecen en 
cada capítulo subrayan el principal material que sin duda los 
estudiantes querrán repasar. Las numerosas figuras y tablas 
ilustran conceptos igualmente importantes y proporcionan 
datos del mundo real relacionados con el tema en cuestión. Las 
cronologías dan cuenta de destacados acontecimientos 
políticos producidos en todo el mundo a lo largo del tiempo. 
Asimismo, en los párrafos iniciales y finales de cada capítulo se 
hace especial hincapié en la importancia de las instituciones. 
En suma, el presente volumen se ha diseñado para 
proporcionar a los docentes la flexibilidad necesaria para crear 
el curso que desean impartir. 

Son muchas las personas que han contribuido a hacer 
realidad esta obra. El texto en sí se ha inspirado en el libro 
Fundamentos de las relaciones internacionales, de Karen Mingst. 
Cuando Norton publicó la edición inglesa del libro de Mingst, 
ya hace casi treinta años, me sorprendió especialmente su 
concisión, y concluí que la política comparada podía 
beneficiarse de un tipo de texto similar. En Norton, Peter 
Lesser fue quien primero me alentó a enviarles una propuesta 
para la redacción de este manual, mientras que Roby 
Harrington me animó a desarrollar los capítulos iniciales, 
apoyó su publicación y me proporcionó importantes 
comentarios en muchas de sus fases. En la primera edición 


inglesa, Ann Shin, como editora, hizo que mi escritura 
mantuviera siempre un elevado nivel de razonamiento. En la 
segunda, tercera y cuarta ediciones, Peter Lesser, Aaron 
Javsicas y Jake Schindel se hicieron cargo de las tareas 
editoriales, contribuyendo a mejorar aún más la obra. En la 
quinta y sexta ediciones, Peter, que fue quien en un primer 
momento me planteó el reto de escribir este libro, volvió a 
coger el timón para guiarme a través de una serie de 
complicadas revisiones y correcciones que han mejorado su 
contenido y estilo. Samantha Held ha sido indispensable a la 
hora de gestionar todos los detalles de los diversos textos y 
garantizar su coherencia y precisión. Les agradezco a todos 
ellos el tiempo y la dedicación que han invertido en esta obra. 

Además de la gente de Norton, hay muchos académicos que 
han contribuido asimismo a mejorar esta obra. La aportación 
más importante ha sido la de mis colegas de la Universidad de 
Puget Sound, en especial Don Share y Karl Fields. Durante 
muchos años, Don, Karl y yo hemos ejercido juntos la 
docencia, y lo que he aprendido de estos dos notables maestros 
y eruditos ha ayudado a generar muchas de las ideas de este 
libro. Don y Karl siguen proporcionándome importantes 
comentarios y numerosas sugerencias. Me siento afortunado de 
tenerlos como colegas. 

Estoy también muy agradecido a las numerosas personas 
que han revisado partes del texto y han aportado provechosas 
críticas y sugerencias que han mejorado esta obra. Son, por 
orden alfabético: 
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1.Introducción 


Qué puede decirnos la ciencia política que no sepamos ya? 


¿Quién habría predicho hace diez años que Oriente Próximo 
iba a cambiar tanto en tan poco tiempo? Los acontecimientos 
históricos drásticos a menudo pillan por sorpresa a los 
estudiosos, los políticos e incluso a quienes participan en ellos. 
Por ejemplo, en la década de 1980 pocas personas esperaban 
que el comunismo tuviera un final tan abrupto en Europa del 
Este: como mucho, se esperaba que las modestas reformas 
llevadas a cabo en la Unión Soviética insuflaran nueva vida en 
las instituciones comunistas. Tras el desplome del comunismo 
y la creciente democratización de diversas partes de Asia y 
Latinoamérica, muchos estudiosos esperaban que los regímenes 
de Oriente Próximo irían detrás. Pero al iniciarse el nuevo siglo 
esas expectativas parecían infundadas, en tanto el 
autoritarismo de la región parecía inmune al cambio. Los 
estudiosos lo atribuyeron a varias causas: el papel del petróleo, 
la ayuda económica y militar occidental, la falta de 
instituciones cívicas o la naturaleza supuestamente 
antidemocrática del islam. 

Una vez más, la historia mos pilló por sorpresa. Los 
acontecimientos iniciales de la Primavera Árabe fueron 
apabullantemente simples. En diciembre de 2010, un joven 
tunecino llamado Mohamed Bouazizi se inmoló para protestar 
contra la corrupción policial y la indiferencia del gobierno. Al 
poco tiempo estalló una airada revuelta, y, tras muchos años 
en el poder, el gobierno fue derrocado en solo unas semanas. 
Luego, en enero y febrero de 2011, estallaron nuevas protestas 
en toda la región. En Egipto, el presidente Hosni Mubarak se 
vio obligado a dimitir después de treinta años en el cargo. En 


Libia, las protestas desembocaron en un conflicto armado 
generalizado y en el linchamiento de Muamar el Gadafi tras 
más de cuarenta años de gobierno. En Siria, Bashar al-Asad se 
aferró al poder mientras las protestas pacíficas acabaron dando 
paso a una guerra civil que ha devastado el país, causado la 
muerte a más de 400.000 personas y desencadenado una crisis 
migratoria. 

El futuro político inmediato de estos países, y de otros de la 
región, es incierto. Túnez ha realizado una transición a una 
frágil democracia, mientras que Egipto ha retornado a la 
dictadura; Libia está plagada de conflictos regionales y tribales, 
y Siria ha atraído a su territorio a diversas fuerzas extranjeras, 
algunas de ellas empeñadas en establecer un sistema político 
islamista en toda la región. Al mismo tiempo, una amplia gama 
de países de la zona han plantado cara a las protestas públicas 
o las han ignorado por completo. Ese ha sido especialmente el 
caso de las monarquías del golfo Pérsico, donde cabría haber 
imaginado, en cambio, que sus anacrónicas formas de gobierno 
serían las primeras en caer. 

Se nos plantean, pues, una serie de interrogantes. ¿Por qué 
se produjo la Primavera Árabe? ¿Cuál fue el origen de aquellos 
tumultuosos cambios en forma de revolución, guerra civil y 
una de las mayores crisis de refugiados de la historia reciente? 
¿Por qué las revueltas adoptaron formas distintas y difirieron 
en su nivel de violencia de un país a otro? Y, por último, ¿por 
qué en algunos países ni siquiera se produjo ya de entrada una 
protesta pública significativa? La naturaleza esperanzadora de 
la Primavera Árabe se ha visto reemplazada desde entonces 
por una percepción mucho más sombría del futuro político de 
la región. La democracia, y aun la estabilidad política, parecen 
estar hoy más lejos que nunca, y ha habido graves 
repercusiones no solo en Oriente Próximo, sino incluso más 
allá. ¿Puede la ciencia política ayudarnos a responder a estas 
preguntas? ¿Puede proporcionarnos las herramientas 
necesarias para configurar las políticas de nuestro propio país? 
¿O bien ocurre simplemente que los cambios políticos 
drásticos, especialmente los que se producen a escala regional, 
resultan ser demasiado complejos? 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Explicar los métodos que utilizan los politólogos para estudiar la politica 
en todo el mundo. 

*Analizar si la política comparada puede ser más cientifica y predecir 
resultados políticos. 

«Definir el papel y la importancia de las instituciones en la vida política. 

*Comparar libertad e igualdad, y examinar cómo las concilia la politica 
en los diversos paises. 


En los últimos veinticinco años, el mundo ha presenciado un 
asombroso número de cambios: el surgimiento de nuevas 
potencias económicas en Asia, el desplome del comunismo, 
diversas revoluciones en Oriente Próximo, el retorno de la 
religión a la política, la expansión de la tecnología de la 
información y las redes sociales, y los cambiantes efectos de la 
globalización. Muchos de los supuestos y creencias que 
tradicionalmente sostenían tanto los estudiosos y los 
responsables políticos como la ciudadanía en general han 
quedado obsoletos. Puede que los nuevos centros de riqueza 
reduzcan los niveles de pobreza, pero también es posible que 
exacerben la desigualdad a escala nacional. La democracia, a 
menudo considerada una fuerza inexorable, puede irse a pique 
ante obstáculos tales como los conflictos religiosos o 
económicos. El cambio tecnológico puede crear nuevas 
identidades compartidas y fuentes de cooperación, pero 
también puede desestabilizar y fragmentar las comunidades. 

Un ejemplo pertinente, que hemos visto surgir en las 
guerras civiles de Siria e Irak, es el papel del conflicto étnico y 
religioso. ¿Por qué se produce esta forma de violencia política? 
¿Es una respuesta a la desigualdad o a la privación de derechos 
políticos? ¿Se debe acaso a diferencias culturales, a un «choque 
de civilizaciones»? ¿Se ve fomentada o mitigada por la 
globalización? ¿Cómo podemos examinar diversas 
explicaciones y evaluar sus respectivas bondades? Los 
supuestos y explicaciones contrapuestos constituyen el núcleo 
de los debates políticos, así como de las decisiones políticas, 
pero a menudo se nos pide que escojamos en ausencia de 


pruebas fiables o de una adecuada comprensión de las causas y 
efectos. Para ser mejores ciudadanos, deberíamos conocer 
mejor tanto la ciencia política en general como la política 
comparada, esto es, el estudio y la comparación de la política 
nacional entre diversos países. La política comparada se puede 
contraponer a otro ámbito de la ciencia política asociado a 
ella, las relaciones internacionales. Mientras que la política 
comparada analiza la política dentro de cada país (por 
ejemplo, las elecciones, los partidos políticos, las revoluciones 
o los sistemas judiciales), las relaciones internacionales se 
centran en la relación entre unos países y otros (por ejemplo, 
la política exterior, la guerra, el comercio o la ayuda 
internacional). Obviamente, ambas tienen numerosos 
elementos comunes, como los conflictos étnicos o religiosos, 
que a menudo traspasan las fronteras, o los cambios políticos, 
que pueden verse moldeados por la fuerza militar o las 
organizaciones internacionales. Por ahora, no obstante, nuestro 
análisis se centrará en las estructuras y acciones políticas que 
tienen lugar dentro de los países. 

En este capítulo se presentan algunos de los términos y 
estructuras más básicos de la ciencia política y la política 
comparada. Los dividiremos en tres categorías fundamentales: 
conceptos analíticos (supuestos y teorías que guían nuestra 
investigación), métodos (formas de estudiar y poner a prueba 
esas teorías) e ideales (creencias y valores relativos a los 
resultados preferidos). Los conceptos analíticos nos ayudan a 
formular preguntas sobre causas y efectos; los métodos nos 
brindan herramientas para buscar explicaciones, y los ideales 
nos ayudan a comparar la política actual con la que quizá 
preferiríamos. 

Nuestro estudio considerará algunas de las cuestiones más 
básicas: ¿qué es la política? ¿En qué se diferencian los distintos 
sistemas políticos del mundo? Dedicaremos un tiempo a 
examinar cuáles son los métodos de la política comparada y 
cómo los especialistas han abordado su estudio. En el siglo 
pasado, los politólogos afrontaron el reto de analizar la 
política, y se preguntaron si ese análisis podía considerarse 
realmente una ciencia. Explorar estos temas nos dará una 


mayor percepción de las limitaciones y posibilidades del 
estudio de la política comparada. Analizaremos la política 
comparada empleando el concepto de instituciones: 
organizaciones o actividades que se autoperpetúan y adquieren 
valor por sí mismas. Las instituciones desempeñan un 
importante papel a la hora de definir y configurar lo que es 
posible y probable en la vida política al establecer las reglas, 
normas y estructuras en las que vivimos. Por último, además 
de las instituciones, abordaremos los ideales de libertad e 
igualdad. Si las instituciones modelan la forma en que se 
desarrolla el juego de la política, el objetivo de dicho juego es 
la combinación adecuada de libertad e igualdad. ¿Qué ideal es 
más importante? ¿Solo cabe lograr uno de ellos a expensas del 
otro? ¿O quizá algún otro ideal es preferible a ambos? Con el 
conocimiento adquirido al explorar estas cuestiones, estaremos 
preparados para abordar políticas complejas en todo el mundo. 


¿Qué es la política comparada? 


Ante todo, debemos identificar qué es la política comparada. 
Entendemos por política la lucha por el poder que se da en 
cualquier grupo humano y que proporciona a una o más 
personas la capacidad de tomar decisiones para el conjunto de 
dicho grupo. Este grupo puede abarcar desde una pequeña 
organización hasta el mundo entero. La política se da allí 
donde hay personas y organizaciones. Por ejemplo, para 
referirnos a las relaciones de poder en una empresa, hablamos 
de «política de oficina». Pero los politólogos se centran en 
concreto en la lucha por el liderazgo y el poder en el seno de 
una comunidad política: un partido político, un cargo electo, 
una ciudad, una región o un país. Por lo tanto, es difícil 
separar el concepto de política del concepto de poder, que es 
la capacidad de influir en los demás o imponerles nuestra 
voluntad. La política es la competencia por el poder público, 
mientras que el poder es la capacidad de hacer extensiva la 
propia voluntad a otros. 

En politología, la política comparada es una subdisciplina 
que compara esa búsqueda del poder entre diversos países. El 


método de comparar paises puede ayudarnos a formular 
argumentos sobre causas y efectos, extrayendo información 
que trasciende los lugares y momentos concretos. Por ejemplo, 
una importante paradoja sobre la que volveremos con 
frecuencia es por qué unos países son democráticos y otros no. 
¿Por qué en algunos países la política ha dado como resultado 
la dispersión del poder entre un mayor número de personas, 
mientras que en otros se concentra en manos de unas pocas? 
¿Por qué Corea del Sur es democrática y Corea del Norte no? 
Observar solo Corea del Norte no nos ayudará necesariamente 
a comprender por qué Corea del Sur tomó un camino distinto, 
o viceversa. Pero una comparación de ambos países, quizá 
junto con otros casos similares en el continente asiático, puede 
proporcionarnos mejores explicaciones. Como debería quedar 
claro por nuestras anteriores observaciones sobre la Primavera 
Árabe, estas no son simples cuestiones académicas. Los países 
democráticos y las organizaciones favorables a la democracia 
apoyan activamente la difusión de regímenes afines en todo el 
mundo, pero, si no está claro cómo o por qué se produce su 
advenimiento, promover la democracia se hace difícil o incluso 
peligroso. Es importante, pues, diferenciar los ideales de 
nuestros conceptos y métodos, y no dejar que los primeros 
ensombrezcan el uso que hacemos de estos últimos. La política 
comparada puede impregnar e incluso poner en tela de juicio 
nuestros ideales, brindar alternativas y cuestionar nuestro 
supuesto de que solo existe una forma correcta de organizar la 
vida política. 


El método comparativo 


Si la comparación es una forma importante de contrastar 
nuestras suposiciones y configurar nuestros ideales, no menos 
importancia reviste el modo como comparamos los casos. Sin 
un Criterio o guía con el que recabar información o sacar 
conclusiones, nuestros estudios se convierten en poco más que 
una colección de detalles. Por eso los investigadores suelen 
buscar paradojas —preguntas sobre la política sin una 
respuesta obvia— como una forma de guiar su investigación. A 


partir de ahi recurren a algún método comparativo: una 
forma de comparar casos y sacar conclusiones. Comparando 
países o realidades subestatales, los estudiosos buscan 
conclusiones y generalizaciones que puedan ser válidas en 
otros casos. 

Volviendo a nuestra cuestión anterior, digamos que nos 
interesa saber por qué en algunos países no se ha desarrollado 
la democracia. Esta fue una cuestión central en los debates 
suscitados en Occidente acerca de si había que ir o no a la 
guerra con Irak, y sigue siendo un tema polémico en Oriente 
Próximo y en otros lugares. Podríamos abordar la paradoja de 
la democracia observando el caso de Corea del Norte. ¿Por qué 
el régimen norcoreano ha seguido siendo comunista y 
extremadamente represivo mientras se han ido derrumbado 
otros regímenes similares en todo el mundo? 

Una respuesta convincente a esta paradoja podría decir 
mucho tanto a los estudiosos como a los responsables políticos, 
e incluso guiar nuestras tensas relaciones con Corea del Norte 
en el futuro. Examinar atentamente un país puede llevarnos a 
formular hipótesis acerca de por qué los países actúan como lo 
hacen. Denominamos a este enfoque razonamiento inductivo: 
el medio por el cual pasamos de estudiar un caso concreto a 
generar una hipótesis. Sin embargo, aunque el estudio de un 
país pueda generar hipótesis interesantes, no proporciona 
suficiente información para contrastarlas. Así, podríamos 
estudiar el caso de Corea del Norte y quizá concluir que el uso 
del nacionalismo por parte de quienes ostentan el poder ha 
sido fundamental para la persistencia del gobierno no 
democrático. Esa conclusión podría llevarnos entonces a 
sugerir que los estudios futuros analicen la relación entre 
nacionalismo y autoritarismo en otros países. Por lo tanto, el 
razonamiento inductivo puede ser la base sobre la que elaborar 
teorías más generales en política comparada. 

La política comparada también puede basarse en el 
razonamiento deductivo: partir de una paradoja, y, desde 
ahí, generar algunas hipótesis sobre sus causas y efectos que 
luego se puedan contrastar en diversos casos. Mientras que el 
razonamiento inductivo parte de las pruebas empíricas como 


forma de desentrañar una hipótesis, el razonamiento deductivo 
parte de la hipótesis y luego busca las pruebas que la 
confirmen. En nuestro ejemplo de razonamiento inductivo, 
partiamos de un estudio del caso de Corea del Norte y 
terminábamos con algunas generalizaciones contrastables 
sobre el nacionalismo; en el razonamiento deductivo, 
partiríamos de nuestra hipótesis sobre el nacionalismo y luego 
contrastaríamos dicha hipótesis observando diversos países 
concretos. Al realizar tales estudios, podemos encontrar una 
correlación, o asociación aparente, entre determinados 
factores o variables. Si fuéramos especialmente ambiciosos, 
podríamos llegar a afirmar que hemos encontrado sus causas y 
efectos, es decir, una relación causall. El razonamiento 
inductivo y deductivo puede ayudarnos a comprender y 
explicar mejor los resultados políticos, y, en el mejor de los 
casos, incluso podría ayudarnos a predecirlos. 

Por desgracia, ni el razonamiento inductivo y deductivo, ni 
la búsqueda de correlación y causalidad, son tareas sencillas. A 
la hora de tratar de estudiar las características políticas de los 
diversos países, los comparativistas afrontan siete grandes 
retos. Pasemos a examinar cada uno de ellos y veamos cómo 
complican el método comparativo y la política comparada en 
general. Para empezar, los politólogos tienen dificultades para 
controlar todas las variables de los casos que estudian. En otras 
palabras, en nuestra búsqueda de relaciones causales no 
podemos hacer auténticas comparaciones porque cada uno de 
nuestros casos es distinto. A modo de ejemplo, supongamos 
que una investigadora quiere determinar si la práctica de más 
ejercicio por parte de los estudiantes universitarios se traduce 
en unas notas más altas. Al estudiar a sus sujetos, la 
investigadora puede controlar una serie de variables que 
también podrían afectar a las notas, como la dieta de los 
estudiantes, la cantidad de horas que duermen o cualquier otro 
factor que pueda influir en sus resultados. Controlando estas 
diferencias, y asegurándose de que muchas de esas variables se 
mantienen constantes —a excepción de la del ejercicio—, la 
investigadora puede llevar a cabo su estudio con mayor 
confianza. 


Sin embargo, la politologia ofrece pocas oportunidades de 
controlar las variables, puesto que dichas variables dependen 
de la vida politica real. Las economias, las culturas, la 
geografia, los recursos y las estructuras politicas de los 
distintos paises son extraordinariamente diversos, y resulta 
dificil controlar todas esas diferencias. Incluso en un mismo 
estudio de caso las variables cambian con el tiempo. Como 
mucho, podemos controlar lo maximo posible ciertas variables 
que en caso contrario podrían distorsionar nuestras 
conclusiones. Si, por ejemplo, queremos entender por qué las 
leyes que regulan la tenencia de armas de fuego son mucho 
menos restrictivas en Estados Unidos que en la mayoria de los 
demas paises industrializados, haremos bien en comparar 
Estados Unidos con paises que tengan similares experiencias 
históricas, económicas, políticas y sociales, como Canadá y 
Australia, en lugar de optar por otros como Japón o Sudáfrica. 
Este enfoque nos permite controlar nuestras variables de 
manera más eficaz, pero todavía deja muchas de ellas sin 
controlar y sin contabilizar. 

Un segundo problema, relacionado con el anterior, es que, 
para producir determinados resultados concretos, 
habitualmente se combinan numerosas variables, es lo que se 
conoce como multicausalidad. Es poco probable que una 
única variable, como el sistema electoral de los países o la 
fortaleza de su sistema judicial, explique por sí sola la 
variación en las leyes de control de armas de fuego que existe 
entre ellos. El problema de la multicausalidad también nos 
recuerda que en el mundo real a menudo no hay respuestas 
únicas y sencillas a los problemas políticos. 

Un tercer problema es el relacionado con los límites de 
nuestra información y de nuestra capacidad de recopilarla. 
Aunque los casos que estudiamos tengan numerosas variables 
no controladas e interconectadas, a menudo disponemos de 
demasiados pocos casos con los que trabajar. En las ciencias 
naturales, los investigadores suelen realizar estudios con una 
enorme cantidad de casos: centenares de estrellas o miles de 
individuos, que a menudo se estudian a lo largo del tiempo. 
Esta amplitud permite a los investigadores seleccionar sus 


casos de modo que puedan controlar sus variables, y el gran 
número de casos evita que cualquier posible caso anómalo 
distorsione los resultados. En política comparada, en cambio, 
generalmente nos vemos limitados por el número de países que 
hay en el mundo: actualmente menos de 200, la mayoría de los 
cuales no existían hace unos siglos. Incluso si en nuestro 
ámbito estudiamos otro tipo de unidades de análisis (como 
partidos políticos o actos de terrorismo), el número total de 
casos seguirá siendo relativamente pequeño. Y si intentamos 
controlar las diferencias limitándonos a buscar casos similares 
(por ejemplo, las democracias ricas), nuestro corpus total de 
casos se reducirá aún más. 

Un cuarto problema de la política comparada afecta a cómo 
accedemos a los pocos casos de los que disponemos. A menudo 
la investigación se ve obstaculizada aún más por los mismos 
factores que hacen que sea interesante estudiar determinados 
países. Gran parte de la información que buscan los politólogos 
no resulta fácil de obtener, puesto que exige trabajo de campo, 
es decir, realizar entrevistas o estudiar archivos nacionales en 
países extranjeros. Los viajes internacionales requieren tiempo 
y dinero, y los investigadores pueden pasar meses o incluso 
años haciendo trabajo de campo. Puede que los entrevistados 
no estén dispuestos a hablar de temas delicados o que 
distorsionen la información. Las bibliotecas y archivos pueden 
estar incompletos o tener un acceso restringido. Puede que los 
gobiernos prohíban que se investigue sobre cuestiones 
políticamente delicadas. Afrontar estos obstáculos en más de 
un país supone un reto aún mayor. Puede que un investigador 
sepa leer en ruso y viaje a Rusia con frecuencia, pero si quiere 
comparar el poscomunismo en Rusia y China, lo ideal sería que 
también supiera leer en chino y realizara asimismo 
investigación en China. Pocos comparativistas tienen las 
habilidades lingúísticas, el tiempo o los recursos necesarios 
para realizar investigación de campo en varios países. En 
Norteamérica o Europa casi no hay expertos en política 
comparada que hablen tanto el ruso como el chino. Como 
resultado, los comparativistas a menudo dominan el 
conocimiento de un solo país o idioma y a partir de ahí se 


basan en el razonamiento deductivo. El estudio de un solo caso 
puede ser extremadamente valioso, en la medida en que 
proporciona al investigador una visión muy profunda de dicho 
caso y la capacidad de extraer nuevas observaciones que solo 
pueden provenir de un examen profundo. Sin embargo, un 
enfoque tan estrecho también puede hacer que los 
investigadores no logren tener claro si la política que observan 
en su estudio de caso tiene o no similitudes importantes con la 
de otros casos. Incluso se puede llegar al extremo de que los 
estudiosos lleguen a creer que el país que están examinando es 
de alguna manera único y no reconozcan sus similitudes con 
otros países. 

En quinto lugar, aun cuando los comparativistas amplían su 
gama de casos, su objeto de estudio tiende a limitarse a una 
única región geográfica. Es más probable que el especialista en 
la Cuba comunista estudie otros países latinoamericanos antes 
que China o Corea del Norte, mientras que a su vez es más 
probable que el especialista en China estudie Corea del Sur 
antes que Rusia. Esto no constituye necesariamente un motivo 
de preocupación, dado lo que hemos dicho antes sobre la 
necesidad de controlar las variables: puede tener más sentido 
estudiar partes del mundo donde se agrupan variables 
similares en lugar de comparar países de diferentes partes del 
globo. Sin embargo, este enfoque regional —a menudo 
definido como estudios de área— se distribuye de manera 
desigual en todo el mundo. Durante décadas, la mayor parte de 
la investigación tendió a centrarse en Europa Occidental pese 
al creciente papel de Asia en el sistema internacional2. ¿Por 
qué? Como ya hemos mencionado anteriormente, parte de ello 
se debe a una cuestión de idioma. Muchos estudiosos 
occidentales han aprendido otros idiomas europeos en la 
escuela primaria o secundaria, mientras que en muchos países 
europeos el uso del inglés está muy extendido, lo cual facilita 
la investigación. El inglés también está muy extendido en Asia 
Meridional, pero los estudios sobre esta región van un tanto a 
la zaga. Por ejemplo, en los últimos cincuenta años una de las 
principales revistas de política comparada ha publicado el 
mismo número de artículos sobre Suecia que sobre la India. 


Para ser justos, hay que decir que gran parte de esto esta 
cambiando gracias a una nueva generación de estudiosos. Sin 
embargo, en general la politica comparada sigue siendo algo 
lenta a la hora de redirigir su atención cuando surgen nuevos 
temas y cuestiones. 

En sexto lugar, hay un problema de sesgo que dificulta aún 
más el control de las variables y la selección de los casos 
apropiados. No se trata de un sesgo político, aunque a veces 
también este puede dar problemas, sino de cómo 
seleccionamos nuestros casos. En las ciencias naturales, los 
investigadores aleatorizan lo máximo posible la selección de 
casos para evitar elegir los que sustenten una u otra hipótesis. 
Pero, por las razones ya mencionadas, en politología no es 
posible ese tipo de aleatorización. Los estudios de un solo caso 
ya están sesgados de por sí por el hecho de que los 
comparativistas estudian un determinado país porque conocen 
su idioma o lo encuentran interesante. Sin embargo, aunque 
optemos, en cambio, por basarnos en el razonamiento 
deductivo —partiendo de una hipótesis y buscando luego 
nuestros casos en función de ella—, podemos caer fácilmente 
en la trampa del sesgo de selección. 

Por ejemplo, digamos que queremos entender las 
revoluciones y planteamos la hipótesis de que su causa 
principal es un rápido incremento de la desigualdad. ¿Cómo 
debemos seleccionar nuestros casos? La mayoría de nosotros 
responderíamos diciendo que deberíamos encontrar tantos 
casos de revoluciones como sea posible y luego comprobar si 
las ha precedido o no un incremento de la desigualdad. 
Podríamos centrarnos en las revoluciones de Francia, México, 
Rusia, China e Irán. Pero eso sería un error: al observar solo los 
casos donde ha habido una revolución, pasamos por alto todos 
aquellos en los que se incrementó la desigualdad pero no se 
produjo revolución alguna. Por ejemplo, dejaríamos de lado los 
casos de Brasil, Sudáfrica, la India y Nigeria, cuatro de los 
países más desiguales del mundo que nunca han 
experimentado una revolución. De hecho, puede haber incluso 
muchos más casos de crecimiento desigual sin revolución que 
con ella, lo que refutaría nuestra hipótesis. Así pues, haríamos 


mejor en centrarnos en la que creemos que es la causa (el 
incremento de la desigualdad) en lugar del que creemos que es 
el efecto. Aunque esta puede parecer la opción obvia, ese tipo 
de sesgo es un error frecuente entre los estudiosos, que a 
menudo se sienten tan atraídos por determinados resultados 
concretos que parten de ahí y luego investigan de forma 
retrospectiva. 

Un séptimo y último motivo de inquietud tiene que ver con 
la propia esencia de la ciencia política: la búsqueda de causas y 
efectos. Supongamos, para esclarecer el tema, que la media 
docena de problemas que hemos planteado aquí pueden 
superarse mediante un minucioso proceso de selección de 
casos, recopilación de información y control de variables. 
Imaginemos también que, con esos problemas resueltos, las 
investigaciones indican, por ejemplo, que los países con una 
baja tasa de alfabetización femenina tienen menos 
probabilidades de ser democráticos que los países donde la 
alfabetización femenina es alta. Aun cuando nos sintamos lo 
bastante confiados como para afirmar que existe una relación 
causal entre la alfabetización femenina y la democracia —lo 
que de por sí constituye una afirmación osada—, se nos 
plantea un último problema, tal vez insoluble. ¿Qué variable es 
la causa, y cuál el efecto? ¿Acaso las bajas tasas de 
alfabetización femenina limitan la participación pública y 
empoderan a actores no democráticos, o, por el contrario, 
ocurre que los líderes autoritarios (en su mayoría hombres) 
muestran poco interés en fomentar la igualdad de género? Esta 
dificultad a la hora de diferenciar entre causa y efecto, 
conocida como endogeneidad, representa un importante 
obstáculo en cualquier investigación comparativa. Aun cuando 
estemos seguros de haber encontrado la causa y el efecto, no 
podemos determinar fácilmente cuál es cuál. Si se piensa bien, 
eso no resulta sorprendente; cierto politólogo incluso ha 
afirmado que la endogeneidad es «el motor de la historia», 
dado que las causas y los efectos tienden a evolucionar de 
manera conjunta, transformándose mutuamente a lo largo del 
tiempo. Así pues, las primeras formas de democracia, 
alfabetización y derechos de la mujer pueden muy bien haber 


ido de la mano, reforzando y modificando cada una de ellas al 
resto. En resumen: numerosos elementos importan, y esos 
numerosos elementos influyen unos en otros. Esto hace que 
resulte, cuando menos, problemático hacer cualquier tipo de 
planteamiento lúcido sobre causas y efectos. 


DESTACAMOSProblemas de la investigación comparativa 


«Controlar un gran número de variables. 

«Controlar la multicausalidad. 

«Número limitado de casos para investigar. 

*Acceso limitado a la información de los casos. 

«Investigación desigual de casos y regiones. 

«Selección de casos en función del efecto y no de la causa (sesgo 
de selección). 

«Las variables pueden ser causa o efecto (endogeneidad). 


¿Podemos tratar la política comparada como ciencia? 


Hasta ahora hemos tratado muchas de las formas en las que la 
política comparada —y la ciencia política en general— tiende 
a dificultar el estudio. Las variables son difíciles de controlar y 
pueden estar interconectadas, mientras que los casos reales 
pueden ser escasos. Puede resultar difícil obtener acceso a la 
información, y las comparaciones pueden verse limitadas por 
un conocimiento o interés centrado en determinadas regiones 
concretas. Las cuestiones que se plantean pueden verse 
afectadas por el sesgo de selección y la endogeneidad. Todos 
estos problemas hacen que en politología resulte difícil generar 
teorías, que podemos definir como un conjunto integrado de 
hipótesis, supuestos y hechos. Llegados a este punto, es muy 
posible que el lector haya llegado a la conclusión de que es 
inútil tratar de hacer ciencia de la política. Pero son 
precisamente ese tipo de problemas los que han llevado a la 
ciencia política, y a la política comparada en concreto, a 
adoptar un enfoque más científico. A continuación pasaremos a 
examinar si esto ha producido o producirá beneficios 
significativos, y a qué precio. 


La ciencia politica y la politica comparada tienen un largo 
historial. Casi todas las grandes sociedades cuentan con obras 
maestras de la politica en las que se prescriben normas o, con 
menos frecuencia, se analiza el comportamiento politico. En 
Occidente, la obra del filósofo Aristóteles (384-322 a.C.) se 
apartó del tradicional énfasis en los ideales políticos para 
llevar a cabo una investigación comparativa sobre los sistemas 
políticos realmente existentes (lo que llamaremos regímenes), y 
finalmente reunir y analizar las constituciones de 158 
ciudades-estado griegas. El objetivo de Aristóteles era 
diferenciar entre, por una parte, los que él consideraba 
regimenes politicos «apropiados», y, por otra, los «desviados» o 
despóticos. También enmarcaba su análisis en una paradoja: 
¿por qué algunos regímenes eran despóticos y otros no? 
Partiendo de este enfoque, el pensador griego concibió una 
ciencia de la política de naturaleza empírica (esto es, 
observable y verificable) y con una finalidad práctica: dominar 
el arte de gobernar. Probablemente fue el primer occidental 
que separó el estudio de la política del de la filosofia‘. 

El planteamiento inicial de Aristóteles no se tradujo de 
forma inmediata en un estudio sistemático de la política. 
Durante los mil ochocientos años siguientes, los debates sobre 
política continuaron anclados en el ámbito de la filosofía, y 
siguieron haciendo hincapié en cómo debería ser la política 
más que en la manera de gestionarla realmente. Los ideales, y 
no las conclusiones extraídas de las evidencias, eran la norma. 
Solo con las obras del italiano Nicolás Maquiavelo (1469-1527) 
surgió realmente un enfoque comparativo de la política. Como 
Aristóteles, Maquiavelo intentó analizar diferentes sistemas 
políticos —tanto los que existían en su época como los que le 
habían precedido, como, por ejemplo, el Imperio romano—, e 
incluso trató de formular generalizaciones sobre su éxito y 
fracaso. En su opinión, los estadistas podían aplicar en la 
práctica tales conclusiones para evitar cometer los mismos 
errores que sus predecesores. La obra de Maquiavelo refleja 
este pragmatismo al tratar de la mecánica del gobierno, la 
diplomacia, la estrategia militar y el poder”. 

Debido a su especial hincapié en el arte de gobernar y el 


conocimiento empirico, a menudo se considera a Maquiavelo 
el primer politólogo moderno, que allanó el camino a otros 
estudiosos. Sus escritos llegaron en un momento en el que el 
orden medieval daba paso al Renacimiento, con su énfasis en 
la ciencia, el racionalismo, el laicismo y la primacía del 
conocimiento del mundo real sobre los ideales abstractos. El 
trabajo resultante producido durante los cuatro siglos 
siguientes vendría a reforzar la idea de que la política, como 
cualquier otro ámbito del conocimiento, podía evolucionar 
como una ciencia lógica, rigurosa y predecible. 

Durante esos siglos, varios grandes pensadores adoptaron el 
enfoque comparativo del estudio de la política, que poco a 
poco se iría alejando de los fundamentos morales, filosóficos o 
religiosos. En el siglo xvu, autores como Thomas Hobbes y 
John Locke siguieron los pasos de Maquiavelo y abogaron en 
favor de determinados sistemas políticos concretos basándose 
en la observación y el análisis empíricos. Les siguieron, en el 
XVII, estudiosos como Jean-Jacques Rousseau y el barón de 
Montesquieu, cuyas investigaciones sobre la separación de 
poderes y las libertades civiles influirían directamente en la 
redacción de la Constitución estadounidense y otras 
constituciones posteriores. La obra de Karl Marx y Max Weber 
en el siglo xIx y principios del xx acrecentaría la ciencia 
política con análisis sobre la naturaleza de la organización y el 
poder políticos y económicos. Todos esos avances reflejaban 
cambios generalizados en la investigación académica, y a 
menudo combinaban ideales políticos con conceptos analíticos 
y algún que otro intento de establecer un método de estudio 
sistemático. 

Así pues, a comienzos del siglo Xx la ciencia política existía 
ya formalmente como ámbito de estudio, pero aún presentaba 
un aspecto muy distinto del que hoy tiene. El estudio de la 
política comparada, aunque menos ligado a los ideales o a la 
filosofía, parecía una especie de periodismo político: en gran 
medida descriptivo, ateórico y centrado en Europa, que todavía 
dominaba la política mundial a través de sus imperios. Había 
poco en ese trabajo que se asemejara a un método comparativo 
propiamente dicho. 


Las dos guerras mundiales y el auge de la Guerra Fria 
marcarian un punto de inflexión en la ciencia política y la 
politica comparada, especialmente en Estados Unidos. Hubo 
varias razones para ello. En primer lugar, en el ámbito 
universitario surgió un movimiento creciente en favor de la 
aplicación de métodos más rigurosos para estudiar el 
comportamiento humano, ya fuera en sociología, economía o 
política. En segundo término, las guerras mundiales plantearon 
serias preguntas sobre la capacidad de los estudiosos de 
contribuir de manera significativa a la comprensión de los 
asuntos mundiales. La creación de nuevos países, el auge del 
fascismo y el fracaso de la democracia en gran parte de la 
Europa de entreguerras eran asuntos de vital importancia, pero 
la politología no parecía clarificar lo suficiente aquellos temas 
ni lo que habían implicado para la estabilidad internacional. 
En tercer lugar, la Guerra Fría con una potencia rival como la 
Unión Soviética, dotada de armas nucleares y una ideología 
revolucionaria, hacía que el conocimiento de la política 
comparada pareciera una cuestión de supervivencia. Por 
último, el período de posguerra marcó el comienzo de una 
oleada de innovación tecnológica, con, entre otras cosas, los 
primeros ordenadores. Este hecho generó la creencia 
generalizada de que, gracias a la innovación tecnológica, 
muchos problemas sociales podrían reformularse como meras 
cuestiones técnicas, que a la larga se resolverían mediante la 
ciencia. El miedo a una nueva guerra se unió así a la creencia 
de que la ciencia era un bien absoluto que tenía la respuesta a 
casi todos los problemas. La cuestión era cómo hacer que la 
ciencia funcionara. 

Aunque estos cambios transformaron drásticamente el 
estudio de la política, la disciplina en sí siguió siendo 
mayoritariamente conservadora, adoptando el capitalismo y la 
democracia como ideales. En política comparada, estos puntos 
de vista se encarnaron en lo que pasaría a conocerse como 
teoría de la modernización, que sostenía que, al evolucionar, 
todas las sociedades acababan convirtiéndose en democracias 
capitalistas y convergiendo en torno a un conjunto de valores y 
características comunes. Estados Unidos y otros países 


occidentales iban más avanzados en ese camino y la teoría 
presuponía que a la larga todos los demás países les 
alcanzarían a menos que fueran «desviados» por sistemas 
alternativos como el comunismo (o como el fascismo en el 
pasado). 

En las décadas de 1950 y 1960, los comparativistas 
influenciados por la teoría de la modernización empezaron a 
ampliar sus investigaciones para incluir más casos. La 
investigación de campo, respaldada por subvenciones públicas 
y privadas, se convirtió en el medio normalmente empleado 
por los politólogos para recopilar datos. Esa creciente y rica 
variedad de datos se trató asimismo con nuevas tecnologías 
informáticas combinadas con métodos estadísticos. Por último, 
se desplazó también el objeto de investigación, que pasó de 
centrarse en las instituciones políticas (como las asambleas 
legislativas y las constituciones) a hacerlo en el 
comportamiento político individual. Esta tendencia pasaría a 
conocerse como la revolución conductista. El conductismo 
aspiraba a generar teorías y generalizaciones que pudieran 
ayudar a explicar e incluso predecir la actividad política. En el 
mejor de los casos, con el tiempo ese trabajo conduciría a una 
«gran teoría» del comportamiento político y la modernización 
que sería válida para todos los países. 


Principales pensadores en política comparada 


Kustbtetimero en separar el estudio de la política del de la filosofía; utilizó el 
(884d22a1hparativo para estudiar las ciudades-estado griegas; en su Politica, 
concibió un estudio empírico de la politica con fines prácticos. 
NivelásdMaquisidadmdo el primer politólogo moderno por su énfasis en el arte de 
EtA el conocimiento empírico; analizó diferentes sistemas políticos en la 
creencia de que los estadistas podían aplicar sus conclusiones; expuso sus teorías en 
El príncipe. 

DisaneslHebbencepto de «contrato social», por el que las personas ceden ciertas 
(¡8 $a te Ln aras del orden público; abogó en favor de un estado poderoso en su 
Leviatán. 

Jolguithenké que la propiedad privada es esencial para la libertad y la prosperidad 
(1ABA My; abogó en favor de un estado débil en Dos tratados sobre el gobierno 
civil. 

Estaides-loswistdnsodagdabierno; abogó por la separación de poderes en los 
babirdo Mob sguicitu de las leyes. 

(1689-1755) 

Jergutaeniutes| Rolosederechos de los ciudadanos son inalienables y el estado no puede 
Prat TN ellos; influyó en el desarrollo de los derechos civiles; expuso esas ideas en 


El contrato social. 

Klatidvfanna teoría del desarrollo económico y la desigualdad en El capital; predijo 
€l $i$at88Bsplome del capitalismo y la democracia. 

MexiM@benpliamente sobre temas como la burocracia, las formas de autoridad y el 
(REI 26)la cultura en el desarrollo económico y político; desarrolló muchos de 
esos temas en Economía y sociedad. 


El conductismo y la teoría de la modernización eran dos 
cosas distintas: la teoría de la modernización era un conjunto 
de hipótesis acerca de cómo evolucionaban los países, mientras 
que el conductismo era un conjunto de métodos con los que 
abordar la política a partir del estudio del comportamiento de 
los individuos. Sin embargo, ambos constituían sendos intentos 
de estudiar la política de forma más científica a fin de lograr 
determinados resultados politicos®. El conductismo también 
fomentaba la primacía de la investigación deductiva a gran 
escala sobre el estudio de casos únicos común en el 
razonamiento inductivo. A muchos les parecía evidente que la 
ciencia política, y la política comparada dentro de ella, pronto 
sería una ciencia «real». 

Sin embargo, a finales de la década de 1970 ese entusiasmo 
empezó a encontrar resistencia. El conocimiento académico de 
la política se vio incrementado por nuevas teorías y 
sofisticados métodos de análisis en todo el mundo, pero ese 
conocimiento por sí solo no se tradujo en los avances 
esperados. Las teorías que se habían desarrollado, como la de 
la modernización, se mostraban cada vez más incapaces de 
lidiar con la política real: en lugar de hacerse más capitalistas 
y más democráticos, muchos países recién independizados se 
desmoronaban ante el conflicto violento y la revolución, que a 
continuación se reemplazaban con un autoritarismo que no 
reflejaba en absoluto las expectativas o ideales occidentales. 
¿Qué había salido mal? 

Algunos críticos adujeron que la obsesión de la revolución 
conductista por parecer científica había descarriado la 
disciplina al dar prioridad a la metodología sobre el 
conocimiento y a la jerga técnica sobre la claridad. Otros 
criticaron la disciplina por su sesgo ideológico, argumentando 


que a los comparativistas no les interesaba comprender el 
mundo, sino prescribir el modelo de modernización occidental. 
En el peor de los casos podía considerarse que su trabajo 
simplemente servía a los intereses de la política exterior 
estadounidense. Desde entonces, la política comparada, como 
todo lo relacionado con la ciencia política, se ha ido 
fragmentando cada vez más. Aunque son pocos quienes 
todavía creen en el antiguo enfoque descriptivo que dominó la 
primera parte del siglo, no hay consenso acerca de cuál es el 
rumbo actual de los estudios académicos y qué métodos de 
investigación o conceptos analíticos son más fructíferos. Esta 
falta de consenso ha generado varias importantes divisiones y 
motivos de conflicto. 


Métodos de investigación 


Uno de los ámbitos de conflicto es el de la metodología: cuál es 
la mejor forma de recabar y analizar los datos. Ya hemos 
hablado de los problemas de la metodología comparativa 
relacionados con la selección de casos y el control de variables. 
Pero esos problemas entrañan cuestiones ulteriores acerca de 
cómo se recaban e interpretan los datos de cara a comparar 
dichos casos y medir dichas variables. Algunos politólogos 
comparativistas utilizan métodos cualitativos, metodologías 
basadas en la obtención de evidencias cualitativas mediante 
entrevistas, observaciones, archivos y otras formas de 
investigación documental. Los enfoques cualitativos conllevan 
con frecuencia investigaciones profundas y de alcance limitado 
centradas en un único caso, o en unos pocos, extraídos de la 
experiencia académica. No obstante, ciertos estudios 
cualitativos (como algunas investigaciones sobre la 
modernización o las revoluciones) involucran numerosos casos 
repartidos por todo el mundo durante un periodo de varios 
siglos. Sea como fuere, los enfoques cualitativos son 
habitualmente inductivos, partiendo del estudio de casos 
concretos para generar una teoría. 


DESTACAMOSTendencias en política comparada 


Enfaxjsiertitadieionption de los sistemas políticos y sus diversas 
instituciones. 

Repadacióresiondudtisiiptivo de la politica a un enfoque que hace 
hincapié en la causalidad, la explicación y la predicción; da prioridad al 
comportamiento político de los individuos sobre las grandes estructuras 
políticas, y a la metodología cuantitativa sobre la cualitativa; predomina 
la teoría de la modernización. 


Para algunos politólogos, el enfoque cualitativo tiene un 
valor dudoso. Las variables —sostienen— no se definen ni se 
miden de manera rigurosa, y tampoco se ponen a prueba las 
hipótesis utilizando una amplia muestra de casos. Afirmando 
que el trabajo cualitativo no contribuye a la acumulación de 
conocimiento y que apenas es mejor que el enfoque que 
dominó la disciplina hace un siglo, estos críticos se inclinan, en 
cambio, por el uso de métodos cuantitativos. Abogan por un 
abanico más amplio de casos no limitados por la 
especialización de área y un mayor uso del análisis estadístico 
y de modelos matemáticos a menudo procedentes de la 
economía. En esta metodología cuantitativa es más probable 
que se utilice el razonamiento deductivo, partiendo de una 
teoría que luego los politólogos pueden poner a prueba con 
toda una serie de datos. Muchos partidarios de la investigación 
cualitativa cuestionan si los enfoques cuantitativos realmente 
miden y ponen a prueba variables que tienen algún valor, o se 
limitan simplemente a centrarse en las cosas (a menudo 
triviales) que pueden expresarse numéricamente. La excesiva 
dependencia de mediciones cuantificables puede llevar a los 
estudiosos a eludir aquellas cuestiones importantes que a 
menudo no pueden abordarse empleando métodos científicos 
tan estrictos. 


Teoría 


Un segundo debate, relacionado con el anterior, gira en torno a 
los supuestos teóricos sobre el comportamiento humano. ¿Son 
los seres humanos racionales, en el sentido de que su 
comportamiento se ajusta a algún tipo de conducta 
generalmente comprensible? Algunos dicen que sí. Algunos de 


estos estudiosos, partiendo de los supuestos de la conocida 
como teoría de la elección racional, utilizan teoría de 
juegos para estudiar las estrategias mediante las que se 
desarrolla la política y cómo los seres humanos actúan en 
función de sus preferencias (por ejemplo, a la hora de votar, 
elegir un determinado partido o apoyar una revolución). En el 
mejor de los casos, estos modelos pueden generar no solo 
explicaciones, sino también predicciones, que constituyen uno 
de los elementos básicos de la ciencia. Como seguramente 
habrá deducido el lector, la teoría de la elección racional se 
halla estrechamente ligada a los métodos cuantitativos. Y, al 
igual que quienes cuestionan los métodos cuantitativos en 
general, quienes rechazan la teoría de la elección racional en 
particular sostienen que su énfasis en la racionalidad 
individual descarta la importancia de elementos tales como la 
complejidad histórica, los resultados no deseados, los límites a 
la racionalidad o los factores culturales. De hecho, algunos 
consideran que tanto las teorías de la elección racional como el 
conductismo son meros supuestos occidentales (o 
específicamente estadounidenses) acerca del interés propio, los 
mercados y la autonomía individual que no describen 
demasiado bien la realidad. 

Mientras estos debates persisten, el mundo que nos rodea 
sigue cambiando. Del mismo modo que nadie supo prever las 
desgarradoras transformaciones políticas producidas en 
Oriente Próximo a raíz de la Primavera Árabe, tampoco se 
previó el final de la Guerra Fría unos veinte años antes. Pocos 
estudiosos, independientemente de su metodología o su 
enfoque teórico, anticiparon o incluso consideraron la 
posibilidad de que se produjera ninguna de estas dos 
secuencias de dramáticos acontecimientos. De manera similar, 
hoy la religión —una fuerza que la teoría de la modernización 
(y la investigación centrada en Europa) nos había dicho que 
estaba en franca decadencia— ha resurgido como un 
componente importante de la política en todo el mundo. En 
Asia han entrado en escena nuevas potencias económicas, en 
algunos casos de la mano de la democracia, pero en otros no. 
El terrorismo, que en la década de 1970 fue una táctica 


caracteristica de grupos revolucionarios laicos, también ha 
resurgido, aunque en manos de actores distintos. Parece que 
muchos politólogos, independientemente de sus convicciones, 
han tenido más bien poco que aportar a muchas de estas 
cuestiones; una y otra vez, han pillado a los estudiosos 
desprevenidos. 

¿En qué situación nos encontramos ahora? En los últimos 
años están surgiendo algunos signos de reconciliación. Los 
estudiosos admiten que es posible realizar investigaciones 
académicas y formular teorías de forma minuciosa (o 
descuidada) empleando tanto métodos cualitativos como 
cuantitativos. Tanto el razonamiento inductivo como el 
deductivo pueden generar valiosas teorías en política 
comparada. La elección racional y los enfoques históricos o 
culturales pueden enriquecerse mutuamente e integrarse. Cada 
vez se encuentran más planteamientos metodológicamente 
heterogéneos que utilizan tanto la investigación cuantitativa 
como la cualitativa. Como resultado, algunos estudiosos han 
hablado con optimismo de una integración de las matemáticas, 
la «narrativa» (estudios de casos) y los modelos de elección 
racional en la que cada uno de estos elementos enriquezca a 
los demás. Por ejemplo, los estudios cuantitativos de la 
actividad política a gran escala pueden clarificarse aún más 
recurriendo luego a casos individuales en los que se investigue 
con mayor detalle la cuestión. Este tipo de investigación 
metodológicamente heterogénea va en aumento, aunque sigue 
habiendo escépticos que argumentan que el mero hecho de 
incrementar el número y la tipología de los métodos 
empleados no conduce necesariamente a resultados más 
fiables?. Estos problemas actuales no se limitan a ámbitos 
como la política comparada, la politología o las ciencias 
sociales. Vale la pena señalar aquí que incluso en áreas como 
la biología una parte relevante de la investigación adolece de 
defectos de diseño, lo cual genera resultados que no pueden 
reproducirse. 


DESTACAMOSDiferencias entre los métodos cuantitativo 
y cualitativo 


Rió tación ditdtitos estadísticos en numerosos países para buscar 
correlaciones y poner a prueba hipótesis sobre causas y efectos. Prioridad 
a la amplitud sobre la profundidad. 

DMétúdio clealitatipocos casos mediante el estudio detallado de su historia, 
lengua y cultura. Prioridad a la profundidad sobre la amplitud. 


Conviene hacer una última observación para finalizar este 
análisis. Independientemente de la metodología o de la teoría, 
algunos han observado que la ciencia política en su conjunto se 
ha alejado de los problemas del mundo real, se ha vuelto 
inaccesible para los legos y no ha sabido hacerse oír por 
quienes toman las decisiones sobre las políticas públicas, ya 
sean los votantes o los líderes electos. Tras la sorpresa de la 
Primavera Árabe, los analistas resucitaron la antigua crítica de 
que la ciencia política ha creado «una cultura que glorifica la 
ininteligibilidad arcana mientras desdeña el impacto y la 
audiencia»?. Esto resulta un tanto injusto, dado que en los 
últimos años se ha hecho cada vez mayor hincapié en la 
necesidad de reconectar la politología con las cuestiones 
políticas fundamentales y de reactivar asimismo los ideales 
políticos, algo que en el pasado se descartaba como 
«acientífico». 

Este nuevo énfasis no es un llamamiento en favor de que la 
investigación de los comparativistas se decante por un 
determinado ideal concreto; lejos de ello, la política 
comparada no debería tratar simplemente de lo que podemos o 
queremos estudiar, sino también de cómo nuestra investigación 
puede llegar a las personas, empoderarlas y ayudarlas a ser 
mejores ciudadanos y líderes. Es cierto que, tras décadas 
afirmando que la ciencia política debe tener un enfoque 
objetivo y científicamente neutro, esta apelación en favor de 
una mayor relevancia para los ideales de la vida cívica, y una 
mayor contribución a ellos, representa un cambio para muchos 
estudiosos. Pero la relevancia y el rigor no están reñidos; de 
hecho, ambos son esenciales para dar sentido tanto a la ciencia 
política en general como a la política comparada en particular. 


Un referente conceptual: las instituciones políticas 


Uno de los objetivos de este manual es proporcionar una forma 
de comparar y analizar la politica en todo el mundo tras los 
recientes cambios e incertidumbres. Dados los arraigados 
debates que se dan en el seno de la política comparada, ¿cómo 
podemos organizar nuestras ideas e información? Una forma 
de hacerlo es utilizando un referente conceptual, una forma de 
ver el mundo que resalte algunos rasgos importantes al tiempo 
que minimiza otros. Es obvio que no existe una única forma 
correcta de hacer eso; cualquier referente, como haría una 
lente, acentuará algunos rasgos a la vez que hará que otros 
aparezcan distorsionados. Teniendo esto en cuenta, digamos 
que nuestro referente conceptual son las instituciones, 
definidas al comienzo de este capítulo como organizaciones o 
pautas de actividad que se autoperpetúan y adquieren valor 
por sí mismas. En otras palabras, una institución es algo tan 
incardinado en la vida de las personas como una norma o un 
valor que no resulta fácil desbancar o alterar. La gente concibe 
la institución como un elemento esencial en su vida, y, como 
resultado, la institución inspira y genera legitimidad. Las 
instituciones encarnan las reglas, normas y valores que dan 
sentido a la actividad humana. Gracias a su legitimidad y a su 
naturaleza aparentemente indispensable, las instituciones 
gozan de autoridad y pueden influir en el comportamiento 
humano: en general, aceptamos las instituciones, nos 
adaptamos a ellas y las apoyamos antes que cuestionarlas. 

En muchos países la democracia es una institución: no es un 
simple medio para competir por el poder político, sino un 
elemento esencial en la vida de las personas, ligado a la propia 
forma en que estas se definen. La democracia es parte 
integrante de la identidad colectiva, y algunos países 
democráticos y su gente no serían los mismos sin ella. Aunque 
se muestren escépticos con el funcionamiento de la democracia 
en la práctica, los ciudadanos de estos países defenderán la 
institución, y aun morirán por ella, si se ve amenazada. Sin 
embargo, en muchos otros países no ocurre lo mismo: la 
democracia no existe, se malinterpreta, o apenas está 
institucionalizada y resulta inestable. Aquí los ciudadanos no 
se definen por la presencia o ausencia de democracia, con lo 


que el futuro de esta última resulta más inseguro. Sin embargo, 
esas mismas personas pueden mostrar una lealtad similar a una 
serie de instituciones distintas, como su grupo étnico o su 
religión. Es obvio, pues, que no existe un conjunto único y 
uniforme de instituciones que ejerzan poder sobre la gente en 
todo el mundo, y, en consecuencia, entender las diferencias 
entre las diversas instituciones resulta esencial para el estudio 
de la política comparada. 

¿Y qué hay de los objetos o lugares físicos? ¿Pueden ser 
también instituciones? Muchos dirían que en Estados Unidos el 
World Trade Center era una institución; no un mero conjunto 
de edificios de oficinas, sino unas estructuras que 
representaban los valores estadounidenses. Y lo mismo podría 
decirse del Pentágono. Cuando los terroristas atacaron esos 
edificios el 11 de septiembre de 2001, lo hicieron no solo para 
causar una cuantiosa pérdida de vidas, sino también para 
mostrar que su hostilidad iba dirigida explícitamente contra 
Estados Unidos, sus instituciones —en la medida en que 
configuran y representan el estilo de vida estadounidense— y 
su relación con el mundo exterior. Al igual que el World Trade 
Center y el Pentágono, la ciudad de Jerusalén es una potente 
institución cultural y nacional que en este caso refleja la 
identidad y los ideales de dos pueblos: los israelíes y los 
palestinos. Ambos la reclaman como su capital, y para ambos 
la ciudad tiene una importante trascendencia histórica, política 
y religiosa. 

Los ejemplos que acabamos de describir plantean la 
distinción entre instituciones formales e informales. Cuando 
pensamos en instituciones formales, presuponemos que se 
basan en reglas relativamente claras que cuentan con algún 
tipo de aprobación oficial. Sin embargo, también hay 
instituciones informales, extraoficiales y carentes de normas 
escritas, pero no por ello menos poderosas. Y, obviamente, las 
instituciones pueden ser una combinación de ambos tipos. 

Dado que las instituciones están incardinadas en cada uno 
de nosotros, en nuestra forma de ver el mundo y en lo que 
juzgamos valioso e importante, resulta difícil cambiarlas o 
eliminarlas. Cuando las instituciones se ven amenazadas, la 


gente suele acudir a defenderlas, e incluso las reconstruye si 
son destruidas. Ese vinculo es el pegamento que mantiene 
unida la sociedad. Sin embargo, esa misma «adherencia» 
constituye uno de los problemas que las instituciones plantean, 
en tanto la gente puede llegar a resistirse incluso a un cambio 
necesario porque tiene dificultades para aceptar la idea de que 
ciertas instituciones han perdido su valía. Por lo tanto, aunque 
las instituciones pueden cambiar, y de hecho lo hacen, son 
persistentes por naturaleza. Pero eso no significa que sean 
eternas. Estas estructuras pueden ver mermado su poder frente 
a normas alternativas o ser borradas del mapa si la gente las 
encuentra demasiado restrictivas o anticuadas. 

La política está repleta de instituciones, que integran las 
estructuras políticas básicas de cualquier país, como el ejército, 
la policía, los parlamentos y los tribunales, por nombrar solo 
algunas. Obedecemos sus directrices no solo porque pensamos 
que hacerlo redunda en nuestro propio interés, sino también 
porque las consideramos formas legítimas de hacer política. La 
fiscalidad es un buen ejemplo. En muchas democracias 
occidentales, los impuestos sobre la renta son una institución; 
puede que no nos gusten, pero los pagamos de todos modos. 
¿Es porque nos da miedo ir a la cárcel si no lo hacemos? Tal 
vez. Pero las investigaciones realizadas sobre el tema indican 
que una de las principales razones por las que la gente cumple 
con sus obligaciones tributarias es porque cree que los 
impuestos son una forma legítima de financiar los programas 
que necesita la sociedad. En otras palabras, pagamos cuando 
creemos que hacerlo es lo correcto, cuando constituye una 
norma. Por el contrario, en las sociedades donde los impuestos 
no están institucionalizados la evasión fiscal tiende a ser 
endémica; la gente considera los impuestos ilegítimos, y a 
quienes los pagan, unos «pringados». De manera similar, allí 
donde la política electoral está poco institucionalizada la gente 
apoya las elecciones solo cuando gana su candidato preferido, 
pero pone el grito en el cielo, toma las calles e incluso 
amenaza con emplear la violencia, o la emplea de hecho, 
cuando accede al poder la oposición. Por lo tanto, a lo largo 
del tiempo las instituciones pueden ser más fuertes o más 


débiles, y ver incrementado o menguado su poder. 

Las instituciones constituyen una forma útil de abordar el 
estudio de la política en tanto sientan las bases del 
comportamiento político. En la medida en que las instituciones 
generan normas y valores (buenos y malos), favorecen y 
permiten ciertos tipos de actividad política y no otros, creando 
así un «camino» por el que será más probable que transite la 
actividad política (es lo que se conoce literalmente como 
inercia institucional, «path dependence» en inglés). Como 
resultado, las instituciones son clave en tanto influyen en el 
rumbo de la política de un país; y el modo como se construyan 
—intencionadamente o no— afectará profundamente a la 
forma en que se desarrolle la política. 

En muchos aspectos, nuestro enfoque institucional nos 
remite al estudio de la política comparada tal y como existía 
antes de la década de 1950. Antes de la revolución conductista, 
los politólogos dedicaban gran parte de su tiempo a 
documentar y describir las instituciones políticas, a menudo sin 
preguntarse cómo estas configuraban realmente la política. La 
posterior revolución conductista otorgó una mayor relevancia 
a las causas y efectos, pero al tiempo centró su atención en los 
actores políticos y sus cálculos, recursos o estrategias. Las 
instituciones reales pasaron a considerarse menos importantes. 
El retorno al estudio de las instituciones combina estas dos 
tradiciones en muchos sentidos. Los enfoques institucionales 
adoptan el énfasis del conductismo en las relaciones de causa y 
efecto, un planteamiento que tendrá un papel preponderante 
en el presente volumen. Sin embargo, las instituciones no son 
un mero producto del comportamiento político individual: 
también afectan poderosamente al modo como funciona la 
política. En otras palabras, las instituciones no son 
simplemente el resultado de la actividad política, sino que 
pueden ser asimismo una de sus principales causas. Su 
aparición —y desaparición— puede tener un profundo impacto 
en la política. 


DESTACAMOSLas instituciones 


«Organizaciones o pautas de actividad que se autoperpetúan y 
adquieren valor por sí mismas. 

*Encarnan normas o valores que se consideran fundamentales en 
la vida de las personas y, por lo tanto, no es fácil desbancarlas 
o alterarlas. 

«Sientan las bases del comportamiento político en tanto influyen 
en el modo como se gestiona la política. 

*Varían de un país a otro. 

«Son ejemplos de ellas el ejército, los impuestos, las elecciones y 
el estado. 


Como nos han demostrado los acontecimientos recientes, en 
el mundo sigue habiendo una enorme variación institucional 
que hay que identificar y entender. En este manual 
delinearemos algunas de las diferencias institucionales básicas 
que existen entre unos países y otros, identificando sus diversas 
instituciones al tiempo que señalamos algunos rasgos que nos 
permitan compararlas y  evaluarlas. Estudiando las 
instituciones políticas podemos confiar en hacernos una idea 
mejor del panorama político de los diversos países. 


Un referente ideal: conciliar libertad e igualdad 


Al comienzo de este capítulo hemos hablado de conceptos 
analíticos (como las instituciones), métodos (inductivos o 
deductivos, cuantitativos o cualitativos) e ideales políticos. 
Definíamos la política como la lucha por el poder en la que se 
embarcan los individuos para tomar decisiones que afectan a la 
sociedad. El concepto de instituciones nos proporciona una 
forma de organizar nuestro estudio investigando las diferentes 
formas en las que se puede moldear esa lucha. Sin embargo, 
esto plantea una importante cuestión: puede que la gente luche 
por el poder político, pero ¿por qué lo hace? ¿Qué pretende 
lograr una vez alcanzado el poder? Aquí es donde entran en 
juego los ideales, y en este manual nos centraremos en un 
debate fundamental que se halla en el corazón de toda la 
política: la lucha entre libertad e igualdad. Esta lucha existe 
desde que los seres humanos viven en comunidades 


organizadas, y posiblemente esos dos elementos sean algo mas 
que simples ideales: forman parte de nuestra historia evolutiva 
en la medida en que pasamos de formar pequefios grupos 
nómadas a constituir comunidades más amplias y sedentarias. 

La política está ligada tanto a la lucha entre libertad 
individual e igualdad colectiva como a la forma de reconciliar 
estos ideales. Dado que la libertad y la igualdad pueden 
significar cosas distintas para diferentes personas, es 
importante definir cada uno de estos dos términos. Cuando 
hablamos de libertad, hablamos de la capacidad de un 
individuo de actuar de forma independiente, sin temor a una 
restricción o castigo por parte del estado o de otros individuos 
o grupos de la sociedad. En un nivel básico, la libertad connota 
autonomía; en el mundo moderno abarca conceptos tales como 
la libertad de expresión, la libertad de reunión, la libertad de 
culto y otras libertades civiles. El término igualdad, por su 
parte, hace referencia a un nivel de vida material compartido 
por los individuos de una comunidad, sociedad o país. La 
relación entre igualdad y libertad se juzga habitualmente en 
términos de justicia o injusticia, lo que nos da una medida de 
si nuestros ideales se han cumplido o no. 

La libertad y la igualdad están estrechamente 
interconectadas, y la relación entre ambas configura la política, 
el poder y los debates en torno a la justicia. No está claro, sin 
embargo, que cada una de ellas deba lograrse necesariamente a 
expensas de la otra. Una mayor libertad personal, por ejemplo, 
puede implicar que el estado tenga un papel menor y vea 
limitada su capacidad de hacer cosas tales como redistribuir la 
renta a través de las prestaciones sociales y los impuestos. 
Como resultado, cuando la libertad individual triunfa sobre el 
deseo de una mayor igualdad colectiva, puede que aumente la 
desigualdad. Esta creciente desigualdad puede, a su vez, 
socavar la libertad si hay demasiadas personas que sienten que 
el sistema político ya no se preocupa por sus necesidades 
materiales. Y aunque ese descontento no represente un peligro, 
sigue planteándose la pregunta de si la sociedad en su conjunto 
tiene o no la obligación de ayudar a los necesitados por una 
cuestión de justicia. Como veremos, Estados Unidos tiene uno 


de los mayores niveles de desigualdad económica de todas las 
democracias desarrolladas. ¿Acaso esa desigualdad está 
socavando las instituciones democráticas, como sugieren 
algunos? 

Alternativamente, dar prioridad a la igualdad puede 
erosionar la libertad. Las demandas de una mayor igualdad 
material pueden llevar a un gobierno a asumir un mayor 
control de la propiedad privada y la riqueza personal en aras 
de la redistribución por un «bien superior». Sin embargo, 
cuando los poderes económicos y políticos se concentran en un 
mismo lugar, pueden amenazar la libertad individual en la 
medida en que las personas tienen menos control sobre sus 
propios recursos privados. En la Unión Soviética comunista, 
por ejemplo, el estado ejercía todo el poder económico, lo que 
le otorgaba la capacidad de controlar la vida de los individuos: 
dónde vivían, qué educación recibían, qué empleos tenían, 
cuánto dinero ganaban... Los niveles de desigualdad, por su 
parte, eran bastante reducidos. 

¿Es el equilibrio entre libertad e igualdad un juego de suma 
cero, donde la ganancia de una de ellas representa la pérdida 
de la otra? No necesariamente. Algunos afirmarían que la 
libertad y la igualdad también pueden reforzarse mutuamente: 
la seguridad material puede ayudar a garantizar ciertos 
derechos políticos, y viceversa. Además, si bien un alto grado 
de poder estatal puede debilitar la libertad individual, el 
estado también contribuye en una medida importante a definir 
la libertad individual y protegerla frente a posibles infracciones 
por parte de otras personas. Finalmente, hay que decir que lo 
que se entiende por libertad e igualdad puede variar con el 
tiempo a medida que cambian el mundo material y nuestros 
valores. Para algunos, gestionar la libertad o la igualdad 
requiere un poder político centralizado, mientras que otros 
consideran ese mismo poder un impedimento para la libertad y 
la igualdad. Examinaremos estos debates más de cerca cuando 
estudiemos las ideologías políticas en los capítulos siguientes. 

En resumen, pues, la política está impulsada por el ideal de 
conciliar la libertad individual y la igualdad colectiva, lo que 
lleva inevitablemente a plantear una serie de cuestiones 


relacionadas con el poder y con el papel de la gente en la vida 
política. ¿Hasta qué punto debe permitirse a un determinado 
individuo o grupo influir en los demás o imponerles su 
voluntad? ¿Quién debe tener la capacidad de tomar decisiones 
que afectan a la libertad y la igualdad? ¿El poder debe ser 
centralizado o descentralizado, público o privado? ¿Cuándo se 
convierte el poder en un peligro para los demás y cómo 
afrontamos esa amenaza? Todo sistema político debe abordar 
estas cuestiones y, al hacerlo, determinar dónde residirá el 
poder político y cuánto se dará a cada uno. Todo sistema 
político crea un conjunto único de instituciones para 
estructurar el poder político, configurando así el papel que 
desempeñan las personas en la actividad política. 


En resumen: Mirar adelante y reflexionar con detenimiento 


La política es la lucha por el poder en cualquier organización 
humana, mientras que la política comparada es el estudio de 
esa lucha en todo el mundo. En los últimos siglos el estudio de 
la política ha evolucionado desde el ámbito de la filosofía 
hasta convertirse en una disciplina que hace especial hincapié 
en la investigación empírica y la aspiración de explicar la 
política e incluso predecir el cambio político. Este enfoque 
tiene sus limitaciones: pese a su anterior deseo de emular a las 
ciencias naturales, la política comparada, como la ciencia 
política en general, afronta importantes dificultades a la hora 
de producir grandes teorías —incluso teorías más limitadas— 
sobre el comportamiento político. Pero la necesidad de 
estudiar la política sigue siendo hoy tan importante como lo ha 
sido siempre, y los dramáticos cambios producidos en el último 
cuarto de siglo han requerido la intervención de los 
comparativistas para clarificar esos acontecimientos y 
problemas. 

Las instituciones políticas pueden ayudarnos a organizar esa 
tarea. Dado que generan normas y valores, y que sus diferentes 
configuraciones se traducen en diferentes formas de actividad 
política, las instituciones pueden sernos de ayuda de cara a 
delinear el panorama político. En concreto, pueden mostrar 


cómo la actividad política intenta conciliar los valores opuestos 
de la libertad individual y la igualdad colectiva. Todos los 
grupos políticos, incluidos los países, deben conciliar estas dos 
fuerzas, determinando dónde debe residir el poder. En los 
capítulos siguientes volveremos a examinar esta cuestión de 
libertad e igualdad, y la forma en que estos valores influyen en 
las instituciones a la vez que son influenciados por ellas. 

Antes de concluir, añadamos una última idea acerca de 
cómo utilizar toda esta información. Gran parte de nuestro 
análisis en este capítulo se ha centrado en las controversias en 
torno a la mejor forma de estudiar la política: ¿con qué 
método? ¿Con qué conceptos? ¿Asignando qué papel a los 
ideales? Podría parecer que en todo eso apenas hemos 
aprendido mucho acerca de cómo «hacer» bien ciencia política. 
Si los estudiosos no se ponen de acuerdo sobre la mejor 
manera de analizar la política, ¿qué esperanza tenemos de dar 
sentido al mundo? 

En el recuadro «Las instituciones en la práctica» se 
proporcionan algunas ideas al respecto. Observamos, por 
ejemplo, que el estudio que llevó a cabo Philip Tetlock sobre 
las predicciones políticas descubrió que podía dividirse a los 
participantes en «erizos» y «zorros»: los primeros buscan una 
explicación global que les permita rechazar toda información 
que cuestione su punto de vista, mientras que los segundos 
están menos seguros de sus explicaciones y más dispuestos a 
cambiar sus opiniones frente a posibles pruebas en sentido 
contrario. La flexibilidad e incluso humildad de los zorros 
genera un mejor historial en la predicción de acontecimientos 
futuros. 

Una lección importante que podemos aprender de estos 
hallazgos es que el enfoque más fructífero en política 
comparada consiste en adoptar un cierto escepticismo, no solo 
frente a los demás —esa es la parte fácil—, sino también con 
respecto a aquello que creemos y damos por sentado. Debemos 
estar dispuestos a reconsiderar nuestras creencias frente a 
posibles nuevas evidencias y argumentos, y recordar que todas 
las explicaciones que se dan en este libro son conjeturas, 
sujetas a una potencial revisión en el caso de que encontremos 


pruebas nuevas o contradictorias. Partiendo de ese enfoque, al 
finalizar este curso el lector podrá sacar sus propias 
conclusiones sobre los contornos de la política y sobre qué 
combinación de valores podría estructurar un mejor orden 
político. Así pues, deje de lado sus supuestos acerca de cómo 
funciona el mundo, y empecemos. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Podemos tratar la política como ciencia? 


En gran parte de nuestro análisis se trasluce la sensación de que la 
ciencia política todavía se ve obstaculizada por problemas 
relacionados con los datos y la teoría que podrían impedir 
explicar, o incluso predecir, el comportamiento político. Por 
emplear una metáfora acuñada por el filósofo Karl Popper: 
¿Funcionamos los humanos de una manera regular, similar a un 
reloj, de tal modo que podemos descubrir qué es lo que «nos 
mueve» y predecir cómo actuaremos? ¿O somos más bien como las 
nubes, cambiantes y complejos? Algunas personas creen que nos 
parecemos más a un reloj, y que la ciencia puede producir mejores 
explicaciones y quizá incluso predicciones de nuestro 
comportamiento. Desde esta perspectiva, el principal problema ha 
sido la carencia de las herramientas necesarias. Sin embargo, se 
están produciendo ciertos avances científicos que algunos creen 
que van a transformar las ciencias sociales. Los investigadores 
trabajan en dos áreas interesantes, ambas centradas en la 
naturaleza humana de formas distintas, pero complementarias. 

La primera podemos calificarla como un enfoque «macro» de la 
naturaleza humana. En este enfoque, el futuro de la disciplina 
reside en la integración de las ciencias de la vida, como la 
genética, la neurociencia y otros ámbitos relacionados. Se puede 
investigar la política partiendo de estos factores biológicos como 
base de las acciones e instituciones políticas. Por ejemplo, los 
estudios biológicos de la política sugieren cada vez más que 
muchos aspectos clave de esta, como la orientación ideológica, los 
niveles de confianza social y la tendencia a la participación 
política, pueden tener tanto un componente hereditario como de 
aprendizaje. Eso no significa que la gente tenga algo parecido a un 
gen que la haga propensa a la democracia o el autoritarismo, el 
conservadurismo o el liberalismo. Pero ese enfoque macro sostiene 
que la biología puede moldear parcialmente la opinión de las 
personas sobre algunos temas, y que la orientación política no 
depende simplemente de las preferencias individuales o de las 
estructuras sociales existentes. 

Volviendo al ejemplo de nuestro anterior análisis sobre la 
oleada de revoluciones y conflictos civiles producidos en todo 
Oriente Próximo, la investigación macro podría centrarse en las 


peculiaridades demográficas, como la numerosa población menor 
de treinta años, y la intersección entre determinadas formas de 
conducta juvenil (como la tendencia a asumir riesgos) con ciertos 
obstáculos institucionalizados que impiden las oportunidades 
(como la corrupción). También podría considerar la interacción 
entre cultura y biología en determinados niveles y causas de 
vergüenza y humillación. Mohamed Bouazizi no se inmoló porque 
estuviera loco, o porque pensara que así desencadenaría una 
revolución. A nuestro entender, su acto fue irracional. Pero si lo 
reformulamos como una respuesta psicológica explicable basada 
en su entorno concreto, obtenemos una percepción distinta. Esto, 
obviamente, no proporciona ninguna predicción acerca de por qué 
había de producirse de entrada una revolución, o de por qué se 
produciría en Túnez y no en Argelia, un país que escapó a la 
Primavera Árabe. 

Aquí es donde entran en juego los enfoques «micro». Si los 
estudios macro observan cómo las fuerzas biológicas pueden 
interactuar con el entorno social, la investigación micro se centra 
en la ciencia de la cognición: cómo nuestras herramientas de 
juicio producen con frecuencia una serie de errores cognitivos 
involuntarios, como el exceso de confianza, la interpretación 
errónea de las estadísticas y la probabilidad, el uso de «atajos» 
mentales que generan prejuicios y estereotipos, y la tendencia a 
percibir relaciones de causa y efecto allí donde no existen. En este 
tipo de investigación, la propia noción de racionalidad humana 
resulta profundamente problemática. Esta concepción puede 
ayudar a explicar por qué la Primavera Árabe o el desplome del 
comunismo cogió a los politólogos por sorpresa. La tendencia a 
construir relatos que expliquen el pasado y minimizar el papel del 
azar suele llevar a los humanos a proyectar erróneamente el 
presente en el futuro, un comportamiento que descarta la 
posibilidad de un cambio político drásticoa. 

Aunque este análisis ha contribuido en cierta medida a infundir 
más ciencia en la politología, no parece que tales explicaciones 
nos aporten mucho en cuanto a capacidad de predicción. Pero hay 
esperanza. En el marco del denominado Proyecto Buen Juicio del 
psicopolitólogo Philip Tetlock se pidió a varios miles de 
voluntarios que formularan regularmente predicciones hasta un 
año vista sobre una serie de acontecimientos mundiales. Entre los 
participantes surgió un grupo de «superpronosticadores» cuyas 
predicciones superaban incluso a las de los analistas de servicios 
de inteligencia con acceso a información clasificada. ¿Qué hacía 
que aquellos superpronosticadores fueran tan buenos? Tetlock 
observó que se podía dividir a los pronosticadores en dos 


categorías básicas, que tomó prestadas del filósofo Isaiah Berlin: 
«erizos» y «zorros». Los erizos conocen una verdad importante; 
tienden a buscar una única explicación global que pueda dar 
cuenta de numerosos acontecimientos políticos distintos y es más 
probable que rechacen aquella información que contradice sus 
creencias. Los zorros, en cambio, confían menos en sus propias 
opiniones, que consisten en muchas pequeñas ideas agrupadas de 
manera improvisada y sujetas a frecuentes revisiones. Como sin 
duda habrá sospechado el lector, los erizos predicen mucho peor 
los acontecimientos mundiales, y están más interesados en tratar 
de hacer que el mundo encaje en sus ideas preconcebidas que en 
revisar sus creencias en función de la nueva información. 

Que adoptemos uno u otro enfoque puede ser muy bien una 
mera cuestión hereditaria, como, por ejemplo, cuando se tiene un 
modo de pensar especialmente abierto y autocrítico. Pero Tetlock 
también descubrió que se puede enseñar a formular una buena 
predicción reduciendo los sesgos e incrementando la claridad en 
los pronósticos. Nadie cree que los superpronosticadores sean 
capaces de predecir la próxima Primavera Árabe. De hecho, la 
mayoría de los pronosticadores predijeron incorrectamente que el 
referéndum del Brexit —la consulta celebrada en el Reino Unido 
en 2016 para decidir si el país abandonaba la Unión Europea— 
fracasaría (véase el capítulo 8), y tampoco supieron predecir la 
victoria del presidente Trump. Pero existen claros indicios de que 
podemos abordar la política de una forma más sistemática y 
extraer mejores conclusiones sobre lo que podría suceder en el 
futuro inmediato>. 


1.¿Cuáles son las diferencias clave entre los enfoques micro y 
macro de la ciencia política previamente descritos? ¿Cree 
que uno es más eficaz que el otro? ¿Por qué? 

2.Elija un acontecimiento mundial reciente publicado en los 
informativos de la última semana. ¿Cómo aplicarían los 
investigadores los enfoques micro y macro para explicar ese 
acontecimiento? ¿Qué cuestiones plantearían? 

3.¿Qué hace que los superpronosticadores sean mejores que 
otras personas a la hora de predecir acontecimientos 
mundiales? 


a. Daniel Kahneman, Thinking, Fast and Slow, Nueva York, Farrar, Straus and 


Giroux, 2013 [trad. esp.: Pensar rapido, pensar despacio, Barcelona, Debate, 2012]. 


b. Philip E. Tetlock y Dan Gardner, Superforecasting: The Art and Science of 
Prediction, Nueva York, Crown Publishers, 2015 [trad. esp.: Superpronosticadores: 
El arte y la ciencia de la predicción, Móstoles, Katz, 2017]. 


2.Los estados 


¿Cómo los países crean y mantienen el poder politico? 


El año 2013 representó un hito político para Pakistán. Por 
primera vez desde la creación del país en 1947, un gobierno 
elegido democráticamente cedió el poder a otro. En las 
elecciones parlamentarias, la Liga Musulmana de Pakistán 
obtuvo una victoria arrolladora, y su líder, Nawaz Sharif, se 
convirtió en primer ministro. Hasta aquel momento, la 
alternancia democrática del poder se había visto 
sistemáticamente interrumpida por la ley marcial o algún 
golpe militar. Para muchos, aquellas elecciones representaron 
un gran paso adelante que probablemente acercaba a este 
inestable país a la institucionalización de la democracia. Pero 
aunque Pakistán pueda haber hecho progresos en la 
transferencia del poder político, afronta un reto de otro tipo 
muy distinto, que además estuvo muy presente en la campaña 
electoral: la electricidad. 

En relación con su tamaño (tiene unos 180 millones de 
habitantes), Pakistán sufre una importante escasez de energía. 
Muchos de los países más ricos de Europa, como Francia y 
Alemania, consumen alrededor de 7.000 kilovatios de 
electricidad por persona y año. Pakistán consume menos de la 
décima parte. Podría pensarse que eso es una simple 
consecuencia del hecho de que Pakistán es un país más pobre, 
donde la gente utiliza menos electricidad (como, por ejemplo, 
en bienes de consumo) o no puede pagarla. Sin embargo, otros 
países con un nivel de desarrollo comparable suelen exhibir 
niveles de consumo mucho más altos. Aunque Pakistán ha 
estado desarrollando activamente tecnología nuclear con fines 
militares (un tema sobre el que volveremos al final de este 


capitulo), ha tenido mucho menos éxito a la hora de satisfacer 
las necesidades energéticas de sus ciudadanos, a los que 
proporciona únicamente alrededor de la mitad de lo que 
necesitan. Pakistán es un país que, literalmente, apenas puede 
encender la luz. ¿Por qué? 

Los problemas energéticos de Pakistán constituyen un 
excelente ejemplo de muchos de los temas que abordaremos en 
este capítulo. Parte del problema es consecuencia del rápido 
crecimiento de la población, cuyas necesidades superan la 
oferta. Pero la incapacidad del país para satisfacer la demanda 
se ha visto agravada por las luchas burocráticas internas y la 
mala gestión, incluida la dificultad de cobrar las cuotas. El 
robo de energía está muy extendido: según algunas 
estimaciones, representa casi la mitad de toda la electricidad 
producida. Esto, a su vez, implica que hay menos ingresos para 
invertir y menos energía para destinarla a la producción 
industrial. En 2008, Pakistán comenzó a sufrir constantes 
apagones, que a veces duraban más de doce horas. El resultado 
ha sido un aumento de las protestas políticas y los disturbios, 
especialmente en verano, cuando se va la luz y los ventiladores 
y aires acondicionados dejan de funcionar. En las elecciones de 
2013, la resolución de la crisis energética del país se convirtió 
en un tema crucial y contribuyó a la derrota del gobierno en 
funciones en las urnas. La escasez de electricidad es 
emblemática de un problema nacional mucho más profundo. 
Aunque desde fuera se suele concebir la seguridad en Pakistán 
en términos de terrorismo u otras formas de violencia política, 
esta visión ignora aquellas instituciones públicas básicas, como 
las leyes, las carreteras o la educación, que generan 
legitimidad política. Cuando los estados débiles no pueden 
estructurar ni mantener esas instituciones, dicha legitimidad se 
ve erosionada. Y cuando escasea la legitimidad, una 
democracia débilmente institucionalizada puede desmoronarse 
fácilmente y dar paso a otras alternativas, como un gobierno 
militar. Esa ha sido la historia de Pakistan, y muy 
posiblemente también será su futuro, a menos que se logre 
hacer progresos en áreas tales como el suministro de energía. 

Tras las elecciones, el gobierno de Sharif hizo una serie de 


promesas de cara a afrontar la crisis energética. Un problema 
obvio es la falta de capacidad, dado que no hay suficientes 
plantas para producir energia. Sin embargo, otro gran 
problema es la incapacidad del estado de medir y facturar el 
consumo eléctrico. Aunque a primera vista esto podria parecer 
mucho mas sencillo que construir centrales eléctricas, no es 
tarea facil en un país en el que gran parte de la población se 
conecta a líneas eléctricas ilegales e instituciones públicas 
como los ferrocarriles nacionales, el ejército e incluso el 
Parlamento no pagan la energía que consumen. La falta de 
suministro eléctrico en relación con una demanda en constante 
aumento constituye uno de los mayores obstáculos para el 
desarrollo y la estabilidad de Pakistán. Hasta la fecha, las 
modestas mejoras realizadas en la capacidad de suministro no 
han llegado a satisfacer la creciente demanda. La dificultad de 
cumplir sus promesas electorales probablemente fue una de las 
causas que finalmente acabaron costándole el puesto a Sharif 
en las elecciones de 2018, mientras la situación del país no 
hacía sino empeorar. 

Iniciamos nuestro estudio de las instituciones básicas de la 
política examinando el estado. En algunos paises, 
especialmente en Estados Unidos, este análisis resulta algo 
difícil en tanto que no resulta habitual concebir la política en 
términos de poder político centralizado; de hecho, para los 
estadounidenses la palabra estado suele evocar más bien lo 
contrario: la idea de una política local y descentralizada, 
encarnada en los diferentes estados federales que configuran el 
país. Pero para la mayoría de la gente, en casi todo el mundo, 
el término estado alude a una autoridad centralizada, el lugar 
donde reside propiamente el poder? En este capitulo 
analizaremos las instituciones básicas que componen los 
estados y examinaremos cómo estos gestionan la libertad y la 
igualdad y distribuyen el poder para afianzar su autoridad. 
Definiremos qué son los estados y de qué se componen, 
diferenciando entre el significado de estado y los de gobierno y 
régimen. También estudiaremos sus orígenes. Durante la mayor 
parte de la historia humana, la política se ha basado en 
organizaciones distintas de los estados, y en todo el mundo 


existían inmumerables formas de autoridad. Sin embargo, 
actualmente solo quedan los estados. ¿Qué causó su aparición? 

Una vez hayamos examinado la naturaleza y los orígenes 
del estado, veremos diversas formas de comparar distintos 
estados ente sí. Analizaremos las diferentes formas de 
legitimidad que otorgan su poder a los estados y los diversos 
grados de dicho poder. ¿Podemos hablar de estados fuertes o 
débiles? De ser así, ¿cómo mediriamos su fortaleza o 
debilidad? Para responder a esta pregunta, haremos una 
distinción entre capacidad y autonomía del estado, y 
examinaremos cómo esta podría diferir entre diversos casos y 
áreas políticas. Aquí consideraremos los estados como causa, 
como una fuerza capaz de moldear otras instituciones. Con 
estas ideas más claramente asentadas, volveremos a nuestro 
tema de la libertad individual y la igualdad colectiva, y 
examinaremos el futuro del estado. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Entender el concepto de estado como institución fundamental en política 
comparada. 

*Explicar de qué modo los regímenes actúan como las reglas y normas 
fundamentales de la política. 

«Diferenciar el concepto de gobierno como el conjunto de líderes 
encargados de dirigir el estado. 

«Comparar las diferentes formas de legitimidad política: carismática, 
tradicional y legal-racional. 

*Analizar cómo los estados pueden variar en cuanto a su nivel de 
autonomía y capacidad, y cómo esto puede configurar su poder. 


Definición del estado 


¿Qué entendemos exactamente por estado? Los politólogos, 
basándose en el trabajo del académico alemán Max Weber, 
suelen definir el estado como la organización que ostenta el 
monopolio de la violencia en un determinado territorio!0, Esta 
definición de lo que es y hace un estado puede parecer un 
tanto dura, pero una pequeña explicación debería ayudar a 


aclarar ese concepto. Uno de los elementos mas importantes de 
un estado es lo que denominamos soberania, la capacidad de 
realizar acciones e implementar politicas en un territorio dado 
con independencia de actores externos y rivales internos. En 
otras palabras, un estado debe poder actuar como la principal 
autoridad en su territorio y para quienes viven en él, 
aprobando y haciendo cumplir las leyes, definiendo y 
protegiendo los derechos, resolviendo las disputas entre 
personas y organizaciones, y velando por la seguridad 
nacional. 

Para lograrlo, un estado necesita poder, normalmente (pero 
no solo) poder físico. Si un estado no puede defender su 
territorio frente a actores externos tales como otros estados, 
corre el riesgo de que esos rivales interfieran en su autoridad, 
causando perjuicios, arrebatándole su territorio o destruyendo 
directamente ese estado. De manera similar, si el estado se 
enfrenta a adversarios poderosos dentro de su propio territorio, 
como grupos mafiosos o movimientos rebeldes, sus reglas y 
políticas pueden verse socavadas. En consecuencia, un estado 
debe estar armado a fin de asegurarse el control. Para 
protegerse de posibles rivales internacionales, los estados 
necesitan ejércitos; y, en respuesta a los rivales internos, 
necesitan una fuerza policial (de hecho, la palabra policía 
proviene del latín politia, que significa «gobierno»). 

Así pues, un estado es un conjunto de instituciones que 
aspira a ejercer la máxima fuerza posible dentro de un 
territorio, estableciendo el orden y disuadiendo a sus 
potenciales competidores de dentro y fuera de sus fronteras. Al 
mismo tiempo, brinda seguridad a sus súbditos limitando el 
peligro de ataques externos y de delitos y desórdenes internos, 
todo lo cual amenaza al estado y sus ciudadanos. En cierto 
sentido, un estado (especialmente uno no democrático) ejerce 
una especie de extorsión: exige dinero a cambio de ofrecer 
seguridad y orden, mantener vigilado el territorio, defender a 
quienes protege de sus rivales, resolver las disputas internas y 
castigar a quienes no pagan!!, 


DESTACAMOSEl estado... 


«Constituye el monopolio de la fuerza en un territorio 
determinado. 

‘Es un conjunto de instituciones políticas que formulan e 
implementan políticas públicas. 

«Normalmente está muy institucionalizado. 

*Es soberano. 

«Se caracteriza por tener instituciones tales como un ejército, una 
fuerza policial, un sistema tributario, una judicatura y un 
sistema de bienestar social. 


Pero la mayoría de los estados son mucho más complejos de 
lo que serían si fueran meras entidades dedicadas a aplicar la 
fuerza. A diferencia de la extorsión delictiva, el estado está 
formado por un gran número de instituciones que participan 
en el proceso de convertir las ideas políticas en políticas 
públicas. Las leyes y reglamentos, los derechos de propiedad, 
la sanidad y el trabajo, el medio ambiente y el transporte son 
solo algunas de las áreas políticas que suelen estar bajo la 
responsabilidad del estado. Debido a estas responsabilidades, el 
estado actúa como un conjunto de instituciones (ministerios, 
cargos públicos, ejército, policía) que la sociedad considera 
necesarias para lograr una serie de objetivos básicos. Cuando 
hay falta de acuerdo en torno a dichos objetivos, el estado 
debe intentar reconciliar los diferentes puntos de vista y buscar 
(o imponer) el consenso. 

La ciudadanía juzga el estado como una institución legítima, 
vital y apropiada. Por lo tanto, los estados están fuertemente 
institucionalizados y no es fácil modificarlos. Los líderes y las 
políticas pueden ir y venir, pero el estado permanece, incluso 
frente a las crisis, la agitación o la revolución. Aunque la 
destrucción a través de la guerra o el conflicto civil puede 
eliminar a los estados por completo, incluso este resultado es 
inusual, y los estados no tardan en regenerarse. Así pues, el 
estado se define como un monopolio de la fuerza en un 
territorio determinado, pero también es el conjunto de 
instituciones políticas que ayuda a crear e implementar las 
políticas públicas y a resolver los conflictos. Es, por así decirlo, 
la maquinaria de la política, que establece el orden y convierte 
las ideas políticas en políticas públicas. Debido a ello, muchos 


cientificos sociales sostienen que el estado, como conjunto de 
instituciones, constituye un importante motor del desarrollo 
económico, el auge de la democracia y otros procesos. 

Además de estado, es necesario definir aquí algunos otros 
términos. Para empezar, debemos diferenciar entre un estado y 
un régimen, que se define como el conjunto de reglas y 
normas fundamentales de la política. Más concretamente, un 
régimen encarna una serie de objetivos a largo plazo que guían 
al estado en lo relativo a la libertad individual y la igualdad 
colectiva, dónde debe residir el poder y cómo debe utilizarse. 
En el nivel más básico, podemos hablar de regímenes 
democráticos o no democráticos. En un régimen democrático, 
las reglas y normas de la política otorgan a la ciudadanía un 
importante papel en la gobernanza, así como ciertos derechos 
y libertades individuales. Un régimen no democrático, en 
cambio, limita la participación ciudadana y favorece a quienes 
ostentan de hecho el poder. Ambos tipos de regímenes pueden 
variar en el grado de centralización del poder y en la relación 
entre libertad e igualdad. El régimen democrático 
estadounidense, por ejemplo, no es igual que el canadiense; el 
régimen no democrático chino no es igual que el cubano o el 
sirio. Algunas de estas diferencias de régimen se pueden 
encontrar en documentos básicos tales como las constituciones, 
pero con frecuencia las reglas y normas que distinguen un 
régimen de otro son extraoficiales, no escritas e implícitas, lo 
que requiere un minucioso estudio. Por último, también hay 
que señalar que en algunos países no democráticos donde la 
política está dominada por un solo individuo, los observadores 
pueden utilizar el término régimen para referirse a ese líder, 
subrayando así su visión de que todas las decisiones emanan de 
esa persona. Como declaró, en expresión hoy célebre, el rey 
Luis XIV de Francia: L'état, c'est moi («El estado soy yo»). Pese a 
ello, el término régimen no tiene connotaciones más 
intrínsecamente negativas que las que puedan tener otros 
términos como reglas o normas. 


DESTACAMOSEl régimen... 


‘Es un conjunto de normas y reglas relativas a la libertad 
individual y la igualdad colectiva, la sede del poder y el uso 
de dicho poder. 

‘Esta institucionalizado, pero puede verse modificado por 
acontecimientos sociales drásticos como una revolución. 

*En el nivel más básico, puede clasificarse como democrático o 
autoritario. 

+A menudo se encarna en una constitución. 


En resumen, pues, si el estado constituye un monopolio de 
la fuerza y un conjunto de instituciones políticas que protegen 
a la población y generan políticas públicas, el régimen se 
define como el conjunto de normas y reglas que establecen la 
relación adecuada entre libertad e igualdad y el uso del poder 
a tal fin. Si decíamos que el estado es la maquinaria de la 
política, como un ordenador, se puede pensar en un régimen 
como su software, la programación que define sus capacidades. 
Cada ordenador funciona de manera distinta, y más o menos 
productiva, según el software instalado. Con el tiempo, el 
software se hace obsoleto e inestable, y las máquinas se 
vuelven menos eficientes o incluso fallan. Sin embargo, los 
países y los regímenes no son como los aparatos electrónicos 
de consumo que simplemente podemos desechar o actualizar. 
De hecho, como todos sabemos muy bien, actualizar un 
sistema operativo puede resultar desastroso. Por más que nos 
esforcemos en borrar las viejas instituciones políticas, muchos 
de sus aspectos tienden a persistir. Este es un obstáculo 
especialmente importante a la hora de reformar o transformar 
los estados y regímenes: construir la democracia, reducir la 
corrupción o aliviar el conflicto étnico son todas ellas tareas 
que implican cambiar instituciones previamente existentes y 
profundamente arraigadas. Aquí no podemos limitarnos a 
reformatear o reiniciar las instituciones actuales. 

Nuestro tercer término relacionado con los conceptos de 
estado y régimen probablemente sea el que nos resulte más 
familiar por ser también el más utilizado: gobierno. Puede 
definirse el gobierno como el conjunto de líderes que dirigen 
el estado. Si decíamos que el estado es la maquinaria de la 
política, y el régimen su programación, entonces el gobierno es 


quien maneja esa maquinaria. El gobierno puede estar formado 
por legisladores, presidentes y primeros ministros 
democráticamente elegidos, o bien por líderes que han 
obtenido el cargo por la fuerza u otros medios no 
democráticos. Independientemente de cuál sea su vía de acceso 
al poder, todos los gobiernos tienen ideas concretas con 
respecto a la libertad y la igualdad, y todos ellos intentan 
utilizar el estado para hacer realidad esas ideas. Pero pocos 
gobiernos pueden actuar con total autonomía en ese sentido. 
Tanto los gobiernos democráticos como los no democráticos 
deben hacer frente al régimen vigente, que se ha ido 
construyendo a lo largo del tiempo. Presionar en exceso al 
régimen existente puede generar resistencia, rebelión o incluso 
desintegración. Por ejemplo, el intento de Mijaíl Gorbachov de 
transformar el régimen de la Unión Soviética en la década de 
1980 contribuyó a la propia disolución del país. Hoy el 
gobierno chino teme que se produzca un caos similar si las 
reformas permiten una mayor participación y competencia 
política contra el Partido Comunista. 


DESTACAMOSE! gobierno... 


‘Es la élite o el conjunto de líderes encargados de dirigir el 
estado. 

«Está débilmente institucionalizado. 

*Está limitado por el régimen vigente. 

+A menudo está integrado por cargos electos, como un presidente 
o un primer ministro, o no electos, como un monarca. 


En parte debido al poder de los regímenes, los gobiernos 
tienden a estar débilmente institucionalizados; es decir, que la 
ciudadanía no suele considerar a quienes ejercen el poder 
irremplazables ni cree que el país se iría a pique sin ellos 
(figura 2.1). En los regímenes democráticos los gobiernos son 
reemplazados con bastante frecuencia, e incluso en entornos 
no democráticos los gobernantes se ven constantemente 
amenazados por sus rivales y por su propia mortalidad. Los 
gobiernos vienen y van, mientras que los regímenes y los 


estados pueden pervivir durante décadas o aun siglos. 


Figura 2.1Estado, régimen y gobierno 


Los gobiernos están relativamente menos institucionalizados que los regímenes y los estados. Habitualmente 
los gobiernos van y vienen, mientras que los regímenes y los estados suelen tener mayor capacidad de perma- 
nencia. 


Menos institucionalizado 


Gobierno 


Régimen 


Estado 


Más institucionalizado 


Por último, el término país puede considerarse una forma 
abreviada de aludir al conjunto de todas las entidades políticas 
definidas hasta ahora —estado, régimen, gobierno— y a las 
personas que habitan en ese sistema político. En este manual 
hablamos a menudo de varios países, y cuando lo hacemos nos 
referimos a toda la entidad política y sus ciudadanos. 


Los orígenes de la organización política 


Hasta ahora hemos señalado que la política moderna la definen 
los estados, que monopolizan la fuerza y formulan y aplican las 
políticas públicas. Esta maquinaria política está regida por un 
determinado régimen y por el gobierno en el poder. Los 
gobiernos generan metas a corto plazo relativas a la libertad y 
la igualdad basadas en parte en el régimen vigente, que 
proporciona un conjunto institucionalizado de normas y 
valores políticos. Esta combinación, que vincula estado, 
régimen y gobierno, es relativamente nueva en la historia 
humana, aunque hay que aclarar que desde el origen de la 
humanidad (hace unos 200.000 años) ha habido siempre una u 


otra forma de organización. En nuestras primeras etapas 
probablemente nos organizábamos por familias y tribus. La 
investigación genética sugiere que la población humana 
moderna surgida de África deriva en gran parte de un grupo de 
personas que emigraron rápidamente fuera del continente hace 
menos de 100.000 años, desplazando a su paso a otras 
poblaciones humanas arcaicas de todo el mundo. Los 
descendientes de aquellos grupos también viajaron por mar 
(desde hace al menos 60.000 años, y puede que mucho antes). 
Estos hallazgos sugieren la existencia de un cierto nivel de 
organización, de sofisticación tecnológica y de capacidad de 
transmisión del conocimiento de una generación a otra. 

Alrededor del 8000 a.C. surgieron en Oriente Próximo la 
agricultura, la domesticación de animales y las primeras 
comunidades sedentarias, lo que permitió la formación de 
sistemas políticos más complejos. Desde aproximadamente el 
4000 a.C., si no antes, surgieron las primeras ciudades de 
varios miles de habitantes. La sofisticación tecnológica 
permitió la especialización, la producción de bienes de 
consumo y el comercio; el excedente agrícola contribuyó a 
incrementar la densidad de población, y esos avances 
plantearon a su vez problemas de desigualdad y libertad 
personal. Quienes tenían excedentes económicos intentaban 
proteger sus riquezas de posibles robos, mientras que quienes 
carecían de ellos aspiraban a obtener una mayor participación 
en los recursos del grupo; y unos y otros temían ser atacados 
por grupos externos o competidores internos que pudieran 
codiciar sus tierras, cultivos y hogares. Fueron las innovaciones 
humanas como la tecnología, el comercio y la agricultura las 
que probablemente generaron los primeros conflictos entre lo 
individual y lo colectivo. ¿Quién recibe qué? ¿Quién tiene 
derecho a hacer qué? ¿Y cómo se deben adoptar y hacer 
cumplir esas decisiones? La necesidad de conciliar libertad e 
igualdad plantea a su vez diversas cuestiones acerca de dónde 
debería residir el poder y con qué fin. Junto a la ciudad, surgió 
el estado para responder a esas cuestiones. 

Hay varias cosas en este relato que siguen sin estar del todo 
claras. ¿Cuál fue la secuencia de la urbanización y la 


construcción del estado? Nuestro análisis sugiere que las 
comunidades primero se formaron y asentaron y luego 
construyeron instituciones políticas, pero también podríamos 
concebir que hubo formas tempranas de liderazgo político que 
contribuyeron a establecer comunidades sedentarias. Puede 
que lo que tenga más sentido sea una explicación endógena: 
que ambas cosas se institucionalizaron de manera simultánea. 
Hay asimismo otras cuestiones que hacen referencia al papel 
de la centralización, el consenso y la coacción. ¿Se formaron 
primero comunidades flexibles que luego se fueron 
centralizando poco a poco debido a las oportunidades 
económicas que ello brindaba? ¿O quizá las comunidades se 
desarrollaron principalmente por razones defensivas? ¿Se 
construyeron tales sistemas a través del consenso o la 
coacción? 

A falta de evidencias empíricas, los pensadores han debatido 
durante largo tiempo sobre estas cuestiones. Algunos, como el 
filósofo Thomas Hobbes, creían que los seres humanos se 
sometían voluntariamente a la autoridad política para superar 
la anarquía, que no garantiza ni la libertad ni la igualdad. A 
cambio de renunciar a muchos de sus derechos, la gente 
obtenía seguridad y una base sobre la que construir una 
civilización. En contraste, Jean-Jacques Rousseau pensaba que 
los seres humanos eran en esencia «nobles salvajes» 
instintivamente compasivos e igualitarios. Era la civilización y 
el surgimiento del estado lo que los había corrompido al 
institucionalizar un sistema de desigualdad. Estas visiones 
opuestas se traducen en diferentes interpretaciones de la 
civilización y la organización política, pero ambas enfatizan la 
idea de que la soberanía surgió mediante un «contrato social» 
entre gobernantes y gobernados. 


DESTACAMOSDos vías de organización política 


Cediadivódansose átian para protegerse y crear normas comunes; se elige a 
los líderes de entre los ciudadanos. Se obtiene seguridad mediante la 
cooperación. 

Ebhonpobanbaritesi¢mponen su autoridad y monopolizan el poder. La 
seguridad se obtiene mediante la dominación. 


Durante largo tiempo, los estudiosos han debatido acerca de 
si era Rousseau o Hobbes quien proporcionaba una visión más 
certera de los inicios del desarrollo del estado. Sin embargo, 
diversas investigaciones recientes indican que ninguno de los 
dos tenía razón. Muchos estudiosos suponían que los seres 
humanos llevaban vidas relativamente solitarias —lo que uno 
de ellos denomina «individualismo primigenio»— antes de que 
se afianzaran las formas modernas de organización política, 
pero hoy sabemos que la organización familiar y tribal tiene un 
pasado mucho más antiguo. Además, aunque posiblemente la 
guerra fue un motor de organización política, es posible que 
estallara con menos frecuencia entre individuos, como a 
menudo se suponía, que entre grupos rivales. A medida que las 
poblaciones humanas se expandían, las diferentes tribus 
luchaban entre sí por los recursos y el territorio. 
Probablemente las sociedades preestatales eran mucho más 
violentas que los actuales estados. Según algunas estimaciones, 
entre una cuarta parte y más de la mitad de la población 
masculina moría a manos de sus semejantes, mientras que la 
expansión de las sociedades preestatales coincidió con el 
exterminio de muchas grandes especies en todo el mundo a las 
que aparentemente se dio caza hasta llevarlas a la extinción. 
Esa mortandad generalizada parece haber comenzado con la 
aparición de los humanos modernos, mucho antes de que 
surgiera el estado. 

Los estados, pues, parecen haber surgido a partir de esta 
historia de violencia. Cuando un grupo conquistaba a otros, las 
organizaciones políticas sometían a su control a los nuevos 
pueblos y territorios. Dichas organizaciones también 
posibilitaban una defensa más eficaz, especialmente en 
comunidades urbanizadas que podían construir murallas y 
almacenar armas. En suma: allí donde el inherente conflicto 
entre las personas coincidió con la tecnología agrícola, la 
elevada densidad de población y la urbanización, el paso 
siguiente fue la construcción del estado. Mientras que antaño 
especulábamos con la idea de que el origen de la violencia 
residía en la innovación tecnológica, la civilización y la 
organización política humana, hoy parece que sucedió lo 


contrario!2, 

Las organizaciones complejas empezaron a surgir en Oriente 
Próximo hace unos 8.000 años, dotadas ya de los rasgos 
distintivos de la política que subsisten aún hoy, como los 
impuestos, la burocracia, las leyes, la fuerza militar y el 
liderazgo. Algunas de aquellas unidades políticas eran 
relativamente pequeñas, como las ciudades-estado que 
aparecieron en la antigua Grecia hace unos 2.700 años; en 
otros casos surgieron grandes imperios extremadamente 
sofisticados, como en China, Sudamérica, África y Oriente 
Próximo. Muchas de estas novedades se produjeron más o 
menos al mismo tiempo, entre los siglos Ix y Xt. En todos 
aquellos sistemas políticos las relaciones económicas se 
basaban en la producción agrícola, mientras que la producción 
de bienes especializados y el comercio eran actividades 
secundarias. A diferencia de los países modernos, aquellos 
primeros sistemas políticos a menudo carecían de fronteras 
definidas, aunque muchos experimentaron formas crecientes 
de centralización política. 


El surgimiento del estado moderno 


La diversidad de los primeros sistemas políticos finalmente dio 
paso al estado moderno, que tomó forma por primera vez en 
Europa. No se sabe con certeza por qué el estado moderno 
surgió en dicho continente y llegó a dominar el mundo, pero 
puede que se deba en parte al azar histórico y a la curiosa 
ventaja que proporciona el atraso. Hace dos mil años, Europa 
—como otras partes del mundo— estaba dominada por un 
único gran imperio, en este caso el Imperio romano. Dicho 
imperio, que se extendía a lo largo de miles de kilómetros por 
toda Europa Occidental, África septentrional y Egipto, 
desarrolló un sistema político complejo que unió a millones de 
personas y generó una avanzada infraestructura de ciudades, 
leyes, comercio, conocimiento y carreteras. Sin embargo, al 
cabo de un milenio el Imperio romano entró en una fase de 
decadencia, sucumbiendo finalmente a las presiones de la 
sobreexpansión y los crecientes ataques de fuerzas rivales. En 


el siglo v de nuestra era, la propia Roma fue saqueada por 
invasores. 

Con la caída del Imperio romano, las complejas 
instituciones políticas y los demás beneficios que se habían 
expandido por todo su territorio desaparecieron en gran 
medida, especialmente en Europa Occidental. La seguridad 
generada por el control imperial se desvaneció, reemplazada 
ahora por la amenaza de bandas de saqueadores itinerantes. 
Las carreteras y otras formas básicas de infraestructura de las 
que dependía la población se deterioraron. Las normas y 
reglamentos se fragmentaron y perdieron su poder. El 
conocimiento y la tecnología acumulados bajo el imperio se 
perdieron u olvidaron, mientras que el avanzado sistema de 
comercio y viajes que conectaba a las diversas comunidades 
desapareció. Gran parte de Europa volvió a sumirse en la 
anarquía, iniciándose así el período habitualmente conocido 
como los «años oscuros», O Alta Edad Media, que abarca 
aproximadamente desde los años 500 a 1000 de nuestra era. 
Así pues, el ascenso de Europa al poder mundial no era algo en 
absoluto predeterminado: hacia el año 1000, la riqueza total 
del continente era menos de la mitad que la de China o la 
India, y la diferencia no empezaría a reducirse hasta el siglo 
xIx. Puede resultar difícil de creer, pero durante la primera 
mitad de ese milenio prácticamente todas las regiones del 
mundo experimentaron un período de crecimiento e 
innovación; todas excepto Europal3, 

Pero, paradójicamente, este período de drástico declive y 
anarquía parece haber sentado las bases para la creación del 
estado moderno. Como ha señalado el sociólogo Charles Tilly, 
en el entorno fragmentado, inestable y violento de Europa 
empezaron a desarrollarse nuevas organizaciones políticas en 
constante competencia con sus rivales1%, En algunos casos, 
dichas organizaciones estaban formadas por saqueadores 
nómadas que se dieron cuenta de que podían ganarse mejor la 
vida controlando e imponiendo tributos a un grupo de 
personas que expoliando un lugar tras otro. Los caudillos 
militares que los mandaban delimitaron pequeñas zonas del 
territorio que podían defender fácilmente y consolidaron el 


control sobre dichas regiones, combatiendo a los grupos 
rivales. En otros casos, fueron los propios habitantes de un 
area determinada quienes se unieron para defenderse. Como 
han concluido Tilly y otros, el estado moderno surgió a partir 
de —y como reacción a— lo que en esencia no era sino 
delincuencia organizada: grupos armados que controlaban un 
determinado territorio, ofrecían protección y exigían un pago a 
cambio. Parece ser que la lucha constante entre aquellos 
numerosos rivales, que creaba un entorno competitivo y fluido, 
generó una especie de evolución organizativa acelerada: los 
grupos que eran capaces de adaptarse rápidamente en 
respuesta a los nuevos retos y a quienes los planteaban 
sobrevivían, mientras que los que tenían menos éxito en ese 
sentido eran conquistados y desaparecían. 

Además de la historia, también la geografía ha 
desempeñado un papel en el surgimiento del estado moderno. 
La rápida evolución política de Europa probablemente también 
le debe algo a la proximidad del continente a Asia y Oriente 
Próximo, lo que le daba acceso a nuevas especies de plantas y 
animales, además de innovaciones tecnológicas que no estaban 
al alcance de los pueblos de África o América. China, que 
también se benefició de su capacidad de importar una amplia 
gama de bienes y tecnologías extranjeros, había desarrollado 
ya en el siglo m a. C. —al menos mil años antes que el 
continente europeo— una de las organizaciones políticas más 
sofisticadas de su tiempo. ¿Por qué, entonces, no fue China la 
que llegó a dominar el mundo en lugar de hacerlo Europa, y 
por qué «Europa» pasaría a designar un conjunto de estados 
rivales mientras «China» daba nombre a un único y enorme 
país? Una posible explicación tendría que ver con la 
centralización del Imperio chino, que se vio facilitada por la 
ausencia de fronteras geográficas internas significativas, la 
homogeneización étnica y cultural de la población que llevaba 
aparejada este hecho, y la ausencia de importantes rivales 
políticos colindantes. Todo ello se tradujo en la creación de 
una forma temprana y altamente desarrollada de estado, 
aunque a la larga la falta de competidores importantes 
acabaría limitando su evolución organizativa. En contraste, las 


debilidades de Europa —fragmentación étnica y lingúística, 
numerosos actores rivales y marcadas fronteras geográficas— 
impedirían la creación de un único estado europeo. Dicho esto, 
tampoco deberíamos ser excesivamente deterministas a la hora 
de explicar estos resultados. Por ejemplo, el anterior análisis 
descarta en gran medida el papel de las ideas. Es posible que el 
desarrollo político de Europa se viera impulsado por el 
surgimiento del cristianismo y la influencia de los valores 
religiosos y/o la confrontación entre la Iglesia católica y los 
diversos estados. Aun así, China también hubo de afrontar 
numerosos trastornos, guerras y cambios religiosos a lo largo 
de su historia. En varios momentos, esos conflictos podrían 
haber llevado a la fragmentación permanente de China en un 
conjunto de estados similar a Europa, aunque, eso sí, con una 
ventaja de mil años en tecnología, burocracia y educación!5. 
De las guerras constantes de la Alta Edad Media europea 
surgieron, pues, los primeros estados modernos, que poseían 
tres importantes ventajas en comparación con otras formas 
alternativas de organización política. Para empezar, los estados 
fomentaban el desarrollo económico. Antes de la Alta Edad 
Media, y durante dicho período, la mayoría de los europeos 
vivían en un sistema económico basado en la agricultura de 
subsistencia. Las propiedades como la tierra tendían a ser 
monopolizadas por quienes ostentaban el poder en lugar de 
pertenecer a quienes las trabajaban. Los caudillos militares 
podían mantener a la gente atada a la tierra (mediante la 
servidumbre), apropiarse de su trabajo e imponer cuantiosos 
impuestos a quienes producían bienes no agrícolas. Pero tales 
condiciones económicas resultaban contraproducentes para el 
conjunto de la sociedad, dado que los individuos tenían pocos 
incentivos para producir si otros les arrebataban los frutos de 
su trabajo. En cambio, los gobernantes que creaban leyes, 
reglamentos e infraestructuras que permitían y respetaban la 
propiedad privada y el beneficio individual descubrían que la 
producción aumentaba, lo que a su vez les proporcionaba a 
ellos mayores recursos sobre los que cobrar impuestos o pedir 
préstamos (y con los que hacer la guerra). Los derechos de 
propiedad se convirtieron, así, en uno de los rasgos distintivos 


del desarrollo del estado!®. 

En segundo término, los estados favorecían la innovación 
tecnológica. Algunos gobernantes que fomentaron dicha 
innovación con el fin de incrementar su poder económico y 
militar comprendieron que, como el intercambio privado de 
bienes y el comercio, las nuevas tecnologías estimulaban el 
desarrollo económico al proporcionar nuevos bienes y 
servicios. Cuando el comercio se aprovechaba de la innovación 
tecnológica, el desarrollo económico crecía de forma 
espectacular. Aquellos gobernantes no concebían el cambio 
tecnológico como una amenaza a su poder, sino como un 
medio para ampliarlo. Muchas de las tecnologías que hicieron 
poderosa a Europa cuando se dispuso a conquistar el mundo — 
la pólvora, las matemáticas avanzadas, la cartografía moderna, 
el papel, la astronomía...— se originaron en otras partes del 
globo, pero los europeos asimilaron todas aquellas 
innovaciones y les dieron un nuevo uso. Lo importante no era 
quién había hecho los descubrimientos, sino cómo los 
fomentaba o utilizaba el estado. Si esa aplicación de la 
innovación se debió principalmente a la intensa competencia o 
a los valores culturales europeos es una cuestión que sigue 
siendo objeto de debate (véase el capítulo 3)17. Pero fuera cual 
fuese la razón, el hecho es que la innovación tecnológica, 
combinada con el poder del estado, sentó las bases de la 
política moderna. 

Una tercera ventaja era la estabilidad interna, que 
incrementaba el comercio y permitía el desarrollo de 
infraestructuras. Por último —y en relación con ello—, la 
posibilidad de viajar con mayor libertad dentro del territorio 
del propio país fomentó la interacción y el surgimiento de una 
identidad compartida. Asimismo, el estado, mediante la 
redacción de documentos impresos, la educación y la 
formulación de códigos legales, contribuyó a la estandarización 
de las lenguas. Los pobladores de Europa empezaron a 
concebirse a sí mismos como personas con una identidad 
común que incluía valores compartidos. En lugar de definirse 
primordialmente por su oficio, clan, religión o pueblo, la gente 
empezó a considerarse, por ejemplo, inglesa, francesa o 


alemana. El origen étnico se reveló un poderoso activo para el 
estado en la medida en que a su vez fomentaba el 
nacionalismo. Estudiaremos esto con detalle en el próximo 
capítulo. 

A pesar de que el estado moderno ofrecía todas estas 
ventajas, hacia el año 1500 los estados modernos abarcaban 
solo un 20 % del globo; el resto estaba gobernado por otras 
formas alternativas de organización centralizada, o ninguna en 
absoluto. Sin embargo, esta situación pronto cambiaría. Bien 
organizados, armados con tecnologías avanzadas, con una 
creciente identidad nacional y dotados de recursos económicos, 
los estados europeos empezaron a acumular poder con rapidez. 
A medida que aumentaba el poder económico del estado, 
también lo hacía su capacidad de gestionar una población cada 
vez más numerosa y un territorio cada vez más amplio. Las 
crecientes finanzas y organización del estado también 
posibilitaron el desarrollo de grandes ejércitos. Capaces ahora 
de conquistar y controlar grandes extensiones de tierra, los 
estados empezaron a derrotar y absorber a sus rivales 
europeos. También sus rivales espirituales perdieron poder 
político. La guerra de los Treinta Años (1618-1648), en parte 
un conflicto entre el catolicismo romano y el protestantismo, 
culminó en 1648 con los tratados conocidos como Paz de 
Westfalia. En virtud de dichos tratados se redujo radicalmente 
la autoridad del papa sobre la población europea. Liberados de 
aquella autoridad espiritual rival, los estados podían ahora 
dirigir la religión dentro de su propio territorio, subordinando 
lo espiritual a lo político. Es frecuente, pues, situar en la Paz de 
Westfalia el origen de la soberanía del estado tal como hoy la 
entendemos. 

A partir de ahí, los estados europeos comenzaron a expandir 
su poder económico, tecnológico y militar más allá de sus 
costas. En los siglos XVII y xvu, España y Portugal se hicieron 
con el control de gran parte de América, mientras los 
holandeses, franceses y británicos expandían el poder estatal 
en Asia. En el siglo xix, casi toda África se había dividido de 
manera similar entre los diversos estados europeos y se había 
incorporado a sus respectivos imperios. 


Asi pues, la estructura organizativa del estado se impuso en 
todo el mundo por la fuerza. No obstante, cuando en el siglo xx 
el control europeo empezó a menguar, la estructura del estado 
persistió; de hecho, el número de estados se incrementó a 
medida que los pueblos y territorios subyugados por Europa 
obtenían la soberanía. Por más que los pueblos de todo el 
mundo se resistieran a la dominación europea y acabaran 
librándose de ella, concebían el estado como una forma 
superior —o al menos inevitable— de evolución política que 
adoptaron para sus propios fines. El planeta se convirtió así en 
un mundo de estados, que establecieron las fronteras y normas 
internacionales y pasaron a ser los principales actores de la 
política nacional e internacional en todo el globo. Las antiguas 
colonias, como, por ejemplo, México o Nigeria, se deshicieron 
del dominio colonial, pero mantuvieron y expandieron las 
instituciones estatales originalmente impuestas por el 
imperialismo. 

La rápida expansión de los estados puede verse como el 
triunfo de una forma de organización que permitía a los 
diversos grupos de personas destruir a sus rivales políticos por 
sofisticados que fueran. Pero este proceso no ha estado exento 
de costes. Mientras que Europa tardó varios cientos de años en 
crear el estado moderno, gran parte del mundo se vería 
obligado a adoptar esta forma de organización y sus 
instituciones mucho más deprisa. Y las trayectorias históricas 
de África, Asia y Sudamérica en ese sentido fueron 
radicalmente distintas de las de Europa. Habitualmente 
muchos de los nuevos estados creados en dichos continentes 
han carecido de los recursos, la infraestructura, las identidades 
nacionales compartidas y el capital que los estados europeos, 
mucho más antiguos, desarrollaron a lo largo de un milenio. 
En consecuencia, esos estados más recientes a menudo deben 
afrontar importantes retos —como, por ejemplo, establecer su 
soberanía sobre territorios donde pueden coexistir múltiples 
pueblos, idiomas, religiones y culturas— que la mayoría de los 
estados europeos solo lograron resolver con el paso de los 
siglos y al precio de muchas pérdidas de vidas en guerras y 
revoluciones!8, Para bien o para mal, aunque Europa ya no 


gobierna directamente sobre una gran parte de la tierra, ha 
dejado al mundo entero el legado del estado. 


CRONOLOGÍALa organización política 
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Comparación del poder del estado 


Del análisis anterior se desprende claramente que la evolución 
política ha sido un proceso largo y un tanto arbitrario. Allí 
donde las condiciones permitieron que los seres humanos 
establecieran asentamientos de carácter permanente, surgieron 
formas complejas de organización política cuyos rasgos reflejan 
la moderna lucha por la libertad, la igualdad y el reparto del 
poder. Pero ha sido solo en los últimos siglos cuando ha 
tomado forma el estado moderno propiamente dicho, forjando 
las nuevas instituciones políticas, económicas y sociales que 
tan poderoso lo han hecho. Los estados erradicaron con 
rapidez todas las demás formas de organización política, y 
ahora reivindican para sí hasta los últimos rincones de la 
tierra. 


Sin embargo, no todos los estados son iguales. Como ya 
hemos observado, algunos estados son poderosos, eficaces, 
prósperos y estables, mientras que otros son débiles, 
desorganizados y en gran medida incapaces de adoptar 
medidas efectivas, o incluso de realizar tareas básicas que en 
los países con estados más fuertes damos por sentadas. 
Además, un mismo estado puede tener una presencia 
dominante en un área pero ser ineficaz en otra, como veíamos 
que ocurría, por ejemplo, en el caso de Pakistán: un país capaz 
de fabricar armas nucleares, pero incapaz de proporcionar un 
suministro eléctrico regular. ¿Qué explica esta diversidad? 
¿Cómo interpretar las diferencias existentes en lo que 
podríamos denominar «estatalidad», esto es, en el poder de los 
estados? Para responder a esta cuestión y hacer comparaciones 
eficaces, necesitamos unas cuantas herramientas conceptuales 
más con las que trabajar. 


Legitimidad 


El primer concepto, legitimidad, es un valor por el que se 
reconoce y acepta algo, o a alguien, como correcto y 
apropiado. Una institución o persona legítima, pues, es aquella 
que cuenta con la aceptación y el reconocimiento 
generalizados de la ciudadanía. La legitimidad confiere 
autoridad y poder. Sabemos que los estados ejercen una gran 
fuerza. Pero ¿es esa la única razón por la que la gente reconoce 
su autoridad? En ausencia de legitimidad, los estados tienen 
que depender en gran medida de la coacción para mantener su 
poder. Donde hay legitimidad, en cambio, la gente respeta la 
ley aun cuando la amenaza de castigo es leve. Nos es posible 
pagar impuestos, no cruzar la calle con el semáforo rojo o 
servir en el ejército no porque temamos el castigo o busquemos 
una recompensa inmediata, sino porque asumimos que el 
estado tiene autoridad para pedirnos que lo hagamos. En la 
medida en que los estados proporcionan seguridad y otras 
prestaciones, pueden engendrar también un sentimiento de 
responsabilidad recíproca en los individuos. Así pues, la 
legitimidad crea un poder que no se basa en la coacción, sino 


en el consentimiento. Sin legitimidad, un estado deberia 
utilizar la constante amenaza de la fuerza para mantener el 
orden —una tarea difícil— o bien esperar que la gente 
desatienda muchas de sus reglas y políticas. Como dice un 
estudioso, en ausencia de legitimidad «el estado no puede ser 
sino una imposición depredadora sobre un buen número de 
ciudadanos o la mayoría de ellos»19. 

La legitimidad constituye, pues, un componente crucial de 
eso que hemos dado en llamar «estatalidad». Sin embargo, la 
legitimidad no depende de la libertad ni de la igualdad: una 
sociedad puede no ser libre o ser desigual en gran medida y, 
aun así, considerar legítimo su estado, por más difícil que nos 
resulte imaginar tal cosa. 

Entonces, ¿qué convierte en legítimo a un estado? Volvamos 
de nuevo a Max Weber, quien argumentaba que la legitimidad 
política adopta tres formas básicas: tradicional, carismática y 
legal-racional20. La legitimidad tradicional descansa en la 
idea de que alguien o algo posee validez porque «siempre ha 
sido así». En otras palabras, este tipo de legitimidad se basa en 
la idea de que ciertos aspectos de la política deben aceptarse 
porque se han forjado a lo largo de un prolongado período de 
tiempo y se los considera parte de la identidad histórica de las 
propias personas. La legitimidad tradicional a menudo encarna 
mitos y leyendas históricos, así como la continuidad entre 
pasado y presente. Los rituales y ceremonias contribuyen a 
reforzar la legitimidad tradicional en la medida en que 
incorporan actos y símbolos que son a la vez ancestrales, 
peculiares y vistosos. Una monarquía largamente establecida, 
donde una misma familia conserva el poder durante 
generaciones, constituye un buen ejemplo de institución 
tradicionalmente legítima. Sin embargo, tradicional no es lo 
mismo que obsoleto. Incluso una institución moderna, como un 
cargo electo o un régimen, puede investirse de legitimidad 
tradicional si perdura el tiempo suficiente. En suma: la 
legitimidad tradicional se basa en la historia y la continuidad. 
Dicha legitimidad proviene en parte del sencillo hecho de que 
tiene el peso de la historia de su lado. Resulta difícil imaginar 
un cambio cuando una institución existe «desde tiempo 


inmemorial». 

La legitimidad carismática es, en muchos sentidos, lo 
opuesto a la legitimidad tradicional. Cuando utilizamos la 
palabra carisma en nuestras conversaciones cotidianas, a 
menudo hacemos referencia a alguien que es atractivo o 
encantador. Pero esa es una versión muy reducida del 
significado original del término, que a veces se define como 
una «gracia» o «don» concedido por Dios. En lugar de 
fundamentarse en el peso de la historia y la continuidad de 
ciertos roles o valores, la legitimidad carismática se basa en el 
poder de las ideas o creencias. El carisma se encarna 
habitualmente en individuos capaces de llegar y persuadir a la 
opinión pública utilizando no solo sus ideas, sino también su 
propia forma de exponerlas. Algunas personas poseen cierto 
magnetismo que liga lo que son a lo que dicen. Jesucristo y 
Mahoma son ejemplos perfectos de figuras carismáticas 
capaces de convocar a un enorme número de seguidores 
gracias al poder de sus ideas, que afirmaban que les había 
transmitido el mismo Dios. Aunque originariamente el término 
carisma hacía alusión justamente a ese vínculo espiritual, en la 
política moderna alude más bien a ideas profanas. Adolf Hitler 
fue claramente una figura carismática, que supo manejar las 
ideas y el lenguaje para articular la necesidad de la guerra y el 
genocidio. 

Como imaginará el lector, este tipo de legitimidad no está 
institucionalizada y, por lo tanto, resulta bastante tenue, ya 
que normalmente se extingue al morir el individuo que la 
posee. Pero la legitimidad carismática también puede 
transformarse en legitimidad tradicional mediante la creación 
de rituales y valores destinados a captar el espíritu y la 
intención del poder del líder carismático. Las religiones, las 
monarquías e incluso las constituciones y los regímenes pueden 
ser buenos ejemplos de ello. Weber denominó a este tipo de 
institucionalización «la rutinización del carisma». 

A diferencia de las dos primeras formas de legitimidad, la 
legitimidad legal-racional no se basa en la historia o los 
rituales (como la legitimidad tradicional) ni en la fuerza de las 
ideas y de quienes las exponen (como la legitimidad 


carismatica), sino en un sistema de leyes y procedimientos que 
se presupone que son neutros o racionales. Los líderes o cargos 
políticos adquieren legitimidad a través de las normas por 
medio de las cuales acceden al poder. La gente acata las 
decisiones de quienes ostentan el poder porque esas personas 
acatan a su vez las reglas institucionalizadas vigentes. Lo 
importante en este caso no son los líderes individuales, o 
siquiera sus valores o ideas, sino los cargos que ocupan. Una 
vez dejan el cargo, pierden gran parte de su autoridad. Esto 
contrasta con la legitimidad tradicional o carismática, donde la 
autoridad tiende a residir en los individuos antes que en un 
conjunto de normas. 

El mundo de los estados modernos está construido sobre 
una base legal-racional. Los estados dependen de la burocracia, 
el papeleo y el trabajo de miles de personas para tomar 
decisiones cotidianas sobre un amplio abanico de temas. En 
condiciones ideales, la ciudadanía acepta esas decisiones como 
la forma apropiada de hacer que las cosas funcionen y 
presupone que son decisiones razonablemente justas y 
predecibles. Por ejemplo, cuando hay elecciones, la gente 
acepta el resultado aunque pierda su candidato favorito, y 
luego obedece a quienes han ganado. Es más, esta legitimidad 
no se limita a los actores políticos del estado; nuestra propia 
legitimidad individual como ciudadanos tiene asimismo una 
base legal-racional: nuestros permisos de conducir, documentos 
de identidad, pasaportes o tarjetas censales nos confieren una 
cierta forma de autoridad y poder que en este caso fluye del 
estado al ciudadano. 

Aunque los estados modernos se fundamentan en la 
legitimidad legal-racional, la legitimidad tradicional y la 
carismática no han desaparecido. En casi todos los países del 
mundo se pueden ver diversas combinaciones de legitimidad 
tradicional, carismática y legal-racional. A lo largo de la 
historia moderna, los líderes políticos de muchos países han 
ejercido un gran poder carismático y, en ocasiones, se han 
convertido en el centro de un importante «culto a la 
personalidad», un tema que exploraremos con más detalle en el 
capítulo 6. Este tipo de culto retrata al líder como el padre (u 


ocasionalmente la madre) de la nación y le confiere poderes 
casi sobrehumanos. A veces el liderazgo carismático, y el poder 
que deposita en manos de un único individuo, pueden 
corromper fácilmente, como hemos visto en el caso del líder 
norcoreano Kim Jong-il y su hijo Kim Jong-un. Pero algunas 
figuras carismáticas —líderes políticos como Mahatma Gandhi, 
que trabajó en pro de la independencia india del dominio 
británico, o Nelson Mandela, que luchó para poner fin al 
apartheid en Sudáfrica— cambiaron drásticamente para mejor 
el curso de la política en sus respectivos países. 


DESTACAMOSLos tres tipos de legitimidad 
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De manera similar, también es posible encontrar el poder 
tradicional en una amplia gama de países. El Reino Unido, 
Japón, Arabia Saudí y más de otros cuarenta países todavía 
tienen monarcas. Los poderes de la mayoría de dichos 
monarcas, aunque no de todos, son actualmente bastante 
limitados, pero aun los monarcas constitucionales siguen 
siendo importantes símbolos que atraen la atención nacional y, 
a veces, incluso internacional. También determinadas familias 
pueden tener una legitimidad similar en política. En la India, 
Indira Gandhi, líder del Partido del Congreso (sin parentesco 
alguno con Mahatma Gandhi), fue primera ministra durante 
quince años, en las décadas de 1960, 1970 y 1980. Tras su 
muerte, le sucedió en el cargo su hijo Rajiv. Tras la muerte de 
este último, su esposa, Sonia, se convirtió en líder del Partido 
del Congreso, y hasta las últimas elecciones se esperaba que su 
poco carismático hijo, Rahul, llegara a ser primer ministro del 
país. Pero además de los individuos y las familias, también las 
normas y reglamentos pueden obtener una especie de 


legitimidad tradicional si se mantienen vigentes durante tanto 
tiempo que llega un punto en que la gente no puede 
imaginarse haciendo las cosas de otro modo. La Constitución 
estadounidense, por ejemplo, no es solo un conjunto de reglas 
para hacer politica; también se considera un símbolo sagrado 
de lo que hace al país único y poderoso. ¿Resulta difícil 
modificar la Constitución debido a los procedimientos 
involucrados, o simplemente porque con el tiempo se ha 
desarrollado cierta resistencia a andar retocando un 
documento tan «sagrado»? Si resulta ser esto último, entonces 
hay que decir que lo que mantiene unida la política 
estadounidense no es simplemente la legitimidad legal- 
racional, sino también la legitimidad tradicional. 

Resumiendo, pues, la legitimidad es un componente 
fundamental de lo que hemos dado en llamar «estatalidad». La 
legitimidad tradicional hace hincapié en el ritual y la 
continuidad; la legitimidad carismática, en la fuerza de las 
ideas encarnadas en un líder; y la legitimidad legal-racional, en 
las leyes y normativas. Sea cual fuere su forma, la legitimidad 
posibilita que el estado lleve a cabo sus funciones básicas. Sin 
ella, a los estados les resulta muy difícil funcionar. Si la 
ciudadanía tiene poca fe en el estado, con frecuencia ignorará 
sus responsabilidades políticas, como pagar impuestos, acatar 
los reglamentos o, en su caso, servir en las fuerzas armadas. En 
tales condiciones, al estado solo le queda una herramienta para 
mantener el orden: la amenaza de la fuerza. Si bien podríamos 
suponer que los estados violentos son de algún modo 
intrínsecamente poderosos, en realidad los estados que utilizan 
el mayor grado de coacción sobre sus ciudadanos suelen ser 
también los más débilmente institucionalizados, puesto que sin 
la violencia no pueden lograr que la ciudadanía cumpla 
voluntariamente las normas y deberes establecidos. 


Centralización o descentralización 


Además de disfrutar de diferentes tipos y grados de legitimidad 
política, los estados se definen también en función de sus 
diversos modelos de distribución del poder. Como señalábamos 


en el capitulo 1, habitualmente se asocia la libertad individual 
a la descentralización del poder, mientras que la igualdad 
colectiva generalmente acompaña a una mayor centralización 
de este. 

El poder del estado puede centralizarse o descentralizarse de 
dos maneras distintas, la primera de las cuales es la dispersión 
del poder dentro del propio estado. En el federalismo, poderes 
tales como la fiscalidad, la elaboración de las leyes y la 
seguridad se delegan en organismos regionales (como los 
estados en Estados Unidos y la India, los Länder en Alemania, 
las provincias en Canadá y las comunidades autónomas en 
España) y en asambleas legislativas locales (en España, 
parlamentos autonómicos) que controlan territorios concretos 
dentro del país. Estos poderes están definidos en la 
constitución nacional y, por lo tanto, no es fácil que un 
determinado gobierno los restrinja o elimine. El argumento 
aquí es que el federalismo contribuye a representar mejor los 
intereses locales, además de frenar el aumento del poder 
central (que puede verse como una amenaza para la 
democracia). Hay que señalar que el federalismo no tiene por 
qué ser uniforme: ciertos países, como España, Rusia y la India, 
se basan en distintas variantes de federalismo asimétrico en 
las que el poder se divide de manera desigual entre diversos 
organismos regionales, de manera que algunas regiones tienen 
mayores competencias que otras en cuestiones tales como la 
fiscalidad o los derechos lingüísticos; una estructura que 
resulta más probable que se dé en países con importantes 
divisiones étnicas. En los estados unitarios, en cambio, el 
poder político se concentra en el ámbito nacional, mientras 
que la autoridad local es limitada; en estos casos, el gobierno 
central es responsable de la mayoría de las áreas de la política. 
En estados unitarios como China, Japón y Francia, las 
divisiones territoriales tienen menos influencia en el poder 
político. Si el federalismo refleja la idea de que la 
centralización excesiva no es representativa o resulta peligrosa, 
el argumento en favor del estado unitario es que se pueden 
representar los intereses locales sin necesidad de recurrir a 
instituciones políticas regionales. El federalismo puede 


debilitar la eficacia del estado al dispersar el poder entre 
demasiadas autoridades rivales y exacerbar, antes que 
debilitar, los conflictos étnicos o regionales. 

En los últimos años ha aumentado la tendencia a la 
desconcentración del poder en numerosos estados. Este proceso 
de descentralización, consistente en un traspaso de 
competencias, ha adquirido una creciente popularidad por 
diversas razones. En algunos casos se ha considerado que la 
descentralización es un modo de incrementar la legitimidad del 
estado en tanto que acerca el poder político a la gente, una 
cuestión que se ha ido planteando en la medida en que los 
estados se han ido haciendo más grandes y complejos con el 
tiempo; en otros, se ha concebido como una forma de resolver 
problemas como las diferencias étnicas o religiosas otorgando 
mayores poderes locales a las regiones. En ocasiones esto ha 
supuesto la eliminación del gobierno unitario: en 2005, Irak se 
convirtió en un país federal por primera vez en su historia; 
Nepal abolió su monarquía en 2007, y en 2015 adoptó una 
nueva constitución federal con siete estados. En general, la 
descentralización no desemboca directamente en wun 
federalismo propiamente dicho, pero sí se traduce en una 
importante difusión del poder «hacia abajo» partiendo del 
estado central, como en el Reino Unido. En posteriores 
capítulos volveremos sobre el tema de la descentralización. 


Poder, autonomía y capacidad 


En el nivel más básico, podemos diferenciar entre estados 
fuertes y débiles. Se consideran fuertes los estados que son 
capaces de desempeñar sus funciones más esenciales: defender 
su territorio, formular y hacer cumplir las normas y derechos, 
recaudar impuestos y gestionar la economía, por nombrar solo 
algunas. Los estados débiles, por el contrario, son incapaces de 
realizar demasiado bien esas funciones: las normas se aplican 
de manera arbitraria, en caso de que se apliquen; la evasión 
fiscal y otras formas de desobediencia pública estan 
generalizadas; y diversos rivales armados del estado, tales 
como movimientos rebeldes, mafias u otros estados, pueden 


controlar grandes porciones de territorio o incluso la 
economía. Los propios cargos públicos, que normalmente 
tienen poca fe en sus funciones o responsabilidades, pueden 
utilizar sus puestos simplemente para llenarse los bolsillos 
mediante la corrupción y el latrocinio. Sin duda el desarrollo 
económico será mucho menor como resultado de este inestable 
entorno político. En general, los estados débiles no están bien 
institucionalizados y carecen de autoridad y legitimidad. En 
casos extremos, las propias estructuras del estado pueden verse 
debilitadas hasta el punto de desmoronarse. Cuando eso 
ocurre, es habitual calificar a ese país de frágil o, en un nivel 
más severo, de estado fallido (véase la tabla 2.1)21. Antes de 
2001 era habitual considerar a Afganistán como un estado 
fallido, y de hecho todavía sigue siéndolo, con un poder 
limitado que debe ser respaldado por una fuerza internacional. 
Pero un estado fallido no implica necesariamente una anarquía 
total. Los actos de piratería que se producen frente a las costas 
de Somalia (considerado uno de los estados «más fallidos» del 
mundo) se consideran una consecuencia natural del fracaso del 
estado; pero hay un estudio que parece indicar que la piratería 
prospera cuando el poder del estado es débil, pero no 
totalmente inexistente, lo que permite a los piratas 
aprovecharse del funcionamiento de los mercados y las 
infraestructuras que encuentran en tierra. Como afirman los 
autores del estudio, hasta los delincuentes necesitan cierto 
grado de ley y orden22. Los estados pueden fallar en diferente 
medida, en diversas áreas y de distintas maneras. 


Tabla 2.1Índice de estados frágiles, 2017 
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En suma: calificando a los estados simplemente como 
fuertes o débiles no se logra captar plenamente la complejidad 
del poder estatal. De hecho, si nos limitamos a argumentar que 
«si un estado puede hacer tal cosa o tal otra debe ser fuerte, y 
si no puede debe ser débil», acabamos metiéndonos en un 
círculo vicioso. En Estados Unidos, por ejemplo, los cargos 
electos pueden librar guerras a gran escala en todo el mundo, 
pero no pueden prohibir las armas de fuego en su propio 
territorio, mientras que en Canadá ocurre justo lo contrario. 
¿Cuál de ellos, entonces, es fuerte o débil? La política 
comparada echa mano de las categorías de estados fuertes y 
débiles, pero lo hace mediante el uso de otros dos términos: 
capacidad y autonomía. La capacidad es la aptitud del estado 
para ejercer el poder con el fin de llevar a cabo las tareas 
básicas de brindar seguridad y conciliar libertad e igualdad. Un 
estado con una capacidad elevada puede formular y promulgar 
políticas fundamentales y garantizar la estabilidad y la 
seguridad tanto para sí como para sus ciudadanos, mientras 
que un estado con baja capacidad no puede hacer esas mismas 
cosas de manera eficaz. Tener una capacidad elevada requiere 
no solo dinero, sino también organización, legitimidad y 
liderazgo efectivo; de ese modo se asfaltan carreteras, se 
construyen escuelas, se crean y acatan reglamentos, y se 
castiga a quienes infringen la ley. 

La autonomía, en cambio, es la aptitud del estado para 
ejercer su poder independientemente de la ciudadanía o de los 
actores internacionales. Este concepto se halla estrechamente 
vinculado a la idea de soberanía: en el caso de la soberanía, 


hablamos de la independencia oficial y juridica de un estado; 
en el de la autonomía, hablamos de la aptitud práctica y 
oficiosa de actuar en función de dicha independencia. En otras 
palabras, si un estado autónomo desea implementar una 
determinada política o medida, puede hacerlo sin tener que 
consultar a la ciudadanía ni preocuparse por la posibilidad de 
que una fuerte oposición pública o internacional le obligue a 
revertir su decisión. Un estado con un elevado nivel de 
autonomía puede actuar en nombre de la ciudadanía, 
procurando aquello que considera que redunda en el máximo 
interés del país con independencia del sentir de la opinión 
pública. En cambio, un estado con un bajo nivel de autonomía 
actuará en gran medida a instancias de individuos privados, 
grupos u otros estados, y será menos capaz de desoír a la 
opinión pública o las demandas de grupos bien organizados. En 
ocasiones, los estudiosos dicen que los estados con baja 
autonomía han sido «capturados» por ciertos intereses que 
controlan determinadas cuestiones o políticas específicas 
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Los conceptos de capacidad y autonomia nos ayudan a 
evaluar las diferencias en el poder del estado. Los estados 
fuertes con un alto nivel de capacidad y autonomia pueden 
implementar políticas importantes con relativa facilidad. Un 
ejemplo de ello es la infraestructura de China, un país que ha 
podido construir nuevas carreteras, ferrocarriles y presas pese 


a los retos técnicos, su enorme coste y, a veces, la oposición 
interna. Sin embargo, el hecho de que un estado tenga a la vez 
una gran capacidad y autonomía puede ir en detrimento de la 
libertad individual (aunque no siempre es así). En cambio, los 
estados con un elevado nivel de capacidad, pero un menor 
grado de autonomía, pueden tener amplios poderes, pero aun 
así estar más sujetos a la intervención pública. Estados Unidos 
y Canadá son buenos ejemplos de estados con menor 
autonomía, lo que se ve facilitado por su estructura federal. 
Puede que en ellos haya un alto nivel de libertad individual, 
pero a su vez ello puede limitar la autoridad central y, en 
consecuencia, obstaculizar la formulación de políticas 
nacionales. Paralelamente, los estados con una elevada 
autonomía, pero una capacidad reducida, pueden ver menos 
limitados sus procesos de adopción de decisiones, pero verán 
mermada la posibilidad de implementar las subsiguientes 
políticas de manera eficaz. Rusia entra en esta categoría: 
durante la última década el estado se ha hecho más 
centralizado y autónomo, pero aún no tiene la capacidad de 
promulgar y hacer cumplir reglamentos con éxito. De manera 
similar, también durante la última década, el estado 
venezolano adquirió una mayor autonomía bajo el gobierno de 
Hugo Chávez, a pesar de que su capacidad disminuyó. 

Por último, un estado puede carecer tanto de autonomía 
como de capacidad. Eso es lo que ocurre en muchos países 
menos desarrollados, como los países africanos que han sido 
«capturados» por las élites o por determinados grupos étnicos o 
religiosos y son en gran medida incapaces de realizar algunas 
de sus más importantes funciones nacionales, como fomentar el 
desarrollo económico y garantizar la educación pública. 

En resumen, pues, hablar del poder del estado en términos 
de autonomía y capacidad puede ayudarnos a comprender 
mejor eso que hemos dado en llamar la «estatalidad»: qué 
pueden y no pueden hacer los estados, y por qué. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que el grado de autonomía y 
capacidad de un estado puede variar ampliamente en función 
del tema concreto en cuestión. Un observador de China podría 
concluir que este estado disfruta de una gran autonomía y 


capacidad. Sin embargo, el nivel de corrupción del país y el 
gran número de protestas públicas que se producen, algunas de 
ellas violentas, indican que en muchas áreas su autonomía y 
capacidad están limitadas. La capacidad del estado japonés se 
consideró durante mucho tiempo un fructífero modelo de 
desarrollo, pero las constantes dificultades económicas del país 
y la tardía respuesta al terremoto de 2011 plantean ciertos 
interrogantes al respecto. En Brasil, el original y ambicioso 
programa de bienestar social Bolsa Família ha reducido la 
pobreza casi a la mitad durante la última década; sin embargo, 
al mismo tiempo el país ha sido incapaz de poner freno a un 
sistema de delincuencia organizada que prácticamente 
funciona como un estado paralelo23. Así pues, la autonomía y 
la capacidad son conceptos útiles para comparar estados, pero 
el grado en que un estado individual posee cada una de ellas 
depende del problema o la función concretos de que se trate en 
cada caso. 

Por último, nos quedan un par de importantes cuestiones 
por plantear: ¿por qué unos estados están más centralizados o 
descentralizados que otros? ¿Por qué tienen más o menos 
capacidad o autonomía? Algunas de las respuestas residen en 
la historia, especialmente en la naturaleza de las amenazas 
internacionales y en el modo en que estas han afectado a la 
relación entre los impuestos (necesarios para pagar las guerras) 
y la representación (qué grado de influencia tiene la 
ciudadanía en el comportamiento del estado). También las 
normas culturales relativas a la libertad y la igualdad pueden 
desempeñar un papel aquí. Sin embargo, en el caso de los 
estados de más reciente fundación estas explicaciones de 
naturaleza histórica e idiosincrásica no son particularmente 
útiles. ¿Se pueden desarrollar políticas para países como 
Afganistán o Nigeria conducentes a estados más viables y 
eficaces? ¿Existe una combinación ideal de diferentes formas 
de legitimidad, centralización, autonomía y capacidad? ¿Por 
dónde empezar? Los estudiosos y responsables políticos a 
menudo discrepan en estos temas, que abordaremos en 
posteriores capítulos. 


En resumen: Estudiar los estados 


Iniciábamos este capítulo definiendo el estado como un 
monopolio de la fuerza, pero también como el conjunto de 
instituciones encargadas de transformar la libertad y la 
igualdad de meras ideas abstractas en acciones concretas. Los 
tipos de decisiones que para ello se adoptan vienen 
determinadas por los regimenes y los gobiernos. Los regimenes 
constituyen el conjunto de reglas y normas fundamentales de 
la política que proporcionan objetivos a largo plazo en relación 
con la libertad individual y la igualdad colectiva, así como la 
ubicación y utilización del poder de cara a lograr dichos 
objetivos. Los gobiernos, en cambio, son las élites políticas 
encargadas de dirigir el estado. Influenciados y limitados por el 
régimen vigente, intentan formular políticas públicas que luego 
el estado pueda poner en práctica. Estas son las facetas más 
básicas de los estados en todas partes; y, de hecho, hoy los 
estados están literalmente en todas partes: si bien durante 
miles de años existieron organizaciones políticas similares, solo 
en los últimos siglos surgieron en Europa los estados 
modernos, que pronto llegaron a dominar el globo. Los estados 
son los principales actores políticos del mundo actual. 

La presencia universal de los estados, y las variaciones en lo 
que hemos dado en llamar su «estatalidad», obligan a los 
comparativistas a dilucidar el modo de estudiarlos y 
evaluarlos. Una forma de hacerlo es calibrando su legitimidad: 
los diferentes tipos de legitimidad —tradicional, carismática y 
legal-racional— crean sus propios tipos de autoridad y poder. 
Otra es evaluando el grado de dispersión del poder: los estados 
pueden ser más fuertes o más débiles, y tener más o menos 
capacidad y autonomía, dependiendo de cómo se distribuya el 
poder tanto en el propio estado como entre este y la 
ciudadanía. Demasiado poder en manos del estado entraña el 
riesgo de tiranía; demasiado poco entraña el riesgo de 
anarquía. Encontrar la combinación adecuada no es una mera 
cuestión técnica, sino que determina el modo como los estados 
y las sociedades concilian libertad e igualdad. Este debate 
sobre la libertad y la igualdad va mucho más allá de los límites 
del propio estado: como veremos en los próximos capítulos, 


esta influenciado por la identidad étnica y nacional, por la 
cultura y la ideología, por las instituciones económicas y la 
interacción entre los estados y los mercados, y por las prácticas 
democráticas y no democráticas. 

Desde los albores de la humanidad, la gente ha utilizado 
una u otra forma de organización política para estructurar una 
determinada relación entre la libertad individual y la igualdad 
colectiva. En los últimos siglos, los estados modernos han sido 
la expresión dominante de dicha relación. Podríamos concluir, 
pues, que hoy los estados representan un punto final en la 
evolución intelectual y organizativa humana. Pero ¿por qué 
habría de ser así? Parece lógico pensar que en el futuro 
surgirán nuevas formas de organización política que 
desplazarán a los estados al igual que estos desplazaron a los 
imperios, las ciudades-estado y otras instituciones. Quizá los 
retos que afronten los estados  —medioambientales, 
económicos o culturales— acaben superando a muchos de ellos 
y forzando una regresión a formas anteriores como las 
ciudades-estado o los imperios. Hay quien sugiere que ya nos 
hallamos en el comienzo de ese proceso. O quizá la innovación 
tecnológica haga que las viejas formas de organización política 
acaben resultando débiles o irrelevantes, vinculando a los 
humanos en comunidades donde la soberanía sea virtual, no 
física. Acaso el debate fundamental en torno a la libertad y la 
igualdad que se ha prolongado durante milenios se zanje de 
una vez por todas, cambiando la propia naturaleza de la 
política tal como hoy la entendemos. Puede que hoy estas 
cuestiones nos parezcan imposibles de dilucidar, más propias 
de adivinación que de investigación. Pero, como veremos, 
residen en el corazón de las ideas y conflictos que han 
transformado el mundo en el pasado y puede que dominen 
nuestro futuro. 


Términos clave 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Por qué Pakistan va camino de convertirse en un 
estado fallido? 


Pakistán exhibe muchos de los rasgos característicos de un estado 
fallido (véase la tabla 2.1). No es solo un problema de 
electricidad, como comentábamos al comienzo de este capítulo. 
También hay carencias en otros servicios públicos, como la 
educación y la atención sanitaria. El nivel de corrupción es 
extremadamente alto. El sistema judicial es insensible a la 
ciudadanía, y no parece que las instituciones militares y de 
inteligencia respondan ante los responsables del gobierno. El país 
ocupa el cuarto lugar del mundo en número de muertes causadas 
por atentados terroristas, y hay grandes franjas a lo largo de la 
frontera del país con Afganistán en las que en la práctica el estado 
no ejerce ningún control. El asesinato de Osama bin Laden, que 
había estado viviendo durante varios años en una casa en 
Pakistán, planteó graves cuestiones dentro y fuera del país: ¿hubo 
sectores del ejército o de la inteligencia pakistaníes implicados en 
darle cobijo o, por el contrario, desconocían su presencia? Muchos 
de los problemas relacionados con la capacidad y la autonomía del 
estado pakistaní no son únicos, pero sí constituyen un especial 
motivo de preocupación para la comunidad internacional debido a 
que Pakistán apoya la actividad guerrillera y terrorista en 
Afganistán y la India, y además posee armas nucleares. 

El gran problema, como han expresado numerosos estudiosos, 
es que un estado pakistaní fallido también puede actuar de 
manera «irracional». Muchos estudiosos presuponen que los 
estados son «racionales» en tanto se centran primordialmente en la 
seguridad nacional; sin embargo, esto presupone asimismo que los 
gobiernos pueden coordinarse con sus estados y controlarlos. Sin 
la presencia de una u otra autoridad centralizada, la racionalidad 
puede declinar en la medida en que diferentes sectores del estado 
persiguen objetivos contradictorios y conflictivos. Dado que en 
Pakistán la autoridad central es débil, el país no tiene capacidad 
para controlar la violencia que se produce dentro de sus fronteras. 
Los atentados terroristas han sido frecuentes, y en algunas 
regiones el estado ha perdido gran parte de su soberanía 
territorial. Al mismo tiempo, las fuerzas armadas del país están 
fragmentadas y carecen de una clara cadena de mando civil o 


militar. Esta fragmentación estatal puede generar 
comportamientos de riesgo, en la medida en que diversos líderes 
individuales o sectores del estado compiten por el poder o en 
beneficio de sus propios intereses a corto plazo. Existen claros 
indicios de que las fuerzas militares y de inteligencia de Pakistán 
han apoyado ataques terroristas en territorio de la India, algo que 
en el pasado llevó a ambos países al borde de la guerra. Además, 
aunque Estados Unidos considera a Pakistán un aliado clave en su 
guerra contra los talibanes, es evidente que estos últimos cuentan 
con el apoyo de diversos elementos del estado pakistaní. Pero lo 
más preocupante es que no está claro quién tiene el control 
efectivo de las armas nucleares pakistaníes o cuán seguras son 
dichas armas. Aunque Pakistán se ha convertido en uno de los 
principales países receptores de la ayuda internacional 
estadounidense, hay pocos indicios de que dicha ayuda haya 
contribuido mucho a frenar la erosión de la capacidad del estado 
pakistaní. 

¿Cómo ha terminado Pakistán de esta manera? Eso es algo que 
resulta bastante desconcertante, especialmente cuando 
comparamos a Pakistán con su vecina, la India. En 1947, cuando 
la India se independizó del dominio británico, los líderes 
musulmanes exigieron la creación de su propio estado 
independiente, Pakistán, porque no querían ser una perpetua 
minoría bajo el dominio hindú. Tras la independencia (conocida 
como partición), ambos países afrontaron una serie de problemas y 
oportunidades similares, como la pobreza, la debilidad de sus 
estados, las diferencias lingüísticas y regionales, y las instituciones 
democráticas heredadas de los británicos. En todo caso, parecía 
ser Pakistán el que tenía un mayor potencial, dado que se había 
construido sobre una identidad religiosa común y era más rico que 
la India. Sin embargo, actualmente Pakistán tiene un PIB per 
cápita inferior al de la India, además de un estado más débil 
supeditado a un gobierno militar durante la mayor parte de su 
historia. Es posible, no obstante, que hayamos formulado nuestra 
paradoja en los términos erróneos: el misterio no es que Pakistán 
sucumbiera al gobierno militar y al fracaso estatal, ya que ese ha 
sido el mismo destino de muchos otros países pobres; quizá el 
interrogante sea más bien por qué la India escapó a esa trampa. En 
el próximo capítulo examinaremos el auge de la India con mayor 
detalle. 

Existen, sin embargo, algunos factores institucionales que los 
estudiosos creen que ayudan a explicar la trayectoria de Pakistán. 
Para empezar, mientras que el estado indio logró la independencia 
con relativamente pocos trastornos, en el recién creado Pakistán 


hubo que construir un estado en gran parte desde cero. En 
segundo término, al nacimiento de Pakistán le siguió casi de 
inmediato una guerra con la India, un país mucho mayor, por el 
territorio que se disputaban ambos estados. Consecuentemente, 
eso haría que en la construcción del nuevo estado se hiciera 
especial hincapié en disponer de una fuerza militar fuerte, que a la 
larga llegaría a serlo más que el gobierno. Por último, el partido 
gobernante en los inicios del nuevo estado, la Liga Musulmana, se 
había forjado en la lucha por la independencia de la India, y una 
vez logrado ese objetivo con la partición, el partido se encontró 
con que carecía tanto de un liderazgo fuerte como de un conjunto 
de valores ideológicos en torno a los que institucionalizar un 
nuevo régimen. Esta combinación de estado, régimen y gobierno 
débiles convirtió al ejército en la única fuerza poderosa del país y 
exenta en gran medida —por ello mismo— de responder ante 
dichas instituciones, lo que la convirtió en la principal institución 
del poder soberano y la identidad nacional. En ausencia de 
responsabilidad, el ejército pakistaní ha crecido y a la vez se ha 
fragmentado, incrementando su control sobre el estado, pero sin 
poder consolidar ese control en forma de capacidad estatal 
efectiva. En esencia, el estado es un monopolio de la violencia; 
pero cuando no existen instituciones políticas no militares, ese 
monopolio puede resultar tan desestabilizador como su ausencia@. 


1.¿En qué aspectos Pakistán tiene dificultades para encajar en 
la definición de estado (y, por lo tanto, podría considerarse 
que va camino de convertirse en un estado fallido)? 

2.¿Qué tipo de instituciones políticas son aquellas de las que 
carece Pakistán (o tiene versiones débiles) y cuya carencia 
ha llevado al país a un continuo gobierno militar? 

3.¿A qué nos referimos cuando describimos a Pakistán como un 
estado «irracional»? 


a. Christophe Jafferlot, «India and Pakistan: Interpreting the Divergence of Two 
Political Trajectories», Cambridge Review of International Affairs, 15 (julio de 
2002), pp. 253-267; Philip Oldenburg, India, Pakistan and Democracy: Solving the 
Puzzle of Divergent Paths, Nueva York, Routledge, 2010. 


3.Las naciones y la sociedad 


¿Cómo se organizan las personas en comunidades políticas? 


Las elecciones parlamentarias celebradas en la India en 2014 
representaron un cambio político histórico. Desde la 
independencia, la política india ha estado dominada por el 
Congreso Nacional Indio, un partido fundado en 1885 para 
impulsar la causa de la soberanía del país. Basado en una 
ideología laicista y de inclusión de todos los grupos étnicos y 
religiosos, tras la independencia de la India (acaecida en 1947) 
el partido llegó al poder en las primeras elecciones 
democráticas, y desde entonces lo había mantenido casi de 
manera ininterrumpida. Sin embargo, después de más de 
medio siglo de dominio, los votantes finalmente asestaron un 
golpe decisivo al Congreso cuando este y sus partidos aliados 
perdieron casi el 80 % de sus escaños —pasando de 262 a 58— 
en la cámara baja del Parlamento, la Lok Sabha. Al mismo 
tiempo, el partido nacionalista hindú Bharatiya Janata (Partido 
Popular Indio; BJP, por sus siglas en inglés) pasó de 116 a 282 
escaños, lo que le otorgó una mayoría significativa en el 
Parlamento. Tras realizar una campaña basada en el 
crecimiento económico, la lucha contra la corrupción y una 
mayor relevancia de la identidad religiosa y nacional hindú, la 
victoria del BJP posibilitaba un cambio drástico que podía 
allanar el camino hacia un mayor desarrollo del país. Pero 
también aumentaba el peligro de un creciente conflicto entre 
los diversos grupos étnicos y religiosos si el BJP implementaba 
agresivamente una política de hindutva, o nacionalismo hindú. 
Las elecciones parlamentarias no fueron el único 
acontecimiento político importante que vivió la India en 2014: 
el país modificó también su estructura federal además de su 


gobierno. En junio, la India pasó de tener 28 a 29 estados al 
desgajar el nuevo estado de Telangana del ya existente de 
Andhra Pradesh. ¿Por qué crear un nuevo estado en un pais 
donde ya habia tantos? Los origenes de Telangana pueden 
decirnos mucho acerca de cómo la India gestiona sus diferentes 
identidades en el marco de sus instituciones democráticas y 
sobre algunos de los problemas que plantea ese ejercicio de 
malabarismo. 

Ubicado en la parte sur del país, Andhra Pradesh es uno de 
los mayores estados de la India tanto en tamaño como en 
población. Se constituyó en 1956 a partir de las regiones de 
Andhra y Telangana con el objetivo de crear un territorio que 
compartiera una cultura y una lengua común, el telugu. Sin 
embargo, aunque la creación de Andhra Pradesh aspiraba a 
consolidar la identidad étnica y lingüística entre una población 
a la que se había separado antes de la independencia, esta 
política tuvo el efecto contrario. Lejos de percibirse como 
partícipes de una identidad común, los residentes de la región 
de Telangana —que era más pobre— se sintieron marginados 
en la medida en que las élites de otras zonas de Andhra 
Pradesh monopolizaban el poder económico y político. Esta 
percepción provocó un resentimiento ante lo que se veía como 
una especie de «colonialismo interno», de modo que la gente 
empezó a exigir la separación. 

Estos sentimientos surgieron en la década de 1960, pero a 
principios de la de 2000 los diversos cambios de liderazgo 
político producidos en Andhra Pradesh dieron un nuevo 
impulso a la cuestión. Un nuevo partido favorable a la 
independencia de Telangana, el Telangana Rashtra Samithi 
(TRS, por sus siglas en inglés), empezó a acumular cada vez 
más poder, al tiempo que crecían las protestas masivas 
regulares. A su vez, esta crisis, cada vez más intensa, pasó a 
formar parte de la batalla política que libraban el Congreso y 
el BJP por el poder nacional, en la medida en que ambos 
partidos competían por captar el voto regional. Incapaz de 
encontrar una solución negociada, en febrero de 2014 la Lok 
Sabha votó a puerta cerrada la creación del estado de 
Telangana, un hecho que estuvo marcado por enfrentamientos 


violentos —tanto en la propia Lok Sabha como en las calles— 
entre quienes defendían la separación y quienes se oponían a 
ella. Posteriormente se constituyó Telangana a partir de 10 
distritos de Andhra Pradesh, incluyendo —no sin una 
significativa controversia— la rica capital del estado, 
Hyderabad, un importante centro económico de tecnología de 
la información del país. 

Las consecuencias a largo plazo de esta separación todavía 
no están claras. Para Telangana y Andhra Pradesh, subsisten 
problemas relativos a la división de activos (como en algunas 
instituciones de enseñanza superior). Sin duda, las tensiones 
entre los dos estados se prolongarán en un futuro próximo, 
dado que ambos compartirán Hyderabad como capital común 
hasta 2025. Para la India en su conjunto existe una 
incertidumbre similar. Algunos afirman que la creación de 
Telangana abre la puerta a que diversos grupos exijan también 
ahora sus propios estados, a menudo dibujados en torno a 
líneas étnicas. ¿Podría esto incrementar la fragmentación 
étnica de la India y debilitar al estado? Otros sugieren que esos 
temores son exagerados, y que la descentralización puede 
servir para acomodar el crecimiento de la población a sus 
diversas identidades religiosas, étnicas y regionales. El caso de 
Telangana plantea algunas cuestiones fascinantes acerca de 
cómo se organizan las personas. ¿Qué es una sociedad? ¿Qué 
es una nación? ¿Qué entendemos por identidad política? 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Conocer los componentes de la identidad étnica. 

«Conocer las diversas formas en que la identidad nacional une a las 
personas. 

«Diferenciar ciudadanía y patriotismo en su relación legal y emocional 
con el estado. 

*Analizar las causas del conflicto étnico y nacional. 

*Comparar las ideologías y actitudes políticas en relación con el cambio 
político y los objetivos de la política. 

«Definir la cultura política y analizar su influencia en la sociedad. 


Sociedad es un término amplio que hace referencia a una 
organización humana compleja, un conjunto de personas 
vinculadas por una serie de instituciones compartidas que 
definen cómo deben regirse las relaciones humanas. De un país 
a otro, y de un lugar a otro, las sociedades difieren en el modo 
como los individuos se definen a sí mismos y definen sus 
relaciones mutuas, así como con el gobierno y con el estado. 
Cada relación es única: pese a todas las similitudes 
superficiales que pueda haber entre las diversas sociedades, 
cada país se concibe a sí mismo, y concibe el mundo que lo 
rodea, de manera distinta. Esas diferencias hacen de la política 
comparada un ámbito de estudio rico, pero a la vez frustrante, 
en la medida en que los científicos sociales tratan de encontrar 
semejanzas que a menudo resultan ser escasas. 

En este capítulo analizamos las diversas formas en que las 
personas se identifican a sí mismas y son identificadas por 
otras —no solo individualmente, sino también como grupos—, 
y de qué modo dichas identificaciones se relacionan con la 
política y el estado. Empezaremos por los conceptos de 
identidad étnica y nacional, dos de las formas más básicas en 
que los individuos y los grupos se definen a sí mismos. ¿Qué 
implica formar parte de un grupo étnico? ¿Cómo se define un 
grupo así? ¿Cuál es la diferencia entre un grupo étnico y una 
nación? También distinguiremos entre etnicidad, nacionalidad 
y ciudadanía. Una cuestión relacionada con ello es la distinción 
entre nacionalismo y patriotismo: ¿cuál es la diferencia entre 
ser patriota y ser nacionalista? Responderemos a estas 
preguntas examinando algunos ejemplos y rastreando sus 
orígenes históricos. En la historia reciente el mundo ha 
presenciado violentos conflictos nacionales e internacionales 
vinculados a identidades étnicas y nacionales. ¿Por qué se 
producen dichos conflictos? ¿Son una parte natural e 
inevitable de la organización humana o se trata de conflictos 
fabricados por los líderes políticos para servir a sus propios 
fines? En este capítulo examinaremos también algunos de los 
efectos del conflicto entre diferentes identidades étnicas y 
nacionalistas. 

De ahí pasaremos a analizar las actitudes e ideologías 


politicas. Mientras que la etnicidad, la nacionalidad y la 
ciudadania son identidades grupales, las actitudes e ideologias 
politicas constituyen los valores propios de los individuos y las 
posturas que estos adoptan en relación con la libertad y la 
igualdad. ¿Cómo conciliar dichos valores y posturas, y con qué 
fin? Una de las cosas que veremos es que, si bien solo hay unas 
pocas actitudes e ideologías políticas básicas, que en términos 
generales pueden compararse entre los diversos países o 
regiones, su fuerza o influencia relativas difieren drásticamente 
de un país a otro. Examinaremos por qué ocurre eso. 

Antes de seguir adelante, debemos preguntarnos si las 
identidades como la etnicidad, la nacionalidad o la ideología 
constituyen una parte inmutable de nuestra naturaleza. Los 
estudiosos han respondido a esta cuestión de formas distintas: 
en un extremo del espectro, muchos científicos sociales 
sostienen que las identidades existen independientemente de 
cualquier función biológica y son un conjunto de «constructos 
sociales» que han surgido mayoritariamente en la era moderna; 
en el otro extremo, muchos psicólogos evolucionistas enfatizan 
el papel que durante decenas de miles de años han 
desempeñado las funciones biológicas (como el reconocimiento 
de parentesco y la similitud genética) en la construcción de las 
identidades humanas2*. Estos dos puntos de vista parecen 
diametralmente opuestos, y habitualmente sus partidarios se 
muestran desdeñosos con quienes ostentan la postura 
contraria. Pero, obviamente, hay margen para la integración; 
para postular una visión que reconozca la presencia de un 
instinto humano subyacente que lleva a clasificar a los grupos 
en función de las propias preferencias y a elevar a unos sobre 
otros, y que al mismo tiempo sea consciente de cómo la 
política moderna ha contribuido a moldear ese instinto en 
identidades políticas concretas. Pero, sea cual sea su enfoque, 
los científicos sociales son cada vez más escépticos ante la idea 
de que la etnicidad o el nacionalismo pasarán a ser cosa del 
pasado o que de algún modo las identidades colectivas dejarán 
de tener un papel esencial a la hora de definir quiénes somos. 
Consideremos algunas de las instituciones sociales más 
poderosas que dan forma a la política comparada. 


Identidad étnica 


Las personas se identifican a sí mismas de muchas formas 
distintas. Una de ellas es hacerlo en virtud de su origen étnico, 
como cuando se autodenominan alemanes o irlandeses, kurdos 
o zultes, hispanos o  ucraniano-canadienses. Cuando 
empleamos el término identidad étnica o etnicidad, estamos 
haciendo hincapié en la relación de una persona con los otros 
miembros de la sociedad. La identidad étnica es un conjunto de 
instituciones que unen a la gente mediante una cultura común. 
Dichas instituciones pueden incluir la lengua, la religión, la 
ubicación geográfica, las costumbres, el aspecto físico y la 
historia, entre otras cosas. Cuando esos atributos se 
institucionalizan, proporcionan una identidad compartida a los 
miembros de un grupo. Este proceso se conoce como 
adscripción: la atribución de una determinada cualidad al 
nacer. La gente no elige su etnicidad; nace con ella, y su 
identidad étnica se mantiene en gran parte estable a lo largo 
de la vida, si bien las fronteras entre los grupos étnicos pueden 
ser más difusas de lo que creemos, como hemos visto en el caso 
de Telangana. La etnicidad brinda solidaridad social y también 
puede generar una mayor igualdad. Los grupos con un alto 
grado de solidaridad étnica también pueden mostrarse más 
dispuestos a redistribuir recursos en su propio seno e, 
inversamente, menos a compartirlos con otros grupos 
étnicamente distintos. Algunas investigaciones en este campo 
se han centrado en la relación entre confianza, desigualdad y 
diversidad étnica25. Otras han enfatizado la relación entre esta 
y la violencia política. 

Cada grupo étnico se caracteriza por un conjunto de 
instituciones que, en términos generales, encarnan una serie de 
normas y pautas de comportamiento, y una misma sociedad 
puede dividirse en numerosos grupos étnicos. Por ejemplo, la 
sociedad singapurense está integrada étnicamente por chinos, 
indios y malayos. La mayoría de los países del mundo no son 
étnicamente homogéneos; rara vez coinciden sociedad y 
etnicidad. Las sociedades están formadas por diversos grupos 
étnicos —en algunos casos solo unos pocos; en otros, decenas o 
incluso cientos de ellos—, cada uno con su propia identidad, 


como ocurre en la India. Es importante senalar que la etnicidad 
constituye en esencia una identidad social, no politica. Las 
personas pueden identificarse con un grupo étnico concreto sin 
que ello les lleve necesariamente a extraer determinadas 
conclusiones en materia politica. La etnicidad, y la solidaridad 
que brinda, no son intrinsecamente de naturaleza politica, si 
bien pueden llegar a serlo. 


DESTACAMOSLa identidad étnica... 


*Es un conjunto de atributos e instituciones sociales concretos 
que hacen que un grupo de personas sea culturalmente 
distinto de otros. 

eA menudo se basa en las costumbres, la lengua, la religión u 
otros factores. 

“Tiene carácter atributivo, y generalmente se asigna al nacer. 

No es de naturaleza intrínsecamente política. 


Aunque aquí hemos examinado una serie de atributos que a 
menudo definen las diferencias étnicas, no hay ninguna «lista 
clave» de diferencias que defina automáticamente a un grupo 
como étnicamente distinto de otro. En Bosnia y Herzegovina, 
por ejemplo, los principales grupos étnicos —croatas, serbios y 
musulmanes (estos últimos en la actualidad se autodenominan 
bosniacos)— hablan una lengua parecida (el croata, el serbio y 
el bosnio son prácticamente iguales, solo que el serbio se 
escribe en alfabeto cirílico) y se asemejan en muchos otros 
aspectos. Simplificando un asunto mucho más complejo, 
podríamos decir que lo que divide a los bosnios es sobre todo 
la religión: los croatas son en su mayoría católicos, los serbios 
son cristianos ortodoxos y los bosniacos practican el islam. En 
cambio, nos referimos a los alemanes como un solo grupo 
étnico aunque algunos de ellos son católicos y otros 
protestantes. ¿Por qué en Bosnia y Herzegovina existen 
divisiones étnicas en función de la religión mientras que en 
Alemania esas diferencias no se traducen en distintos grupos 
étnicos? En un caso que resulta aún más confuso, el de 
Ruanda, los grupos étnicos hutu y tutsi no pueden 


diferenciarse facilmente por ninguno de los factores que hemos 
visto. Ambos grupos hablan la misma lengua, practican las 
mismas religiones, viven en las mismas regiones geográficas y 
comparten las mismas costumbres. Para la mayoría de los 
observadores externos, no existe una diferencia étnica real 
entre ambos, e incluso a los propios hutus y tutsis no les 
resulta fácil diferenciarse. Pero no podemos decir que la 
etnicidad sea una ficción por el mero hecho de que no tenga 
un origen único y claramente definido. La etnicidad existe 
cuando las personas se identifican a sí mismas, y son 
identificadas por los foráneos, como pertenecientes a un grupo 
diferenciado. En Ruanda, por más difusas que fueran las 
distinciones étnicas entre hutus y tutsis, el conflicto étnico 
desencadenado de la década de 1990 causó la muerte de varios 
cientos de miles de civiles. El caso de Ruanda nos enseña que, 
por más difíciles de observar que resulten tales distinciones, las 
identidades atributivas pueden tener poderosas consecuencias. 


Identidad nacional 


A diferencia de la etnicidad, que puede estructurarse de 
manera peculiar en cada grupo y no es un concepto 
intrínsecamente político, el concepto de nación —un grupo 
que aspira al autogobierno, a menudo mediante un estado 
independiente— muestra una gran uniformidad entre los 
diversos casos y asimismo es intrínsecamente de naturaleza 
política. Si decíamos que la identidad étnica es un conjunto de 
instituciones que unen a las personas en virtud de unos rasgos 
comunes compartidos, la identidad nacional es una 
institución que une a las personas a través de una serie de 
aspiraciones políticas comunes, las más importantes de las 
cuales son el autogobierno y la soberanía. La identidad 
nacional implica una demanda de mayor libertad mediante la 
soberanía, como cuando una colonia se rebela contra su 
metrópoli. También implica una demanda de igualdad, como 
cuando un movimiento secesionista argumenta que la 
soberanía eliminaría el trato desigual que recibe un grupo por 
parte de otro. La secesión de Pakistán de la India en 1947, la 


independencia de Kosovo de Serbia en 2008 o los movimientos 
de independencia de Sinkiang y el Tíbet en China reflejan 
todos ellos la aspiración de un grupo de tener mayor libertad 
(con respecto a otro grupo dominante) y hallarse en pie de 
igualdad con otros en el sistema internacional (mediante la 
creación de un estado soberano). 

Como puede ver el lector, a menudo —aunque no siempre— 
la identidad nacional surge a partir de la identidad étnica. Por 
ejemplo, un grupo étnico puede mostrarse irritado por el 
sistema político vigente porque sus miembros sienten que 
carecen de ciertos derechos o libertades. Como resultado, 
algunos líderes pueden argumentar que ese grupo étnico 
debería tener un mayor control político y que los intereses del 
grupo estarían mejor atendidos si controlara su propio destino 
político. Esa interacción entre etnicidad e identidad nacional 
puede verse, por ejemplo, en ciertos acontecimientos ocurridos 
en el pasado en Canadá. Allí la población francófona de la 
provincia de Quebec constituye su propio grupo étnico, 
diferenciado de los ciudadanos angloparlantes del resto de 
Canadá (así como de sus propios antepasados franceses). En la 
década de 1960 esta etnicidad empezó a traducirse en un 
sentimiento de identidad nacional en la medida en que algunos 
quebequeses comenzaron a abogar en favor de la separación de 
Canadá, donde se veían a sí mismos como una minoría cuyas 
peculiares inquietudes eran ignoradas. De hecho, esos 
argumentos llevaron a la celebración de sendos referendos 
nacionales sobre la cuestión de la secesión en 1980 y 1995. En 
el último de ellos, la propuesta de secesión de Quebec fracasó 
por apenas un poco más del 1 % de los votos. Diversos sondeos 
realizados veinte años después sugerían que una tercera parte 
de los quebequenses francófonos seguían apoyando 
sistemáticamente la independencia?6. 

La identidad nacional puede engendrar nacionalismo, el 
sentimiento de orgullo en relación con el pueblo al que uno 
pertenece y la creencia en su propio destino político soberano 
diferenciado del resto. En Quebec encontramos a un pueblo 
que no sabe con certeza si forma solo un grupo étnico o 
también una nación, es decir, un grupo que aspira al 


autogobierno mediante un estado independiente. Esta ausencia 
de una nítida distinción entre la etnicidad y la identidad 
nacional también resulta evidente en otros grupos, como los 
escoceses en el Reino Unido, que, de manera similar, 
celebraron un fallido referéndum por la independencia en 
septiembre de 2014 (una cuestión que puede resurgir tras la 
decisión del Reino Unido de abandonar la Unión Europea). En 
otras palabras, aunque la identidad étnica a menudo conduce a 
una identidad política basada en el nacionalismo, no siempre 
es así. Del mismo modo que la fuerza de la identificación 
étnica puede variar de un grupo a otro, el grado de 
nacionalismo también puede variar de una persona a otra. Los 
peruanos y sudafricanos tienen una fuerte identificación étnica 
que impregna sus diversos y numerosos grupos, pero al mismo 
tiempo sienten un gran orgullo por su identidad nacional; en 
otros países más homogéneos, como Alemania y Japón, el 
orgullo nacional es mucho más reducido, lo que refleja los 
desastrosos resultados del nacionalismo extremo que reinó en 
el pasado en ambos países. 


DESTACAMOSLa identidad nacional... 


*Es un sentimiento de pertenencia a una nación (un grupo que 
anhela el autogobierno mediante un estado independiente) y 
la creencia en sus aspiraciones políticas. 

eA menudo (aunque no siempre) se deriva de la identidad étnica. 

*Es de naturaleza intrínsecamente política. 

«Constituye la base del nacionalismo: el sentimiento de orgullo 
por la propia gente y la creencia de que tiene un destino 
político único. 


Si puede haber etnicidad sin que esta se traduzca 
necesariamente en una identidad nacional, ¿puede haber 
identidad nacional sin etnicidad? ¿Acaso la etnicidad debe ser 
siempre forzosamente la base del nacionalismo? A primera 
vista, parecería lógico pensar que, sin etnicidad, la identidad 
nacional carece de fundamento; la gente carecería de una base 
de solidaridad común y de un conjunto de instituciones en las 


que basar su orgullo nacional. Pero, como veiamos que ocurria 
con la etnicidad, también la nacionalidad carece de una «lista 
clave» de atributos definitorios. En el caso de Estados Unidos, 
por ejemplo, es fácil concluir que no existe un único grupo 
étnico estadounidense. Pero ¿existe una nación 
estadounidense? Algunos podrían decir que no, dado que 
habitualmente se presupone que el nacionalismo requiere una 
etnicidad en la que basar las aspiraciones políticas. Sin 
embargo, los estadounidenses están vinculados por ciertos 
símbolos históricos comunes, como sus banderas, sus himnos, 
su Constitución y sus valores culturales compartidos. Por lo 
tanto, cabría argumentar que, aun en presencia de una gran 
diversidad étnica, Estados Unidos es de hecho una nación, la 
mayoría de cuyos habitantes están unidos, entre otras cosas, 
por un sentimiento de orgullo ligado a ciertos ideales 
democráticos. Algunos establecen esta distinción diferenciando 
entre nacionalismo «cívico» y «étnico». Por último, hemos de 
ser conscientes de que el nacionalismo no es intrínsecamente 
malo, como a menudo se cree: el nacionalismo conlleva cierta 
tensión con quienes están fuera del grupo, pero también puede 
concebirse como un vehículo que favorece muchos de los 
elementos de lo que consideramos la civilización moderna. 


Ciudadanía y patriotismo 


Nuestra última forma de identificación es la ciudadanía. Hasta 
aquí hemos señalado que la etnicidad no es intrínsecamente 
política, aunque puede adquirir un aspecto político a través del 
nacionalismo. En cambio, la ciudadanía, situada en el otro 
extremo del espectro, es una identidad netamente política, no 
atribuida necesariamente por nacimiento, sino desarrollada 
explícitamente por los estados y que supone una serie de 
obligaciones y derechos respecto al estado (en su acepción 
contemporánea se suele contraponer a la condición de 
«súbdito», que es una forma de sometimiento al poder 
soberano). La ciudadanía puede definirse como la relación de 
un individuo o grupo con el estado: los ciudadanos ofrecen su 
lealtad a ese estado, y, a su vez, ese estado se obliga a otorgar 


ciertos derechos a esos individuos o miembros del grupo. La 
ciudadania también suele comportar ciertas obligaciones, como 
el deber de servir en las fuerzas armadas o la obligación de 
pagar impuestos. En consecuencia, los ciudadanos se definen 
por su relación particular con un estado antes que por su 
relación mutua. Aunque habitualmente la ciudadanía se 
obtiene al nacer, posee cualidades completamente distintas de 
las de la identidad étnica o nacional. 


DESTACAMOSLa ciudadanía... 


*Es la relación de un individuo con el estado: el individuo 
muestra lealtad al estado, y este, a su vez, le proporciona 
ciertas prestaciones o derechos. 

*Es de naturaleza puramente política, y, por lo tanto, más 
fácilmente modificable que la identidad étnica o la identidad 
nacional. 

«Constituye la base del patriotismo: el sentimiento de orgullo por 
el propio estado y ciudadanía. 


El de ciudadanía es un concepto potencialmente más 
inclusivo o flexible que los de identidad nacional o étnica. Sin 
embargo, y al igual que esas dos identidades, la ciudadanía 
puede experimentar variaciones en su grado de definición y 
poder. Dependiendo del estado, la ciudadanía puede conferir 
abundantes prestaciones como la educación y la atención 
sanitaria, o relativamente pocas. Además, es posible que un 
estado no otorgue necesariamente la ciudadanía a todas las 
personas nacidas en su territorio, mientras que otro puede 
permitir la ciudadanía en más de un país. Las cosas se 
complican aún más si la ciudadanía se basa en la identidad 
étnica o nacional. Por poner un ejemplo extremo, en la década 
de 1950 el régimen de apartheid de Sudáfrica creó una serie de 
«patrias» o «tierras natales» internas (homelands) para los 
negros con el fin de despojarlos de su ciudadanía sudafricana. 
Muchos palestinos carecen de ciudadanía y viven en áreas 
sometidas a la ocupación israelí o como refugiados en países 
vecinos. Los límites entre la ciudadanía y la identidad étnica 


pueden resultar confusos cuando la primera esta supeditada a 
la segunda. 

La ciudadania, a su vez, puede dar lugar al patriotismo, 
esto es, el sentimiento de orgullo por el propio estado. La gente 
es patriota cuando se enorgullece de su propio sistema politico 
y procura defenderlo y promoverlo. Cuando pensamos en el 
patriotismo, probablemente algunas de las cosas que nos 
vienen a la mente son nuestra bandera, ciertos acontecimientos 
históricos significativos, guerras, himnos... es decir, todo lo que 
la gente asocia a la política y el estado. Puede resultar difícil 
distinguir entre las definiciones de patriotismo y nacionalismo, 
dado que la identidad nacional está ligada a la aspiración a la 
soberanía, al igual que el patriotismo, y, en consecuencia, 
ambos pueden tener bastantes puntos en común. Sin embargo, 
también pueden diferenciarse, y existir un alto grado de 
identidad nacional sin que haya patriotismo. Volviendo al 
ejemplo de los palestinos, podemos observar que estos tienen 
un fuerte sentimiento de identidad nacional, pero, por el 
momento, carecen de un estado propio; de ahí que el término 
patriotismo probablemente no resulte de utilidad en su caso. El 
sentimiento nacionalista de una minoría étnica puede limitarse 
a las aspiraciones políticas de sus propios miembros, y, como 
resultado, puede que ese grupo tenga un bajo nivel de 
patriotismo, esto es, de sentimiento de orgullo por su estado, 
que no ven como algo propio. Estados Unidos (junto con la 
India y Canadá) puede ejemplificar el caso en el que no existe 
un sentimiento claro de nacionalismo, como argumentábamos 
antes, sino un marcado patriotismo que enfatiza el orgullo por 
el propio estado. Dado que el patriotismo hace hincapié en el 
estado, habitualmente los estados que son débiles o ilegítimos 
tienen dificultades para imbuir de patriotismo a sus 
ciudadanos. Esa situación dificulta en gran medida la 
realización de funciones como la defensa del estado en tiempos 
de guerra. Ser ciudadano no te convierte automáticamente en 
patriota, como tampoco lo hace el hecho de tener una marcada 
identidad étnica o nacional. 

Resumiendo, pues, la etnicidad, la nacionalidad y la 
ciudadanía son instituciones que definen a los grupos de 


diferentes formas y que tienen distintas implicaciones políticas. 
La identidad étnica se basa en atributos sociales que son 
característicos de un determinado grupo de personas, como la 
lengua o ciertos rasgos culturales, mientras que la identidad 
nacional implica aspiraciones políticas, especialmente la 
soberanía. Aunque la presencia de una identidad étnica 
dominante a menudo lleva a la identidad nacional y al 
nacionalismo, no siempre es así, como tampoco la ausencia de 
una etnia dominante impide necesariamente el surgimiento del 
nacionalismo. Por último, recuérdese que la ciudadanía es una 
identidad basada en la relación con el estado. Como debería 
quedar claro a estas alturas, ninguna de esas identidades es 
excluyente: todos poseemos diferentes combinaciones de 
etnicidad, identidad nacional y ciudadanía, y cada una de ellas 
contribuye a configurar nuestra forma de ver el mundo y 
nuestro papel en él. 


Identidad étnica, identidad nacional y ciudadanía: orígenes y 
persistencia 


Ahora que hemos diferenciado entre estas tres identidades, 
vale la pena examinar sus orígenes: ¿de dónde provienen y por 
qué existen? A partir de nuestro anterior análisis podríamos 
suponer que antes de la era moderna la gente carecía de 
identidades claramente definidas. En realidad, durante miles 
de años las comunidades se definieron por su cultura, su 
lengua y sus dioses, a menudo diferenciándose así de los 
«bárbaros», personas que eran distintas y, por ende, en su 
opinión,  incivilizadas. De manera similar, algunas 
comunidades de Asia y Oriente Próximo —como, por ejemplo, 
China— se consideraban diferentes de otras comunidades. Sin 
embargo, los conceptos específicos de identidad étnica y 
nacional son relativamente recientes, ya que surgieron en 
Europa a finales del siglo xvm. También la ciudadanía tiene 
unos orígenes relativamente recientes: aunque el concepto en 
sí se remonta a la antigua Atenas y al Imperio romano, 
desapareció con la caída de Roma, y solo resurgiría varios 
siglos después. 


El surgimiento de estas identidades (o su resurgimiento, en 
el caso de la ciudadanía) estuvo muy ligado a la formación del 
estado moderno??. A medida que los estados tomaban forma en 
Europa en los siglos xv y XVI, afirmando el control soberano 
sobre las personas y el territorio, la gente empezó a poder 
recorrer mayores distancias gracias a la seguridad que 
brindaba la institución del estado. Esta movilidad, a su vez, 
incrementó la actividad comercial, que a menudo se centraba 
en las inmediaciones de la ciudad donde los líderes estatales 
tenían su sede. Estas capitales fortificadas actuaban como 
centros de comercio, información y nuevas relaciones sociales. 
Esa interacción, a su vez, fomentó una mayor homogeneidad. 
Los diversos idiomas y dialectos empezaron a fusionarse en 
una lengua común, estandarizada aún más por el estado 
mediante la educación y la documentación. También se 
desarrollaron prácticas culturales y religiosas comunes, a 
menudo creadas o apoyadas por el propio estado (como 
durante la Reforma protestante en el siglo xvi). Las identidades 
locales a menudo fueron erradicadas por la fuerza, al tiempo 
que las instituciones sociales comenzaban a adoptar formas 
significativas para la mayoría de la población de un país. 
Ahora las personas podían identificarse a sí mismas no solo en 
virtud de su aldea o su profesión, de su clan o su tribu, sino 
también, y de manera más abstracta, por las instituciones que 
compartían con otros muchos miles de personas en el espacio y 
el tiempo. Dichas instituciones sentaron las bases de la 
identidad étnica. Paralelamente, las personas empezaron a 
identificarse entre sí basándose principalmente en instituciones 
culturales de mayor envergadura, por ejemplo, como alemanes, 
franceses o ingleses. 

La creciente identidad étnica estuvo, pues, estrechamente 
ligada al desarrollo del estado. Además, los líderes estatales 
también concibieron ese desarrollo como algo que podía servir 
a sus propios intereses. Al fomentar la formación de una única 
identidad étnica, el estado podía proclamar a su vez que existía 
para defender y promover los peculiares intereses y valores de 
su pueblo. El estado pasaba a retratarse así como la institución 
que encarnaba la identidad colectiva de un pueblo 


determinado. 

En el desarrollo paralelo de la identidad étnica y el estado 
podemos ver la simiente de la identidad nacional, que en el 
siglo XVII se transformaría en una fuerza especialmente 
poderosa. Cuando se suma a la identidad étnica, la identidad 
nacional se convierte en una potente reafirmación de la 
legitimidad del estado en cuanto defensor de los «valores 
nacionales». Además, la identidad nacional une al pueblo y al 
estado en su aspiración de trazar un futuro político 
independiente. El desarrollo y la fusión de las identidades 
étnicas y nacionales transformó radicalmente a los estados. 
Partiendo de la idea de que el pueblo y su estado estaban 
unidos por una causa común, los estados podían movilizar a la 
ciudadanía de formas que hasta entonces no habían sido 
posibles. Y lo que es más importante: los países con un 
marcado sentimiento nacionalista podían formar enormes 
ejércitos y generar cuantiosos ingresos fiscales porque muchas 
personas estaban dispuestas a sacrificar sus recursos y su 
propia vida por la «gloria» y el destino de su nación. 

La idea de que los individuos lucharan y murieran por un 
concepto político abstracto marcó un cambio radical en la 
historia de la humanidad. En Europa, la Francia napoleónica se 
convirtió en el primer país capaz de utilizar ese sentimiento 
nacionalista en su propio beneficio, formando un enorme 
ejército de voluntarios que acabaría conquistando gran parte 
de Europa. Amenazados por tal fervor nacionalista, y al mismo 
tiempo inspirados por él, otros pueblos y estados europeos 
forjaron a su vez sus propias identidades nacionales, aspirando 
a la independencia y el autogobierno. Esta transformación dio 
lugar al concepto de estado-nación, un estado soberano que 
abarca una nación dominante a la que afirma encarnar y 
representar. En los cien años siguientes la mayoría de los 
imperios multiétnicos que dominaban Europa serían destruidos 
y reemplazados por estados-nación dominados por distintos 
grupos étnicos e identidades políticas. 

Por último, el desarrollo de las identidades étnicas y 
nacionales allanó el camino al surgimiento del concepto de 
ciudadanía. En la medida en que las sociedades pasaron a 


concebirse a si mismas primero en términos étnicos y luego 
nacionales, su relación con el estado empezó a cambiar. Si el 
estado era el instrumento de la voluntad nacional, algunos 
pensadores ampliaron esa lógica para concluir que el estado y 
el pueblo debían estar vinculados por una obligación y 
responsabilidad mutuas en la forma de un contrato social, tal 
como mencionábamos en el capítulo 2. Con el tiempo, las 
cuestiones de hasta dónde debería extenderse la ciudadanía y 
qué derechos debería entrañar han pasado a ser esenciales en 
todas las sociedades y estados. 

Con el auge del poder imperial europeo, las instituciones de 
la identidad étnica y nacional y la ciudadanía comenzaron a 
extenderse por todo el mundo. Al igual que los estados se han 
adueñado de casi toda la extensión del planeta, hoy casi todos 
los seres humanos han pasado a identificarse asimismo por una 
u otra etnicidad, una u otra nacionalidad y una u otra forma de 
ciudadanía. En algunos casos, ese ha sido el fundamento de la 
estabilidad política, el desarrollo económico y la democracia; 
en el otro extremo del espectro, allí donde las identidades 
apenas se mantienen o entran en conflicto, el resultado puede 
ser una confrontación civil. Saber por qué surgen esos 
conflictos, y cómo evitar que se vuelvan violentos, es una 
cuestión vital. 


Conflicto étnico y nacional 


¿Por qué algunos países son capaces de forjar un consenso 
entre sus diferentes identidades étnicas y nacionales, mientras 
que en otros tales diferencias generan un conflicto 
aparentemente irreconciliable? ¿Por qué es posible que 
distintas identidades coexistan pacíficamente durante un 
tiempo y luego, de repente, entren en conflicto? Los 
politólogos tienen diversas explicaciones, a menudo 
contradictorias, para dar cuenta de tales formas de 
conflictividad, y en las dos últimas décadas el debate no ha 
hecho sino intensificarse con rapidez en la medida en que los 
conflictos étnicos y nacionales han crecido en número e 
intensidad. Pero antes de analizar ese debate debemos 


clarificar nuestros términos. 

El conflicto étnico puede definirse como un conflicto entre 
grupos étnicos que luchan por lograr ciertos objetivos politicos 
o económicos a expensas de los demás. Cada grupo puede 
aspirar a incrementar su poder obteniendo un mayor control 
sobre las instituciones políticas existentes como el estado o el 
gobierno. En cambio, los grupos involucrados en un conflicto 
nacional pretenden adquirir soberanía (o evitar que la 
adquieran otros), enfrentándose por cuestiones de autonomía, 
como la aspiración a formar un estado independiente. En 
ambos casos, la violencia es una herramienta habitual para 
utilizar, eludir o destruir los poderes coercitivos del estado. 

Podemos encontrar ejemplos de conflictos étnicos y 
nacionales en todo el mundo, además de casos en los que están 
presentes ambos tipos. Afganistán, por ejemplo, ha sido testigo 
de frecuentes conflictos étnicos, pero estos no han tenido un 
carácter nacional: la mayoría de los grupos afganos no aspiran 
a la independencia, sino a ejercer un mayor poder unos sobre 
otros. De manera similar, los conflictos étnicos producidos en 
Nigeria y Sudán del Sur en la última década han enfrentado a 
grupos étnicos rivales en unas disputadas elecciones 
presidenciales. En cambio, la Revolución estadounidense puede 
concebirse como un conflicto nacional antes que étnico: las 
colonias de Norteamérica se separaron de Gran Bretaña para 
formar un país independiente, pero esa separación tuvo más 
que ver con el conflicto en torno a los derechos políticos y el 
deseo de soberanía que con la existencia de una marcada 
identidad «americana», que de hecho todavía no había surgido. 
Por último, puede haber conflictos a la vez étnicos y 
nacionales, como ocurrió en Yugoslavia y la Unión Soviética en 
la década de 1990, donde se escindieron diversos grupos 
étnicos para crear sus propios estados-nación. 


DESTACAMOS Distintas visiones sobre los conflictos 
étnicos y nacionales 


«Las explicaciones sociales dan prioridad a cuestiones tales como 
la heterogeneidad étnica. 


«Las explicaciones económicas enfatizan el papel de la pobreza y 
la lucha por los recursos naturales o artificiales. 

«Las explicaciones políticas se centran en la capacidad o 
autonomía del estado y el tipo de régimen. 


Pero ¿por qué estallan de entrada esos conflictos? Los 
estudiosos subrayan diferentes factores, que podemos agrupar 
en función de dónde sitúan la causa principal: la sociedad, la 
economía o la política. Las explicaciones sociales tienden a 
enfatizar cuestiones tales como la heterogeneidad étnica, esto 
es, el número de grupos étnicos y su grado de integración o 
polarización. Las explicaciones económicas se centran en la 
lucha por los recursos (naturales o artificiales) entre los 
diversos grupos, así como en el nivel general de pobreza 
existente en el conjunto del país. Las explicaciones políticas, 
por su parte, hacen hincapié en las cuestiones relacionadas con 
el estado y el régimen, como la capacidad o autonomía 
relativas del estado, o el grado de democracia y la forma de los 
regímenes democráticos o no democráticos. 

Obviamente, estas tres categorías se entremezclan, y en los 
conflictos reales puede resultar difícil diferenciar la causa del 
efecto. Aun así, podemos ver que cada explicación nos 
proporciona una forma de interpretar los conflictos étnicos y 
nacionales. Por ejemplo, en África encontramos una gran 
heterogeneidad étnica, especialmente en la región central del 
continente, y esas divisiones coinciden con varios conflictos 
importantes, como ocurre en Nigeria, Kenia y Sudán. En varios 
de estos casos la presencia de determinados recursos naturales 
influye en los enfrentamientos étnicos. La actual República 
Democrática del Congo es un terrible ejemplo de ello: aunque 
allí las divisiones étnicas eran menos pronunciadas que en 
otros países, cuando el conflicto étnico se extendió desde 
Ruanda al territorio congoleño en la década de 1990, desató 
cruentas batallas por el oro y los diamantes en una guerra que 
dejó entre 2 y 5 millones de muertos, el peor conflicto desde la 
Segunda Guerra Mundial. Por último, en gran parte de África 
también abundan las dificultades políticas: fronteras trazadas 
por las potencias coloniales que no se corresponden con las 


principales divisiones étnicas; estados débiles que a menudo 
son «capturados» por un grupo étnico gobernante que se 
beneficia de manera desproporcionada de ese dominio y 
controla el ejército; sistemas autoritarios que impiden una 
participación o conciliación eficaces... Cualquiera de los tres 
factores mencionados puede contribuir al conflicto étnico, y 
cuando todos ellos están presentes pueden generar una 
peligrosa dinámica?8, 

¿Cómo podemos prevenir los conflictos étnicos y nacionales, 
o ponerles fin cuando existen? En parte, ese esfuerzo depende 
de la naturaleza del conflicto y de si la lucha se basa en la 
demanda de una mayor igualdad o en alguna demanda de tipo 
territorial como la autonomía o la secesión. Es posible crear 
instituciones que hagan que la mayoría de los actores perciban 
que el sistema político es justo y satisface sus necesidades. Una 
forma de compartir el poder puede ser la descentralización: 
como veíamos en el caso de Telangana, las estructuras 
federales, ya sean simétricas o asimétricas, pueden brindar a 
los grupos mayores derechos y autonomía. Las estructuras 
representativas (como las presidencias o las asambleas 
legislativas) y los sistemas electorales también pueden marcar 
la diferencia, una cuestión que abordaremos con mayor detalle 
en el capítulo 5. 

Sin embargo, no todos los estudiosos están convencidos de 
que las instituciones destinadas a compartir el poder, aun 
cuando estén minuciosamente diseñadas, resuelvan 
necesariamente esos problemas. Un motivo de inquietud es la 
posibilidad de que tales estructuras puedan «congelar» o 
institucionalizar las divisiones y conflictos grupales. El reto, 
pues, es construir instituciones capaces de satisfacer las 
actuales demandas de los diversos grupos y a la vez lo 
suficientemente flexibles para fomentar la cooperación y la 
integración salvando las divisiones que los separan2?. 


Actitudes políticas e ideología política 


Hemos dedicado un tiempo a examinar las diversas formas en 
que se configuran las identidades de las personas en función de 


su pertenencia a determinados grupos étnicos o nacionales. 
Pero dichos grupos no definen por completo nuestra identidad 
política: también tenemos nuestras propias opiniones 
personales acerca de la relación ideal entre libertad e igualdad. 
En lo que resta de este capítulo dividiremos esas opiniones en 
dos categorías: actitudes políticas e ideología política. Las 
actitudes políticas tienen que ver con la velocidad del cambio 
político y los métodos utilizados para lograrlo, mientras que la 
ideología política comprende los valores básicos que tiene un 
individuo con respecto a los objetivos fundamentales de la 
política en lo referente a libertad e igualdad. Las actitudes 
políticas se centran en el contexto específico del cambio 
político en un determinado país. Las ideologías políticas, por el 
contrario, tienen un carácter más universal, ya que presuponen 
que existe una forma ideal de equilibrar libertad e igualdad. 

¿De dónde surgen las actitudes e ideologías políticas? Esas 
opiniones, en principio, no vienen definidas por el nacimiento 
ni por el estado, aunque sí pueden verse influenciadas por 
cualquiera de ellos. Y los límites que las diferencian no son tan 
claros o evidentes como los que definen la etnicidad, la 
identidad nacional o la ciudadanía. Al mismo tiempo, este tipo 
de opiniones tampoco se materializan de un día para otro. Las 
ideologías se construyen a lo largo del tiempo a partir de un 
conjunto de ideas y las actitudes que se articulan en respuesta 
a las condiciones institucionales que nos rodean. Y lo que 
resulta aún más esencial: puede que esas actitudes e ideologías 
—nuestras preferencias individuales o grupales con respecto a 
la libertad, la igualdad y el nivel de cambio necesario para 
alcanzarlas— se deriven de ciertos rasgos humanos básicos que 
equilibran nuestra necesidad de establecer el orden y nuestra 
necesidad de aceptar el cambio. Aunque posiblemente nuestras 
propias opiniones políticas en sí mismas no sean de naturaleza 
hereditaria, el hecho de tenerlas es, ya de entrada, un elemento 
fundamental de aquello que nos hace humanos. 


Actitudes políticas 


Las actitudes políticas definen opiniones relativas al ritmo y 


el alcance necesarios del cambio en el equilibrio entre libertad 
e igualdad. Habitualmente dichas actitudes se dividen en las 
categorías de radicales, liberales, conservadoras y 
reaccionarias, y a menudo se organizan en un espectro que va 
de la izquierda a la derecha políticas. 


DESTACAMOSLas actitudes políticas... 


«Tienen que ver con la velocidad y los métodos del cambio 
político. 

«Generalmente se clasifican como radicales, liberales, 
conservadoras o reaccionarias. 

«Son distintas de las ideologías políticas. 

«Son de naturaleza peculiar, es decir, relativas al contexto 
específico de un determinado país: «radical» en un país puede 
ser «conservador» en otro. 


Las opiniones radicales30 se sitúan en la extrema izquierda 
del espectro. Los radicales creen en un cambio drástico, a 
menudo revolucionario, del orden político, social o económico 
existente. Consideran que el sistema vigente no funciona y no 
puede simplemente mejorarse o repararse, sino que debe 
desecharse en favor de uno nuevo. Debido a ello, la mayoría de 
los radicales no creen en un cambio evolutivo gradual. A su 
juicio, la política solo mejorará cuando toda la estructura 
política se haya transformado de manera esencial, 
reconfigurando las instituciones del gobierno, el régimen y el 
estado. En consecuencia, algunos radicales pueden mostrar 
cierta inclinación a favorecer la violencia como una parte 
necesaria o inevitable de la política. En opinión de algunos de 
ellos, las instituciones del sistema existente no van a cambiar 
de forma voluntaria: habrá que destruirlas. Sin embargo, no 
todos los radicales piensan así, ni siquiera la mayoría de ellos. 
Muchos pueden argumentar que es posible lograr un cambio 
radical por medios pacíficos, concienciando a la opinión 
pública y movilizando el apoyo de las masas de cara a lograr 
una transformación de gran alcance. 

Los liberales31, como los radicales, creen que se pueden 


mejorar muchas cosas en las instituciones políticas, sociales y 
económicas vigentes, y también apoyan un cambio 
generalizado. Sin embargo, en lugar de abogar por una 
transformación revolucionaria, los liberales están a favor de 
un cambio evolutivo. Desde la perspectiva liberal, puede darse 
una transformación gradual mediante una serie de cambios 
dentro del propio sistema; no hace falta derribar el sistema en 
sí. Además, los liberales se diferencian de los radicales en su 
creencia de que las instituciones existentes pueden ser 
instrumentos de cambio positivo. También creen que el cambio 
puede, y a veces debe, producirse a lo largo de un período de 
tiempo prolongado. Se muestran escépticos ante la idea de que 
las instituciones puedan ser reemplazadas o transformadas con 
rapidez, y creen que solo un esfuerzo constante puede generar 
una transformación fundamental. 

Los conservadores se diferencian tanto de los radicales como 
de los liberales en su visión de la necesidad del cambio. 
Mientras que los radicales y liberales abogan ambos en favor 
del cambio, y solo discrepan en el nivel de cambio por el que 
apuestan y las tácticas necesarias para lograrlo, los 
conservadores cuestionan la propia necesidad de realizar un 
cambio significativo o profundo en las instituciones vigentes. 
Los conservadores se muestran escépticos ante la idea de que el 
cambio sea bueno en sí mismo, y, por el contrario, lo ven como 
algo perturbador y conducente a resultados imprevistos. 
Consideran que las instituciones existentes son fundamentales 
para proporcionar un orden y una continuidad básicos; un 
cambio excesivo —argumentan los conservadores— podría 
socavar la propia legitimidad del sistema. Los conservadores 
también cuestionan que los problemas que señalan los 
radicales y liberales puedan llegar a resolverse nunca; en el 
mejor de los casos —creen—, el cambio no hará sino 
reemplazar un conjunto de problemas por otro, y, en el peor, 
creará más problemas de los que resuelve. 

Los reaccionarios se asemejan a los conservadores en su 
oposición a un mayor nivel de cambio, ya sea evolutivo o 
revolucionario. Pero a diferencia de los conservadores, y de 
manera similar a los radicales, consideran el orden vigente 


fundamentalmente inaceptable. Sin embargo, lejos de 
transformar el sistema en algo nuevo, los reaccionarios 
aspiran a restaurar las instituciones politicas, sociales y 
económicas. Los reaccionarios abogan por la restauración de 
los valores, por el retorno a un régimen o estado anterior que 
juzgan superior al orden actual. Algunos reaccionarios ni 
siquiera vuelven la vista atrás a un período específico de la 
historia, sino que, por el contrario, aspiran a volver a un 
pasado ideal imaginado que puede que de hecho no haya 
existido nunca. En algunos casos los reaccionarios, como los 
radicales, pueden mostrarse más dispuestos a usar la violencia 
para promover su causa. 


Figura 3.1Dos visiones distintas de las actitudes políticas 


Izquierda Centro Derecha 


Radicales Liberales Conservadores Reaccionarios 


Este continuo de actitudes políticas de izquierda a derecha 
produce la impresión de que, cuanto más se aleja uno del 
centro, más polarizada se vuelve la política. Así, según esta 
lógica, los radicales y reaccionarios están a años luz de 
distancia y no tienen nada en común (figura 3.1, arriba). Pero 
nuestro anterior análisis indica que en muchos aspectos esa 
impresión es incorrecta. Considerar que la izquierda y la 
derecha se extienden a lo largo de un único continuo es 
engañoso, dado que, cuanto más se acerca uno a los extremos, 
más cercanas resultan las diferentes actitudes. En otras 


palabras, para algunos resulta más adecuado representar el 
continuo de izquierda y derecha como un circulo, acercando 
así sus dos extremos, radical y reaccionario (figura 3.1, abajo). 
Y, de hecho, los radicales y los reaccionarios tienen mucho en 
común: ambos creen en un cambio drástico, aunque en 
diferentes direcciones, y ambos contemplan el uso de la 
violencia para lograr ese cambio. Aunque sus fines puedan ser 
completamente distintos, con frecuencia los medios que 
emplean ambos grupos resultan similares. Al igual que a veces 
los liberales se vuelven conservadores y viceversa, es habitual 
que los radicales y los reaccionarios se pasen unos al bando de 
los otros. Por ejemplo, no es infrecuente que algunos votantes 
que en el pasado pudieron gravitar en torno a los partidos más 
radicales suscriban hoy políticas más reaccionarias que 
incluyen la xenofobia (la fobia a los extranjeros). 

Posiblemente el lector habrá notado que en nuestro análisis 
del espectro de actitudes políticas no hemos proporcionado 
ningún ejemplo sobre temas políticos concretos, como el 
bienestar, las libertades civiles, la inmigración o la defensa 
nacional, causas habituales de disensión que separan a la 
derecha de la izquierda en la mayoría de las democracias 
industrializadas. Pero el hecho es que estas cuestiones 
corresponden al ámbito de la ideología política, esto es, las 
creencias básicas acerca de cómo debe estructurarse la política 
en una sociedad. Es importante subrayar de nuevo que la 
ideología y las actitudes políticas no son sinónimas. Las 
actitudes de los radicales, liberales, conservadores y 
reaccionarios a menudo adquieren un contenido ideológico 
distinto en diferentes sociedades en función del contexto. Lo 
que podría considerarse radical en un país podría resultar 
conservador en otro. 

Consideremos algunos ejemplos. En Estados Unidos, Canadá 
y Europa Occidental se califica de radicales a quienes aspiran a 
transformar de manera fundamental o a derribar directamente 
el actual orden democrático capitalista, reemplazándolo por un 
sistema de mayor igualdad económica y social. Los liberales de 
estos países simpatizan con algunas de esas ideas, pero creen 
en la realización de cambios graduales dentro del propio 


sistema vigente, involucrando a las instituciones democraticas 
en dichos cambios. Los conservadores creen que no es probable 
que las estructuras económicas y sociales actuales puedan 
mejorarse y que asimismo es improbable que el cambio mejore 
el estado de la humanidad, e incluso que podría empeorarlo. 
Los reaccionarios, por su parte, probablemente rechazarían la 
crítica radical y liberal del statu quo y abogarian por 
restablecer una mayor desigualdad o jerarquía entre las 
personas. Lo anterior es una descripción simplificada pero 
precisa de cómo se manifiestan las actitudes políticas en 
Norteamérica y gran parte de Occidente. 

Sin embargo, esas mismas actitudes políticas se 
manifestarían de forma totalmente distinta en un país como 
China. Pese a las drásticas reformas económicas que ha 
experimentado, China todavía tiene un régimen no 
democrático dominado por un partido comunista. Un radical 
chino, definido como alguien que aspira a la destrucción del 
sistema actual, abogaría por el derrocamiento del dominio 
comunista, probablemente para reemplazarlo por una 
democracia de estilo occidental. Los estudiantes que 
participaron activamente en las protestas prodemocracia de la 
plaza de Tiananmén en 1989 eran frecuentemente descritos o 
condenados por los observadores y el gobierno chino como 
«radicales» debido a sus demandas de cambios políticos 
generalizados. También es probable que los liberales chinos 
apoyen esos cambios, aunque estos favorecerán un proceso de 
transformación gradual dentro del sistema político vigente. Por 
su parte, los conservadores chinos, escépticos ante la 
perspectiva de un cambio institucional, se resisten a los 
llamamientos en favor de una reforma democrática. Pueden 
apoyar determinadas reformas de mercado, pero no consideran 
que esos pasos marquen necesariamente el camino hacia la 
democracia; esto podría describir muy bien a quienes ostentan 
actualmente el poder. Por último, los reaccionarios chinos se 
oponen firmemente a cualquier reforma que pueda poner en 
peligro el dominio comunista; estos «neomaoístas», como a 
veces se les denomina, abogan por un retorno a los valores y 
políticas comunistas del pasado, que consideran «más puros», 


revocando los cambios y restaurando su ideal comunista. 

Es obvio que los radicales de Estados Unidos o de Europa 
Occidental tienen poco que ver con los radicales chinos; les 
unen sus actitudes con relación al alcance y la velocidad del 
cambio político, pero sus valores y objetivos políticos —sus 
ideologías— resultan drásticamente distintos. De hecho, en lo 
que se refiere a sus valores ideológicos —que examinaremos a 
continuación—, los radicales chinos podrían tener más en 
común con los conservadores estadounidenses o europeos. Los 
reaccionarios chinos, por su parte, podrían tener más en 
común con los radicales de Estados Unidos o Europa 
Occidental. El contexto importa. 


Ideología política 


La importancia del contexto a la hora de entender las actitudes 
políticas puede llevar a la conclusión de que es imposible 
comparar las actitudes políticas de un país con las de otro: lo 
que se considera radical en un país puede considerarse 
conservador en otro. Para superar estas diferencias singulares 
entre países, los politólogos hablan también de ideologías 
políticas. 

Como gran parte de la política moderna, el concepto de 
ideología es relativamente reciente: el término se utilizó por 
primera vez en la Revolución francesa para hacer referencia a 
una «ciencia de las ideas»32. Este significado refleja el hecho de 
que las ideologías surgieron con la construcción de los 
modernos estados laicos como un medio de orientar la política. 
Las ideologías se concibieron, pues, como alternativas a los 
conjuntos de valores tradicionales como la religión; y se 
consideraba que se fundamentaban en el pensamiento racional 
antes que en las nociones espirituales del bien y el mal. Para el 
propósito que aquí nos interesa, las ideologías políticas se 
definen como determinados conjuntos de valores políticos que 
tienen los individuos en relación con los objetivos 
fundamentales de la política. En lugar de tener que ver con el 
ritmo y el alcance del cambio en un determinado contexto, 
como en el caso de las actitudes políticas, lo que interesa a las 


ideologías es la relación ideal entre libertad e igualdad para 
todos los individuos y el papel apropiado de las instituciones 
políticas a la hora de establecer o mantener esa relación. Los 
partidarios de cada ideología trabajan para garantizar que sus 
valores se institucionalicen en forma de régimen básico. En el 
mundo moderno hay cinco grandes ideologías. 


DESTACAMOSLas ideologías políticas... 


«Son conjuntos de valores políticos relacionados con los objetivos 
fundamentales de la política. 

«Se ejemplifican en cinco ideologías modernas dominantes: 
liberalismo, comunismo, socialdemocracia, fascismo y 
anarquismo. 

«Son de naturaleza universal, es decir, no específicas de un país o 
una época determinados. 

«Son distintas de las actitudes políticas. 


El liberalismo como ideología (no como actitud política) 
otorga una elevada prioridad a la libertad política y económica 
individual. Los partidarios de una ideología liberal creen que la 
política debe aspirar a crear el máximo grado de libertad para 
todas las personas, incluyendo la libertad de expresión, el 
derecho de asociación y otros derechos políticos básicos. Este 
objetivo requiere un estado con un bajo nivel de autonomía y 
capacidad, de modo que la ciudadanía pueda controlarlo o 
frenarlo fácilmente en caso de que empiece a interferir en los 
derechos individuales. Para los liberales, cuanto menor sea la 
capacidad del estado de intervenir en los asuntos públicos, 
mayor será el alcance y la promesa de la actividad y la 
prosperidad humanas. Como dijo Thomas Jefferson: «Los 
poderes legítimos del gobierno se extienden solo a los actos 
que son perjudiciales para otros. Pero a mí no me perjudica 
que mi vecino diga que hay veinte dioses o que no hay ningún 
Dios. Ni me cuesta dinero ni me rompe una pierna»?3. 

De estas ideas liberales arranca nuestra definición actual de 
democracia, que a menudo se denomina democracia liberal: 
un sistema de libertades políticas, sociales y económicas 


respaldado por la competencia y la participación (por ejemplo, 
a través del voto). Obviamente, los liberales son conscientes de 
que, si se deja a todo el mundo a su propia suerte, no todos los 
individuos tendrán éxito, e inevitablemente existirá una gran 
desigualdad económica entre los más ricos y los más pobres; 
pero sostienen que, pese a esta deficiencia, un alto grado de 
libertad producirá indefectiblemente la mayor cantidad de 
prosperidad generalizada para la mayoría. Para terminar, 
debemos señalar que el liberalismo como ideología y el 
liberalismo como actitud política son dos cosas muy distintas 
(véase «Los diferentes significados del término liberalismo», p. 
99). 


DESTACAMOSLos diferentes significados del término 
liberalismo 


*Como actitud política: aboga por un cambio evolutivo gradual. 

«Como ideología politica fuera de Estados Unidos: aboga por el 
libre mercado y el individualismo, aceptando un mayor grado 
de desigualdad. 

*Como ideología política en Estados Unidos: aboga por un mayor 
papel del estado para limitar la desigualdad; fuera de ese 
ámbito geográfico muchos denominan a esta ideología 
«socialdemocracia». 

*En el marco de la economía política: aboga por que el estado 
tenga un papel limitado en la esfera económica. 


El comunismo se diferencia sobremanera del liberalismo en 
su visión de la libertad y la igualdad. Mientras que el 
liberalismo consagra la libertad individual por encima de la 
igualdad, el comunismo rechaza la idea de que la libertad 
personal garantice la prosperidad de la mayoría. Por el 
contrario, sostiene que, en la inevitable lucha por los recursos 
económicos, a la larga un pequeño grupo llegará a dominar 
tanto el mercado como el estado, utilizando su riqueza para 
controlar y explotar a la sociedad en su conjunto. La 
prosperidad no se difundirá por toda la sociedad, sino que será 
monopolizada por unos pocos en su propio beneficio. La 
brecha entre ricos y pobres se ampliará, y la pobreza 


aumentará. Para los comunistas, la democracia liberal es una 
«democracia burguesa», de los ricos, por los ricos y para los 
ricos. Las instituciones como la libertad de expresión y el 
derecho de voto carecen de sentido cuando unas pocas 
controlan la riqueza de la sociedad. 

Para eliminar la explotación, el comunismo aboga por que 
el estado controle todos los recursos económicos y con ello 
genere una auténtica igualdad económica para la comunidad 
en su conjunto. Este objetivo requiere un estado poderoso 
tanto en términos de autonomía como de capacidad; un estado 
que pueda limitar aquellos derechos individuales (como el 
derecho a tener propiedades o el derecho a oponerse al 
régimen vigente) que obstaculizarían la aspiración a la 
igualdad económica. Las libertades individuales deben ceder 
ante las necesidades de la sociedad en su conjunto, creando lo 
que los comunistas considerarían una verdadera democracia. 
Esta ideología comunista fue el régimen político vigente en la 
Unión Soviética entre 1917 y 1991, como lo ha sido en China 
desde 1949 (aunque mucho menos desde la década de 1980). 

La socialdemocracia (a veces denominada también 
socialismo) se basa en ideas vinculadas tanto al comunismo 
como al liberalismo para configurar su propia ideología 
diferenciada. La socialdemocracia asigna un papel importante 
a la propiedad privada y a las fuerzas del mercado al tiempo 
que sigue haciendo especial hincapié en la igualdad 
económica. Los socialdemócratas consideran importante que 
haya un estado con una gran capacidad y autonomía a fin de 
garantizar una mayor igualdad económica mediante la 
implementación de políticas específicas como la protección 
laboral o la prestación de servicios sociales como la atención 
sanitaria, la jubilación y la enseñanza superior. Este 
compromiso con la igualdad implica que la socialdemocracia 
puede limitar la libertad más de lo que lo hace el liberalismo 
mediante mecanismos tales como las regulaciones o los 
impuestos. Sin embargo, la socialdemocracia reconoce la 
importancia de la libertad individual como complementaria de 
la igualdad. En gran parte de Europa, la socialdemocracia — 
más que el liberalismo— ha constituido la ideología de 


referencia. Muchos partidos ecologistas, que aspiran a 
equilibrar las necesidades humanas y medioambientales, 
también tienen influencias socialdemócratas. 

El fascismo es hostil al concepto de libertad individual y 
también rechaza la noción de igualdad. Por el contrario, se 
basa en la idea de que se puede clasificar a las personas y los 
grupos en términos de inferioridad y superioridad, lo que 
justifica que se establezca una jerarquía entre ellos. Mientras 
que los liberales, socialdemócratas y comunistas ven un 
potencial intrínseco en cada persona (aunque discrepan acerca 
de los mejores medios para liberar ese potencial), no ocurre así 
en el caso de los fascistas. El fascismo concibe a la sociedad 
como un todo orgánico, un solo organismo viviente, y al estado 
como un instrumento vital para expresar la voluntad nacional. 
Por lo tanto, la autonomía y la capacidad del estado deben ser 
elevadas, y la democracia, cualquiera que sea su definición, es 
rechazada como anatema, tal como se rechazan la libertad y la 
igualdad. Actualmente no hay en el mundo regímenes fascistas, 
aunque pervive el recuerdo del fascismo sobre todo por el 
régimen nazi que gobernó Alemania entre 1933 y 1945. En 
época más reciente han surgido en Europa algunos partidos de 
orientación fascista, como Amanecer Dorado en Grecia y 
Jobbik en Hungría, y han tenido resultados sorprendentemente 
buenos en algunas elecciones. 

El anarquismo se aparta de todas estas ideologías de forma 
bastante drástica. Si el liberalismo, el comunismo y el fascismo 
difieren acerca de cuán poderoso debería ser el estado, el 
anarquismo rechaza el propio concepto de estado por 
completo. Los anarquistas comparten con los comunistas la 
creencia de que la propiedad privada conduce a la 
desigualdad, pero se oponen a la idea de que el estado pueda 
resolver ese problema. Como dijo en cierta ocasión el 
anarquista ruso Mijaíl Bakunin (1814-1876): «Yo no soy 
comunista, porque el comunismo une a todas las fuerzas de la 
sociedad en el estado y queda absorbido por él... mientras que 
yo aspiro a la absoluta eliminación de los principios de 
autoridad y tutela gubernamental, que, so pretexto de 
moralizar a los hombres y civilizarlos, hasta ahora siempre los 


ha esclavizado, oprimido, explotado y arruinado»**, 

Así pues, los anarquistas, como los liberales, conciben el 
estado como una amenaza a la libertad, pero, a diferencia de 
ellos, creen que tanto la libertad individual como la igualdad 
únicamente pueden lograrse eliminando el estado por 
completo. Sin la presencia de un estado que refuerce la 
desigualdad ni limite la libertad personal —argumentan los 
anarquistas—, las personas podrían cooperar libremente como 
auténticos iguales. Dado que vivimos en un mundo de estados, 
el anarquismo es la única de las cinco grandes ideologías que 
nunca se ha materializado en la práctica. Aun así, las ideas 
anarquistas desempeñaron un papel tanto en la Revolución 
rusa (1917) como en algunas zonas durante la Guerra Civil 
española (1936-1939). En Norteamérica, ciertas versiones de lo 
que allí se conoce como «libertarismo» se acercan a la visión 
anarquista en su hostilidad hacia el estado, aunque los 
denominados «libertarios» en el contexto norteamericano 
difieren de los anarquistas (con quienes no se les debe 
confundir, por más que en Europa ambos términos sean 
sinónimos), entre otras cosas, en su énfasis en la propiedad 
privada. 

Las ideologías políticas difieren en función de cuál 
consideran que es el equilibrio apropiado entre libertad e 
igualdad, así como en el papel que debería tener el estado de 
cara a lograr ese equilibrio. Partiendo de la exposición que 
hacíamos en los anteriores capítulos sobre la libertad, la 
igualdad y la fortaleza del estado, la figura 3.2 muestra cómo 
el liberalismo, la socialdemocracia, el comunismo, el fascismo 
y el anarquismo tratan de conciliar la libertad y la igualdad 
con el poder del estado. Mientras que las identidades étnicas y 
nacionales y la ciudadanía pueden trazar los contornos del 
conflicto entre grupos distintos, las ideologías y actitudes 
configuran el ámbito del conflicto político dentro de un mismo 
grupo. ¿Qué grado de cambio debería haber? ¿Cuán rápido 
debería ocurrir? ¿Debería lograrse por medios pacíficos o 
violentos? ¿A qué fin debería servir? Esta es la esencia de la 
vida política, en tanto las ideologías ganan y pierden 
prominencia, compiten pacífica O violentamente, y 


desaparecen de la escena cuando otras nuevas pasan a ocupar 
su lugar. 


Figura 3.2Ideologías políticas: el equilibrio entre libertad e igualdad 


Los liberales y los anarquistas abogan por un poder descentralizado y estados más débiles (o inexistentes), 
además de un alto grado de libertad individual; los comunistas y los fascistas favorecen la concentración del 
poder del estado a expensas de la libertad individual; los socialdemócratas prefieren aspirar a un equilibrio entre la 
libertad individual y el poder del estado. 
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Religión, fundamentalismo y crisis de identidad 


Las identidades políticas como el nacionalismo y la ideología 
surgieron junto con el estado laico moderno en muchos 
aspectos como una alternativa o un rival de la religión. Si la 
religión había contribuido a describir el mundo y a prescribir 
el comportamiento de las personas en relación con la libertad, 
la igualdad y el poder, ahora las identidades políticas eran 
guías de índole no espiritual destinadas a esos mismos fines. En 
consecuencia, las identidades políticas y las religiones resultan 
similares en muchos sentidos: ambas hacen afirmaciones sobre 
la naturaleza fundamental de los seres humanos y la sociedad, 
y sobre las claves para tener una buena vida y una comunidad 
ideal, y ambas proporcionan a sus seguidores textos 
fundamentales, «profetas» y una «promesa de salvación». 
Durante más de un siglo, las identidades políticas laicas han 
venido a reemplazar de manera creciente a la religión en la 
vida pública. Mientras que en el mundo premoderno la religión 
tenía un papel fundamental en los asuntos públicos, incluida la 


politica, la aparición de identidades políticas como la 
ciudadanía, el nacionalismo y la ideología condujo a «la 
privatización de la religión», lo que implicaba eliminar la fe de 
la esfera pública para relegarla a la vida privada. Este cambio 
nunca ha sido completo ni homogéneo en todos los países, 
pero el surgimiento de la ideología y los estados modernos 
tuvo un papel fundamental en el desarrollo del laicismo y la 
relegación de la religión al ámbito personal. Max Weber 
describió este proceso como «el desencantamiento del mundo», 
es decir, la sustitución de la fe en lo místico y lo espiritual por 
la fe en el mundo material, en las instituciones humanas y en 
la idea de progreso. Pero en las últimas décadas las 
reivindicaciones y el poder de la política laica han sido objeto 
de ataque. 

En muchos de los países más desarrollados del mundo, los 
valores ideológicos tales como el liberalismo y la 
socialdemocracia se han visto debilitados por su incapacidad 
para lidiar con los retos económicos y los cambios 
demográficos y sociales. Esto ha intensificado las discrepancias 
en torno a la identidad nacional y la ciudadanía: ¿quiénes 
somos? ¿Cuáles son los valores fundamentales de nuestra 
comunidad política? ¿Quién puede llegar a pertenecer a ella? 
En otras partes del mundo donde las identidades políticas se 
hallan mucho más débilmente institucionalizadas el problema 
puede ser aún mayor. Las proclamas utópicas asociadas a la 
teoría de la modernización —que el crecimiento económico, la 
ciencia y el racionalismo señalarían el comienzo de una edad 
dorada— han quedado desacreditadas. Debido a ello, muchas 
personas han optado por hacer que la religión vuelva a ser una 
poderosa fuerza en sus vidas. Esto puede afectar a la política 
de varias formas. Cuando las religiones adquieren un papel 
más intensamente político, surgen en su seno ideas y 
organizaciones fundamentalistas. 

Conviene clarificar el significado del fundamentalismo. 
Como ocurre con muchas palabras con una elevada carga 
política, como fascismo o terrorismo, habitualmente hablamos 
de fundamentalismo de manera indiscriminada, empleándolo a 
menudo para referirnos a cualquier punto de vista extremo que 


nos provoque rechazo. Algunos estudiosos incluso piensan que 
deberia limitarse el uso del término a su significado original, 
en que hacia referencia a un tipo de movimiento concreto en el 
cristianismo protestante del siglo XIX. Pero, a pesar de estos 
problemas e inquietudes, el término resulta útil y puede 
describir una pauta similar en numerosas religiones. 


DESTACAMOSTIdeología y actitudes políticas 


MOBOLOADOS 

Ribregalismon papel limitado del estado en la sociedad y la actividad 
económica; prioriza un alto grado de libertad personal por encima de la 
igualdad social. 

£bngariemana libertad personal limitada y un estado fuerte para lograr la 
igualdad social; la propiedad corresponde íntegramente al estado y se 
eliminan las fuerzas del mercado; el estado asume la función de la 
producción y otras decisiones económicas. 

Bespalderisoprapiadad privada y los mercados, pero cree que el estado 
tiene un importante papel que desempeñar de cara a regular la economía 
y proporcionar prestaciones a la ciudadanía; aspira a equilibrar libertad e 
igualdad. 

Faruismon bajo nivel tanto de libertad personal como de igualdad con el 
fin de lograr un estado poderoso. 

Aniarquiknediminacion del estado y la propiedad privada como forma de 
lograr la libertad y la igualdad para todos; cree que es posible alcanzar un 
alto grado de libertad personal e igualdad social. 


El estudioso Bruce Lawrence ha definido el fundamentalismo 
como «la afirmación de la autoridad religiosa como holística y 
absoluta, no susceptible de crítica; se expresa a través de la 
demanda colectiva de que determinados dictados éticos y 
religiosos derivados de las escrituras sean públicamente 
reconocidos y legalmente impuestos»35. A partir de aquí, 
podemos concebir el fundamentalismo como una ideología 
que aspira a unir la religión y el estado, o, más bien, a hacer de 
la fe la autoridad soberana, es decir, a crear una teocracia. Esta 
definición implica varias cosas. Para empezar, no es lo mismo 
fundamentalismo que religiosidad, puritanismo O 
conservadurismo religioso. Por ejemplo, los judíos ortodoxos o 
los amish no son fundamentalistas por definición; de hecho, 
cualquier grupo que se retire de la vida pública y recele de la 
política difícilmente encaja en nuestra definición. Tampoco es 


fundamentalismo la creencia de que la espiritualidad debe 
conservar o incrementar su papel en la política o la sociedad, 
como en el caso de los partidos religiosos o un estado 
confesional. En segundo lugar, el fundamentalismo no es una 
visión premoderna. Como ya hemos mencionado antes, en el 
mundo premoderno la religión desempeñaba un papel esencial 
en la vida pública, y el surgimiento del estado moderno relegó 
la fe al ámbito privado, reemplazándola en parte por la 
ideología. Pero el fundamentalismo no aspira a devolver a la fe 
el papel que tenía antaño, sino a reestructurar la religión como 
la identidad política central: a hacer de la fe el único 
fundamento de un régimen moderno, una guía concreta e 
infalible para la política en el mundo contemporáneo. 

Con este fin, los fundamentalistas basan sus creencias en las 
deficiencias de la ideología y el estado moderno. La gente se 
propuso crear el cielo en la tierra a través de identidades 
políticas laicas, creyendo que podía negar la autoridad de Dios 
y tomar el control de su propio destino. Para el 
fundamentalismo, el resultado ha sido el malestar espiritual y 
una mayor miseria humana. Los fundamentalistas señalan la 
injusticia y el conflicto presentes en todas las sociedades. 
Incluso aquellos que se han beneficiado materialmente siguen 
estando de hecho perdidos, espiritualmente vacíos y 
moralmente a la deriva, forzados a llenar su vida con 
distracciones sin sentido —consumismo, entretenimiento, 
sexo...— para evitar afrontar esa terrible verdad. El 
fundamentalismo es, pues, una crítica de la propia 
modernidad*6, 

Como actitud política, el fundamentalismo puede parecer 
reaccionario, radical o una combinación de ambos. Los 
fundamentalistas suelen afirmar que desean volver a una edad 
dorada de su fe, pero también aspiran a resolver los problemas 
del mundo moderno, y no solo a hacer retroceder el reloj. Esta 
combinación de actitudes reaccionarias y radicales también 
explica por qué a veces el fundamentalismo lleva aparejada 
violencia. Sin embargo, conviene aclarar que solo un pequeño 
número de fundamentalistas adoptan ese tipo de 
planteamiento. Examinaremos con más detalle este tema en el 


capitulo 7 al estudiar la violencia politica. Pero repitamos que 
no se debe identificar automáticamente la religiosidad o la 
piedad con el fundamentalismo, ni el fundamentalismo con la 
violencia. 

¿Cómo aborda el fundamentalismo la relación entre libertad 
e igualdad? Aun dentro de las propias tendencias 
fundamentalistas de una misma religión existe una gran 
diversidad de ideas. Algunas visiones fundamentalistas hacen 
hincapié en la igualdad colectiva y rechazan la libertad 
individual en favor de la sumisión a Dios; otros postulan una 
determinada expresión de libertad individual posibilitada 
mediante un sistema político basado en la fe y se muestran 
menos preocupados por las desigualdades económicas o 
sociales concretas entre las personas. Otras posturas rechazan 
tanto la libertad como la igualdad en favor de la jerarquía y el 
dominio de los creyentes sobre los no creyentes, de los 
hombres sobre las mujeres o de los más fieles sobre quienes no 
lo son tanto. Algunas formas de fundamentalismo contemplan 
la posibilidad de un estado religiosamente correcto; para otras, 
esa misma concepción del estado es incompatible con la fe. Así 
pues, es un error concebir el fundamentalismo como un 
conjunto único de valores comunes; lejos de ello, se trata de un 
patrón recurrente en muchas religiones que ha producido 
formas ideológicas diversas. En algunos casos esas formas 
siguen resultando difusas y atraen a pocos adeptos, mientras 
que en otros están bien definidas y ejercen un poder político 
significativo. En la medida en que la política fundamentalista 
siga desarrollándose, este aspecto del «retorno de Dios» puede 
revelarse uno de los acontecimientos más importantes en el 
ámbito de la política comparada”. 


Cultura política 


El último elemento que vamos a examinar en este capítulo es 
la cultura política. Antes que nada conviene clarificar qué se 
entiende por cultura en general. Si una sociedad, tal como se 
definió al principio de este capítulo, es un grupo de personas 
unidas por instituciones compartidas, la cultura es el contenido 


de las instituciones que contribuyen a definir esa sociedad. La 
cultura actúa como una especie de hoja de ruta social, 
proporcionando normas y prioridades que guian a las personas 
a la hora de organizar sus vidas. Mientras que la etnicidad, la 
nacionalidad y la ciudadanía definen a qué grupo pertenece un 
individuo, la cultura es la depositaria de las actividades e ideas 
que el grupo considera apropiadas y normales. Por su parte, el 
término cultura política hace referencia a las normas por las 
que rige su actividad política una determinada sociedad o un 
subconjunto dentro de una sociedad. 

El estudio de la cultura en la ciencia política ha ido 
cambiando a lo largo del tiempo. En el pasado, el desarrollo 
económico y político de los diversos países solía explicarse en 
función de factores culturales o religiosos. Por ejemplo, Weber 
sostenía, en una conocida argumentación, que la «ética del 
trabajo protestante», vinculada a los valores religiosos, 
fomentó la acumulación y la inversión de riqueza que 
resultarían fundamentales para desencadenar la Revolución 
Industrial. Un argumento relacionado con el anterior subraya 
que el énfasis del protestantismo en la propiedad privada y el 
individualismo también contribuyó al surgimiento de la 
democracia en Europa, en contraste con el catolicismo, cuyos 
valores religiosos tenían un carácter más autoritario y 
anticapitalista. Sin embargo, con el tiempo este tipo de 
argumentos han ido perdiendo popularidad por varias razones. 
En primer lugar, como señalábamos en el apartado anterior, 
desde principios del siglo xx la religión perdió gran parte de su 
autoridad en el mundo desarrollado en tanto las ideologías y 
regímenes laicos fueron adquiriendo cada vez mayor poder. En 
segundo término, la teoría de la modernización argumentaba 
que la cultura en general estaba experimentando un proceso de 
transformación, de modo que, a medida que los estados se 
modernizaban, iban desarrollando valores laicos comunes. 
Aunque siguiera habiendo culturas distintas, estas, como la fe 
en Dios en general, eran vestigios de una época premoderna 
que serían barridos por el progreso material y tecnológico. Con 
el tiempo y el dinero suficientes, a la larga todas las sociedades 
acabarían pareciéndose a las de Europa Occidental. En tercer 


lugar, aun para quienes abogaban por las explicaciones 
culturales de la realidad politica, seguia existiendo el problema 
de cómo medir y comparar la cultura. 

Pero si Dios ha vuelto como tema de estudio, lo mismo ha 
hecho la cultura. Como en el pasado, la cultura y la religión a 
menudo están interrelacionadas: los politólogos y los 
psicólogos sociales que definen las grandes diferencias 
culturales todavía lo hacen en gran medida basándose en la 
religión y la región geográfica. Como podrá imaginar el lector, 
este renaciente interés no está exento de controversia: la idea 
de que la cultura ejerce una importante influencia en la 
política contradice varias décadas de estudios académicos que 
hacían especial hincapié en la modernización y la 
secularización. El mejor ejemplo de este debate es el trabajo de 
Samuel P. Huntington, que causó un auténtico revuelo con su 
obra El choque de civilizaciones y la reconfiguración del orden 
mundial, publicada en 199638, donde argumentaba que, tras el 
final de la Guerra Fría, las diferencias culturales eran ahora las 
principales líneas divisorias que definían las relaciones 
internacionales. Huntington ha sido elogiado y denostado a la 
vez. Por ejemplo, escribió que el islam tiene «fronteras 
sangrientas», lo que suscitó el desprecio de muchos por la 
afirmación implícita de que hay algo intrínsecamente violento 
en la fe. Por otra parte, sus observaciones sobre Ucrania como 
un «país hendido», propenso a la violencia debido a sus 
divisiones culturales, parecen hoy proféticas. Pero si dejamos a 
un lado la controversia, hay importantes interrogantes que 
explorar. ¿Por qué algunos países son más ricos que otros? 
¿Por qué algunos son más desiguales? ¿Por qué algunos son 
más democráticos? ¿Por qué algunos son más propensos a la 
violencia política? ¿Puede explicar la cultura esas diferencias? 


DESTACAMOSLa cultura política... 


*Hace referencia a las normas por las que rige su actividad 
política una determinada sociedad. 

*Es un factor determinante a la hora de establecer qué ideologías 
dominarán el régimen político de un país. 

*Es peculiar de un determinado país o grupo. 


*Es distinta de las actitudes e ideologías políticas. 


En suma: en el ámbito de la politología ha resurgido el 
estudio de la cultura política, pero todavía reina mucha 
confusión con respecto a qué conclusiones podemos extraer de 
él. Entre los mejores trabajos de los que disponemos en ese 
sentido se cuenta el de Ronald Inglehart, que a lo largo de tres 
décadas ha estado realizando investigaciones de opinión 
pública en casi 80 países de todo el mundo. El conjunto de los 
datos así recabados, conocido como Encuesta Mundial de 
Valores, nos permite examinar las diferencias de creencias 
vigentes en diversos países, culturas y épocas. En particular, 
Inglehart enmarca las diferencias entre unas sociedades y otras 
en dos dimensiones concretas. La primera distingue entre 
valores tradicionales y  secular-racionales: los valores 
tradicionales enfatizan el papel de la religión, la familia, la 
deferencia a la autoridad y el orgullo nacional, mientras que 
los valores laico-racionales hacen mucho menor hincapié en 
dichos elementos. La segunda distingue entre valores de 
supervivencia y de autoexpresión: los valores de supervivencia 
dan prioridad a la seguridad física y económica, y se asocian a 
bajos niveles de confianza, mientras que los valores de 
autoexpresión se centran en mayores niveles de tolerancia y 
demandas de participación individual en la política. 

Como puede verse en la figura 3.3, los países muy pobres 
están más vinculados a los valores tradicionales y de 
supervivencia, tal como cabría esperar en gran medida. Sin 
embargo, conforme van adquiriendo un mayor grado de 
desarrollo, no todas las sociedades se desplazan en una clara 
línea diagonal hacia mayores niveles más elevados tanto de 
valores laico-racionales como de autoexpresión. Es más, aun 
cuando se desplazan, tienden a hacerlo siguiendo una 
trayectoria colectiva que refleja su legado cultural común. En 
otras palabras: los países escandinavos no obtienen una 
elevada puntuación en términos de valores laico-racionales y 
de autoexpresión porque sean ricos, sino más bien debido a su 
legado protestante. Otros países igualmente ricos, como 
Estados Unidos o Canadá, muestran un nivel más bajo de 


valores laico-racionales por razones culturales concretas. En 
consecuencia, a medida que avancen en su grado de desarrollo, 
los paises islámicos seguirán también una trayectoria histórica 
peculiar; por ejemplo, puede que pasen a dar mayor prioridad 
a la autoexpresión pese a seguir manteniendo un mayor apego 
a valores tradicionales como la familia y la religión. Esa 
trayectoria sería similar a la de Latinoamérica y algunos países 
angloparlantes. Como afirman Inglehart y su coautor, Christian 
Welzel: «El legado de una sociedad —ya esté moldeada por el 
protestantismo, el catolicismo, el islam, el confucianismo o el 
comunismo— deja una perdurable impronta en su 
cosmovisión»39, 


Figura 3.3Mapa de valores de Inglehart 
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Figura 3.3: Ronald Inglehart y Christian Welzel, mapa cultural, «World Values 
Survey Wave 6 (2010-2014),  http://www.worldvaluessurvey.org/images/ 
Culture_Map_2017_conclusive.png. Reproducido con permiso. 


Cuando se habla de cultura es facil caer en los estereotipos y 
el determinismo. Pero recuérdese que a menudo resulta muy 
difícil identificar cuál es la causa y cuál el efecto. ¿Es la cultura 
política la que explica la debilidad de la socialdemocracia en 
Estados Unidos? Asimismo, en ámbitos tan importantes como 
la democratización no hemos visto que la cultura sea un 
obstáculo para el cambio, ya que han surgido democracias 
fructíferas en todo el mapa de la cultura política, un tema 
sobre el que volveremos en el capítulo 5. Resulta más útil 
tomar nota del hecho de que, aun cuando los países adquieren 
un mayor grado de desarrollo, su legado cultural sigue siendo 
una institución potente y claramente definida que moldea su 
política. 


En resumen: Sociedad y política 


Las sociedades son complejas y, a menudo, difíciles de 
desentrañar. Al observar cómo la organización social configura 
la política, hemos descubierto que en todas partes las personas 
tienen varias identidades: etnicidad, identidad nacional, 
ciudadanía, ideología y cultura política. La etnicidad 
proporciona una identidad grupal, vinculando a los individuos 
a un grupo determinado, brindando solidaridad y 
diferenciándolos de los demás. La identidad nacional 
proporciona una aspiración política a ese grupo, un anhelo de 
libertad mediante el autogobierno, y la ciudadanía establece 
una relación entre el grupo y un estado. Aunque cada una de 
estas identidades puede definirse claramente, a menudo se 
hallan estrechamente conectadas, y en algunos casos se 
entremezclan. Estas identidades pueden unir a las personas, 
pero también pueden ser causa de conflicto cuando diferentes 
grupos se ven mutuamente como una amenaza a su propia 
libertad e igualdad. 

Mientras que las identidades grupales establecen diferencias 
entre los grupos en tanto colectivos, un individuo se posiciona 
en el seno de un grupo determinado en virtud de sus actitudes, 
ideologías y cultura políticas. Estas tres identidades configuran 
la visión que tiene el individuo de la relación ideal entre 


libertad e igualdad en la sociedad, asi como el alcance y el 
ritmo del cambio politico. 

El papel de la sociedad en la politica es claramente 
complejo, moldeado por una serie de factores que afectan al 
debate vigente en torno a la libertad y la igualdad. No hace 
mucho, numerosos científicos sociales minimizaban la 
importancia de identidades sociales como el nacionalismo y la 
religión, tildándolas de formas de identificación obsoletas que 
estaban perdiendo peso ante la modernización y el 
individualismo. Sin embargo, actualmente la mayoría de ellos 
creen que las identidades colectivas son más resistentes de lo 
que se creía, y que, de hecho, su papel puede intensificarse 
frente a los nuevos retos sociales. La política no es 
simplemente una suma de acciones individuales, sino el 
producto de una rica variedad de instituciones cuyas funciones 
se solapan, dotando de sentido a nuestras vidas y moldeando 
nuestras ideas, valores y opiniones. Examinaremos este 
concepto más a fondo en el próximo capítulo, cuando pasemos 
a estudiar un nuevo conjunto de instituciones e ideas que 
configuran la lucha por la libertad y la igualdad: las 
relacionadas con la vida económica. 


Términos clave 


abtittidgsbticaa / etnicidad 
adertgdahra cional 
adedhakinipolitica 
bberatasmo 
bonfhtismisnico 

oanifinto nacional 
oansenudisnres 
paltuoaisnolitica 
dedicadescia liberal 
estadienación 
Soatilemocracia (socialismo) 
Sonitalanéntalismo 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Cómo se ha mantenido unida la India? 


En el capítulo 2 abordábamos la cuestión de por qué Pakistán no 
ha sido capaz de institucionalizar la democracia y va camino de 
convertirse en un estado fallido. En aquel análisis hacíamos 
algunas comparaciones con la India porque hasta 1947 ambos 
países fueron uno solo bajo el dominio británico. Ambos 
afrontaron retos similares, como la pobreza, la diversidad étnica, 
la debilidad del estado y las diferencias lingüísticas y regionales. 
De hecho, en varias de estas áreas cabe argumentar que la India se 
hallaba en mayor desventaja. 

Tras la independencia, la India tuvo que hacer frente a varias 
divisiones religiosas importantes, incluidas las existentes entre 
hindúes, musulmanes, cristianos y sijs; al menos diez grandes 
lenguas; cientos, si no miles, de divisiones en castas (clases 
hereditarias); y el problema que planteaba el propio tamaño del 
país, el séptimo mayor del mundo en extensión y el segundo en 
población (entonces y ahora). En el transcurso de la partición, 
aproximadamente 15 millones de personas se desplazaron entre la 
India y Pakistán, una situación que provocó cientos de miles de 
muertes por violencia étnica y religiosa. 

Tras la partición, la India siguió afrontando diversas amenazas 
internas a su estabilidad y soberanía. Por ejemplo, el estado indio 
de Jammu y Cachemira fue objeto de disputa con Pakistán debido 
a que albergaba una población musulmana abrumadoramente 
mayoritaria. Muchos cachemires indios han seguido abogando por 
una mayor autonomía dentro de la India, la unificación con 
Pakistán o directamente la independencia. Los seguidores de la 
religión sij (establecida en la India en el siglo xv) también se 
movilizaron para obtener mayores derechos, quejándose de sufrir 
discriminación en un país de mayoría hindú. A la larga esta 
revuelta culminó en un movimiento separatista favorable a un 
estado sij independiente y un conflicto violento entre las fuerzas 
gubernamentales y los separatistas sijs en la década de 1980. Tras 
sofocar la revuelta, la primera ministra india, Indira Gandhi, fue 
asesinada por sus propios guardaespaldas sijs. Aunque 
actualmente el separatismo sij ha disminuido, el conflicto violento 
de y hacia la comunidad musulmana se ha incrementado. En las 
dos últimas décadas los disturbios y los actos de terrorismo han 


dejado varios miles de muertos. También ha aumentado el 
nacionalismo hindú, liderado por el Partido Bharatiya Janata 
(BJP, por sus siglas en inglés), al que se ha vinculado a la 
violencia antimusulmana. 

Ante tales dificultades, bien podemos preguntarnos cómo ha 
logrado este país mantenerse intacto, y aún más seguir siendo 
democrático. Numerosos estudiosos han abordado esta cuestión, y 
sus respuestas reflejan muchos de los argumentos que hemos 
mencionado en este capítulo sobre el papel de la identidad en la 
configuración y definición de las instituciones políticas. 

En lugar de fundamentar la recién independizada India en una 
identidad nacional fuerte y unificada, los líderes del país se 
propusieron adaptarse al mayor número de diferencias religiosas, 
étnicas y culturales posible. En la nueva Constitución del país, la 
identidad india se basaba en la ciudadanía antes que en la 
etnicidad. El inglés se estableció como lengua oficial junto con el 
hindi, lo que permitió una mayor integración sin otorgar un 
dominio político a ninguna de las lenguas indias. Se reconocieron 
oficialmente las festividades religiosas de todos los grupos 
principales. Para satisfacer las demandas locales, un sistema de 
federalismo asimétrico (véase el capítulo 2) descentralizó el poder 
de manera heterogénea entre los diversos estados, tal como 
veíamos al comienzo de este capítulo. Por último, se evitaron 
aquellas instituciones ejecutivas y legislativas centrales que 
podrían dar a un determinado grupo la oportunidad de dominar el 
gobierno, como, por ejemplo, la presidencia. Como resultado de 
todo ello, algunos estudiosos han llegado a la conclusión de que la 
India ha logrado crear un conjunto de identidades múltiples y 
complementarias que han fortalecido la democracia antes que 
debilitarla. En lugar de un estado-nación, se puede concebir la 
India como una nación-estado en la que múltiples naciones 
reciben diversos grados de autonomía en el marco de un estado 
centrala. Esta estructura es justo la opuesta de la de Pakistán, 
donde el estado no ha logrado atraer de manera eficaz a los 
diversos grupos a un sistema político funcional. 

Estas explicaciones son valiosas no solo a la hora de responder 
a la paradoja del éxito nacional y democrático de la India, sino 
también de cara a arrojar luz sobre la cuestión que antes 
planteábamos de cómo crear instituciones capaces de prevenir o 
resolver los conflictos étnicos y nacionales en otras partes del 
mundo. Y también tienen implicaciones a la hora de clarificar 
cómo las sociedades homogéneas podrían lidiar con unas 
poblaciones cada vez más diversas. 

Sin embargo, más allá de sus elevados índices de pobreza y 


desigualdad, no debemos concluir que la solución de la India es 
perfecta. Como antes señalábamos, el país sigue sufriendo 
conflictos regionales, étnicos y nacionales, y cabe argumentar que 
el conflicto religioso, en particular entre hindúes y musulmanes, se 
ha intensificado con el tiempo. Muchos musulmanes se sienten 
privados de sus derechos como miembros de la democracia india 
debido al creciente nacionalismo hindú y a la constante exclusión 
de los primeros del poder económico y político. 

Además, algunos han argumentado que la descentralización del 
poder económico y político, como veíamos en el caso de 
Telangana, puede limitarse a crear una nueva capa de funcionarios 
locales dedicados a desviar recursos y a comprar votos. La 
corrupción es un importante problema en la India, y con 
frecuencia se considera un obstáculo para el crecimiento del país. 
El poder local también constituye un freno importante al poder del 
estado central. Aunque cabría suponer que ese freno es un 
componente positivo de la democracia, también puede crear un 
obstáculo a la implementación de las políticas nacionales, algo de 
lo que la India carece visiblemente. 

Una cuestión que se plantea con respecto a la historia política 
de la India moderna es si en un país tan diverso la estabilidad 
tiene un coste: la reducción de la autonomía y la capacidad del 
estado. En un país como la India, con grandes ambiciones e 
importantes deficiencias, este no es un problema menor. 


1.¿Cómo se adaptan las instituciones políticas de la India a la 
extrema diversidad étnica del país? 

2.¿Cuál sería un buen ejemplo de conflicto étnico en la India? 
¿Cuál sería un buen ejemplo de conflicto nacional? ¿En qué 
se diferencian uno y otro? 

3.¿En qué aspectos la estabilidad del estado y su autonomía y 
capacidad están reñidas en la India? 


a. Alfred Stepan, Juan J. Linz y Yogendra Yadav, Crafting State-Nations: India and 
Other Multinational Democracies, Baltimore (MD), Johns Hopkins University 
Press, 2011. 


4.La economia politica 


¿Cómo utiliza la gente la política para crear y distribuir riqueza? 


En marzo de 2013, Venezuela perdió a su presidente, Hugo 
Chávez, que había sido el líder del país desde 1999. Chávez fue 
una figura extremadamente carismática y polarizadora que 
tuvo un enorme impacto en el país y dejó un cuestionable 
legado. Inicialmente oficial de carrera en el ejército, al 
comienzo de su trayectoria política pasó a adoptar puntos de 
vista marxistas; concluyó entonces que solo un cambio radical 
podía resolver los problemas económicos del país: Venezuela 
contaba con abundantes recursos naturales como el petróleo y 
el gas, pero adolecía de una desigualdad extrema y un alto 
grado de pobreza. En 1992, Chávez lideró un fallido golpe de 
estado contra el gobierno democráticamente elegido, a raíz del 
cual fue condenado a dos años de cárcel. Su justificación del 
golpe —mejorar las condiciones sociales de Venezuela— halló 
eco en muchos venezolanos, especialmente en un momento en 
el que el país atravesaba un período de desgarradoras reformas 
económicas. En las elecciones presidenciales de 1998, Chávez 
obtuvo más del 50 % de los votos y asumió la presidencia con 
el compromiso de transformar el país. 

Durante los quince años siguientes el país se transformó de 
hecho, pero no de una manera que creara una mayor 
democracia o una mayor estabilidad económica. Durante su 
presidencia, Chávez implementó una serie de cambios en el 
sistema político-económico venezolano. El nuevo sistema, 
denominado «socialismo bolivariano», aspiraba a mejorar el 
nivel de vida e incrementar la soberanía política (que Chávez y 
sus partidarios consideraban comprometida por el 
imperialismo estadounidense). Un importante elemento del 


socialismo bolivariano eran las reservas de petróleo de 
Venezuela, las mayores del mundo. Aunque una gran parte de 
este sector se hallaba ya bajo el control estatal, el gobierno de 
Chávez llevó a cabo un nuevo programa de nacionalización, lo 
que supuso la expulsión de varias empresas internacionales del 
país. También se nacionalizó parte de los sectores agrícola, 
industrial, de telecomunicaciones y financiero. 

Junto con estas nacionalizaciones, el gobierno venezolano 
amplió radicalmente su sistema de bienestar social. Se 
construyeron dispensarios atendidos en parte por más de 
30.000 médicos cubanos; la educación primaria y secundaria 
se extendió a toda la población, haciendo especial hincapié en 
la erradicación del analfabetismo; se subvencionaron los 
precios de los alimentos y el combustible, y se construyeron 
viviendas públicas. Durante la década de 2000, Venezuela 
disfrutó de unas elevadas tasas de crecimiento económico, y 
muchas personas vieron mejorado su nivel de vida. Se redujo 
la desigualdad, y en 2012 la tasa de pobreza había bajado del 
50 al 30 %. 

Entonces, ¿el socialismo bolivariano fue un éxito? Los 
actuales problemas del país ponen en duda tal afirmación. Para 
empezar, aparte de las nacionalizaciones, las políticas de 
Chávez se financiaron multiplicando casi por diez el precio del 
petróleo en el mercado internacional, lo que proporcionó al 
presidente venezolano los medios necesarios para implementar 
sus políticas socialistas. Pese a las proclamas en favor de una 
mayor independencia del capitalismo global, el país pasó a 
depender aún más de sus exportaciones de petróleo a Estados 
Unidos y otros países. En segundo término, si bien las mejoras 
en el nivel de vida eran evidentes, resultaban menos 
impresionantes cuando se comparaban con el resto de 
Latinoamérica. Durante los años de gobierno de Chávez, la 
mayoría de los demás países de Latinoamérica experimentaron 
mayores tasas de crecimiento económico, menor inflación y 
una mayor reducción de las tasas de mortalidad infantil. Y ello 
pese a la cuantía sin precedentes de ingresos petrolíferos que 
Venezuela dedicaba a dichos objetivos. Por último, pese a las 
mejoras económicas, las tasas de homicidio se duplicaron, 


haciendo de Venezuela el segundo país con mayor número de 
homicidios del mundo (después de Honduras). 

Venezuela entró en la era pos-Chávez en una situación 
políticamente inestable. Las instituciones democráticas del 
país, concentradas en manos de Chávez y sus seguidores, se 
habían ido debilitando progresivamente. Esta situación, a su 
vez, intensificó la polarización entre los pobres, por una parte, 
y las clases media y alta, por otra. Tras la muerte de Chávez, 
unas elecciones presidenciales especiales celebradas en abril de 
2013 enfrentaron al vicepresidente Nicolás Maduro a Henrique 
Capriles, el gobernador del estado de Miranda. El poco 
carismático Maduro basó su campaña en una plataforma de 
defensa del socialismo bolivariano de Chávez, mientras que 
Capriles obtuvo el apoyo de las clases media y alta 
prometiendo el fin de la nacionalización y la liberalización de 
la economía. Las reñidas elecciones terminaron con la victoria 
de Maduro, aunque por un margen de menos del 2 %. 

Desde entonces, Maduro ha intentado mantener las políticas 
de Chávez, afrontando una creciente oposición en la medida en 
que la ciudadanía se siente cada vez más preocupada por el 
futuro. Las manifestaciones, en las que a veces hay víctimas 
mortales, protestan contra la escasez de productos básicos 
como la leche y la harina, el aumento de la delincuencia y la 
que ha llegado a ser la tasa de inflación más alta del mundo, 
con máximos por encima del 700 %. Al mismo tiempo, la 
escasa inversión en el sector petrolífero, resultado de la 
nacionalización y de la desviación de ingresos hacia otros 
gastos públicos, se ha traducido en una disminución constante 
de la producción ya desde que Chávez llegara al poder. Debido 
a la abrupta caída de los precios del petróleo en el mercado 
internacional, el estado dispone ahora de menos ingresos 
globales al tiempo que ha aumentado la deuda nacional, 
haciendo que a Maduro le resulte cada vez más difícil 
mantener el programa del socialismo bolivariano. Venezuela se 
enfrenta a un colapso económico, dado que una gran parte de 
la población se ha visto empujada a la pobreza. Después de que 
Maduro fuera reelegido en unos controvertidos comicios 
celebrados en 2018, el país se sumió en una crisis política en 


torno a la legitimidad del presidente cuando el 10 de enero de 
2019 la Asamblea Nacional declaró que Maduro estaba 
usurpando el cargo y Juan Guaidó, en calidad de presidente de 
la Asamblea Nacional, tomó juramento como presidente 
encargado del país. Mientras que en el ámbito internacional 
algunos países reconocen a Guaidó y otros siguen reconociendo 
a Maduro, ambos políticos se disputan de facto la presidencia, y 
es difícil ver cómo esta situación puede resolverse de manera 
fácil o pacífica en un futuro próximo. El caso de Venezuela 
muestra cómo la economía está vinculada a la política, y que, 
en ocasiones, la riqueza, sobre todo cuando procede de 
determinadas fuentes, puede agravar, antes que resolver, los 
problemas relativos a la pobreza y la desigualdad. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Entender cómo los estados se involucran en la gestión de los mercados y 
la propiedad. 

*Analizar cómo los estados proporcionan bienes públicos, que la sociedad 
comparte para obtener algún beneficio colectivo. 

«Diferenciar los sistemas político-económicos en función de cómo 
concilian libertad e igualdad. 

«Comparar los diversos sistemas político-económicos por medio del 
desarrollo humano, la riqueza y la desigualdad. 

*Analizar las futuras tendencias de los sistemas político-económicos. 


Como la política, las economías están integradas por 
numerosas instituciones distintas —reglas, normas y valores— 
que ejercen una marcada influencia en el modo como se 
construye el sistema económico. La gente suele pensar en los 
sistemas económicos como algo «natural». En realidad, una 
economía se basa en una serie de instituciones que permiten a 
los individuos intercambiar mutuamente bienes y recursos. 
Asimismo, una vez construidas las instituciones económicas, 
como las políticas, no resultan fáciles de reemplazar o de 
transformar: estas tienden a autoperpetuarse, y a la gente le 
cuesta imaginar la vida sin ellas. 

Las instituciones económicas influyen directamente en la 


politica, y viceversa. La economia es uno de los principales 
ambitos donde se libra la lucha en torno a la libertad y la 
igualdad. Algunos consideran la economia el principal medio 
por el que las personas pueden lograr la libertad individual, 
mientras que otros la conciben como el medio primordial para 
alcanzar la igualdad colectiva. Inevitablemente, esta lucha 
involucra al gobierno, al estado y al régimen. La forma en que 
se establece el equilibrio entre libertad e igualdad influye 
directamente en cuestiones como la distribución de la riqueza, 
el tipo de actividad económica y comercial que pueden llevar a 
cabo los ciudadanos, y el nivel general de seguridad y 
prosperidad del que disfruta la gente. En suma: las 
interacciones entre las instituciones políticas y económicas de 
cualquier país afectarán profundamente a la prosperidad de 
todos sus ciudadanos. El estudio de cómo se interrelacionan la 
política y la economía, y de cómo dicha interrelación configura 
el equilibrio entre libertad e igualdad, se conoce normalmente 
como economía política. 

En el presente capítulo abordamos estos temas investigando 
la relación entre libertad e igualdad. Empezaremos 
preguntándonos qué papel desempeñan los estados en la 
gestión de la economía. Normalmente los estados se involucran 
en la vida económica en varios ámbitos distintos, y el alcance e 
impacto de esas acciones pueden variar drásticamente en 
función de cuestiones tales como la ideología y el régimen 
dominantes. Al igual que existen diferentes ideologías en 
referencia a la relación ideal entre el estado y la sociedad — 
como veíamos en el capítulo 3—, también existen diferentes 
visiones ideológicas con respecto a la relación ideal entre el 
estado y el mercado; y cada ideología se traduce en un sistema 
político-económico distinto. Una vez hayamos comparado esas 
diferentes perspectivas, examinaremos cómo podríamos medir 
y comparar sus resultados relativos. Y de paso, estudiaremos 
algunos de los criterios más habituales para medir la riqueza y 
su distribución. Por último, consideraremos el futuro de la 
relación entre estado y mercado, y cómo su interacción 
configura el equilibrio entre libertad e igualdad. 


Los componentes de la economia politica 


Antes de comparar los diferentes tipos de relaciones entre los 
estados y las economias de todo el mundo, debemos 
familiarizarnos con los componentes básicos de la economia 
politica. Todos los estados modernos estan extremadamente 
involucrados en los asuntos cotidianos de sus economías, tanto 
a escala nacional como global. A la hora de configurar la 
economía para lograr sus objetivos ideológicos declarados, los 
gobernantes utilizan diversas instituciones económicas. 


Mercados y propiedad 


Los componentes fundamentales de la economía política son 
los mercados y la propiedad. Cuando la gente habla de 
mercados, lo primero que le viene a la mente es un lugar físico 
donde las personas compran y venden bienes. Ha habido 
mercados desde que los seres humanos empezaron a vivir en 
comunidades sedentarias capaces de producir un excedente de 
bienes. Los mercados se hallan estrechamente vinculados al 
surgimiento de las ciudades y las instituciones políticas: la 
gente se establecía en las inmediaciones de los mercados y con 
frecuencia estos florecían en torno a las fortificaciones, donde 
los residentes podían dedicarse a la actividad comercial con 
cierta sensación de seguridad proporcionada por el estado. Este 
tipo de mercados todavía son comunes en una gran parte del 
mundo. 

Cuando los científicos sociales hablan de mercados, se 
refieren a la interrelación de la oferta y la demanda, aunque 
sin una ubicación física concreta. Los mercados son las 
interacciones entre las fuerzas de la oferta y la demanda, y 
asignan recursos mediante el proceso relativo a dichas 
interacciones. Al interactuar, estas dos fuerzas crean valores 
para los diversos bienes y servicios en la medida en que 
generan precios concretos. Una sorprendente característica de 
los mercados es el hecho de que puedan llegar a estar tan 
descentralizados. ¿Quién decide cuántos coches hay que 
fabricar este año? ¿O de qué colores deben ser? ¿O el precio 


del presente manual? Esas decisiones no las toma ninguna 
persona o gobierno, sino millones de individuos que adoptan 
decisiones personales con respecto a lo que van a comprar y 
vender. Si yo produzco un bien y establezco su precio en mas 
de lo que la gente esta dispuesta a pagar, no podré venderlo ni 
obtener un beneficio, y ese resultado me obligara a bajar el 
precio o a cerrar el negocio. Del mismo modo, si tengo un bien 
que nadie quiere, tendré que cambiarlo, o habré de afrontar la 
ruina económica. Los vendedores intentan crear productos que 
la gente desee o necesite, mientras que los compradores 
procuran adquirir los mejores bienes o la mayor cantidad de 
ellos al menor precio. Dado que normalmente existe más de un 
vendedor o productor para un mismo producto, ese entorno 
tiende a generar competencia e innovación. Los vendedores 
aspiran a dominar un mercado ofreciendo sus productos al 
precio más barato u ofreciendo un bien innovador y, por ende, 
superior a cualquier alternativa. 


DESTACAMOSMercados 


«Los vendedores aspiran a crear productos que tengan demanda. 

«Los compradores aspiran a adquirir los mejores bienes o la 
mayor cantidad de ellos al mejor precio. 

«Los mercados constituyen el medio a través del cual los 
compradores y vendedores intercambian bienes. 

«Los mercados surgen de manera espontánea y no resultan fáciles 
de controlar por el estado. 


En suma: los mercados son comunidades de compradores y 
vendedores que interactúan de manera constante a través de 
las decisiones económicas que toman. Por otra parte, las 
fuerzas del mercado normalmente requieren del estado para 
hacer cumplir los contratos, sancionar la actividad, y regular la 
oferta y la demanda en caso necesario. Por ejemplo, el estado 
controla en cierta medida el precio de la mano de obra 
estableciendo un salario mínimo, o intenta eliminar por 
completo una parte del mercado ilegalizando ciertas drogas o 
la prostitución. Sin embargo, esos objetivos no siempre se 


alcanzan facilmente. Los salarios minimos pueden subvertirse 
si, por ejemplo, los empresarios cuentan con inmigrantes sin 
papeles para ahorrarse dinero, y alli donde las drogas y la 
prostitución son ilegales aparecen mercados «negros» O 
clandestinos. Si bien los mercados normalmente dependen de 
los estados, también tienen vida propia, y cada estado debe 
decidir de qué manera y en qué medida sustentará y controlará 
el mercado. 

La propiedad es un segundo elemento clave en cualquier 
economía. El término propiedad define la posesión de los 
bienes y servicios que se intercambian en los mercados, y 
habitualmente hace referencia a tierras, edificios, negocios u 
objetos personales, por nombrar solo algunas de sus formas 
más comunes. Además, dicha posesión puede ir acompañada 
de un cierto número de los denominados derechos de 
propiedad, como el derecho a comprar y vender propiedades o 
el derecho a que el estado u otros ciudadanos no nos las 
arrebaten sin una buena razón (o lo que se conoce como «causa 
justa») y una compensación adecuada. Como sucede con las 
fuerzas del mercado, los derechos de propiedad deben estar 
regulados por el estado. Sin un poder estatal que actúe de 
manera justa, la propiedad carece de seguridad. 

En la mente de muchas personas, la propiedad suele 
asociarse a una presencia física: puedo ver un coche, 
comprarlo, poseerlo y venderlo cuando quiero comprar uno 
nuevo. Sin embargo, la propiedad no siempre es tangible. El 
término propiedad intelectual, por ejemplo, hace referencia a la 
propiedad de un tipo específico de conocimiento o contenido: 
una canción, un libro, un código de software o un tratamiento 
para la diabetes. En la medida en que los avances económicos 
se centran cada vez más en formas intangibles de información 
y conocimiento, los conceptos de propiedad y derechos de 
propiedad se vuelven tan invisibles como el de mercado. No 
tenemos una entidad física que clarifique las transacciones. 
Cualquiera que haya descargado una canción o un programa 
de Internet sabe exactamente de qué estamos hablando. 

Como ocurre con el papel que desempeñan los estados en la 
regulación de los mercados, también el papel que estos 


desempeñan en la definición y el cumplimiento de los derechos 
de propiedad, tanto en la interrelación entre personas como 
entre el estado y la sociedad, varía de un estado a otro. Puede 
que ciertos estados no defiendan el derecho de los individuos a 
proteger su propiedad frente a otros individuos, por ejemplo, 
absteniéndose de promulgar leyes contra la falsificación o el 
robo o de velar por que dichas leyes se respeten. Los estados 
también pueden atribuirse ciertos derechos de propiedad, 
reclamando la titularidad de propiedades tales como las ondas 
de radio, el petróleo, ciertas tierras o determinadas empresas. 
Es importante entender que los derechos de propiedad no 
surgen de manera espontánea. De hecho, muchos países menos 
desarrollados disfrutan de una rica variedad de propiedades, 
pero son pobres en lo que a derechos de propiedad se refiere, 
debido a que sus estados no pueden o no quieren establecer y 
hacer cumplir esas reglas. Volveremos sobre ello en el capítulo 
10. 


Bienes públicos 


Hasta ahora hemos descrito la propiedad como aquellos bienes 
que los individuos adquieren o utilizan a través del mercado en 
su propio beneficio. Pero existen límites a lo que la propiedad 
y los mercados pueden lograr, y en algunos casos su 
interacción no produce los beneficios que la sociedad desea. 
Tomemos, por ejemplo, el caso del transporte. Ciertamente, 
existen formas de infraestructura de transporte que se 
enmarcan en el ámbito privado, como las autopistas de peaje o 
los transbordadores de pasajeros, y de hecho esas formas 
privadas tienen una larga historia cuyo origen precede al 
estado. Pero la mayoría de las sociedades modernas cuestionan 
las implicaciones morales y prácticas de permitir que esos 
bienes pertenezcan solo a unos pocos, dado que su 
privatización puede limitar el desarrollo económico: una red 
de carreteras de titularidad privada puede obstaculizar el 
comercio o no llegar a ciertas partes de la población. Debido a 
tales inquietudes, todos los estados proporcionan un mayor o 
menor número de bienes públicos; de hecho, la definición 


esencial del estado en si —un monopolio de la violencia— 
constituye el bien ptiblico subyacente en el que se sustentan 
todos los mercados y propiedades. 

Los bienes ptiblicos pueden definirse como aquellos bienes, 
proporcionados o asegurados por el estado, que están a 
disposición de toda la sociedad y asimismo son indivisibles, lo 
que significa que ninguna persona u organización privada 
puede poseerlos. A diferencia de los bienes privados, 
vinculados intrínsecamente a la libertad individual, los bienes 
públicos pueden generar una mayor igualdad en tanto la 
ciudadanía puede compartir de forma generalizada sus 
beneficios%0, 

En muchos países, la red viaria, la defensa nacional, la 
atención sanitaria y la enseñanza primaria son bienes públicos, 
y toda la población del país puede utilizarlos o beneficiarse de 
su existencia. Pero los estados difieren sobremanera en el 
alcance de los bienes públicos que proporcionan, debido en 
gran parte al papel de la ideología en la relación entre los 
estados y los mercados. En Estados Unidos, por ejemplo, la 
atención sanitaria no es un bien público: está en manos 
privadas, y no todo el mundo tiene igual acceso a ella. En 
Canadá, en cambio, la atención sanitaria es un bien público 
proporcionado por el estado en forma de hospitales de 
titularidad pública y prestaciones universales para todos los 
ciudadanos. En Cuba, el estado posee la mayoría de las 
empresas, lo que las convierte asimismo en bienes públicos; los 
productos y los beneficios de dichas empresas no pertenecen a 
un propietario privado, sino al estado, que los distribuye como 
el gobierno considera oportuno. 


Gastos sociales: ¿quién se beneficia? 


Esta definición de los bienes públicos nos lleva al tema, más 
general, de los gastos sociales: la prestación por parte del 
estado de servicios públicos como la educación, la atención 
sanitaria y el transporte, o lo que habitualmente se conoce 
como bienestar o estado de bienestar. En el peculiar contexto de 
Estados Unidos, el concepto del estado de bienestar —como los 


impuestos— tiene connotaciones intrinsecamente negativas 
para muchos ciudadanos, en tanto evoca la idea de que hay 
«aprovechados» que viven a costa del arduo trabajo de los 
demas. Pero en muchos otros paises esta forma de 
redistribución de la riqueza también puede resultar 
controvertida. Quienes la critican afirman que los gastos 
sociales propician conductas  contraproducentes: unas 
prestaciones por desempleo demasiado elevadas —argumentan 
— pueden disuadir a la gente de buscar trabajo; además, las 
formas alternativas de seguridad en las que confiaba la gente 
en el pasado, como la familia, la comunidad o las iglesias, 
podrían verse debilitadas por un sistema de bienestar público 
demasiado generoso. Los problemas relativos al bienestar 
todavía se complican más en el contexto de la inmigración, 
dada la creencia, en algunos sectores de la población, de que 
los inmigrantes se benefician de los gastos sociales más que el 
resto de la población. Ninguno de estos argumentos es 
necesariamente cierto, o lo es en todos los países. Volveremos 
sobre ello dentro de un momento. 

Independientemente de cuán válidos puedan resultar o no 
estos argumentos, un problema que afrontan muchos países es 
que los gastos sociales pueden llegar a ser muy costosos, 
especialmente allí donde el desempleo es elevado o la 
población envejece. En los últimos años muchos países han 
intentado controlar el incremento del gasto social, pero eso es 
algo que resulta más fácil de decir que de hacer. Exploraremos 
este tema más a fondo en el capítulo 8, cuando estudiemos los 
problemas de las democracias avanzadas. 

¿Quién se beneficia de los gastos sociales? En un sentido 
estricto, el estado destina los gastos sociales a quienes se 
encuentran en circunstancias que requieren mayor atención: 
los desempleados o subempleados, los niños, los ancianos, los 
de menos recursos y las personas con discapacidad. Estos 
gastos pueden adoptar formas tales como la atención sanitaria, 
la capacitación laboral, la sustitución de ingresos o las 
viviendas sociales. Sin embargo, muchas formas de gastos 
sociales son bienes públicos que tienen un uso más 
generalizado. Por ejemplo, un sistema nacional de salud 


incluye por igual a empleados y desempleados, ricos y pobres. 
Las autopistas, la ensefianza publica superior y las instituciones 
culturales como los museos pueden beneficiar 
mayoritariamente a los más pudientes. De hecho, si 
examinamos los gastos sociales desde una perspectiva más 
amplia, encontramos que en muchos países benefician sobre 
todo a la clase media, y no a los que tienen menos recursos. En 
ese sentido podría decirse que el moderno estado de bienestar 
no es tanto una estructura que grava a la clase media y a los 
ricos para beneficiar a los pobres, como una que grava a la 
clase media y a los ricos para financiar unos servicios de los 
que se benefician ellos mismos. 


Impuestos 


En los últimos cincuenta años los estados han ido asumiendo 
una responsabilidad cada vez mayor a la hora de proporcionar 
bienes públicos y gastos sociales a los ciudadanos. Pero ¿cómo 
pagan los estados ese gasto? Una importante fuente de 
financiación son los impuestos. Al igual que el tema de los 
gastos sociales, la cuestión de los impuestos suscita opiniones 
encendidas: algunos los consideran un medio por el cual el 
estado, siempre codicioso, se queda con los ingresos 
arduamente obtenidos por sus ciudadanos, frenando así el 
crecimiento económico, mientras que otros los conciben como 
una herramienta crucial para generar un mínimo nivel de 
igualdad y justicia social. Pero independientemente de lo que 
piense cada uno de los impuestos, el hecho es que las 
sociedades esperan que los estados proporcionen una serie de 
bienes y servicios públicos; y en la mayoría de los países los 
impuestos representan la principal fuente de ingresos. La otra 
opción es pedir dinero a prestadores nacionales e 
internacionales. 

La cuantía de los impuestos recaudados varía de un país a 
otro. La figura 4.1 ilustra esta variación; puede verse que en 
algunos países los impuestos representan una importante 
proporción del producto interior bruto (PIB), definido como 
el valor total de mercado de los bienes y servicios producidos 


por un determinado pais durante un año. Muchos países 
europeos con un importante volumen de gastos sociales 
tienden a tener elevados tipos impositivos globales para 
financiar dichos gastos. Los diversos países difieren también en 
lo relativo a la procedencia de los ingresos tributarios: en 
algunos países estos proceden mayoritariamente de unos 
elevados impuestos personales, mientras que en otros 
provienen sobre todo de la tributación de las empresas o de 
impuestos sobre bienes y servicios. Todos los países se 
esfuerzan en encontrar la combinación y el nivel de fiscalidad 
adecuados con el objetivo de obtener los fondos necesarios y 
reinvertirlos de modo que generen desarrollo y prosperidad. 


Figura 4.1Impuestos (datos de 2017) 
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Ingresos tributarios como porcentaje del PIB 


Fuente: Índice de Libertad Económica de la Fundación Heritage (consultado el 23 
de agosto de 2017). 


Dinero, inflación y crecimiento económico 


Debería resultar cada vez más evidente que muchos procesos 
político-económicos se hallan estrechamente interrelacionados. 
Los estados deben establecer una relación con los mercados y 
la propiedad, decidiendo qué bienes y propiedades deben 
permanecer en manos privadas, cuáles han de ser públicos y 


qué tipo de derechos deben regir en cada caso. También tienen 
que determinar el nivel de los gastos sociales y las formas que 
estos deben adoptar para garantizar un minimo nivel de vida y 
una seguridad básica para todos los ciudadanos. Esta 
distribución requiere fondos, y normalmente los estados deben 
hacer uso de los recursos de la ciudadanía mediante los 
impuestos. Pero una base impositiva fructífera y productiva 
requiere una economía dinámica y en crecimiento. De modo 
que, mientras por una parte el estado tiene la función de 
gestionar los mercados, la propiedad y las prestaciones 
públicas, por otra también desempeña un papel a la hora de 
fomentar el crecimiento económico. 

Una forma básica en que el estado fomenta el crecimiento es 
mediante la creación y gestión del dinero. El dinero es solo un 
medio de intercambio. A diferencia de la riqueza, que consiste 
en propiedades que tienen un valor determinado, el dinero es 
un instrumento que la gente utiliza para realizar transacciones 
económicas. Representa solo una minúscula fracción de la 
riqueza del mundo; el resto está inmovilizado en forma de 
casas, fábricas, tierras y otras propiedades. Pero sin dinero 
resulta difícil hacer transacciones económicas. Por lo tanto, los 
estados desempeñan un papel clave a la hora de proporcionar 
dinero como medio para asegurar y estimular dichas 
transacciones. 

Hubo un tiempo en que no existía el dinero. Sin embargo, a 
medida que empezaron a tomar forma sistemas políticos 
complejos, estos establecieron algunas relaciones monetarias 
básicas a través de un determinado sistema monetario, que 
generalmente se basaba en metales que poseían cierto valor 
intrínseco, como el oro y la plata. Sin embargo, durante el 
último siglo el dinero ha ido perdiendo su valor intrínseco, y 
actualmente la gente basa su fe en la moneda de un estado en 
su confianza en dicho estado. Así, las personas aceptan pagos 
en dólares, en euros o en yenes porque saben que otras 
personas también los aceptarán a su vez. Una sociedad confía 
en su propia moneda solo en la medida en que confía en su 
propio estado. 

Dado que los estados controlan el dinero, ejercen una gran 


influencia en sus economias nacionales. Parte de este poder 
proviene de lo que se conoce como banco central, una 
institución que controla cuánto dinero fluye en una 
determinada economía y cuánto cuesta pedir dinero prestado 
en esa economía. Una de las principales formas en las que un 
banco central influye en estos dos ámbitos es alterando el tipo 
de interés nacional, el tipo que se cobra a los bancos privados 
cuando tienen que pedir prestados fondos al banco central o 
entre ellos. Cuando el banco central baja el tipo de interés que 
se cobra a los bancos, esos bancos suelen reducir a su vez el 
tipo de interés que cobran o pagan a las empresas e individuos. 
Los créditos se abaratan y el ahorro resulta menos lucrativo, lo 
que puede llevar a la gente a pedir más dinero prestado y 
gastar más. Al mismo tiempo, esta actividad aumenta la 
cantidad de dinero circulante en la economía y estimula el 
crecimiento económico. Si, por el contrario, el banco central 
sube los tipos de interés, probablemente la gente pedirá menos 
préstamos y ahorrará más a fin de aprovechar los intereses, 
más elevados, que pueden generar sus ahorros. Como 
resultado, la oferta monetaria de la economía se contrae, y es 
probable que el crecimiento económico se desacelere. Así, por 
ejemplo, en el primer semestre de 2008 la Reserva Federal de 
Estados Unidos (el banco central de este país) redujo hasta en 
seis ocasiones los tipos de interés en un intento de evitar una 
recesión económica, y a partir de 2016 el tipo de interés se 
situó en algo más de la mitad de un punto porcentual (un 0,55 
%). En 1980, en cambio, era del 17 %. 

Las medidas que adoptan los bancos centrales se hallan 
estrechamente relacionadas con otros dos importantes factores 
de cualquier economía: la inflación y la deflación. La inflación 
es un aumento generalizado de los precios en una economía 
que se produce cuando en dicha economía la demanda supera 
a la oferta. Aunque los niveles relativamente bajos de inflación 
no suponen un problema, cuando es demasiado alta sí puede 
resultar problemática. Los salarios y los ahorros pierden su 
valor, y los trabajadores y otras personas que dependen de 
unos ingresos fijos, como los jubilados, se encuentran con que 
su dinero les permite comprar cada vez menos. La gente 


presiona entonces para obtener salarios o prestaciones más 
altos a fin de compensar el aumento de precios, lo que 
alimenta aún más la inflación. Los bancos centrales pueden 
intentar controlar la inflación subiendo los tipos de interés, con 
lo que se encarece el crédito y, con ello, se reduce el gasto y se 
fuerzan a la baja los precios. Sin embargo, los precios de 
muchos bienes, como el petróleo u otras importaciones, están 
fuera del control del estado. Los propios estados también 
pueden causar inflación si el gobierno, incapaz de cubrir sus 
gastos, se ve obligado a pedir prestado dinero a tipos de interés 
cada vez más altos para atraer a los prestadores. Esta situación 
puede generar una inflación muy elevada. 


DESTACAMOSUn banco central... 


«Controla la cantidad de dinero que circula en una economía. 
«Controla el coste de pedir dinero prestado. 

*Baja los tipos de interés para estimular la economía. 

«Sube los tipos de interés para frenar la inflación. 


En casos extremos, los países pueden experimentar una 
hiperinflación: una inflación superior al 50 % mensual 
durante más de dos meses seguidos (a modo de comparación, 
digamos que durante la última década la tasa de inflación en 
Norteamérica y Europa osciló entre el 1 y el 4 % anual). 
Cuando los gobiernos carecen de los ingresos fiscales 
necesarios para cubrir sus gastos básicos y no pueden acudir a 
prestadores, pueden optar por imprimir dinero para cubrir sus 
deudas, ampliando así la oferta monetaria. A su vez, esta 
circunstancia suelen ir acompañada de la creencia por parte de 
la ciudadanía de que ya no existe un estado fuerte que respalde 
la moneda, es decir, de un desplome de la legitimidad estatal. 
En tales condiciones, los procesos económicos normales fallan. 
Zimbabue es un ejemplo extremo. Más o menos a partir de 
principios del siglo actual, su gobierno, tras haber trastornado 
en gran medida su economía agrícola y, por ende, su base 
impositiva, empezó a cubrir sus gastos imprimiendo dinero. En 
2008 la inflación había alcanzado el 231.000.000 %, y llegaron 


a emitirse billetes de banco por valor de 100 billones de 
dólares zimbabuenses, unos 30 dólares estadounidenses. La 
hiperinflación generalmente desemboca en el desplome de la 
moneda, ya que la gente se niega cada vez más a aceptar la 
moneda devaluada como pago y opta, en cambio, por otros 
medios de transacción que van desde la moneda extranjera 
hasta el trueque. Eso es lo que ocurrió finalmente en 
Zimbabue, y lo que está ocurriendo también en Venezuela. 

Los peligros de la inflación podrían llevarnos a concluir que 
la principal prioridad económica de un gobierno debería ser 
aplicar un estricto control de la oferta monetaria. Pero también 
el otro extremo del espectro puede resultar problemático. En 
ciertas condiciones, especialmente en los últimos tiempos, los 
estados afrontan el peligro de la deflación, cuando hay 
demasiados bienes y demasiado poco dinero. Que los precios 
bajen puede parecer algo bueno, pero el hecho es que puede 
resultar devastador si las empresas no son capaces de obtener 
beneficios. La reducción de los precios conduce al desempleo, a 
una disminución del gasto e incluso a una mayor deflación. Ese 
ha sido un problema especialmente grave en Japón, que desde 
1998 ha estado experimentando deflación casi cada año, y 
desde 2008 también ha sido un motivo de inquietud en Europa 
y Norteamérica. Los elevados niveles de deuda de los bancos, 
los consumidores y los estados, así como el desempleo que ello 
llevaba aparejado, han forzado una reducción del gasto. Para 
remediarlo, los bancos centrales han establecido tipos de 
interés extremadamente bajos con la esperanza de estimular el 
endeudamiento, el gasto y el crecimiento. Pero estas medidas 
han tenido un efecto limitado. Los estados sin duda pueden 
perjudicar o dañar a las economías, pero, como ya hemos 
señalado anteriormente, los mercados también tienen vida 
propia*!. 


Regulación 


Hasta ahora nuestro análisis se ha centrado en el papel del 
estado en relación con los mercados y la propiedad: qué 
servicios deben prestarse, quién debe hacerlo y a qué coste. 


Pero los estados no solo tienen que preocuparse por la 
producción económica, sino también por los medios por los 
cuales se crea dicha producción. Como ocurre con los bienes 
públicos, a menudo hay cuestiones morales y técnicas que 
afectan al enfoque que adopta cada estado en esta esfera. ¿Hay 
procesos económicos que resultan intrínsecamente 
contraproducentes para la creación de bienes y servicios? ¿Y 
qué hay de los procesos económicos que pueden tener un 
impacto nocivo en la sociedad, como la contaminación? ¿Qué 
derechos deben primar en tales circunstancias: los de los 
ciudadanos o los de las empresas? Este tipo de problemas son 
los que llevan a los estados al ámbito de la regulación 
económica. 

Las regulaciones —reglas u órdenes que establecen los 
límites de un procedimiento dado— pueden adoptar diversas 
formas. Para empezar, pueden ser de naturaleza 
fundamentalmente económica. Este tipo de regulaciones 
pueden controlar los precios de ciertos bienes o servicios, como 
los alimentos o la energía. Las regulaciones económicas 
también pueden controlar a qué empresas se permite operar en 
qué mercados. Por ejemplo, los sistemas ferroviarios nacionales 
han funcionado en muchos países como un monopolio privado 
o público; esto es, como un mercado controlado por un único 
productor. Un segundo tipo de regulaciones pueden concebirse 
como de naturaleza esencialmente social. A diferencia de las 
regulaciones económicas, que se centran en el funcionamiento 
de las empresas en el mercado, las regulaciones sociales están 
más relacionadas con la gestión de riesgos, como en los casos 
de las normas de seguridad y medioambientales. Lógicamente, 
estos distintos tipos de regulaciones a veces se solapan; por 
ejemplo, las regulaciones medioambientales pueden 
condicionar en gran medida a qué empresas se permite entrar 
en el mercado y dentro de qué márgenes pueden operar. 


Comercio 


Los estados deben afrontar el reto de regular la producción 
económica no solo en su propio país, sino también entre sus 


ciudadanos y el mundo exterior. En la mayoría de las 
economías los mercados no son exclusivamente locales: los 
bienes y servicios provienen de todo el mundo. Los estados 
pueden influir en el nivel de competencia y acceso a los bienes 
dentro de su propio país determinando qué bienes y servicios 
extranjeros pueden entrar en el mercado nacional. 

La forma en que un estado estructura su comercio con otros 
países puede afectar profundamente a su propio desarrollo 
económico. Los estados disponen de diversas herramientas 
para influir en el comercio internacional: los aranceles, que 
básicamente son impuestos sobre los bienes importados; las 
cuotas, que limitan la cantidad de un determinado bien que 
entra en el país, y otras barreras reguladoras no 
arancelarias, que pueden crear restricciones sanitarias, de 
embalaje o de otro tipo, y cuyo propósito es proteger a los 
ciudadanos de un determinado estado y dificultar que los 
productos extranjeros se vendan en el mercado local o hacer 
que ello resulte costoso. En Canadá, por ejemplo, el 35 % de 
toda la música que se emite en las emisoras de radio de AM y 
FM debe ser de origen canadiense, y en el caso de los 
programas de televisión entre el 50 y el 60 % de los contenidos 
emitidos deben ser asimismo de producción nacional. De 
manera similar, en Estados Unidos todas las aerolíneas que 
realizan únicamente vuelos interiores deben ser de titularidad 
estadounidense. 

¿Por qué regular el comercio? Los estados pueden favorecer 
el uso de aranceles como una forma de generar ingresos, y 
tanto estos como los productores nacionales pueden concebir 
tales barreras como una forma de estimular o proteger las 
industrias y empresas del país. Por el contrario, quienes se 
oponen a las barreras comerciales argumentan que el comercio 
favorece la competencia, la innovación y la ventaja 
comparativa, esto es, la capacidad de producir un 
determinado bien o servicio de manera más eficiente que otros 
países. 

En este apartado hemos abarcado muchos temas, de modo 
que conviene hacer un rápido repaso de todo lo que hemos 
visto. Los elementos constitutivos básicos de la economía 


politica son los mercados y la propiedad, y los estados 
intervienen en la creación y el cumplimiento de las reglas que 
gobiernan ambas cosas. Los estados contribuyen a dar forma a 
los mercados y a definir la propiedad, y utilizan los impuestos, 
entre otras cosas, para proporcionar bienes y servicios 
públicos. Asimismo pueden influir en el crecimiento de la 
economía mediante los tipos de interés, y en qué se produce y 
dónde mediante la regulación del comercio. Todas estas 
responsabilidades forman parte de una compleja red de causas 
y efectos que pueden moldear la libertad, la igualdad y la 
generación de riqueza. ¿Qué combinación de políticas en estos 
diversos ámbitos se traducirá en prosperidad económica y 
poder estatal? Los estados han adoptado enfoques radicalmente 
distintos a la hora de abordar la relación ideal entre estado y 
mercado, lo que ha llevado a múltiples sistemas político- 
económicos netamente diferenciados en todo el mundo, todos 
los cuales afrontan actualmente sus propios retos. 


DESTACAMOS Argumentos en torno a la regulación del 
comercio internacional 


¿POR QUÉ REGULAR EL COMERCIO? 
*Para generar rentas públicas. 
*Para fomentar la industria local. 
*Para proteger los empleos locales. 
*Para mantener la riqueza en el país. 


¿POR QUÉ NO? 

*Para favorecer la competencia. 

*Para reducir el coste de los bienes. 

*Para estimular la innovación interna en aquellas áreas en las 
que existe una ventaja comparativa. 


Sistemas político-económicos 


Un sistema político-económico puede definirse como la 
relación real entre las instituciones políticas y económicas de 
un determinado país, más las políticas y resultados que estas 


generan. Los diversos tipos de sistemas político-económicos 
conciben la relación ideal entre estado y mercado, y entre 
libertad e igualdad, de maneras distintas. La clasificación más 
habitual de dichos sistemas los diferencia entre liberalismo, 
socialdemocracia, comunismo y mercantilismo (este último, en 
sus manifestaciones más recientes, se suele denominar 
«neomercantilismo» y sus prácticas no son idénticas a las que 
le dieron nombre en origen). Tres de ellos coinciden con las 
ideologías políticas que analizábamos en el capítulo 3, lo cual 
no debería resultar demasiado sorprendente, dado que los 
sistemas político-económicos pueden concebirse como el 
intento de materializar una ideología abstracta en forma de 
instituciones y políticas económicas reales. 

Sin embargo, siempre existe una cierta disyunción entre la 
teoría y la práctica. Por ejemplo, entre los partidarios de la 
ideología liberal habrá quienes digan que los sistemas político- 
económicos «liberales» existentes en el mundo real no están a 
la altura de los ideales liberales. De manera similar, muchos 
comunistas condenaron el sistema político-económico que se 
puso en práctica en la Unión Soviética como una traición al 
«auténtico» pensamiento comunista. Por otra parte, las 
ideologías del fascismo y el anarquismo no tienen un 
equivalente político-económico del que pueda hablarse: los 
sistemas político-económicos fascistas que surgieron en la 
década de 1930 fueron destruidos por la Segunda Guerra 
Mundial, mientras que el anarquismo nunca se ha 
materializado en la práctica (salvo en unas pocas localidades y 
en una situación absolutamente excepcional y, por lo tanto, 
difícilmente generalizable: la Guerra Civil española de 
1936-1939). 

Estas clasificaciones básicas simplifican la complejidad de la 
economía política: en realidad, obviamente, dentro de estas 
grandes categorías pueden encontrarse muchas variaciones 
distintas. Pero el hecho es que cada una de ellas establece un 
equilibrio distinto entre el poder del estado y la economía, 
moldeando así los mercados y la propiedad, los bienes públicos 
y los gastos sociales, los impuestos, la regulación y el 
comercio. 


Liberalismo 


El lector recordara del capitulo 3 que, como ideologia politica, 
el liberalismo otorga una elevada prioridad a la libertad 
politica y económica individual, y aboga por limitar el poder 
del estado a fin de potenciar y proteger esa libertad. El 
liberalismo parte del supuesto de que los individuos están más 
capacitados para asumir la responsabilidad de su propio 
comportamiento y bienestar. Los estudiosos liberales como 
Adam Smith depositan su fe en el mercado y en la propiedad 
privada: si se permite a la gente sacar partido de sus propias 
energías, de su propio espíritu empresarial y, sí, también de su 
propia codicia, generará más prosperidad de la que podría 
producir cualquier gobierno mediante una formulación de 
políticas públicas y una legislación impuestas «desde arriba». 

Para los liberales, pues, el mejor estado es un estado débil, 
con una autonomía y capacidad limitadas. Aparte de garantizar 
los derechos de propiedad, el estado debería tener una 
participación limitada en la economía. Los bienes públicos 
deberían ceñirse únicamente a áreas críticas como la defensa y 
la educación a fin de evitar el parasitismo (es decir, la 
posibilidad de beneficiarse de un bien sin pagarlo) y fomentar 
la responsabilidad individual. El desempleo debería aceptarse 
como una parte inevitable, e incluso deseable, de la 
flexibilidad del mercado. Los impuestos deberían mantenerse 
en un nivel mínimo para que la riqueza permanezca en manos 
de la ciudadanía. Las regulaciones deberían ser leves y, a la 
vez, debería fomentarse el comercio para estimular la 
competencia y la innovación. En general, el estado debería 
actuar como una especie de vigilante nocturno que interviniera 
para defender a la ciudadanía solo cuando surge una crisis. 
Estas condiciones describen el postulado liberal del laissez- 
faire (en francés literalmente «dejad hacer»), denominado 
también no intervencionismo, que sostiene que se debería dar 
plena libertad de acción a la economía. Así es como 
normalmente concebimos el capitalismo: un sistema de 
propiedad privada y mercados libres. 

Los liberales creen que, cuando el papel del gobierno es 
mínimo, se maximiza el crecimiento económico. Además, en 


tales condiciones la gente disfruta del mayor nivel de libertad 
personal y politica. De hecho, los liberales sostienen que la 
democracia requiere un mercado libre. Si se concentra un 
excesivo poder económico y político en manos del estado — 
argumentan—, ese monopolio pondría en peligro la 
democracia. En consecuencia, los mejores estados son los 
estados débiles; como afirmaba en 1755 Adam Smith, uno de 
los padres de la ideología liberal: «Poco más se requiere para 
llevar a un estado al más alto grado de opulencia desde la más 
abyecta barbarie que la paz, unos impuestos asequibles y una 
administración de justicia tolerable: todo lo demás lo traerá el 
curso natural de las cosas»*2. 

El liberalismo como sistema político-económico se define, 
pues, por dar prioridad a las libertades individuales por encima 
de la igualdad colectiva y al poder de los mercados por encima 
del estado. Como sin duda habrá advertido más de una vez el 
lector, es habitual que Estados Unidos se promocione en la 
escena internacional como un modelo de valores liberales. Allí 
las regulaciones suelen ser más suaves, y los gastos sociales y 
los impuestos más bajos, que en otras democracias 
industrializadas, al tiempo que la ciudadanía, recelosa en gran 
medida del poder estatal, suscribe abiertamente el capitalismo. 
Pero Estados Unidos no es el único país que se adscribe al 
bando liberal. El Reino Unido, origen intelectual de una gran 
parte del pensamiento liberal, también se cuenta entre los 
países liberales, al igual que Canadá, Australia y Nueva 
Zelanda (todos ellos, como Estados Unidos, antiguas colonias 
británicas). En los últimos veinte años, muchos otros países del 
mundo han adoptado el llamado modelo económico 
«neoliberal», y actualmente destacan por sus niveles 
relativamente bajos de regulaciones gubernamentales, 
impuestos y gastos sociales. 

Sin embargo, aunque todos estos países pueden clasificarse 
conjuntamente como liberales, se diferencian unos de otros en 
diversos aspectos, entre ellos la gama de bienes públicos que 
ofrecen, por ejemplo, en materia de enseñanza superior, 
cobertura sanitaria, prestaciones por desempleo o pensiones. 
Además, aunque la ideología liberal argumentaría que el 


mercado libre y la democracia son inseparables, encontramos 
países con sistemas político-económicos liberales que, aun así, 
restringen los derechos democráticos. Habitualmente se 
menciona el hecho de que Singapur, Baréin y los Emiratos 
Árabes Unidos tienen algunos de los sistemas económicos más 
libres del mundo, y, sin embargo, en todos ellos se limitan los 
derechos civiles y políticos individuales. En la década de 1980, 
Chile, que por entonces sufría la dictadura militar de Pinochet, 
se convirtió en un modelo de liberalismo económico. Quienes 
critican el liberalismo a menudo subrayan esta contradicción, 
señalando que el libre mercado puede llegar a casar fácilmente 
con la represión política. Volveremos sobre esta contradicción 
cuando estudiemos el autoritarismo en el capítulo 6. 


Socialdemocracia 


En el capítulo 3 veíamos que la socialdemocracia bebe del 
liberalismo y del comunismo (más bien del socialismo) en un 
intento de moderar los extremos de una excesiva libertad y una 
excesiva igualdad. Como el liberalismo, la socialdemocracia 
funciona sobre la base del capitalismo —propiedad privada y 
mercados abiertos—, rechazando el llamamiento de los 
comunistas a la revolución y la apropiación estatal de la 
propiedad privada y la riqueza. El más notable entre los 
primeros pensadores socialdemócratas fue Eduard Bernstein 
(1850-1932). En su obra El socialismo evolucionista, publicada 
en 1898, Bernstein rechazaba la creencia de Karl Marx en el 
carácter inevitable de la revolución, concluyendo, en cambio, 
que la democracia podía evolucionar hacia el socialismo a 
través de las urnas en lugar de a través de las pistolas%3, 


DESTACAMOS ¿Cómo aspiran las socialdemocracias a 
lograr una mayor igualdad? 


«Mediante los impuestos, que posibilitan un elevado nivel de 
gasto social a la vez que redistribuyen la riqueza de los ricos a 
los pobres. 

«Mediante el comercio internacional, que se fomenta, pero 
también se equilibra preservando la industria y el empleo 


nacionales. 
*Mediante la regulación gubernamental e incluso la titularidad 
pública de determinados sectores importantes de la economía. 


Al rechazar la revolución y suscribir el modelo democrático, 
la socialdemocracia acepta que la propiedad privada y las 
fuerzas del mercado desempeñen su papel, pero sigue 
mostrándose más cauta que el liberalismo en relación con sus 
beneficios últimos para la sociedad. El desarrollo económico 
descontrolado —sostienen los socialdemócratas— genera una 
gran desigualdad en la medida en que concentra la riqueza en 
manos de muy pocos. Esto, a su vez, puede polarizar la 
sociedad, enfrentando a los propietarios contra los 
trabajadores, los ricos contra los pobres y las ciudades contra 
el campo. Los defensores de esta forma de pensar conciben el 
estado no como una amenaza para la sociedad o la economía, 
sino como un creador de derechos sociales que de otro modo se 
desvanecerían en las vicisitudes del mercado. 


DESTACAMOSLos principales teóricos de la economía 
política 


RENRNTAOFÓN TEÓRICA 

Bibripasramdo las naciones (1776), considerado uno de los primeros textos 
de economía moderna. Formulaba la idea de que el desarrollo económico 
requiere una limitada injerencia del gobierno. 

EburaldlBrroenaitiaionista (1898). Rechazaba la creencia de Marx en el 
carácter inevitable de la revolución, argumentando que se puede lograr la 
igualdad económica a través de la participación democrática. 
Kbfinineds(867). Afirmaba que la historia humana está impulsada por las 
relaciones económicas y la desigualdad, y que a la larga la revolución 
reemplazará el capitalismo por un sistema de absoluta igualdad entre las 
personas. 

MiitedrinMbtisiimal de economía política (1841). Rechazaba las teorías no 
intervencionistas del liberalismo, argumentando que los estados deben 
desempeñar un importante papel en la protección y el desarrollo de la 
economía nacional frente a los competidores extranjeros. 


Así pues, el poder del estado puede manifestarse de diversas 
formas. Desde la perspectiva de la socialdemocracia, el estado 
debería proporcionar una amplia gama de bienes públicos, 


como la atención sanitaria, las pensiones y la enseñanza 
superior. La necesidad de competencia no debería impedir una 
fuerte regulación estatal o incluso la titularidad pública de 
ciertos sectores de la economía, y, de manera similar, el 
comercio internacional debería gestionarse de forma que no 
ponga en peligro las empresas y los puestos de trabajo en el 
ámbito nacional. Finalmente, el objetivo de la igualdad 
requiere un mayor nivel de gastos sociales a fin de garantizar 
unas prestaciones básicas para todos. Los impuestos posibilitan 
esos gastos sociales a la vez que redistribuyen la riqueza de los 
ricos a los pobres. Por lo tanto, en un sistema socialdemócrata 
los impuestos tienden a ser más elevados y el capitalismo más 
restringido. 

Como ocurre con el liberalismo, no todas las 
socialdemocracias son iguales. Los sistemas socialdemócratas 
pueden variar, por ejemplo, en lo relativo a la flexibilidad 
laboral: puede que los puestos de trabajo estén muy regulados 
en términos de horas trabajadas y condiciones de despido, o 
que a las empresas les resulte más fácil despedir a los 
trabajadores y puedan optar por contratar a tiempo completo o 
parcial. Las prestaciones por desempleo pueden ser generosas, 
o, por el contrario, pueden ser más limitadas y estar 
supeditadas a la participación en programas de reciclaje 
laboral o de obras públicas. También los tipos impositivos y la 
redistribución de la renta pueden variar bastante; por ejemplo, 
la cuantía de los impuestos expresada como porcentaje del PIB 
no resulta significativamente distinta en un país liberal como el 
Reino Unido y otro socialdemócrata como Alemania, aunque 
en general los sistemas socialdemócratas se basan en impuestos 
más elevados“*4. 

Por último, los sistemas socialdemócratas pueden 
involucrarse en el sistema económico mediante la propiedad 
pública total o parcial de determinadas empresas. El estado 
francés posee alrededor del 20 % de Air France y del fabricante 
de automóviles Renault, una cifra que ha aumentado desde 
2015. Noruega posee dos terceras partes de la empresa Statoil, 
que controla la producción de petróleo y gas del país. En las 
últimas décadas, las empresas de propiedad pública tendido a 


disminuir en todo el mundo, aunque las dificultades 
económicas han llevado a algunos países como Francia a 
incrementar de hecho su participación en dicha propiedad. Los 
sistemas socialdemócratas son más habituales en Europa 
(especialmente en Escandinavia), donde los estados tienen más 
autonomía y capacidad para gestionar activamente la 
economía%5, Los liberales critican estos sistemas asegurando 
que son costosos y representan un lastre para la innovación y 
la competencia; por su parte, los socialdemócratas responden 
que su sistema evita las desigualdades inherentes al liberalismo 
al tiempo que fomenta la actividad empresarial. 


Comunismo 


Mientras que la socialdemocracia se diferencia del liberalismo 
en su intento de equilibrar libertad individual e igualdad 
colectiva, el sistema político-económico del comunismo opta 
en la práctica por eliminar la libertad individual para alcanzar 
la igualdad. Examinaremos el comunismo con mayor detalle en 
el capítulo 9, cuando estudiemos los países comunistas y 
poscomunistas, pero por el momento nos centraremos 
únicamente en sus instituciones político-económicas básicas. 
Los pensadores comunistas como Karl Marx partían de la 
premisa de que el capitalismo, con su propiedad privada y sus 
mercados libres, no puede satisfacer realmente las necesidades 
del conjunto de la sociedad. Los comunistas conciben la 
propiedad privada y los mercados como una forma de poder 
que inevitablemente lleva a que una persona o grupo acabe 
ejerciendo el control sobre el resto. La competencia económica 
entre la gente genera explotación y el surgimiento de un 
sistema de clases sociales en el que un pequeño grupo de ricos 
controla el trabajo de la mayoría pobre y a la vez se beneficia 
de él. Tanto a escala nacional como internacional, esta 
explotación abre una brecha cada vez mayor entre quienes 
dominan la economía y quienes simplemente trabajan en ella. 
Tales desigualdades —argumentaba Marx— conducirán 
inevitablemente a una revolución mediante la cual un único 
partido comunista tomará el control del estado en nombre de 


todo el pueblo. 

Los sistemas comunistas usan el estado para transformar los 
mercados y la propiedad. La propiedad privada esta 
plenamente nacionalizada, depositada en manos del estado en 
nombre del pueblo. En otras palabras, toda la economia se 
convierte en un bien ptiblico que existe en beneficio de todos. 
Además, el estado elimina las fuerzas del mercado, de modo 
que muchas transacciones privadas se realizan de forma ilegal 
en el mercado negro. En el ámbito del comunismo, la adopción 
de las decisiones económicas se confía íntegramente al estado, 
que se presume que es la única institución capaz de asignar 
racionalmente los recursos de manera equitativa. Este sistema 
requiere una enorme burocracia para determinar qué hay que 
producir y cómo debe distribuirse. 

Dado que los estados comunistas centralizan totalmente la 
adopción de decisiones económicas y la propiedad, muchas de 
las funciones esenciales características de los estados en los 
diversos sistemas político-económicos resultan 
fundamentalmente distintas en el comunismo. Los impuestos 
adoptan una forma indirecta a través de unos precios y salarios 
fijos; cualquier beneficio producido por un trabajador o una 
empresa va a parar al estado para destinarlo a gastos públicos. 
El estado también asigna el trabajo; en otras palabras, es el 
estado el que decide quién trabajará y dónde. Se elimina la 
competencia, y, aunque hay regulaciones, estas pueden ser 
mucho más débiles en la medida en que el estado termina por 
autorregularse. Los gastos sociales son cuantiosos: todos los 
servicios básicos, incluidas la atención sanitaria, la educación, 
las pensiones y hasta las actividades de ocio, son de titularidad 
pública, y es el estado el encargado de prestarlos. Por último, 
el comercio internacional se halla enormemente restringido: 
solo se permiten las importaciones que el estado considera 
necesarias en tanto afectan a bienes que no pueden producirse 
en el ámbito nacional. La capacidad y autonomía del estado 
son extremadamente altas, y este puede operar sin injerencias 
de los actores económicos públicos o privados*6, 


DESTACAMOSSistemas político-económicos 
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Como cabría esperar, los defensores de la propiedad privada 
y las fuerzas del mercado argumentan que a los estados con 
sistemas político-económicos comunistas les resulta imposible 
centralizar de manera eficaz todas las decisiones económicas 
que constituyen el producto normal de un mercado 
descentralizado. Además, poner todo el poder económico en 
manos del estado básicamente haría imposible la democracia. 
Si la gente no tiene derechos de propiedad, y si el estado toma 
todas las decisiones económicas, no hay separación entre lo 
público y lo privado, y los estados terminan controlando el 
destino de las personas: dónde viven y trabajan, cuánto ganan, 
qué pueden comprar... En respuesta, los comunistas dirían que 
lo que ellos ofrecen es una absoluta igualdad para todos: su 
sistema prioriza la igualdad por encima de la libertad 
individual, mientras que el liberalismo hace justo lo contrario. 
Y aunque dicho sistema pueda resultar ineficiente —podrían 
argumentar sus partidarios—, siempre es mejor desperdiciar 
recursos económicos en un intento de abastecer a todos que 
derrocharlos en lujos para un puñado de ricos, como ocurre en 
no pocas economías de mercado. 


Mercantilismo 


El último de los sistemas político-económicos que 
analizaremos, el mercantilismo, se aparta del debate en torno 
a la libertad y la igualdad que caracteriza al liberalismo, la 
socialdemocracia y el comunismo. Mientras que los tres 
sistemas que hemos estudiado hasta aquí hacen hincapié en 
una u otra combinación de libertad e igualdad, el 
mercantilismo se centra en las necesidades del estado. El poder 
económico nacional adquiere un papel primordial, al tiempo 


que la economia nacional se convierte en un instrumento para 
generar ese poder. Los estados mercantilistas se centran 
especialmente en su posición en el sistema internacional en 
tanto creen que la debilidad económica socava la soberanía 
nacional”, 

Aunque este sistema puede parecer un extraño caso atípico 
en el debate sobre el equilibrio apropiado entre libertad e 
igualdad, dado que no parece dar prioridad ni a una ni a otra, 
el mercantilismo es el más antiguo de los cuatro sistemas 
político-económicos que hemos examinado. Históricamente, la 
mayoría de los estados se han involucrado en prácticas 
mercantilistas. La formación de los imperios, en particular, fue 
una consecuencia del mercantilismo, una forma en que un 
estado podía utilizar su poder político para controlar los 
recursos y los mercados, además de deshacerse de sus rivales. 
La política adoptada por el Imperio británico en virtud de la 
cual sus colonias solo podían comerciar con la metrópolis 
constituye un buen ejemplo de práctica mercantilista. De 
hecho, el Reino Unido solo abrazó el liberalismo bastante 
después de que el mercantilismo hubiera contribuido a 
enriquecer al país. En fecha más reciente, el mercantilismo 
también se ha utilizado con grandes resultados en Asia. 

Una forma en la que los estados mercantilistas intentan 
maximizar su poder económico es mediante una política 
industrial activa. Los ministerios de economía tratan de 
orientar la economía del país hacia determinados sectores y 
alejarla de otros a través de políticas tales como los impuestos 
y los subsidios. En algunos casos pueden basarse en la 
propiedad pública total o parcial de determinadas industrias 
concretas (a veces denominadas paraestatales), intentando así 
crear o controlar empresas consideradas clave para la 
competitividad internacional. 

Otro método complementario es la aplicación de aranceles, 
barreras no arancelarias y otras regulaciones comerciales. En 
este caso la lógica subyacente es que los bienes extranjeros 
drenan la riqueza y promueven una mayor dependencia de las 
economías de otros países. La aplicación de barreras 
arancelarias gravosas constituye una forma habitual de 


proteger y fomentar la industria nacional. Asi, por ejemplo, 
tras la Segunda Guerra Mundial el gobierno japonés puso en 
manos de su Ministerio de Industria y Comercio Internacional 
la tarea de orientar la economia hacia la exportación de 
productos como la electrónica y los automóviles. Las altas 
barreras arancelarias mantuvieron a raya a la competencia 
extranjera, a la vez que se otorgaron subvenciones a 
determinados sectores industriales, como la producción de 
semiconductores. También Corea del Sur y Brasil aplicaron una 
serie de políticas similares. 

En su énfasis en el poder estatal, habitualmente el 
mercantilismo no da prioridad a los gastos sociales como hace 
la socialdemocracia. Las prestaciones asistenciales tienden a 
ser mucho menores. De hecho, esta política tiene su lógica: un 
bajo nivel de prestaciones puede fomentar un mayor ahorro 
público, lo que a su vez posibilita que el estado o las empresas 
puedan tomar más dinero prestado. También es probable que 
esos reducidos niveles de gasto se traduzcan en menores 
impuestos. En los sistemas político-económicos mercantilistas 
la capacidad y la autonomía del estado tienden a ser mayores, 
aunque sigue habiendo mercados y propiedad privada. Esto 
explica por qué actualmente muchos utilizan la expresión —un 
tanto difusa— «capitalismo de estado» para referirse a los 
sistemas mercantilistas. 


DESTACAMOS ¿Cómo aspiran los estados mercantilistas a 
obtener poder económico? 


*Orientando la economia hacia ciertos sectores y alejándola de 
otros mediante el uso de subvenciones e impuestos. 

«Mediante la propiedad pública total o parcial de industrias 
consideradas clave (paraestatales). 

Haciendo un uso intenso de los aranceles, las barreras no 
arancelarias y otras regulaciones. 

«Limitando los gastos sociales y manteniendo los impuestos en un 
nivel mínimo. 

«Mediante la fijación de bajos tipos de interés por parte del 
banco central para fomentar el crédito y la inversión. 


Los defensores del mercantilismo destacan su capacidad de 
orientar la economia hacia determinadas áreas de desarrollo 
industrial y competitividad internacional que el mercado por sí 
solo podría dejar desatendidas. En el caso de los países en 
desarrollo esta orientación resulta especialmente atractiva, y es 
habitual citar a Japón y Corea del Sur como ejemplos de los 
puntos fuertes del mercantilismo. Por su parte, quienes critican 
este sistema señalan que, como ocurre en el comunismo, los 
estados no están capacitados para decidir la trayectoria 
industrial de un país, y el resultado suele ser la existencia de 
industrias ineficientes que solo sobreviven porque están 
protegidas frente a la competencia externa. Además, la 
estrecha relación entre la propiedad privada y el estado es un 
terreno abonado para la corrupción, que a su vez puede 
socavar el desarrollo. Aunque en el pasado el mercantilismo 
solía asociarse a regímenes no democráticos e incluso fascistas, 
Corea del Sur y el Japón de la posguerra son países cuyo 
mercantilismo no ha excluido la democracia. Las recientes 
dificultades globales han hecho que hoy el mercantilismo 
resulte más atractivo para algunos ciudadanos. Por ejemplo, en 
opinión de muchos, las políticas económicas del presidente 
estadounidense Donald Trump —que incrementó las barreras 
arancelarias y otras restricciones comerciales— marcaron un 
distanciamiento de la tradicional política liberal de Estados 
Unidos para aproximarse a planteamientos mas 
mercantilistas*8, 


Los sistemas político-económicos y el estado: comparación de 
resultados 


Tras haber examinado los diversos sistemas político- 
económicos vigentes en el mundo y las diferentes formas en 
que estos abordan sus funciones, a continuación debemos 
estudiar el modo de comparar dichos sistemas. Para ello 
podemos utilizar varios indicadores; estos no constituyen en 
absoluto la única manera de hacer comparaciones y sacar 
conclusiones, pero sí son herramientas útiles para reflexionar 
sobre las diferencias reales e ideales entre los diversos 


resultados económicos. 


Medicion de la riqueza 


Un criterio básico de comparación es el nivel de desarrollo 
económico de un país. La herramienta más común que 
emplean los economistas para medir el desarrollo económico 
es el producto interior bruto, o PIB, que ya hemos definido 
antes como el valor total de mercado del conjunto de bienes y 
servicios producidos en un determinado país en el período de 
un año. Aunque el PIB proporciona un marco de referencia 
básico para determinar la renta per cápita media de un país, 
las estadísticas relacionadas con este indicador pueden resultar 
bastante engañosas. Para empezar, los datos del PIB no son un 
reflejo de la renta personal, dado que entre otras cosas 
incluyen también gastos públicos, como, por ejemplo, los 
destinados a paliar las consecuencias de los desastres naturales. 
Además, tampoco asignan valor alguno a aspectos como el ocio 
o la innovación. 

Otro problema es cómo comparar esta riqueza a lo largo del 
espacio y el tiempo. Como todos sabemos, con una 
determinada cantidad de dinero se pueden comprar más cosas 
en ciertas partes de un país que en otras. Por ejemplo, un 
salario de 50.000 dólares al año dará mucho más de sí en una 
pequeña ciudad de la Norteamérica rural que en Nueva York, 
donde, según algunas estimaciones, el coste de la vida puede 
llegar a ser el doble que en otras ciudades estadounidenses. El 
mismo problema surge cuando hacemos comparaciones entre 
diversos países: puede que en términos absolutos una persona 
gane mucho más en un determinado país que en otro, pero 
esas cifras brutas no tienen en cuenta el coste relativo de la 
vida en esos países. Además, en la medida en que los tipos de 
cambio entre las diversas monedas nacionales suben o bajan, 
los países pueden parecer más ricos o más pobres de lo que 
realmente son. 

Para salvar estas dificultades, los economistas suelen 
calcular los datos del PIB nacional basándose en lo que se 
conoce como paridad del poder adquisitivo. La paridad del 


poder adquisitivo (PPA) tiene por objetivo estimar la 
capacidad de compra de la renta en cada pais comparando 
gastos similares —como los destinados a alimentos y vivienda 
— y empleando los precios de Estados Unidos como referencia. 
Cuando se tienen en cuenta estos datos las rentas comparadas 
cambian drásticamente, tal como puede verse en la tabla 4.1. 
Por ejemplo, si prescindimos de la PPA, la renta nacional de 
Suecia es muy superior a la de Alemania; pero cuando se tiene 
en cuenta el coste de la vida en cada país, incorporando la 
PPA, sus economías resultan tener un tamaño similar. 
Asimismo, cuando se tiene en cuenta la PPA, las rentas de los 
países más pobres, como China y la India, aumentan de 
manera espectacular. 

Aunque el PIB puede ser una forma útil de medir la riqueza, 
también tiene sus limitaciones. Un problema importante es que 
no logra reflejar en gran medida cuestiones que afectan a la 
calidad de vida de un país, como los niveles de delincuencia, 
las tasas de mortalidad o la salud del medio ambiente. Otros 
componentes del PIB proporcionados por el estado, como la 
atención sanitaria o la educación, resultan difíciles de medir, y, 
debido a ello, los países socialdemócratas, cuyas economías se 
devalúan sobremanera al incorporar la PPA, parecerían mucho 
más ricos si se tuvieran en cuenta esos bienes públicos. En 
consecuencia, muchos economistas proponen que se revise el 
PIB —cuando no que se descarte por completo— y se 
reemplace por alguna otra forma de medición*?. Hasta que eso 
suceda, disponemos de otras formas de determinar los 
resultados de los diferentes sistemas político-económicos. 


Medición de la desigualdad y la pobreza 


Probablemente el aspecto más problemático del PIB sea que 
estos datos no nos dicen cómo se distribuye la riqueza entre 
una determinada población. Un modo de solventar este 
problema es utilizar el índice de Gini, una fórmula 
matemática que cuantifica la desigualdad económica en una 
sociedad dada. A la igualdad absoluta se le asigna un valor de 
0, mientras que a la desigualdad absoluta le corresponde un 


valor de 100. Asi pues, cuanto mayor es el indice de Gini, 
mayor es la desigualdad en una determinada economia. En la 
tabla 4.1 se muestran algunos coeficientes de Gini 
relativamente recientes. Si observamos estos pocos casos, 
vemos que no existe una correlación intrínseca entre riqueza y 
desigualdad; es decir, que el hecho de tener más riqueza no 
hace automáticamente que un país sea más o menos 
igualitario. En cambio, sí importa el sistema político- 
económico vigente en un determinado país. Los países 
socialdemócratas tienden a presentar índices de Gini más 
bajos, lo cual no resulta sorprendente dado su énfasis en la 
igualdad. Los sistemas político-económicos liberales son más 
desiguales, pero los niveles de disparidad de renta varían 
sobremanera entre ellos, desde Canadá (con 32 puntos en 
2013) hasta Estados Unidos (con 41 puntos en el mismo año). 
Los países mercantilistas y poscomunistas muestran un abanico 
similar. 


Tabla 4. 1 Tamaño económico y distribución de la riqueza 


ÍndriBReÉBipitaño 


ELAMIS Unidos 


Fuentes: Banco Mundial, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), CIA World Factbook, Branko Milanović. 


Los paises mas desiguales del mundo son muy pobres. Sin 
embargo, desigualdad no es lo mismo que pobreza. La pobreza 
tiende a medirse en términos de riqueza absoluta. Las 
organizaciones como el Banco Mundial establecen umbrales de 
referencia para evaluar las tasas de pobreza a nivel mundial; 
por regla general, menos de dos dólares diarios por persona. En 
cambio, la desigualdad es un indicador de la riqueza relativa. 
Así pues, una sociedad en su conjunto puede enriquecerse 
materialmente y al mismo tiempo hacerse más desigual. Desde 
la década de 1990, Australia se ha hecho más rica e igualitaria, 
mientras que Sudáfrica se ha hecho más rica y desigual. 

¿Cuáles son las tendencias a escala mundial en cuanto a 
pobreza y desigualdad? En primer lugar, la gente en general se 
ha hecho más rica. Quizá contrariamente a las expectativas, la 
pobreza extrema se ha reducido drásticamente. En 1981 más 
del 40 % de la población mundial vivía con menos de dos 
dólares diarios; en 2012 esa cifra era del 13 %. Esta mejora se 
ha visto impulsada por el crecimiento económico de Asia, que 
a su vez ha llevado a una reducción de la desigualdad entre 
países como China y Estados Unidos en la medida en que el 
primero ha incrementado su riqueza. Por otra parte, este 
desarrollo económico ha ido de la mano de una mayor 
desigualdad en muchos de esos mismos países, como China y la 
India. Este resultado no es contradictorio: es habitual que un 
país experimente un aumento del nivel de vida en términos 
generales mientras que, al mismo tiempo, los más ricos 
incrementan su riqueza más deprisa que los más pobres. Esto 
nos lleva a nuestra tercera observación, relativa a la 
desigualdad a escala planetaria. Se ha estimado que el índice 
de Gini para el conjunto del planeta —es decir, en relación con 
la desigualdad entre toda la población mundial, en lugar de 
solo entre los habitantes de un determinado país— es 
extremadamente alto: alrededor de 70. Sin embargo, es posible 
que disminuya en la medida en que se incrementa el desarrollo 
económico en todo el mundo. En suma, pues, las conclusiones 
que extraigamos sobre la desigualdad dependen de cómo 
comparemos los datos: ¿nos centramos en las desigualdades 
dentro de las naciones, o en la desigualdad entre toda la 


población mundial?50 Volveremos sobre ello dentro de un 
momento, cuando examinemos los cambios producidos en la 
riqueza global y sus implicaciones para los sistemas político- 
económicos en todo el mundo. 


El índice de desarrollo humano (IDH) 


Pobreza, desigualdad... ¿cómo podemos utilizar esta 
información si simplemente queremos saber si la situación de 
la gente mejora o no? Hay otro indicador que podría sernos 
útil. El índice de desarrollo humano (IDH), ideado por el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
no solo examina la cantidad total de riqueza de una sociedad y 
su distribución, sino que también otorga un peso similar a la 
renta, la salud (esperanza de vida) y la media de años de 
escolarización. Teniendo en cuenta estos datos, podemos 
dilucidar si la riqueza generada en un país se utiliza realmente 
de manera que proporcione un mínimo nivel de vida a toda su 
población a través de medios públicos o privados. El IDH 
clasifica a casi todos los países del mundo. En 2016, por 
ejemplo, Noruega ocupaba el primer puesto, mientras que la 
República Centroafricana ocupaba el último; en 2020 Noruega 
conservaba su lugar, mientras que Nigeria había pasado a la 
última posición. 

El IDH revela que existe una estrecha correlación entre el 
nivel de vida y el PIB de un país, tal como puede verse en la 
tabla 4.2. Asimismo, los países con mayor renta nacional 
también son los que presentan los niveles más altos de 
educación y esperanza de vida del mundo. Curiosamente, entre 
los veinte países mejor clasificados en el índice encontramos 
sistemas socialdemócratas como Suecia junto a países más 
liberales como Estados Unidos y Canadá, y otros más 
mercantilistas como Japón y Corea del Sur. Pero estos 
resultados no son tan claros si diferenciamos los componentes 
de renta, educación y salud. 

En la tabla 4.2 se evalúa cada uno de estos indicadores por 
separado, lo que se traduce en clasificaciones muy distintas. 
Estados Unidos obtiene buenos resultados en educación y 


renta, pero su esperanza de vida es muy inferior a la de otros 
países ricos. Francia ocupa una buena posición en cuanto a 
esperanza de vida, pero, en cambio, sale peor parada en 
materia de educación en relación con su IDH general. Por 
último, podemos añadir otra importante variable medida por la 
ONU, pero que no se incluye en el IDH: la igualdad de género. 
Si observamos todos los indicadores pertinentes (mortalidad 
materna, educación femenina, tasas de fertilidad, participación 
en la población activa y proporción de escaños en las 
asambleas legislativas), nuestra clasificación resulta de nuevo 
bastante distinta. Estados Unidos, el Reino Unido y Canadá 
salen mal parados en esta materia en relación con su IDH, 
mientras que las socialdemocracias, en cambio, muestran un 
mayor compromiso con la igualdad de género. Por otra parte, 
el compromiso de la China comunista con la igualdad en 
general también se refleja en su elevada clasificación en 
materia de igualdad de género en relación con su IDH®5!. 


Tabla 4.2Medición de la riqueza, la igualdad y la prosperidad 
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Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), http:// 
hdr.undp.org/en/data (consultado el 28 de julio de 2017). 


DESTACAMOSMedición de la riqueza 
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La felicidad 


Dada la naturaleza más bien técnica que ha revestido hasta el 
momento nuestro análisis, puede parecer extraño hablar de la 
felicidad como un indicador que podemos usar para comparar 
sistemas político-económicos. Pero si se piensa bien, y aunque 
pueda resultar difícil de definir, la felicidad desempeña un 
papel esencial en la actividad humana. Es el resultado de la 
interacción entre libertad e igualdad. Un argumento común 
que esgrimen desde los filósofos hasta los psicólogos 
evolucionistas es que la búsqueda de la felicidad personal se 
cuenta entre las principales motivaciones que impulsan el 
comportamiento humano. De ser así, la felicidad puede resultar 
un provechoso indicador del desarrollo político-económico, y, 
de hecho, últimamente los científicos sociales le prestan mayor 
atención. 

En el nivel más básico, podemos observar que los países más 
ricos generalmente son más felices que los más pobres. Este es 
un supuesto lógico, dado que las personas que viven en 
condiciones de pobreza extrema tienen poca seguridad y pocos 
recursos para progresar en su vida. Sin embargo, más allá de 
este nivel de pobreza sigue vigente el viejo debate en torno a 
las causas y los niveles de felicidad en todo el mundo. Este 
debate puede plantearse en términos de felicidad absoluta 
versus felicidad relativa. Por ejemplo, en el caso de la pobreza 
extrema podemos concebir la felicidad como un bien absoluto 
y apenas desligado del concepto de seguridad: tener suficiente 
dinero para comer de manera regular es muy probable que 
aumente la felicidad. Sin embargo, muchos psicólogos han 
argumentado que, una vez cubiertas las necesidades humanas 


basicas, la mayor parte de la felicidad no es ni constante ni 
absoluta. De manera similar, y de acuerdo con la llamada 
«paradoja de Easterlin» —concebida por el sociólogo Richard 
A. Easterlin—, cuando el nivel de vida supera un cierto umbral 
(pongamos por caso un PIB per cápita de 10.000-15.000 
dólares) la felicidad se estanca. Pasado ese umbral —se afirma 
—, la renta relativa de las personas (es decir, nuestra riqueza 
en relación con la de quienes nos rodean) se convierte en un 
indicador de felicidad mucho más fiable que el nivel de vida en 
sí52, 

Sin embargo, no todos los estudiosos están de acuerdo en 
que el nivel de felicidad de la gente depende de su riqueza 
relativa. Si bien es cierto que el crecimiento económico puede 
generar mayores «dividendos de felicidad» en los países pobres, 
algunos estudios indican que los países más ricos también 
siguen experimentando un modesto incremento de la felicidad. 
Pero ¿la felicidad de un país viene determinada únicamente 
por su nivel general de desarrollo? 

Si examinamos la tabla 4.3, en la que se calcula la felicidad 
en función de las emociones positivas y la satisfacción con la 
vida, observamos algunas variaciones interesantes. Para 
empezar, la riqueza no es un elemento necesario de la 
felicidad. Es cierto que los países más infelices del mundo son 
también los más extremadamente pobres y que la mayoría de 
los países más felices del mundo son asimismo estados ricos. 
Pero existen importantes excepciones. México, Costa Rica, 
Argentina y Brasil se cuentan entre los 25 países más felices. 
Todos ellos son países con modestos niveles de desarrollo 
(menos de 15.000 dólares de PIB per cápita en PPA) y un alto 
grado de desigualdad económica. Si algo tienen en común son 
algunos rasgos culturales y su proximidad geográfica. En 
contraste, los países poscomunistas tienen niveles de felicidad 
mucho más reducidos, y algunos de ellos se sitúan mucho más 
abajo en la lista que otros países muy pobres: por ejemplo, los 
búlgaros son menos felices que los egipcios, aunque el PIB per 
cápita en PPA de los primeros es el doble del de estos últimos. 
Los países de Asia Oriental, como Japón y Corea del Sur, son 
menos felices de lo que cabría esperar si suponemos que el PIB 


o el IDH son los indicadores de felicidad mas fiables. Otros 
factores, como la corrupción, el apoyo social o la libertad 
individual, explican en cierta medida tales diferencias, pero no 
resuelven por completo el rompecabezas. Es importante 
considerar este encaje imperfecto entre riqueza, desigualdad y 
felicidad junto con la paradoja de Easterlin. La pobreza 
extrema engendra desdicha, y muchos paises ricos son felices; 
pero los niveles de riqueza, desigualdad y desarrollo no se 
correlacionan con la felicidad de una forma tan clara como 
cabría esperar°3. 


Tabla 4.3Medicion de la felicidad (2014-2016) 
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Fuente: ONU, World Happiness Report, 2017. Las puntuaciones regionales están 
ponderadas en función de su población. 


¿Auge y decadencia del liberalismo? 


En este capítulo hemos  abarcado mucho terreno. 
Empezábamos por exponer las posibles variaciones en las 
relaciones entre la propiedad, los mercados, el estado y los 


sistemas político-económicos, y a partir de ahi hemos 
presentado algunas herramientas distintas que nos permiten 
hacer comparaciones, como el PIB, el índice de Gini, el indice 
de desarrollo humano y las mediciones de la felicidad. En ese 
análisis hemos vislumbrado algunos indicios de cambio en el 
sistema internacional, pero no hemos abordado ese cambio de 
manera directa. ¿Hacia dónde podría decirse que nos 
dirigimos? 

Durante al menos un siglo, nuestros cuatro grandes modelos 
de economía política han rivalizado entre sí a la hora de tratar 
de establecer la relación ideal entre libertad e igualdad. En los 
albores del capitalismo moderno, el mercantilismo fue una 
fuerza dominante que tuvo un papel esencial en la 
consolidación de imperios e industrias. Al mismo tiempo 
empezó a surgir el liberalismo como un desafío al 
mercantilismo, especialmente en el Reino Unido y sus antiguas 
colonias. Pero a comienzos del siglo xx el liberalismo se vio 
amenazado a su vez por los regímenes fascistas y comunistas. 
Muchos creyeron que dichos regímenes, acompañados de 
estados poderosos, eran superiores a un liberalismo que ahora 
flaqueaba en el contexto de una depresión global. Aun cuando 
el fascismo fue derrotado, el comunismo siguió extendiéndose 
por todo el mundo, la socialdemocracia pasó a definir una gran 
parte de Europa y el mercantilismo atrajo nuevos adeptos en 
muchos países menos desarrollados. 

Sin embargo, en estos primeros años del siglo xxI el mundo 
es un lugar bastante distinto. El comunismo existe en muy 
pocos países e incluso en lugares como China hoy en día son 
las fuerzas del mercado las que impulsan la economía, un tema 
que examinaremos en el capítulo 9. En los últimos veinte años 
el mercantilismo también se ha visto reducido o desmantelado 
en muchos países en desarrollo, una tendencia que 
analizaremos en el capítulo 10. Asimismo, en las dos últimas 
décadas la socialdemocracia y el liberalismo han dado la 
impresión de ser los únicos sistemas político-económicos 
viables; pero incluso los países que se rigen por estos sistemas 
han experimentado una creciente liberalización económica, 
traducida en reducciones de impuestos, una menor regulación, 


la privatización de empresas y bienes públicos, y la ampliación 
de los derechos de propiedad. 

En la tabla 4.4 se comparan los niveles de cambio 
económico producido en todo el mundo que resultan 
congruentes con el liberalismo económico, teniendo en cuenta 
factores como el gasto público, el control de precios, los 
impuestos, los derechos de propiedad individual y el comercio. 
Los cambios producidos en tales ámbitos que limitan el poder 
del estado sobre la propiedad privada y las fuerzas del 
mercado integran lo que definimos como liberalización 
económica. Las calificaciones de la tabla corresponden a una 
escala de 10 puntos, donde el 10 representa el extremo más 
liberal y el 1 el menos liberal. El estudio del que procede la 
tabla concluye que desde 1980 la liberalización económica ha 
aumentado en todo el mundo, en algunos casos de manera 
drastica>“. 

Entonces ¿podemos decir que este es el siglo del 
liberalismo? Conviene hacer algunas matizaciones. Para 
empezar, pese a la creciente liberalización de muchos sistemas 
económicos, la mayoría de las democracias industrializadas 
todavía sostienen generosos gastos sociales que a menudo se 
juzgan contrarios al liberalismo. Estados Unidos es un caso 
bastante atípico, aunque de hecho cabría argumentar que 
incluso este país cuenta con un amplio estado de bienestar, 
aunque «oculto» en su complicada trama de impuestos y 
exenciones fiscales. En segundo término, pese al incremento de 
la liberalización, esta evolución se produjo casi íntegramente 
entre 1980 y 2005. Desde entonces ha habido pocos cambios 
en los niveles globales, y en varios casos importantes han 
aumentado las regulaciones y restricciones al comercio. 


Tabla 4.4Niveles de liberalización económica (2000-2014) 
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Nota: 10 = máxima liberalización. 


Fuente: Instituto Fraser. 


En tercer lugar —y lo que resulta más importante—, en los 
países más ricos en particular hemos presenciado una creciente 
resistencia al liberalismo, que ha alcanzado una intensidad que 
probablemente no se veía desde la década de 1930. La causa 
inmediata es la contracción económica de la última década, 
pero durante al menos dos decenios se han estado produciendo 
transformaciones de mayor envergadura en la riqueza mundial, 
impulsadas por la globalización y el cambio tecnológico. Como 
muestra la figura 4.2, el desarrollo económico en todo el 
mundo ha cambiado drásticamente, afectado por el auge de la 
globalización. Las nuevas oportunidades económicas surgidas 
en Asia se han traducido en un asombroso crecimiento 
económico que ha reducido la pobreza y creado una enorme 
clase media en esta parte del mundo. También ha habido una 
élite global mucho más pequeña que se ha beneficiado 
igualmente de la globalización económica, de manera que 
ahora el 40 % de la riqueza mundial está en manos de menos 
del 1 % de la población del planeta. Estos dos hechos han 
venido a socavar a la clase media en muchos de los países más 
ricos, al tiempo que, por regla general, los más pobres apenas 
se han beneficiado de ello. Esto representa una amenaza muy 


real para el liberalismo: para muchos, la receta tradicional 
basada en un estado reducido, libre comercio y regulaciones e 
impuestos bajos ya no resulta convincente. Como resultado, 
tanto en Europa como en Estados Unidos hemos visto surgir 
politicos y partidos que se oponen al libre comercio y a otros 
aspectos de la globalización. En algunos casos esta postura se 
basa en el iliberalismo y el autoritarismo, conceptos que 
examinaremos en el próximo capítulo. Sin embargo, puede que 
estas críticas al liberalismo tengan dificultades para ofrecer 
alternativas, dado que muchos países simplemente no pueden 
permitirse mantener los gastos sociales de los que disfrutaban. 
Por otra parte, no es posible revertir los cambios tecnológicos, 
como la informática, Internet y la producción automatizada, 
que han eliminado por completo muchos puestos de trabajo. 
Pero aunque las críticas al liberalismo no logren articular una 
alternativa viable, puede que sigamos presenciando un 
constante debilitamiento de esta ideología y de sus 
instituciones político-económicas, con enormes repercusiones 
para el capitalismo y la democracia en todo el mundo. En los 
próximos capítulos examinaremos este tema con mayor detalle. 


Figura 4.2Ganadores y perdedores en la economía global 


En este gráfico, el eje vertical representa el incremento de los ingresos, mientras que el horizontal representa 
dónde se sitúan los diversos sectores de la población en relación con la renta global. Por ejemplo, entre 1988 y 
2008 las personas situadas aproximadamente a medio camino entre las más ricas y las más pobres del mundo 
vieron crecer sus ingresos hasta un 80 %; en ese mismo periodo, las situadas en la franja inferior de la renta 
global apenas experimentaron crecimiento, mientras que las situadas en la franja superior tuvieron un crecimien- 
to del 60 %. La clase media del mundo desarrollado, considerada rica en comparación con sus equivalentes en el 
resto del mundo, ha experimentado una disminución en sus ingresos a lo largo del tiempo. 
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Fuente: Branko Milanovié, Banco Mundial. 


Figura 4.2: Branko Milanovic, economista principal del Departamento de 
Investigacion del Banco Mundial, «National and Global Inequality in the Age of 
Globalization, 1988-2008»; anotaciones de James Plunkett. Reproducido con 
permiso. 


En resumen: ¿Una nueva era económica? 


Como hemos visto, los estados desempeñan un importante 
papel tanto en las economías nacionales como internacionales. 
Deben gestionar los mercados y la propiedad con miras a 
generar riqueza social y rentas públicas para poder financiar 
las funciones políticas básicas. No es tarea fácil, ya que afecta 
al corazón de la libertad y la igualdad: ¿cómo deben 
conciliarse libertad e igualdad mediante la política económica, 
y qué combinación de ambas creará la mayor riqueza? Los 
diferentes sistemas político-económicos dan respuestas muy 
distintas a estas cuestiones. El liberalismo económico ha 
superado varios retos para emerger como sistema dominante 
en gran parte del mundo. Como veremos en los próximos 
capítulos, ese «triunfo» del liberalismo ha venido acompañado 
de una liberalización política, ya que muchos regímenes no 
democráticos de todo el mundo han dado paso a la 
democracia. 

Al mismo tiempo, en los últimos años se han planteado 
serias dudas sobre los límites del liberalismo en la medida en 
que diversos países han estado afrontando dificultades 
económicas constantes. Se avecinan grandes cambios en el 
horizonte, y dedicaremos buena parte de los próximos 
capítulos a tratar de vislumbrar mejor lo que nos aguarda. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Por qué han disminuido la pobreza y la desigualdad 
en Latinoamérica? 


Al principio de este capítulo examinábamos las vicisitudes 
económicas y políticas de Venezuela y el intento de Hugo Chávez 
de utilizar las rentas públicas y las derivadas de los recursos 
naturales con fines político-económicos concretos. Como 
señalábamos antes, parte del atractivo público de Chávez residía 
en su compromiso de abordar los problemas socioeconómicos de 
Venezuela. Desde la década de 1980, el PIB per cápita en PPA del 
país había ido disminuyendo de manera constante, y cuando llegó 
al poder, en 1999, había perdido una tercera parte de su valor. 
Pero este tipo de problemas no han sido exclusivos de Venezuela. 

Durante generaciones, Latinoamérica se ha caracterizado por 
un elevado nivel de pobreza, desigualdad e inestabilidad 
económica y política. ¿Por qué? Algunos sostienen que esta 
situación es el resultado de las formas concretas de colonialismo 
practicadas por España y Portugal, que crearon un sistema 
agrícola feudal que atrofió el desarrollo y el surgimiento de una 
clase media. Otros, especialmente marxistas, apuntan a 
acontecimientos más recientes, culpando a las desiguales 
relaciones económicas que rigieron a lo largo del siglo XX entre 
Latinoamérica, por una parte, y Estados Unidos y Europa, por otra 
(véase el capítulo 10). Los liberales, por su parte, han respondido 
criticando las ideas político-económicas marxistas y mercantilistas. 
Pero sea cual fuere la causa, el hecho es que las dificultades 
económicas resultantes parecían ser resistentes al cambio, 
mientras varios países de Asia, un continente mucho más pobre, 
lograban salir adelante. 

Sin embargo, a partir de la década de 1990 la pobreza empezó 
a disminuir con rapidez en toda la región, pasando de más del 40 
% en 1993 a menos del 25 % en 2013. Y, de manera no menos 
sorprendente, en ese mismo período la desigualdad también 
disminuyó: la media del índice de Gini descendió de 53 a 49, 
alcanzando su nivel más bajo desde la industrialización y 
marcando una tendencia opuesta a la que ha predominado en 
buena parte del resto del mundo. ¿Por qué se ha producido este 
drástico cambio? ¿Y por qué ahora? 

Algunos lo han atribuido a la liberalización económica, que se 


incrementó de manera espectacular en toda la región (Venezuela 
es una notoria excepción) y creó nuevas oportunidades de 
desarrollo económico al eliminar las barreras comerciales y los 
obstáculos a la creación de empleo. Otro factor ha sido el aumento 
de la globalización económica, en especial la creciente demanda 
mundial (especialmente por parte de China) de materias primas 
producidas en Latinoamérica como el cobre y el hierro. Sin 
embargo, aunque son importantes, estas dos hipótesis no explican 
por qué el crecimiento ha traído aparejada una disminución de la 
desigualdad. Como ha señalado el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, en Latinoamérica los indicadores de 
desarrollo han mostrado un comportamiento mejor del que cabría 
predecir en función de los niveles de crecimiento económico. 

Un factor adicional que podríamos estar pasando por alto es un 
elemento que resulta esencial en política comparada: el estado. 
Los marxistas consideraban que los estados latinoamericanos se 
hallaban bajo el control del capitalismo y el imperialismo 
estadounidense, abogando por una revolución según el modelo 
cubano como forma de obtener soberanía económica y política. 
Los mercantilistas creían que solo el desarrollo de las industrias 
nacionales, protegidas de la presión internacional, permitiría a su 
vez el desarrollo de la región (véase el capítulo 10). Por su parte, 
los liberales argumentaban que eran los estados latinoamericanos, 
hipertrofiados e ineficientes, los que constituían el principal 
obstáculo para el crecimiento económico. El debate se convirtió 
más en una polémica sobre si el estado era «bueno» o «malo» que 
en una discusión en torno a qué tipo de estado podría aliviar la 
miseria económica. 

En ese sentido, Latinoamérica ha sido pionera en la provisión 
de bienes públicos. Durante mucho tiempo el subcontinente ha 
adolecido de una red de seguridad social bastante débil, una 
condición que exacerba la pobreza y la desigualdad. Al mismo 
tiempo, la escasa capacidad del estado convertía en un auténtico 
reto el desarrollo de nuevas instituciones públicas destinadas a 
mejorar el bienestar social. Como resultado, varios países de 
Latinoamérica adoptaron lo que se conoce como programas de 
transferencias de dinero condicionadas. Se trata básicamente de 
pagos en efectivo realizados directamente a los pobres y sujetos al 
cumplimiento de determinados requisitos. Una de las condiciones 
más habituales de dichas transferencias de dinero es que las 
familias mantengan escolarizados a sus hijos en lugar de 
utilizarlos como mano de obra para complementar los ingresos 
familiares. Los pagos suelen ser de una cuantía relativamente 
reducida, pero, por otra parte, están muy extendidos: en Brasil y 


México se beneficia de estas transferencias alrededor de una 
cuarta parte de la población. El éxito de estos programas, a su vez, 
ha mejorado el nivel de educación en Latinoamérica en la medida 
en que se ha incrementado el nivel de escolarización, y ello se ha 
traducido en una población activa más cualificada. Actualmente 
las políticas socialdemócratas, acompañadas de la liberalización 
de la economía, se consideran un modelo a imitar en otras partes 
del mundo. Por el contrario, los sistemas que dependen 
mayoritariamente del poder del estado, como ocurre en 
Venezuela, o los sistemas que dependen en gran medida del libre 
mercado, pero en los que hay poca redistribución de la riqueza, 
como Chile, han tenido menos éxito a la hora de reducir la brecha 
entre ricos y pobres. 

Es fácil dejarse llevar por estos datos y dar por supuesto que las 
transferencias de dinero constituyen la solución milagrosa que 
puede resolver los problemas relativos a la desigualdad y la 
pobreza. En Latinoamérica las instituciones de bienestar social 
todavía son muy débiles. Mantener escolarizados a los niños es un 
logro importante, pero los sistemas educativos de la región, desde 
la educación primaria hasta la enseñanza superior, son deficientes. 
Esta cuestión adquirirá especial importancia en la medida en que 
el constante crecimiento económico de la región requiere mano de 
obra más cualificada. Los servicios básicos, como el acceso al agua 
potable, la electricidad y el saneamiento están distribuidos de 
manera desigual, lo que contribuye a generar problemas de salud 
pública. La continuidad del progreso requerirá desarrollar la 
capacidad del estado, lo cual, como señalábamos en el capítulo 2, 
no es tarea fácil. Es posible que la región esté chocando ya con 
esos obstáculos, dado que recientemente la reducción de la 
desigualdad —hasta entonces constante— se ha estancado, y 
existe la preocupación de que los marginados dejen de 
experimentar mejoras. Esto podría deberse muy bien al mismo 
tipo de retos económicos que afrontan los países más ricos en los 
ámbitos del empleo y los gastos sociales. Sin embargo, hemos 
encontrado una pieza importante en este rompecabezas: los 
problemas como la pobreza y la desigualdad no son meros 
problemas económicos que requieren soluciones económicas. El 
estado es una institución clave a la hora de crear y redistribuir la 
riqueza y la prosperidada. 


1.¿Cómo ha influido el estado en el crecimiento económico de 
Venezuela, y por qué se ha quedado atrás en relación con 
otros países latinoamericanos? 


2.¿Cree que las transferencias dinerarias directas, que son 
eficaces en algunos países, contribuirían a aliviar la pobreza 
en todas las situaciones? ¿Por qué, o por qué no? 


a. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe Regional 
sobre Desarrollo Humano para América Latina y el Caribe. Progreso 
multidimensional: bienestar más allá del ingreso, Nueva York, PNUD, 2016, https:// 
www.latinamerica.undp.org/content/rblac/en/home/library/human_development/ 
informe-regional-sobre-desarrollo-humano-para-america-latina-y-e (consultado el 
20 de marzo de 2021); véase también Banco Mundial, «A Slowdown in Social 
Gains», LAC Poverty and Inequality Monitoring, Washington, World Bank 
Group, 2016,  http://documents.worldbank.org/curated/en/2016/04/26211205/ 
slowdown-social-gains (consultado el 12 de julio de 2016). 


5.Los regimenes democraticos 


¿Qué hace que la democracia se desarrolle y prospere? 


¿Indonesia es una democracia? Esta no es una pregunta 
meramente académica, dado que se trata del cuarto país del 
mundo en población y el decimoquinto en tamaño. También es 
el mayor país musulmán del planeta. ¿Por qué Indonesia se 
alejó del autoritarismo? ¿Hasta qué punto se ha 
institucionalizado su democracia? ¿Qué retos afronta aún? Un 
vistazo a las elecciones presidenciales de 2014 nos 
proporcionará algo de contexto. 

Forjada por el imperialismo holandés, Indonesia obtuvo la 
independencia en 1945. Luego el país luchó para construir un 
sistema democrático, aunque tales intentos resultaron 
efímeros. En 1957, el presidente Sukarno desmanteló la 
democracia liberal en favor de un régimen autoritario. Primero 
Sukarno y después Suharto (que derrocó a Sukarno en 1966) 
presidirían Indonesia durante más de cuarenta años, tolerando 
apenas un mínimo de derechos o instituciones democráticas al 
tiempo que reinaban la corrupción y el nepotismo 
generalizados. Sin embargo, a finales de la década de 1990 
Asia se sumió en una crisis económica que devastó la economía 
de Indonesia, debilitó la legitimidad del régimen y generó 
protestas y llamamientos en favor de una mayor democracia en 
el país. En 1998 Suharto cedió el poder, lo que inició un 
período de cambios políticos conocido como Reformasi 
(«Reforma»). Este movimiento incluyó, entre otras cosas, la 
descentralización de poder a los gobiernos locales, la creación 
de un sólido tribunal constitucional y la celebración de 
elecciones abiertas. 

¿Ha tenido éxito la Reformasi? ¿Cómo podemos saber 


cuándo Indonesia, o cualquier pais, puede ser considerado una 
democracia? Las elecciones constituyen un indicador evidente. 
Las reformas constitucionales realizadas en Indonesia 
garantizaban la elección directa de los 560 escaños de su 
asamblea legislativa, y desde 1999 el país ha celebrado 
elecciones generales cada cinco años; también se han celebrado 
elecciones periódicas a más de 500 asambleas locales. 

Pero no bastan las elecciones para evaluar la democracia; de 
hecho, incluso pueden resultar bastante engañosas. Si 
ampliamos nuestro análisis, vemos que surgen algunos motivos 
de inquietud. En lo que respecta a los votantes, las elecciones 
indonesias se ven empañadas por la compra de votos y el 
fraude electoral, en sintonía con el alto nivel de corrupción 
generalizada que sigue afectando al país. Esta situación, a su 
vez, ha socavado la legitimidad de los principales partidos 
políticos. Dichos partidos no se definen claramente por sus 
diferencias ideológicas, sino más bien por su vinculación a 
ciertas familias poderosas o al régimen anterior. Esa falta de 
claridad ideológica hace que resulte difícil para la ciudadanía 
distinguir entre los partidos o hacerlos responsables de 
defender determinados valores políticos. La parte positiva es 
que estas frustraciones han contribuido a potenciar la sociedad 
civil; así, han surgido activistas que han impulsado diversas 
reformas orientadas a reducir la corrupción y aumentar la 
transparencia electoral. Las organizaciones cívicas suelen 
considerarse esenciales para fomentar la participación 
ciudadana, y a menudo es precisamente la ausencia de tales 
organizaciones la que socava las nuevas democracias. 

En términos generales, el hecho de tener un sistema de 
partidos débil junto con una sociedad civil fuerte genera una 
imagen bastante contradictoria del progreso democrático en 
Indonesia. Pero hay una tercera institución que resulta crucial 
para la institucionalización democrática del país. Como ocurre 
en Estados Unidos, en Indonesia el poder ejecutivo adopta la 
forma de un presidente elegido de forma directa con un límite 
de dos mandatos. Las primeras elecciones democráticas para 
ocupar el cargo se celebraron en 2004. El vencedor, Susilo 
Bambang Yudhoyono, un general retirado vinculado al 


régimen de Suharto, repitió su victoria electoral en 2009. De 
ahi que las elecciones presidenciales de 2014 se consideraran 
clave para alejar al pais de su pasado autoritario y reducir el 
papel tradicional de los militares en la politica. 

La contienda electoral de 2014 se redujo a una pugna entre 
dos candidatos muy distintos. Joko Widodo, un hombre de 
negocios de éxito y antiguo alcalde de la capital del pais, 
Yakarta, basó su campaña en la necesidad de reducir la 
pobreza y la corrupción, presentándose como un líder 
pragmático con amplia experiencia política. La campaña de 
Widodo contrastó marcadamente con la de su oponente, 
Prabowo Subianto. Este último, antiguo teniente general de las 
fuerzas armadas, había mandado las fuerzas involucradas en la 
violenta represión de las protestas contra Suharto en 1998. 
Mientras que Widodo hacía hincapié en su pragmatismo y en 
su historial de buen gobierno municipal, Subianto se 
presentaba como un líder carismático similar a un moderno 
Sukarno. Al inicio de la campaña, Subianto parecía estar lejos 
de poder alcanzar la presidencia. Pero luego fue ganando 
terreno, apoyándose en parte en un mensaje nacionalista y 
sectario destinado a las pequeñas comunidades cristiana e 
hindú. Al final, sin embargo, la estrategia no funcionó. En las 
elecciones, celebradas en julio, Widodo obtuvo el 53 % de los 
votos, con una extraordinaria participación electoral del 70 %. 

La elección de Widodo (que repetiría su victoria en 2019) 
marcó una clara ruptura con la era de Suharto y el arraigado 
papel de los militares en la política, aunque dejaba abiertas 
ciertas dudas sobre la institucionalización democrática de 
Indonesia a largo plazo. Desde entonces el gobierno no ha 
logrado ejercer un firme control sobre las fuerzas armadas, una 
situación que recuerda a nuestro análisis del caso de Pakistán 
en el capítulo 2. Además, la estructura jurídico-legal sigue 
siendo corrupta e ineficaz, y el presidente ha hecho pocos 
progresos en la consolidación del estado de derecho. 
Sorprendentemente, pese a las deficiencias jurídico-legales del 
país, el presidente Widodo ha levantado la moratoria sobre la 
pena de muerte, ha aprobado la ejecución de condenados por 
delitos de tráfico de drogas y ha propuesto ampliar aún más los 


supuestos de la pena capital. Indonesia ha avanzado mucho en 
la consolidación de sus instituciones democráticas, pero 
posiblemente este progreso en materia de participación y de 
competencia haya venido acompañado de un alarmante 
deterioro de las libertades civiles. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


«Definir la democracia y explicar sus componentes. 

*Comparar diversas explicaciones acerca de por qué en algunos casos ha 
surgido la democracia y en otros no. 

*Comparar las instituciones de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial 
en su estructuración y grado de poder. 

«Diferenciar entre democracias parlamentarias, presidenciales y 
semipresidenciales. 

*Evaluar las diferencias y los respectivos beneficios de los sistemas 
electorales basados en la mayoría relativa, la mayoría absoluta y la 
proporcionalidad. 


Durante la mayor parte de la historia de la humanidad, las 
sociedades no se han organizado de una manera que hoy 
consideraríamos democrática. Pero en los últimos dos siglos, la 
revolución, la guerra y la desaparición de otras ideologías 
rivales han allanado el camino a la democracia en todo el 
mundo. Desde la perspectiva de quienes ya viven en una 
sociedad democrática, la expansión de este sistema político 
puede parecer algo natural o inevitable. Pero ¿por qué la 
democracia habría de ser necesariamente una forma de 
gobierno atractiva o eficaz? ¿Cómo funciona realmente? ¿La 
democracia, por definición, concilia libertad e igualdad de un 
único modo, o permite diferentes combinaciones de ambas? 

En el presente capítulo abordaremos estas cuestiones a la 
vez que examinaremos los orígenes, las estructuras y los puntos 
fuertes y débiles de la democracia. Empezaremos por definir la 
democracia y rastrear sus orígenes. Luego estudiaremos las 
diversas instituciones que representan los «bienes» esenciales 
de la democracia: la participación, la competencia y las 
libertades. Como veremos, no existe una relación única entre 


estos tres elementos: las distintas democracias los construyen 
de manera diversa configurando la libertad, la igualdad y la 
sede del poder. Por último, al adentrarnos en el siguiente 
bloque de capítulos examinaremos algunos de los retos que 
afronta la democracia en todo el mundo. 


Definición de democracia 


Antes de seguir adelante, debemos precisar nuestra 
terminología. Para muchas personas, la palabra democracia 
tiene connotaciones intrínsecamente positivas: todo lo que es 
«democrático» es bueno, mientras que todo lo que es 
«antidemocrático» es malo. Obviamente, en realidad esto dista 
mucho de ser cierto: una universidad, pongamos por caso, no 
es una institución democrática, pero eso no significa 
necesariamente que sea deficiente. Sin embargo, debido al 
simbolismo del término, muchos individuos y organizaciones 
se autodefinen como democráticos, pero, por otra parte, 
definen la democracia de maneras muy distintas. Por ejemplo, 
en el capítulo 3 veíamos que para los comunistas la 
democracia implica igualdad colectiva y ausencia de libertad 
individual. Así, países como China se describen a sí mismos 
como «auténticas» democracias, que para ellos se caracterizan, 
entre otras cosas, por rasgos como el pleno empleo, la 
educación universal y la eliminación de las clases económicas. 
Para estas sociedades, la democracia estadounidense y europea 
es poco más que la lucha entre los miembros de un pequeño 
grupo de élite. Lógicamente, para los países capitalistas, los 
sistemas comunistas, con su control unipartidista y su ausencia 
de libertades civiles, son cualquier cosa menos democráticos. 
Como puede ver el lector, cada bando utiliza diferentes 
criterios para definir la democracia. 

¿Cómo podemos hacer comparaciones, entonces, si la 
democracia depende de la mirada del observador? Una forma 
de hacerlo es volviendo al origen etimológico de la palabra. 
Democracia proviene del griego demos, que puede traducirse 
como «la gente corriente» o «el pueblo», y kratía, que significa 
«dominio» o «poder». A partir de aquí podemos definir la 


democracia en su forma mas fundamental como un sistema en 
el que el poder politico reside en el pueblo. Este, a su vez, 
puede ejercer ese poder de manera directa o indirecta. Y el 
ejercicio del poder suele adoptar tres formas: la participación, 
a través de medios como los referendos y elecciones; la 
competencia, como la que se da entre los partidos políticos, y 
las libertades, como la libertad de expresión o la libertad de 
reunión. Así pues, la democracia puede definirse plenamente 
como el poder político ejercido de manera directa o indirecta 
por el pueblo mediante la participación, la competencia y las 
libertades. 

Esta definición es subjetiva: prioriza claramente la libertad 
individual y se halla en sintonía con la ideología del 
liberalismo. De hecho, muchos politólogos utilizan otro 
término más concreto, democracia liberal, para indicar que se 
refieren específicamente a un sistema político que promueve la 
participación, la competencia y las libertades. Las democracias 
liberales hunden sus raíces en la ideología del liberalismo y su 
énfasis en los derechos y libertades individualesó5. Pero la 
democracia liberal no se encuentra únicamente allí donde 
predominan una ideología liberal y un sistema político- 
económico liberal. Muchas democracias liberales tienen 
sistemas político-económicos socialdemócratas, que, como 
hemos visto, dan prioridad al bienestar colectivo por encima 
de los derechos individuales y, por lo tanto, reducen la libertad 
individual en favor de una mayor igualdad. Aun así, las 
socialdemocracias siguen respetando los principios 
democráticos liberales básicos de participación, competencia y 
libertades. También las economías políticas mercantilistas 
asignan un importante papel al estado, lo que implica una 
menor libertad personal, pero eso no ha impedido que países 
como la India, Japón, Taiwán y Corea del Sur desarrollen 
instituciones democráticas liberales. En todos esos casos 
prevalecen los derechos básicos de participación, competencia 
y libertades, aunque en diferentes grados. Esta variación, a su 
vez, afecta al nivel de autonomía y capacidad del estado. 

Por último, es importante recordar lo que aquí no se dice 
sobre la democracia: en el presente volumen no se afirma que 


un tipo concreto de democracia sea la mejor forma de 
organizar la vida politica. Unicamente se presenta la 
democracia como un sistema concreto de instituciones que se 
ha desarrollado a partir del pensamiento liberal y a lo largo del 
tiempo. Pero cada cual debe decidir si los objetivos concretos 
consagrados en la democracia liberal son los mas importantes 
para él, y si la sociedad sale o no más beneficiada cuando se 
organiza de ese modo. 


Orígenes de la democracia 


Ahora conocemos los elementos básicos de la democracia, pero 
esto todavía no explica por qué surgió ni de dónde viene. En 
muchas sociedades de todo el mundo pueden encontrarse 
algunos elementos de participación democrática cuyo origen se 
remonta a hace miles de años, pero las instituciones y prácticas 
democráticas liberales tienen sus raíces en la Grecia y la Roma 
antiguas, donde cada uno de estos países contribuyó de 
diferentes formas a la democracia moderna. 

La democracia ateniense, como otras democracias de la 
antigua Grecia, revisten una especial importancia porque en 
ella se fundamenta el concepto de participación pública. La 
antigua democracia griega, habitualmente instaurada en 
pequeñas comunidades, permitía a la ciudadanía (excluyendo a 
las mujeres, los niños, los extranjeros y los esclavos) participar 
directamente en los asuntos públicos, eligiendo qué políticas se 
implementaban y adoptando decisiones de gobierno. En ese 
sentido puede decirse que el pueblo era el estado*€. En cambio, 
el Imperio romano planteó el concepto de republicanismo, 
que hacía hincapié en la separación de poderes en el estado y 
en la representación de la ciudadanía a través de cargos electos 
(en contraposición a los poderes ilimitados de una monarquía 
o a la participación directa del pueblo). Así, mientras Grecia 
nos aporta la noción de soberanía popular, debemos a Roma la 
invención de los cuerpos legislativos como el Senado. En sus 
formas más tempranas, ni la democracia griega ni el 
republicanismo romano se definirían como democracias 
liberales según los estándares actuales: ambos enfatizaban 


ciertos elementos democraticos, pero a la vez los restringian en 
aspectos fundamentales. Pero a medida que los derechos e 
instituciones politicas se han expandido a lo largo de los siglos, 
el republicanismo y la democracia —las ideas y prácticas 
romanas y griegas— se han ido entrelazando cada vez más 
hasta producir el moderno régimen democrático liberal que 
hoy conocemos. 

Lo que hemos expuesto hasta ahora podría llevarnos a 
concluir que la evolución de la democracia siguió una larga e 
ininterrumpida línea que va desde Grecia hasta la actualidad. 
Pero no ocurrió así. El republicanismo romano era bastante 
distinto de la democracia participativa griega, y con el tiempo 
ambos se desmoronaron. Sin embargo, las instituciones y 
prácticas democráticas fueron resurgiendo poco a poco, 
especialmente en la Inglaterra del siglo xm. En aquella época 
los nobles ingleses obligaron al rey Juan a firmar la Carta 
Magna, un documento que restringía los derechos del monarca 
y sentaba las bases de una temprana forma de asamblea 
legislativa, como hemos visto, un elemento clave del 
republicanismo. Además, la Carta Magna declaraba que todos 
los hombres libres (por entonces solo los miembros varones de 
la aristocracia) tenían derecho a gozar de las debidas garantías 
procesales ante la ley, una declaración que sentaría las bases 
del moderno concepto de libertad. Decía la Carta Magna: 


Ningún hombre libre podrá ser apresado, encarcelado... o destruido de 
cualquier forma... excepto en virtud del juicio legal de sus pares o de la 
ley del reino. A nadie venderemos, negaremos ni retrasaremos su derecho 
O justicia. 


Aunque la Carta Magna era un documento limitado en sus 
objetivos y su vigencia, planteaba la idea de que ningún 
individuo, ni siquiera el rey, estaba por encima de la ley. Esta 
idea prosperó en Inglaterra a lo largo de los siglos a medida 
que se expandían las prácticas democráticas y se concedían 
derechos políticos a una proporción cada vez mayor de la 
ciudadanía. El surgimiento de la democracia en Inglaterra fue, 
pues, un proceso gradual, que se desarrolló a lo largo de los 
siglos. 


Pero ¿tenía Inglaterra algo especial que posibilitó que la 
democracia floreciera alli antes que en otros lugares? Como 
señalábamos en el capitulo 2, los estados europeos emergieron 
a partir de varios siglos de conflicto en los que una serie de 
caudillos militares rivales fueron concentrando poco a poco sus 
posesiones al tiempo que extendían su poder. Por diversas 
razones, en Inglaterra ni el estado ni la élite feudal pudieron 
imponerse el uno al otro, lo que llevó a un relativo equilibrio 
de poder. Es probable que dicho equilibrio se viera facilitado 
además por los beneficios defensivos que proporcionaba el 
hecho de ser una isla: la necesidad de mantener un gran 
ejército para unificar y defender el país era mucho menor en la 
aislada Inglaterra que en muchos otros estados europeos. Por 
otra parte, el comercio oceánico constituía una importante 
fuente de ingresos gracias a los aranceles portuarios, lo que 
implicaba una menor necesidad de un estado fuerte que 
asfixiara a impuestos a la ciudadanía. El resultado de todo ello 
fue una separación de poderes relativamente clara que 
facilitaba la libertad individual, lo cual, a su vez, a la larga 
acabaría dando forma a la ideología del liberalismo. No es 
casualidad que una ideología que priorizaba la libertad 
individual y la propiedad privada surgiera en un país donde la 
capacidad y la autonomía del estado no eran excesivas: la 
ciudadanía, en condiciones de imponerse al estado ya desde los 
mismos comienzos del desarrollo político de Inglaterra, podía 
frenar los intentos de aquel de incrementar su poder. Este 
poder ciudadano sentaría las bases de la expansión de los 
derechos a lo largo del tiempo, un proceso que culminaría en 
la moderna democracia liberal>”. 


DESTACAMOSDos formas de democracia 


Deniodadeiíalpeeticipa directamente en la gobernanza y la formulación 
de las políticas públicas; históricamente se da en comunidades pequeñas 
como la antigua Atenas. Una versión contemporánea de democracia 
directa consiste en la celebración de referendos. 

Deniodadaiaaipditécitm de manera indirecta a través de sus representantes 
electos; es la forma de democracia predominante en la era moderna. 


La democratización contemporánea 


El trasfondo histórico nos ayuda a entender el surgimiento de 
la democracia, pero no proporciona demasiadas pistas a los 
estudiosos de la política contemporánea. ¿Por qué Sudáfrica es 
una democracia, cuando la vecina Zimbabue no lo es? ¿Qué 
explica la oleada de democratización que recorrió 
Latinoamérica en la década de 1980? Las diversas 
explicaciones contrapuestas que se han dado sobre la 
democratización y la institucionalización democrática han ido 
ganando y perdiendo popularidad con el paso del tiempo. 
Parte de ello probablemente se deba a la mejora de los 
conocimientos en este ámbito, pero también es posible que las 
explicaciones que resultaban acertadas en un momento dado 
pierdan su capacidad explicativa a medida que cambia el 
mundo. 


Modernización y democratización 


Una de las teorías más prominentes sostiene que la 
democratización está correlacionada con la modernización, si 
no es consecuencia directa de esta. Como recordará el lector, 
en el capítulo 1 decíamos que la revolución conductista en 
ciencia política se hallaba estrechamente vinculada a la teoría 
de la modernización, que postulaba que, en la medida en que 
las sociedades se fueran haciendo más modernas, 
inevitablemente se harían también más democráticas. La razón 
es que la modernización lleva aparejada una mejora de la 
educación, el debilitamiento de las instituciones tradicionales 
más antiguas que priorizaban la autoridad y la jerarquía, una 
mayor igualdad de género y el surgimiento de una clase media. 
En suma, la teoría de la modernización sugiere que, cuando las 
sociedades se vuelven más cultas y económicamente más 
prósperas, necesitan y desean ejercer un mayor control sobre el 
estado para alcanzar y defender sus propios intereses. 


CRONOLOGÍAGrandes hitos en el auge de la democracia 


Bigto berate babilonico Hammurabi promulga el código jurídico-legal más antiguo 
conocido. 

Betoocamiento del gobierno autocrático y establecimiento de la primera democracia 
en Atenas. 

Sigldematracia se desploma en Atenas tras verse socavada por la guerra y la crisis 
económica. 

Elefidásef0.romano Cicerón escribe sobre la res publica, o «cosa pública», declarando 
que el poder político emana principalmente de la ciudadanía. 

SiktloEWdaddVédia europea: en Europa el poder está fragmentado, lo que fomenta 
una intensa competencia entre los gobernantes y sienta las bases del surgimiento del 
estado-nación. 

Lal@arta Magna inglesa establece un primer precedente del estado de derecho. 
L64Baz de Westfalia afirma el derecho de los estados europeos a elegir su propia 
religión, reforzando la noción de soberanía estatal. 

Fe8Pnglaterra se aprueba la Declaración de Derechos que establece la supremacía del 
Parlamento. 

EóMlósofo inglés John Locke escribe sus Dos tratados sobre el gobierno civil, donde 
argumenta que la tarea del gobierno es proteger «el derecho a la vida, la libertad y la 
propiedad». 

1¢42-Jacques Rousseau escribe El contrato social, donde sostiene que, si un gobierno 
no sirve a sus súbditos, el pueblo tiene derecho a derrocarlo. 

L28Constitucion y la Declaración de Derechos de Estados Unidos consagran la 
separación de poderes y los derechos civiles. 

1832LE984 de Reforma del Reino Unido amplían el derecho de voto a una gran parte 
de la población masculina. 

Nya Zelanda es el primer pais del mundo que otorga el derecho de voto a las 
mujeres. 

I9MGerrota de las potencias del Eje elimina el fascismo como amenaza para la 
democracia en Europa y Japón. 

1948Naciones Unidas aprueban la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
que sienta las bases para la internacionalización de los derechos civiles. 

LOB Soviética se desintegra, lo que lleva a la democratización de la Europa del 
Este. 

P9fttheras elecciones democráticas en Sudáfrica, poniendo fin a las restricciones 
raciales al derecho de voto. 


En la década de 1970 esta teoría cayó en desgracia. La 
democracia flaqueaba en muchos países de Latinoamérica, 
mientras que Asia experimentaba un importante desarrollo de 
la mano de regímenes no democráticos. Parecía que en el 
mejor de los casos la modernización no influía en absoluto en 
el desarrollo de la democracia, y en el peor incluso podía 
desestabilizar las instituciones vigentes, generar violencia 
política (véase el capítulo 7) y desembocar en un colapso 
democrático. Así pues, los estudiosos ya no sostienen de forma 
categórica que la modernización conduce inevitablemente a la 
democratización. Sin embargo, algunos de ellos señalan que, 
aunque la democracia puede surgir en circunstancias diversas, 


la riqueza y el desarrollo económico constante sí son elementos 
clave para la institucionalización y la supervivencia a largo 
plazo de cualquier democracia®®. 


Elites y democratización 


Anteriormente señalábamos que a lo largo del tiempo la teoría 
de la modernización experimentó un auge, luego un declive y 
posteriormente un nuevo auge. En el pasado, dicha teoría 
postulaba que la democratización se producía de forma casi 
automática una vez que un determinado país desarrollaba una 
clase media fuerte y alcanzaba un cierto nivel de vida. Pero 
este argumento no explicaba cómo habría de producirse el 
cambio. Podemos citar ejemplos de países donde el nivel de 
vida ha aumentado, como los estados petroleros de Oriente 
Próximo, pero ese incremento no ha traído la democratización. 
¿Qué explica esta circunstancia? 

Una posible respuesta podría estar en el papel de quienes 
ejercen el poder, las élites políticas. En las últimas décadas, 
muchos estudiosos que se habían alejado de la teoría de la 
modernización pasaron a centrarse, en cambio, en las 
motivaciones estratégicas de quienes ostentan el poder, y en 
qué les llevaría a aferrarse a él o a cederlo. Gran parte de su 
trabajo tendía a describir el cambio político más que a 
explicarlo. Pero últimamente estos argumentos han cobrado 
nueva vida inspirándose en algunas ideas previas de la teoría 
de la modernización. 

Una idea clave de la teoría de la modernización es que uno 
de los elementos esenciales de la democratización es la 
existencia de una clase media, un importante sector de la 
población con los recursos económicos necesarios para 
defender y exigir sus propios derechos. Del mismo modo, la 
pobreza generalizada puede ser un obstáculo para la 
democracia: cuando la gente no tiene mucho, tampoco tiene 
mucho por lo que luchar. Pero es posible que la distribución de 
la riqueza tenga un papel más importante aún. Cuando los 
activos económicos se concentran en manos de quienes ejercen 
el poder, es mucho menos probable que se produzca un cambio 


politico si estos creen que ese cambio les despojaria de su 
riqueza. Piénsese, por ejemplo, en paises como Nigeria o 
Arabia Saudi, donde las élites que ostentan el poder controlan 
importantes recursos naturales como el petróleo: quienes 
controlan esos activos pueden mostrarse reacios a cederlos. 
Pero las fuentes de riqueza no son fijas; los recursos naturales 
pueden disminuir y la economía puede estancarse. Entonces es 
posible que quienes ostentan el poder consideren que ya no 
merece la pena aferrarse a él, especialmente si creen que 
pueden llevarse algo de riqueza a cambio de hacerse a un 
lado5?. En suma: el desarrollo económico es importante, pero 
la naturaleza de los recursos que lo alimentan puede 
determinar la probabilidad de que surja o no la democracia. 
Hablaremos de ello con mucho más detalle en el próximo 
capítulo, cuando estudiemos los regímenes no democráticos. 


Sociedad y democratización 


Una concepción de la democratización algo distinta hace 
hincapié no en la importancia de las élites políticas, sino en el 
poder político de la propia sociedad. Puede que las teorías 
basadas en el papel de las élites nos den una idea de por qué 
los líderes podrían mostrarse más o menos dispuestos a ceder 
el poder a la ciudadanía, pero no de por qué la ciudadanía 
podría exigir el poder ya de entrada. De manera similar, la 
teoría de la modernización, aunque explica cómo las 
sociedades pueden cambiar en una dirección más acorde con 
las instituciones democráticas, no proporciona una percepción 
clara de por qué una sociedad podría querer moverse en esa 
dirección. 

En el pasado, los estudiosos más interesados en el papel de 
la sociedad han subrayado la importancia de la organización 
pública o, más concretamente, de la denominada sociedad 
civil. Básicamente, la sociedad civil puede definirse como la 
vida organizada fuera del estado, o lo que el erudito francés 
Alexis de Tocqueville llamaba «el arte de la asociación»60. La 
sociedad civil es un tejido de organizaciones, no 
necesariamente políticas, creadas por la gente para ayudar a 


definir sus propios intereses, sean cuales sean: grupos 
ecologistas, iglesias, equipos deportivos, hermandades, etc. En 
las circunstancias adecuadas, estas asociaciones actúan como 
un vehículo de democratización en tanto permiten que las 
personas formulen, promuevan y defiendan lo que es 
importante para ellas. 

Allí donde ha arraigado la sociedad civil —se argumenta—, 
es más probable que se produzca la democratización, puesto 
que aquella proporciona las ideas y las herramientas de acción 
política y de movilización que permiten la difusión de 
prácticas democráticas a pequeña escala. De hecho, el término 
sociedad civil empezó a utilizarse de manera generalizada para 
hacer referencia a los movimientos surgidos en la década de 
1970 en la Europa del Este que se organizaron 
independientemente del gobierno comunista®!. Cuando es 
posible la asociación cívica, esta puede crear un poderoso 
incentivo para el cambio democrático, aunque esa no fuera 
originalmente su intención. La modernización puede ayudar a 
potenciar a la sociedad civil; a su vez, esta puede presionar a 
las élites en favor del cambio, y dichas élites pueden o no 
aceptar ese cambio en función de los incentivos que tengan 
para hacerlo. 


Relaciones internacionales y democratización 


Hasta ahora nuestro análisis de la democratización se ha 
centrado en variables cuyo alcance se limita al país en 
cuestión. Pero ¿pueden influir también los factores 
internacionales? Nos vienen a la mente casos extremos, como 
la ocupación de Japón y Alemania tras la Segunda Guerra 
Mundial, o la de Irak y Afganistán en fecha más reciente. Pero 
los estudiosos creen que la comunidad internacional también 
desempeña un papel de otras formas menos directas. La 
modernización resultante de la inversión extranjera, la 
globalización y el comercio internacional pueden impulsar la 
democratización. Asimismo, la presión o los incentivos 
internacionales pueden hacer que las élites se decanten en 
favor de la democracia; por ejemplo, algunos han sugerido que 


la institucionalización de la democracia en los países del sur y 
el este de Europa se debió en parte al hecho de que esta era un 
requisito previo para la pertenencia a la Unión Europea. La 
sociedad civil también puede fortalecerse mediante la 
transmisión de ideas a través de las fronteras por parte de las 
instituciones educativas, los medios de comunicación y las 
organizaciones no gubernamentales. 

La influencia que pueda tener la comunidad internacional 
en cada caso probablemente dependa de varios factores, como 
lo abierta que pueda estar una determinada sociedad al mundo 
exterior y su grado de dependencia de este. El aislamiento de 
Corea del Norte, por ejemplo, implica que apenas hay contacto 
entre esta sociedad y quienes se hallan fuera de sus fronteras. 
La vastedad de los recursos económicos de China hace que la 
comunidad internacional disponga de muchas menos 
herramientas para presionar en favor del cambio en dicho país. 


Cultura y democratización 


Nuestro último argumento sin duda le resultará familiar al 
lector. En el capítulo 3 hablábamos del concepto de cultura 
política, que es básicamente la idea de que las diferencias entre 
las instituciones sociales —normas y valores— configuran el 
panorama de la actividad política. La cultura política puede 
influir en la preferencia por determinados tipos de políticas 
públicas, así como en la relación concreta entre libertad e 
igualdad. Algunos estudiosos llevan mucho más lejos esta idea, 
argumentando que la democracia es básicamente una cultura 
que surge de fundamentos históricos, religiosos y filosóficos. 
Desde esta perspectiva, por ejemplo, la modernización no 
condujo al individualismo y a la democracia, sino que fue la 
práctica democrática e individualista occidental la que 
engendró la modernidad. 

Si este argumento es cierto, entonces, cuanto más nos 
alejemos de Occidente —donde los acontecimientos históricos 
forjaron fuertes identidades nacionales, además de un 
compromiso con la democracia por derecho propio—, menos 
probable resultará que encontremos casos de democratización. 


Como ya hemos visto antes, tales argumentos incomodan a 
muchos estudiosos, no solo porque resultan dificiles de 
demostrar, sino porque suenan a estereotipo y a determinismo. 
También tienen un historial bastante cuestionable. No hace 
mucho todavia se consideraba poco probable que paises como 
Espafia, Portugal, Italia y muchos paises latinoamericanos, 
cuyas culturas estaban condicionadas por el jerárquico 
catolicismo, llegaran a democratizarse alguna vez; hasta que lo 
hicieron. Como veíamos en el capítulo 3, se han planteado 
argumentos similares con respecto a Asia. Lo que podemos 
afirmar con certeza, no obstante, es que la cultura política, 
aunque no determina necesariamente la democracia, sí puede 
moldear su peculiar carácter distintivo en cada país concreto. 
Por ejemplo, en el caso de Indonesia anteriormente 
mencionado, pese a la democratización y al hecho de tener un 
régimen laico, las libertades civiles han entrado en tensión con 
los valores que sostienen algunos sectores de la población 
musulmana mayoritaria. Un ejemplo de esta tensión es la 
implementación de leyes contra la blasfemia y la 
discriminación de los cultos islámicos minoritarios. 

En resumen, pues, existen numerosas formas de explicar por 
qué en algunos casos se produce la democratización y en otros 
no. Aunque los estudiosos tienden a dar prioridad a alguna de 
esas explicaciones por encima de las demás, en realidad vemos 
que la mayoría de esos factores, si no todos, desempeñan un 
mayor o menor papel en cada caso de democratización 
concreto. La modernización puede sentar las bases de la 
actividad y la conciencia políticas, que a su vez pueden 
encontrar su expresión organizativa en la sociedad civil. Las 
élites pueden verse influenciadas por las condiciones 
económicas internas y los incentivos O sanciones 
internacionales. Incluso la cultura puede fomentar cierto tipo 
de identidades e ideas que catalicen la democracia o la 
obstaculicen. Al final, las cambiantes condiciones nacionales e 
internacionales pueden implicar que aquello que hoy favorece 
la democracia en el futuro no guarde relación alguna con su 
advenimiento. La política no es una ley física inmutable en el 
tiempo y el espacio. 


Instituciones del estado democratico 


Conocemos ya la definición básica de democracia liberal, y 
hemos examinado algunas de las explicaciones acerca de cómo 
surgió en el pasado y cómo surge en el presente. Ahora 
debemos dedicar un tiempo a analizar cómo se estructuran las 
democracias liberales. Como veremos, las instituciones 
democráticas liberales presentan una enorme variación. El 
poder legislativo difiere mucho de un país a otro, al igual que 
el poder ejecutivo, y la relación entre ambos tiene sus propias 
peculiaridades en cada país. También el poder judicial 
desempeña un papel distinto en el proceso democrático en 
cada caso. Existe una extraordinaria variedad en el abanico y 
número de partidos políticos, y ello viene determinado en 
parte por la miríada de sistemas electorales que se utilizan en 
el mundo. Incluso los que consideramos derechos civiles y 
libertades civiles básicos difieren entre una democracia liberal 
y otra. No hay una única forma —ni una forma «correcta»— de 
estructurar una democracia liberal. Veamos algunos de los 
principales aspectos en los que cada institución difiere de un 
país a otro antes de pasar a examinar varias de sus 
combinaciones más comunes. 


Poder ejecutivo: el jefe del estado y el jefe del gobierno 


Empecemos por el organismo más prominente de cualquier 
país, el poder ejecutivo, la rama del poder responsable de 
implementar las leyes y políticas de un estado. Cuando 
pensamos en el poder ejecutivo, a menudo nos viene a la 
mente la imagen de una sola persona encargada de liderar el 
país y diseñar la agenda nacional, además de dirigir la política 
exterior y actuar como comandante en jefe en tiempos de 
guerra. Pero en realidad el poder ejecutivo puede incluir dos 
cargos distintos. El primero es el de jefe del estado, un cargo 
que simboliza y representa al pueblo tanto en el ámbito 
nacional como internacional, encarnando y articulando los 
objetivos del régimen. A veces también se considera que las 
funciones de dirigir la política exterior y hacer la guerra 


forman parte de los deberes del jefe del estado. Por su parte, el 
jefe del gobierno se ocupa de las funciones cotidianas de la 
gestión del estado, como formular e implementar la política 
nacional, junto con un gabinete de ministros encargados de 
áreas políticas concretas (como la educación o la agricultura). 
Esta distinción entre la gestión política directa y las funciones 
de carácter internacional y simbólico viene de lejos: se 
remonta a los tiempos en los que los monarcas reinaban sobre 
sus súbditos, dejando a los ministros a cargo de la dirección del 
país. 

Los diversos países combinan o diferencian estos dos cargos 
en diferentes grados. A los jefes de gobierno suele 
denominárseles primeros ministros, dado que ejercen una 
función directiva sobre los demás ministros de su gabinete. 
Pueden desempeñar su cargo junto a un jefe del estado, que a 
su vez puede ser un monarca o un presidente. También es 
posible que un país combine estos dos cargos, como ocurre, por 
ejemplo, en Estados Unidos, donde el presidente del país es al 
mismo tiempo jefe del estado y jefe del gobierno. El equilibrio 
de poderes entre el jefe del estado y el del gobierno difiere de 
un país a otro, como veremos en breve. 


Poder legislativo: sistemas unicamerales y bicamerales 


En general se considera que el poder legislativo, representado 
por una asamblea o parlamento, es el órgano en el que se 
examina y debate la política nacional. Se encarga de aprobar 
las leyes y, en ocasiones, también de redactarlas. Al igual que 
ocurre con el poder ejecutivo, asimismo existen variaciones en 
las funciones políticas y la estructura del legislativo. La 
principal diferencia es la que existe entre los sistemas 
bicamerales y unicamerales. Como su propio nombre indica, 
los sistemas bicamerales son asambleas legislativas 
integradas por dos cámaras distintas, mientras que los 
sistemas unicamerales están formados por una única cámara. 
Los sistemas unicamerales son más habituales en países 
pequeños, aunque la mayoría de las democracias liberales son 
bicamerales. 


DESTACAMOSPrincipales 6rganos del gobierno 


ÝRNAINNES, ATRIBUTOS Y PODERES 

Egéeutivestado / jefe del gobierno. 

Sistemas parlamentarios, presidenciales y semipresidenciales. 

La duración del mandato puede ser fija (presidente) o no (primer 
ministro). 

Ebgiotatiún de las leyes. 

Unicameral o bicameral. 

Deilenmáid Constitstitiomahalidad de las leyes. 

Control de constitucionalidad (abstracto y concreto). 


El origen de los sistemas bicamerales se remonta a la 
Inglaterra y otros estados europeos de la era predemocrática, 
donde se crearon dos o más cámaras para servir a los intereses 
de distintas clases económicas. Cuando el feudalismo dio paso 
a la democracia liberal, la idea del bicameralismo permaneció, 
y ello por dos razones principales. Para empezar, en algunos 
países se optó por mantener una «cámara alta» como un 
mecanismo de control de la «cámara baja», un hecho que a 
menudo reflejaba el temor a que una cámara baja elegida por 
el pueblo, y, por ende, demasiado cercana al espíritu reinante 
entre el pueblo en cada momento, tomara decisiones 
precipitadas. En consecuencia, las cámaras altas suelen estar 
facultadas para enmendar o vetar las leyes surgidas de las 
cámaras bajas. También podemos ver reflejada esa misma 
inquietud en la duración de los mandatos: los miembros de las 
cámaras altas, en ocasiones, ejercen durante períodos más 
prolongados que los de las cámaras bajas. 

Un elemento relacionado con esto es el federalismo. Los 
estados con una estructura de tipo federal suelen disponer de 
una cámara alta para representar los intereses locales, de modo 
que sus miembros puedan supervisar las leyes que resultan 
particularmente relevantes para las políticas de ámbito local. 
En algunos casos, las asambleas locales incluso pueden 
nombrar o elegir a los miembros de esa cámara alta, lo que de 
nuevo refleja el deseo de controlar a una cámara baja elegida 
por sufragio directo. En Estados Unidos, por ejemplo, el 
Senado fue elegido mediante sufragio indirecto por las 


asambleas locales hasta 1913. Sin embargo, muchos sistemas 
democraticos liberales unitarios (de estructura no federal) 
también cuentan con asambleas bicamerales. Los órganos 
legislativos pueden ejercer un gran poder sobre el ejecutivo, 
actuando como el principal motor de la política o la 
legislación, o bien ocupar un segundo plano tras la autoridad 
ejecutiva. Asimismo, el equilibrio de poderes entre las cámaras 
alta y baja difiere de un país a otro y de un asunto a otro, 
aunque en general las cámaras altas suelen tener menos fuerza 
que las bajas. 


Poder judicial y control de constitucionalidad 


El poder judicial es la tercera gran institución clave de las 
democracias liberales. Todos los estados se basan en leyes para 
prescribir el comportamiento de la ciudadanía y establecer las 
reglas del juego político. El núcleo de este corpus jurídico-legal 
es una constitución, que representa tanto la expresión 
fundamental del régimen como la justificación de las 
posteriores leyes y de los poderes de los órganos ejecutivos, 
legislativos y otros actores políticos. En los sistemas no 
democráticos las constituciones pueden ser poco relevantes en 
tanto el estado actúa como le parece conveniente. En las 
democracias liberales, en cambio, el poder de la constitución 
resulta esencial para sustentar lo que conocemos como estado 
de derecho (denominado también a veces imperio de la ley): la 
soberanía de la ley sobre todos, gobernantes y gobernados. Las 
instituciones judiciales revisten, pues, una gran importancia de 
cara a hacer respetar la ley y velar por que esta se ajuste a la 
constitución. 

Como ocurre con los poderes ejecutivo y legislativo, el 
poder judicial varía enormemente entre las diversas 
democracias liberales, no solo en lo relativo a su autoridad, 
sino también en cómo se interpretan y revisan las leyes. La 
mayoría de las democracias liberales (aunque no todas) tienen 
algún tipo de tribunal constitucional encargado de garantizar 
que las leyes sean compatibles con la constitución del país. 
Este es un órgano relativamente nuevo: en 1950 solo una 


tercera parte de las democracias liberales disponían de algún 
sistema de control de constitucionalidad, mientras que hoy 
está presente en casi el 90 % de ellas. Este incremento del 
control de constitucionalidad ha venido acompañado asimismo 
de un aumento del número de derechos protegidos por la 
constitución; una correlación que tiene pleno sentido si se 
piensa que, en la medida en que las constituciones definen 
cada vez más derechos, existe una mayor necesidad de que el 
poder judicial se pronuncie sobre ellos®2. 

El funcionamiento de los órganos judiciales en relación con 
la constitución varía de un país a otro. En la mayoría de los 
países, el derecho de control de constitucionalidad está 
explícitamente consagrado por escrito en la propia 
constitución. Sin embargo, hay algunos otros, como Estados 
Unidos y Australia, donde este derecho está implícito y se ha 
institucionalizado en ausencia de una disposición 
constitucional específica. Otra divergencia es la que afecta a la 
autoridad y la división de los tribunales superiores. Algunos 
países, como Estados Unidos, Canadá, Japón y Australia, tienen 
un tribunal que ejerce a la vez las funciones de tribunal 
constitucional y de apelación; en otras palabras: una única 
corte superior actúa como tribunal supremo (la corte ante la 
que se pueden apelar las sentencias de los tribunales inferiores) 
y como tribunal de control constitucional. Debido a esta doble 
función, sus juicios pueden sentar jurisprudencia en lo que a 
interpretación constitucional se refiere. Otros países, como 
Brasil, cuentan con dos cortes superiores diferenciadas: un 
tribunal supremo y un tribunal constitucional; una estructura 
que limita en gran medida la influencia de los juicios del 
tribunal supremo en la interpretación constitucional. 

Los sistemas judiciales también presentan diferencias en sus 
poderes y en la forma de ejercerlos. Cabría suponer que los 
tribunales constitucionales y de apelación unificados son por 
naturaleza más poderosos que aquellos cuyas dos funciones 
están diferenciadas. Sin embargo, hay otras importantes 
variaciones que pueden moldear la autoridad judicial en la 
misma medida, si no en mayor grado. El control de 
constitucionalidad puede adoptar diferentes formas, aunque 


aqui nos centraremos en dos de ellas: el control concreto y el 
abstracto®3*. Cuando existe un control concreto, los 
tribunales solo pueden examinar la constitucionalidad de una 
ley cuando un determinado caso judicial plantea esa cuestión; 
por ejemplo, en los países con un tribunal constitucional y un 
tribunal de apelación diferenciados, un caso presentado ante 
un tribunal de apelación puede remitirse al constitucional si el 
primero considera que hay una cuestión constitucional en 
juego. En el control abstracto, en cambio, el tribunal 
constitucional puede pronunciarse sobre una ley sin que se 
haya planteado previamente un caso judicial específico; 
habitualmente tales dictámenes se producen a instancias de 
uno o más cargos electos, como los miembros de los 
parlamentos nacionales o locales. Los tribunales también 
pueden diferir en el momento en que ejercen su control: en 
algunos países solo es posible el control constitucional una vez 
se ha aprobado la ley, mientras que en otros el tribunal 
constitucional puede pronunciarse de antemano. Por último, 
los tribunales se diferencian asimismo en el sistema de 
nombramiento y la duración del mandato de sus magistrados; 
normalmente estos ostentan el cargo por un periodo de tiempo 
limitado (el cargo vitalicio de los jueces del Tribunal Supremo 
de Estados Unidos constituye una anomalía en ese sentido, y 
parece ser cada vez más una causa de polarización y 
estancamiento). La combinación de estos factores puede 
afectar de manera radical al poder de los tribunales en el 
proceso democrático. 


Modelos de democracia: sistemas parlamentarios, presidenciales 
y semipresidenciales 


Teniendo presente nuestra descripción general de las 
instituciones del estado, veamos ahora cuáles son las 
principales diferencias en el modo como pueden estructurarse 
algunas de estas instituciones en su relación mutua. En el 
presente apartado se proporciona una descripción general de 
estos sistemas; en realidad, existen numerosas variaciones 
dentro de las categorías básicas mencionadas. 


Sistemas parlamentarios 


Los sistemas parlamentarios se encuentran en la mayoría de 
las democracias de todo el mundo. Se caracterizan por dos 
elementos básicos: por una parte, los primeros ministros y sus 
gabinetes (el resto de ministros que componen el gobierno) son 
elegidos entre los miembros de la asamblea legislativa, y, por 
otra, esta última es también el instrumento que elige y 
destituye al primer ministro (o presidente del gobierno en el 
caso español). En estos casos, el poder y las funciones políticas 
se dividen entre el jefe del gobierno y el jefe del estado. El 
poder reside en su inmensa mayoría en el jefe del gobierno (el 
primer ministro). Por su parte, el jefe del estado puede ser un 
presidente elegido directamente por la ciudadanía o 
indirectamente por la asamblea legislativa, o bien un monarca 
que ha heredado el cargo. Los poderes del jefe del estado 
suelen ser poco más que ceremoniales, especialmente en el 
caso de los monarcas. Puede que tengan reservados también 
ciertos poderes concretos, como la capacidad de rechazar leyes 
o remitirlas a un tribunal constitucional si se consideran 
antidemocráticas. Pero aun en estos casos los poderes del 
presidente o del monarca rara vez se ejercen. 

Como decíamos, el primer ministro es elegido entre los 
miembros de la asamblea legislativa, y, por lo tanto, refleja el 
equilibrio de poderes existente entre los partidos que la 
integran. Normalmente suele ser el líder del partido de la 
cámara baja que tiene el mayor número de escaños. De hecho, 
en la mayoría de los sistemas parlamentarios el primer 
ministro sigue ocupando su propio escaño en la cámara baja de 
la asamblea, como lo hacen también los demás miembros de su 
gabinete. Esta estrecha interconexión entre los poderes 
ejecutivo y legislativo implica que, aunque exista separación 
de poderes entre estas dos ramas del gobierno, no se equilibran 
y contrarrestan mutuamente tanto como lo hacen en los 
sistemas presidenciales. Un partido con una mayoría absoluta 
de escaños en la asamblea legislativa puede elegir a su propio 
primer ministro y a los miembros de su propio gabinete sin 
preocuparse demasiado por los otros partidos. Sin embargo, 
cuando un partido tiene solo una mayoría relativa —es decir, 


más escaños que cualquier otro partido, pero menos de la 
mitad más uno del total de escaños—, normalmente debe forjar 
un gobierno de coalición con uno o más de los partidos con 
representación en la asamblea, aunque también puede decidir 
gobernar en minoría e ir negociando las políticas con distintos 
actores a lo largo de la legislatura. En este tipo de gobierno, el 
cargo de primer ministro lo ocupa el partido preponderante, 
mientras que los otros miembros del gabinete provienen de las 
diversas formaciones que integran la coalición. Cuando el 
partido predominante no tiene mayoría absoluta, también es 
posible que una coalición de partidos más pequeños forme 
gobierno y elija al primer ministro, excluyendo de hecho al 
partido mayoritario. 

Es importante señalar que en estos sistemas la ciudadanía 
no elige directamente al líder de su país: esta tarea se deja en 
manos de los partidos. Como resultado, muchas veces la 
duración del mandato del primer ministro es incierta. Los 
miembros de la asamblea asumen el cargo o dimiten en 
función del resultado de elecciones directas, pero los primeros 
ministros generalmente permanecen en el cargo mientras sigan 
contando con el apoyo de su partido y de los aliados de este, a 
veces durante muchos años; en Australia, por ejemplo, Robert 
Menzies fue primer ministro desde 1949 hasta 1966. Sin 
embargo, a menudo es posible forzar la dimisión de los 
primeros ministros, con diversos grados de dificultad, mediante 
lo que se conoce como una moción de censura. Es habitual 
que los parlamentos se reserven el derecho a destituir al primer 
ministro en cualquier momento simplemente utilizando esta 
herramienta. En este tipo de votación, la ausencia de un apoyo 
mayoritario al primer ministro implica la dimisión del 
gobierno. Dependiendo de lo que estipule la constitución de 
cada país, este resultado puede desencadenar la celebración de 
elecciones parlamentarias a escala nacional o la elección de un 
nuevo gobierno y un nuevo primer ministro entre los diversos 
partidos. Los primeros ministros también tienen el derecho a 
convocar elecciones. Si bien la constitución puede especificar 
que las elecciones deben celebrarse en periodos de tiempo 
determinados (por ejemplo, cada cuatro o cinco años), 


habitualmente los primeros ministros pueden convocar 
elecciones fuera de plazo cuando consideran que pueden 
favorecer más a su propio partido. 

En los sistemas parlamentarios, los órganos legislativos y 
judiciales a menudo ocupan un segundo plano con respecto al 
primer ministro, quien, junto con el gabinete, es el principal 
impulsor de las leyes y las políticas públicas. Especialmente 
cuando el primer ministro disfruta de una mayoría absoluta en 
el parlamento, el papel de la cámara puede limitarse a debatir 
las políticas que emanan del gabinete y a ejercer un cierto 
control sobre el gobierno. Las cámaras altas también suelen 
tener poco peso en la elección o destitución de los primeros 
ministros, y es frecuente que el mayor o menor poder que 
puedan tener para rechazar leyes se vea contrarrestado por las 
cámaras bajas. En estas condiciones también los sistemas 
judiciales suelen ser más débiles. En los sistemas 
parlamentarios, los controles y equilibrios derivados de la 
separación de poderes están subordinados a una concentración 
de poder que garantice una mayor autonomía política. 
Además, la fusión de los poderes del primer ministro con los de 
la cámara baja, junto con la debilidad de la cámara alta, hacen 
que haya menos oportunidades de que surjan auténticos 
conflictos constitucionales que darían mayor poder al tribunal 
constitucional. Por último, en algunos casos el jefe del estado y 
la propia cámara alta tienen ciertos poderes de control 
constitucional, lo que limita aún más la oportunidad de que 
exista un poder judicial independiente. 


Sistemas presidenciales 


Los sistemas presidenciales representan una minoría en los 
sistemas democráticos de todo el mundo. En este tipo de 
sistemas, el presidente es elegido (directa o indirectamente) 
por la ciudadanía por un período de tiempo determinado, y 
ejerce el control sobre el gabinete y el proceso legislativo. Por 
otra parte, los cargos de jefe del estado y jefe del gobierno 
suelen fusionarse en la presidencia. Existe una importante 
diferencia entre los sistemas parlamentarios y los sistemas 


presidenciales: en los sistemas parlamentarios los primeros 
ministros y sus gabinetes son elegidos entre los miembros de la 
asamblea legislativa y deben obtener una mayoria de apoyos 
para permanecer en el cargo, mientras que en los sistemas 
presidenciales, en cambio, tanto el presidente como la 
asamblea ejercen su mandato durante un periodo de tiempo 
determinado, habitualmente entre cuatro y siete años. Las 
fechas de las elecciones no pueden modificarse fácilmente. 
Tampoco se puede destituir a los presidentes o a los miembros 
de las asambleas mediante algo parecido a una moción de 
censura. Solo en el caso de que cometan una ilegalidad los 
cargos electos pueden perder su escaño. 

Esta relación institucional afecta profundamente al 
gobierno. Para empezar, como cargo elegido por sufragio 
directo, el presidente puede echar mano de una base de apoyo 
popular de un modo que no resulta factible a ningún miembro 
de una asamblea legislativa, ni siquiera a un primer ministro. 
Solo un presidente en este tipo de sistema puede afirmar que 
ha sido elegido por todo el pueblo. En segundo término, en su 
calidad de jefe del estado y del gobierno, el presidente actúa a 
la vez como un importante símbolo nacional y como supervisor 
de la política del país. En tercer lugar, el presidente puede 
elegir a un gabinete cuyos integrantes, en mayor o menor 
medida —o incluso en su totalidad—, no sean miembros de la 
asamblea legislativa. A diferencia de los primeros ministros, los 
presidentes no tienen que preocuparse por que sus gabinetes 
estén integrados por líderes de partido. Dado que el presidente 
es elegido por sufragio directo, los partidos minoritarios 
carecen del tipo de influencia sobre el ejecutivo que puede 
encontrarse en los sistemas parlamentarios, especialmente 
cuando hay un gobierno de coalición. En cuarto lugar, el poder 
del presidente no depende directamente de la asamblea 
legislativa ni viceversa. Ninguna de estas dos ramas del poder 
tiene la capacidad de deshacerse fácilmente de la otra, lo que 
genera una separación de poderes mucho más fuerte entre el 
ejecutivo y el legislativo. También es más probable que dicha 
separación de poderes genere un sistema de controles y 
equilibrios, y un gobierno dividido. Los presidentes y las 


mayorias parlamentarias pueden ser de partidos distintos, y 
aun cuando pertenezcan al mismo partido, la separación de 
estas instituciones implica una mayor independencia mutua. El 
presidente y la asamblea legislativa pueden contrarrestar su 
respectiva capacidad de aprobar leyes de una manera que 
resulta poco probable que se dé en un sistema parlamentario. 
El presidencialismo puede debilitar de hecho a los partidos 
políticos en tanto lo que interesa a sus líderes es acceder a un 
único cargo de ámbito nacional y elegido por sufragio. Para 
convertirse en primer ministro, en cambio, un político tiene 
que ascender primero en las filas de su partido. 

Por último, el conflicto entre un presidente y una asamblea 
legislativa independiente puede propiciar la existencia de un 
poder judicial más activo en la medida en que este se vea 
forzado a intervenir en las disputas entre la asamblea y el 
presidente, como ha ocurrido con frecuencia en Estados 
Unidos. En el mundo hay relativamente pocas democracias 
presidenciales. Estados Unidos es el ejemplo que suele 
mencionarse, pero el presidencialismo también es la norma en 
Latinoamérica. 


Sistemas semipresidenciales 


Nuestra última variante es un interesante híbrido entre los 
sistemas parlamentario y presidencial que se ha extendido en 
los últimos cincuenta años (aunque sigue siendo mucho menos 
frecuente que los sistemas presidenciales y parlamentarios). En 
este modelo el poder se divide entre el jefe del estado y el jefe 
del gobierno; es decir, ejercen el poder conjuntamente un 
primer ministro y un presidente elegido por sufragio directo. 
Los presidentes disfrutan de mandatos fijos, mientras que los 
primeros ministros están sometidos a la confianza de la 
asamblea y, en algunos casos, también a la del propio 
presidente. 

La distribución del poder entre estos dos cargos depende del 
país. En algunos casos, el primer ministro es relativamente 
independiente del presidente: este último ejerce importantes 
funciones, pero tiene un control limitado sobre el primer 


ministro. En otros, el primer ministro depende tanto de la 
asamblea legislativa como del presidente, lo que otorga a este 
una mayor autoridad sobre la elección, la destitución y la 
actividad de aquel. En ambos casos el presidente ejerce el 
poder con independencia de la asamblea legislativa, pero 
comparte funciones con el primer ministro. 

Los sistemas semipresidenciales tienden a reflejar la 
antigua distinción entre «reina» y «gobernar» que 
caracterizaba a las monarquías. Es habitual que el presidente 
formule políticas públicas, pero espere que sea el primer 
ministro quien traduzca esas ideas políticas en leyes concretas 
y se asegure de que estas sean aprobadas. El presidente 
también asume el liderazgo en política exterior y actúa como 
comandante en jefe, representando al país en las relaciones 
internacionales. Los sistemas  semipresidenciales más 
prominentes, como el francés, asignan la mayor parte del 
poder al presidente, mientras que el primer ministro 
desempeña un papel de apoyo. En estos sistemas la función del 
poder judicial varía. La independencia de los tribunales 
constitucionales suele verse limitada por el hecho de que sus 
miembros son nombrados por el presidente. Pero al mismo 
tiempo, en algunas ocasiones los conflictos entre los 
presidentes y los primeros ministros, y la falta de claridad 
acerca de qué funciones tiene cada uno de estos dos cargos, 
han propiciado una mayor autoridad judicial. Desde el 
desplome del comunismo, el semipresidencialismo se ha 
difundido por varias antiguas repúblicas soviéticas, sobre todo 
Rusia, y también es la forma de gobierno de algunos países de 
Asia y África, como Taiwán, Sri Lanka y Malí. 


DESTACAMOS Sistemas parlamentarios, presidenciales y 
semipresidenciales: características 
básicas 


PODERES EJECUTIVOS Y RELACIONES 

Phplkámentairiistro, elegido por sufragio indirecto, ostenta el poder 
ejecutivo como jefe del gobierno; dirige el gabinete y es el máximo 
responsable de la formulación de las leyes y las políticas nacionales e 
internacionales. Ejerce el cargo durante un período de tiempo 
indeterminado y puede ser destituido mediante una moción de censura. El 


jefe del estado (presidente o monarca) tiene una función 
mayoritariamente ceremonial. 

Presidéedmitd, elegido por sufragio directo, ostenta la mayor parte del 
poder ejecutivo como jefe del estado y del gobierno. Dirige el gabinete y 
es el máximo responsable de la formulación de las leyes y las políticas 
nacionales e internacionales. Ejerce el cargo durante un período de tiempo 
fijo y no se le puede destituir fácilmente. 

Eemipresideneladido por sufragio directamente, y el primer ministro, 
elegido por sufragio indirecto, comparten el poder. El presidente 
contribuye a determinar las políticas nacionales, mientras que el primer 
ministro las implementa. El presidente también gestiona la política 
exterior. Cuál de los dos cargos ejerce un mayor poder dependerá del país 
en cuestión. 


DESTACAMOS Sistemas parlamentarios, presidenciales y 
semipresidenciales: ventajas e 
inconvenientes 


VENTAJAS E INCONVENIENTES 

Pantajaenarinalmente el primer ministro puede conseguir que se 
aprueben las leyes. El primer ministro también puede ser destituido más 
fácilmente por la asamblea legislativa mediante una moción de censura. 
Inconvenientes: La ciudadanía no elige directamente al primer ministro y 
puede sentir que tiene menos control sobre el ejecutivo y la aprobación de 
las leyes. 

Vresigendibpresidente es elegido por sufragio (directo o indirecto) y 
puede ampararse en ese mandato nacional para formular y promulgar 
leyes. 

Inconvenientes: La presidencia y la asamblea legislativa pueden estar en 
manos de partidos distintos, lo que lleva a un gobierno dividido. El poder 
está demasiado concentrado en una sola persona y el presidente no puede 
ser destituido fácilmente, excepto mediante la convocatoria de elecciones. 
Sentipaeskigrresad ente, elegido por sufragio directo, y el primer ministro, 
elegido por sufragio indirecto, comparten el poder y las responsabilidades, 
lo que genera a la vez un mandato público (presidencia) y un cargo electo 
que puede contar con el apoyo de una coalición de partidos (primer 
ministro). 

Inconvenientes: Posibles conflictos entre el primer ministro y el presidente 
en torno a sus poderes y responsabilidades. 


Sistemas parlamentarios, presidenciales y semipresidenciales: 
ventajas e inconvenientes 


Ahora que hemos examinado estos tres modelos, tiene sentido 
preguntarse cuál de ellos ofrece el mejor sistema de 
gobernanza. Obviamente, eso depende de cómo definamos el 


término mejor, dado que cada sistema tiene sus propias 
ventajas e inconvenientes. No obstante, los estudiosos han 
planteado algunos argumentos acerca de cuán eficaz, 
democrático o estable puede ser cada uno de estos sistemas. 


Los defensores de los sistemas parlamentarios señalan que la 
fusión de poder entre los órganos ejecutivos y legislativos 
favorece una mayor eficiencia en la medida en que reduce las 
posibilidades de que se produzca un gobierno dividido y un 
impasse. El primer ministro, aunque dependa de varios partidos 
en un gobierno de coalición, normalmente puede promulgar y 
aprobar leyes con relativa rapidez, sin necesidad de tener en 
cuenta los limitados intereses de los legisladores individuales o 
de los partidos más pequeños. De hecho, algunos primeros 
ministros pueden utilizar en beneficio propio la idea de moción 
de censura o, alternativamente, la de cuestión de confianza, 
amenazando, por ejemplo, con interpretar que una votación 
contra una determinada ley constituye una falta de apoyo para 
seguir gobernando, de tal forma que, si la asamblea rechaza la 
ley en cuestión, el primer ministro se sienta autorizado a 
convocar nuevas elecciones. Por su parte, quienes critican los 
sistemas parlamentarios afirman que la eficiencia que estos 
posibilitan —la capacidad del primer ministro de generar y 
hacer aprobar leyes con rapidez— tiene la contrapartida de 
una menor separación de poderes. Los parlamentos pueden 
tener muchas menos oportunidades de influir en la aprobación 
de las leyes o de trasladar de manera eficaz los intereses 
concretos de los votantes, dado que la actividad legislativa es 
más un proceso que funciona «desde arriba» que «desde abajo». 
Ese distanciamiento de los votantes con respecto al proceso de 
adopción de decisiones del gobierno también puede aplicarse 
al poder ejecutivo, dado que quien lo ostenta solo es 
directamente responsable ante la asamblea. Así pues, una 
mayor eficacia puede implicar una menor supervisión y control 
públicos sobre los cargos electos. 

El presidencialismo tiene sus propios problemas. La 
principal ventaja de este sistema es que la ciudadanía puede 
elegir a su líder, que además ejerce el cargo por un período 
fijo. Pero esta situación también puede generar dificultades. A 


diferencia de los primeros ministros, que deben mantener la 
confianza de su partido (0 partidos, en el caso de los gobiernos 
de coalición) y del parlamento, los presidentes no dependen de 
sus formaciones en esa medida. Aun en el caso de que un 
presidente pierda la confianza de la ciudadanía, no se le puede 
reemplazar si no es mediante unas nuevas elecciones. Los 
presidentes también disfrutan de la ventaja (o sufren la 
desventaja) que implica la separación de poderes con respecto 
a los órganos legislativos, lo que puede traducirse en un 
gobierno dividido. La cuestión de si la separación de poderes 
derivada del llamado sistema de pesos y contrapesos (o sistema 
de contrapoderes institucionales) constituye una ventaja o una 
desventaja es objeto de debate. Varios destacados estudiosos 
han afirmado que el presidencialismo es un sistema más 
inestable en la medida en que limita el reparto del poder y 
también carece de un mecanismo que permita cesar fácilmente 
a los parlamentarios y a los presidentes, lo cual puede 
traducirse en una política más polarizada y, por ende, 
caracterizada por una mayor inestabilidad. Este ha sido el 
principal problema de la transición democrática de Indonesia, 
tal como señalábamos al principio de este capítulo, y es 
también un problema que está cada vez más presente en 
Estados Unidos. 

Cabría concluir, pues, que el semipresidencialismo tendría 
lo mejor de ambos mundos, pero su historial hasta la fecha es 
limitado y heterogéneo. En muchos casos el poder sigue 
concentrado en manos de la presidencia, y en ciertas 
situaciones, como en Rusia, los presidentes pueden utilizar su 
cargo para desmantelar la democracia. 


Partidos políticos 


James Madison, uno de los fundadores del sistema político 
estadounidense y cuarto presidente del país, escribió en cierta 
ocasión que «en toda sociedad política los partidos son 
inevitables»®*. Los observadores han ofrecido varias razones 
para explicar la formación de partidos políticos. Los partidos 
son importantes organizaciones que aúnan a diversos grupos 


de personas e ideas bajo el paraguas de un mandato ideológico. 
Dichas organizaciones cumplen dos funciones. Por una parte, 
al aunar a diferentes personas e ideas, contribuyen a crear los 
medios que permiten gobernar a la mayoría: sin partidos que 
proporcionen candidatos y agendas a la esfera política, el 
proceso político estaría demasiado fragmentado, y sería 
imposible promulgar políticas públicas o hacer muchas otras 
cosas. Pero, a la vez, algunos partidos políticos mantienen una 
estructura relativamente laxa y contienen varias facciones 
estructuradas en torno a distintos temas; esa heterogeneidad, 
cuando existe, contribuye a limitar una posible «tiranía de la 
mayoría» en tanto los partidos suelen ser lo bastante diversos 
como para no poder dominar por completo la política, ni 
siquiera cuando tienen la mayoría absoluta. Así pues, en las 
democracias liberales los partidos son lo bastante homogéneos 
para permitir un gobierno mayoritario, pero al mismo tiempo 
suficientemente heterogéneos para facilitar una tiranía de la 
mayoría siempre que haya elecciones abiertas y periódicas que 
brinden la oportunidad de expulsar al partido gobernante del 
poder. 

Los partidos también crean los medios para que el 
electorado y las élites políticas afines puedan pedir 
responsabilidades a los políticos. Al articular una ideología y 
una serie de objetivos, los partidos se aseguran de que sus 
miembros trabajen en pro de dichos objetivos. A su vez, los 
votantes pueden evaluar a los políticos en función del mayor o 
menor grado en que su actuación se ajuste a la plataforma 
política de un partido. Así pues, un partido puede actuar como 
un símbolo político, una especie de representación resumida de 
una serie de ideas y objetivos, y los votantes pueden condensar 
un conjunto complejo de creencias y preferencias en la 
decisión de votar al partido A o al partido B. 

Los diversos países exhiben una rica variedad de sistemas de 
partidos, moldeados por distintos factores. Algunos países han 
experimentado lo que en la práctica ha sido el dominio de dos 
partidos (bipartidistmo), o incluso de uno solo, durante un 
largo período de tiempo: el Partido Socialdemócrata Sueco y el 
Partido Liberal Democrático de Japón han controlado sus 


respectivos gobiernos durante una gran parte de la era de la 
posguerra. En otros paises, como Italia, el poder se ha ido 
alternando con frecuencia entre un puñado de partidos 
(pluripartidismo), lo que ha generado una mayor inestabilidad. 
Asimismo, en algunos sistemas parlamentarios, como el 
italiano, los gobiernos de coalición son la norma, mientras que 
en otros resultan bastante raros. Estas diferencias obedecen a 
tantas razones, específicas de cada caso, que resulta 
complicado hacer generalizaciones. Sin embargo, se puede 
afirmar que uno de los factores que explica la diversidad de la 
política de partidos es la diversidad de los sistemas 
electorales. 


DESTACAMOSLa competencia en democracia 


«Los partidos políticos fomentan la competencia democrática 
aunando a grupos diversos bajo una misma ideología, al 
tiempo que limitan el predominio de cualquier grupo sobre los 
demás y crean los medios para poder exigir responsabilidades 
al gobierno. 

«La separación de poderes entre las diferentes ramas del gobierno 
pretende evitar los abusos de poder por parte de cualquiera de 
ellas. 


Sistemas electorales 


Hemos analizado por qué se forman los partidos políticos, pero 
debemos examinar más de cerca por qué en algunos países hay 
más partidos que en otros y por qué cada partido exhibe su 
peculiar contenido ideológico. Es posible que estas cuestiones 
no tengan una respuesta sencilla, dado que la suerte de los 
partidos políticos sufre altibajos a lo largo del tiempo. Pero si 
observamos lo que sucede en todo el mundo, veremos que 
existe una enorme diversidad en las formas en que la 
ciudadanía emite sus votos, cómo se materializan esos votos y, 
en consecuencia, cuántos partidos y de qué tipo entran en la 
asamblea legislativa. 

Todas las democracias dividen a su población en varios 


distritos electorales o circunscripciones, cada una de las 
cuales es un área geográfica representada por uno o más cargos 
electos. A estas circunscripciones se les asigna un cierto 
número de escaños parlamentarios. El número total de distritos 
electorales varía mucho de un país a otro: Argentina está 
dividida en 24 circunscripciones, que corresponden a las 23 
provincias del país más la circunscripción de Buenos Aires, 
mientras que en Nigeria los miembros de la cámara baja son 
elegidos por un total de 360 circunscripciones distintas. En 
España existen 52 circunscripciones: una por cada provincia 
(50) y dos más para las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla. También es importante cómo se trazan los límites 
divisorios entre distritos. Por ejemplo, si una minoría étnica o 
religiosa se concentra en una misma circunscripción puede 
lograr más poder político (al obtener una mayor proporción de 
escaños) del que tendría si estuviera repartida entre varios 
distritos. Además, los diferentes distritos pueden tener tamaños 
de población muy distintos, pero un mismo número de escaños 
parlamentarios, lo que otorga más poder a los residentes de los 
distritos menos poblados. Así pues, la forma en que los 
gobiernos trazan los límites de los distritos electorales puede 
influir en gran medida en el resultado de las elecciones, de 
manera que la configuración de dichos límites suele ser un 
importante motivo de controversia en las nuevas democracias 
(y, de hecho, también en las ya consolidadas). 

Una segunda distinción afecta al modo como se emiten y 
contabilizan los votosé5. Básicamente, en las democracias 
liberales se utilizan actualmente dos grandes modalidades 
electorales en ese sentido: la primera está integrada por 
sistemas basados en mayorías absolutas o relativas, 
habitualmente denominados sistemas de circunscripción 
uninominal, mientras que la segunda la constituyen los 
llamados sistemas de representación proporcional. Pasemos 
a examinar cada uno de ellos. 


DESTACAMOSParticipación 


*Una de las formas más básicas en las que la ciudadanía participa 


en la politica es mediante el sufragio y las elecciones. 

«Los votantes también pueden participar en la adopción de 
decisiones políticas mediante referendos e iniciativas públicas. 

«Los dos principales tipos de sistemas electorales son el de 
circunscripción uninominal y el de representación 
proporcional. Actualmente la mayoría de los países 
democráticos emplean la representación proporcional, pero 
muchos de ellos recurren a una combinación de ambos. 


Una minoría de democracias del mundo, como el Reino 
Unido, Canadá, Estados Unidos, la India, Nigeria y varias otras 
antiguas colonias británicas, utilizan sistemas de 
circunscripción uninominal basados en mayorías relativas, 
también conocidos como sistemas de escrutinio mayoritario 
uninominal. En dichos sistemas, como en todos los 
denominados de circunscripción uninominal, cada 
circunscripción tiene un único representante. En los sistemas 
de circunscripción uninominal basados en mayorías relativas 
consigue el escaño el candidato que obtiene más votos, ya sea 
por mayoría absoluta o mayoría simple. En este tipo de 
sistemas, los votos emitidos en favor de otros candidatos se 
pierden; es decir, que si el candidato concreto por el que se ha 
votado no gana, ese voto no influye en la apuesta electoral de 
ningún otro candidato. Este enfoque, basado en la idea de que 
el ganador se lo lleva todo, puede amplificar el poder político 
de algunos partidos a la vez que debilita el de otros. 

Los politólogos argumentan desde hace tiempo que en los 
sistemas de circunscripción uninominal la mayoría de la gente 
no se muestra dispuesta a votar a los partidos más pequeños. 
Dado que es poco probable que dichos partidos obtengan una 
mayoría relativa de votos, los votantes creen que si votan por 
un partido pequeño su voto se perderá, por lo que les parece 
más acertado dar su voto a un partido más fuerte que tenga 
posibilidades de ganar (esto es lo que habitualmente se conoce 
como «voto útil»)66. Debido a ello, es mucho más probable que 
un sistema de circunscripción uninominal produzca una 
asamblea dominada por dos grandes partidos, como ocurre en 
Estados Unidos, Canadá y el Reino Unido, y margine o elimine 
a los partidos más pequeños. 


Para ilustrar esta cuestión, echemos un vistazo al resultado 
de las elecciones celebradas en 2017 en el Reino Unido para 
elegir a los miembros de la Cámara de los Comunes (la cámara 
baja del Parlamento británico). Como puede verse en la figura 
5.1, el Partido Conservador obtuvo el 42 % de los votos y el 49 
% de los escaños, mientras que el Partido Laborista obtuvo el 
40 % de los votos y el 40 % de los escaños. Pero la relevancia 
de este sistema basado en distritos uninominales en el que se 
recompensa al ganador también es palpable en el caso de los 
partidos más pequeños. Algunas formaciones que obtuvieron 
tan solo una pequeña proporción de los votos —como el Sinn 
Féin, el Plaid Cymru y el Partido Unionista Democrático— 
lograron entre 4 y 10 escaños. La razón de ello es que la 
mayoría de los votantes de estos tres partidos regionales, 
implantados en Gales e Irlanda del Norte, se concentran en sus 
circunscripciones locales. La importancia de la concentración 
geográfica de los seguidores de una formación política resulta 
especialmente notable en el caso del Partido Nacional Escocés. 


Figura 5.1Sistemas y resultados electorales: Reino Unido 


Circunscripción uninominal de mayoría relativa: Reino Unido, Camara de los Comunes, 2017 
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Además de determinar el reparto del poder entre los 
partidos, los sistemas de circunscripción uninominal pueden 
influir también en el poder interno en el seno de los propios 
partidos. En las elecciones basadas en la circunscripción 
uninominal, los votantes eligen entre candidatos concretos en 
cada circunscripción tanto como eligen entre distintos partidos. 
A los votantes puede interesarles más lo que un candidato 
tenga que decir sobre sus necesidades concretas que la 
ideología del partido, y, en consecuencia, los candidatos 
individuales pueden actuar con mayor independencia de su 
partido si creen que con ello saldrán elegidos. Este 
planteamiento electoral resulta especialmente probable en los 
sistemas presidenciales. Cuando el presidente es elegido por 
sufragio directo, los votantes no tienen que preocuparse por 
que su partido obtenga la mayoría de escaños en la asamblea 
para poder elegir a un primer ministro. De ese modo, la 
política local ejerce mayor influencia en la política nacional. 

Con una pequeña modificación en el reglamento electoral, 


un pais puede alterar el impacto de los sistemas de 
circunscripción uninominal. Los sistemas de circunscripción 
uninominal basados en mayorías absolutas, por ejemplo, 
funcionan en gran medida del mismo modo que los basados en 
mayorías relativas, salvo por el hecho de que utilizan ciertos 
mecanismos para garantizar que el ganador sea elegido por la 
mayoría absoluta de los votantes de cada circunscripción. La 
forma más sencilla de hacerlo es celebrar elecciones a dos 
vueltas: tras la primera vuelta, solo los dos candidatos que han 
obtenido más votos se disputan la segunda. Francia utiliza este 
sistema. 

En una variación algo más complicada, se puede generar 
una mayoría absoluta haciendo que los votantes clasifiquen a 
los candidatos según sus preferencias. Si ningún candidato 
obtiene una clara mayoría, se elimina al que tiene el menor 
número de «primeras preferencias», y sus votos se reasignan en 
función de las «segundas preferencias» de dichos votos. Ese 
proceso de eliminación de los candidatos peor clasificados se 
repite hasta que uno de ellos obtiene la mayoría absoluta. Este 
sistema, denominado votación alternativa, preferencial o de 
segunda vuelta instantánea, se emplea actualmente en 
Australia, pero también hay quienes apoyan su adopción en 
Estados Unidos y Canada®7. Sus partidarios creen que aumenta 
las posibilidades de que los partidos más pequeños lleguen al 
poder, dado que a los votantes les preocupa menos la 
posibilidad de que su voto se pierda. 

En 2011, el Reino Unido celebró un referéndum sobre la 
posibilidad de pasarse al sistema de votación alternativa. La 
medida contaba con un gran apoyo de los liberal-demócratas, 
que creían que les iría mucho mejor con un sistema así. Sin 
embargo, más de las dos terceras partes de los votantes se 
opusieron al cambio. 

Muy distinta de los sistemas de circunscripción uninominal 
basados en mayorías relativas o absolutas es la llamada 
representación proporcional, que, de una forma u otra, es la 
que utilizan la mayoría de las democracias de todo el mundo. 
En general, la representación proporcional tiene por objetivo 
reducir el número de votos que se pierden e incrementar con 


ello el número de partidos que entran en la asamblea 
legislativa. En lugar de en distritos uninominales, la 
representación proporcional se basa en distritos 
plurinominales; es decir, que en cada circunscripción se 
disputa más de un escaño parlamentario. 

En los sistemas de representación proporcional los electores 
votan por un partido en lugar de un candidato, y el porcentaje 
de votos que obtiene un partido en un distrito determina con 
cuántos de los escaños de ese distrito se queda dicho partido. 
En una versión teórica simplificada, un partido que obtuviera 
el 17 % de los votos en un distrito se quedaría con el 17 % de 
los escaños de ese distrito; si en un determinado distrito 
obtuviera el 100 % de los votos, se quedaría con todos los 
escaños. En la práctica, no obstante, los votos se contabilizan y 
traducen de formas complejas que pueden influir 
profundamente en cómo se distribuyen los escaños entre los 
distintos partidos rivales. Pero por regla general, en 
comparación con los sistemas de circunscripción uninominal 
de mayorías absolutas y relativas, la representación 
proporcional permite que hasta un pequeño porcentaje de los 
votos pueda llegar a obtener representación. Las elecciones 
celebradas en 2014 en Sudáfrica, cuyos resultados se ofrecen 
en la figura 5.2, muestran cómo en el sistema de 
representación proporcional el número de votos puede 
corresponderse mucho más estrechamente con el porcentaje de 
escaños obtenidos en el parlamento. Así, en la Asamblea 
Nacional de Sudáfrica están representados partidos pequeños 
que no habrían logrado un solo escaño en los sistemas de 
circunscripción uninominal basados en mayorías absolutas o 
relativas. 

Dado que la representación proporcional se basa en distritos 
plurinominales, las elecciones no se centran en la competencia 
entre individuos como ocurre en los sistemas uninominales. En 
lugar de ello, los partidos políticos elaboran de antemano una 
lista de sus candidatos para cada distrito electoral, a menudo 
proponiendo tantos candidatos como escaños hay en juego en 
ese distrito. Si un distrito tiene 10 escaños y un partido obtiene 
allí el 50 % de los votos, el partido enviará a la asamblea a los 


primeros cinco candidatos de su lista para ese distrito. Son los 
propios partidos politicos los que deciden quiénes figurarán en 
sus listas y en qué posiciones, y habitualmente asignan los 
primeros puestos a los candidatos de mayor peso. Cualquier 
candidato aspirará, pues, a figurar en los puestos más altos 
posible de la lista para poder obtener un escaño aunque el 
partido obtenga solo una pequeña proporción de los votos del 
distrito. 

A diferencia de los sistemas basados en mayorías absolutas o 
relativas, donde los votantes tienden a apoyar solo a los 
partidos con posibilidades de obtener una buena parte de los 
votos de un distrito, en la representación proporcional los 
votantes se muestran más dispuestos a votar a partidos 
pequeños en tanto estos tienen más posibilidades de obtener al 
menos algunos escaños en la asamblea legislativa. Incluso 
puede ocurrir muy bien que un partido que obtenga menos del 
10 % de los votos logre algún escaño, como demostraron las 
elecciones sudafricanas de 2014. Debido a ello, es probable 
que en las asambleas de los países con sistemas de 
representación proporcional haya muchos más partidos. En el 
Parlamento de Israel, por ejemplo, hay más de 15 formaciones, 
algunas de las cuales son coaliciones de varios partidos más 
pequeños. Algunos sistemas de representación proporcional 
intentan limitar el número de partidos pequeños estableciendo 
un porcentaje mínimo de votos para obtener escaños en la 
asamblea; en Alemania y varios otros países el umbral es del 5 
%, mientras que en 2015 Israel estableció un umbral por 
primera vez en su historia, situándolo en el 3,25 %. 
Obviamente, esto también se traduce en una pérdida de votos, 
dado que los votantes que elijan a partidos que no superen el 
umbral no verán contabilizados sus votos. Aun así, el número 
de votos perdidos tiende a ser mucho menor en la 
representación proporcional que en los sistemas de 
circunscripción uninominal. 


Figura 5.2Sistemas y resultados electorales: Sudáfrica 


Representación proporcional: Sudáfrica, Asamblea Nacional, 2014 
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Por último, en los sistemas de representación proporcional 
tanto la disciplina como la ideología de los partidos pueden ser 
más marcadas, y ello por dos razones. En primer lugar, la 
diversidad ideológica de los partidos está vinculada a su 
necesidad de forjarse espacios ideológicos diferenciados. No 
ocurre así en los sistemas de circunscripción uninominal, 
donde los partidos aspiran a llegar a la mayor cantidad de 
gente posible para obtener una mayoría absoluta o relativa. En 
segundo término, la representación proporcional puede 
generar una mayor disciplina interna en los partidos en tanto 
quienes no sigan las reglas del partido pueden verse eliminados 
de las listas en las elecciones siguientes. Cuando la 
representación proporcional se combina con un sistema 
parlamentario, la disciplina de partido puede ser aún mayor en 


la medida en que puede marcar la diferencia entre un gobierno 
estable y una moción de censura. Brasil representa un 
interesante contraste en ese aspecto. Además de una 
presidencia fuerte, el parlamento utiliza un sistema de 
representación proporcional de «lista abierta» en el que los 
votantes no solo eligen a un partido, sino que también 
seleccionan a su candidato preferido en ese partido. Luego se 
asignan los escaños en función de los porcentajes de votos 
favorables a cada partido y a cada candidato de ese partido. 
Esto hace que los candidatos compitan contra los miembros de 
su propio partido tanto como contra los partidos rivales, lo que 
debilita la cohesión interna de los partidos. 

¿Qué sistema es más representativo, la circunscripción 
uninominal o la representación proporcional? Los partidarios 
de la representación proporcional señalan que con este sistema 
se pierden menos votos, y, con ello, permite que una mayor 
diversidad de intereses halle expresión política. Dichos 
intereses pueden incluir los de grupos definidos por 
distinciones sociales vigentes como la religión y la etnicidad. 
Como señalamos en el capítulo 3, una forma de resolver el 
conflicto étnico es recurrir a instituciones como la 
representación proporcional para posibilitar que los grupos 
étnicos o religiosos promuevan sus causas, especialmente si 
dichos grupos no están geográficamente concentrados y, por lo 
tanto, saldrían perdiendo con un sistema de circunscripción 
uninominal. La representación proporcional también puede 
alentar la profundización y difusión de diferentes visiones 
ideológicas, incrementando la competencia de ideas y 
proporcionando una vía de entrada a nuevas inquietudes en la 
esfera política. Muchos sistemas de representación 
proporcional, por ejemplo, posibilitaron la formación de 
partidos ecologistas y permitieron que estos ejercieran un 
mayor o menor grado de influencia ya en la década de 1970, 
mientras que en los sistemas de circunscripción uninominal 
todavía hoy siguen siendo fuerzas marginales. Además, cuando 
se combina con la forma de gobierno parlamentaria, la 
representación proporcional suele obligar a los partidos a 
formar coaliciones para obtener una mayoría de votos, 


generando así un consenso entre diversas visiones políticas. 
Por último, el uso de listas de candidatos en la representación 
proporcional también puede facilitar que los propios partidos 
amplíen la representación de grupos sociales 
infrarrepresentados, como las mujeres y las minorías, situando 
a miembros de dichos grupos en los primeros puestos de sus 
listas68. 

Por su parte, los defensores de los sistemas de 
circunscripción uninominal subrayan las ventajas de los 
distritos con un solo representante electo y los comicios en los 
que el ganador se lo lleva todo. En dichos sistemas, las 
personas pueden conectar más fácilmente con sus 
representantes electos que en los de representación 
proporcional. Como ya hemos mencionado antes, dado que en 
los sistemas de circunscripción uninominal los votantes 
expresan su apoyo o su rechazo a determinados candidatos 
concretos, dichos candidatos forman lazos con sus electores tan 
estrechos como los que tienen con su partido, si no más, lo que 
facilita el rendimiento de cuentas. Los partidarios de este tipo 
de sistemas también señalan que permiten la creación de 
grandes partidos capaces de reunir las mayorías necesarias 
para gobernar sin ser rehenes de otros partidos más pequeños, 
a menudo marginales. El lado negativo de la diversidad de 
partidos que caracteriza a la representación proporcional — 
argumentan sus criticos— puede ser la fragmentación y la 
inestabilidad política. 

Dado que los sistemas de circunscripción uninominal y de 
representación proporcional tienen cada uno de ellos sus 
propias ventajas y desventajas, algunos países han optado por 
una combinación de ambos. Por ejemplo, Alemania, Hungría, 
Japón y México utilizan lo que se conoce como un sistema 
electoral mixto que combina la circunscripción uninominal 
basada en mayorías absolutas o relativas con la representación 
proporcional. Los votantes emiten dos votos: uno por un 
candidato y el otro por un partido (estos dos votos pueden 
diferenciarse en una única papeleta de votación para cada uno, 
o bien los votantes pueden participar en dos elecciones 
distintas, una para los candidatos de representación 


proporcional y otra para los candidatos de circunscripción 
uninominal). Los candidatos de circunscripción uninominal son 
elegidos por mayoría absoluta o mayoría simple, mientras que 
en la otra votación los escaños se asignan proporcionalmente. 
El porcentaje de escaños asignados a cada método electoral 
varía de un país a otro. Por ejemplo, en Alemania los escaños 
de la cámara baja del Parlamento se dividen a partes iguales 
entre la circunscripción uninominal y la representación 
proporcional, mientras que en Japón el 60 % corresponde a la 
circunscripción uninominal y el 40 % restante a la 
representación proporcional. En este sistema los votantes no 
solo pueden emitir dos votos, sino que además tienen la opción 
de dividir su elección votando a un candidato de un partido 
con su voto de circunscripción uninominal mientras eligen a 
un partido distinto con su voto de representación proporcional. 
Por citar de nuevo el caso de Alemania, en este país una 
persona podría votar por un gran partido de izquierdas como 
el Partido Socialdemócrata en la parte de la votación 
correspondiente al sistema de circunscripción uninominal 
basada en la mayoría relativa (dada la probabilidad de que 
solo un partido grande obtenga la mayoría simple necesaria 
para ganar), mientras se reserva la parte correspondiente a la 
representación proporcional para votar a un pequeño partido 
ecologista como Los Verdes. 

Por último, debemos examinar qué influencia tienen —de 
tener alguna— los sistemas electorales en la relación entre los 
poderes ejecutivo y legislativo. Para empezar, es menos 
probable que los sistemas parlamentarios que se basan en la 
circunscripción uninominal tengan gobiernos de coalición, 
dado que los partidos pequeños tienen menos posibilidades de 
acceder al poder y, en cambio, es más habitual que un solo 
partido obtenga una mayoría absoluta de escaños en el 
parlamento. Por el contrario, en los sistemas parlamentarios la 
representación proporcional puede incrementar la probabilidad 
de que haya gobiernos de coalición; esta forma de gobierno 
puede ampliar el abanico de representación, pero también 
hacer que aumente la probabilidad de inestabilidad 
gubernamental inherente a la gestión de tantos intereses en 


pugna. En segundo término, el sistema empleado para elegir el 
Parlamento está desvinculado de la forma que adopta la 
relación entre los poderes ejecutivo y legislativo. Un sistema 
presidencial o parlamentario puede emplear indistintamente la 
representación proporcional o la circunscripción uninominal 
para elegir a su asamblea legislativa. De manera similar, un 
país podría cambiar su constitución para que el máximo puesto 
ejecutivo pase del presidente al primer ministro sin necesidad 
de alterar su sistema electoral, o podría pasar de la 
representación proporcional a la circunscripción uninominal (o 
viceversa) sin tener que modificar su estructura ejecutiva. 


DESTACAMOSSistemas electorales 
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Referéndum e iniciativa popular 


Además de determinar cómo se contabiliza la participación de 
un votante, los sistemas electorales pueden influir en las 
políticas públicas. Aunque habitualmente las votaciones se 
utilizan para elegir a los partidos o candidatos que ejercerán el 
poder, muchos países ofrecen a la ciudadanía la opción de 
votar directamente sobre determinadas cuestiones políticas. 
Este tipo de votación se conoce normalmente como 
referéndum. A diferencia de la forma indirecta en que las 
elecciones afectan a la esfera política, los referendos permiten 
a la ciudadanía tomar decisiones directas sobre políticas 
concretas. 

Aunque en países como Estados Unidos y Canadá no existe 
ninguna disposición constitucional específica relativa a la 
celebración de referendos nacionales (pero sí en la legislación 
de algunos gobiernos locales y estatales de dichos países), 
muchas otras democracias utilizan este mecanismo. Italia y 


Nueva Zelanda han celebrado referendos nacionales para 
reestructurar drásticamente sus sistemas electorales y 
legislativos. En Suiza, donde el sistema político se acerca más 
al concepto de democracia directa que en ningún otro país, 
muchas de las decisiones nacionales más importantes se 
adoptan regularmente mediante referendos. Asimismo, es 
habitual someter a referendos las constituciones y las reformas 
constitucionales, y algunos países europeos utilizan también 
este mecanismo para aprobar los cambios que afectan a su 
relación con la Unión Europea. Estos referendos pueden ser 
convocados por el gobierno, pero el poder formal para hacerlo 
suele recaer en el jefe del estado. 

En algunos países, también los propios ciudadanos tienen la 
opción de recoger firmas para someter una determinada 
cuestión a votación nacional en lo que se conoce como 
iniciativa popular. Este tipo de participación directa puede 
ayudar a legitimar el proceso democrático, pero a algunos les 
preocupa que este tipo de votaciones nacionales deleguen un 
excesivo poder en manos de una ciudadanía desinformada, 
debilitando así la democracia representativa. 


Derechos civiles y libertades civiles 


El último componente de la democracia liberal es lo que 
definíamos como libertades. Pero para hablar de ello debemos 
ir más allá del proceso democrático y considerar lo que 
constituye la propia esencia de la democracia: los derechos y 
libertades civiles. Los derechos civiles generalmente se 
relacionan con la promoción de la igualdad, mientras que las 
libertades civiles hacen referencia a la promoción de la 
libertad, aunque en cierta medida ambos se solapan. Los 
derechos y libertades civiles incluyen, entre otros, la libertad 
de expresión y de circulación, el derecho a tener las propias 
creencias religiosas, la libertad de reunión y asociación, la 
igualdad de trato ante la ley, la prevención de castigos 
inhumanos, el derecho a un juicio justo, el derecho a la 
intimidad y el derecho de las personas a elegir a su propio 
gobierno. Los derechos y libertades dependen de lo que 


conocemos como estado de derecho; es decir, de aquellas 
instituciones juridico-legales a las que todos, gobernantes y 
gobernados, estamos sujetos, y que defienden las leyes al 
tiempo que favorecen dichas libertades. 

Las constituciones democráticas del mundo varían en cuanto 
al número de derechos que articulan y el tipo de derechos a los 
que dan mayor o menor prioridad. Pese a tales discrepancias, 
es posible caracterizarlas todas por su énfasis en uno de los que 
se pueden considerar los dos tipos básicos de derechos. En el 
primer caso se parte de la base de que los individuos 
constituyen el vehículo primordial de los derechos 
democráticos y hay que defender sus derechos frente a la 
injerencia del estado y de otros individuos. La Constitución 
sudafricana va bastante lejos en este sentido, afirmando que «el 
estado no puede discriminar injustamente a nadie, ya sea de 
forma directa o indirecta, por una o más razones de raza, 
género, embarazo, estado civil, origen étnico o social, color, 
orientación sexual, edad, discapacidad, religión, conciencia, 
creencias, cultura, lengua o nacimiento». Fue la primera 
constitución que abordó explícitamente los derechos asociados 
a la orientación sexual. Al mismo tiempo, la constitución 
prohíbe «fomentar el odio por motivos de raza, etnia, género o 
religión», lo que algunos considerarían una violación de la 
libertad de expresión individual. De manera similar, la 
Constitución alemana incluye claras disposiciones de 
protección de los derechos individuales, pero también afirma 
que «los partidos que, por sus objetivos o el comportamiento 
de sus partidarios, pretendan socavar o abolir el libre orden 
democrático básico... serán inconstitucionales». 

En el segundo caso, los derechos democráticos se conciben 
como instituciones creadas y defendidas por el estado. Así, 
algunas constituciones democráticas, en especial las de los 
regímenes socialdemócratas, se refieren extensamente a las 
instituciones sociales o económicas como derechos, como en el 
caso de la educación universal, la atención sanitaria y las 
pensiones de jubilación. Por ejemplo, la Constitución sueca 
establece que «las instituciones públicas garantizarán el 
derecho al trabajo, la vivienda y la educación, y promoverán la 


asistencia y la seguridad social, ademas de las condiciones que 
favorezcan una buena salud». La Constitución brasileña declara 
que entre sus objetivos fundamentales se encuentran el 
desarrollo nacional y la erradicación de la pobreza, e incluye 
disposiciones relativas al salario mínimo, las horas 
extraordinarias y las vacaciones anuales. Otras constituciones 
consagran el control estatal de los recursos naturales o la 
obligación del estado de preservar el entorno natural. ¿Cuáles 
son los límites de los derechos y libertades individuales, y cuál 
el equilibrio aceptable entre los derechos individuales y la 
función del estado de satisfacer las necesidades de la sociedad? 
De lo que no hay duda es de que el concepto de libertades 
seguirá evolucionando. 

En el análisis precedente hemos visto que las libertades no 
constituyen simplemente la ausencia de controles sobre 
nuestro campo de acción, es decir, una libertad «negativa», 
sino que constituyen también algo que debe construirse, 
institucionalizarse y defenderse, esto es, una libertad 
«positiva». En consecuencia, el estado, el gobierno y el régimen 
tienen un papel esencial de cara a fomentar y promover las 
libertades. Pero sería un error concluir que las libertades 
emanan exclusivamente del estado como un don que este 
concede al pueblo. Recuérdese nuestro análisis inicial sobre la 
democratización al comienzo de este capítulo. Las instituciones 
nacionales e internacionales, la cultura, la sociedad civil, la 
modernización, los líderes comprometidos y otros factores 
pueden crear un espacio que posibilite el cambio democrático. 
Pero el reto es entonces dotar de libertades ese espacio; dotarlo 
de la institucionalización de los derechos y libertades civiles 
que alimentan la participación y la competencia democráticas. 
Allí donde las libertades son escasas o están ausentes, puede 
que exista toda la parafernalia propia de la democracia, pero la 
represión seguirá siendo la norma. Este será el tema central de 
nuestro próximo capítulo, donde examinaremos los regímenes 
no democráticos. 


En resumen: Los futuros retos de la democracia 


Como hemos visto, la democracia es una de las posibles 
maneras de mantener un cierto equilibrio entre libertad 
individual e igualdad colectiva. Es una forma de gobierno 
cuyos origenes, como hemos examinado en este capitulo, se 
remontan a miles de años atrás. En su moderna versión liberal, 
la democracia prioriza la libertad individual a través de la 
participación, la competencia y las libertades: la participación, 
a menudo mediante la celebración de elecciones, ayuda a 
proporcionar a la ciudadanía un medio de control sobre el 
estado y el gobierno; la competencia asegura la libre 
circulación de ideas e impide una excesiva centralización del 
poder, y las libertades crean normas relativas a la libertad y la 
igualdad humanas. Cuando estos elementos se institucionalizan 
—es decir, son valorados por sí mismos y considerados 
legítimos por la ciudadanía—, también lo hace la democracia, 
y podemos hablar de la existencia de un estado de derecho. 
Nadie puede pretender estar por encima del régimen 
democrático. 

En el próximo capítulo examinaremos la esfera política 
cuando no es ese el caso. En los regímenes no democráticos, 
todos esos elementos que hemos dado por sentados se hallan 
débilmente institucionalizados o ausentes. La participación, la 
competencia, las libertades y el estado de derecho están 
restringidos, mientras que el predominio del poder está en 
manos de unas pocas élites que no rinden cuentas ante la 
ciudadanía. ¿Cómo surgen estos sistemas? ¿En qué se 
diferencian? ¿Tienen los días contados, o la democracia seguirá 
chocando contra actores e instituciones no democráticos en un 
futuro próximo? Examinaremos más a fondo estas cuestiones. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Qué explica la democratización de Asia? 


Antaño muchos estudiosos creían que Asia no era susceptible de 
democratización. Para afirmar tal cosa, los observadores 
generalmente se basaban en explicaciones de tipo cultural, 
empleando lo que a menudo se conoce como el «argumento de los 
valores asiáticos». Según este punto de vista, la cultura asiática, 
fuertemente influenciada por el confucianismo, prioriza 
especialmente la deferencia a la autoridad, la comunidad, la 
jerarquía y la estabilidad, y la importancia de un líder fuerte que 
actúe como la encarnación del estado. Debido a ello, los valores 
democráticos, que enfatizan la competencia individual, la 
participación y las libertades, irían en contra de esa cultura 
dominante. Como veíamos en el capítulo 3, los valores de 
autoexpresión son mucho más bajos en Asia que en Europa o 
Norteamérica. Pero este argumento presupone que dichos valores 
en sí mismos constituyen un obstáculo para la democracia antes 
que fuerzas capaces de configurar la práctica real de la 
democracia en Asia. 

De hecho, en las tres últimas décadas varios países asiáticos han 
realizado una transición del autoritarismo a regímenes 
democráticos, mientras que otros han experimentado una 
transición parcial a regímenes híbridos o iliberales. Filipinas fue 
uno de los primeros países en democratizarse a finales de la 
década de 1980, seguido poco después por Corea del Sur. Taiwán 
inició su democratización a mediados de la década de 1990, e 
Indonesia hizo lo propio en el cambio de milenio. Incluso en los 
países donde no se ha producido una plena democratización, como 
Singapur, Malasia y Bután, han mejorado los derechos políticos y/ 
o las libertades civiles. También se han producido retrocesos, 
como en el golpe militar acaecido en 2014 en Tailandia y, más 
recientemente, el ocurrido a comienzos de 2021 en Birmania. 
Asimismo, los regímenes comunistas de China, Vietnam y Corea 
del Norte muestran pocos indicios de una mayor democratización. 
Sin embargo, en términos generales puede decirse que en la última 
década Asia ha logrado avances significativos en materia de 
democracia. ¿A qué se debe? 

La primera explicación de la democratización, y también la más 
habitual, se centra en el impacto de la modernización. Como 


recordara el lector que veiamos en el capitulo 1, la teoria de la 
modernización sostiene que el crecimiento económico lleva 
aparejados una serie de cambios que probablemente inclinan a la 
ciudadanía a formular mayores exigencias democráticas. El 
incremento de los niveles educativos aumenta la conciencia 
política, lo que a su vez fomenta las demandas de mayor 
participación en el estado. También se cuestionan las formas 
tradicionales de autoridad y jerarquía. Por último, la 
modernización implica el surgimiento de una clase media, lo que 
se traduce en un mayor incentivo para que los ciudadanos 
controlen el estado. Esta explicación se ajusta especialmente bien 
a los casos de Corea del Sur y Taiwán, cuya democratización 
siguió la estela de su rápida industrialización. En cambio, resulta 
menos útil en casos como el de Filipinas, donde el PIB era y sigue 
siendo mucho más bajo. Tampoco explica la constante presencia 
del autoritarismo en Singapur, que tiene el dudoso honor de ser a 
la vez un país autoritario y uno de los más ricos del mundo. Sin 
embargo, como señalábamos en el capítulo 4, es cierto que en 
toda Asia estamos presenciando un aumento de la renta y el 
surgimiento de una clase media que coinciden aproximadamente 
con los procesos de democratización. 

Las explicaciones sociales de la democratización en Asia se 
solapan también con la teoría de la modernización. En nuestra 
anterior exposición analizábamos el importante papel que 
desempeña la sociedad civil, definida como un tejido de 
organizaciones creadas por los ciudadanos para ayudar a definir 
sus intereses. De hecho, en varios países asiáticos la sociedad civil 
ciertamente ha actuado como motor de la democratización. En 
Taiwán e Indonesia los grupos ecologistas desempeñaron un 
importante papel en ese sentido; en Corea del Sur fueron los 
sindicatos y las organizaciones estudiantiles, y en Filipinas, la 
Iglesia católica. Sin embargo, en otros casos —por ejemplo, 
Malasia— hemos observado un auge de la sociedad civil mientras 
el autoritarismo sigue estando profundamente arraigado. 

¿Y qué ocurre con el papel de las élites? Recuérdese que las 
explicaciones basadas en las élites se centran en el reparto del 
poder en la sociedad, tanto económico como político, y en cómo 
este podría influir en los cálculos de quienes lo ejercen. Una 
sociedad más igualitaria implica un sistema político donde quienes 
ostentan el poder no monopolizan la riqueza y, por lo tanto, se 
ven menos amenazados por una posible pérdida de poder político. 
La industrialización de Corea del Sur y Taiwán, por ejemplo, 
también creó un sistema político-económico donde la desigualdad 
era relativamente baja y el índice de desarrollo humano era 


relativamente alto. Por otra parte, hay que mencionar asimismo 
una de las posibles funciones de las élites: la que desempeñan los 
líderes favorables a la democracia. En todo el continente asiático, 
personas como Kim Dae-jung en Corea del Sur, Corazón Aquino en 
Filipinas y Aung San Suu Kyi en Birmania han tenido un papel 
fundamental a la hora de movilizar y mantener el apoyo 
ciudadano a la democracia, especialmente allí donde los 
dictadores se han mostrado especialmente renuentes a ceder el 
poder. 

Por último, no debemos pasar por alto el papel que 
desempeñan los factores internacionales. Desde mediados de la 
década de 1980, Estados Unidos empezó a ejercer presión sobre 
los líderes autoritarios de Asia. También las ayudas a la 
democratización por parte de diversos estados y organizaciones no 
gubernamentales internacionales aumentaron durante la década 
de 1990, apoyando especialmente a la sociedad civil. Y tampoco 
hay que subestimar los efectos de la emulación y la difusión. Una 
vez iniciada la democratización en algunos países de la región, 
esta incrementó la confianza de los estados vecinos en el hecho de 
que tales transiciones resultaban de hecho factibles. Hemos 
presenciado oleadas similares de democratización en 
Latinoamérica y Europa Oriental. 

Este análisis plantea una interesante cuestión en torno al que 
constituye el gran caso atípico de Asia: China. Según algunos 
indicadores, China parece estar preparada para la 
democratización. Han aumentado los niveles de desarrollo y de 
renta. Podemos observar un auge de la sociedad civil en forma, 
por ejemplo, de nuevas organizaciones religiosas y grupos 
ecologistas. Al mismo tiempo, no obstante, el incremento de la 
desigualdad y la creciente concentración de la riqueza en manos 
de las élites del partido implican que estas últimas tienen un 
fuerte incentivo para mantenerse en el poder, como evidenció la 
represión de las aspiraciones democráticas en 1989. En cualquier 
caso, algunos observadores afirman ya que China podría ser una 
democracia en la próxima década. El escepticismo, desde luego, 
está más que justificado, dado que anteriormente ya hubo quien 
argumentó que China se democratizaría en 2015. Pero si se 
cumplen las predicciones, el cambio de régimen de China 
marcaría un punto de inflexión histórico: daría lugar a un mundo 
donde la mayoría de la gente viviría bajo un gobierno 
democrático. 


1.¿Cuáles son las explicaciones más sólidas de la 


democratización en Asia? 
2.¿Cree que en el futuro China será más democrática o menos? 
¿Por qué? 


a. Minxin Pei, «5 Ways China Could Become a Democracy», Diplomat, 13 de 
febrero de 2013. 


6.Los regimenes no democraticos 


¿Por qué en algunos paises no ha arraigado la democracia? 


Zimbabue es un país fallido pese a su gran potencial. En una 
fecha tan reciente como mediados de la década de 1980, tanto 
su producto interior bruto (PIB) per cápita como varios otros 
indicadores de desarrollo eran aproximadamente iguales a los 
de Vietnam. Pero, mientras que la economía vietnamita ha 
disfrutado de un rápido desarrollo, Zimbabue ha 
experimentado un largo período de mala gestion 
gubernamental y declive económico. El PIB de Vietnam se ha 
cuadruplicado, mientras que el PIB per cápita de Zimbabue se 
ha reducido en un 25 %. Las tasas de mortalidad infantil han 
aumentado en Zimbabue en la misma medida que disminuían 
en Vietnam. Y en el que probablemente constituye el ejemplo 
más llamativo de disfunción, Zimbabue ostenta el récord de 
haber experimentado la tasa de inflación más alta del mundo: 
231.000.000 % en 2008. Su banco central llegó a imprimir 
billetes por valor de 100 billones de dólares zimbabuenses 
poco antes de que la moneda se desplomara por completo y se 
retirara de la circulación. 

Sin embargo, mientras Zimbabue afrontaba esas tremendas 
dificultades, el presidente Robert Mugabe seguía 
manteniéndose en el cargo desde 1980. Tras derrotar 
sistemáticamente a la oposición en todas las elecciones, en las 
celebradas en 2013 su partido, la Unión Nacional Africana de 
Zimbabue-Frente Patriótico (ZANU-PF, por sus siglas en 
inglés), llegó a obtener las dos terceras partes de los escaños 
del Parlamento, y asimismo ha seguido ganando todos los 
comicios desde entonces. Aunque Mugabe sería finalmente 
derrocado en 2017 en un golpe de estado por Emmerson 


Mnangagwa, también de ZANU-PF, la cuestión que aqui nos 
interesa es: ¿cómo han podido mantenerse Mugabe y ZANU-PF 
en el poder en un entorno de tanta tensión y disfunción 
económica? 

Una posible respuesta reside en los recursos naturales del 
país. Muchos de nosotros hemos oído hablar de lo que se 
conoce como «diamantes sangrientos» o «diamantes de guerra». 
Normalmente el término nos evoca un contexto de guerra civil 
y de minas ilegales que financian la venta de armas. Pero los 
diamantes de guerra no tienen por qué estar necesariamente 
vinculados a una guerra civil: los diamantes de Zimbabue son 
producto de otro tipo de conflicto. A diferencia de muchos 
otros países africanos, donde se extraen diamantes desde hace 
varias décadas o incluso más tiempo, los yacimientos 
diamantíferos de Zimbabue, en la región de Marange, no 
empezaron a explotarse hasta 2006, en la fase más intensa de 
la crisis económica en la que se hallaba sumido el país. Al cabo 
de poco tiempo los yacimientos fueron nacionalizados, lo que 
proporcionó al estado la posibilidad de obtener cientos de 
millones de dólares en ventas. 

Aunque esos recursos deberían haber constituido un 
salvavidas para Zimbabue, gran parte de los ingresos derivados 
de la venta de diamantes —puede que la mayoría de ellos— en 
realidad no fueron a parar a manos del estado. Lejos de ello, 
los diamantes contribuyeron a financiar lo que la ONG Global 
Witness califica de «gobierno paralelo». Los derechos de 
extracción se concedieron a empresas claramente vinculadas a 
quienes ostentaban el poder. Una buena proporción de las 
acciones de dichas empresas, en algunos casos mayoritaria, 
están en manos de miembros de alto rango de la Organización 
Central de Inteligencia de Zimbabue (CIO, por sus siglas en 
inglés), una policía secreta que era leal a Mugabe, así como de 
varios altos cargos del Ministerio de Defensa, las fuerzas 
armadas y la policía. 

Esta interrelación ha tenido importantes consecuencias. Para 
empezar, los ingresos así obtenidos han insuflado nueva vida al 
partido gobernante, ZANU-PF, y a las instituciones de 
seguridad que controla. Los fondos derivados de la venta de 


diamantes se destinaron a financiar equipos de interferencia de 
radio para bloquear las transmisiones de las emisoras criticas 
con el gobierno; flotas de vehiculos para trasladar a los 
simpatizantes y atacar a las fuerzas de la oposición, y pagos 
directos a determinados individuos y líderes tribales a fin de 
garantizar su apoyo en las elecciones. Algunos observadores 
sugieren que se han gastado casi mil millones de dólares con 
estos fines. En segundo término, la riqueza diamantífera que ha 
ido a parar a manos de ZANU-PF y las instituciones de 
seguridad ha generado nuevas oportunidades de corrupción 
dentro del estado y del gobierno. Como veíamos en el capítulo 
5, cuando los activos económicos se concentran en manos de 
quienes ostentan el poder, crean un desincentivo para dejar el 
cargo. Zimbabue es una clara víctima de lo que se conoce 
como «la maldición de los recursos», donde en la práctica la 
abundancia de recursos naturales no hace sino debilitar el 
desarrollo económico y reforzar al gobierno autoritario. No es 
de extrañar, pues, que solo una pequeña parte de la riqueza 
diamantífera de Zimbabue haya terminado en las arcas del 
tesoro. 

Un último elemento guarda relación con la comunidad 
internacional. Durante varios años, diversos estados y 
organizaciones no gubernamentales estuvieron presionando a 
Mugabe para que dimitiera, utilizando instrumentos tales como 
un embargo de los suministros militares, la limitación de la 
ayuda al desarrollo y el boicot al comercio de diamantes. Pero 
Zimbabue encontró un nuevo aliado en China. A diferencia de 
Estados Unidos o la Unión Europea, a China no le importa el 
autoritarismo de Zimbabue ni su historial en lo relativo a los 
derechos humanos. China ha proporcionado más de mil 
millones de dólares en préstamos y ayuda a Zimbabue, y varias 
empresas chinas han participado activamente en diversos 
proyectos de desarrollo, incluida la extracción de diamantes. 
Pero esta colaboración también tiene sus límites. En 2016, 
antes de ser derrocado, Mugabe revocó los derechos de las 
empresas extranjeras para explotar los yacimientos de 
diamantes, y esta medida incluía a China, el país que había 
realizado la mayor inversión en ese ámbito. ¿Por qué decidiría 


el presidente enfadar a su mayor patrocinador internacional? 
La respuesta podria residir en el hecho de que, cuando 
disminuye el flujo de recursos naturales, los que mandan 
intentan retener los recursos que quedan para mantenerse en el 
poder. La maldición de los recursos solo persiste mientras siga 
habiendo recursos que explotar. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Contrastar los regímenes autoritarios y totalitarios. 

*Analizar las diversas teorías que rivalizan por explicar el surgimiento y la 
persistencia de los regímenes no democráticos. 

*Explicar cómo conservan el poder los regímenes no democráticos. 

«Diferenciar entre regímenes personales, monárquicos, militares, de 
partido único, teocráticos e iliberales. 

*Entender la persistencia de los regímenes ¡liberales pese a la tendencia a 
alejarse del autoritarismo. 


«El hombre nace libre, pero en todas partes está 
encadenado», escribía Jean-Jacques Rousseau en 1762. Desde 
entonces, en muchos lugares del mundo ha surgido y florecido 
la democracia. Sin embargo, según Freedom House, una ONG 
estadounidense que supervisa y fomenta las instituciones 
democráticas en todo el mundo, el 60 % de la población 
mundial vive en sociedades definidas como «parcialmente 
libres», donde en teoría existen importantes libertades 
personales y derechos democráticos, pero estos no están 
institucionalizados y se hallan sujetos a restricciones, o como 
«no libres», donde la ciudadanía apenas tiene libertades civiles 
ni oportunidades de participación politica®?. En ningún caso se 
puede calificar a estos regímenes de democráticos. 

En este capítulo analizaremos la dinámica interna y los 
orígenes de los regímenes no democráticos. Tras definir estos 
regímenes y su relación con la libertad y la igualdad, 
examinaremos sus orígenes, abordando la paradoja de por qué 
los regímenes no democráticos son la norma en algunos países, 
pero no en otros. Tras esta paradoja subyace la cuestión más 
general de los orígenes del gobierno no democrático, que 


refleja nuestro análisis del capítulo 5 sobre las diversas 
explicaciones contradictorias de la democratización. ¿Qué 
variables se asocian al gobierno no democrático? El estudio de 
las posibles causas de los regímenes no democráticos nos 
llevará a examinar cómo los gobernantes no democráticos 
mantienen el control del poder. Aunque los regímenes no 
democráticos exhiben una gran diversidad, podemos identificar 
una serie de rasgos comunes a todos ellos. Por último, 
consideraremos cuál puede ser el futuro del gobierno no 
democrático. Al final de la Guerra Fría, muchos supusieron que 
el futuro se caracterizaría por una oleada de democracias 
liberales. Pero en los últimos años el gobierno no democrático 
ha mostrado su capacidad de adaptarse y prosperar, y puede 
que la «ola de democratización» esté chocando con una 
auténtica marea en sentido opuesto. Al final del presente 
capítulo examinaremos si realmente es así, y, en caso 
afirmativo, cuáles serían las consecuencias. 


Definición de gobierno no democrático 


Uno de los retos que se plantean al estudiar los regímenes no 
democráticos es el hecho de que estos constituyen lo que 
podríamos llamar una categoría residual: un grupo de 
elementos diferenciados que no tienen por qué ser 
necesariamente iguales. En contraste con los regímenes 
democráticos, que pueden definirse e identificarse con mayor 
claridad, los regímenes no democráticos representan una 
amplia gama de sistemas, muchos de los cuales apenas se 
asemejan entre sí. Esta diversidad se traduce, a su vez, en una 
proliferación de términos que a menudo se utilizan de forma 
indistinta e indiscriminada: autocracia, oligarquía, dictadura, 
tiranía... Para complicar aún más las cosas, hay ciertos 
regímenes no democráticos que se asemejan más a democracias 
que a otros regímenes no democráticos. Como resultado, 
tendemos a hablar de los regímenes no democráticos en 
función de aquello que niegan a sus ciudadanos: participación, 
competencia y libertades (es decir, los mismos elementos que 
definen la democracia). En general, utilizaremos aquí el 


término autoritarismo para abarcar muchas de estas formas 
diversas de gobierno no democratico. 

Sin embargo, si queremos caracterizar los regimenes no 
democráticos basándonos en algo más que la mera ausencia de 
democracia, necesitamos una definición con la que trabajar. 
Los estudiosos suelen definir los regímenes no democráticos 
como aquellos regímenes políticos que están controlados por 
un pequeño grupo de individuos que ejercen el poder sobre el 
estado sin ser constitucionalmente responsables ante la 
ciudadanía. En los regímenes no democráticos, la ciudadanía 
no desempeña un papel significativo en la elección o 
destitución de los líderes. En dichos regímenes, los líderes 
políticos disponen de un margen mucho mayor para 
implementar políticas que de hecho «dictan» al pueblo (de ahí 
el término dictador). No resulta sorprendente, pues, que los 
regímenes no democráticos, por su propia naturaleza, se 
fundamenten en la restricción de la libertad individual. Como 
mínimo, suprimen el derecho de las personas a elegir a sus 
propios líderes, y también restringen en diversos grados otras 
libertades, como la libertad de expresión o de reunión. Algo 
más confusa es la relación de los regímenes no democráticos 
con la igualdad. Algunos de ellos, como los regímenes 
comunistas, limitan la libertad individual en aras de una mayor 
igualdad económica; otros, como el Zimbabue de Mugabe, no 
pretenden brindar ni libertad ni igualdad: solo existen para 
incrementar el poder de quienes ejercen el control”°. 


DESTACAMOSRegímenes no democráticos 


eUn pequeño grupo de individuos ejerce el poder sobre el estado. 

*El gobierno no es constitucionalmente responsable ante la 
ciudadanía. 

«La ciudadanía desempeña un papel reducido, o ninguno en 
absoluto, en la elección de los líderes. 

«Se restringe la libertad individual. 

*Algunos pueden estar institucionalizados e incluso considerarse 
legítimos. 


Hay varios tipos de regímenes no democráticos. Sus líderes 
no gobiernan necesariamente de manera caprichosa o 
arbitraria; de hecho, la ideología de estos regímenes puede 
tener una fuerte base institucional. Como ideologías, el 
fascismo y el comunismo, por ejemplo, rechazan 
explícitamente la democracia liberal como una forma inferior 
de organización social, favoreciendo en cambio la existencia de 
un estado fuerte y la restricción de las libertades individuales. 
Estas ideologías fundamentaban las pautas que siguieron los 
líderes fascistas y comunistas en lugares como la Alemania nazi 
y la Unión Soviética. Pero otros regímenes no democráticos 
carecen de ideología, e incluso pueden llegar a ser 
antiideológicos, afirmando simplemente que los líderes hablan 
en nombre del «pueblo». 

En otros casos, apenas se evidencian ideas políticas 
sustanciales —si es que llega a haberlas— entre los que 
mandan, cuyo dominio se basa simplemente en el poder por el 
poder y las ventajas que este comporta. En estos casos se hace 
difícil incluso hablar de un régimen propiamente dicho, puesto 
que aquí no estamos ante un conjunto de reglas y normas 
institucionalizadas que rijan la actividad política. Al referirse a 
estos casos, es habitual que sus críticos empleen el término 
régimen en sentido peyorativo, acompañado de un adjetivo 
derivado del nombre de un determinado líder (como, por 
ejemplo, al hablar del «régimen castrista» en Cuba). El uso de 
esta terminología refleja el hecho de que los críticos consideran 
que todas las decisiones emanan del propio gobernante, sin 
apenas restricciones por parte de instituciones políticas. En 
esencia, el líder es el régimen. 


Totalitarismo y gobierno no democrático 


Antes de continuar, debemos examinar un término delicado y a 
menudo mal utilizado que se aplica a diversos regímenes no 
democráticos: totalitarismo. El término totalitarismo, que no 
debe confundirse con el de autoritarismo, connota violencia, 
terror y aspiración al control total de la política, la sociedad y 
la economía, por lo que la gente suele utilizarlo de forma 


partidista para etiquetar un sistema politico que le desagrada 
especialmente. Este problema de definición se remonta a 
principios del siglo pasado. Muchos estudiosos empleaban el 
término totalitarismo para referirse tanto a la Alemania nazi 
como a la Unión Soviética y sus estados satélites. Otros 
replicaban que, cuando se utilizaba el término de una manera 
que equiparaba fascismo y comunismo, se hacía más por 
razones políticas que en virtud de una calificación objetiva. 
Algunos abogaban por que se abandonara el término por 
completo, alegando que no tenía una utilidad académica real. 
No obstante, el de totalitarismo sigue siendo un término 
valioso, especialmente si se utiliza de manera coherente y 
juiciosa. 

¿Cuál es, pues, la diferencia entre el totalitarismo y las otras 
formas de gobierno no democrático? El totalitarismo tiene 
varios elementos característicos importantes. Es una forma de 
gobierno no democrático con un estado altamente 
centralizado, cuyo régimen tiene una ideología bien definida y 
aspira a transformar y fusionar las instituciones del estado, la 
sociedad y la economía. El principal objetivo del totalitarismo, 
a diferencia de los de otros regímenes no democráticos, es 
utilizar el poder para transformar íntegramente el tejido 
institucional de un país a fin de alcanzar un determinado fin 
ideológico. Por último, dados los ambiciosos objetivos del 
totalitarismo, la violencia y el terror derivados de ella a 
menudo se convierten en herramientas necesarias para destruir 
cualquier obstáculo al cambio7!. La violencia y el terror no 
solo aspiran a destruir a los enemigos de la ideología 
totalitaria, sino que además —como señalaba la filósofa 
política Hannah Arendt— destruyen la voluntad humana, 
eliminando así la capacidad de los individuos de aspirar a la 
libertad, y más aún de crearla72. Dada su efectividad a la hora 
de lograr estos efectos, el terror y la violencia se utilizan 
habitualmente para acabar con las instituciones vigentes y 
rehacerlas a imagen y semejanza de los líderes. Eso no significa 
que todos los regímenes violentos sean totalitarios: la cuestión 
fundamental aquí es con qué fin se utiliza la violencia. A 
menudo el totalitarismo surge cuando quienes han llegado al 


poder profesan una actitud politica extremista (radical o 
reaccionaria) que rechaza el statu quo y considera el cambio 
drastico, a menudo revolucionario, un paso indispensable, y la 
violencia, una fuerza necesaria o incluso positiva de cara a ese 
objetivo. 


DESTACAMOSLos regímenes totalitarios... 


*Aspiran a controlar y transformar todos los aspectos del estado, 
la sociedad y la economía. 

Utilizan la violencia como herramienta para restructurar las 
instituciones. 

Tienen un marcado objetivo ideológico. 

Han surgido con relativamente poca frecuencia. 


En suma, pues, el gobierno no democrático es un régimen 
político en el que el poder lo ejercen unos pocos y no está 
sometido —o solo de forma limitada— al control público o 
constitucional. La ciudadanía no solo carece del derecho a 
elegir a sus propios líderes (con las excepciones parciales que 
veremos al tratar de los «regímenes híbridos»), sino también de 
otras libertades personales que quienes ostentan el poder 
pueden ver como una amenaza, como la libertad de expresión 
o de reunión. El totalitarismo se diferencia de otras formas de 
gobierno no democrático en su ideología totalitaria, que aspira 
a la transformación fundamental y al control absoluto de la 
mayoría de las instituciones nacionales y de la sociedad, y para 
ello puede recurrir al uso de la violencia. 


Orígenes y causas del gobierno no democrático 


Ahora que hemos definido los regímenes no democráticos, 
podemos estudiar su surgimiento y persistencia. En el capítulo 
anterior examinábamos algunas de las posibles explicaciones 
contrapuestas acerca de por qué surge la democracia. En varias 
de dichas explicaciones la argumentación se basaba en las 
diversas formas en que el gobierno autoritario puede dar paso 
a la democracia. Volvamos a repasar esos argumentos, pero 


fijándonos ahora especialmente en la persistencia de los 
regimenes no democraticos antes que en su declive. Como de 
costumbre, no existe una explicación única o dominante para 
los regímenes no democráticos, y la capacidad explicativa de 
cualquier teoría puede verse asimismo limitada por el espacio 
o el tiempo: lo que puede ser útil para explicar el autoritarismo 
en Latinoamérica en la década de 1970 puede resultar de 
escasa utilidad, en cambio, para explicarlo en la antigua Unión 
Soviética. 


Modernización y gobierno no democrático 


Recordemos que una de las afirmaciones clave de la revolución 
conductista era que, con la modernización, las sociedades se 
volvían más urbanas, cultas y políticamente sofisticadas, 
creando así unas condiciones básicas que actuaban como 
catalizador de la democracia. Y, de hecho, existe una fuerte 
correlación entre las sociedades que carecen de instituciones 
modernas y el gobierno no democrático. Por las razones que 
señalábamos en el capítulo 5, las sociedades pobres y poco 
desarrolladas tienen menos probabilidades de ser 
democráticas. Un importante elemento que explica este hecho 
es el papel de la clase media. Según la máxima común de la 
ciencia política de que «sin clase media no hay democracia», la 
modernización es necesaria para el desarrollo de una clase 
media urbana culta capaz de formular y promover intereses 
políticos, sociales y económicos concretos, ayudando así a 
generar demandas democráticas. En cambio, es más probable 
que la ausencia de clase media se traduzca en una polarización 
entre los pocos individuos que ostentan el poder y el conjunto 
de una población escasamente organizada. 

Sin embargo, a veces la modernización también puede 
desembocar en un gobierno no democrático, incluso 
reemplazando al régimen democrático vigente. Contrariamente 
a nuestras expectativas, la modernización puede ser un proceso 
desestabilizador y desigual. Las áreas urbanas pueden 
experimentar una transformación repentina de sus normas e 
instituciones mientras las zonas rurales se quedan atrás; 


algunas personas pueden disfrutar de innovaciones 
tecnológicas como los teléfonos móviles y el acceso a Internet, 
además de infraestructuras como carreteras y escuelas, al 
tiempo que otras carecen de esas ventajas. Por otra parte, los 
cambios perturbadores en las instituciones económicas (como 
el paso de un sistema agrario a otro industrial) y en las 
instituciones sociales (como las transformaciones producidas 
en las relaciones de género o el aumento del laicismo) pueden 
generar inestabilidad. La modernización también puede tener 
una tendencia regresiva, provocando un aumento de la 
inflación o el desempleo, debilitando así el desarrollo 
económico y desestabilizando el orden político. Cuando un 
número suficiente de personas se sienten desorientadas por el 
cambio, pueden surgir movimientos y líderes políticos que 
prometan restaurar el «orden» y conciliar las tensiones entre 
las viejas instituciones y las nuevas. Dichos movimientos 
pueden llegar a derribar un régimen democrático si este parece 
incapaz de resolver las tensiones o evitar los peligros de la 
modernidad. Paradójicamente, esos movimientos no 
democráticos suelen estar impulsados por los beneficiarios 
directos de la modernización, que ahora han adquirido las 
herramientas organizativas e ideológicas necesarias para 
articular una visión política alternativa al statu quo. 

Los regímenes no democráticos abarcan todo el espectro de 
niveles de riqueza y modernización. Podemos pensar que los 
países no democráticos son necesariamente pobres. Sin 
embargo, Singapur y muchos estados del golfo Pérsico son 
ejemplos habitualmente citados de sociedades modernas (solo 
en ciertos sentidos) y económicamente avanzadas donde los 
regímenes no democráticos están sumamente 
institucionalizados (por otro lado, también hay países, como la 
India y Sudáfrica, que son relativamente pobres, pero 
democráticos). No existe, pues, una correlación clara entre el 
nivel de pobreza y el tipo de régimen, aunque merece la pena 
señalar que la mayoría de los países con un PIB per cápita en 
paridad del poder adquisitivo (PPA) de más de 20.000 dólares 
son democracias. 


Elites y gobierno no democratico 


En nuestro análisis precedente hemos señalado que la ausencia 
de modernización o los efectos desestabilizadores de esta 
pueden constituir uno de los factores que influyen en el 
surgimiento del autoritarismo. Gran parte de este argumento 
presupone que la modernización está fuertemente 
correlacionada con la riqueza en la medida en que las 
sociedades agrícolas se van haciendo más industriales y 
desarrolladas. Sin embargo, la modernización y la riqueza no 
influyen por sí solas en la desigualdad. Como veíamos en el 
capítulo 4, puede haber diferencias drásticas en los niveles de 
igualdad económica de los diversos países, y cabe pensar que 
en las sociedades extremadamente desiguales quienes 
monopolizan el poder económico también monopolizarán el 
poder político. 

En particular, las élites pueden mostrarse menos dispuestas 
a compartir el poder cuando con ello temen perder sus 
oportunidades económicas. De hecho, la longevidad de un 
gobierno no democrático puede deberse precisamente al hecho 
de que quienes rivalizan por el poder aspiran a ejercer el 
control específicamente para enriquecerse. En tales 
condiciones, el estado se convierte en una herramienta para 
desviar recursos y mantener el control. Los líderes de los 
regímenes en los que se ha incrementado la desigualdad de ese 
modo pueden mostrarse especialmente reacios a ceder el 
poder, no solo porque con ello podrían verse obligados a 
renunciar a sus activos, sino porque también podrían perder la 
vida como represalia. La amenaza de una revolución puede 
hacer particularmente improbable que estos sistemas 
proporcionen un mínimo de participación, competencia o 
libertades. 

Una variante de este argumento a la que hemos hecho 
referencia en el caso de Zimbabue es la teoría del desarrollo 
conocida como la maldición de los recursos. Dado que los 
recursos naturales, como el petróleo, el gas y los minerales, 
pueden constituir una fuente de gran riqueza, se plantea la 
paradoja de por qué tantos países ricos en recursos son 
subdesarrollados o no democráticos. Según esta teoría, la 


abundancia de recursos naturales puede constituir un 
obstáculo a la modernización y la democracia, y ello por varias 
razones. Los recursos del subsuelo proporcionan a los líderes la 
riqueza necesaria para administrar el estado sin necesidad de 
cobrar impuestos. Eso implica que quienes ostentan el poder 
no necesitan preocuparse por proporcionar a la ciudadanía la 
contrapartida de la representación a cambio de recaudar 
dichos impuestos: como no necesitan cobrárselos a la gente, 
pueden desatender en la práctica sus demandas políticas. Y lo 
que es peor aún: la abundancia de recursos naturales puede 
llegar a obstaculizar el desarrollo de una economía moderna y 
de una clase media, dado que ninguna de ambas cosas interesa 
a quienes ostentan el poder (y, de hecho, pueden ser una 
amenaza para ellos). Por último, dado que los recursos 
naturales no son trasladables, los que mandan saben que, si 
renunciaran al poder, no podrían llevarse consigo esos activos. 
El resultado de todo esto es que la riqueza se halla 
extremadamente concentrada en manos de quienes ejercen el 
poder. En tales condiciones, el gobierno no democrático es 
capaz de autosubvencionarse de manera eficaz siempre que los 
recursos duren y tengan un mercado. El petróleo es el ejemplo 
más evidente de la maldición de los recursos, pero los 
diamantes, la madera o los metales también pueden 
desempeñar esa función. Según algunas investigaciones, si 
recursos tan importantes y codiciados como el petróleo se 
encuentran antes de que un país se democratice, dicho país 
tendrá más dificultades para democratizarse por las razones 
expuestas anteriormente. 


Sociedad y gobierno no democrático 


Este análisis nos devuelve de nuevo al concepto de sociedad 
civil. Recordemos que definíamos la sociedad civil como un 
tejido de organizaciones creadas por la gente para ayudar a 
definir sus propios intereses. Dichas organizaciones no son 
necesariamente políticas; de hecho, la inmensa mayoría de 
ellas no tienen un contenido político específico. Por ejemplo, 
los clubes deportivos, las asociaciones de coleccionistas y 


aficionados, y las organizaciones religiosas y de otro tipo 
constituyen todos ellos elementos que configuran la sociedad 
civil. Los observadores suelen argumentar que la sociedad civil 
es crucial para la vida democrática porque permite a los 
individuos organizarse, articular sus preferencias y construir 
redes que pueden llegar a trascender las divisiones económicas, 
sociales o políticas. Debido a ello, habitualmente se concibe a 
la sociedad civil como un campo de pruebas de la acción 
democrática, un elemento que sienta las bases de las futuras 
instituciones democráticas. 

Inversamente, muchos sistemas autoritarios se caracterizan 
por la debilidad de la sociedad civil o incluso por su ausencia. 
Ello puede deberse a que quienes ostentan el poder adoptan 
medidas activas para absorber, controlar o destruir cualquier 
forma de acción independiente no sancionada por el estado. 
También es posible que la sociedad civil apenas cuente con 
precedentes en un determinado país o se vea obstaculizada por 
divisiones étnicas u otro tipo de divisiones sociales que 
disuadan a la gente de formar organizaciones que trasciendan 
las barreras institucionales. El resultado puede ser una 
sociedad que conciba al estado como el principal ámbito de 
organización social y, en consecuencia, se centre más en 
hacerse con el control del estado que en construir instituciones 
fuertes al margen de él. Curiosamente, este énfasis en el estado 
a veces puede ir de la mano de lo que se conoce como 
populismo. El populismo no es una ideología concreta y, de 
hecho, deriva gran parte de su poder del hecho de adoptar un 
planteamiento antiinstitucional. Pero, en términos generales, el 
populismo lleva aparejada la idea de que las élites y las 
instituciones establecidas no representan plenamente la 
voluntad del pueblo, y de que un nuevo movimiento, libre de 
ideología y a menudo dirigido por un líder carismático, puede 
marcar el comienzo de un nuevo orden. Si bien el populismo 
suele adoptar una orientación  antigubernamental y 
antiinstitucional, con frecuencia presupone que la gente 
necesita «recuperar» el estado y situarlo en el camino correcto. 
El populismo no tiene por qué desembocar necesariamente en 
un resultado antidemocrático; sin embargo, es fácil ver que 


puede desestabilizar las practicas democraticas y sentar las 
bases para que lleguen al poder líderes antidemocráticos. 

Por último, también es posible que la sociedad civil se 
desarrolle en un régimen no democrático y, a su vez, adopte 
también tendencias no democráticas, especialmente allí donde 
las formas más democráticas de sociedad civil han sufrido la 
represión del estado. Por otra parte, muchos países (no solo los 
autoritarios) tienen un amplio abanico de organizaciones 
activas con tendencias antidemocráticas, como los grupos que 
defienden la preeminencia de los derechos de un grupo étnico 
o religioso por encima de otros. Por mucho que nos disgusten, 
los grupos antimusulmanes de Estados Unidos, por ejemplo, 
pueden considerarse una forma de sociedad civil. Una mayor 
actividad civil puede socavar de hecho la democracia si un 
buen número de grupos no estatales juzgan legítimo el proceso 
político solo si satisface sus necesidades específicas y margina 
a otros. 


Relaciones internacionales y gobierno no democrático 


Las influencias internacionales pueden contribuir asimismo a 
favorecer el gobierno no democrático: el ejemplo más evidente 
es mediante una ocupación. Tras la Segunda Guerra Mundial, 
la ocupación de Japón y Alemania condujo a la 
democratización de ambos países, pero en la Europa del Este el 
control soviético puso fin a los movimientos democráticos y 
eliminó a gran parte de la sociedad civil. También el 
imperialismo occidental ha contribuido a fomentar gobiernos 
no democráticos. Como veíamos en el capítulo 3, las fronteras 
torpemente trazadas por las potencias imperiales han creado 
muchos países con profundas divisiones étnicas y religiosas que 
dificultan la construcción de consensos y hacen del 
autoritarismo una forma eficaz de que un grupo monopolice el 
poder por encima de otros. Las instituciones imperiales pueden 
favorecer el autoritarismo de manera similar en la medida en 
que contribuyan a generar condiciones tales como una 
modernización desigual y una autonomía y capacidad estatal 
débiles. Aun después del fin del imperialismo occidental, 


durante la Guerra Fria, tanto la Unión Soviética como Estados 
Unidos respaldaron a gobernantes autoritarios contra las 
fuerzas democráticas en diversos países a fin de mantener o 
ampliar su influencia. En 1953, Estados Unidos desempeñó un 
importante papel en el derrocamiento del gobierno 
democráticamente elegido de Irán por temor a que el primer 
ministro se decantara en favor de la Unión Soviética. Esta 
última, por su parte, aplastó las revueltas producidas en 
Hungría en 1956 y en Checoslovaquia en 1968. Más 
recientemente, China y Rusia se han convertido en grandes 
valedores de diversos regímenes no democráticos de África y 
Oriente Próximo, realizando importantes inversiones en dichos 
países y recabando apoyos diplomáticos para ellos en la 
comunidad internacional. Irán y Arabia Saudí también han 
tratado de utilizar su riqueza petrolífera para apoyar regímenes 
afines en la región e intensificar los problemas de países como 
Siria e Irak. 


Cultura y gobierno no democrático 


Volvamos al concepto de cultura política, según el cual las 
diferencias entre las instituciones sociales —normas y valores 
— configuran el panorama de la actividad política. En 
anteriores capítulos hemos examinado el controvertido 
argumento de que la existencia de una cultura de democracia o 
libertad puede ser un requisito previo para el surgimiento de 
una democracia institucionalizada, y que, por las razones que 
sean, ciertas sociedades son capaces de albergar esos valores 
mientras que otras no. Por extensión, cabría argumentar 
también que algunas sociedades albergan en sí valores políticos 
no democráticos. Algunos estudiosos que cuestionan la teoría 
de la modernización, que básicamente equipara lo «occidental» 
a lo «moderno», sostienen asimismo que la cultura es mucho 
más inamovible de lo que la teoría de la modernización afirma; 
creen que la modernización no hace necesariamente que las 
culturas se occidentalicen, es decir, que adopten valores como 
el laicismo, el individualismo y la democracia liberal. Desde 
esta perspectiva, el gobierno no democrático no es meramente 


la ausencia de democracia, sino que constituye su propio 
conjunto de valores. 

Un argumento habitual a este respecto es que la democracia 
es un producto único europeo fruto de diversas experiencias 
históricas interconectadas, como el cristianismo (especialmente 
el protestantismo), el énfasis en el individualismo y el laicismo, 
el desarrollo del estado-nación, las ideologías modernas, los 
inicios de la industrialización y el desarrollo del capitalismo, 
entre otras. Según este argumento, dichos factores posibilitaron 
la creación de la democracia como un régimen construido 
sobre determinados valores liberales que hacían especial 
hincapié en la libertad, lo que habitualmente denominamos 
«valores occidentales». 

En contraste, algunos estudiosos (tanto del mundo 
musulmán como de fuera de él) afirman que el islam concibe el 
poder político y el poder religioso como una misma cosa. Las 
leyes son dictadas por Dios para ser observadas y defendidas, y 
la democracia es básicamente anatema para la voluntad de 
Dios. También pueden encontrarse argumentos culturales en el 
debate en torno a los valores asiáticos que examinábamos en el 
capítulo 5. Como recordará el lector, los defensores de la idea 
de los «valores asiáticos» argumentan que las tradiciones 
culturales y religiosas de Asia priorizan la conformidad, la 
jerarquía y la obediencia, lo que favorece un régimen político 
que limite la libertad en aras de la armonía y el consenso 
social. En esa línea se menciona con frecuencia la filosofía del 
confucianismo, su énfasis en la obediencia a la jerarquía y su 
noción de que el gobernante tiene un «mandato divino». 

Como ya hemos señalado antes, muchos estudiosos rechazan 
la idea de que una determinada cultura pueda excluir de 
antemano un gobierno democrático. Esas sociedades y las 
gentes que las habitan —se argumenta— son demasiado 
diversas para representar un único conjunto de valores. Las 
diferencias que caracterizan su historia, su religión, su 
estructura social y otras instituciones han desembocado en un 
amplio abanico de ideas en parte contradictorias y en parte 
coincidentes que se hallan en un constante proceso de 
interacción y reinterpretación. Los argumentos culturales 


pueden influir en el contenido de las instituciones, 
democráticas o no, pero debemos ser cautelosos a la hora de 
hacer generalizaciones sobre la cultura y el tipo de régimen 
para no caer en el determinismo. 

Existen numerosos argumentos que tratan de explicar el 
gobierno no democrático, y todos ellos dependen del espacio y 
el tiempo: lo que podría explicar el régimen de un país en un 
momento dado podría resultar irrelevante en otro momento o 
en otro país. La falta de modernización o su naturaleza 
perturbadora pueden reforzar un gobierno no democrático. Las 
estrategias de las élites y su temor a compartir el poder pueden 
favorecer asimismo este tipo de gobierno, especialmente 
cuando hay recursos naturales en juego. También una sociedad 
civil débil en el propio país y diversos factores a escala 
internacional pueden desempeñar un importante papel. Por 
último, la cultura puede ser un factor significativo a la hora de 
perfilar los contornos de las instituciones no democráticas, 
pero que esta baste por sí sola para explicar el autoritarismo es 
una cuestión mucho más controvertida. La interrelación de 
todas estas fuerzas puede esclarecer cómo y por qué llega al 
poder un gobierno no democrático. Al observar la figura 6.1, 
vemos que el autoritarismo sigue siendo fuerte en Oriente 
Próximo y la antigua Unión Soviética, mientras que en 
regiones como Asia y Latinoamérica muchos regímenes 
autoritarios ya han desaparecido. No existe una respuesta 
sencilla para explicar estas diferencias. 


Figura 6.1Sistemas políticos (2017) 


Porcentaje de paises 


Libres Parcialmente libres No libres 


Mundo 45 30 25 


Oriente Próximo y Africa Septentrional 11 22 67 


África Subsahariana 18 41 41 


Asia-Pacífico 44 36 20 


Eurasia (antigua Unión Soviética) 42 58 


América 66 28 6 


Europa 86 14 


Porcentaje de la población mundial 


39 25 36 


Fuente: Freedom House. 


Regímenes no democráticos y control político 


Hasta aquí hemos examinado algunas de las principales 
explicaciones del surgimiento de los regímenes no 
democráticos. En este apartado analizaremos cómo esos 
sistemas se mantienen en el poder. 

En las democracias liberales damos el sistema de gobierno 
por sentado: mientras se fomenten y defiendan la 
participación, la competencia y las libertades, la democracia 
sigue adelante, a menudo aunque afronte importantes crisis 
nacionales o internacionales. Cabría suponer que los regímenes 
no democráticos son mucho más precarios en ese sentido, ya 
que se mantienen solo por el miedo y están expuestos a sufrir 
una revolución en cualquier momento. Pero esa es una idea 
engañosa. Los regímenes no democráticos difieren unos de 
otros en sus mecanismos de control político, algunos de los 
cuales pueden generar un tipo de legitimidad similar a la que 
se encuentra en los sistemas democráticos. Un repaso a los 
medios que utiliza el gobierno no democrático nos dará una 


idea de esta complejidad. 


DESTACAMOSMedios de control no democratico 


*«Coacción: se impone la obediencia pública mediante la violencia 
y la vigilancia. 

*«Cooptación: se ofrece a determinados ciudadanos una relación 
beneficiosa con el estado y el gobierno, a menudo mediante el 
corporativismo o el clientelismo. 

«Culto a la personalidad: se alienta a la ciudadanía a obedecer al 
líder en virtud de supuestas cualidades extraordinarias e ideas 
convincentes. 


Coacción y vigilancia 


Una de las características que asociamos de entrada —y quizá 
de manera más directa— a los regímenes no democráticos, y 
especialmente al totalitarismo, es el uso de la coacción. La 
coacción puede definirse como el acto de obligar a las personas 
amenazando de algún modo su vida o su sustento. A menudo 
se impone el cumplimiento de los objetivos del régimen 
mediante la amenaza de utilizar la fuerza o directamente 
haciendo uso de esta contra la población, lo que transmite 
claramente el mensaje de que quienes se opongan al régimen o 
al gobierno serán tratados con mano dura: se expondrán a la 
pérdida de sus puestos de trabajo o del acceso a ciertos 
recursos, al arresto, al encarcelamiento sin juicio, a la tortura e 
incluso a la muerte. En un caso extremo, en la década de 1970 
muchos regímenes no democráticos de Latinoamérica 
utilizaron «escuadrones de la muerte» integrados por policías o 
militares para atacar a individuos sospechosos de albergar 
opiniones políticas opuestas al régimen. Los escuadrones de la 
muerte secuestraban a aquellas personas y luego las 
asesinaban, con frecuencia después de torturarlas. En algunos 
casos, sus cadáveres se dejaban a la intemperie como 
advertencia a quienes se atrevieran a cuestionar el régimen. En 
otros, las víctimas simplemente pasaban a formar parte de las 
listas de «desaparecidos», miles de personas que fueron 


secuestradas y a las que jamás se volvió a ver. 

Otros regímenes han utilizado la violencia de forma aún 
más indiscriminada. Cuando Stalin consolidó su gobierno 
totalitario en la Unión Soviética en la década de 1930, llevó a 
cabo lo que se conoce como purgas, una serie de arrestos 
generalizados que diezmaron las filas del Partido Comunista y 
la burocracia estatal. Antiguos líderes de la revolución de 
1917, alcaldes y jefes locales del partido, oficiales de alto 
rango del ejército y la marina, profesores universitarios, 
científicos, diplomáticos y muchos otros fueron detenidos, 
torturados, coaccionados para que confesaran en farsas 
judiciales, obligados a implicar a otros en sus supuestos delitos 
y, finalmente, enviados a campos de trabajos forzados o 
ejecutados. Las víctimas de las purgas no se limitaron a los 
miembros del partido o los funcionarios del estado: también 
hubo escritores, artistas, estudiantes, agricultores y 
trabajadores acusados de sabotaje político y opiniones 
antisoviéticas. Se desconoce con exactitud cuántas personas 
fueron víctimas de aquellas purgas, aunque se sabe que fueron 
millones. Sin duda, en la inmensa mayoría de los casos las 
víctimas eran inocentes. Pero la inocencia no importaba al 
régimen de Stalin: haciendo temer a todo el mundo que 
también podría ser arrestado en cualquier momento, podía 
controlarse a los ciudadanos e incluso volver a unos contra 
otros en la medida en que todos temían que otras personas les 
denunciaran. Las detenciones arbitrarias, la tortura, las 
desapariciones y los asesinatos siguen siendo habituales en 
muchos regímenes no democráticos. 

Otro importante medio de control es la capacidad de 
mantener una estrecha vigilancia sobre la población. Dicha 
vigilancia permite al gobierno evitar que la oposición se 
organice y también genera incertidumbre entre la población, 
que nunca sabe a quién se vigila. La vigilancia puede llevarse a 
cabo utilizando una fuerza de seguridad interna o «policía 
secreta», encargada de monitorizar la actividad pública, espiar 
a la gente e interrogar a los ciudadanos sospechosos de realizar 
actividades políticas hostiles al régimen. En algunos países, la 
vigilancia ha incluido el uso de escuchas telefónicas 


generalizadas y la creación de una enorme red de confidentes 
en la que casi cualquiera puede convertirse en los ojos y oidos 
de los que mandan. Con el auge de Internet y el uso 
generalizado de teléfonos móviles, hoy la vigilancia se ha 
hecho más sofisticada e incluye instrumentos como, por 
ejemplo, la capacidad de monitorizar y controlar numerosas 
formas de comunicación electrónica, como el correo 
electrónico, las redes sociales y los mensajes de texto. 


Cooptación: corporativismo y clientelismo 


El papel preponderante que tienen la coacción y la vigilancia 
en algunos regímenes no democráticos puede dar la impresión 
de que quienes ostentan el poder deben estar siempre alerta 
ante la ciudadanía para evitar la oposición o la revolución, que 
podrían brotar en cualquier momento. Pero no todos los 
regímenes no democráticos necesitan o deciden depender del 
castigo o la vigilancia como principal medio de control. Otro 
de los métodos que pueden utilizar es la cooptación, el proceso 
por el que las personas ajenas a una organización pasan a 
establecer una relación beneficiosa con ella, haciéndolas así 
dependientes del régimen para obtener ciertas recompensas. 
Aunque la cooptación no es exclusiva de los regímenes no 
democráticos, tiende a estar mucho más extendida en estos 
últimos que en los democráticos, donde la gente suele recelar 
más de ese tipo de favoritismo y lo considera contrario al 
proceso democrático en sí. 


Corporativismo 


La cooptación puede adoptar muchas formas. La más 
estructurada es el corporativismo, que inicialmente surgió 
como un método mediante el cual los regímenes no 
democráticos (también existen prácticas corporativistas, de 
rasgos diferentes, en estados democráticos) intentaban 
consolidar su control sobre la ciudadanía creando o 
autorizando a un número limitado de organizaciones que 
representaran los intereses de los ciudadanos y restringiendo 


aquellas otras que no hubiera constituido o aprobado el estado. 
Este método pretende reemplazar a las organizaciones 
independientes por un puñado de entidades que son las únicas 
con derecho a hablar en nombre de los diversos sectores de la 
sociedad. En un régimen corporativista, por ejemplo, las 
iglesias, los sindicatos, las asociaciones agrarias, las 
asociaciones de estudiantes o de vecinos y otros grupos 
similares pueden ser aprobados, financiados y al menos 
parcialmente controlados por el estado, y no se permiten 
organizaciones alternativas que no hayan sido explícitamente 
autorizadas. 

A diferencia de la pertenencia voluntaria a diversas 
organizaciones, la competencia y la naturaleza constantemente 
cambiante de la sociedad civil y los partidos políticos que 
caracterizan a una sociedad pluralista, el corporativismo 
organiza la sociedad de manera que cada organización está 
facultada por el estado para tener el monopolio de la 
representación en relación con una cuestión o un sector 
determinado de la sociedad (lo que implica que ninguna otra 
organización puede actuar en ese ámbito o tener voz en esa 
cuestión). En el corporativismo, el estado, la sociedad y el 
mercado se conciben como un único cuerpo orgánico: cada 
institución aporta y desempeña su propio papel específico y 
limitado, a la vez que está subordinada al estado y al régimen. 

El corporativismo puede ser un eficaz instrumento de 
control en tanto proporciona a la ciudadanía una limitada 
influencia (o al menos cierta apariencia de influencia) en los 
procesos de formulación de las políticas públicas. Los 
agricultores o estudiantes, por ejemplo, pueden disponer de 
una organización oficial con cargos electos y recursos 
destinados a servir a sus intereses. A cambio, el régimen tiene 
la posibilidad de ejercer un mayor control sobre los ciudadanos 
a través de esas instituciones, y la sociedad civil queda 
marginada o eliminada. Para algunos ciudadanos, una 
organización autorizada por el estado es mejor que nada, y no 
pocas personas participan voluntariamente (aunque con 
frecuencia, sobre todo en regímenes totalitarios, la afiliación a 
determinados grupos es obligatoria) en ellas con la esperanza 


de que de ese modo se satisfagan sus necesidades. 

Muchos regimenes no democraticos han empleado diversas 
variantes del corporativismo como medio de control. Este es 
parte integrante del totalitarismo, pero también estuvo 
presente en los regímenes autoritarios de España y Portugal 
hasta la década de 1970. En España, por ejemplo, un único 
partido político (Falange Española Tradicionalista y de las Juntas 
de Ofensiva Nacional Sindicalista, que pasó a denominarse 
«Movimiento Nacional» y no «partido» a partir de 1943) 
organizaba la mayor parte de los intereses empresariales y 
laborales a través de un único sindicato legal (Organización 
Sindical Española, más conocido como «Sindicato Vertical») 
que representaba tanto a los propietarios como a los 
trabajadores de diferentes sectores de la economía. También 
los regímenes comunistas son corporativistas. En Cuba, por 
ejemplo, toda la actividad laboral se organiza en el marco de 
un solo sindicato controlado directamente por el estado, y los 
sindicatos independientes son ilegales. Aunque el 
corporativismo difiere en su forma y grado de implantación, en 
todos los regímenes corporativistas hay un número limitado de 
organizaciones que representan y gestionan los intereses de la 
sociedad, sometiendo así a la ciudadanía a un control estatal 
organizado. 


Clientelismo 


Un medio de  cooptación menos estructurado es el 
clientelismo, mediante el cual el estado coopta a 
determinados miembros de la ciudadanía proporcionándoles 
ciertos beneficios a cambio de obtener su apoyo público 
(mediante, por ejemplo, su voto en unas elecciones). A 
diferencia del corporativismo, el clientelismo utiliza la 
influencia individual en lugar de organizaciones destinadas a 
un grupo amplio de personas, y tiene un carácter más 
específico que el corporativismo. El clientelismo no requiere de 
un conjunto de organizaciones aprobadas y autorizadas, sino 
que permite a quienes ejercen el poder dirigirse y responder a 
los individuos y grupos concretos que consideran más 


apropiados en cada circunstancia, intercambiando beneficios 
por determinadas formas de apoyo. 

Tanto en el corporativismo como en el clientelismo, el 
estado dispone de una serie de prebendas que puede utilizar 
para atraerse y cooptar a los ciudadanos. Los empleos en el 
sector público o en sectores de la economia gestionados por el 
estado, los contratos o licencias comerciales, las obras públicas 
como carreteras y escuelas, o los sobornos y mordidas son 
algunas de las herramientas de su arsenal. Tal generosidad 
suele conducir al denominado rentismo parasitario, un 
proceso en el que los líderes políticos básicamente utilizan 
determinados sectores del estado para extraer recursos que 
luego reparten entre sus partidarios, dándoles así acceso 
preferente a bienes públicos que de otro modo se distribuirían 
con criterios apolíticos. Por ejemplo, los líderes pueden utilizar 
una industria nacionalizada con ese fin, proporcionando a sus 
partidarios puestos de trabajo y la capacidad de desviar 
recursos de ese sector estatal. 

En general, es probable que la cooptación resulte mucho 
más fructífera que la coacción de cara a la estabilidad y a la 
duración de los regímenes no democráticos, ya que muchos 
ciudadanos pueden apoyar activamente al régimen a cambio 
de los beneficios que obtienen de él. Aquí no se suele afrontar 
la oposición política mediante la represión y la violencia, sino 
tratando de incorporar a los opositores al sistema y 
haciéndolos dependientes de él o negándoles sus favores. Sin 
embargo, un régimen así afronta una serie de limitaciones. En 
un momento dado los regímenes corporativistas y clientelistas 
pueden quedarse sin prebendas con las que pacificar a la 
ciudadanía, especialmente si una gran parte de la economía se 
basa en industrias controladas por el estado, cuya principal 
función consiste en recompensar a los leales con puestos de 
trabajo u oportunidades de incurrir en prácticas corruptas. 
Además, en un régimen que distribuye recursos productivos 
por razones políticas pueden surgir problemas derivados de la 
desviación de dichos recursos para asegurar la aquiescencia de 
la ciudadanía. En el peor de los casos, ese régimen puede 
derivar en una cleptocracia (literalmente, «gobierno de 


ladrones»), donde los que mandan solo aspiran a drenar al 
estado de sus activos y recursos. Rusia y Zimbabue son buenos 
ejemplos de tales practicas. Cuando esos activos y recursos se 
agotan, la cooptación puede revertirse con rapidez. 


Culto a la personalidad 


Los regímenes no democráticos también pueden reforzar su 
dominio enfatizando la veneración a sus líderes, lo que 
básicamente constituye una apelación emocional destinada a 
legitimar su gobierno. El caso más extremo es lo que se conoce 
como culto a la personalidad. Utilizado inicialmente para 
definir al gobierno de Stalin en la Unión Soviética, el término 
culto a la personalidad alude a la promoción de un líder no 
meramente como una figura política, sino como alguien que 
encarna el espíritu de la nación y supuestamente está dotado 
de mucha más fuerza y sabiduría que el ciudadano medio, y al 
que, en consecuencia, se le retrata de manera cuasirreligiosa, 
como alguien omnisciente que todo lo ve, todo lo sabe y todo 
lo puede. En otras palabras, el culto a la personalidad pretende 
atribuir al líder político una autoridad carismática que se 
proyecta de arriba abajo convenciendo a la ciudadanía de las 
admirables cualidades del líder. 

Los medios de comunicación y la cultura desempeñan un 
papel clave en cualquier culto a la personalidad: los 
informativos, los mítines, el arte, la música, el cine y otros 
instrumentos se pueden utilizar para difundir imágenes 
halagadoras del líder. Todos los éxitos del país se atribuyen a 
su poder, mientras los fracasos se atribuyen a los defectos de 
los ciudadanos como simples mortales o a los enemigos 
externos. El culto a la personalidad también puede ir 
acompañado de coacción; de ese modo, aunque es posible que 
la ciudadanía no se crea los elogios, nadie está dispuesto a 
decirlo en voz alta. Ese es especialmente el caso allí donde el 
poder carismático se ha ido desvaneciendo con el tiempo para 
convertirse en poco más que una fachada sustentada solo por 
la fuerza. En tales condiciones siempre existe la posibilidad de 
que el culto se desmorone, provocando una rápida 


descompresión política. Eso fue lo que ocurrió en Rumanía en 
1989, cuando Nicolae Ceausescu, el autodenominado 
«conductor» de su país, apareció en la televisión nacional 
reaccionando de manera atónita y confusa cuando los 
asistentes a un mitin a los que se dirigía de repente adoptaron 
una actitud hostil hacia él. En cuestión de horas la revolución 
recorrió todo el país, y al cabo de tres días Ceausescu y su 
esposa habían sido ejecutados por un pelotón de fusilamiento. 

El culto a la personalidad también puede adoptar una forma 
más moderada, pero, no obstante, todavía poderosa. En Irán, la 
imagen del líder supremo, el ayatolá Alí Jamenei, adorna las 
tiendas y vallas publicitarias de todo el país, y se le retrata 
como la encarnación de la revolución de 1979 y de la fe 
musulmana chií del país. Sin embargo, y a pesar de todo su 
poder, pocos iraníes lo consideran una especie de deidad o 
creen que tiene poderes sobrehumanos. En Rusia, Vladímir 
Putin ha construido un tipo de veneración similar en torno a sí 
mismo como encarnación del estado y del régimen, y hay 
quienes temen que el presidente chino Xi Jinping, al 
autoproclamarse «líder central», lleve camino de hacer lo 
mismo. 

Si repasamos todo lo que hemos visto hasta ahora, 
comprobamos que los regímenes no democráticos tienen 
diversas formas de llegar al poder y mantenerse en él: algunas 
de ellas son «zanahorias» (es decir, recompensas por 
obedecerles y apoyarles), mientras que otras son «palos» (la 
amenaza de castigo, o castigos reales) Una determinada 
combinación de tales palos y zanahorias puede hacer que 
algunas personas, o quizá incluso la mayoría de la población, 
consideren que el régimen es legítimo o, al menos, no se 
opongan a él. Puede que coincidan con la ideología del 
régimen, se beneficien directamente de su dominio, veneren a 
sus líderes o simplemente teman al cambio político. La idea de 
una legitimidad no democrática puede resultarnos difícil de 
aceptar. Especialmente en las democracias occidentales existe 
el supuesto de que en todo régimen no democrático la gente 
simplemente está esperando la oportunidad para instaurar la 
democracia. Sin embargo, los regímenes no democráticos 


pueden estar tan institucionalizados, y ser tan estables y 
legitimos a los ojos de no pocos ciudadanos, como cualquier 
régimen democrático. Disfrutan de un cierto apoyo público, o 
puede que mucho, especialmente si los beneficios que ello 
comporta están lo bastante generalizados, la coacción es 
limitada y el cambio político se concibe como algo plagado de 
riesgos. Así, por ejemplo, muchos sugerirían que el actual 
régimen chino goza de un amplio apoyo público, y que los 
ciudadanos tienen poco interés en la democratización dado que 
muchos temen que esta podría traer inestabilidad política y 
económica. En todo caso, siempre resulta mucho más difícil 
medir la «legitimidad» de un régimen autoritario que la de uno 
democrático, pues no existen herramientas tan fiables para 
ello. Y no cabe confundir «aquiescencia», por miedo o 
conveniencia, con «legitimidad». 


Modelos de gobierno no democrático 


A estas alturas debería quedar claro que los regímenes no 
democráticos surgen por diversas razones y persisten de 
diferentes formas utilizando en distintos grados herramientas 
de coacción y cooptación. Los politólogos suelen clasificar 
estos regímenes en función del modo en que utilizan dichas 
herramientas. Las formas más importantes de los regímenes no 
democráticos son los personales (también conocidos como 
«personalistas») y monárquicos, los militares, los de partido 
único, los teocráticos y los iliberales. También pueden existir 
combinaciones entre ellos. El gobierno personal —que puede 
adoptar o no la forma monárquica— se basa en el poder de un 
único líder fuerte, que normalmente mantiene gracias a la 
autoridad carismática o tradicional, que está menos 
institucionalizado y que suele rodearse de una pequeña 
camarilla personal. En un régimen militar, en cambio, el 
principal medio de control tiende a ser el monopolio de la 
violencia que caracteriza al ejército. El gobierno de partido 
único suele ser corporativista, generando una amplia adhesión 
mediante la cooptación, que le proporciona a la vez apoyo y 
control. Las teocracias derivan su poder de su pretensión de 


gobernar en nombre de Dios. Por último, en los regímenes 
iliberales (a veces también denominados regímenes híbridos, 
de autoritarismo competitivo o autocracias electorales) existen 
algunas de las estructuras básicas de la democracia, pero estas 
no están completamente institucionalizadas y, a menudo, 
tampoco son respetadas o funcionan con muchas restricciones. 
En muchos de estos regímenes encontramos elementos que a 
quienes vivimos en una democracia liberal nos resultan 
familiares: jefes de estado y de gobierno, judicaturas, 
asambleas legislativas, elecciones... Pero dichos elementos no 
están sometidos al estado de derecho y, en ausencia de este, 
reflejan únicamente las preferencias de quienes ostentan el 
poder. 


Gobierno personal y/o monárquico 


El gobierno personal y/o monárquico (aunque puede ser 
personal, pero no necesariamente monárquico) es el que 
habitualmente viene a la mente cuando uno piensa en un 
gobierno no democrático, quizá porque mucho antes de que 
aparecieran los estados y las economías modernas la gente 
estaba gobernada por figuras poderosas: reyes y césares, 
emperadores y sultanes, jefes y caudillos... Afianzado en la 
legitimidad carismática o tradicional, el gobierno personal y/o 
monárquico suele fundamentarse en la pretensión de que una 
sola persona está capacitada para gobernar el país, sin que 
apenas existan instituciones que limiten claramente el dominio 
de esa persona. En esta forma de gobierno es habitual concebir 
el estado y la sociedad como posesiones del líder, de las que 
puede prescindir cuando a él (u, ocasionalmente, a ella) le 
parezca conveniente. El gobernante no es súbdito del estado, 
sino que más bien el estado y la sociedad son súbditos del 
gobernante. La ideología puede ser aquí escasa o inexistente en 
tanto los gobernantes justifican su control mediante la lógica 
de que solo ellos encarnan al pueblo y, en consecuencia, están 
excepcionalmente capacitados para actuar en su nombre. Esta 
pretensión puede ir acompañada de un marcado culto a la 
personalidad o de una mayor o menor dependencia de la 


autoridad tradicional del linaje. 

En algunos casos, el gobierno personal no se basa tanto en 
la autoridad carismática o tradicional como en una forma de 
cooptación conocida como patrimonialismo. El 
patrimonialismo puede concebirse como una forma de 
clientelismo, dado que un líder patrimonial intercambia 
prebendas por apoyo político. Pero en el contexto concreto del 
patrimonialismo esas prebendas no se distribuyen a distintos 
individuos de la sociedad en función de las circunstancias, sino 
que se limitan siempre a un pequeño grupo de partidarios del 
régimen que forman parte del aparato del estado. Ese grupo 
dirigente obtiene beneficios directos a cambio de hacer 
cumplir la voluntad del gobernante. Las élites estatales juran 
lealtad a los líderes y a su vez obtienen ventajas personales. Se 
trata de una forma de  cooptación, aunque en el 
patrimonialismo solo salen beneficiados los propios seguidores 
personales del gobernante. Todo el resto de la sociedad tiende 
a ser controlado por la fuerza. 

Un ejemplo de gobierno personal basado en el 
patrimonialismo fue el que se dio en Zaire (actualmente 
República Democrática del Congo) bajo el gobierno de Mobutu 
Sese Seko entre 1965 y 1997. Aunque en un primer momento 
gozó de una gran legitimidad carismática, con el tiempo 
Mobutu fue utilizando cada vez más el patrimonialismo como 
una forma de mantener el poder. En concreto, Mobutu 
estructuró su régimen patrimonial en torno a los abundantes 
recursos naturales de Zaire, como los diamantes, el oro, el 
cobre y el cobalto, unos recursos que utilizó no para beneficiar 
al conjunto del país, sino para amasar su fortuna personal, 
desviando los beneficios de ellos derivados para enriquecerse y 
enriquecer a sus seguidores. El resultado fue una camarilla de 
partidarios siempre dispuestos a defender a Mobutu a fin de 
conservar sus propios privilegios económicos”3, Este sistema de 
dependencia y recompensas económicas ayuda a explicar por 
qué Mobutu logró mantener el poder durante más de tres 
décadas mientras el PIB per cápita de Zaire experimentaba una 
reducción de dos tercios desde la década de 1970 hasta la de 
1990. 


Si bien las monarquias han ido menguando, todavia siguen 
siendo poderosas en algunas partes de Oriente Próximo, como 
en Arabia Saudí y en todo el golfo Pérsico. Pero aun cuando no 
sean monarquías, normalmente los regímenes con un único 
gobernante intentan que el poder se mantenga en el seno de 
una misma familia, por regla general transmitiéndolo de 
padres a hijos. Los líderes de este tipo de regímenes pueden 
asumir títulos como el de presidente, pero en esencia actúan de 
manera muy similar a los monarcas tradicionales. El gobierno 
personal sigue siendo común en África, y generalmente va de 
la mano de regímenes patrimoniales que se enriquecen 
mediante el control de los recursos naturales o el comercio. 
También Rusia se ha ido decantando hacia el patrimonialismo, 
y actualmente el poder económico y político del país está en 
manos de una reducida élite de allegados al presidente 
Vladímir Putin, en ocasiones denominados «oligarcas». 


Gobierno militar 


Una segunda forma de régimen no democrático es el gobierno 
militar. Considerado antaño relativamente infrecuente, en los 
últimos cincuenta años este tipo de régimen se ha hecho 
mucho más habitual, especialmente en Latinoamérica, África y 
algunas regiones de Asia. En los países cuyos gobiernos y 
estados tienen dificultades para mantener la legitimidad y la 
estabilidad —a menudo como resultado de la modernización—, 
y en aquellos donde hay un alto nivel de malestar público o de 
violencia, a veces los militares optan por intervenir 
directamente en la política en tanto se consideran a sí mismos 
la única fuerza organizada capaz de garantizar el orden y la 
estabilidad perdidos. Esta creencia suele ir acompañada del 
sentimiento generalizado entre los altos mandos militares de 
que el gobierno o el régimen vigente supone una amenaza para 
los intereses del ejército o del país y, en consecuencia, debe ser 
derrocado. El gobierno militar incluso puede contar con un 
amplio apoyo entre la ciudadanía, especialmente si la gente 
cree que la mano dura de las fuerzas armadas puede poner fin 
a la corrupción o la violencia política, evitar la revolución y 


recuperar la estabilidad y el orden social. 

Generalmente el gobierno militar se instaura mediante un 
golpe de estado en el que las fuerzas armadas toman el control 
del pais. En algunos casos los responsables pueden afirmar que 
han actuado a regañadientes, prometiendo restaurar el 
gobierno civil una vez se haya restablecido la estabilidad. Eso 
fue lo que ocurrió en Tailandia en 2006 y en Egipto tras la 
revolución de 2011. Con frecuencia, cuando se instaura un 
gobierno militar se restringen los partidos políticos y la 
mayoría de las libertades civiles, mientras que los líderes 
políticos civiles o los opositores al régimen son arrestados y 
puede que incluso asesinados. El uso de la coacción es un 
aspecto habitual del gobierno militar, dado que, por su propia 
naturaleza, los ejércitos tienen una capacidad abrumadora de 
ejercer la violencia. 

Esta forma de gobierno generalmente carece tanto de 
ideología articulada como de elementos en los que basar una 
autoridad carismática o tradicional. En consecuencia, si los 
militares pretenden legitimarse a los ojos del pueblo, a menudo 
deben recurrir a la autoridad racional. Una variante del 
gobierno militar que refleja esta lógica es la que se conoce 
como burocrático-autoritario, en el que la burocracia estatal 
y el ejército comparten la visión de que un liderazgo 
tecnocrático, centrado en aptitudes racionales, objetivas y 
técnicas, puede resolver los problemas del país, a diferencia de 
los partidos políticos de base ideológica, que actúan de forma 
«emocional» o «irracional». En otras palabras: la participación 
de la ciudadanía se considera un obstáculo para formular 
políticas públicas de manera eficaz y objetiva y, por lo tanto, 
se elimina. En las décadas de 1960 y 1970 surgieron varios 
regímenes  burocrático-autoritarios en paises menos 
desarrollados en los que la rápida modernización e 
industrialización generó un alto grado de conflicto político. Los 
planes de crecimiento económico acelerado del estado y la 
industria chocaron contra los intereses de la clase obrera y el 
campesinado, que aspiraban a obtener más poder político y 
una mayor participación de la riqueza. Esta creciente 
polarización política a menudo llevó a los líderes empresariales 


y a la burocracia estatal a defender el gobierno militar como 
una forma de impedir que la clase obrera y el campesinado 
obtuvieran un mayor poder sobre el gobierno. 

En los últimos treinta años un buen número de regímenes 
burocrático-autoritarios han experimentado una transición a la 
democracia. Pero el gobierno militar no ha desaparecido del 
mapa, y no hay ninguna razón para pensar que no puede 
resurgir en momentos difíciles, como sucedió en Egipto. Sus 
partidarios creen que prescindir de la democracia puede 
contribuir a facilitar la modernización y el desarrollo, y como 
ejemplo mencionan, entre otros, los casos de Corea del Sur, 
Taiwán y Chile (este último, bajo la dictadura de Pinochet). 
Pero hay aquí un problema de sesgo de selección (véase el 
capítulo 1), en el que solo se buscan ejemplos de éxito 
económico. Si, por el contrario, nos centramos en examinar 
todos los ejemplos de gobierno militar, encontramos muchos 
más casos en los que el resultado ha sido un desarrollo 
económico deficiente, como ha ocurrido en gran parte de 
Latinoamérica’‘. 


Gobierno de partido tinico 


El gobierno de partido tinico es un régimen en el que un solo 
partido politico monopoliza la politica y prohibe la existencia 
de otros partidos o bien los excluye del poder. El partido 
gobernante desempeña varias funciones en el plano 
corporativista. Para empezar, ayuda a asimilar a la gente al 
régimen politico mediante la afiliación y la participación. 
Normalmente, tan solo una pequeña minoría de la población 
está afiliada al partido —en la mayoría de los países 
comunistas, por ejemplo, tradicionalmente la afiliación ha sido 
inferior al 10 %—, pero aun así, eso puede suponer que cientos 
de miles o millones de personas sean miembros del partido. En 
algunos casos, para ejercer determinado tipo de profesiones o 
para ocupar ciertos cargos, la afiliación es obligatoria. 
Mediante la afiliación, el partido puede contar con la 
colaboración de un gran sector de la ciudadanía que está 
dispuesto a ayudar a implementar y respaldar las políticas del 


gobierno no democrático, además de transmitir información a 
los líderes sobre los acontecimientos que se van produciendo 
en todos los aspectos de la vida social. Los regímenes de 
partido único a menudo se dividen en unidades o «células» más 
pequeñas que operan en la universidad, la empresa o el 
vecindario. Esas células informan a los niveles más altos del 
partido, ayudan a lidiar con los problemas e inquietudes 
locales, y vigilan de cerca al conjunto de la sociedad. No hay 
ningún ámbito donde el partido no esté presente, y eso ayuda a 
este último a mantener el control sobre la ciudadanía. 

A cambio de su apoyo, a los miembros del partido con 
frecuencia se les otorgan privilegios que, por el contrario, se 
niegan a la ciudadanía en general. Pueden tener acceso a 
ciertos recursos (una mejor atención sanitaria o vivienda, por 
ejemplo) de los que carecen los no afiliados. Los cargos en el 
gobierno y en otras áreas importantes de la economía o la 
sociedad también están reservados a los miembros del partido. 
Una importante consecuencia de esta afiliación es que muchos 
individuos de la sociedad se benefician directamente del 
régimen y, por lo tanto, se muestran dispuestos a defenderlo. 
No obstante, este tipo de afiliación pragmática también puede 
resultar contraproducente: quienes se afilian al partido solo 
para obtener ventajas personales, y no por algún tipo de 
convicción ideológica, pueden apresurarse a dar la espalda a 
sus líderes en tiempos de crisis. 

Por último, el partido actúa como un mecanismo de 
movilización. Los líderes utilizan al partido como un 
instrumento propagandístico para ensalzar las virtudes del 
régimen y el gobierno vigentes. Se recurre a las bases, 
mediante manifestaciones y mítines masivos, para dar la 
apariencia de que el partido goza de un amplio apoyo público 
y un gran entusiasmo por sus líderes. Y, en caso necesario, 
también se utiliza a los afiliados para controlar y acosar a 
quienes no apoyan al régimen. Sin embargo, el principal 
mecanismo que garantiza la obediencia y el apoyo es la 
cooptación. 

Es frecuente asociar los regímenes de partido único al 
comunismo y el fascismo, y asimismo han estado presentes en 


todos los casos de totalitarismo; no obstante, también pueden 
encontrarse en todo el mundo en diversos regimenes no 
democraticos. Puede que toleren la existencia de otros 
partidos, pero habitualmente la capacidad de acción de estos 
últimos está muy restringida por el gobierno para que no 
puedan poner en riesgo el régimen vigente. Ese fue el caso de 
México, que durante muchos años estuvo dominado por el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI). Cuba, Corea del 
Norte, China, Vietnam y Laos son otros ejemplos de regímenes 
de partido único, controlados todos ellos por partidos 
comunistas. 


Teocracia75 


Seguramente el gobierno teocratico es la forma de gobierno no 
democratico mas dificil de describir y analizar, aunque es 
probable que sea una de las formas de gobierno mas antiguas 
que existen. Teocracia significa literalmente «gobierno de 
Dios», y de hecho el régimen teocrático puede basarse en 
cualquier creencia religiosa y en cualquiera de las variaciones 
que existen en cada una de ellas. Una teocracia cristiana puede 
parecer completamente distinta de una judia, dado que se basa 
en diferentes creencias, textos y tradiciones. Otro obstáculo a 
la hora de describir la teocracia es la escasez de ejemplos 
actuales de este tipo de regímenes; de hecho, algunos 
estudiosos incluso dirían que en realidad ya no quedan 
teocracias, lo que haría irrelevante analizar este concepto en la 
política contemporánea. Sin embargo, es posible observar 
algunos elementos del gobierno teocrático en varios países, 
aunque dicho sistema no exista en su forma pura. En el 
capítulo 3 señalábamos que uno de los retos recientemente 
planteados a la ideología ha sido el auge del fundamentalismo, 
que definíamos como la fusión de religión y política en una 
única ideología que aspira a unir la religión y el estado. Dicha 
fusión, donde la fe es la principal fuente de autoridad del 
régimen, haría que las instituciones democráticas pasaran a 
estar subordinadas a lo que se percibe como la voluntad de 
Dios, o directamente en contradicción con ella. En la inmensa 


mayoria de los casos ese objetivo sigue siendo hipotético; sin 
embargo, podemos señalar casos en los que las instituciones 
teocráticas están presentes y gozan de gran poder. 


DESTACAMOSTipos de gobierno no democrático 


DEIOCICPÓNS INSTRUMENTOS DE CONTROL 
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Arabia Saudí es un buen ejemplo de un país que combina 
formas de gobierno monárquicas y teocráticas. La familia 
gobernante monopoliza la política y el rey actúa como líder 
supremo religioso. Los asuntos judiciales y de otro tipo deben 
ajustarse a la ley islámica; la encargada de velar por el 
cumplimiento de esta última es la mutawiyin, la policía de la 
moral”6. Renegar del islam se castiga con la muerte, y tanto las 
demás religiones como las otras ramas del islam (Arabia Saudí 
es mayoritariamente sunní) están sometidas a un estricto 
control o directamente prohibidas. También Afganistán, en el 
periodo comprendido entre 1996 y 2001, podría describirse 
como una teocracia: el país, que carecía de constitución, 
utilizaba, en cambio, a clérigos locales autorizados por los 
talibanes para dictaminar sobre asuntos judiciales basándose 
en su interpretación de la ley islámica. Algunos temen que 
otros países de Oriente Próximo puedan volverse más 
teocráticos a raíz de los acontecimientos desencadenados por 
las revueltas de 2011. El ejemplo más llamativo en esa línea 
sería el autodenominado Estado Islámico, que llegó a controlar 
grandes regiones de Irak y Siria. En las zonas que mantuvo 
bajo su control impuso una interpretación extremadamente 


severa de la ley islámica, llegando al extremo de instaurar la 
esclavitud para algunos pueblos no musulmanes y la pena de 
muerte para castigar diversas actividades consideradas 
antiislámicas. Pero los movimientos teocráticos no solo han 
adquirido mayor poder en estados de mayoría musulmana, 
sino también en entornos budistas como Myanmar, hindúes 
como la India o judíos como Israel. Hablaremos de ello con 
más detalle en el capítulo 7. Sin embargo, como decíamos en 
referencia al fundamentalismo en general, es importante no 
confundir la religiosidad —ni siquiera el deseo de que la 
religión desempeñe un mayor papel en la política— con la 
aspiración a una teocracia. 


Regímenes iliberales 


El caso de Irán probablemente sea el que resulta más 
significativo, puesto que el país tiene un tipo de régimen que 
parece estar adquiriendo cada vez mayor prominencia en todo 
el mundo. De hecho, en la figura 6.1 veíamos que hay un 
amplio grupo de países a los que no se clasificaba ni como 
«libres» ni «no libres», sino como «parcialmente libres», es 
decir, situados en algún punto entre los regímenes 
democráticos y los no democráticos. Este tipo de regímenes 
reciben varios nombres distintos, como híbridos, 
semidemocráticos, autoritarismos competitivos o  autocracias 
electorales. Nosotros emplearemos el término de regímenes 
iliberales. 

¿Qué tienen en común los regímenes iliberales? Estos 
regímenes presentan muchos de los aspectos familiares de la 
democracia, aunque con importantes matices. Para empezar, 
aunque puede haber estado de derecho, existe solo en grado 
reducido. Como resultado, todas las instituciones democráticas 
que se basan en el estado de derecho están débilmente 
institucionalizadas y son poco respetadas. Los poderes 
ejecutivo, legislativo y judicial tienen sus respectivos ámbitos 
de autoridad, la ciudadanía disfruta del derecho de voto, se 
celebran elecciones regularmente y los partidos políticos 
compiten entre sí. Pero estas instituciones y procesos son 


limitados o resultan impredecibles en aspectos incompatibles 
con la democracia. Los órganos ejecutivos suelen tener un nivel 
de poder desmesurado. Ese poder suele concentrarse en una 
presidencia que limita la capacidad del país para destituir a su 
presidente. Además, los presidentes de los sistemas ¡liberales 
suelen utilizar los referendos para saltarse al estado y reafirmar 
su poder ejecutivo. Los órganos legislativos, por su parte, 
tienen menos capacidad de controlar el poder del ejecutivo, 
mientras que las instituciones judiciales —como los tribunales 
constitucionales— suelen estar repletas de partidarios de 
quienes ostentan el poder. Asimismo, aunque en teoría puede 
haber competencia política, los partidos y grupos ven 
restringida su actividad o son objeto de acoso. El gobierno 
suele utilizar su monopolio de los medios de comunicación 
para negar una plataforma pública a la oposición, al tiempo 
que recurre al sistema judicial para acosar a los oponentes. 
Habitualmente el ejército no está sometido al control civil. Y 
las elecciones se manipulan alterando las reglas electorales, 
mediante la compra de votos, la intimidación o prohibiendo 
directamente que se presenten determinados candidatos. 

Los regímenes iliberales representan en muchos aspectos 
una especie de zona gris entre el gobierno democrático y el no 
democrático. Aunque sobre el papel dichos regímenes se 
asemejan bastante a las democracias, en la práctica se parecen 
mucho menos. La gran cuestión aquí es si los regímenes 
iliberales son meros regímenes de transición, una etapa en el 
proceso de transformación de un gobierno no democrático a 
uno democrático (o viceversa), o, por el contrario, constituyen 
una nueva forma de gobierno no democrático que utiliza toda 
la parafernalia de la democracia para perpetuar su control. 
Cada vez observamos más ejemplos de este último caso: países 
donde la transición del autoritarismo a la democracia se ha 
estancado y las instituciones gubernamentales son 
democráticas solo nominalmente, de modo que la 
participación, la competencia y las libertades se ven 
severamente restringidas. No menos preocupante resulta la 
posibilidad de que las propias democracias desarrolladas se 
vuelvan iliberales con el tiempo, una cuestión que 


exploraremos en el capitulo 877. 


En resumen: ¿Los regímenes no democráticos retroceden o se 
reafirman? 


Aunque los regímenes no democráticos exhiben una asombrosa 
diversidad y flexibilidad a la hora de mantener el control 
político, desde hace décadas la tendencia mundial se ha 
alejado de esta forma de gobierno, al menos en sus formas más 
puras. En la primera parte del siglo pasado los países 
democráticos eran pocos y estaban asediados y devastados por 
la recesión económica, mientras que los regímenes no 
democráticos y el totalitarismo en particular, respaldado por 
las ideologías fascista y comunista, parecían prometer formas 
radicalmente nuevas de reestructurar las instituciones 
estatales, económicas y sociales. El filósofo alemán Oswald 
Spengler resumía así esta visión en su obra La decadencia de 
Occidente, publicada en 1922: «La era del individualismo, el 
liberalismo y la democracia, del humanitarismo y la libertad, 
está llegando a su fin. Las masas aceptarán con resignación la 
victoria de los Césares, los hombres fuertes, y les obedecerán. 
La vida descenderá a un nivel de uniformidad general, un 
nuevo tipo de primitivismo, y el mundo será mejor por ello»?8, 

Sin embargo, como puede observarse en la figura 6.2, ha 
ocurrido justo lo contrario: cada vez hay más regímenes 
democráticos, mientras que el número de países clasificados 
como «no libres» ha disminuido drásticamente en los últimos 
cuatro decenios. En la década de 1970 solo una cuarta parte de 
todos los países del mundo eran democráticos; actualmente lo 
son el 45 % de ellos. ¿Por qué este declive de los regímenes no 
democráticos? Hemos planteado aquí diversos argumentos 
económicos, políticos y sociales en relación con las causas del 
gobierno no democrático y de la democratización, pero cabría 
una última explicación de carácter ideológico. El gobierno no 
democrático ha perdido gran parte de su capacidad de 
movilización. Hace cincuenta años, las ideologías 
fundamentadas en regímenes no democráticos podían 
movilizar a quienes creían que había que transformar el 


mundo. Sin embargo, después de la Guerra Fria han perdido 
mucho peso las ideologias que combinan la ausencia de 
libertad individual con un objetivo superior. Puede que haya 
lideres que proclamen que las limitaciones de los derechos 
politicos son necesarias para la estabilidad politica o el 
desarrollo económico, pero estos ya no ofrecen una auténtica 
visión alternativa de la política, quizá con la excepción del 
fundamentalismo. Cada vez resulta más difícil justificar los 
regímenes no democráticos mediante un conjunto universal de 
ideas. 


Figura 6.2El declive del autoritarismo (1976-2017) 
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Fuente: Freedom House. 


¿Significa eso que los regímenes no democráticos tienen los 
días contados? Si observamos la evidencia empírica reciente 
hay algunos motivos de inquietud. Según la ONG Freedom 
House, en los últimos años ha habido una constante reducción 
de los derechos políticos y las libertades civiles en todo el 
mundo, y en el año 2016 se produjo el mayor descenso de todo 
el periodo analizado, una fecha que marca el undécimo año de 
declive de la democracia global. La libertad de expresión y el 


estado de derecho se han visto especialmente afectados, no 
solo en los estados antidemocraticos e iliberales, sino incluso 
en algunas democracias consolidadas, como, por ejemplo, 
Estados Unidos. En los últimos veinte años más o menos, el 
número de estadounidenses que se muestran a favor de tener 
un «líder fuerte» que «no tenga que preocuparse» por las 
elecciones o la asamblea legislativa ha aumentado hasta 
representar a una tercera parte de todos los encuestados, con 
cifras aún más altas entre los menores de veintinueve afios7?. 
Como veremos en el capítulo 8, incluso las democracias más 
ricas y duraderas afrontan retos económicos, sociales y 
políticos que amenazan con deslegitimar las instituciones y las 
prácticas democráticas. Puede que esto represente una 
oportunidad para que resurja el autoritarismo con su promesa 
de brindar estabilidad a cambio de recortar la libertad 
personal. Y tales tendencias pueden exacerbar la violencia 
política, que examinaremos en el próximo capítulo. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Qué explica las trayectorias diversas de Zimbabue y 
Sudáfrica? 


En los capítulos 2 y 3 analizábamos los diferentes caminos que 
tomaron la India y Pakistán tras independizarse del dominio 
británico. Al igual que esos dos países, Zimbabue y Sudáfrica son 
vecinos cuyas instituciones históricas, económicas, raciales y 
políticas son similares, pero cuyas trayectorias políticas en las tres 
últimas décadas no podrían haber sido más diferentes. La 
transición democrática de Sudáfrica es bien conocida y se 
considera un triunfo frente a los tremendos obstáculos que 
afrontaba el país. Por el contrario, como comentábamos al inicio 
de este capítulo, Zimbabue ha pasado por varias décadas de 
declive político y económico. ¿Qué explica esta diferencia? 

Durante un siglo, Sudáfrica estuvo controlada por una pequeña 
minoría blanca que se atribuyó una serie de privilegios políticos y 
económicos mientras oprimía a la mayoría negra. Como reacción, 
se formó un movimiento de resistencia, el Congreso Nacional 
Africano (ANC, por sus siglas en inglés), que se propuso derrocar 
al régimen utilizando en un primer momento medios pacíficos y, 
más tarde, violentos. Su líder, Nelson Mandela, pasó casi tres 
décadas en la cárcel; sin embargo, pese a esta y otras acciones 
represivas del gobierno, el ANC no hizo sino fortalecerse. En 1990, 
ante el aislamiento internacional y el creciente poder de la 
mayoría negra, el gobierno puso en libertad a Mandela e inició 
negociaciones con el ANC y otros partidos políticos, y en 1994 
auspició la celebración de unas elecciones auténticamente 
democráticas. El resultado ha sido una democracia liberal estable 
durante más de dos décadas. 

Un hecho que se recuerda menos es que uno de los países 
fronterizos de Sudáfrica, Zimbabue (antigua Rodesia), había 
afrontado una serie de condiciones similares mucho antes que 
esta. Como Sudáfrica, también Rodesia estaba controlada por una 
minoría blanca que dominaba la economía y la política del país. 
Su gobierno también chocaba con la oposición de un movimiento 
de liberación, la Unión Nacional Africana de Zimbabue-Frente 
Patriótico (ZANU-PF, por sus siglas en inglés), que recurría tanto a 
la política como a la guerra de guerrillas y el terrorismo para 
intentar lograr un gobierno mayoritario. A fin de desactivar este 


conflicto, en 1978 el gobierno de Rodesia entabló negociaciones 
para iniciar una transición democrática, y en 1980 se celebraron 
las primeras elecciones. Sin embargo, a diferencia de Sudáfrica, 
Zimbabue no llegó a convertirse en una democracia 
institucionalizada. Durante veinte años estuvo funcionando como 
un régimen iliberal, erosionándose con el tiempo hasta que 
finalmente el país se sumió en el autoritarismo a comienzos del 
siglo actual. 

¿Por qué estos dos países tomaron caminos tan distintos? Las 
posibles respuestas a esta pregunta no están del todo claras, y en 
ocasiones incluso parecen contradictorias. Para muchos, la 
respuesta reside simplemente en sus líderes. El liderazgo de 
Nelson Mandela en el ANC, incluso mientras estuvo en prisión, fue 
de naturaleza excepcional. Mandela supo combinar la autoridad 
carismática con las habilidades organizativas necesarias para 
mantener vivo el movimiento a pesar de estar en la cárcel. Sus 
largos años de prisión no hicieron sino aumentar su estatura 
política, tanto en su propio país como en el extranjero, reforzando 
la legitimidad de la lucha y contribuyendo a intensificar la presión 
internacional sobre Sudáfrica. En contraste, el movimiento de 
resistencia en Zimbabue estuvo liderado por varias figuras 
distintas y enfrentadas entre sí que fragmentaron el movimiento 
antes que unificarlo. Robert Mugabe, que finalmente llegó al 
poder y seguiría gobernando Zimbabue hasta 2017, tenía talento 
político, pero estaba más interesado en acumular poder que en 
engendrar una democracia. Este argumento presupone que el 
cambio político depende esencialmente del liderazgo individual. 
Sin embargo, hay otros factores institucionales que crean el marco 
idóneo para que ese liderazgo funcione. 

En muchos aspectos puede decirse que entre las trayectorias de 
Zimbabue y Sudáfrica existen diferencias cuantitativas más que 
cualitativas. ZANU-PF fue desde sus inicios un partido sumamente 
autoritario que no admitía la democracia interna y reprimía la 
oposición externa. Aunque el ANC era igualmente antidemocrático 
a nivel interno, sus miembros trabajaron para incluir a otros 
grupos de la oposición bajo un paraguas político común. Los 
estudiosos también han sugerido que el autoritarismo de 
Zimbabue fue consecuencia de la estrecha alianza de ZANU-PF con 
China y la Unión Soviética durante la Guerra Fría, una alianza que 
radicalizó los objetivos de ZANU-PF, que llegaron a incluir una 
revolución contra el colonialismo y el capitalismo. El ANC 
también se benefició de sus estrechos vínculos con la Unión 
Soviética, y sus estatutos fundacionales también abogaban por la 
nacionalización de la industria y de la tierra; pero a diferencia de 


ZANU-PF, su plataforma política no llamaba a hacer la revolución 
contra el capitalismo. 

Una importante distinción entre las sociedades de Zimbabue y 
Sudáfrica también ha influido en la divergencia de sus trayectorias 
políticas. Sudáfrica es una sociedad altamente urbanizada y 
relativamente industrializada, especialmente en comparación con 
Zimbabue, cuya economía se ha basado principalmente en la 
agricultura. La urbanización de Sudáfrica, combinada con su 
diversidad étnica, religiosa y cultural, contribuyó al surgimiento 
de una sociedad civil fuerte que a su vez dio lugar al ANC y ayudó 
a formular e institucionalizar los compromisos cívicos y 
democráticos de la organización. En cambio, ZANU-PF carecía de 
tales fundamentos, y se convirtió en un movimiento militar 
mayoritariamente rural dominado por un grupo étnicos, 

En parte gracias a las instituciones civiles de Sudáfrica, el ANC 
adoptó una actitud relativamente cauta con respecto al uso de la 
violencia en su lucha. Priorizó constantemente la política sobre la 
violencia y la necesidad de minimizar la pérdida de vidas pese al 
cuantioso número de muertes causadas por el estado. El ANC no 
atentó directamente contra civiles blancos (aunque algunos 
murieron como resultado de sus ataques a las fuerzas de 
seguridad) por más que esa habría sido una manera fácil de 
aterrorizar a esa minoría y movilizar a la mayoría negra. En 
Zimbabue, en cambio, la violencia se convirtió en la principal vía 
hacia la revolución, y, tras su llegada al poder en 1980, ZANU-PF 
siguió empleando la violencia para reprimir a sus oponentes. 
Cuando el partido afrontó una creciente oposición en la década de 
1990, se apoderó de las tierras de labranza de los zimbabuenses 
blancos, arrestó a los líderes de la oposición y mató o torturó a 
cientos de personas. El resultado fue el colapso económico y el 
aislamiento internacional. 


1.¿Cuál de los dos países ha experimentado una mayor 
modernización? ¿Qué papel ha desempeñado esta en sus 
diferentes trayectorias? 

2.¿De qué manera la presencia de una pujante sociedad civil en 
Sudáfrica pudo haberle dado ventaja sobre Zimbabue de 
cara a la democratización? 

3.¿Por qué el uso de la coacción en Zimbabue pudo haber 
hecho que su régimen resultara más vulnerable? 


a. Jan-Werner Miiller, «Defending Democracy within the EU», Journal of 
Democracy, vol. 24, n.° 2 (2013), pp. 138-149. 


7.La violencia politica 


¿Cuándo el conflicto politico se vuelve mortífero? 


¿Cómo es que Siria ha terminado así? Entre las muchas 
calamidades derivadas de la «Primavera Árabe», Siria ha sido, 
con mucho, el país que ha experimentado un mayor 
sufrimiento: más de 400.000 personas han muerto, y 
actualmente la cifra de refugiados supera los cinco millones. Lo 
que empezó como un movimiento pacífico en favor del cambio 
y contra el gobierno del presidente Bashar al-Ásad acabó 
transformándose en un llamamiento en favor de la revolución, 
y esto, a su vez, avivó la llama del conflicto étnico y religioso, 
la guerra de guerrillas y el terrorismo. Ahora resulta difícil 
incluso hablar de Siria como un único estado, dado que hay 
grandes áreas del país que ya no están bajo su soberanía. 
Reflexionar acerca de cómo se ha desmoronado Siria puede 
ayudar a contextualizar muchos de los conceptos y cuestiones 
que trataremos en este capítulo. 

Desde su independencia, tras la Segunda Guerra Mundial, 
Siria ha sido un régimen autoritario. Y también ha sido 
extremadamente patrimonial. Como explicábamos en el 
capítulo anterior, el patrimonialismo es un sistema que 
distribuye el poder político y económico entre un pequeño 
grupo de partidarios del régimen integrados en el aparato del 
estado, al tiempo que mantiene a raya al resto de la sociedad 
por la fuerza. En Siria, el poder ha estado monopolizado por la 
familia Ásad, primero con Háfez al-Ásad, que accedió a la 
presidencia del país mediante un golpe militar en 1970, y, tras 
su muerte en 2000, con su hijo Bashar al-Ásad. La mayoría de 
los altos cargos del estado y el ejército están copados por la 
rama islámica alauita de la propia familia Ásad, que representa 


menos del 15 % de la población. Debido a su patrimonialismo, 
Siria ha actuado de forma mas represiva que muchos otros 
regímenes autoritarios de Oriente Próximo, confiando más en 
la coacción que en la cooptación. 

La naturaleza del patrimonialismo sirio nos ayuda a 
entender por qué, a diferencia de otros lugares como Túnez o 
Egipto, en Siria no cayó el régimen. Allí la secuencia de 
acontecimientos se inició con un movimiento de protesta 
similar a los que se produjeron en otras partes de la región; el 
catalizador fue la tortura de varios jóvenes a los que 
sorprendieron pintando grafitis contra el gobierno en la ciudad 
de Daraa. Como reacción, en marzo de 2011 —en una jornada 
de protestas que pasaría a conocerse como «día de la 
dignidad»— se organizaron manifestaciones en varias ciudades 
sirias, en las que se pidió que se iniciara una liberalización 
pacífica del régimen. Pero este reaccionó como cabría esperar 
dado el historial de represión de los Ásad: empleando fuego 
real. Como respuesta, los ciudadanos empezaron a tomar las 
armas para derrocar al régimen. 

En medio de esta lucha empezaron a surgir nuevos factores. 
Para empezar, el conflicto radicalizó a algunos sirios, que 
rechazaron el llamamiento original en favor de una democracia 
laica para defender, en cambio, la instauración de un régimen 
teocrático. Pronto se les unieron combatientes de otras partes 
del mundo (incluyendo Europa y Norteamérica) cuyos 
objetivos tenían menos que ver con el régimen de al-Ásad que 
con la creación de un nuevo estado islámico en toda la región. 
Estos grupos estaban más dispuestos a emplear el terrorismo 
como un medio para destruir tanto al estado sirio como a los 
grupos guerrilleros rivales. El más extremista ha sido el 
denominado Estado Islámico de Irak y el Levante (conocido 
como ISIS por sus siglas en inglés, o también como Dáesh). 
Organizado inicialmente como una rama de Al Qaeda que 
luchaba contra Estados Unidos en Irak, tras la Primavera Árabe 
empezó a propagarse por el territorio sirio empleando una 
combinación de guerra de guerrillas (atacando al estado) y 
terrorismo (atacando a civiles). En el territorio que llegó a 
controlar, la organización estableció las bases de su propio 


estado, incluida una severa aplicación de la sharia o ley 
islámica. Aunque actualmente ha sido derrotado en el ámbito 
geográfico, en su momento el Dáesh logró construir muchos de 
los elementos de un estado independiente a partir de las ruinas 
de Siria e Irak; y en cualquier caso, el grupo sigue siendo un 
modelo a imitar para el terrorismo mundial. Las revoluciones 
de la Primavera Árabe, inicialmente concebidas como una vía 
hacia la democracia, han tenido consecuencias muy alejadas de 
lo que la mayoría de los observadores imaginaban£0, 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


«Definir la violencia politica y explicar qué factores la propician. 

«Comparar la revolución y el terrorismo como formas de violencia 
política. 

*Explicar cómo en ocasiones la religión y la violencia política están 
relacionadas. 

*Analizar las conexiones entre el poder del estado y la violencia politica. 


En los capítulos anteriores identificábamos las diversas 
instituciones que definen los estados, las sociedades y los 
distintos tipos de estructuras y regímenes económicos. 
También veíamos cómo estas se estructuran y funcionan en 
diferentes partes del mundo. El poder y la legitimidad 
descansan en dichas instituciones en diversos grados, pero 
¿qué sucede cuando pierden completamente su poder o cuando 
la gente intenta derribarlas por la fuerza? 

Este capítulo arrojará algo de luz sobre esta compleja 
cuestión, proporcionando diversas formas de concebir la 
violencia política y sus consecuencias. Empezaremos 
definiendo nuestros términos: ¿qué entendemos por violencia 
política, y cómo se relaciona con las instituciones políticas que 
ya hemos estudiado? A continuación analizaremos algunas de 
las motivaciones de la violencia política, examinando los 
diferentes argumentos (a menudo contradictorios) que tratan 
de explicar por qué se produce este tipo de violencia. Luego 
nos centraremos en dos importantes modalidades de violencia 


politica: la revolución y el terrorismo. Cada una de ellas 
constituye una realidad que puede amenazar a gobiernos, 
regímenes y estados. Cada una entraña asimismo el uso de un 
término con una fuerte carga política que suscita respuestas 
emocionales y complica el análisis. Examinaremos algunas de 
las diferentes formas de definir y entender la revolución y el 
terrorismo. Además, exploraremos hasta qué punto ambos 
están relacionados: cómo con frecuencia se justifica el 
terrorismo como un instrumento para lograr la revolución. Una 
vez dispongamos de estos conceptos y argumentos, los 
examinaremos en el contexto contemporáneo de la violencia 
política motivada por la religión. Para concluir, analizaremos 
cómo los diversos estados y sociedades previenen o gestionan 
la violencia política, y qué implicaciones tiene esto para la 
libertad y la igualdad. 


¿Qué es la violencia política? 


Iniciábamos el presente manual centrándonos en el estado. 
Esta institución constituye la piedra angular de la política 
moderna, y la definíamos, en sus términos más básicos, como 
el monopolio de la violencia o de la fuerza sobre un 
determinado territorio. A lo largo de la historia de la 
humanidad, la autoridad política centralizada ha formado 
parte de este monopolio, mediante el cual los estados derrotan 
a sus rivales internos, se defienden de amenazas externas y 
garantizan el orden y la seguridad en el país. Se ha descrito 
este proceso como el paso de una «guerra privada» a una 
«guerra pública», lo que significa que los individuos renuncian 
a la libertad de usar la violencia unos contra otros, cediendo 
ese derecho al estado, e intercambiándolo así por una mayor 
sensación de seguridad para todos. 

Obviamente, el monopolio estatal de la violencia nunca es 
perfecto ni completo. Los demás estados representan siempre 
una potencial amenaza, dada su propia capacidad de violencia. 
Incluso a nivel interno, la violencia persiste en formas tales 
como el asesinato o el robo a mano armada. En muchos países, 
estos problemas, aunque persistentes, son manejables y no 


amenazan la estabilidad ni la seguridad del estado, la sociedad 
o la economia. Pero en ciertas condiciones puede no ser ese el 
caso. La violencia pública puede llegar a ser tan generalizada o 
destructiva que el estado pierde el control sobre ella. Los 
gobiernos, regímenes, estados e individuos son objeto de 
ataque, y la soberanía se debilita o desaparece. Ya hemos visto 
esto con cierto detalle en nuestro análisis del conflicto étnico y 
nacional en el capítulo 3. 

La violencia política, o violencia basada en motivos 
políticos que escapa al control estatal, constituye el tema 
central de este capítulo. Algunos politólogos conciben en gran 
medida esta violencia política como parte de una categoría 
más amplia de «política contenciosa» o lucha política colectiva. 
Esta incluye asimismo elementos tales como las revoluciones, 
la guerra civil, los disturbios y las huelgas, pero también otros 
movimientos de protesta más pacíficos, algunos de los cuales 
examinaremos al final de este capítulo. En el caso de la 
violencia política, hablamos de un fenómeno que actúa fuera 
del alcance de la soberanía estatal, que no se corresponde con 
la guerra ni el crimen, y que aspira a lograr un determinado 
objetivo político mediante el uso de la fuerza. Obviamente, 
este tipo de definiciones resultan siempre más claras en la 
teoría que en la realidad. Las líneas que separan el ámbito 
nacional y el internacional, y la guerra, el crimen y la política 
contenciosa, con frecuencia resultan bastante difusas. 


¿Por qué surge la violencia política? 


Aunque definir la violencia política plantea algunos retos, una 
cuestión aún más controvertida es por qué surge la violencia 
política. ¿Qué lleva a los civiles a tomar las armas contra un 
estado o sus ciudadanos para conseguir algún objetivo 
político? Los estudiosos han ofrecido diversas razones que han 
ido variando a lo largo del tiempo, pero que podemos agrupar 
en tres categorías básicas: institucionales, ideacionales (es 
decir, basada en las ideas) e individuales. Estas tres 
explicaciones presentan ciertos elementos comunes, de manera 
que no siempre resulta del todo claro dónde termina una 


explicación y empieza otra. Al mismo tiempo, también suelen 
ser objeto de debate por parte de estudiosos o políticos que 
tienden a favorecer una explicación concreta por encima de las 
demás. Examinaremos estos argumentos desde una perspectiva 
general antes de ver cómo se utiliza cada uno de ellos a la hora 
de estudiar concretamente la revolución y el terrorismo. En 
cualquier caso, todos pretenden responder a la misma 
pregunta: ¿qué motiva la violencia política, y con qué fin se 
perpetra? 


Explicaciones institucionales 


Dado que ya hemos analizado las instituciones en profundidad, 
nuestra interpretación del término debería estar relativamente 
clara: nos referimos a organizaciones o pautas de actividad que 
se autoperpetúan y adquieren valor por sí mismas. Las 
instituciones definen y configuran la actividad humana, y las 
explicaciones institucionales sostienen que sus cualidades o 
combinaciones concretas resultan esenciales en la violencia 
política. Este tipo de explicaciones pueden hacer hincapié en 
las instituciones políticas, como los estados y los regímenes; en 
las instituciones económicas, como el capitalismo, o en las 
instituciones sociales, como la cultura y la religión. Además, 
pueden basarse en un argumento restrictivo, o bien 
posibilitador: puede que las instituciones contengan valores o 
normas que fomenten la violencia política de manera implícita 
o explícita, o que restrinjan la actividad humana y susciten con 
ello violencia política. En el capítulo 5, al hablar de las 
instituciones democráticas, examinábamos las diversas 
variaciones que se dan en las estructuras ejecutivas y los 
sistemas electorales; como han argumentado algunos 
estudiosos, aquellas variantes que reducen la oportunidad de 
compartir el poder —aquellas modalidades que generan 
resultados en los que «el ganador se lo lleva todo», como los 
sistemas presidenciales— incrementan la probabilidad de 
marginación, polarización y conflicto. En tales condiciones, la 
violencia política puede ser una reacción lógica cuando se 
bloquean otras formas de participación. Las explicaciones 


institucionales pueden concebirse como la búsqueda de una 
«causa primera» de la violencia, de una condición necesaria 
para que se produzcan acciones violentas, junto a la 
presunción de que ciertos cambios en la estructura 
institucional eliminarían la motivación de dicha violencia. 


DESTACAMOSExplicaciones de la violencia politica 


RXPUIRIARIEN TO 

Pastitiaimió aliinso vigentes pueden alentar la violencia o bien restringir la 
acción humana propiciando así una reacción violenta. 
Mgaádiaraluaderdgutifiicanenpatismo ee kb ios de dai omallésicia. 
Hidtvilimfdotoarbemstiólógicos o estratégicos pueden llevar a la gente a 
cometer actos violentos. 


Explicaciones ideacionales 


Si las explicaciones institucionales priorizan la influencia de las 
organizaciones y pautas establecidas a la hora de fomentar la 
violencia política, las explicaciones ideacionales se centran más 
bien en las razones fundamentales que subyacen a este tipo de 
violencia. Con el término ideacional aludimos aquí 
simplemente a algo que tiene que ver con las ideas. Las ideas 
pueden estar institucionalizadas —conceptos arraigados en una 
determinada institución, como una organización politica o una 
religión—, pero resulta igualmente frecuente que no lo estén y 
carezcan de una auténtica base organizativa. El argumento 
aquí es que las ideas desempeñan un importante papel en la 
violencia política en su peculiar forma de fundamentar una 
determinada cosmovisión, diagnosticar una serie de problemas, 
ofrecer una solución y formular los medios para alcanzarla. 
Cualesquiera de estos elementos —o todos ellos— pueden 
llevar aparejada una justificación de la violencia. Estos factores 
ideacionales nos llevan de nuevo al análisis de las actitudes 
políticas que exponíamos en el capítulo 3. Como allí 
señalábamos, es más probable que la violencia política vaya 
asociada a actitudes radicales o reaccionarias, dado que estos 
dos tipos de actitudes parten de la base de que el orden 
institucional vigente está en quiebra y ni siquiera admite 


reforma. Por lo tanto, no solo es importante el contenido de las 
ideas, sino también su relación con el statu quo politico del país 
en cuestión: las ideas consideradas conservadoras en un 
contexto pueden convertirse en causa de radicalismo o de 
reacción, y quizá de violencia, en otros. 


Explicaciones individuales 


Por último, las explicaciones individuales se centran en las 
personas que ejercen la violencia. Aquí los estudios hacen 
hincapié en las motivaciones individuales que llevan a la 
gente, primero, a contemplar la posibilidad de emplear la 
violencia con fines políticos, y luego a emplearla de hecho. Los 
estudiosos que analizan las explicaciones individuales de la 
violencia política suelen seguir dos posibles vías. Una enfatiza 
los factores psicológicos, las condiciones que llevan a las 
personas a ejercer la violencia. Dichos factores pueden ser 
consecuencia de experiencias personales o pueden haber sido 
moldeados por condiciones que afectan a toda la sociedad o 
parte de ella, como los niveles de desarrollo económico o los 
roles de género. Este enfoque tiende a centrarse en cómo los 
individuos pueden verse empujados a ejercer la violencia como 
expresión de desesperación, de un deseo de liberación o de 
solidaridad social. Por ejemplo, algunos estudiosos de la 
violencia religiosa subrayan el papel de la humillación como 
fuerza motivadora: la percepción de que las creencias propias 
de un individuo son activamente marginadas y denigradas por 
el conjunto de la sociedad. También es posible que las personas 
que se ven atraídas hacia la violencia se sientan ajenas a la 
sociedad que las rodea. Desde esta perspectiva, para los 
revolucionarios o terroristas la violencia es una forma de dar 
sentido a su vida, y puede que en gran medida no les importe 
si de hecho logran o no sus fines, o siquiera si realmente 
entienden cuáles son sus objetivos políticos. 

Otro enfoque, completamente opuesto, rechaza esta visión, 
y concibe la violencia política como un acto racional llevado a 
cabo por personas que creen que constituye una herramienta 
política eficaz. Es la estrategia, más que la desesperación, la 


que impulsa sus actos. Desde esta perspectiva, la violencia 
política no es una expresión de desviación, sino una estrategia 
minuciosamente manejada por personas que entienden 
perfectamente sus costes y sus potenciales beneficios®!. 


Comparación de las explicaciones de la violencia política 


Un elemento importante a la hora de comparar estas tres 
explicaciones es cómo abordan la cuestión del libre albedrío, 
en otras palabras, hasta qué punto las personas son los 
principales actores de la violencia política. Las explicaciones 
institucionales suelen ser bastante deterministas en tanto 
consideran que las personas están moldeadas y dirigidas por 
estructuras mayores que ellas que no pueden controlar. El 
hecho de que un individuo recurra a la violencia es 
simplemente el último paso de un proceso mucho más amplio. 
En cambio, las explicaciones individuales se centran 
directamente en las personas: estas son las principales 
responsables de la violencia porque así lo deciden. Las 
explicaciones ideacionales, por su parte, se sitúan en algún 
punto intermedio: las ideas están influenciadas por las 
instituciones, pero también las personas las adoptan y moldean 
activamente para justificar la violencia política. 

Un segundo elemento de comparación hace referencia a las 
explicaciones de carácter universal frente a las de naturaleza 
particularista. Las explicaciones institucionales tienden a ser 
más particularistas en tanto hacen hincapié en la combinación 
específica de instituciones y su peculiar papel en un caso 
concreto que no es fácil generalizar y aplicar a otros lugares. 
Las explicaciones individuales generalmente se centran en 
aquellos atributos personales o psicológicos comunes a todos 
los humanos que pueden conducir a la violencia. Las 
explicaciones ideacionales, de nuevo, residen en algún punto 
intermedio, puesto que generalizan la importancia de las ideas 
al tiempo que señalan las distintas lecciones que cabe extraer 
de ideas diversas. 

¿Qué tipo de explicación resulta más convincente: la 
institucional, la ideacional o la individual? A menudo estas 


explicaciones se esgrimen como argumentos excluyentes, pero 
lo cierto es que funcionan bien de manera conjunta. Los 
factores institucionales brindan un contexto en el que pueden 
surgir determinados requisitos previos, problemas y conflictos 
concretos. Los factores ideacionales contribuyen a describir y 
definir esos problemas, asignan las culpas y proporcionan 
soluciones que abogan por la transformación del statu quo. Esas 
ideas, a su vez, influyen en determinados individuos y grupos 
que pueden ser ya propensos a la actividad violenta, a la vez 
que son moldeadas por ellos. A modo de ejemplo, examinemos 
el caso del grupo independentista vasco Euskadi Ta Askatasuna 
(ETA), que durante varias décadas utilizó la violencia como 
herramienta política en España hasta que finalmente renunció 
a ella en 2011. Si observamos el caso de ETA, detectamos la 
presencia de factores institucionales, entre ellos un largo 
período de represión bajo un régimen autoritario y sus efectos 
en el País Vasco. También hay factores ideacionales, como la 
creencia generalizada entre los miembros y simpatizantes de la 
organización de que el pueblo vasco afrontaba un exterminio 
cultural a manos del estado español. Por último, los factores 
individuales incluyen el papel y las motivaciones de muchos 
jóvenes vascos en la denominada kale borroka (lucha urbana) 
en aras de un estado vasco revolucionario e independiente. 
Podríamos hacer un análisis similar del Dáesh, incluyendo en 
este caso factores como el papel del autoritarismo en Irak y 
Siria, el papel del islam político y el antiamericanismo surgido 
tras la invasión de Irak, y el atractivo que supuso para muchos 
jóvenes extranjeros unirse a la causa de construir un nuevo 
estado religioso revolucionario. Estos ejemplos ayudan a 
ilustrar la interconexión de los tres factores mencionados y a 
explicar por qué la violencia política resulta relativamente 
impredecible y ha surgido en tantos contextos distintos. 
Examinaremos estas diversas explicaciones dentro de un 
momento, al analizar la revolución y el terrorismo. 


Formas de violencia política 


Hasta aquí hemos hablado de la violencia política en términos 


generales, definiéndola como un tipo de violencia que esta al 
margen del control estatal y tiene motivaciones politicas. Esta 
definición abarca muchas formas de violencia politica, como, 
por ejemplo, asesinatos, disturbios, revueltas, golpes militares, 
guerras civiles o conflictos étnicos, por nombrar solo algunas. 
Nosotros nos centraremos en dos formas de violencia política 
concretas: la revolución y el terrorismo. Es importante estudiar 
la revolución porque suele tener efectos profundos. Las 
revoluciones han desencadenado cambios radicales en la 
política moderna, han derribado viejas instituciones y han 
transformado drásticamente las relaciones nacionales e 
internacionales. El terrorismo, aunque con consecuencias 
menos radicales, atrae nuestra atención en tanto plantea un 
reto similar a las instituciones políticas modernas; un reto cuyo 
impacto en la política nacional e internacional se ha disparado 
en los últimos años. Ambos son fuerzas que aspiran a una 
transformación drástica. En muchos aspectos, no obstante, la 
revolución y el terrorismo son realidades opuestas: la 
revolución es una sublevación de las masas, que toman las 
calles, se hacen con el control del estado y derrocan al antiguo 
régimen, mientras que el terrorismo, en cambio, es mucho más 
secreto y oculto, un acto de conspiración llevado a cabo por un 
pequeño grupo. Aun así, existen similitudes en sus causas y 
objetivos. Al analizar y comparar la dinámica de la revolución 
y el terrorismo, subrayaremos algunas de esas semejanzas y 
mostraremos cómo pueden vincularse estas dos formas de 
violencia política aparentemente dispares. 


Revolución 


El término revolución tiene numerosas connotaciones distintas. 
Aunque aquí hablamos de la revolución específicamente como 
una forma de violencia política, también se utiliza el término 
de manera mucho más indiscriminada. Cualquier tipo de 
cambio drástico suele calificarse de revolucionario, ya sea de 
naturaleza política o tecnológica, y en general el término tiene 
unas connotaciones positivas que evocan la idea de progreso. 
Se considera que esos cambios radicales son positivos, de 


manera que la «contrarrevolución» se concibe como un intento 
de retroceder a una época más oscura. Nada de esto debería 
sorprendernos; en una buena parte del mundo ha habido 
cambios políticos significativos como consecuencia de una 
revolución, y en los países donde eso ha ocurrido la revolución 
suele ir asociada a la independencia, la soberanía y el 
desarrollo. Debido a ello, revolución es un término con una 
fuerte carga ideológica, aunque con connotaciones 
mayoritariamente positivas. 

Para nuestros propósitos, hablaremos aquí de revolución en 
un sentido más limitado. Se puede definir la revolución como 
la toma pública del estado con el fin de derrocar al gobierno y 
al régimen vigentes. Aquí intervienen varios factores. En 
primer lugar, las revoluciones implican un elemento de 
participación ciudadana. No cabe duda de que suelen tener 
líderes, organizadores e instigadores que desempeñan un papel 
clave; pero a diferencia de un golpe de estado, donde son las 
élites las que derrocan al gobierno, en una revolución la 
ciudadanía desempeña un importante papel en la toma del 
poder. El caso de Rusia constituye un ejemplo interesante en 
ese sentido. Aunque normalmente nos referimos al triunfo del 
comunismo en 1917 calificándolo de revolución, algunos 
estudiosos lo consideran un golpe de estado, en tanto fueron 
Lenin y un puñado de seguidores quienes tomaron el poder 
antes de formar parte de una acción masiva que derrocara al 
gobierno. 

Otro factor que caracteriza nuestra definición de revolución 
es el hecho de que las personas involucradas pretenden hacerse 
con el control del estado. Ese objetivo diferencia sus acciones 
de otros tipos de violencia como el conflicto étnico, en el que 
los grupos implicados pueden obtener cierto control local o 
incluso aspirar a la independencia, pero no quieren o no 
pueden apoderarse de todo el estado. Por último, el objetivo de 
la revolución no es simplemente echar a quienes ostentan el 
poder, sino eliminar íntegramente el régimen. Las protestas o 
revueltas y otras formas de política contenciosa que pretenden 
presionar a un determinado líder para que deje el cargo no son 
necesariamente revolucionarias. En esencia, las revoluciones 


pretenden restructurar de manera fundamental las 
instituciones de la política y, con frecuencia, también las 
instituciones económicas y sociales. Debido a ello, a veces los 
estudiosos hablan de «revoluciones sociales» para indicar que 
se refieren a acontecimientos que remodelan por completo la 
sociedad. 

¿Deben ser violentas las revoluciones? Esta es una cuestión 
delicada. Dados los drásticos objetivos de la revolución, a 
menudo la violencia resulta difícil de evitar. Los gobiernos se 
resistirán a ser derrocados, y ese conflicto suele puede 
conducir a la fragmentación del monopolio de la violencia en 
tanto determinadas partes del estado (como ciertos sectores del 
ejército) a menudo se ponen del lado de los revolucionarios. 
También el periodo inmediatamente posterior a una revolución 
puede ser muy sangriento: quienes han perdido pueden ser 
ejecutados, o bien emprender una lucha contrarrevolucionaria 
contra el nuevo régimen. 

Aun así, no todas las revoluciones son violentas. En 1989 los 
regímenes comunistas de la Europa del Este se desmoronaron 
ante la presión pública, arrastrando consigo instituciones que 
muchos consideraban inamovibles. En la mayoría de los casos 
el nivel de violencia fue limitado; solo Rumanía experimentó 
una violenta lucha entre el régimen comunista y los 
revolucionarios que provocó numerosas muertes. Debido a esa 
ausencia de violencia, muchos estudiosos se resistirían a 
calificar el desplome del comunismo en la Europa del Este 
como un hecho revolucionario, optando, en cambio, por 
referirse a tales cambios como transiciones políticas; sin 
embargo, en los aspectos más importantes, concretamente en el 
derrocamiento del gobierno y del régimen, estos 
acontecimientos encajan en nuestra definición de revolución. 
El de Sudáfrica es otro caso de cambio de régimen —del 
apartheid a una democracia multirracial— que a la mayoría de 
los estudiosos les resulta incómodo calificar de revolucionario 
en tanto fue un proceso impulsado por la élite, en gran parte 
no violento y fruto de una prolongada negociación. Uno de los 
problemas que aquí se plantean es si creemos o no que la 
violencia es un componente necesario para calificar de 


revolucionario un determinado resultado. 

¿Qué origina la revolución? No hay consenso en torno a esta 
cuestión, y la opinión predominante ha ido cambiando con el 
tiempo. En el ámbito académico, los estudios sobre la 
revolución se agrupan en tres fases. En la primera, antes de la 
Segunda Guerra Mundial, los estudiosos tendían a describir las 
revoluciones antes que a explicarlas. Cuando se buscaban las 
causas, las explicaciones solían ser asistemáticas, y en general 
se culpaba a la existencia de políticas públicas o líderes 
gubernamentales deficientes. En la segunda fase, coincidiendo 
con la revolución conductista de las décadas de 1950 y 1960 
(véase el capítulo 1), los sociólogos buscaron explicaciones 
más generalizadas. Sus nuevas líneas de investigación 
adoptaron diversas formas y priorizaron diversos elementos, 
pero todas ellas compartían la opinión común de que los 
cambios o disrupciones económicas y sociales drásticas, como 
en el caso de la modernización, eran fundamentales a la hora 
de desencadenar acontecimientos revolucionarios. Este tipo de 
visión tendía a centrarse en el papel de los individuos como 
potenciales revolucionarios, y aspiraba a entender qué los 
motivaba. 

Uno de los principales argumentos que surgieron de este 
trabajo era el enfoque psicológico conocido como modelo de 
privación relativa. Según este modelo, las revoluciones no 
dependen tanto de condiciones concretas como de la brecha 
existente entre las condiciones reales y las expectativas 
públicas. Así, la mejora de las condiciones económicas o 
políticas incluso podría favorecer la revolución si, por ejemplo, 
tales cambios provocan un aumento de las demandas públicas 
no satisfechas y, en consecuencia, fomentan el descontento. Se 
ha sugerido que la Revolución iraní de 1979 y la Revolución 
egipcia de 2011 son ejemplos de casos de privación relativa. 
Cuando Irán experimentó una rápida modernización en las 
décadas anteriores a la revolución, su progreso no hizo sino 
aumentar las expectativas de la población de obtener una 
mayor libertad e igualdad, especialmente entre los adultos 
jóvenes. Eso es lo que se entiende por privación relativa: no 
son las condiciones absolutas las que instigan la revolución en 


sí, sino cómo las percibe la ciudadanía. 


DESTACAMOSEvolución de los enfoques teóricos sobre la 
revolución 
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En la década de 1970 este tipo de estudios sobre la 
revolución empezaron a perder popularidad. En la tercera fase, 
los críticos argumentaron que las teorías de la revolución 
basadas en cambios repentinos no explicaban por qué algunos 
países podían experimentar un cambio drástico sin que hubiera 
una revolución (como ocurrió en Japón a principios del siglo 
XX) o qué nivel de cambio bastaba para desencadenarla. Con 
respecto al modelo de privación relativa, apenas había pruebas 
de que muchas revoluciones del pasado hubieran estado 
precedidas por un aumento de las expectativas o del 
descontento entre la ciudadanía; de manera similar, había 
numerosos ejemplos de situaciones en las que se habían 
acrecentado tanto las expectativas como el descontento, pero, 
sin embargo, no había estallado una revolución. Los nuevos 
estudios de la revolución adoptaron un enfoque más 
institucional, pasando de priorizar las reacciones públicas a 
centrarse en el objetivo de las revoluciones: el estado. 

El trabajo más influyente en ese sentido ha sido el de la 
politóloga estadounidense Theda Skocpol, en especial su 
importante obra Los estados y las revoluciones sociales82, 
Analizando específicamente los casos de Francia, China y 
Rusia, Skocpol argumenta que las revoluciones sociales 
requieren un conjunto de condiciones muy concretas. La 
primera es la competencia entre estados rivales que se disputan 
el poder militar y económico en el sistema internacional 
mediante instrumentos tales como el comercio y la guerra. Esa 


competencia resulta costosa, y a menudo revela la debilidad de 
aquellos estados que no pueden equipararse a sus rivales. En 
segundo término, y como resultado de esa competencia, los 
estados mas débiles con frecuencia tratan de emprender 
reformas para incrementar su autonomia y capacidad, con la 
esperanza de que los cambios producidos en las instituciones 
nacionales aumenten su poder en el ámbito internacional. 
Estas reformas pueden incluir una mayor centralización del 
estado y diversas transformaciones en la agricultura, la 
industria, la educación y el sistema tributario. Sin embargo, 
esos mismos cambios también pueden amenazar el statu quo, 
socavando el poder de las élites consolidadas, sembrando la 
discordia entre la ciudadanía y generando resistencia. El 
resultado es el descontento, la parálisis política y una mayor 
susceptibilidad a la revolución. Desde esta perspectiva, el 
elemento esencial de cara a una potencial revolución no es el 
cambio en sí, sino el poder y las acciones del estado. Los demás 
actores tienen relativamente poca importancia. 

En la década de 1980, el enfoque institucional se convirtió 
en el planteamiento dominante en los estudios sobre la 
revolución, de la mano de un mayor interés en las instituciones 
y el poder del estado. Sin embargo, el propio enfoque 
institucional es objeto de crítica y cuestionamiento. Algunos 
estudiosos argumentan que, si se hace excesivo hincapié en las 
instituciones, se ignora el papel que desempeñan los líderes, la 
sociedad civil o la ideología a la hora de catalizar y encauzar la 
acción revolucionaria. La propia Skocpol señalaba que un 
ejemplo tan importante como la Revolución iraní no encajaba 
bien en su modelo. 

Estas críticas se vieron refrendadas por las revoluciones 
acaecidas en la Europa del Este en 1989 y, de nuevo, en las de 
la Primavera Árabe en 2011. En el caso de la Europa del Este, 
no cabe duda de que los cambios producidos en el sistema 
internacional, concretamente el final de la Guerra Fría y el 
debilitamiento del control soviético de los países de Europa 
Oriental, llevaron al conflicto y la parálisis dentro de esos 
estados. Sin embargo, al mismo tiempo la acción pública 
estuvo movilizada y moldeada por líderes de oposición que a 


su vez se hallaban fuertemente influenciados por las ideas del 
liberalismo, los derechos humanos y la protesta no violenta. 
Además, la protesta masiva pareció verse influenciada 
asimismo por el cálculo estratégico: el éxito de la oposición 
pública en un país alteró la estrategia de los actores en otros 
lugares, incrementando su nivel de movilización y sus 
demandas. También se han producido acontecimientos 
similares en Oriente Próximo (véase «Las instituciones en la 
práctica» al final de este capítulo). 

Basándose en estos hechos, algunos estudiosos han optado 
por reintegrar los enfoques de tipo individual e ideacional. 
Aunque la actuación del estado es importante, también lo son 
las motivaciones de los líderes de la oposición, las élites 
dirigentes y la ciudadanía en su conjunto; la visión del cambio 
político de cada uno de estos tres grupos, y los recursos 
disponibles y utilizados para movilizar a la ciudadanía. Bastan 
pequeños cambios en las ideas y percepciones para que se 
produzca un efecto dominó, sacando a la gente a la calle 
cuando nadie lo habría predicho el día antes, ni tan siquiera 
los propios revolucionarios®3, 

Aunque las revoluciones pueden ser instrumentos de 
progreso, es importante señalar también qué es lo que no 
consiguen. Pese a la apelación a una mayor libertad e 
igualdad, que constituye uno de los rasgos distintivos de toda 
revolución, con frecuencia se obtiene el resultado contrario. 
Los líderes revolucionarios que antes condenaban al estado 
pronto pasan a verlo como una herramienta necesaria para 
consolidar su victoria, y a menudo centralizan el poder aún en 
mayor medida que antes. Esto no es necesariamente malo si 
dicha centralización del poder puede facilitar la creación de un 
estado moderno con el nivel necesario de autonomía y 
capacidad. Es frecuente que las revoluciones sienten las bases 
de un estado moderno. Sin embargo, es posible que los líderes 
revolucionarios aspiren a dotar de un gran poder al estado, 
rechazando la democracia por ser incompatible con los grandes 
objetivos de la revolución. Egipto, Cuba, China, Rusia, Francia 
e Irán son todos ellos casos donde las demandas públicas en 
favor de mayores derechos terminaron con otra dictadura que 


se convirtió en un extraño reflejo del orden autoritario 
precedente. 

Otra consecuencia es el elevado coste humano que puede 
ocasionar el cambio revolucionario. Las revoluciones suelen ser 
destructivas y sangrientas, especialmente cuando la tarea de 
expulsar a quienes ostentan el poder se prolonga de manera 
excesiva. Además, en el periodo inmediatamente posterior los 
líderes revolucionarios y sus oponentes a menudo utilizan la 
violencia en su lucha por el nuevo orden. La Revolución 
mexicana causó la muerte de un millón y medio de personas, y 
se calcula que la Revolución rusa y la subsecuente guerra civil 
pudieron cobrarse la vida de más de cinco millones. Esta 
violencia puede llegar a convertirse en un fin en sí misma, 
como ocurrió en el Terror que siguió a la Revolución francesa 
de 1789. Enemigos, partidarios y hasta los simples 
espectadores pueden verse arrastrados todos ellos a un uso 
indiscriminado de la violencia. Se ha sugerido que los estados 
revolucionarios también son más propensos a involucrarse en 
una guerra interestatal, ya sea porque pretenden promover su 
ideología revolucionaria o bien porque otros países se sienten 
amenazados o ven la oportunidad de atacar durante ese 
período de agitación. Dada la fragmentación del poder estatal 
y la pérdida del monopolio de la fuerza que la revolución lleva 
aparejadas, su estela de violencia no tiene nada de 
sorprendente. Una observación general que podemos hacer es 
que, cuanto mayor es la violencia involucrada en el 
derrocamiento del antiguo régimen, más probable resulta que 
esa violencia continúe en el nuevo. 


Terrorismo 


El término terrorismo, como el de revolución, tiene una fuerte 
carga semántica y se utiliza asimismo de forma bastante 
indiscriminada. Sin embargo, las dificultades conceptuales que 
rodean a uno y otro término son diametralmente opuestas. 
Mientras que la confusión conceptual relativa a revolución 
proviene en parte de sus connotaciones intrínsecamente 
positivas (que pueden llevar a la gente a asociar el término a 


toda clase de cosas), la palabra terrorismo comporta un estigma 
y es un término que pocos estan dispuestos a adoptar. Debido a 
ello, algunos confunden el terrorismo con toda una serie de 
conceptos distintos, muchos de los cuales resultan engañosos, 
mientras que otros emplean el término de manera 
indiscriminada para referirse a cualquier tipo de fuerza política 
o de política pública a la que se oponen. Esta situación ha 
llevado a algunos a concluir que en la práctica el terrorismo 
resulta imposible de definir, y lo argumentan recurriendo a un 
viejo cliché: «El terrorista para un hombre es un luchador por 
la libertad de otro». Tal conclusión socava por completo el 
propósito de la ciencia política, que es definir objetivamente 
nuestros términos. Deberíamos, pues, buscar una definición lo 
más precisa posible, y utilizarla para diferenciar el terrorismo 
de otras formas de violencia política. El constante aumento de 
las acciones terroristas hace que esto revista una especial 
importancia (véase la figura 7.1). 

El terrorismo puede definirse como el uso de la violencia 
contra civiles por parte de actores no estatales con el fin de 
lograr un determinado objetivo político. Como ocurría con la 
revolución, en esta definición intervienen varios componentes, 
y conviene que dediquemos un momento a clarificar cada uno 
de ellos. En primer lugar está la cuestión de los actores no 
estatales. ¿Por qué no habría de aplicarse el término asimismo 
a los estados? ¿Acaso no aterrorizan también a la gente? De 
hecho, como veremos más adelante, originariamente el 
concepto de terrorismo hacía referencia a determinados actos 
del estado, no de actores no estatales. Con el tiempo, el 
término pasó a asociarse a actores no estatales que utilizaban 
el terrorismo en parte justamente porque no tenían acceso a la 
fuerza militar convencional. Sin embargo, eso no significa que 
los estados no puedan aterrorizar, sino más bien que para 
describir tales actos se ha consolidado el uso de otros términos. 
Cuando los estados utilizan la violencia contra la población 
civil, hablamos de crímenes de guerra o de violaciones de los 
derechos humanos, según el contexto. Ambos pueden incluir 
actos tales como el genocidio y la tortura. El término terrorismo 
se relaciona con el tipo de actor político tanto como con sus 


acciones e intenciones. 


Figura 7.1 Acciones terroristas en el mundo (1970-2015) 
20.000 7 
15.000 4 


10.000 - 


T T T T T T T T T T 
1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010 2015 


Fuente: Global Terrorism Database. 


Por último, está el terrorismo patrocinado por el estado. 
A veces los estados patrocinan a grupos terroristas no estatales 
como un medio de ampliar su poder de manera indirecta, 
utilizando así el terrorismo como un instrumento de política 
exterior (o incluso interior). Por ejemplo, la India se enfrenta 
desde hace mucho tiempo a grupos terroristas que luchan por 
el control de Cachemira, un estado con una población 
mayoritariamente musulmana (a diferencia del resto de la 
India, mayoritariamente hindú). La creencia generalizada es 
que esos terroristas están entrenados y armados por el ejército 
pakistaní (véase el capítulo 2), que concibe esta estrategia 
como una forma de influir en la política india. En suma: 
hablamos del terrorismo como una acción no estatal no porque 
los estados estén de alguna manera por encima de ese tipo de 
violencia, sino porque existe otra terminología para describir 
las formas de violencia perpetradas por estos. 

Nuestra definición de terrorismo también subraya el hecho 
de que el objetivo de la violencia son los civiles. Aquí la 
intención es importante. Los conflictos violentos a menudo 
causan víctimas civiles, pero los terroristas apuntan 
específicamente a ellos en tanto consideran que actuar de ese 
modo es una forma más eficaz de lograr sus fines políticos que 
atacar al estado. Eso nos permite distinguir el terrorismo de la 
guerra de guerrillas, un tema que ya surgió en el capítulo 6 


cuando comparábamos Sudáfrica y Zimbabue. A diferencia del 
terrorismo, la guerra de guerrillas involucra a combatientes no 
estatales que aceptan en gran medida las reglas tradicionales 
de la guerra y dirigen sus ataques al estado en lugar de atacar 
a civiles. En el caso de Sudáfrica, durante la lucha militar que 
libró contra el régimen, el Congreso Nacional Africano 
consideró la posibilidad, que luego rechazó explícitamente, de 
atacar a civiles. En cambio, la Unión Nacional Africana de 
Zimbabue recurrió tanto a la guerra de guerrillas como al 
terrorismo para alcanzar el poder. Hay que tener cuenta, no 
obstante, que con frecuencia la línea divisoria entre estos dos 
tipos de violencia resulta difusa: ¿matar a un policía o a un 
recaudador de impuestos es un acto de terrorismo o de guerra 
de guerrillas? Pero en cualquier caso la distinción esencial 
sigue estando clara no solo para los observadores, sino 
también, como ya hemos sugerido antes, para quienes 
practican esa violencia. Volveremos a ello dentro de un 
momento. 

Otro de los factores de nuestra definición de terrorismo se 
refiere al objetivo político. Es importante ser conscientes de 
que el terrorismo tiene siempre uno u otro objetivo político; en 
ese sentido no se trata simplemente de un acto delictivo o 
violento sin un propósito mayor. También aquí puede que la 
línea divisoria no esté del todo clara: los grupos terroristas 
pueden cometer delitos «comunes» como una forma de apoyar 
sus actividades, del mismo modo que puede haber bandas 
criminales que cometan actos de terrorismo si están muy 
presionadas por el estado. También puede haber grupos que 
cambien de un tipo a otro. Pero en general el terrorismo y 
otras formas similares de violencia pueden definirse por la 
primacía de la intención política (figura 7.2). 


Figura 7.2Formas de violencia estatal y política 


En este gráfico se diferencia entre distintas formas de violencia política en función de quién la ejerce y a qué 
objetivo va dirigida. Se incluyen tanto actores estatales como no estatales. 


ACTOR 
Estatal No estatal 


Estado Guerra 


OBJETIVO 


Violaciones de derechos humanos 
(nacional) Terrorismo 


Civiles Terrorismo patroci EAS 


Crímenes de guerra 
(internacional) 


¿Cuáles son las causas del terrorismo? Como ocurría con la 
revolución, los estudiosos han formulado hipótesis dispares y 
contradictorias que han ido cambiando con el tiempo en la 
medida en que también lo ha hecho la naturaleza del 
terrorismo. Además, dado que el terrorismo resulta ser un 
fenómeno tan amorfo e impreciso, admite pocas de las teorías 
integrales que veíamos en los estudios sobre la revolución, 
aunque, de nuevo, podemos agruparlas en términos de 
explicaciones de naturaleza institucional, ideacional e 
individual. 

Una de las respuestas más comunes al terrorismo consiste en 
plantearlo en términos institucionales, a menudo afirmando 
que los antecedentes económicos y educativos resultan 
fundamentales para comprender las motivaciones de los 
terroristas. Habitualmente se mencionan la pobreza y la falta 
de educación en ese sentido, y el terrorismo se considera una 
herramienta de desesperación cuando las vías de progreso 
personal (conseguir trabajo, formar una familia) se hallan 
ausentes o están bloqueadas. Sin embargo, sabemos que los 
terroristas no son necesariamente pobres: Osama bin Laden, 
por ejemplo, provenía de un entorno adinerado, y muchos 
terroristas europeos activos en la década de 1970 eran 
miembros cultos de la clase media. Aun así, puede darse el 
caso de que la desigualdad económica ayude a fomentar el 
terrorismo al propiciar una percepción de privación relativa®‘. 


Este factor, a su vez, puede verse agravado por las instituciones 
politicas: cuando la capacidad y la autonomia del estado son 
débiles y los mecanismos de participación pública están mal 
institucionalizados, el terrorismo puede encontrar tanto una 
justificación como la oportunidad de utilizar la fuerza. 

Las explicaciones ideacionales resultan igualmente útiles y 
problemáticas a la vez. El terrorismo suele atribuirse a alguna 
ideología, religión o conjunto de valores determinados. Sin 
embargo, dado el modo como se transforma a lo largo del 
tiempo, con frecuencia esos argumentos no logran explicar 
demasiado bien sus causas y efectos. No podemos describir el 
terrorismo como el resultado lógico de una ideología o religión 
concreta si observamos que va asociado a valores diversos 
dependiendo del contexto. Aun así, las propias ideas son 
importantes en tanto pueden proporcionar una justificación de 
los actos terroristas, ya que los grupos necesitan un objetivo 
político que los motive a perpetrar esa violencia. 

Algunos han afirmado que, para los terroristas, el aspecto 
crucial de cualquier conjunto de ideas es su conexión con 
alguna visión de naturaleza nihilista. Por nihilismo 
entendemos la creencia de que todas las instituciones y valores 
carecen esencialmente de sentido, y de que el único valor 
redentor que una persona puede abrazar es la violencia. Desde 
esta perspectiva, la violencia resulta deseable por sí misma. El 
nihilismo también se puede combinar con visiones 
apocalípticas y utópicas, engendrando la convicción de que la 
violencia puede destruir y purificar así un mundo corrupto y 
marcar el comienzo de un nuevo orden. 

Por último, los investigadores han recurrido de manera 
constante a las explicaciones de tipo individual para tratar de 
entender las motivaciones de los terroristas. Como ya hemos 
mencionado antes, una explicación habitual se centra en la 
percepción de que existe una injusticia —la autoestima de un 
individuo o de una comunidad ha sido denigrada por otros— 
acompañada de un sentimiento de alienación o de humillación. 
Tales sentimientos pueden generar frustración, ira y —lo que 
es más importante— un deseo de venganza. Además, los 
grupos terroristas pueden engendrar un sentimiento de 


identidad y de solidaridad en las personas que se sienten 
alienadas o humilladas. La violencia politica puede dar sentido 
a la vida, imbuyéndola de un propósito superior. De hecho, se 
ha argumentado que los grupos terroristas, sean laicos o no, se 
asemejan a las sectas religiosas, con su énfasis en la 
comunidad, la pureza de su causa, la fe en la rectitud de las 
creencias y acciones del propio grupo y la convicción de que el 
castigo allana el camino hacia algún resultado utópico. 

Los efectos del terrorismo resultan más difíciles de discernir 
que los de las revoluciones. La primera cuestión que debemos 
plantearnos es si los terroristas son capaces o no de lograr sus 
objetivos. En el caso de la revolución, el éxito de la violencia 
política está implícito, ya que estudiamos aquellas situaciones 
en las que los regímenes han sido derrocados de hecho. En el 
caso del terrorismo, en cambio, nos centramos en una táctica y 
no en sus resultados. En general, las pruebas sugieren que el 
terrorismo casi nunca tiene éxito en la consecución de sus 
objetivos, si definimos el éxito meramente como lograr que los 
estados cambien sus políticas para que sean más acordes con lo 
que quieren los terroristas. El propio hecho de atacar a civiles 
parece indicar a los estados que no se puede negociar con los 
terroristas ni satisfacerlos; esto contrasta con los guerrilleros, 
que, al atacar al estado en lugar de a civiles, están indicando 
que al menos respetan algunas de las reglas políticas 
fundamentales§5, 

Sin embargo, eso no significa que el terrorismo no tenga 
ningún impacto. Desde una perspectiva económica, puede 
tener un gran éxito a la hora de deprimir el turismo, la 
inversión extranjera directa, los mercados de valores y otros 
sectores de la economía de un país. La sociedad puede sentir 
un impacto similar, no solo por los efectos del debilitamiento 
de la economía, sino también debido a la ansiedad e 
inseguridad crecientes, que minan la sensación de bienestar de 
las personas$6, 

El terrorismo también puede afectar claramente a la 
política. La lucha antiterrorista puede ser un proceso costoso y 
frustrante con pocos resultados obvios, desviando recursos 
nacionales para adoptar medidas que no logran resolver las 


inquietudes de la ciudadanía. La consecuencia de ello puede 
ser la erosión de la confianza en el estado. En aras de una 
mayor seguridad, los gobiernos y sus ciudadanos pueden 
favorecer el incremento del poder del estado y la restricción de 
las libertades civiles con la esperanza de que tales medidas 
limiten el margen de acción de los terroristas. Pero eso a su vez 
puede debilitar no solo las libertades civiles, sino también las 
propias instituciones democráticas, y el resultado puede ser la 
disminución de la confianza en el gobierno y del control 
público sobre este. En el caso más extremo, el terrorismo 
puede contribuir a derrocar un régimen. En 1992 el presidente 
de Perú, Alberto Fujimori, disolvió el Parlamento y suspendió 
la Constitución, actos que justificó en parte como medidas 
necesarias para combatir a dos grupos terroristas distintos que 
habían desestabilizado el país. Gran parte de la ciudadanía 
apoyó la decisión al considerar que era la única forma de 
restablecer el orden. De manera similar, los actos terroristas 
perpetrados en Rusia por los separatistas chechenos ayudaron 
a allanar el camino para que en 2000 Vladímir Putin obtuviera 
la presidencia del país, y luego el gobierno ruso utilizó los 
atentados posteriores como justificación para eliminar 
instituciones democráticas y limitar las libertades civiles. 
Además, como bien sabemos por el caso de Afganistán, el 
terrorismo también puede utilizarse como herramienta para 
provocar conflictos internacionales. 

Esa destrucción del régimen es, obviamente, lo que buscan 
la mayoría de los terroristas. El terrorismo utiliza la violencia 
contra los civiles para socavar el tejido institucional del estado, 
la sociedad y la economía, cuestionando todo aquello que 
damos por sentado, incluidas la estabilidad, la seguridad y la 
previsibilidad. Alterando estos elementos básicos de la vida 
moderna e infundiendo temor, los terroristas creen que 
contribuirán a allanar el camino a la revolución. 


Terrorismo y revolución: medios y fines 


¿Qué pretenden los terroristas? Esta pregunta nos lleva a 
considerar el terrorismo y la revolución como dos formas 


afines de violencia política. Aunque hoy tendemos a 
concebirlas como completamente independientes, en realidad 
no siempre ha sido asi. En la politica moderna, los conceptos 
de terrorismo y revolución inicialmente se hallaban vinculados 
como partes de un mismo proceso, una concepción que tiene 
sus orígenes en la Revolución francesa. Para los líderes 
revolucionarios como Maximilien de Robespierre, el terror era 
una parte esencial de la revolución. Robespierre argumentaba 
que «el terror no es otra cosa que la justicia expeditiva, severa 
e inflexible; es, pues, una emanación de la virtud» al servicio 
del cambio revolucionario8”. Por lo tanto, el terror no solo era 
un acto positivo, sino también una herramienta que servía al 
estado revolucionario. 

Con el tiempo, esta concepción de la interrelación entre 
terrorismo y revolución empezó a cambiar. Los revolucionarios 
que seguían las lecciones de Robespierre llegaron a la 
conclusión de que el terror no era necesario para consolidar la 
revolución una vez se había derrocado al régimen, pero, en 
cambio, podía utilizarse como medio para alcanzar ese fin 
revolucionario. Un pequeño grupo podía hablar en nombre de 
las masas y liderarlas, instigando la violencia como una forma 
de desencadenar la revolución. En consecuencia, aquellos 
revolucionarios suscribieron abiertamente el adjetivo terroristas 
como una expresión de su deseo de emplear la violencia para 
lograr sus objetivos políticos. Aunque con el tiempo la etiqueta 
de terrorista se ha estigmatizado, esa relación entre terrorismo 
y revolución sigue plenamente vigente. 

Así pues, cabe entender el terrorismo no meramente en 
términos de quién ejerce violencia política contra quién, sino 
también en su naturaleza revolucionaria. Los terroristas rara 
vez aspiran a lograr objetivos limitados, como la reforma 
política o económica, dado que consideran que todo el sistema 
político es ilegítimo. Antes bien, creen que mediante el uso 
aparentemente indiscriminado que ellos hacen de la violencia 
es posible destruir y rehacer todas las instituciones 
dominantes. Considérese, por ejemplo, este pasaje de uno de 
los primeros manifiestos del grupo terrorista peruano Sendero 
Luminoso: 


El pueblo se encabrita, se arma y alzándose en rebelión pone dogales al 
cuello del imperialismo y los reaccionarios, los coge de la garganta, los 
atenaza; y necesariamente los estrangulará, necesariamente. Las carnes 
reaccionarias las desflecará, las convertirá en hilachas y esas negras 
piltrafas las hundirá en el fango, lo que quede lo incendiará, y sus cenizas 
las esparcirá a los vientos de la tierra para que no quede sino el siniestro 
recuerdo de lo que nunca ha de volver porque no puede ni debe volver88. 


Este vínculo entre terrorismo y revolución también nos 
ayuda a diferenciar entre el terrorismo y la guerra de 
guerrillas. Mencionábamos antes que la línea divisoria entre 
estas dos formas de violencia política resulta algo difusa, pero 
podemos diferenciarlas en función de los objetivos a los que 
dirigen sus ataques. La guerra de guerrillas obedece las reglas 
tradicionales de la guerra y evita atacar a civiles, una decisión 
que viene impulsada por sus fines políticos. Los guerrilleros 
suelen aceptar que sus oponentes son actores legítimos, y 
también aspiran a que sus oponentes y la comunidad 
internacional los consideren legítimos a ellos. Sus demandas, 
aunque en ocasiones ambiciosas (como la consecución de 
mayores derechos civiles o la independencia de wun 
determinado grupo étnico), no niegan la legitimidad de la otra 
parte, como suele ocurrir en el caso del terrorismo. Estas 
distinciones son importantes en tanto sus diferentes medios y 
fines influyen en la medida en que los estados pueden negociar 
con tales grupos, o están dispuestos a hacerlo, para poner fin al 
conflicto. 

Por ejemplo, en el conflicto civil que estalló en Argelia en la 
década de 1990 intervinieron dos grupos no estatales: el Frente 
Islámico de Salvación (FIS) y el Grupo Islámico Armado (GIA). 
Ambos se oponían al régimen argelino, que reprimía a los 
grupos fundamentalistas islámicos, pero lo combatieron de 
formas muy distintas. El FIS, que comenzó como un 
movimiento político no violento, creó un brazo armado que 
dirigió sus ataques a determinados sectores concretos del 
estado que consideraba que apoyaban directamente al 
régimen. La organización declaró que estaba dispuesta a llegar 
a un compromiso con el régimen si se cumplían ciertas 
demandas, como la celebración de elecciones democráticas. El 


GIA, en cambio, rechazaba por completo el régimen y el 
proceso politico por considerarlos antiislamicos, y 
argumentaba que cualquiera que en su opinión hubiera 
cooperado con el estado del modo que fuera —como, por 
ejemplo votando— merecía la muerte. En consecuencia, los 
asesinatos perpetrados por el GIA resultaron ser mucho más 
indiscriminados y generalizados, y tuvieron como objetivo 
tanto al estado como al conjunto de la sociedad, además del 
FIS. La yihad —argumentaba la organización— era el único 
medio para alcanzar un estado islamico®?. 

En suma: la revolución y el terrorismo se hallan 
estrechamente relacionados. La revolución suele ser el objetivo 
último de los terroristas, que creen que el uso de la violencia 
ayudará a crear el marco idóneo para que aquella se produzca. 
Por otra parte, el hecho de hacer un uso más limitado de la 
fuerza, como ocurre en la guerra de guerrillas, refleja el deseo 
de participar en las instituciones vigentes o colaborar con ellas 
en lugar de derrocarlas. La cuestión que implícitamente se 
plantean los actores no estatales que ejercen la violencia es, 
pues, si quieren un asiento en la mesa política o, por el 
contrario, aspiran a echarla por el suelo. 


Violencia política y religión 


Ahora que hemos examinado las diferentes formas de abordar 
la violencia política, en particular la revolución y el 
terrorismo, pasemos a aplicar estas ideas al ejemplo más 
acuciante de la politica nacional e internacional 
contemporánea: la violencia religiosa. Decíamos en el capítulo 
3 que el auge de la ideología y otras identidades laicas, como 
el nacionalismo, planteó un reto a la religión en el mundo 
moderno. Tales identidades se apropiaron de muchas de las 
reivindicaciones y valores que en el pasado habían sido coto 
exclusivo de la religión, forzando a esta a abandonar la esfera 
pública y política para limitarse al ámbito privado. Sin 
embargo, hoy la religión ha resurgido en el ámbito público. Y 
este resurgimiento religioso ha venido acompañado de un 
elemento concreto propio del fundamentalismo: el deseo de 


aunar la fe y el estado, transformando la religión en la base 
ideológica del régimen político. Aunque ese fundamentalismo 
puede resultar intransigente (como ocurre con muchas 
ideologías), no es necesariamente violento. Muchos 
fundamentalistas creen que es posible lograr el 
restablecimiento de la soberanía de Dios mediante una 
participación no violenta en la política, o bien retirándose por 
completo de esta última y trabajando, en cambio, para 
incrementar el poder social de la religión. Pero, como ocurre 
con las ideologías laicas, esta forma de fundamentalismo 
religioso contiene en su seno una corriente de pensamiento de 
naturaleza violenta. 

¿En qué condiciones la religión se convierte en causa de 
violencia política? Como en nuestro anterior análisis, estas 
incluyen factores de índole institucional, ideacional e 
individual. Un factor habitual, para empezar, es la hostilidad 
hacia la modernidad. En este planteamiento, las instituciones 
modernas, basadas en los estados y naciones, el capitalismo, la 
ideología, el laicismo, el individualismo y la prosperidad 
material, han despojado al mundo de un significado más 
profundo y abocado a la gente a la alienación y la 
desesperación. De hecho, es habitual que quienes abrazan la 
violencia política sean personas que anteriormente habían 
disfrutado de la modernidad, pero que en algún momento 
optaron por alejarse de su estilo de vida «corrupto». Esta visión 
ha florecido en numerosos contextos distintos, pero parece ser 
más potente en aquellas sociedades donde las instituciones 
modernas son de procedencia foránea y están mal insertadas 
en las estructuras y valores tradicionales, y/o donde las 
instituciones modernas están sometidas a diversas presiones, a 
menudo como consecuencia de problemas económicos. Es 
frecuente observar esta situación en los países en desarrollo, de 
los que hablaremos en el capítulo 10. En esta linde entre las 
instituciones tradicionales y modernas la tensión puede 
alcanzar su máximo nivel, lo que a su vez puede explicar por 
qué los defensores de la violencia religiosa con frecuencia son 
residentes urbanos y con un buen nivel cultural: estas personas 
suelen estar más profundamente inmersas en la modernidad y, 


por ende, pueden sentir sus contradicciones de manera mas 
intensa. 

Un segundo factor es lo que el sociólogo Mark 
Juergensmeyer califica de «guerra cósmica»%. En este 
planteamiento, el mundo moderno no solo margina, humilla y 
denigra activamente la opinión de los creyentes religiosos, sino 
que incluso aspira a exterminarlos directamente. Quienes así 
piensan se ven a sí mismos como soldados en una lucha entre 
la rectitud de la fe y sus enemigos (la modernidad), una guerra 
que trasciende el espacio y el tiempo. Esta perspectiva suele ir 
de la mano de teorías conspiranoicas que apuntan a oscuras 
fuerzas aliadas para exterminar el bien. Las personas que 
sostienen este punto de vista pueden racionalizar la violencia 
contra civiles porque no conciben el conflicto en términos de 
civiles versus combatientes, sino en términos de culpables 
versus inocentes: quienes no están del lado de la rectitud están 
por definición del lado del mal. Los estudiosos señalan que esta 
deshumanización del enemigo es un importante componente 
de la justificación de la violencia contra la población civil en 
tanto permite superar los tabúes sociales o religiosos contra el 
asesinato. 

En tercer lugar, la religión como causa de violencia política 
a menudo está ligada a creencias mesiánicas, apocalípticas y 
utópicas. Aunque las fuerzas de las tinieblas (modernidad) han 
ganado la partida, el papel de los justos es instaurar o restaurar 
la soberanía de Dios en la tierra. En consecuencia, la violencia 
no solo resulta aceptable, sino que constituye asimismo una 
forma de ritual que se materializa ya sea en el propio sacrificio 
(martirio) o en el sacrificio de otros. La propaganda del Dáesh 
se expresa con frecuencia en estos términos. 

Los grupos o movimientos religiosos que recurren a la 
violencia representan una forma extrema de fundamentalismo 
en tanto su vía hacia la violencia les obliga a reinterpretar su 
fe de manera que la divorcie de sus cimientos convencionales. 
Dichos grupos o movimientos tienden así a distanciarse no solo 
de la fe convencional, sino también de otros fundamentalistas, 
a quienes acusan de haber perdido el rumbo, a la vez que 
presentan su alternativa radical como la restauración de la 


verdad religiosa. Asi pues, la mayoria de los fundamentalistas 
musulmanes, cristianos y otros considerarían que muchas de 
esas opiniones radicales son horribles y estan muy alejadas de 
su vision de la fe. 

Repitamos una vez más que es un error confundir 
fundamentalismo con violencia. De hecho, gran parte de los 
elementos que acabamos de señalar —la hostilidad hacia las 
instituciones rivales, la deshumanización o las visiones 
utópicas— pueden encontrarse también en las ideologías 
políticas modernas. Podemos observar este hecho en las 
sangrientas revoluciones que instauraron el comunismo en la 
Unión Soviética y en China. Incluso la Revolución francesa de 
1789, que contribuyó a marcar el comienzo de la era moderna, 
sería descrita por Alexis de Tocqueville en 1856 como un 
fenómeno similar a una revolución religiosa dirigida a «la 
regeneración de la raza humana» que «despertó pasiones como 
no habían sabido despertar las revoluciones políticas más 
violentas... capaz, como el islamismo, de cubrir la tierra con 
sus soldados, sus apóstoles y sus martires»?!. Teniendo esto en 
mente, podemos examinar algunos ejemplos concretos de casos 
en los que la política se ha entrecruzado con la religión para 
generar violencia política. 

En el seno de Al Qaeda, el Dáesh y otros grupos yihadistas 
similares es frecuente que personas como Osama bin Laden 
formulen su violencia en términos de una prolongada lucha 
global contra los infieles. De ahí que Bin Laden se refiriera a 
los occidentales como «cruzados» en su manifiesto de 1996, 
aludiendo con ello a las batallas entre los mundos islámico y 
cristiano que se libraron en la Edad Media. En el mundo 
moderno —argumentaba—, esta cruzada contra el islam y sus 
seguidores continúa todavía, aunque las conspiraciones de 
Occidente suelen ser encubiertas por organizaciones 
internacionales como las Naciones Unidas. En los atentados del 
11 de septiembre podemos observar cómo la lógica de la 
guerra cósmica también encaja en un relato más amplio. Al 
Qaeda perpetró los atentados no solo para debilitar a Estados 
Unidos, sino también para provocar una reacción violenta que 
creían que intensificaría el conflicto entre los mundos islámico 


y no islamico, y que, a su vez, llevarfa al derrocamiento de los 
regímenes «antiislámicos» de Oriente Próximo. Desarrollando 
esta misma idea, el Dáesh ha argumentado que a la larga esa 
violencia culminaría en una batalla apocalíptica final con 
Occidente y la posterior restauración de un imperio y una edad 
dorada islámicos. 

En tales circunstancias, incluso los civiles musulmanes son 
objetivos válidos, ya sea en Estados Unidos, Europa u Oriente 
Próximo. Esa postura se justifica aduciendo que su 
«colaboración» con las fuerzas del mal implica que no son 
auténticos musulmanes, y, por lo tanto, pueden ser asesinados, 
sacrificados por la causa. El Dáesh utiliza habitualmente este 
tipo de justificaciones y se atribuye el derecho a «excomulgar» 
a otros musulmanes, convirtiéndolos así en objetivos válidos. 

Estos planteamientos presentan fuertes paralelismos con 
ciertas corrientes violentas basadas en el cristianismo. En 
Estados Unidos, por ejemplo, algunos grupos racistas afirman 
que el cristianismo occidental ha sido corrompido y debilitado 
por una conspiración judía mundial, y aspiran a reconstruir la 
sociedad occidental a partir de una raza blanca purificada. Una 
figura particularmente relevante en esta ideología fue William 
Pierce, que falleció en 2002. Pierce, que tenía un doctorado en 
Física y durante un tiempo fue profesor universitario, fundó en 
1974 la llamada Alianza Nacional, una organización 
supremacista blanca. Además, Pierce se apartó completamente 
del cristianismo, al que consideraba una religión contaminada 
por su relación con el judaísmo, ofreciendo en cambio una fe 
«cosmoteísta» que afirmaba que los blancos formaban parte de 
una vía evolutiva superior en el camino hacia la unidad con 
Dios. En su novela Los diarios de Turner, describe la creación de 
un ferviente movimiento clandestino que atacaría los símbolos 
de la autoridad estadounidense, se apoderaría de diversos 
territorios y finalmente lanzaría un ataque nuclear contra el 
propio país. Ese apocalipsis destruiría el estado, permitiendo a 
los revolucionarios exterminar a todos los que no fueran 
blancos y a todos los que no aceptaran el nuevo orden, y a la 
larga el genocidio se extendería por todo el planeta. El 
atentado perpetrado en 1995 por Timothy McVeigh, que hizo 


estallar un camión bomba ante la sede del tribunal federal de 
la ciudad de Oklahoma causando la muerte a 168 personas, se 
inspiró directamente en el argumento de Pierce y Los diarios de 
Turner de que el terrorismo podía desencadenar la revolución. 
Aunque Pierce se distanció del atentado de McVeigh, también 
declaró que este era «un soldado, y lo que hizo se basaba en 
principios... Él estaba en guerra contra un gobierno que a su 
vez está en guerra contra su pueblo... En esta guerra la norma 
es: todo lo que beneficia a nuestro pueblo es bueno, y todo lo 
que perjudica a nuestro pueblo es malo. Esa es la moral de la 
supervivencia», 

Se ha dicho que Los diarios de Turner es «probablemente la 
obra más importante de propaganda nacionalista blanca escrita 
en inglés», y todavía hoy sigue influyendo en la violencia 
política tanto en Estados Unidos como en Europa, 

La violencia también se extiende más allá de las religiones 
monoteístas de Occidente. En Myanmar (Birmania) ha surgido 
una forma de budismo violento que tiene su expresión en el 
denominado Movimiento 969, liderado por el monje Ashin 
Wirathu, el cual centra su hostilidad en la minoría musulmana 
del país. Aunque los musulmanes representan menos del 5 % 
de la población birmana, Wirathu y el Movimiento 969 
formulan una cosmovisión que señala la destrucción de las 
comunidades budistas del sur y el sureste de Asia a manos de 
los ejércitos islámicos en el siglo Xx como el inicio de una 
amenaza existencial que aún persiste. Wirathu describe a los 
musulmanes como una «raza» intrínsecamente violenta, antes 
que como creyentes de una religión, y los partidarios del 
movimiento han atacado a objetivos musulmanes en una serie 
de mortíferos atentados en los que han destruido mezquitas y 
desplazado a comunidades enteras. La meta del Movimiento 
969 es restaurar el papel central del budismo en la nación y el 
estado en un momento en el que Myanmar intenta realizar una 
transición a la democracia (aunque interrumpida 
recientemente, como señalábamos antes, por un golpe de 
estado). Sea como fuere, una cuestión importante que debemos 
plantearnos es si la mejor forma de calificar las acciones del 
Movimiento 969 es describiéndolas como terrorismo, como 


conflicto étnico o una combinación de ambos. 

Podemos observar que existen importantes similitudes en 
los tres casos que acabamos de analizar. Para empezar, todos 
los grupos mencionados reinterpretaban de manera radical una 
religión preexistente argumentando que había perdido el 
rumbo; Osama bin Laden, William Pierce y Ashin Wirathu se 
atribuían todos ellos la capacidad de reformular su fe de una 
manera abiertamente ideológica. Asimismo, en virtud de esa 
reinterpretación, concebían el mundo en términos de una 
batalla existencial entre el bien y el mal, la pureza y la 
corrupción. En tercer lugar, como defensores de la verdad, se 
asignaban a sí mismos el papel de guerreros al servicio de la fe, 
capaces de impartir justicia a todos aquellos a quienes 
consideraban el enemigo, ya fuera el estado o la sociedad. Y, 
por último, concebían esa violencia no como una 
desafortunada necesidad, sino como un sacrificio en aras de la 
causa que engendraría o restablecería un orden superior. 

Este tipo de violencia política basada en motivos religiosos 
puede parangonarse con otros actos similares llevados a cabo 
por grupos no directamente relacionados con la religión. Los 
fracasos y humillaciones de la modernidad, la creación de un 
grupo de «auténticos creyentes» que ven el mundo en blanco y 
negro como una lucha entre el bien y el mal, y la idea de una 
transformación que destruirá el antiguo orden y marcará el 
comienzo de una nueva era constituyen todos ellos elementos 
que pueden atribuirse a muchas ideologías laicas y utilizarse 
de manera similar para justificar la violencia. 


Cómo contrarrestar la violencia política 


Nuestro análisis indica que la violencia política es una fuerza 
diversa y en constante cambio en el mundo moderno. Mientras 
los estados monopolicen la fuerza, habrá actores que aspiren a 
arrebatarle ese poder al estado a fin de utilizarlo para 
perseguir sus propios objetivos políticos. La violencia puede 
estar motivada por factores de carácter institucional, 
ideacional e individual, si bien lo más probable es que se dé 
una combinación de los tres tipos. Aunque hoy la violencia 


religiosa constituye un acuciante motivo de inquietud, 
observamos que en muchos aspectos las distinciones entre 
violencia religiosa y laica no son tan importantes como 
cabríamos suponer. 

Dada la naturaleza amorfa de la violencia política, ¿qué 
pueden hacer los estados para controlarla o prevenirla? Esta es 
una pregunta difícil, dado que la respuesta depende en parte 
de la propia naturaleza de la violencia política. Aunque la 
violencia difiere en el espacio y en el tiempo, podemos 
formular, no obstante, algunas observaciones provisionales, 
bien entendido que no son afirmaciones inamovibles. 


DESTACAMOSTipos de régimen y terrorismo 


EBRO EEREMRISRIOMO 

Ristomitaminism it qdiedectonpere ebdterigirienfoepede bbest dike jauebietivos 
nepsivminaralslesrroristas en el ámbito nacional en tanto su actuación no se 
ve restringida por las libertades civiles. 
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destimaiiimté lll emocráticas pueden generar tanto oportunidades como 
motivaciones para que surja el terrorismo. 


Una primera observación es que el tipo de régimen parece 
marcar una diferencia: el terrorismo y la revolución resultan 
menos probables en las sociedades democráticas. ¿Por qué? La 
respuesta más sencilla es que las democracias permiten un 
grado significativo de participación entre un número 
suficientemente grande de ciudadanos para hacerles sentir que 
tienen parte en el sistema. Si bien las democracias generan su 
propia proporción de cinismo y malestar público, incluida la 
violencia política, también parecen capaces de asimilar y 
difuminar las motivaciones necesarias para que surja una seria 
violencia masiva u organizada contra el estado y la población 
civil. Una vez más, eso no significa que las democracias sean 
inmunes a la violencia política, como hemos visto en los casos 
de Estados Unidos y otros lugares. La observación que 
formulamos es simplemente que las democracias parecen ser 


mas eficaces a la hora de contener y limitar a los grupos 
potencialmente violentos en tanto les brindan más opciones de 
ejercer una oposición política. 

Obviamente, uno de los peligros que existen es que el 
terrorismo y la revolución desencadenados por un determinado 
tipo de régimen pueden traspasar fácilmente sus fronteras, 
especialmente en un mundo tan interconectado como el actual. 
Por más que la democracia pueda ser un importante factor en 
la prevención de la violencia ejercida por sus propios 
ciudadanos, no ofrece protección contra la violencia política 
perpetrada por grupos que operan fuera del estado. De hecho, 
aquí se da la paradoja de que las sociedades democráticas 
abiertas pueden limitar los conflictos domésticos pero 
convertirse en un objetivo mucho más tentador para la 
violencia política globalizada. 

¿Qué ocurre con los estados que ya son democracias 
liberales y, sin embargo, sufren violencia política a manos de 
actores nacionales o internacionales? En este caso surge de 
nuevo la clásica disyuntiva entre libertad y seguridad. Frente a 
las amenazas, los estados democráticos y sus ciudadanos a 
menudo se mostrarán a favor de limitar ciertas libertades 
civiles e incrementar la autonomía y la capacidad del estado 
para poner fin a la violencia política. En Estados Unidos, la Ley 
Patriótica de 2001 —que, entre otras cosas, daba mayor poder 
al estado para realizar labores de vigilancia pública— es un 
buen ejemplo de este tipo de medidas antiterroristas. En el 
Reino Unido puede retenerse a los sospechosos hasta 
veintiocho días sin presentar cargos, y en ciertas circunstancias 
incluso se les puede despojar de su ciudadanía si se sospecha 
que son terroristas. En Francia, las leyes del estado de 
emergencia que entró en vigor tras los atentados terroristas 
perpetrados en París en 2015 permitían realizar redadas y 
arrestos domiciliarios sin autorización judicial. 

Todo esto plantea ciertos riesgos. Centrarse demasiado en la 
seguridad por encima de la libertad puede ser peligroso para la 
democracia. Depositar en manos del estado un excesivo poder 
para observar y controlar a la ciudadanía podría amenazar 
seriamente con erosionar los derechos individuales y, con ellos, 


la propia democracia, dando lugar a lo que algunos han 
llamado un «estado vigilante»?5. Tales actividades pueden 
contribuir a su vez a generar una mayor violencia politica en la 
medida en que confirman la hipótesis de que el estado conspira 
para destruir a sus oponentes, justificando así la resistencia 
violenta. Pese a estos peligros, tanto los políticos como la 
ciudadanía en general suelen buscar soluciones drásticas y 
visibles porque estas brindan una sensación de seguridad, 
aunque en realidad puedan tener efectos limitados o incluso 
contraproducentes. Vale la pena recordar la vieja máxima 
atribuida a Benjamin Franklin: «Quienes están dispuestos a 
renunciar a su libertad esencial para comprar un poco de 
seguridad transitoria no merecen ni libertad ni seguridad»%, 


En resumen: Cómo afrontar el reto de la violencia política 


La cuestión de la violencia política resulta tan compleja para 
los estudiosos como para los estados y las sociedades. Con 
frecuencia sus objetivos se expresan en términos idealistas en 
el contexto de un cambio histórico necesario. Al mismo 
tiempo, esa violencia puede tener un tremendo coste en vidas 
humanas cuando se convierte en un fin en sí misma. Dado que 
la violencia política es una respuesta a las instituciones 
vigentes, el contexto institucional difiere en el espacio y en el 
tiempo, lo que hace difícil extrapolar propiedades generales a 
partir de casos concretos. Como un virus, puede surgir de 
forma repentina en lugares inesperados, devastando a la 
población antes de desaparecer de nuevo; o puede permanecer 
inactiva durante muchos años, solo para estallar cuando 
confluyen ciertas condiciones. 

Es evidente que no existe una única forma de detener o 
prevenir la violencia política. Los países afectados por ella 
deben equilibrar la prevención —por ejemplo, proporcionando 
instituciones democráticas y oportunidades para la contienda 
en la arena política— con el tratamiento —por ejemplo, 
utilizando medios militares y jurídico-legales para combatir el 
terrorismo—. Pero el tratamiento conlleva su propio riesgo, y, 
por otra parte, ni siquiera las formas de prevención más 


exhaustivas pueden garantizar que la violencia política nunca 
llegue a estallar. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Por qué estalló la Primavera Árabe de 2011? 


Iniciábamos el primer capítulo del presente volumen planteando 
una paradoja: ¿por qué se produjo la Primavera Árabe, y por qué 
aquellas revueltas produjeron resultados tan distintos en diferentes 
países? Las revoluciones y las transiciones a menudo parecen 
surgir de la nada. Regímenes que un año antes parecían 
impermeables al cambio desaparecen ante nuestros ojos. En la 
década de 1980 nadie esperaba que el comunismo se desplomara 
en la Europa del Este; como mucho, parecía que las reformas 
emprendidas en la Unión Soviética se traducirían en una modesta 
liberalización que quizá incluso revitalizaría los regímenes de 
partido único de la región. Pero ocurrió justo lo contrario. 

En el reciente caso de la Primavera Árabe que vivieron varios 
países de África Septentrional y Oriente Próximo, los indicios 
resultaban aún menos prometedores. La modernización de la 
región a menudo se consideraba raquítica. Si acudimos al índice 
de desarrollo humano (véase el capítulo 4), encontramos que 
existe un marcado retraso sobre todo en los niveles de educación y 
atención sanitaria. Esto ocurre incluso en países con importantes 
recursos naturales, como Arabia Saudí, cuya esperanza de vida 
está por debajo de la de China, un país mucho más pobre. 
También las desigualdades de género son significativas. 

El petróleo, así como la ayuda exterior de Estados Unidos en 
particular, ha contribuido a sustentar a muchos de esos estados, 
creando sistemas construidos en torno a una camarilla de 
partidarios que se benefician directamente del estado. Esos grupos 
de élite han recurrido a diversos medios de represión —como el 
acoso, el encarcelamiento y el asesinato de opositores— para 
mantener su control sobre el estado y los beneficios que han 
obtenido de él. 

En una gran parte de la región la sociedad civil es débil y está 
fragmentada como consecuencia de la represión estatal y los bajos 
niveles de desarrollo. A su vez, los conceptos de democratización y 
liberalización están contaminados por su vinculación al 
colonialismo occidental y a la política exterior estadounidense, 
especialmente tras la invasión de Irak. La política exterior de 
Estados Unidos también suscita recelos porque durante muchos 
años ha apoyado a diversos regímenes no democráticos en la 


región. 

Entonces ¿cómo estalló la Primavera Árabe pese a tales 
dificultades? Por qué estallan las revoluciones cuando lo hacen es 
algo que escapa a la comprensión de los sociólogos, del mismo 
modo que los geólogos sencillamente no pueden decirnos cuándo 
va a producirse un terremoto. Pero para dotar de cierto sentido a 
estos cambios, podemos echar mano de nuestras explicaciones 
institucionales, ideacionales e individuales. Dichas explicaciones 
no son exhaustivas, sino que más bien revelan la complejidad del 
cambio revolucionario. 

Las explicaciones institucionales de la Primavera Árabe se 
centran en la naturaleza del gobierno autoritario. Por ejemplo, 
aunque Túnez funcionaba como un sistema de partido único 
altamente represivo que aspiraba a cooptar o controlar a la 
sociedad civil, su régimen mantenía apenas una pequeña fuerza 
militar y un limitado nivel de patrimonialismo. De modo que, 
cuando se intensificaron las protestas, los militares se negaron a 
disparar contra la población, lo que ayudó a allanar el camino a la 
revolución y la democratización. En cambio, como 
mencionábamos al comienzo de este capítulo, el régimen sirio, 
extremadamente patrimonial, se ha basado en gran medida en 
unas fuerzas armadas directamente controladas por la familia 
Ásad, lo que ha facilitado a la élite gobernante tanto el deseo de 
emplear la violencia contra sus oponentes como los medios para 
hacerlo. El caso de Egipto parece situarse en un punto intermedio 
entre estos dos extremos, en tanto que en un primer momento el 
ejército se puso del lado de los revolucionarios pero a la vez tenía 
la capacidad de tomar el poder por sí solo, cosa que finalmente 
hizo. Las instituciones como el ejército no pueden explicar 
plenamente por qué la revolución triunfó donde lo hizo, pero se 
puede observar que en todos los casos han influido de un modo u 
otro en los recursos y estrategias de las élites políticas. 

Las explicaciones ideacionales resultan igualmente útiles. En el 
caso de Egipto, muchos señalan el papel que desempeñaron los 
jóvenes en la formulación del mensaje de las protestas que 
acabarían derrocando al presidente Hosni Mubarak. Su 
«Movimiento Joven 6 de Abril» estudió la forma en que otras 
protestas públicas habían derribado los regímenes autoritarios de 
la Europa del Este. Para movilizar a la ciudadanía, los activistas 
recurrieron a Facebook y YouTube, lo que llevó al régimen a 
cortar el acceso a Internet en un último y fallido intento de parar 
la revolución. También el papel del islam en la región, ya sea 
como fuerza democrática o fundamentalista, resulta esencial para 
comprender el cambio político. En Egipto, la llegada al poder de 


los Hermanos Musulmanes polarizó a la población, lo que a su vez 
creó el marco idóneo para el golpe militar de 2013, mientras que 
en Túnez el partido islamista Ennahda apoyó una constitución 
democrática y laica, convirtiendo a este país en el único que ha 
logrado realizar una transición democrática como resultado de la 
Primavera Árabe. 

Por último, no hay que descartar el papel de la acción 
individual, que fue de hecho el desencadenante de las 
revoluciones. Mohamed Bouazizi era un vendedor ambulante 
tunecino de veintiséis años que trabajaba desde muy joven para 
mantener a su familia vendiendo frutas y verduras. Fue acosado 
repetidamente por la policía, en teoría por carecer de licencia 
comercial, pero en realidad porque no pagaba su mordida. 
Aquellos repetidos ataques finalmente tendrían graves 
consecuencias. Como señalaría más tarde su hermana: «Quienes no 
tienen contactos ni dinero para sobornos son humillados e 
insultados, y no se les permite vivir», Tras un último 
enfrentamiento, en diciembre de 2010, Bouazizi se detuvo ante la 
oficina del gobernador local, en medio del tráfico, se roció de 
gasolina y se prendió fuego. Poco después estallaron las protestas, 
que acabarían extendiéndose por toda la región planteando las 
mismas demandas: dignidad y cambio. Las diversas fuerzas 
estatales y sociales que actúan a gran escala tanto en el ámbito 
nacional como en el internacional resultan esenciales a la hora de 
explicar la Primavera Árabe (y, de hecho, todas las revoluciones), 
pero no debemos olvidar el papel de una persona aparentemente 
indefensa que cambió la historia. 


1.¿Qué factores institucionales ayudan a explicar que en Túnez 
la revolución adoptara una forma tan distinta de la de Siria? 

2.¿Cómo se combinaron los factores institucionales e 
ideacionales para desencadenar la revolución en el caso de 
Egipto? 

3.¿Por qué de entrada parecía tan improbable que la revolución 
derrocara los regímenes autoritarios de Oriente Próximo? 


a. Lin Noueihed, «Peddler's Martyrdom Launched Tunisia's Revolution», Reuters 
Africa, 19 de enero de 2011, www.reuters.com/article/tunisia-protests- 
bouazizi=idUSTRE70J1DJ20110120 (consultado el 3 de agosto de 2017). 


8.Las democracias desarrolladas 


¿Es la democracia la clave de la paz y la prosperidad? 


Desde la fundación de la Unión Europea en 1951, siempre ha 
habido quienes se han mostrado escépticos con respecto a sus 
objetivos y han recelado de sus poderes. El Reino Unido no 
solicitó la incorporación hasta diez años después, y aun 
entonces los franceses bloquearon su entrada hasta 1973. 
Noruega rehusó formar parte de la Unión, al igual que Suiza. 
Asimismo, diversos países se mostraron reticentes a adoptar 
nuevos tratados que ampliaban los poderes de la organización, 
entre ellos el que establecía la adopción del euro como moneda 
única en 2000. Pero, en general, el euroescepticismo ha sido, 
tradicionalmente, un sentimiento marginal en el seno de la 
Unión, que ha seguido creciendo tanto en número de miembros 
como de competencias. A mediados de la década de 2000 
incluso hubo quienes imaginaron —escribiendo libros enteros 
al respecto— que la Unión Europea llevaba camino de 
convertirse en unos «Estados Unidos de Europa» y en una 
superpotencia que acabaría con el predominio 
estadounidense”, 

¡Cómo pueden cambiar las cosas en una década! Lo cierto es 
que ya en la época en la que los expertos loaban el surgimiento 
de aquella imaginada superpotencia la hostilidad hacia la 
Unión Europea entre sus propios ciudadanos iba en aumento. 
En lugar de engendrar una identidad europea común, como 
imaginaran sus fundadores, la Unión Europea empezó a 
suscitar una reacción contraria en varios estados-nación. La 
recesión económica llevó a muchos a criticar a la Unión por ser 
demasiado burocrática, económicamente demasiado liberal (o 
no lo bastante) y poco democrática. Esas inquietudes se 


fusionaron con el temor a la inmigración y su impacto en el 
empleo, la identidad nacional y la cultura política. Y el 
creciente euroescepticismo empezó a moldear la política 
interior de varios estados importantes. 

El Partido de la Independencia del Reino Unido (UKIP, por 
sus siglas en inglés) es un buen ejemplo de una formación 
euroescéptica. Fundado en 1993, durante años tuvo 
básicamente un papel marginal en la política británica. Sin 
embargo, más tarde empezó a atraer a un mayor número de 
seguidores gracias a su contundente plataforma centrada en la 
salida del Reino Unido de la Unión Europea. En 2014 ganó las 
elecciones al Parlamento Europeo con el 28 % de los votos y 
24 de los 73 escaños que le correspondían al Reino Unido. 
Como declaró el líder del partido, Nigel Farage, aunque en otro 
tiempo la integración europea parecía un hecho inevitable, 
ahora había dejado de serlo. Con la esperanza de detener el 
creciente euroescepticismo, el Partido Conservador —la 
formación gobernante en ese momento en el Reino Unido— 
planteó la celebración de un referéndum sobre la continuidad 
de la pertenencia a la Unión Europea. El UKIP y otros 
partidarios de la salida británica de la Unión —lo que pasaría a 
conocerse como el «Brexit»— argumentaban que solo así el 
país podría controlar sus fronteras, su comercio internacional y 
su política exterior, además de preservar la identidad británica 
frente a los retos de la globalización. Este tipo de argumentos 
de corte populista atrajeron a ciudadanos de todo el espectro 
político, pero en general tendían a resultar especialmente 
seductores para las personas de edad avanzada y las de bajo 
nivel educativo, que eran las que se sentían más perjudicadas 
por la globalización. Aunque los mercados predictivos (véase el 
capítulo 1) esperaban que el referéndum fracasara, cuando este 
se celebró, el 23 de junio de 2016, el 52 % de los votantes 
británicos optaron por el Brexit. El artículo 50 del Tratado de 
la Unión permite que cualquier estado miembro abandone la 
organización, estableciendo un plazo de dos años para 
completar las negociaciones. Sin embargo, hasta ese momento 
ningún país había recurrido a dicha medida, y no estaba claro 
cuán «dura» o «blanda» sería la salida del Reino Unido en 


ambitos como el comercio y las regulaciones comunes. 

Gran Bretaña no es el único país en el que los partidos 
euroescépticos han ido ganando terreno (aunque luego el UKIP 
no obtendría ningún escaño en las elecciones generales 
británicas de 2017). Francia, tradicionalmente un motor de la 
integración europea junto con Alemania, también ha vivido el 
auge de una formación euroescéptica —y de extrema derecha 
— como el Frente Nacional, posteriormente rebautizado como 
Agrupación Nacional. Esta formación ha sabido explotar 
durante mucho tiempo cierta corriente ultranacionalista que ve 
la Unión Europea como una amenaza para los valores 
nacionales franceses, y la recesión económica que ha sufrido 
Europa brindó una nueva oportunidad al partido para defender 
sus argumentos. A diferencia del UKIP, cuya orientación liberal 
propició que sus miembros retrataran a la Unión Europea como 
un monstruo regulador que asfixiaba a las empresas británicas, 
el Frente Nacional adoptó la postura opuesta, proclamando que 
la integración europea estaba destruyendo la economía 
francesa por culpa de la liberalización económica. No obstante, 
ambos partidos tienen en común su creencia de que la 
inmigración, tanto de dentro como de fuera de la Unión 
Europea, representa una amenaza para el empleo y la 
identidad nacional. Como el UKIP, también el Frente Nacional 
ganó las elecciones al Parlamento Europeo celebradas en 2014 
en su país, en este caso con el 25 % de los votos y 24 de los 74 
escaños correspondientes a Francia. La líder de la formación, 
Marine Le Pen, ha sido también una seria candidata a la 
presidencia de Francia en las elecciones de 2017 y en las de 
2022, en las que obtuvo el segundo puesto (por detrás del 
vencedor, Emmanuel Macron). 

Una interpretación optimista de estos hechos podría ser que 
el euroescepticismo y el Brexit abrirán las puertas a la 
realización de importantes reformas en el seno de la Unión 
Europea y a la intensificación de las relaciones entre sus 
estados miembros. Esta situación puede resultar más probable 
si la economía británica experimenta un retroceso como 
resultado del Brexit, lo que debilitaría a otros grupos 
euroescépticos. Una visión menos optimista, en cambio, es que 


el euroescepticismo, alimentado por los temores a la 
inmigración y la globalización, se extenderá por toda la Unión 
Europea, debilitandola. Lejos de convertirse en los Estados 
Unidos de Europa, una Unión Europea asi dividida será 
incapaz de satisfacer las necesidades de sus ciudadanos y de 
desempeñar un papel relevante en la comunidad mundial. 
Actualmente un número cada vez mayor de ciudadanos de 
democracias desarrolladas cuestionan la integración económica 
y política a niveles que no se veían desde antes de la Segunda 
Guerra Mundial. Lo que creíamos que era un conjunto 
relativamente estable de instituciones y valores representativos 
de las democracias desarrolladas hoy se ponen abiertamente en 
tela de juicio. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Describir las características de las democracias desarrolladas. 

*Analizar en qué difieren las instituciones políticas, económicas y sociales 
de las democracias desarrolladas. 

*Comparar cómo las democracias desarrolladas han afrontado los retos a 
la soberanía. 

*Analizar cómo las democracias desarrolladas han experimentado un 
incremento de los valores posmaterialistas o posmodernos. 

*Evaluar los retos que afrontan las instituciones económicas 
posindustriales de las democracias desarrolladas. 


Ahora que ya nos hemos familiarizado con diversos 
conceptos que nos permiten comparar todo un abanico de 
instituciones políticas, podemos examinar cómo dichas 
instituciones se manifiestan en todo el mundo. En lugar de 
agrupar a los países por su ubicación geográfica, analizaremos 
de forma conjunta aquellos cuyas instituciones políticas se 
parecen entre sí. Nuestro primer grupo de países se conoce 
habitualmente como las democracias desarrolladas. Este 
término resulta un tanto problemático, dado que tiene una 
fuerte carga no solo ideológica, sino también teleológica; es 
decir, que la expresión democracias desarrolladas connota la 
existencia de una «etapa final» hacia la que se dirigirían otros 


paises. Recordando la decepción del movimiento conductista y 
la teoría de la modernización, conviene subrayar que el 
término puede abarcar un conjunto diverso de países que aún 
podrían resultar más diversos en el futuro. Aquí lo utilizamos 
en concreto para referirnos a aquellos países que han 
institucionalizado la democracia y un alto nivel de desarrollo 
económico y prosperidad. 

En el presente capítulo analizaremos las instituciones y 
dinámicas básicas que caracterizan a las democracias 
desarrolladas, aplicando los conceptos que hemos estudiado 
hasta ahora. ¿Qué tienen en común las democracias 
desarrolladas? ¿Qué diferencias hay entre ellas? Esta 
comparación nos llevará a analizar el papel de la libertad 
individual y la igualdad colectiva en las democracias 
desarrolladas. ¿Cómo concilian estas últimas ambos elementos? 
Una vez clarificadas esas ideas, pasaremos a considerar los 
retos que afrontan sus instituciones en la politica 
contemporánea. Las fuerzas que favorecen la integración o la 
descentralización —esto es, el traspaso de poder y de 
competencias a instituciones ya sea de carácter internacional, 
ya sea de carácter local— pueden cuestionar la noción de 
soberanía estatal que ha sido el núcleo de la política moderna. 
En el ámbito económico, asimismo, el surgimiento de 
sociedades posindustriales está transformando la propia 
naturaleza de la riqueza y el trabajo. Pueden verse cambios 
similares en las instituciones sociales en la medida en que los 
viejos y nuevos valores sociales entran en conflicto. Todos 
estos problemas se ven agravados por los retos demográficos 
ligados al envejecimiento y la diversificación de las 
poblaciones de las democracias desarrolladas. 

¿Se hallan las democracias desarrolladas al borde de la 
transformación, o, por el contrario, se acercan a una fase de 
estancamiento y declive? ¿Y cuáles serían las consecuencias de 
cada una de estas dos opciones para la política comparada e 
internacional? En este capítulo presentaremos diversas 
evidencias que nos permitirán considerar posibles escenarios 
futuros. 


Definición de democracia desarrollada 


¿Qué son exactamente las democracias desarrolladas? En el 
pasado los estudiosos solían referirse a los paises 
económicamente desarrollados como integrantes del llamado 
«Primer Mundo». De ese modo se los diferenciaba de los países 
del «Segundo Mundo», o estados comunistas, y del «Tercer 
Mundo», el vasto conjunto de los que hoy conocemos como 
países menos desarrollados. Dividir a los países en esos tres 
«mundos» siempre resultó un tanto problemático, dado que 
incluso dentro de cada categoría había una gran diversidad 
institucional. Con el final de la Guerra Fría y el desplome del 
comunismo, el enfoque de los tres mundos se hizo aún menos 
útil. 

En lugar de utilizar el problemático planteamiento de los 
tres mundos, en el presente volumen hablaremos de 
«democracias desarrolladas», «paises comunistas y 
poscomunistas» y «paises en desarrollo». Estas categorías 
también tienen sus limitaciones, y sus críticos podrían decir 
que solo difieren de los enfoques anteriores en el nombre. De 
hecho, en 2016 el Banco Mundial empezó a eliminar 
gradualmente sus clasificaciones de países desarrollados y en 
desarrollo?8. Sin embargo, para poder hacer comparaciones se 
requiere un cierto control sobre las variables y, como veíamos 
en el capítulo 1, agrupar a los países en función de sus 
similitudes institucionales es una forma útil de estudiar la 
política. En la tabla 8.1 presentamos una lista de los países a 
los que podríamos calificar de democracias desarrolladas. Al 
mismo tiempo, algunos de ellos aparecerán también en los 
posteriores capítulos sobre los países poscomunistas y en 
desarrollo, especialmente aquellos que se encuentran en una 
fase de transición de una categoría a otra. 


Tabla 8.1Democracias desarrolladas (2017) 


— NO rteaméniaopaudantérica AO 
Kiabi Barbuda 
Rakit nidos 
Bakmi 


i jošobago 
Oihibenrayca 


Asia/Australia 
NuestvalZelanda 
Tarránel Sur 

-jipon A 

— Oriente Próximo y Africa 
Israel 


* Países no miembros de la Unión Europea. 


¿Cómo determinamos qué paises son democracias 
desarrolladas? En la esfera de la democracia podemos basarnos 
en los factores que mencionábamos en el capitulo 5, 
observando el nivel y el grado de institucionalización de la 
participación, la competencia y las libertades en cada uno de 
ellos. En el ámbito del desarrollo económico y la prosperidad 
podemos recurrir a los indicadores planteados en el capítulo 4: 
la presencia de propiedad privada y de mercados abiertos, y el 
nivel del producto interior bruto (PIB) en paridad del poder 
adquisitivo (PPA). También podríamos considerar el tipo de 
producción económica que genera cada país. Las democracias 
desarrolladas tienden a obtener una proporción relativamente 
reducida de su PIB de la agricultura y la producción industrial. 
Durante la Revolución Industrial, y en el periodo posterior a 
esta, la industria desplazó a la agricultura en muchas de las 
actuales democracias desarrolladas; de manera similar, hoy la 
propia industria se está viendo desplazada cada vez más por el 
sector servicios, que incluye los puestos de trabajo en la venta 
al por menor, la tecnología de la información y la educación. 
Por último, también deberíamos examinar la producción de 
riqueza observando el bienestar general de la sociedad 


(medido por el indice de desarrollo humano, IDH). La tabla 8.2 
proporciona los valores de algunos de estos indicadores 
correspondientes a varias democracias desarrolladas, ademas 
de algunas no desarrolladas. Los paises clasificados como 
democracias desarrolladas en las tablas 8.1 y 8.2 tienen altos 
niveles de desarrollo económico (PIB per cápita en PPA de más 
de 13.000 dólares) y sectores agrícolas de tamaño reducido. 
También son regímenes democráticos y se sitúan en el tercil 
superior del IDH, clasificados por Naciones Unidas con niveles 
«alto» o «muy alto» de desarrollo humano. Como ya hemos 
señalado antes, dentro de esta categoría hay varios países 
recientemente democratizados y poscomunistas que también 
exhiben los rasgos distintivos del desarrollo económico y la 
democracia; contrastan con otros países que son más pobres, 
tienen un bajo IDH y carecen de un sólido sector industrial y 
de servicios y/o de una democracia liberal institucionalizada. 


Tabla 8.2Las democracias desarrolladas desde una perspectiva comparada 
(2016) 


CONTRIBUCIÓN AL PIB POR SECTOR 


PIB per capita Billares EE. UU.) 
— O < AI] 


Alemania 488800 
Estados Unidos 578800 
Canada 44300 
Suecia 492100 
Reino Unido 428800 
Corea del Sur 356800 
Japón 418300 
Francia 418900 
Polonia 278800 
Arabia Saudí 548800 
Irán 178000 
MIGO 
Brasil 153900 
China 1590 
Sudáfrica 1380 
India GUAMO 
Nigeria NANO 


* Freedom House clasifica a México y Nigeria como parcialmente libres. 


Nota: Los paises destacados en cursiva no son democracias desarrolladas. 


Fuentes: CIA World Factbook, Banco Mundial, Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD). 


Dada nuestra definición de democracias desarrolladas, los 
países que situamos en esta categoría son de naturaleza 
diversa, y esa diversidad se ha incrementado notablemente en 
la última década. Por ejemplo, en el pasado era habitual 
clasificar a países como Polonia y Corea del Sur como parte del 
Segundo y Tercer Mundo respectivamente. Pero con los 
cambios económicos y políticos que ambos han experimentado, 
hoy tiene poco sentido pensar en ellos en esos términos. La 
Polonia poscomunista tiene ahora mucho más en común 
económica y políticamente con países como Alemania y 
Francia que con algunos de sus vecinos con los que antaño 
compartiera el bloque comunista; de manera similar, Corea del 
Sur tiene más en común con Japón y Estados Unidos que con 
otros países menos desarrollados de Asia. 

Esta agrupación no pretende ser exhaustiva ni definitiva; sin 
duda, muchos lectores añadirían o eliminarían algunos países 
del grupo basándose en otros criterios. De hecho, volveremos a 
hablar de algunos de ellos cuando estudiemos los países 
poscomunistas y los países en desarrollo. El elemento clave que 
debemos considerar aquí es que, debido a los recientes 
cambios económicos y políticos producidos en todo el mundo, 
el territorio de las democracias desarrolladas se ha expandido 
mucho más allá de sus provincias tradicionales de Europa 
Occidental y Norteamérica. 


Libertad e igualdad en las democracias desarrolladas 


¿Cómo logran las democracias desarrolladas alcanzar un 
equilibrio entre libertad e igualdad? Todos estos países tienen 
en común una democracia liberal institucionalizada, la 
presencia de propiedad privada, economías de mercado y un 
alto nivel de desarrollo económico basado en la industria y los 


servicios. Sin embargo, las democracias desarrolladas concilian 
libertad e igualdad de maneras diversas, especialmente en el 
area de la economia politica. Los paises con sistemas politico- 
económicos liberales se centran más en las libertades 
individuales que en la igualdad colectiva y, en consecuencia, 
limitan el papel del estado en la regulación del mercado y la 
provisión de bienes públicos, mientras que los sistemas 
político-económicos socialdemócratas normalmente hacen 
justo lo contrario. Los sistemas mercantilistas, por su parte, 
tienden a centrarse más en el desarrollo que en la libertad o la 
igualdad. Pese a tan amplia variación, no obstante, todos estos 
países están unidos por el hecho de tener regímenes 
democráticos e instituciones político-económicas comunes. 
Empecemos por considerar el papel de la libertad: todas las 
democracias desarrolladas son democracias liberales 
institucionalizadas que comparten su creencia en la 
participación, la competencia y las libertades; sin embargo, 
definen esos términos de manera distinta. Por ejemplo, los 
derechos o libertades civiles pueden ampliarse o restringirse 
sin poner en cuestión por ello la naturaleza democrática de un 
país. Tomemos, por ejemplo, el caso del aborto: algunas 
democracias desarrolladas, como Suecia, Grecia y Canadá, 
permiten el aborto durante el primer trimestre de embarazo 
con relativamente pocas restricciones; en otros países, como 
Corea del Sur y Polonia, el aborto tiene importantes 
limitaciones; y otras democracias desarrolladas prohíben 
completamente el aborto o lo permiten solo en circunstancias 
excepcionales (como, por ejemplo, Chile, México, Brasil e 
Irlanda). Podemos encontrar discrepancias similares en la 
regulación de la prostitución, las drogas o el discurso de odio, 
o en el nivel de protección de la intimidad frente a los actores 
estatales o económicos. Los sistemas judiciales de las 
democracias desarrolladas interpretan y defienden los derechos 
de sus ciudadanos de maneras diversas. Algunos de estos países 
cuentan con vigorosos tribunales constitucionales cuya amplia 
gama de poderes les permite revocar leyes; otros tribunales 
desempeñan un papel más moderado, circunscrito por las 
formas vigentes de control de constitucionalidad abstracto y 


concreto (véase el capitulo 5). 

El nivel de participación política de la ciudadanía varia 
asimismo entre las diversas democracias desarrolladas. En 
todos estos países se pueden encontrar uno o más de los 
sistemas electorales que examinábamos en el capítulo 5. 
También el uso que hacen de los referendos y las iniciativas 
populares difiere sobremanera: la mayoría de las democracias 
desarrolladas recurren a ellos en mayor o menor grado, pero 
en unos pocos países (como Estados Unidos y Alemania) este 
tipo de herramientas de participación solo se emplean a escala 
local, mientras que en otros (como Japón) no se utilizan en 
absoluto. La competencia electoral tampoco es uniforme en 
todas las democracias desarrolladas. Entre sus variaciones se 
cuentan las diversas formas de financiación de los partidos 
políticos y las campañas electorales: algunos países limitan la 
cantidad de dinero que los donantes privados pueden aportar a 
cualquier partido político o candidato, y exigen la revelación 
de la fuente de las contribuciones políticas privadas. 

La política también viene determinada por los sistemas 
electorales vigentes. La mayoría de las democracias 
desarrolladas se basan en una u otra forma de representación 
proporcional para elegir a sus asambleas o parlamentos, pero 
unas cuantas (Estados Unidos, Francia, Reino Unido, Australia 
y Canadá) emplean algún sistema de circunscripción 
uninominal basada en mayorías absolutas o relativas. Otro 
grupo (que incluye a México, Hungría, Italia y Japón) utiliza 
sistemas electorales mixtos que combinan la representación 
proporcional y las circunscripciones uninominales. También los 
cargos del poder ejecutivo difieren de unos países a otros. 
Como veíamos en el capitulo 5, el cargo ejecutivo 
predominante en la mayoría de las democracias desarrolladas 
tiende a ser el del primer ministro, pero encontramos sistemas 
puramente presidenciales en Estados Unidos, Chile, Brasil y 
México, y sistemas semipresidenciales en Francia y Corea del 
Sur. Algunos de estos estados tienen una estructura federal, 
mientras que otros son unitarios; y sus asambleas legislativas 
pueden ser tanto bicamerales como unicamerales. Todas estas 
instituciones gestionan de diferentes formas la democracia 


liberal. 

En suma: las democracias desarrolladas son politicamente 
diversas. Todos ellas garantizan la participación, la 
competencia y las libertades, pero difieren en dónde se trazan 
los límites de esos derechos y en cómo se ejercen. La libertad 
es una garantía básica que el estado proporciona a sus 
ciudadanos, pero la forma y el contenido de dicha libertad 
varían de un caso a otro. 


DESTACAMOSDiversidad política en las democracias 
desarrolladas 


PARTICIPACIÓN 

«Las normas que rigen el derecho de sufragio difieren entre sí. 

«Los referendos e iniciativas populares se utilizan en distinta 
medida. 

eAlgunos estados, aunque no todos, registran automáticamente a 
todas las personas con derecho de sufragio. 

‘El voto es obligatorio en algunas naciones, pero voluntario en la 
mayoría de ellas. 


COMPETENCIA 

«Se utilizan distintos métodos y niveles de financiación de los 
partidos políticos y las campañas electorales. 

eLa separación de poderes varía mucho, y se basa principalmente 
en la fuerza relativa de las diferentes ramas del gobierno. 


LIBERTADES 

“Existen diferencias en la regulación, tolerancia o prohibición de 
actividades tales como el aborto, la prostitución o la incitación 
al odio. 

*Varía el grado de protección de la intimidad individual frente a 
la injerencia del estado y las empresas. 


Además del compromiso con la libertad, las democracias 
desarrolladas comparten un enfoque similar de la igualdad que 
prioriza el capitalismo, es decir, la propiedad privada y los 
mercados libres. Este enfoque parece haber generado una gran 
prosperidad económica: los niveles de vida básicos son más 
altos en las democracias desarrolladas que en otros países y la 


esperanza de vida supera los setenta años (y los ochenta en 
algunos países). Pero esta prosperidad coexiste con diversos 
grados de desigualdad y, en ocasiones, la riqueza se concentra 
de manera desproporcionada en manos de ciertos grupos 
étnicos. Como recordará el lector del capítulo 4, el índice de 
Gini —un indicador de la desigualdad en todo el mundo— 
detectaba la existencia de un sorprendente grado de disparidad 
incluso entre países cuyos niveles de desarrollo económico 
eran aproximadamente iguales. Por ejemplo, Alemania, Canadá 
y Estados Unidos tienen niveles de desarrollo económico 
comparables cuando se miden en función del PIB, pero el 
índice de Gini revela que existen niveles de desigualdad muy 
dispares entre ellos. 

Estas disparidades en materia de igualdad se deben en parte 
al papel del estado. En el conjunto de todas las democracias 
desarrolladas, las funciones económicas del estado, incluido su 
papel en la distribución de la riqueza, son sumamente diversas. 
En Estados Unidos, México y Japón el estado gasta 
relativamente poco en programas de bienestar social; los 
individuos y las familias tienen una mayor responsabilidad a la 
hora de financiar sus necesidades básicas y, como resultado, en 
estos países la carga tributaria total que soporta la ciudadanía 
suele ser menor. En los sistemas socialdemócratas, como los de 
una parte significativa de Europa, los impuestos suelen ser más 
elevados y los ingresos resultantes se utilizan para redistribuir 
la renta mediante un amplio sistema de gastos sociales. Pero 
los propios sistemas socialdemócratas tampoco son uniformes 
en ese aspecto y algunos de ellos ofrecen mayor protección 
laboral o un seguro de paro mejor que otros. Todas estas 
variaciones, sin embargo, no cambian el hecho de que en todas 
las democracias desarrolladas la propiedad privada y el libre 
mercado son instituciones fundamentales (tabla 8.3). 

En suma: las democracias desarrolladas comparten un 
conjunto básico de instituciones mediante las cuales concilian 
libertad e igualdad. Dichas instituciones incluyen 
principalmente la democracia liberal, que prioriza la 
participación, la competencia y las libertades, y el capitalismo, 
que prioriza el libre mercado y la propiedad privada. No 


obstante, cada una de las democracias desarrolladas ha 
estructurado estas instituciones de manera distinta, lo que ha 
generado variaciones bastante significativas entre ellas. 


Tabla 8.3Redistribución de la renta en las democracias desarrolladas 


Impuestos conío(iiBaisiGinilel PIB (2017) 


———————ktico-económico a aaa 
Suemidemocrata 23 


Sdemitimocrata 36 
Boainiidemocrata 29 
Cibeadh 32 
Ribara Unido 33 
Mpúmntilista 38 
Esbedals Unidos 26 


Fuentes: CIA World Factbook, Banco Mundial, Heritage Foundation. 


Retos contemporáneos de las democracias desarrolladas 


Las instituciones que comparten las democracias desarrolladas 
se cuentan entre los elementos que hacen de ellas países 
modernos, es decir, aconfesionales, racionales, materialistas, 
tecnológicos, burocráticos, y más interesados en la libertad 
individual que en la igualdad colectiva. Pero, como ocurre en 
cualquier otro grupo de países, las democracias desarrolladas 
no solo son diversas, sino también dinámicas: sus instituciones 
se transforman bajo la influencia de fuerzas nacionales e 
internacionales. De hecho, en los últimos años algunos 
estudiosos sostienen que las democracias desarrolladas están 
experimentando un importante cambio que está dejando atrás 
las instituciones sociales, políticas y económicas modernas. 
Quienes escriben sobre el tema carecen de un término 
consensuado para definir ese cambio, de modo que, a falta de 
otra mejor, algunos de ellos, como Ronald Inglehart, utilizan la 
denominación de posmodernización (o, más recientemente, 
posmodernidad99), una palabra que, obviamente, dice más 
sobre lo que no son esas sociedades que sobre lo que realmente 


son. 

Dedicaremos el resto de este capitulo a examinar cuáles son 
los retos que afronta la modernidad en las democracias 
desarrolladas y si dichos retos delatan la presencia de un 
cambio radical. De ser así, ¿las democracias desarrolladas 
estarían experimentando una transición a la posmodernidad?, 
y ¿con qué consecuencias? ¿O, por el contrario, se está 
exagerando el cambio, o quizá simplemente no va en la 
dirección que imaginamos? Son importantes preguntas que 
residen en el ámbito de la especulación y se basan en pruebas 
de carácter fragmentario. Las examinaremos en el contexto de 
las categorías que han definido hasta ahora nuestro análisis: las 
instituciones políticas, sociales y económicas. 


Instituciones políticas: ¿transformación de la soberanía? 


En el capítulo 2 estudiábamos varias formas de analizar y 
comparar diversos estados. En concreto, hablábamos de la 
soberanía estatal y señalábamos que el poder del estado puede 
concebirse en términos de autonomía y capacidad. Sin 
embargo, en las últimas décadas hemos presenciado una doble 
tendencia hacia una mayor integración entre países y una 
mayor descentralización en el seno de estos. 

La integración es un proceso mediante el cual los estados 
aúnan su soberanía, cediendo algunos poderes individuales a 
cambio de beneficios políticos, económicos o sociales. La 
integración desdibuja la línea divisoria entre los países 
forjando conexiones estrechas, políticas comunes y normas 
compartidas que los vinculan por igual. Por el contrario, la 
descentralización es un proceso de transferencia del poder 
político a niveles inferiores de gobierno. Este proceso tiene 
como objetivo incrementar la participación, la eficiencia y la 
flexibilidad a escala local transfiriendo a las autoridades 
locales la gestión de funciones hasta entonces manejadas a 
escala nacional. Aunque tanto la integración como la 
descentralización están presentes en mayor o menor medida en 
diversos países del mundo, ha sido en las democracias 
desarrolladas donde ambos procesos han generado una 


transformación más profunda. 

Muchos esperaban que estos procesos paralelos de 
integración y descentralización transformaran en la práctica el 
estado moderno y la soberanía tal como los conocemos. Sin 
embargo, como veíamos en nuestro análisis inicial, otros 
procesos de carácter opuesto pueden limitar o incluso poner fin 
a estas tendencias. 


La Unión Europea: integración, expansión y resistencia 


El ejemplo más conocido de integración —como 
mencionábamos al principio de este capítulo— es la Unión 
Europea. Aunque hoy en día puede parecer que la idea de una 
Europa unificada no tiene nada de especial, hay que recordar 
que surgió inmediatamente después de un devastador conflicto 
que se inició en territorio europeo y que dejó millones de 
muertos. 

Tras la Segunda Guerra Mundial, varios líderes europeos 
argumentaron que los repetidos conflictos que había sufrido el 
continente se debían a la falta de interconexión entre los 
países, que fomentaba la inseguridad, la desigualdad y el 
nacionalismo. Aquellos líderes creían que, si sus países se 
unían mediante una serie de instituciones económicas, sociales 
y políticas, rechazarían la idea de volver a combatir entre ellos 
por resultar irracional. Además —sostenían— una agenda 
política común daría a los estados europeos una mayor 
autoridad internacional en un entorno de posguerra que había 
pasado a estar dominado por Estados Unidos y la Unión 
Soviética. Algunos de ellos deseaban que la integración 
desembocara en una Europa federal, si bien otros tenían 
expectativas más limitadas. Partiendo de tales motivaciones, 
un grupo de países de Europa Occidental iniciaron el proceso 
de integración a comienzos de la década de 1950. Era un paso 
radical que implicaba renunciar a parte de la soberanía, y no 
resultaba fácil para ningún estado o sociedad. Debido a ello, la 
integración iría avanzando lentamente y de manera gradual100, 


CRONOLOGÍALa integración europea 


Fafidacion de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) por parte de 
Bélgica, Francia, Alemania, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos. 

$@Xtea la Comunidad Económica Europea (CEE) a partir de la CECA. 

$8@tea la Comunidad Europea (CE) a partir de la CEE. 

Diñámarca, Irlanda y el Reino Unido se incorporan a la CE. 

PdCciones directas al Parlamento Europeo. 

(Mt tia se incorpora a la CE. 

Eapaña y Portugal se incorporan a la CE. 

S$9%%ea la Unión Europea (UE) a partir de la CE. 

$a@6ia, Finlandia y Austria se incorporan a la UE. 

$99 tablece una unión monetaria entre la mayoría de los estados miembros de la 
UE. 

WPa en circulación el euro; desaparecen la mayoría de las monedas nacionales de la 
UE. 

LQOWE acepta 10 nuevos miembros, la mayoría antiguos países comunistas. 
BúlZaria y Rumanía se incorporan a la UE. 

Btratado de Lisboa se convierte en la nueva Constitución de la UE. 

LtbAcia se incorpora a la UE. 

Bal 6l referéndum celebrado en el Reino Unido triunfa la opción del Brexit. 
PIRkino Unido abandona la UE. 


Como puede verse en la cronología adjunta, la Unión 
Europea se ha ido desarrollando poco a poco. Empezó como un 
pequeño acuerdo entre un puñado de países que afectaba 
principalmente a la producción de acero y carbón. Luego la 
Unión Europea se iría expandiendo con el tiempo hasta 
convertirse en un organismo con muchos más miembros y 
mayores responsabilidades. A partir de esa expansión se ha 
desarrollado un conjunto básico de instituciones que han ido 
dotando a la Unión de un poder más soberano sobre los 
estados miembros en muchos ámbitos. 

El Consejo Europeo se encarga de establecer la «dirección y 
prioridades políticas generales» de la Unión y de ayudar a los 
estados miembros a resolver los problemas de naturaleza 
compleja o delicada que puedan surgir entre ellos101. El 
Consejo está integrado por los jefes de estado o de gobierno de 
cada estado miembro, y a su vez elige al presidente de la 
Unión Europea por un mandato de dos años y medio, y con la 
única función de ayudar a gestionar sus asuntos. Así pues, el 
presidente de la Unión no es elegido directamente por la 
ciudadanía, ni el cargo comporta el tipo de poder ejecutivo que 
sugiere su título. 


La Comisión Europea, por su parte, es un organismo 
integrado por un representante de cada estado miembro 
(actualmente, tras el Brexit, 27), que es responsable de un área 
política concreta, como, por ejemplo, el transporte, el medio 
ambiente o la energía. Curiosamente, la Comisión tiene su 
propio presidente, que es elegido inicialmente por el Consejo, 
pero luego debe ser aprobado por el Parlamento Europeo. El 
presidente de la Comisión, que ejerce su cargo por un periodo 
de cinco años, gestiona la labor de dicho organismo, que 
consiste en establecer objetivos políticos, proponer iniciativas 
legislativas y gestionar el presupuesto de la Unión. 

Un tercer organismo es el ya mencionado Parlamento 
Europeo. A diferencia del Consejo y la Comisión —como 
hemos visto, integrados, dirigidos o elegidos por los gobiernos 
de los países miembros de la Unión—, el Parlamento Europeo 
es una asamblea legislativa cuyos 705 diputados son elegidos 
directamente por los ciudadanos de los estados miembros por 
un periodo de cinco años. El Parlamento se encarga de aprobar 
las iniciativas legislativas propuestas por la Comisión. También 
aprueba el presupuesto de la Unión y el nombramiento de los 
miembros de la Comisión (y asimismo puede pedir su 
dimisión). El número de representantes de cada país es 
aproximadamente proporcional al tamaño de su población. 

Por último, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE), integrado por un magistrado por cada país miembro, 
dictamina sobre las leyes de la Unión y los conflictos que 
surjan entre estas y la legislación específica de los estados 
miembros. Pueden acudir al Tribunal tanto los países 
miembros como los propios órganos de la Unión, además de las 
empresas y las personas a título individual. Las leyes de la 
Unión Europea prevalecen sobre las leyes nacionales. 

A medida que estas instituciones de tipo estatal iban 
adquiriendo cada vez mayor poder con el tiempo, mucha gente 
dejó de ver a la Unión Europea como un sistema 
intergubernamental similar a las Naciones Unidas, cuyos 
países miembros cooperan en diversos ámbitos, pero pueden 
no estar obligados por las resoluciones de la organización. La 
Unión Europea, en cambio, se asemejaba más a un sistema 


supranacional, donde los estados miembros comparten su 
soberanía. En otras palabras, constituía «una unión cada vez 
más estrecha» —como declararía el propio organismo— en 
camino de convertirse en un estado federal. Pero la soberanía 
estatal no iba a ceder tan fácilmente, y a la larga llegaría a 
amenazar la integración y la unidad de la institución. 

Un aspecto importante que conviene destacar con respecto a 
la integración europea es que en muchos sentidos se ha tratado 
de un proyecto técnico dirigido por las élites. Obviamente, la 
mayoría de los proyectos políticos son moldeados por las élites, 
que pueden proporcionar el liderazgo y la autoridad necesarios 
para crear instituciones. Sin embargo, las instituciones más 
fructíferas no son de naturaleza meramente técnica; recuérdese 
nuestro análisis del capítulo 1, donde examinábamos cómo las 
instituciones adquieren valor por sí mismas y cobran vida 
propia. Los estados y regímenes necesitan movilizar a la gente 
mediante conceptos e identidades tales como la ideología, la 
etnicidad, la ciudadanía y el nacionalismo. Sin embargo, tras la 
Segunda Guerra Mundial, algunas de estas identidades pasaron 
a verse justamente como las mismas que de entrada habían 
causado problemas a Europa. Así pues, crear una «unión 
europea» no era solo cuestión de tratar de forjar una identidad 
europea común o lograr la cooperación de unos líderes que 
solo unos años antes habían estado en guerra; también faltaba 
por ver si Europa sería capaz de trascender las identidades 
políticas tradicionales para adoptar una visión posmoderna. En 
consecuencia, la integración europea se llevó a cabo como un 
proyecto mayoritariamente técnico en el que se limitó la 
participación de la ciudadanía. El Parlamento Europeo no se 
convertiría en un órgano elegido por sufragio directo hasta 
1979, y a fecha de hoy todavía no ha asumido la importante 
función de redactar leyes. Y lo que resulta aún más 
trascendental: se puede argumentar que la Unión Europea 
carece de un régimen democrático. Si bien está formada 
únicamente por democracias desarrolladas y disfruta de un 
Parlamento elegido democráticamente, un buen número de 
europeos no conciben la propia Unión como una fuente de 
valores democráticos. De hecho, con el tiempo muchos de ellos 


llegaron a considerar la institución contraria a la democracia y 
gestionada por burócratas que no rendían cuentas ante sus 
ciudadanos. Un intento de contrarrestar esta falta de 
legitimidad con una constitución formal realizado en 2001 se 
tradujo en un documento de casi 500 páginas. Tras ser 
rechazado por referéndum en Francia y los Países Bajos, en 
2009 finalmente se promulgó un tratado menos ambicioso. 

La incapacidad de la Unión Europea de superar su «déficit 
democrático» —como algunos lo llamaron— se vio agravada 
por el que de hecho fue uno de sus logros: la unión monetaria. 
El 1 de enero de 1999, la mayoría de los estados miembros de 
la Unión vincularon sus monedas al euro, una moneda única 
controlada por el Banco Central Europeo. La lógica de la unión 
monetaria era que una moneda única permitiría unificar los 
precios y valores en toda la Unión, incrementando la 
competencia al estimular el comercio y la inversión 
transfronteriza dentro de su territorio. Además, una moneda 
única respaldada por algunos de los países más ricos del 
mundo aumentaría el poder de la Unión Europea en el sistema 
internacional al crear lo que podría convertirse en una 
«moneda de reserva» para otros países, es decir, una moneda 
con legitimidad global que los bancos centrales utilizarían 
como parte de sus reservas monetarias. Por último, se esperaba 
que el euro pudiera generar un sentimiento de identidad 
compartida entre los ciudadanos de la Unión y sus líderes 
electos102, No todos los países decidieron incorporarse al euro: 
el Reino Unido, Dinamarca y Suecia optaron por no participar 
en la iniciativa; sí se esperaba, en cambio, que todos los nuevos 
miembros de la Unión se adhirieran también a la moneda 
única en un futuro (aunque todavía hay seis antiguos países 
comunistas que no lo han hecho). 

Pero ¿por qué la unión monetaria perjudicó a la Unión 
Europea? Como proyecto federal, una moneda única tiene 
pleno sentido, como en el caso de Estados Unidos. Sin 
embargo, crear una moneda única para muchos países 
distintos, cada uno de ellos dotado de su propio banco central, 
resulta mucho más problemático. Tras la implantación del 
euro, todos los estados adheridos pasaban a compartir el 


mismo tipo de interés y el mismo tipo de cambio (véase el 
capitulo 4) pese a las importantes diferencias económicas 
existentes entre ellos. En los países más pobres, el euro hizo 
que bajaran los tipos de interés, alentando el incremento de la 
deuda pública y privada. Esta situación fue especialmente 
grave en Grecia, donde el gobierno incurrió en un importante 
déficit y acumuló una creciente deuda como resultado. Cuando 
estalló la recesión económica mundial en 2008, el estado 
griego simplemente se quedó sin dinero y ya no pudo pedir 
prestado lo suficiente para satisfacer sus necesidades públicas 
ni pagar lo que debía. Ante el temor de un colapso económico, 
otros miembros de la Unión Europea se vieron obligados a 
prestar dinero a Grecia para mantenerla a flote (véase «Las 
instituciones en la práctica», al final del capítulo). Esta medida 
puso de manifiesto una serie de temores fundamentales en el 
seno de la Unión Europea: no solo que los problemas que 
afectaban a un miembro del euro o de la Unión se propagaran 
a toda la organización, sino también que, para garantizar la 
estabilidad, los estados miembros tuvieran que hacerse 
financieramente responsables unos de otros. Ni que decir tiene 
que a raíz de ello han surgido importantes tensiones entre los 
países de la Unión en torno a la gestión de sus niveles de 
deuda y los criterios para determinar si algunos de los estados 
miembros deben o no rescatar a otros en caso de crisis 
financiera. 

Un segundo logro que ha resultado ser motivo de conflicto 
ha sido la constante expansión de la Unión Europea. Entre 
1951 y 2004 la organización pasó de tener seis estados 
miembros a contar con un total de 15, y tras el desplome del 
comunismo en la Europa del Este se produjo una nueva oleada 
de solicitudes de adhesión, en su mayoría por parte de países 
poscomunistas. Entre 2004 y 2013 se aprobó la incorporación 
de 13 de ellos, sumando más de 100 millones de personas al 
territorio de la Unión, lo que elevó su población total a 500 
millones de habitantes (mientras que la población 
estadounidense es de unos 320 millones) y acercó su PIB global 
al de Estados Unidos. 

Como en el caso de la moneda única, la ampliación de la 


Union Europea ha alimentado el euroescepticismo. Dado que 
muchos estados miembros excomunistas son mas pobres que el 
resto, un buen número de ciudadanos del este de Europa han 
emigrado al oeste en busca de trabajo, mientras que numerosas 
empresas de Europa Occidental se han trasladado a la región 
oriental para aprovechar que allí los salarios son más bajos. 
Ambas dinámicas no han hecho sino aumentar las tensiones en 
torno a la inmigración y el empleo. De hecho, una de las 
principales inquietudes que influyeron en el referéndum 
celebrado en el Reino Unido en 2016 para abandonar la Unión 
Europea fue la relativa a los inmigrantes procedentes de países 
de la propia Unión, como Polonia, que algunos consideran que 
compiten por sus puestos de trabajo. La libre circulación de los 
ciudadanos de la Unión Europea dentro del territorio de esta 
(actualmente unos 19 millones de ciudadanos de la Unión 
viven en un estado distinto de aquel en el que nacieron) se ha 
mezclado con los debates sobre los refugiados de origen no 
europeo y las inquietudes ligadas a la globalización. Lejos del 
ideal de acabar formando unos Estados Unidos de Europa, hoy 
parece poco probable que en un futuro próximo la Unión 
Europea experimente alguna ampliación importante; antes al 
contrario, con la salida del Reino Unido la organización ha 
visto reducido por primera vez su número de miembros. 

Como ya hemos señalado, en cierto sentido la Unión 
Europea ha sido víctima de su propio éxito. Se puede 
argumentar sin duda que la integración no solo ha evitado que 
estallaran nuevos conflictos violentos entre los estados 
miembro, sino que también ha sentado las bases del desarrollo 
económico y la prosperidad en todo el continente y ha 
institucionalizado la democracia en países que no la habían 
experimentado nunca. Sin embargo, pese a tales logros, la 
percepción reinante entre muchos europeos es que el precio ha 
sido una pérdida de soberanía y un debilitamiento de la 
identidad nacional inaceptables. Las lecciones que cabe extraer 
aquí no se limitan a Europa. Muchos supusieron que la Unión 
Europea serviría como modelo para otros acuerdos destinados 
a aumentar la integración en todo el mundo, como el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte entre Estados Unidos, 


México y Canadá. Pero aun cuando la integración proporciona 
beneficios tangibles, estos no se distribuyen de manera 
uniforme y muchos consideran los costes inaceptables. 
Volveremos sobre este dilema en nuestro último capítulo, 
donde abordaremos la globalización. 


Descentralización y democracia 


Mientras prosigue la lucha por la integración, otra fuerza 
relacionada con ella, pero de sentido opuesto, la 
descentralización, también está configurando la forma en que 
las democracias desarrolladas gestionan su soberanía. Como ya 
hemos señalado antes —y veíamos también en el capítulo 3—, 
el proceso de descentralización (también denominado traspaso 
de competencias) consiste en transferir poderes y recursos de 
las instituciones del estado central a entidades de ámbito 
territorial inferior. En muchos aspectos, la descentralización 
revierte el que ha sido el desarrollo histórico del estado, que se 
ha caracterizado por la centralización del poder a lo largo del 
tiempo. Por regla general, el poder relativo a instituciones 
como el bienestar social se ha ido transfiriendo cada vez más 
del ámbito local al nacional. Sin embargo, en todas las 
democracias desarrolladas recientemente se han dado pasos 
para redirigir el poder al nivel local. 


DESTACAMOSMecanismos de descentralización 


‘Transferencia de responsabilidades en materia de formulación 
de políticas a niveles de gobierno de ámbito territorial 
inferior. 

«Creación de nuevas instituciones políticas en niveles de 
gobierno de ámbito territorial inferior. 

«Traspaso de fondos y de competencias tributarias a niveles de 
gobierno de ámbito territorial inferior, otorgándoles así un 
mayor control sobre la distribución de recursos. 


¿Por qué esta aparente inversión? Como veíamos al hablar 
del euroescepticismo, existe una inquietud generalizada con 


respecto a la creciente desconfianza de la ciudadanía hacia el 
estado, al que juzga demasiado grande, distante e inflexible. En 
ese contexto, la descentralización se considera una forma de 
contrarrestar dicha desconfianza en tanto acerca el gobierno a 
la ciudadanía, aumentando así el control y la participación 
locales. Esta descentralización también puede ayudar a dar voz 
a las comunidades marginales, como las minorías étnicas, al 
otorgarles un mayor control sobre sus propios asuntos. Los 
defensores de la  descentralización creen que puede 
revitalizarse la democracia dando más voz a la ciudadanía e 
incrementando su capacidad de configurar la política103, 

¿Cómo se concreta en la práctica este tipo de 
descentralización? Una forma de hacerlo es mediante la 
transferencia de fondos y responsabilidades a las autoridades 
locales, posibilitando así una mayor participación de estas en 
la forma en que se diseñan e implementan las políticas 
públicas. Cuando las instituciones locales tienen más control y 
responsabilidad, pueden diseñar políticas que satisfagan sus 
propias necesidades concretas. Un ejemplo de este tipo de 
descentralización es la que se llevó a cabo en Estados Unidos 
en la década de 1990, cuando la reforma del bienestar generó 
transferencias masivas de fondos a los diversos estados, que 
luego podían utilizar ese dinero para diseñar e implementar 
sus propias políticas específicas de bienestar social. Más 
recientemente, tanto en América como en Europa ha adquirido 
relevancia un «nuevo localismo» basado en el resurgimiento de 
las ciudades posindustriales como motores de innovación 
polítical0%, E incluso la Unión Europea ha fomentado la 
descentralización mediante su Comité de las Regiones, cuya 
labor primordial es incorporar a las comunidades locales a los 
procesos de adopción de decisiones de la organización. 

Otra forma de descentralizar es crear instituciones políticas 
completamente nuevas destinadas a brindar un mayor nivel de 
participación ciudadana. Un ejemplo de este tipo de 
innovación se dio en 1999, cuando Canadá creó una nueva 
provincia, Nunavut, a partir de una porción de los Territorios 
del Noroeste. Con la creación de esta nueva provincia, el 
gobierno pretendía otorgar a los indígenas inuit autonomía y 


control sobre los recursos naturales de la región en la que 
habitaban. De manera similar, en 1999 el Reino Unido creó 
asambleas elegidas por sufragio directo para las regiones de 
Escocia, Gales e Irlanda del Norte. 

Ya hemos señalado que últimamente ha habido una 
creciente resistencia a la integración. ¿Ocurre lo mismo con la 
descentralización? Ante todo, debemos señalar que la 
descentralización y la integración no son necesariamente 
procesos excluyentes que se produzcan uno a expensas del 
otro. Como veíamos en el caso de la Unión Europea, ambos se 
han concebido como proyectos complementarios, de modo que 
el incremento de poderes en el seno de la Unión requería 
reforzar la interrelación con instituciones subnacionales como 
las regiones y ciudades. De manera similar, el nuevo localismo 
basado en las ciudades puede constituir un intento de vincular 
de forma más directa las áreas urbanas a las oportunidades 
internacionales que brinda la globalización. Pero también es 
cierto que la descentralización puede ser consecuencia de la 
hostilidad hacia el estado y la integración, alimentada por una 
demanda populista de mayor autonomía local. Esto, a su vez, 
puede debilitar la capacidad y la autonomía del estado. Como 
veíamos en el capítulo 3, cuando se implementa para dar 
respuesta a un conflicto étnico, la descentralización puede 
ayudar a resolver el problema o, por el contrario, limitarse tan 
solo a aumentar las demandas de soberanía en función de 
cómo se estructuren las reformas institucionales. En el Reino 
Unido, la descentralización ha contribuido en gran medida a 
poner fin al conflicto religioso entre católicos y protestantes en 
Irlanda del Norte. Pero a la vez incrementó el poder de los 
separatistas escoceses, lo que desembocó en el fallido 
referéndum por la independencia de Escocia celebrado en 
septiembre de 2014, una cuestión que ha resurgido tras el 
éxito del referéndum del Brexit, dado el apoyo mayoritario de 
la ciudadanía escocesa a la pertenencia a la Unión Europea. 

Por último, frente a los atentados terroristas que 
recientemente se están produciendo en todas las democracias 
desarrolladas, varios países han adoptado medidas que 
revierten la descentralización en importantes aspectos, 


centralizando e incrementando la capacidad y la autonomia del 
estado como una forma de combatir la amenaza del terrorismo 
y gestionar la inmigración legal e ilegal. Como en el caso de la 
integración, el ritmo y la intensidad de la descentralización 
pueden verse influenciados por condiciones externas e 
internas. No hace mucho los observadores consideraban la 
integración y la descentralización procesos inexorables que ni 
los estados ni los ciudadanos podían detener. Hoy ya no parece 
que sea así. 


Instituciones sociales: ¿nuevas identidades en formación? 


Al igual que en este nuevo milenio los estados democráticos 
avanzados están haciendo frente a una serie de retos y cambios 
políticos, también las sociedades afrontan una transformación 
y aparentemente se ven empujadas a la vez en dos direcciones 
distintas. Algunos politólogos señalan que en las democracias 
desarrolladas están surgiendo un nuevo conjunto de normas y 
valores compartidos que no están ligados a las identidades 
tradicionales de la nación y el estado; otros subrayan el 
fortalecimiento de identidades locales que están llevando a 
replegarse a esas mismas sociedades. Estos procesos se hallan 
estrechamente relacionados con la lucha por la integración y la 
descentralización. Los politólogos debaten acerca de si esas 
fuerzas sociales son complementarias o contradictorias, y si 
esas tendencias constituyen un signo de mayor cooperación o 
de conflicto. 


Organización y valores posmodernos 


Diversos politólogos sitúan el surgimiento y desarrollo de lo 
que califican de valores posmodernos en las democracias 
desarrolladas105. En las sociedades premodernas la gente se 
centraba primordialmente en las formas tradicionales de 
autoridad y en la supervivencia básica, lo que con frecuencia 
desembocó en sistemas autoritarios con unas pautas claras de 
obediencia y colectivismo. A partir del siglo xvi, los países 
que más adelante se convertirían en democracias desarrolladas 


empezaron a hacer suyos los conceptos de ciencia y 
racionalidad, individualismo y autonomía. El estado, la 
sociedad y la economía modernos prometían un mundo de 
progreso, desarrollo y posibilidades ilimitadas, y propiciaron 
un crecimiento económico sin precedentes, abundancia 
material y una mejora del nivel de vida para cientos de 
millones de personas. 

Sin embargo, en la década de 1960 los propios valores 
modernos fueron objeto de ataque de manera similar a como 
ellos mismos habían cuestionado los valores premodernos más 
de dos siglos antes. Los nuevos retos adoptaron varias formas. 
Para empezar, se plantearon dudas en torno al coste 
medioambiental del desarrollo económico. Los valores 
modernos priorizaban la utilidad del medio ambiente para 
lograr objetivos materiales, pero ahora sus críticos 
argumentaban que el medio ambiente debía valorarse por sí 
mismo en tanto constituía un bien público que todos debían 
compartir. También la ciencia empezó a contemplarse con 
mayor escepticismo, señalando que la innovación tecnológica 
no producía beneficios absolutos, sino que también 
comportaba riesgos e incertidumbre. Los temores relativos a la 
energía nuclear o a la contaminación llevaron a muchos a creer 
que el «progreso» era un objetivo cuestionable. También en 
política se cuestionó el nacionalismo y el patriotismo, así como 
la autoridad, la jerarquía y la deferencia al estado. En general, 
estas críticas apuntaban a la potencial aparición de un nuevo 
conjunto de normas y valores sociales. 

Los politólogos identifican varias diferencias clave entre los 
valores modernos y posmodernos. Como ya hemos indicado 
antes, los valores posmodernos dan mucha menos importancia 
a la idea de progreso encarnada en los bienes materiales, la 
transformación tecnológica o la innovación científica para 
centrarse, en cambio, en lo que se ha dado en llamar la 
«calidad de vida» o en las denominadas cuestiones 
«posmaterialistas», que se relacionan primordialmente con 
inquietudes distintas de los beneficios materiales, como el 
medio ambiente, la salud y el ocio, además de la igualdad, la 
identidad y la diversidad personales. Recuérdese el análisis de 


la Encuesta Mundial de Valores que haciamos en el capitulo 3, 
donde señalábamos el paso de los valores centrados en la 
supervivencia tradicional a los basados en la autoexpresión y la 
racionalidad. En muchos aspectos, estos valores, con su énfasis 
en la tolerancia entre los diversos tipos de personas y su 
escepticismo con respecto al poder centralizado, reflejan a la 
vez tendencias integradoras y descentralizadoras. 

Sin embargo, debemos tener cuidado de no exagerar esas 
conclusiones. El supuesto clave del que han partido los 
estudiosos ha sido que todas las democracias desarrolladas 
están convergiendo hacia un conjunto común de valores 
posmodernos, como, por ejemplo, la aceptación del 
matrimonio entre personas del mismo sexo. Además, a medida 
que aumenta el número de democracias desarrolladas, también 
se espera que sus nuevos miembros adopten una tendencia 
posmoderna. No obstante, aquí hay que formular dos 
advertencias importantes. Para empezar, como señalábamos en 
nuestro anterior análisis de la cultura política, diversas 
investigaciones indican que el legado religioso de una 
determinada sociedad todavía sigue moldeando los valores 
sociales independientemente del nivel de desarrollo del país en 
cuestión, lo cual puede limitar la mencionada convergencia en 
algunos aspectos importantes. En segundo lugar, el concepto 
de posmodernización sugiere un progreso inexorable ligado al 
desarrollo económico. Pero, como señalan los propios 
estudiosos de la modernización, si el desarrollo económico se 
estanca o se distribuye de manera desigual, es posible que los 
valores no cambien o incluso retrocedan hacia creencias más 
tradicionales. Estos factores, a su vez, están ligados a diversas 
cuestiones relacionadas con la diversidad y la identidad en las 
democracias desarrolladas. 


La diversidad, la identidad y el reto de los valores 
posmaterialistas (o posmodernos) 


Los primeros años del siglo XXI se han caracterizado por una 
oleada de inmigración a las democracias desarrolladas que no 
se veía desde hacía una centuria. En 1960 alrededor del 4 % de 


la población de Estados Unidos había nacido en otros países; 
hoy la cifra es del 13 %. En Canadá la proporción es del 20 %, 
mientras que en Australia más de una cuarta parte de la 
población es de origen extranjero. En muchos de los mayores 
países de Europa (como Alemania, España, Francia y el Reino 
Unido), más del 10 % de la población ha nacido en otro país. 
En la Unión Europea viven más de 30 millones de personas que 
han nacido fuera de sus fronteras. Este rápido aumento de la 
inmigración está cambiando la composición étnica y religiosa 
de todos esos países. Se ha calculado, por ejemplo, que en 
2044 los blancos de ascendencia europea constituirán menos 
de la mitad de toda la población estadounidense (frente al 90 
% que representaban en 1960), y que en 2060 el 20 % de la 
población del país será de origen extranjero106, 

Además, la composición de la población inmigrante también 
difiere bastante entre los países democráticos avanzados. En 
Estados Unidos la mayor proporción de inmigrantes proviene 
de Latinoamérica; en Canadá, Australia y Nueva Zelanda el 
grupo más numeroso procede de Asia; y en Europa el mayor 
grupo proviene de África Septentrional y Oriente Próximo. Por 
lo tanto, aunque muchas democracias desarrolladas están 
experimentando una importante inmigración, la naturaleza de 
esa inmigración y los retos u oportunidades que comporta son 
muy distintos. 

En muchos países, el creciente número de inmigrantes ha 
provocado un aumento de la xenofobia —miedo y aversión a 
los extranjeros— en la población nativa. Si bien esta xenofobia 
tiene dimensiones económicas, sociales y políticas, 
probablemente sea la dimensión económica la que nos resulte 
más familiar. Aunque los partidarios de la inmigración señalan 
los beneficios de la fuerza de trabajo y las aptitudes laborales 
que pueden aportar los inmigrantes, los críticos los ven como 
una amenaza para los trabajadores nativos en tanto compiten 
por empleos escasos y, en ocasiones, fuerzan los salarios a la 
baja. Los debates generados en Europa en torno a la expansión 
y los poderes de la Unión Europea se han centrado en gran 
parte en el temor a la inmigración. Esta última también ha 
representado un punto de fricción similar en las relaciones 


entre Estados Unidos y México, mientras que los australianos 
expresan su preocupación por la afluencia de inmigrantes y 
refugiados de Asia y más allá. Algunos países, como Japón, han 
eludido el problema limitando estrictamente la inmigración, 
aunque esta táctica comporta sus propios problemas, como 
veremos en breve. 

Un tema más complejo es el de las instituciones sociales. En 
la medida en que acceden a las democracias desarrolladas 
grupos de inmigrantes cada vez más diversos, estos plantean 
ciertas cuestiones relativas a lo que significa, por ejemplo, ser 
estadounidense, canadiense, francés o europeo. A las 
democracias desarrolladas les resulta difícil gestionar la 
asimilación y el multiculturalismo. ¿Cuánto margen de 
maniobra hay que dar a los nuevos grupos a la hora de decidir 
si participan o no en las instituciones del país y si asumen o no 
las identidades nacionales? En un extremo del espectro, los 
argumentos en favor del multiculturalismo afirman que las 
sociedades deberían contribuir a apoyar a los grupos recién 
llegados, preservando aquello que los distingue como una 
contribución positiva a una sociedad diversa. En el otro 
extremo, los argumentos en favor de la asimilación sostienen 
que la inmigración implica el acuerdo de aceptar la cultura, los 
valores y las normas existentes de una determinada sociedad y 
adaptarse a ellos. En países como Estados Unidos, Canadá y 
Australia puede resultar un poco más fácil adoptar el 
multiculturalismo dado que en las últimas dos o tres 
generaciones la inmensa mayoría de sus ciudadanos han 
venido de algún otro lugar, por lo que la norma es que cada 
persona haga una nueva aportación a la sociedad que pueda 
incorporarse a ella. Sin embargo, incluso en estos países la 
gente muestra una marcada tendencia a la asimilación y teme 
que una gran cantidad de inmigrantes haga que esta resulte 
imposible por más que deseable. En el discurso político 
estadounidense han aumentado los argumentos abiertamente 
xenófobos y racistas, un hecho que cuestiona hasta qué punto 
están realmente institucionalizados los valores posmodernos. 

Si el multiculturalismo es un motivo de controversia en los 
países que tradicionalmente acogen a inmigrantes, se convierte 


en un tema auténticamente explosivo en aquellos otros donde 
las identidades étnicas y nacionales están mucho más 
fusionadas, como ocurre en gran parte de Europa. Aquí la 
afluencia de no europeos, especialmente musulmanes de África 
Septentrional y Oriente Próximo, ha suscitado temores aún 
mayores. Poblaciones que en el pasado eran más homogéneas 
desde una perspectiva étnica y religiosa afrontan ahora la 
llegada de personas cuyas tradiciones culturales, religiosas e 
históricas son completamente distintas. La paradoja que ello ha 
suscitado resulta peculiarmente posmoderna. En el pasado, 
muchos estados europeos se enorgullecían de su alto grado de 
laicismo y tolerancia frente a diferentes estilos de vida. Pero 
¿cómo toleran hoy a unos grupos de inmigrantes que pueden 
ser religiosa y socialmente mucho más conservadores? Este 
tipo de inquietudes han contribuido al surgimiento de partidos 
como el UKIP en el Reino Unido y el Frente Nacional (hoy 
Agrupación Nacional) en Francia, que a su vez han recurrido 
asimismo a valores tradicionales como la familia y la nación 
para obtener apoyos. El auge de tales partidos políticos sugiere 
que los valores posmodernos pueden ser más contingentes de 
lo que creemos. En períodos de estrés material es probable que 
las visiones posmaterialistas también se vean sometidas a 
presión, y con ello resurjan la xenofobia, el nacionalismo y los 
valores políticos iliberales. 

Por último, la nueva oleada de inmigrantes puede afectar a 
las relaciones entre las diversas democracias desarrolladas. 
Aunque la mayoría de estos países, como señalábamos, 
afrontan cuestiones similares en relación con la inmigración y 
sus efectos, el origen de los inmigrantes difiere de un país a 
otro o de una región a otra. Esta creciente divergencia entre las 
democracias desarrolladas puede distanciarlas en la medida en 
que configure diferentes valores culturales y orientaciones 
externas. En Norteamérica, la inmigración procedente de 
Latinoamérica y Asia Oriental puede reorientar estos países 
hacia el sur y el este del globo, alejándolos así del continente 
europeo. En Europa, el mayor tamaño de las comunidades 
musulmanas y la expansión de la Unión Europea pueden 
acercar a estos países a Oriente Próximo y Asia Meridional. 


También aqui puede entrar en juego la religión. Mientras que 
los inmigrantes hispanos que se trasladan a Estados Unidos 
traen consigo valores religiosos católicos, evangélicos o 
pentecostales, el islam está adquiriendo cada vez mayor 
importancia en la vida europea. Así pues, las democracias 
desarrolladas pueden verse cada vez menos reflejadas unas en 
otras. Esta transformación no tiene por qué ser un motivo de 
conflicto, dado que en la comunidad de las democracias 
desarrolladas los valores democráticos y el compromiso con la 
prosperidad aglutinan a países muy diversos. Pero hay quienes 
especulan con la posibilidad de que una creciente divergencia 
entre estos países pueda implicar a la larga el fin de la idea de 
que existe un conjunto peculiar de valores laicos y 
posmodernos que definirían a las democracias desarrolladas 
como grupo. 


Instituciones económicas: ¿un nuevo mercado? 


Hasta aquí nuestro análisis ha planteado la cuestión de en qué 
medida la posmodernidad está transformando las instituciones 
estatales y sociales. Probablemente sea en el último de nuestros 
ámbitos de interés, el desarrollo económico, donde la respuesta 
resulta más evidente: durante la última generación se han 
producido sin duda cambios drásticos en las estructuras 
económicas de las democracias desarrolladas. Concretamente, 
su nivel de dependencia de sectores tradicionales, como el 
fabril, ha cambiado hasta tal punto que ya ni siquiera resulta 
lógico calificarlas de «industriales». Al mismo tiempo, se han 
puesto en tela de juicio antiguos supuestos sobre el papel del 
estado en ámbitos como la redistribución de la renta y el gasto 
social, cuestionando las funciones tradicionales del estado de 
bienestar. Esta situación puede acabar desbancando las ideas y 
políticas vigentes en torno al equilibrio apropiado entre 
libertad e igualdad en las democracias desarrolladas. 


Posindustrialismo 


Hasta aquí hemos examinado cómo la posmodernidad ha 


afectado a las sociedades y los estados democráticos 
avanzados. Lo que sucede en ambas esferas está abierto a 
interpretación. En el ámbito económico, en cambio, los hechos 
resultan más claros: en el último medio siglo las democracias 
desarrolladas han experimentado un cambio radical, pasando 
de ser economías basadas principalmente en la industria y la 
fabricación a convertirse en economías posindustriales. 

En los países posindustriales la mayor parte de las beneficios 
se derivan del sector servicios, que es también el que da 
trabajo a la mayoría de la población activa; un trabajo que no 
está relacionado con la creación de bienes tangibles, como 
automóviles u ordenadores, sino con actividades tales como las 
finanzas, los seguros, los bienes raíces, la educación, la venta al 
por menor, el transporte, las comunicaciones, la tecnología 
punta, los servicios públicos, la atención sanitaria y los 
servicios comerciales y jurídico-legales. Esta transformación se 
ha estado produciendo en las democracias desarrolladas a lo 
largo de las últimas décadas; actualmente, como media, 
alrededor de las tres cuartas partes de la población activa 
trabaja en el sector servicios (véase la tabla 8.2). Este cambio 
se ha producido por varias razones. Para empezar, gran parte 
de la producción industrial se ha desplazado fuera de las 
democracias desarrolladas para obtener mano de obra más 
barata y reducir también otros costes, una tendencia que no ha 
hecho sino acelerarse con la globalización. Además, la 
innovación tecnológica está cambiando las necesidades 
laborales. Hoy se espera que los empleados tengan mayores 
niveles de formación que en el pasado; en Estados Unidos y 
Canadá, por ejemplo, más del 40 % de las personas de entre 25 
y 34 años tienen un título universitario!107, La automatización 
está reduciendo asimismo la necesidad de una gran cantidad 
de mano de obra no cualificada, e incluso cualificada. 

En algunos aspectos, el posindustrialismo refleja y puede 
reforzar las tendencias políticas y sociales antes mencionadas. 
El surgimiento de una economía basada en la información, por 
ejemplo, puede contribuir a generar una mayor 
descentralización del poder en el seno de la economía en tanto 
las empresas devienen menos jerárquicas y más 


descentralizadas, menos físicas y más «virtuales», menos 
nacionales y más internacionales, a la vez que otorgan a sus 
empleados mayor autonomía y flexibilidad. Sin embargo, para 
quienes carecen de una formación y educación especializadas 
—e incluso para muchos de quienes si la tienen— el 
posindustrialismo puede comportar de hecho menos libertad e 
igualdad. Los cambios tecnológicos pueden muy bien marginar 
a un buen número de trabajadores, creando una subclase cuyas 
perspectivas de movilidad ascendente resultan bastante 
limitadas. Como recordará el lector, decíamos en el capítulo 4 
que en el caso de Estados Unidos la desigualdad ha aumentado 
con el tiempo: a mediados de la década de 1980 el índice de 
Gini correspondiente a dicho país se situaba por debajo de 35, 
mientras que en 2013 había subido a 41. Pero se han 
producido aumentos similares de la desigualdad en casi todas 
las democracias desarrolladas!08, 

El lento crecimiento económico experimentado en la 
mayoría de las democracias desarrolladas en la última década 
ha planteado importantes interrogantes sobre las perspectivas a 
largo plazo de muchas economías posindustriales. Algunos 
abogan por una mayor regulación económica tanto a escala 
nacional como internacional; por un replanteamiento de la 
inversión de fondos públicos en educación, infraestructura y 
tecnología de cara a satisfacer las necesidades de un entorno 
económico que cambia con rapidez; y por la implantación de 
nuevas redes de seguridad capaces de proteger a las muchas 
personas que ahora se encuentran en los márgenes de la vida 
económica. Otros creen que la respuesta está en revertir la 
globalización, limitando el comercio internacional y la 
inmigración en favor de un sistema político-económico más 
mercantilista. Estas ideas comparten una gran inquietud ante 
la posibilidad de que las perturbaciones y cambios económicos 
de las dos últimas décadas se traduzcan en una concentración 
cada vez mayor de las oportunidades y la riqueza en cada vez 
menos manos, empujando incluso a las personas mejor 
formadas a aceptar puestos de trabajo peor remunerados y con 
menos oportunidades de mejora. Esto, a su vez, presionaría al 
estado para cambiar su forma de afrontar los gastos sociales, 


como veremos a continuación. 


Cómo mantener el estado de bienestar 


El último de los aspectos relativos a la transformación 
económica de las democracias desarrolladas que vamos a 
examinar aquí es el futuro del estado de bienestar. Como 
veíamos en el capítulo 4, un elemento característico de las 
democracias desarrolladas en el último medio siglo ha sido el 
desarrollo de los gastos sociales como una forma de reducir la 
desigualdad y proporcionar bienes públicos mediante 
programas tales como los planes nacionales de pensiones, la 
sanidad pública, la educación y las prestaciones por 
desempleo. No cabe duda de que en las democracias 
desarrolladas el estado de bienestar ha proporcionado una 
amplia gama de beneficios: se ha reducido la pobreza extrema, 
ha disminuido la mortalidad infantil, ha aumentado la 
esperanza de vida y han mejorado drásticamente la 
alfabetización y la educación. Los gastos sociales han 
desempeñado un importante papel en lo que se conoce como la 
socialización del riesgo; en otras palabras: hacer que las 
incertidumbres que acompañan al trabajo, la salud y la edad 
sean un problema público en lugar de privado. 

Sin embargo, el estado de bienestar también ha comportado 
una serie de costes y controversias que las recientes 
dificultades económicas no han hecho sino exacerbar. Para 
empezar, aunque tradicionalmente se ha elogiado el papel de 
los gastos sociales como parte esencial de toda sociedad 
humana, estos resultan cada vez más costosos. Durante la 
primera mitad del siglo Xx, los gastos sociales en las 
democracias desarrolladas solían representar aproximadamente 
entre el 10 y el 15 % del PIB. Actualmente, en cambio, en la 
mayoría de estos países dichos gastos (sin incluir la educación) 
constituyen entre una cuarta y una tercera parte del PIB. Este 
incremento ha obligado a optar por una de dos alternativas 
posibles. La primera es subir los impuestos, que en las 
democracias desarrolladas representan casi el 35 % del PIB 
(más del 40 % en varias socialdemocracias). Obviamente, si la 


ciudadania esta dispuesta a pagar mas impuestos para obtener 
mayores prestaciones, eso no es necesariamente un problema, 
aunque la ideologia del liberalismo afirmaria que ese 
importante gasto público reduce las rentas y las ganancias 
privadas y, por ende, dificulta el crecimiento. La segunda 
opción es pedir dinero prestado a los ciudadanos o a otros 
estados para cubrir los déficits presupuestarios. Japón, un país 
donde la deuda pública ronda el 250 % del PIB, es el ejemplo 
más extremo, pero la deuda de muchas otras democracias 
desarrolladas, como Estados Unidos, Canadá, Reino Unido y 
Francia, supera asimismo el 100 % de su PIB. Como ocurre con 
las personas a título individual, para los estados pagar 
intereses sobre niveles de deuda elevados supone disponer de 
menos recursos para gastar en otras cosas y gozar de una 
menor flexibilidad financiera. 

Estas tendencias se verán magnificadas por los importantes 
cambios demográficos que están experimentando las 
democracias desarrolladas. En 1900 los habitantes de estos 
países tenían una esperanza de vida media de entre cuarenta y 
cincuenta años; hoy la mayoría puede esperar vivir más de 
ochenta. Pero a la vez que ha aumentado la esperanza de vida, 
la tasa de natalidad ha disminuido. En la mayoría de las 
democracias desarrolladas la tasa de natalidad se sitúa hoy por 
debajo del llamado nivel de reemplazo; es decir, que mueren 
más personas de las que nacen!0%, Eso ocurre incluso en 
algunas democracias más pobres como Brasil. Estos cambios 
demográficos tienen dos consecuencias. En primer lugar, a la 
larga la población de muchas democracias desarrolladas podría 
empezar a disminuir. En segundo término, todas las 
democracias desarrolladas experimentarán un envejecimiento 
de su población. Según algunas estimaciones, en 2050 una 
tercera parte de los habitantes de dichas democracias tendrán 
más de sesenta y cinco años, mientras que en 2000 la 
proporción rondaba solo el 15 %. En la medida en que 
represente una proporción creciente de la población, este 
sector demográfico demandará también una proporción cada 
vez mayor de prestaciones asistenciales como la atención 
sanitaria, pero, por otra parte, la disminución de las tasas de 


natalidad se traducirá en una menor disponibilidad de 
personas en edad de trabajar que puedan cubrir los empleos 
necesarios y contribuir a la financiación de esos sistemas. 

Las soluciones no son fáciles. Una solución obvia es 
incrementar la inmigración, sobre todo si se tiene en cuenta 
que la población mundial seguirá creciendo, especialmente en 
África. Sin embargo, ya hemos señalado los problemas que 
comporta la presencia de inmigrantes si se considera que 
compiten por los puestos de trabajo, una dinámica que resulta 
aún más controvertida cuando intervienen los gastos sociales: 
puede que de hecho hagan falta inmigrantes jóvenes para 
ampliar la fuerza laboral, pero, en cambio, muchos consideran 
que la inmigración sobrecarga el sistema de bienestar!1°. Una 
segunda línea de acción consiste en reducir las prestaciones, 
pero los políticos suelen tener que afrontar una oposición bien 
organizada a cualquier posible reforma del bienestar, de 
manera que en muchos países las prestaciones han seguido 
aumentando aun cuando han disminuido los ingresos, lo que 
ha generado déficits e incrementado la deuda. Una tercera 
solución sería reformar el mercado laboral. Esto podría 
lograrse elevando la edad de jubilación y flexibilizando el 
mercado, fomentando así la creación de un mayor número de 
empleos a tiempo parcial para los padres y los trabajadores 
más jóvenes o de mayor edad. Aunque la medida suscita cierta 
resistencia, actualmente muchos países europeos están 
aumentando de hecho la edad de jubilación, que normalmente 
se ha situado por debajo de los sesenta y cinco años. En 
cualquier caso, habrá que combinar en mayor o menor medida 
el incremento de la inmigración, la reducción de las 
prestaciones y el retraso de la edad de jubilación, ya que, de no 
hacerlo, las democracias desarrolladas se hipotecarán todavía 
más a costa de los jóvenes y su futuro, recortando las 
inversiones a largo plazo en áreas como la educación y las 
infraestructuras para preservar las prestaciones destinadas a los 
mayores. Esta falta de inversión y el elevado endeudamiento 
podrían generar más problemas económicos en el futuro. 

Japón ofrece un ejemplo extremo de las complejidades que 
involucran estos cambios demográficos y las políticas 


adoptadas como respuesta. La población del país, unos 127 
millones de personas, ya ha alcanzado su punto maximo y esta 
empezando a disminuir. Se calcula que en 2050 habra 
disminuido a 100 millones. Además, una tercera parte o más 
de la población tendrá más de sesenta y cinco años. Para evitar 
el descenso demográfico, el país tendría que acoger a varios 
cientos de miles de inmigrantes cada año, lo que transformaría 
de manera radical la composición de una nación que es 
étnicamente muy homogénea. Como cabe imaginar, los 
japoneses no son proclives a seguir esa vía; de hecho, durante 
las recientes recesiones económicas se ha alentado a los 
inmigrantes a marcharse, lo que convierte a Japón en una de 
las pocas democracias desarrolladas donde la inmigración ha 
disminuido en la última década. La alternativa es que el país 
reduzca significativamente su población y su riqueza. Si no se 
encuentran soluciones para Japón y las demás democracias 
desarrolladas, muchas de ellas serán incapaces de sustentar 
algunos de los elementos más básicos de la seguridad social 
construidos durante el último siglo, y se verán abocadas a un 
conflicto social que enfrentará a los jóvenes contra los viejos y 
a los inmigrantes contra la población autóctona. 


En resumen: Democracias desarrolladas en transición 


Las democracias desarrolladas —sus instituciones y los retos 
que afrontan— se diferencian de otros países en muchos 
aspectos. Aunque existen diferencias entre ellas, todas se 
caracterizan por ser democracias liberales y gozar de elevados 
niveles de desarrollo económico. Representan lo que 
consideramos la vida social, económica y política moderna. Sin 
embargo, sus instituciones encaran importantes retos. La 
soberanía del estado afronta las dinámicas paralelas de la 
descentralización y la integración. Las normas sociales 
experimentan una inestabilidad similar en tanto los valores 
posmodernos desafían el statu quo a la vez que son 
cuestionados ellos mismos. Las estructuras industriales 
modernas han dado paso a una nueva economía basada en la 
información que potencia a unos y desaloja a otros, y los 


cambios demográficos afectarán asimismo al modo en que los 
diversos países proporcionen bienes públicos a su población. 
Todos estos factores pueden afectar la prosperidad general y 
configurar el equilibrio existente entre libertad e igualdad. 

En los próximos capítulos abordaremos estas mismas 
cuestiones tal como se manifiestan fuera de las democracias 
desarrolladas. Los países comunistas, poscomunistas y en 
desarrollo afrontan todos ellos problemas relacionados con la 
soberanía estatal, los valores sociales, la industrialización y el 
bienestar social, de modo que en los dos capítulos siguientes 
nos centraremos en los peculiares retos que encaran estos tres 
grupos de países en los mencionados ámbitos. ¿Acabarán 
uniéndose a las filas de las democracias desarrolladas en una 
convergencia de instituciones políticas, económicas y sociales 
que se extienda por todo el globo? ¿Afrontarán el mismo tipo 
de desafíos en su camino hacia la prosperidad y la democracia? 
Estas preguntas nos acompañarán en nuestro siguiente análisis. 


Términos clave 


sistanta dante desheroHadkntal 
sistdermsupranacional 
posmodernidad o posmodernización 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Qué explica la crisis económica griega? 


En 2008 varias democracias desarrolladas atravesaron una 
profunda crisis económica que, según muchos indicadores, fue la 
peor desde la Gran Depresión. Estos países experimentaron una 
fuerte caída de los precios de la vivienda y los valores bursátiles, 
un elevado nivel de paro y un crecimiento negativo o mínimo. 
Aunque desde entonces muchas democracias desarrolladas han ido 
saliendo poco a poco de la crisis, persisten algunas de sus 
consecuencias más profundas, como el incremento de la 
desigualdad. De todos los países afectados por la recesión, el que 
resultó más perjudicado fue el que aparentemente tenía menos 
probabilidades de sufrir sus efectos: Grecia. Tras quince años de 
crecimiento constante, entre 2008 y 2012 el PIB de Grecia cayó un 
asombroso 27 %, aproximadamente el mismo descenso que 
experimentó Estados Unidos durante la Gran Depresión. ¿Por qué 
Grecia sufrió tan aparatosa caída? 

Grecia llegó tarde tanto a la industrialización como a la 
democracia liberal. Después de la Segunda Guerra Mundial, el país 
experimentó una devastadora guerra civil que enfrentó a los 
comunistas contra el gobierno monárquico. Durante aquel 
conflicto ambos bandos recibieron el apoyo de sus respectivos 
aliados en el contexto de la Guerra Fría. Sin embargo, la derrota 
de los comunistas y el final de la guerra civil no generaron 
estabilidad en el país. Las batallas entre los partidos de izquierdas 
y de derechas a la larga desembocaron en un golpe militar y una 
dictadura que duró desde 1967 hasta 1974. Tras el fin del 
gobierno militar, los partidos políticos que pasaron a dominar la 
política griega —en particular el Movimiento Socialista 
Panhelénico, que gobernó el país durante gran parte de los treinta 
años siguientes— recurrieron al clientelismo para institucionalizar 
sus apoyos. Esta estrategia se vio reforzada por el relativo 
subdesarrollo de la economía. En ausencia de oportunidades 
económicas en la esfera privada, los partidos políticos podían 
ofrecer beneficios públicos —como puestos de trabajo— a sus 
partidarios@. 

El resultado fue un sistema que favorecia a quienes estaban 
vinculados a los partidos politicos, pero ponia importantes 
obstáculos a todos los demás. La Administración pública griega 


experimentó un crecimiento desbordante, a la par que ofrecía 
algunos de los niveles de remuneración más elevados. El estado 
creó numerosas barreras reguladoras, dificultando así el desarrollo 
económico. Surgieron todo tipo de regulaciones que limitaban 
cosas tales como el número de farmacias, de abogados y de 
camioneros de larga distancia que podían operar en el mercado. 
Dichas regulaciones contribuirían a generar disparidades en el 
desempleo; en 2016 la tasa de paro se situaba en el 25 % (más del 
doble de la del conjunto de la Unión Europea), mientras que en el 
caso de los menores de veinticinco años superaba el 50 %. Esta 
situación, a su vez, propiciaría la fuga de cerebros, en la medida 
en que los griegos mejor formados optarían por trasladarse a otros 
países de la Unión Europea. 

Por último, las profundas conexiones creadas por el 
clientelismo entre el estado, la economía y los partidos políticos se 
han traducido en una corrupción generalizada. Según el índice de 
percepción de la corrupción de la ONG Transparencia 
Internacional, en 2020 Grecia ocupaba el puesto número 59 de un 
total de 179 países. La cifra representa una gran mejora gracias a 
las reformas que ha emprendido el país en los últimos años, pero 
sigue siendo una de las peores de Europa. Muchas empresas 
operan en el sector de la economía «sumergida» (véase el capítulo 
10), donde actúan de forma extraoficial y, por lo tanto, pueden 
evitar tanto las regulaciones estatales como las obligaciones 
fiscales. Según algunas estimaciones, este grupo representa más de 
la cuarta parte de la economía griega y funciona al margen de la 
ley. Pero también los individuos y las empresas que operan en el 
sector oficial evaden impuestos de manera similar, a menudo 
sobornando a funcionarios fiscales o simplemente aprovechando la 
circunstancia de que, dada la sobrecarga del sistema de 
recaudación, no es probable que les pillen. Esta corrupción delata 
un fracaso más significativo de la autonomía, la capacidad y la 
legitimidad general del estado: como ya hemos señalado 
anteriormente, el cumplimiento de las obligaciones tributarias 
probablemente no depende tanto de los mecanismos de imposición 
como de la percepción generalizada entre la ciudadanía de que los 
impuestos son aceptables y la mayoría de la gente los paga. En 
Grecia, en cambio, el fakelaki, un sobre con dinero necesario para 
conseguir o agilizar una serie de servicios públicos que van desde 
la atención sanitaria hasta los permisos de construcción, 
básicamente ha venido a reemplazar el sistema tributario. 

La combinación de todos estos factores institucionales explica 
la crisis griega. En Grecia, la debilidad de la economía privada 
combinada con la corrupción del estado y los desembolsos ligados 


al clientelismo llevaron al gobierno a afrontar constantemente un 
importante déficit presupuestario. Grecia se incorporó a la Unión 
Europea en 2001 con la condición de que redujera dicho déficit; 
pero en lugar de ello manipuló su contabilidad y siguió 
incurriendo en déficits elevados, que, como miembro de la Unión, 
ahora podía cubrir fácilmente mediante empréstitos. Así, a medida 
que los déficits seguían creciendo, también lo hacía la deuda del 
país. 

Lo que finalmente desencadenó la crisis griega fue la recesión 
de Estados Unidos. Cuando estalló la burbuja inmobiliaria 
estadounidense, los inversores empezaron a mostrarse cada vez 
más inquietos por las inversiones realizadas en otras partes del 
mundo, incluida Grecia, cuya deuda y cuyos déficits resultaban 
cada vez más evidentes. Los inversores dejaron de confiar en que 
Grecia pudiera mantener su situación económica, o que la Unión 
Europea pudiera o quisiera rescatar al país. Al verse falto de 
fondos, el gobierno griego se vio obligado a tomar medidas de 
austeridad drásticas: subir los impuestos, aumentar la edad de 
jubilación, limitar las pensiones y realizar enormes recortes en 
defensa, atención sanitaria y educación. La renta total de las 
familias se redujo en una tercera parte, y todavía sigue estando 
por debajo del nivel que tenía hace una década. No es de extrañar, 
pues, que la crisis económica generara inestabilidad política y 
polarización. Diversos líderes y partidos populistas vinculados 
tanto a la izquierda como a la derecha ganaron adeptos, como 
ocurrió, por ejemplo, con el partido fascista Amanecer Dorado, 
que obtuvo el 7 % de los votos en las elecciones parlamentarias 
griegas de septiembre de 2015 y el 9,4 % en las elecciones al 
Parlamento Europeo de 2014 (si bien en 2019 vería reducida su 
representación en un escaño en este último, al tiempo que 
desaparecería por completo de la asamblea griega). 


1.¿En qué aspectos el recurso al clientelismo por parte del 
gobierno griego obstaculizó el desarrollo económico del 
país? 

2.¿Qué papel desempeñó la pertenencia de Grecia a la Unión 
Europea en el agravamiento de su crisis económica? ¿Qué 
inquietudes suscita esto con respecto a la Unión Europea en 
su conjunto? 

3.¿Cómo ha afectado la corrupción política y económica de 
Grecia a la capacidad y legitimidad del estado? 


a. Aris Trantidis, Clientelism and Economic Policy: Greece and the Crisis, Nueva 
York, Routledge, 2016. 


9.El comunismo y el 
poscomunismo 


¿Por qué fracasó el comunismo y cuál es su legado? 


La guerra por el territorio de Ucrania ejemplifica la compleja 
dinámica del poscomunismo. En 1991, la desintegración de la 
Unión Soviética dio lugar a 15 nuevos estados soberanos. Uno 
de ellos era Ucrania, ubicada en la parte occidental de la 
antigua URSS y solo superada en tamaño por Rusia. Con una 
gran base agrícola e industrial y una población relativamente 
bien formada, Ucrania parecía tener las condiciones adecuadas 
para integrarse en Europa y en la economía mundial. Sin 
embargo, ha ocurrido lo contrario. ¿Por qué? Buena parte de la 
explicación radica en el legado del comunismo y en el modo 
como se ha gestionado la política desde 1991. 

A diferencia de algunas zonas de la antigua Unión Soviética 
donde las divisiones étnicas son relativamente nítidas, no 
ocurre lo mismo con la distinción entre ucranianos y rusos. 
Históricamente, Ucrania occidental formó parte del Imperio 
Habsburgo hasta 1918. Allí arraigó un marcado nacionalismo 
ucraniano, y la región no pasó a integrarse en la esfera 
soviética hasta después de la Segunda Guerra Mundial. En 
cambio, la región oriental de Ucrania se hallaba bajo el 
dominio ruso ya desde finales del siglo xvm, y está poblada por 
una mezcla de hablantes de ruso y ucraniano. Esta división se 
vio agravada por el aparente federalismo de la Unión 
Soviética. Aunque en teoría la URSS estaba integrada por 15 
repúblicas autónomas, en realidad el poder de estas era 
limitado. En lo que constituye un destacado ejemplo de ello, en 
1954 el secretario general de la Unión Soviética, Nikita 


Jrushchov, transfirió el control de la región de Crimea de la 
República de Rusia a la de Ucrania, a pesar de que 
históricamente dicha región era rusa y no tenía vínculos reales 
con esta última. 

Con la desintegración de la Unión Soviética en 1991, estas 
divisiones e identidades se convirtieron en una importante 
causa de conflicto. En Ucrania, muchos nacionalistas veían el 
futuro del país como parte de «Europa», lo que para ellos 
implicaba integrarse tanto en la Unión Europea como en la 
alianza militar que agrupa a los países occidentales, la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Otros, 
principalmente en la zona oriental del país, lamentaban su 
separación de Rusia y la pérdida de la Unión Soviética. La 
decisión de Ucrania de construir un estado unitario con una 
presidencia fuerte, limitando la descentralización y el reparto 
de poderes, no ayudó precisamente a aliviar esas tensiones. 

En 2010, Viktor Yanukóvich ganó las elecciones 
presidenciales de Ucrania. Al comienzo de su mandato, 
Yanukóvich pareció favorecer el realineamiento del país con 
Occidente, aunque esta postura entraba en conflicto con el 
deseo del presidente ruso Vladímir Putin de mantener el 
control sobre las antiguas repúblicas soviéticas. Presionado por 
Putin, a finales de 2013 Yanukóvich rechazó abruptamente los 
planes de integrar a Ucrania en un acuerdo de libre comercio 
con la Unión Europea. En una repetición de los 
acontecimientos ocurridos una década antes, miles de personas 
empezaron a manifestarse en la capital, Kiev, y Yanukóvich 
respondió empleando la fuerza. En febrero de 2014 la policía 
había dado muerte a casi un centenar de manifestantes. 
Cuando los disturbios se generalizaron, Yanukóvich huyó a 
Rusia. Entonces el gobierno ruso intervino militarmente, 
aprovechando el caos para tomar y anexionarse Crimea. 
También aparecieron milicias armadas en Ucrania oriental, 
algunas integradas por ucranianos prorrusos, mientras que 
otras se sabe que estaban formadas por soldados rusos que se 
hacían pasar por ucranianos. Tras una serie de intensos 
combates que dejaron casi 10.000 víctimas militares y civiles, 
las tropas ucranianas se retiraron y los líderes locales 


proclamaron la independencia de Crimea. Un acuerdo de alto 
el fuego firmado a finales de 2014 pondría fin a la mayoría de 
las hostilidades, pero no se han cumplido las disposiciones 
para la reintegración de las regiones separatistas a Ucrania, y 
todavía siguen produciéndose escaramuzas. [En 2022, mientras 
se estaba imprimiendo este libro, se produjo la invasión rusa 
de Ucrania, lo que desencadenó un conflicto bélico.] 

¿Qué conclusiones cabe extraer de este conflicto que 
resulten válidas para los países comunistas y poscomunistas en 
general? Para empezar, en muchos casos los conflictos étnicos 
y nacionales se han convertido en una poderosa fuerza, puede 
que como reacción a la falta de interés en la diversidad étnica 
característica de los regímenes comunistas y, más tarde, de las 
instituciones políticas mal estructuradas que les han sucedido, 
así como de la polarización política resultante. En segundo 
lugar, estas tensiones corren el riesgo de traspasar las 
fronteras, especialmente cuando los líderes utilizan el 
nacionalismo como una forma de recabar apoyos: en los 
estados poscomunistas agobiados por los retos ligados al 
cambio económico y político, los líderes autoritarios que 
prometen respuestas fáciles y enemigos a los que culpar 
pueden obtener un amplio respaldo. Por último, estas 
dinámicas amenazan no solo con suscitar un mayor 
autoritarismo, sino también con incrementar el riesgo de 
conflictos, que a su vez pueden tener repercusiones globales. 
Ya existe cierta inquietud con respecto a la posibilidad de que 
el creciente nacionalismo chino pueda seguir una trayectoria 
similar de exacerbación del conflicto étnico con las minorías 
chinas ajenas a la etnia han y/o un posible conflicto militar 
con un estado vecino. La antigua creencia generalizada de que 
el final del comunismo necesariamente allanaría el camino a la 
democracia y el capitalismo parece hoy bastante ingenua!!!, 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


*Comprender los fundamentos de la ideología comunista. 
*Describir cómo los sistemas comunistas trataron de eliminar la 
desigualdad. 


*Analizar los efectos del control estatal de los mercados y la propiedad. 

«Comparar cómo los estados poscomunistas han transformado sus 
instituciones económicas y políticas, y descubrir cuáles han sido los 
resultados. 


Las democracias avanzadas que estudiábamos en el capítulo 
anterior se han convertido en los países más ricos y poderosos 
del mundo. Sin embargo, pese a su riqueza, estos países siguen 
afrontando problemas de pobreza y desigualdad. ¿Es posible 
poner fin a la desigualdad y la pobreza? Esta cuestión apunta 
directamente al corazón de la teoría y la práctica comunista, 
dado que históricamente el comunismo ha aspirado a crear un 
sistema que limite las libertades individuales a fin de repartir 
la riqueza de manera equitativa. Esta visión de un mundo sin 
desigualdades económicas impulsó la formación de diversos 
regímenes comunistas en todo el globo que a la larga 
agruparían a cientos de millones de personas bajo su bandera. 

Sin embargo, pese a los elevados ideales del pensamiento 
comunista, y pese al espectacular surgimiento del comunismo 
como régimen político a principios del siglo xx, en menos de 
un siglo la mayoría de los regímenes comunistas de todo el 
mundo empezarían a desmoronarse. ¿Por qué? En este capítulo 
estudiaremos cómo el comunismo ha intentado conciliar 
libertad e igualdad, y por qué los sistemas comunistas han 
fracasado en gran medida en ese intento. Empezaremos 
examinando las teorías originarias del comunismo moderno, 
especialmente las ideas de Karl Marx, y a partir de ahí 
investigaremos cómo el comunismo pasó de la teoría a la 
práctica cuando comenzaron a instaurarse regímenes 
comunistas en todo el mundo, principalmente en la Unión 
Soviética, la Europa del Este y China (tabla 9.1). ¿Cómo 
trataron estos sistemas de generar igualdad y encarnar las 
ideas de Marx? 

Tras examinar la dinámica del comunismo en la práctica, 
estudiaremos su desaparición. ¿Cuáles fueron sus defectos, y 
por qué no pudieron superar esas limitaciones? Nuestro 
examen de la caída del comunismo nos llevará a plantear unas 
últimas cuestiones: ¿qué viene después del comunismo?, y 


¿acaso este ha muerto definitivamente? Al abordar cada una de 
estas cuestiones descubriremos el enorme alcance y visión del 
pensamiento comunista, los tremendos retos que plantea su 
puesta en práctica, los graves defectos y limitaciones con los 
que tropezó su implementación, y la abrumadora tarea que ha 
supuesto construir nuevas instituciones políticas, sociales y 
económicas a partir de los escombros que el comunismo dejó 
tras de sí. 


Tabla 9.1Regímenes comunistas en la década de 1980 
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Aligeniiatan 
£lámivoya Oriental 
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Unión Soviética 
Yugoslavia 


Nota: Los países que a día de hoy todavía están controlados por un partido 
comunista aparecen destacados en cursiva. 


El comunismo, la igualdad y la naturaleza de las relaciones 
humanas 


El comunismo es un conjunto de ideas que concibe las 
instituciones políticas, sociales y económicas de manera 
fundamentalmente distinta de la mayoría del pensamiento 
político, cuestionando muchos de los conceptos que hemos 
estudiado hasta ahora. En su aspecto más básico, es una 
ideología que aspira a generar igualdad humana eliminando la 
propiedad privada y las fuerzas del mercado. 

El origen del comunismo como teoría e ideología política se 
puede situar principalmente en el pensamiento del filósofo 
alemán Karl Marx (1818-1883)112. Marx partió de una 
observación bastante evidente: los seres humanos confieren 


valor a los objetos que crean en tanto invierten su propio 
tiempo y trabajo en ellos. Ese valor puede ser mayor que el 
simple coste de crear el objeto; por ejemplo, un fabricante de 
sillas puede gastar 50 euros en materiales para construir una 
silla que luego venderá por 60. Los 10 euros adicionales 
reflejan el valor añadido del tiempo y la energía del fabricante. 
Esta «plusvalía del trabajo» permanece en el objeto y lo hace 
útil para cualquiera, no solo para su creador. Marx concluía 
que, si bien diferencia a los humanos de otros animales, la 
capacidad de crear objetos dotados de su propio valor 
intrínseco también conduce inevitablemente a la injusticia 
económica; y sostenía que, en la medida en que los seres 
humanos desarrollan sus conocimientos y habilidades 
tecnológicas, se crea una oportunidad para que quienes 
ostentan el poder político extraigan la plusvalía de los demás, 
enriqueciéndose y empobreciendo a otros. En otras palabras, 
una vez que los seres humanos aprendieron a producir cosas de 
valor, otros descubrieron que podían obtener esas cosas a bajo 
coste para sí mismos simplemente utilizando la coacción para 
adquirirlas. Volviendo al ejemplo anterior, si el fabricante de la 
silla fuera contratado por un «capitalista», sería ese patrono 
quien se beneficiaría de la plusvalía del trabajo y se quedaría 
con los 10 euros adicionales. 


DESTACAMOSTerminología de la teoría marxista 


Base: El sistema económico de una sociedad, integrado por la 
tecnología (medios de producción) y las relaciones de clase entre 
las personas (relaciones de producción). 

Burguesía: La clase propietaria. 

Comunismo: Para los marxistas, la fase final de la historia una 
vez se haya derrocado el capitalismo y la dictadura del 
proletariado haya destruido sus últimos vestigios. En el 
comunismo, el estado y la política desaparecerían, y la sociedad y 
la economía se basarían en la igualdad y la cooperación. 
Dictadura del proletariado: Período transitorio posterior al 
derrocamiento del capitalismo durante el cual se erradicarían los 
últimos vestigios de la base y la superestructura obsoletas. 

Falsa conciencia: Incapacidad de comprender la naturaleza de la 
propia explotación; básicamente equivale a «creerse» la 


superestructura. 

Materialismo dialéctico: Un proceso de cambio histórico basado 
no en la evolución, sino en la revolución. La base y la 
superestructura existentes (tesis) entrarían en conflicto con las 
nuevas innovaciones tecnológicas, generando una creciente 
oposición al orden vigente (antítesis). Esto culminaría en una 
revolución que derrocaría la base y la superestructura obsoletas 
(síntesis). 

Plusvalía del trabajo: El valor invertido en cualquier bien de 
producción humana que pueda ser utilizado por otra persona. Se 
produce explotación cuando una persona o grupo extrae la 
plusvalía de otro. 

Proletariado: La clase obrera. 

Superestructura: Todas las instituciones no económicas de una 
sociedad (como, por ejemplo, la religión, la cultura o la identidad 
nacional). Estas ideas y valores emanan de la base y sirven para 
legitimar el sistema de explotación vigente. 

Vanguardia del proletariado: Concepto clave del argumento de 
Lenin según el cual, debido a la falsa conciencia de la clase obrera, 
tendría que ser un partido comunista de élite el que llevara a cabo 
la revolución; de lo contrario, las condiciones históricas nunca 
conducirían automáticamente a la desaparición del capitalismo. 


Para Marx, pues, el mundo podía concebirse perfectamente 
en términos económicos, en tanto que toda acción humana 
emanaba de las relaciones entre los ricos y los pobres. Marx 
creía que eran las estructuras, antes que las personas o las 
ideas, las que modelaban la historia. Concretamente, 
consideraba que la historia y las relaciones humanas 
dependían de lo que él llamaba la base y la superestructura. La 
base es el sistema de producción económica, que incluye el 
nivel de tecnología empleado (lo que él denominaba «medios 
de producción») y el tipo de relaciones de clase que se generan 
como resultado (las «relaciones de producción»). Sobre esta 
base reposa la superestructura, que representa todas las 
instituciones humanas no económicas: la política y el estado, la 
identidad y la cultura nacionales, la religión, etc. Marx 
concebía esta superestructura como un sistema de instituciones 
creado básicamente para justificar y perpetuar el orden 
vigente. En consecuencia, las personas adolecen de una «falsa 


conciencia», lo que significa que creen que comprenden la 
verdadera naturaleza del mundo que les rodea, pero en 
realidad son enganadas por la superestructura impuesta por el 
capitalismo. Asi pues, Marx y la mayoria de los comunistas 
rechazaban la democracia liberal en tanto la consideraban un 
sistema concebido para engañar a los explotados haciéndoles 
creer que tienen voz y voto en su destino político, cuando en 
realidad son los ricos quienes controlan la política. 


La revolución y el «triunfo» del comunismo 


Tras diseccionar la que para él era la auténtica naturaleza de la 
política, la economía y la sociedad, Marx utilizó este marco 
teórico para interpretar el desarrollo histórico y anticipar el 
futuro del capitalismo. Llegó a la conclusión de que la historia 
humana se desarrollaba en diversas fases, cada una de las 
cuales venía impulsada por un determinado tipo de 
explotación. En cada fase —argumentaba—, la forma de 
explotación se estructuraba en torno al nivel de tecnología 
existente. En las primeras sociedades agrarias, por ejemplo, el 
feudalismo era el orden político y económico dominante; la 
rudimentaria tecnología disponible ataba a los individuos a la 
tierra para que la aristocracia pudiera explotar su trabajo. 
Aunque este tipo de relaciones puedan parecer estables, la 
tecnología en sí misma siempre es dinámica. Consciente de 
ello, Marx sostenía que las inevitables transformaciones 
producidas en la tecnología acrecentaban las tensiones entre 
gobernantes y gobernados en la medida en que dichas 
transformaciones potenciaban el auge de nuevos grupos que 
chocaban con la base y la superestructura existentes. En el caso 
del feudalismo, la tecnología emergente potenció el auge de 
una temprana clase media propietaria capitalista, o burguesía, 
cuyos miembros aspiraban a obtener poder político y rehacer 
el orden económico y social de un modo más acorde con sus 
ambiciones capitalistas. 

A la larga, las tensiones resultantes de los avances 
tecnológicos desembocaban en una revolución: quienes 
ostentaban el poder eran derrocados, y les reemplazaba una 


nueva clase dominante. En todos los casos, el cambio era 
repentino y violento, y sentaba las bases para el 
establecimiento de una nueva base y superestructura 
económicas. Marx denominaba a todo este proceso 
materialismo dialéctico. El término dialéctico hace referencia 
al concepto que utilizaba para describir la historia como una 
lucha entre el orden existente (la tesis) y el desafío planteado a 
ese orden (la antítesis), de lo que resultaba un cambio histórico 
(la síntesis). Por su parte, materialismo alude simplemente al 
hecho de que esta tensión tiene que ver con factores 
materiales, concretamente económicos. Marx creía que las 
revoluciones son consecuencia inevitable de este proceso 
dialéctico. 

Basándose en estas ideas, Marx concluía que la democracia 
capitalista, que había desplazado al feudalismo, sería destruida 
por sus propias contradicciones internas. A medida que se 
desarrollara el capitalismo, se intensificaría la competencia 
entre empresas. En este proceso, la clase obrera, o 
proletariado, se encontraría en el bando perdedor en tanto las 
empresas emplearían cada vez más tecnología para reducir el 
número de trabajadores y la intensa competencia llevaría a la 
quiebra a las que no resultaran rentables. La burguesía se 
empequeñecería cada vez más a medida que la riqueza de la 
sociedad se concentrara en cada vez menos manos, y los 
grandes monopolios pasarían a dominar la economía. La 
excesiva oferta de mano de obra generada por estos factores 
reduciría los salarios de la clase obrera y engrosaría las filas de 
los desempleados. 

Alienado y arrastrado a la desesperación por estas 
condiciones, el proletariado «tomaría conciencia» del 
verdadero origen de su pobreza y se rebelaría. Entonces 
llevaría a cabo una revolución, tomando el control del estado y 
la economía. Marx concebía este proceso no solo como un 
fenómeno nacional, sino también internacional. Su hipótesis 
era que, cuando se dieran las condiciones adecuadas, la 
revolución se extendería a todos los países capitalistas, 
barriendo este orden injusto. 


DESTACAMOSLas fases de la historia humana según Marx 


Feudalismo 

Revolución: 

auge del 

proletariado 
Democracia capitalista 

Revolución: 

auge de la 

burguesía 


Dictadura del proletariado 
Agostamiento 
del estado 


Utopía comunista 


Marx preveía que, una vez se hubiese producido la 
revolución mundial, se instauraría temporalmente una 
«dictadura del proletariado» durante la cual se eliminarían los 
últimos vestigios del capitalismo, especialmente los restos de la 
antigua superestructura. Tras eliminar de manera decisiva las 
instituciones del capitalismo, las propias instituciones del 
estado empezarían a «agostarse». Ya no harían falta leyes ni 
policía, porque todo el mundo compartiría por igual los frutos 
del trabajo. Ya no habría necesidad de ejércitos ni de banderas, 
porque las personas estarían unidas en la igualdad en lugar de 
cegadas por la falsa conciencia del nacionalismo. La gente 
viviría en un mundo sin estado, y la historia, cuyo motor había 
sido para Marx la explotación y la lucha de clases, básicamente 
llegaría a su fin. Solo entonces se podria hablar de 
«comunismo» propiamente dicho; de ahí que históricamente 
los partidos comunistas generalmente se hayan referido a sus 
propios países como «socialistas», puesto que todavía estaban 
controlados por el estado. Esta confusión terminológica se ve 
agravada por el hecho de que en las democracias avanzadas la 
gente suele utilizar el término socialismo como sinónimo de 
socialdemocracia, pese a lo cual la mayoría de los 
socialdemócratas han concebido tradicionalmente el socialismo 
como una etapa final, donde el estado ejerce un control 
significativo, pero no total, sobre la economía. Para los 
comunistas, en cambio, el socialismo es una fase de transición 


hacia una época en la que la propiedad privada y el estado ya 
no existiran. 


El comunismo en la práctica 


El comunismo proporciona, así, una cosmovisión integral, 
explicando el curso de la historia humana y la inevitable 
ascensión a la utopía como productos de la interacción 
económica. Como sabemos, tan radical teoría ha convencido a 
muchas personas, especialmente a quienes pretendían poner en 
práctica las ideas de Marx. 

Dos de los seguidores más notables de las ideas de Marx 
fueron Vladímir Ilich Uliánov, más conocido como Lenin, y 
Mao Zedong. Lenin y Mao lideraron respectivamente las 
revoluciones comunistas acaecidas en Rusia en 1917 y en 
China en 1949. Sin embargo, aunque ambos se inspiraron en 
Marx, se apartaron de sus ideas al intentar llevar a cabo la 
revolución en dos países apenas industrializados que estaban 
lejos de ser capitalistas. Marx había argumentado que la 
revolución solo se produciría donde y cuando el capitalismo 
estuviera más avanzado y, por lo tanto, fuera más susceptible 
de desmoronarse; no obstante, al final de su vida aceptó la 
posibilidad de que la revolución pudiera producirse también en 
un país menos desarrollado como Rusia, en contradicción con 
sus propias teorias!!3, Lenin, por su parte, creía posible hacer 
la revolución en países menos avanzados si sus líderes 
construían una vanguardia del proletariado, un término con 
el que hacía referencia a un pequeño movimiento 
revolucionario que pudiera tomar el poder en nombre del 
pueblo aunque este careciera todavía de la conciencia 
necesaria para alzarsel!%, Este enfoque supuso que en la 
práctica el comunismo se extendiera allí donde el nivel de 
desarrollo económico era relativamente bajo, exactamente lo 
contrario de lo que Marx había teorizado originalmente. 

Sin embargo, mientras el número de regímenes comunistas 
iba en aumento, todos ellos afrontaban un dilema común: 
cómo construir exactamente el comunismo. Marx no había 
dejado ningún plan acerca de qué hacer una vez hubiera 


triunfado la revolución. En muchos aspectos, los comunistas 
partían del supuesto de que la revolución era la parte difícil y 
lo que debía ocurrir después se produciría de forma 
automática. Así pues, debido en parte al hecho de que Marx no 
había proporcionado un esquema específico de cómo debía 
construirse el comunismo, las instituciones que se crearon en 
esos países presentaban una gran disparidad. La mayoría se 
basaban en las formas desarrolladas por primera vez en la 
Unión Soviética a partir de 1917. Dado que aspiraban a 
reformar las relaciones humanas de una manera tan radical, los 
estados comunistas acumularon un alto nivel de autonomía y 
capacidad, lo que en ocasiones haría que sus regímenes 
acabaran cayendo en el totalitarismo llevados por su impulso 
de transformar prácticamente todas las instituciones humanas 
básicas. 

Esta labor de transformación se encomendó a una élite 
comunista que pasó a dirigir el estado y ocupar prácticamente 
todos sus cargos!15, En la cúspide, el poder político residía en 
el Partido Comunista, una organización de «vanguardia» 
relativamente pequeña (habitualmente incluía menos del 10 % 
de la población) cuyo papel de liderazgo en el país solía estar 
directamente consagrado en la constitución, lo que implicaba 
que constitucionalmente no había forma alguna de expulsar al 
partido del poder. Dado que el Partido Comunista encarnaba la 
que consideraba la visión «correcta» de la historia humana y 
las relaciones futuras, las organizaciones e ideologías 
alternativas que integraban la sociedad civil se juzgaban 
hostiles al comunismo y, en consecuencia, eran reprimidas. 

Sin embargo, como veíamos en el capítulo 6 al hablar de los 
regímenes no democráticos, ningún sistema de gobierno puede 
sobrevivir únicamente mediante la amenaza de la fuerza. Los 
partidos comunistas mantuvieron el control sobre la sociedad 
no solo por medio de la represión, sino también mediante un 
meticuloso reparto del poder a través de las diversas 
instituciones políticas, sociales y económicas del país; es decir, 
mediante una exhaustiva forma de cooptación. Uno de los 
ejemplos más evidentes de esta estrategia es la denominada 
nomenklatura, un conjunto de cargos políticamente delicados 


o influyentes en el estado, la sociedad o la economía que se 
asignaban a personas elegidas o aprobadas por el Partido 
Comunista. La nomenklatura abarcaba un amplio abanico de 
puestos relevantes: rector de universidad, director de 
periódico, oficial del ejército, director de cine... Como no 
podría ser de otro modo, la aprobación del partido solía 
requerir la afiliación previa, lo que hacía que afiliarse resultara 
la forma más fácil de demostrar lealtad y ascender en el 
escalafón. La pertenencia al partido también podía comportar 
otros beneficios, como disponer de mejores viviendas, la 
posibilidad de viajar al extranjero o el acceso a bienes de 
consumo escasos. Debido a ello, la afiliación al partido con 
frecuencia estaba motivada más por oportunismo que por 
idealismo; muchos se afiliaban para poder desarrollar 
determinadas carreras profesionales o simplemente para 
obtener las prebendas que la pertenencia al partido podía 
proporcionar!16, 


DESTACAMOSFiguras importantes del comunismo 


Karl Marx (1818-1883): El primer filósofo que elaboró una teoría 
sistemática argumentando por qué el capitalismo fracasaría y sería 
reemplazado por el comunismo; considerado el padre del 
pensamiento comunista moderno. 

Lenin (Vladímir Ilich Uliánov) (1870-1924): Aplicó el 
pensamiento marxista a Rusia, liderando con éxito una revolución 
en 1917; se apartó de la concepción de Marx al sostener que la 
revolución no se produciría en las sociedades más desarrolladas, 
sino más bien en países con dificultades como Rusia. 

lósif Stalin (lósif Vissariónovich Dzhugashvili) (1879-1953): 
Sucedió a Lenin como líder de la Unión Soviética; emprendió una 
rápida industrialización, modificando el pensamiento marxista al 
argumentar que era posible construir el socialismo en un solo país; 
tras la Segunda Guerra Mundial extendió el comunismo a la 
Europa del Este; tres años después de muerto, en 1956, Nikita 
Jrushchov le criticó en un célebre discurso por haber recurrido al 
culto a la personalidad, a las purgas y al terror. 

Mao Zedong (1883-1976): Lideró el Partido Comunista de China 
y durante la Segunda Guerra Mundial luchó contra sus rivales 
chinos y los ocupantes japoneses; dada la naturaleza 
primordialmente agraria de China, modificó el pensamiento 


comunista para centrarse en el campesinado en lugar de la clase 
obrera; en 1966 puso en marcha la Revolución Cultural para 
debilitar al partido e incrementar su propio poder. 

Deng Xiaoping (1905-1997): Luchó junto a Mao Zedong contra 
los nacionalistas chinos y los ocupantes japoneses durante la 
Segunda Guerra Mundial; en 1956 fue nombrado secretario 
general del Partido Comunista chino; durante la Revolución 
Cultural fue despojado de todos sus cargos, pero resurgió como 
líder del país tras la muerte de Mao; en la década de 1980 
favoreció la liberalización económica y apoyó la represión de las 
protestas de la plaza de Tiananmén. 

Fidel Castro (1926-2016): Lideró la Revolución cubana de 1959 
y defendió el sistema comunista frente a las fuerzas 
anticomunistas y la oposición estadounidense; siguió defendiendo 
el socialismo cubano pese a la desintegración de la Unión 
Soviética y la desaparición de otros regímenes comunistas de la 
Europa del Este. 

Mijaíl Gorbachov (n. 1931): En 1985 fue nombrado secretario 
general del Partido Comunista de la Unión Soviética; puso en 
marcha las políticas paralelas de la perestroika (reestructuración 
económica) y la glásnost (liberalización política), que a la larga 
desembocarían en una creciente discordia en el país y un fallido 
intento golpista por parte de los comunistas más acérrimos que se 
oponían a que hubiera más reformas; la desintegración de la 
Unión Soviética resultante dejó a Gorbachov sin un país que 
gobernar. 


El papel dominante desempeñado por el Partido Comunista 
y la nomenklatura creó una relación de poder distinta de las de 
los sistemas democráticos y de muchos otros sistemas no 
democráticos. Lejos de centrarse en el estado y el gobierno, el 
poder residía en el partido. Así, por ejemplo, cuando los 
observadores aludían al «líder» de un país comunista, por regla 
general no hablaban de un cargo del gobierno, sino del 
secretario general del Partido Comunista. De hecho, era 
habitual que los principales líderes del partido no ocuparan 
ningún cargo oficial importante en el estado. Aunque los 
sistemas políticos de los países comunistas se parecían en gran 
medida a los que podemos ver en otras partes del mundo, 
normalmente con un primer ministro o presidente, un 
parlamento, una judicatura y algún tipo de administración 


local, todos los cargos relacionados con dichas instituciones 
formaban parte de la nomenklatura y, en consecuencia, 
estaban ocupados por miembros del partido designados por los 
lideres de este. Aunque habitualmente existian todos los 
elementos característicos de la democracia, como la 
celebración de elecciones parlamentarias, los candidatos eran 
casi exclusivamente miembros del Partido Comunista, sin que 
hubiera una competencia real. Además, en la práctica los 
parlamentos y otros órganos del poder eran instituciones que 
se dedicaban poco más que a dar el visto bueno oficial a las 
decisiones que ya había adoptado y les presentaba la jerarquía 
del partido. 

En cuanto al partido en sí, en muchos aspectos este 
constituía de manera intencionada un reflejo del estado. Había 
un secretario general con funciones presidenciales, y un 
Politburó (abreviatura de «Buró Político») y un Comité 
Central que actuaban respectivamente como una especie de 
gabinete y de asamblea legislativa, encargados de modelar la 
política nacional y confirmar las decisiones del líder del 
partido. Por debajo del Comité Central se desplegaba todo un 
entramado de órganos que se extendía hasta los lugares de 
trabajo o de residencia individuales, donde los miembros del 
partido eran asignados a organizaciones de base llamadas 
células. Aparentemente estas células estaban destinadas a 
representar los intereses del pueblo, pero en realidad eran 
básicamente mecanismos que el partido utilizaba para 
controlar de cerca a la población. Tradicionalmente el Partido 
Comunista celebraba un congreso cada pocos años. En estas 
reuniones, los delegados enviados por las células del partido 
elegían a sus líderes, pero de hecho estas elecciones servían 
para poco más que confirmar a quienes ya ejercían el poder. Al 
margen del partido y del estado se permitía operar a un 
número limitado de organizaciones, como los sindicatos, que a 
su vez se hallaban vinculados al estado y al partido, 
completando así una estructura extremadamente corporativista 
integrada por organizaciones oficialmente aprobadas para 
todas las facetas de la sociedad. 

Mientras el partido y su nomenklatura controlaban las 


organizaciones clave, la ideologia comunista moldeaba la 
politica y trataba de legitimar el control autoritario. Basada 
fundamentalmente en las teorfas de Marx adaptadas por Lenin 
y Mao, la ideologia comunista se centraba en eliminar la 
desigualdad y fomentar el desarrollo económico. Debido a la 
naturaleza expansiva de la ideología comunista y su promesa 
de una futura utopía, podría decirse que era, quizá más que las 
otras ideologías que analizábamos en el capítulo 3, una 
«religión» laica. Exigía fe incondicional en un conjunto de 
creencias además de sacrificios en aras de una recompensa 
futura, y poseía su propia colección de textos sagrados, 
santuarios, santos, mártires y demonios. Sus adeptos veneraban 
a líderes carismáticos que fungian como profetas del 
comunismo, como Lenin, Mao, Stalin y Fidel Castro. Muchos 
de estos carismáticos líderes comunistas reforzaban su posición 
mediante un elaborado culto a la personalidad, tal como 
hemos visto anteriormente. 

La búsqueda y el ejercicio de este monopolio del poder, 
expresado a través de la nomenklatura y de la profunda 
penetración del partido en el estado y la sociedad hasta los 
estratos más básicos del hogar y el puesto de trabajo, se 
revelaría peligroso e incluso letal. En las primeras décadas de 
gobierno comunista en la Unión Soviética, China y la Europa 
del Este, el partido utilizó el terror para eliminar a la oposición 
y mantener el control. Perecieron decenas de millones de 
personas, especialmente en la Unión Soviética de Stalin y la 
China de Mao. 

Bajo el gobierno de Stalin, muchos miembros del Partido 
Comunista de la Unión Soviética fueron purgados y ejecutados 
por delitos imaginarios. No se trató de errores judiciales: Stalin 
utilizó el terror para victimizar a una serie de «criminales» 
simbólicos como una forma de intimidar tanto al Partido 
Comunista como al conjunto de la población!!17. De manera 
similar, a finales de la década de 1960 Mao desencadenó en 
China la llamada Revolución Cultural, alentando a la 
ciudadanía (especialmente a los estudiantes) a atacar a 
cualquier institución o persona a la que se considerara un 
vestigio de la China precomunista o careciera de celo 


revolucionario. Entre los objetivos de Mao figuraba el partido- 
estado, que el lider juzgaba que se habia vuelto conservador 
con el tiempo y ademas estaba restringiendo su propio poder 
(estamos hablando, como en otros contextos similares, de un 
estado de partido único en el que, de facto, se fusionaba el 
partido con el estado, de ahí lo de «partido-estado»); de hecho, 
uno de sus eslóganes más notorios fue «Bombardead los 
cuarteles generales», refiriéndose a la necesidad de depurar el 
partido. Durante la década siguiente murieron un incontable 
número de personas, se quemaron libros, se destruyeron obras 
de arte y se demolieron reliquias culturales, todo ello por el 
delito de ser «reaccionarios»!18, 


La economía política comunista 


Si en los casos de Stalin y Mao la singular búsqueda del poder 
del Partido Comunista desembocó en un flagrante abuso de 
este, de manera similar la centralización del poder económico 
generó problemas que la teoría marxista no había previsto. Los 
sistemas político-económicos comunistas compartían una serie 
de instituciones fundamentalmente distintas de sus alternativas 
de carácter liberal, mercantilista o socialdemócrata, en tanto el 
estado había absorbido en la práctica tanto los mercados como 
la propiedad!19, 

Dado que el estado era el dueño de los medios de 
producción, muchos de los aspectos característicos del 
capitalismo que damos por sentados —como, por ejemplo, el 
beneficio individual, el desempleo, la competencia entre 
empresas o la bancarrota— fueron eliminados. Los individuos 
perdieron su derecho a controlar la propiedad, incluido su 
propio trabajo; era el partido-estado el que tomaba las 
decisiones acerca de cómo utilizar esos recursos. Los líderes 
comunistas redirigieron la riqueza nacional hacia el objetivo 
de la igualdad colectiva mediante mecanismos como la 
industrialización y los gastos sociales. En la Unión Soviética 
murieron varios millones de personas en la década de 1930 a 
raíz de la colectivización forzosa de la agricultura. En China, 
una tentativa de industrialización acelerada, junto con la 


colectivización de la agricultura durante el llamado Gran Salto 
Adelante (1959-1961), provocaron una hambruna que causó 
alrededor de 45 millones de muertes. Como diría el propio 
Mao: «Cuando no hay comida suficiente, la gente muere de 
hambre. Merece la pena que la mitad muera para que la otra 
mitad pueda comer bien»!20, 

Junto con la propiedad privada, los sistemas comunistas 
también eliminaron las dos fuerzas básicas del mercado, la 
oferta y la demanda, al considerar que estos factores no podían 
distribuir equitativamente la riqueza. Los países comunistas 
optaron en gran medida por reemplazar al mercado por la 
burocracia estatal, que asignaba explícitamente los recursos 
planificando lo que debía producirse y en qué cantidades, 
fijando los precios finales de esos bienes y decidiendo dónde 
debían venderse. Este sistema se conoce como planificación 
centralizada. 


DESTACAMOSEconomía política comunista 


«Los mercados y la propiedad son plenamente absorbidos por el 
estado. 

eLa planificación centralizada reemplaza al mecanismo del 
mercado. 

*Prácticamente desaparecen los derechos de propiedad 
individual, los beneficios individuales, el desempleo, la 
competencia entre empresas y la quiebra. 

«La mayoría de los medios de producción del país están 
nacionalizados. 

eLa economía funciona, en esencia, como una sola gran empresa 
cuyos únicos empleados son los ciudadanos. 

*El estado proporciona una amplia gama de bienes públicos y 
prestaciones sociales, incluido un sistema universal de 
educación pública, atención sanitaria y pensiones de 
jubilación. 

«Se reducen la desigualdad y la pobreza, pero no desaparecen. 


Como resulta fácil imaginar, planificar toda una economía 
es una labor extremadamente ardua, y los planificadores 
comunistas de hecho se vieron superados por la tarea de 


encajar todas las entradas y salidas de materiales que requiere 
la producción de bienes. Sencillamente había demasiadas cosas 
que planificar (en la Unión Soviética, por ejemplo, los 
materiales que debían gestionar los planificadores incluían 
entre 40.000 y 50.000 tipos de artículos físicos distintos), y 
asimismo había demasiadas circunstancias imprevistas, como, 
por ejemplo, el incumplimiento de la cuota de producción por 
parte de una fábrica o la necesidad de adaptarse a un cambio 
en la demanda. Dado que la mayoría de las entidades que 
intervienen en una economía son interdependientes, incluso los 
problemas más pequeños pueden tener un efecto enorme en el 
conjunto del plan. Un error de cálculo que se tradujera en una 
insuficiente producción de acero, por ejemplo, podría tener 
efectos desastrosos en todos los bienes que dependieran de 
dicho material, algunos de los cuales serían componentes de 
otros productos acabados. Por otra parte, dado que la 
planificación centralizada priorizaba la industrialización, 
también se centraba menos en los bienes de consumo, lo que 
generaba escasez de productos tales como los televisores y los 
automóviles. 

Otro problema con el que chocaban las economías 
planificadas era la falta de incentivos para los trabajadores. Las 
fábricas y granjas no se preocupaban por la calidad de sus 
productos, dado que los planificadores se limitaban a 
establecer una cuota numérica que debían cumplir. Los 
trabajadores no tenían miedo a perder su puesto de trabajo o a 
que las fábricas quebraran por producir bienes de mala 
calidad, puesto que en el comunismo el empleo estaba 
garantizado y las empresas, al ser propiedad del estado, 
tampoco podían quebrar. Esta estructura explica en parte por 
qué con el tiempo todos los países comunistas acabaron 
quedando económicamente rezagados: ante la ausencia de 
competencia y de incentivos, la innovación y la eficiencia se 
desvanecieron, lo que produjo el estancamiento de estos 
sistemas. 

Al considerar todos estos cambios, una última cuestión que 
se plantea es si las instituciones comunistas realmente 
eliminaron la pobreza y la desigualdad tal como pretendían. 


Como veiamos en el capitulo 4, durante el comunismo el indice 
de Gini correspondiente a la Unión Soviética y otros estados 
comunistas europeos se situaba por debajo de 30, una cifra 
extremadamente baja incluso si la comparamos con las 
socialdemocracias. Además, los extendidos gastos sociales, 
destinados a cubrir necesidades que iban desde las carreteras y 
la electricidad hasta la atención sanitaria y las pensiones, 
sacaron a millones de personas de la pobreza extrema. Por otro 
lado, no obstante, estas prestaciones se distribuyeron de forma 
desigual: las zonas rurales y las regiones con minorías étnicas a 
menudo estaban mucho menos desarrolladas, y la pobreza 
nunca llegó a desaparecer realmente. Además, los miembros de 
la nomenklatura podían recurrir a su poder político para 
obtener acceso a bienes escasos, como, por ejemplo, mejores 
viviendas, automóviles o viajes al extranjero. La ausencia de 
propiedad privada no erradicó la corrupción. Así pues, aunque 
el comunismo sin duda creó un sistema más igualitario, lo hizo 
pagando un alto precio, y subsistieron importantes elementos 
de desigualdad. 


Las instituciones sociales en el comunismo 


Además de rediseñar la política y la economía para eliminar la 
desigualdad y la explotación asociadas a los sistemas 
capitalistas, los partidos comunistas también aspiraban a 
reordenar las relaciones humanas con la esperanza de erradicar 
así la vieja superestructura a la que juzgaban responsable de 
generar falsa conciencia. Un aspecto de dicha superestructura 
que fue objeto de especial hostilidad fue la religión. 

Es de todos conocida —y reproducida a menudo— la 
afirmación de Marx de que «la religión es el opio del pueblo». 
Como una droga, la religión hace insensibles de su propio 
dolor a quienes la practican, en este caso prometiéndoles que 
serán recompensados en la otra vida por soportar su 
sufrimiento presente, y legitimando con ello la desigualdad y 
la pobreza perpetuadas por la superestructura. En 
consecuencia, la religión fue duramente reprimida en la mayor 
parte de los países comunistas. En la Unión Soviética, la 


mayoria de los lugares de culto se clausuraron y se 
reconvirtieron para otros usos o bien se demolieron. En China, 
durante la Revolución Cultural, se destruyeron templos y otros 
santuarios religiosos. Incluso allí donde la religión fue más 
tolerada, el Partido Comunista ejerció un control directo sobre 
ella u hostigó sistemáticamente a quienes la practicaban. 


DESTACAMOSLas instituciones sociales en el comunismo 
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Los marxistas también consideraban que las relaciones 
tradicionales de género eran un resultado directo del 
capitalismo; más concretamente, un microcosmos de las 
relaciones de clase. Los hombres explotaban a las mujeres 
mediante la estructura familiar del mismo modo que la 
burguesía explotaba al proletariado, y la moral sexual actuaba 
como un medio para perpetuar esa desigualdad de género. El 
comunismo preveía una absoluta igualdad económica, social y 
política entre hombres y mujeres. Incluso la represiva 
institución del matrimonio desaparecería igual que el 
estado!21, 

Pese a los ideales marxistas, bajo el gobierno comunista las 
relaciones de género solo cambiaron de manera parcial. Es 
cierto que en la mayoria de los paises comunistas las mujeres 
tuvieron muchas mas oportunidades de las que habian tenido 
hasta entonces. A fin de promover la industrialización, los 
partidos comunistas alentaron a las mujeres a incorporarse a la 
población activa y mejorar su educación. La mayoría de los 
países también promulgaron leyes de talante liberal para 
regular el divorcio y el aborto, y ofrecieron servicios sociales 


como guarderías públicas. Sin embargo, esos cambios no 
sirvieron para modificar el papel tradicional de las mujeres 
como madres y amas de casa. La «nueva mujer socialista» no se 
complementó con un «nuevo hombre socialista». Persistieron 
las pautas tradicionales de sexismo, y las mujeres hubieron de 
cargar con la doble tarea del trabajo dentro y fuera del hogar. 
Además, aunque muchas mujeres desempeñaron ocupaciones 
importantes, pocas ascendieron a cargos dotados de un poder 
político o económico significativo, y los hombres siguieron 
dominando los más altos puestos del partido, el estado y la 
economia!22, 

Un último aspecto de la sociedad que los países comunistas 
intentaron cambiar fue la identidad nacional y étnica. Como 
parte de la superestructura, el nacionalismo y la etnicidad se 
consideraban mecanismos mediante los cuales la élite dirigente 
enfrentaba a las clases trabajadoras de distintos países entre sí 
para dividirlas y dominarlas. Se esperaba que con el 
advenimiento de la revolución comunista mundial tales 
divisiones desaparecieran, para ser reemplazadas por la 
igualdad y la armonía entre todos los pueblos. Debido a ello, 
en general los partidos comunistas rechazaron cualquier 
expresión manifiesta de nacionalismo y etnicidad, aunque las 
identidades nacionales y étnicas a menudo persistieron en un 
segundo plano. En el vasto territorio de la Unión Soviética, por 
ejemplo, había muchos grupos étnicos, pero el Partido 
Comunista tendía a estar dominado por los rusos, que 
constituían el grupo étnico más numeroso. A muchos soviéticos 
no rusos les irritaba aquella dominación rusa, y, de manera 
similar, muchos europeos orientales veían el dominio 
comunista como poco más que un imperialismo ruso; eso hizo 
que, lejos de desvanecerse, sus identidades nacionales se vieran 
exacerbadas. Ese nacionalismo latente desempeñaría un 
importante papel en la caída del comunismo en la Unión 
Soviética y la Europa del Este, así como en la posterior 
evolución política de estos países. 


El desplome del comunismo 


Retrospectivamente, decir que el comunismo estaba destinado 
al fracaso puede parecer una obviedad. Sin embargo, cuando 
estaba a punto de desmoronarse en Europa todavia eran pocos 
quienes esperaban que eso fuera a suceder pronto. Hubo dos 
factores que desempeñaron un importante papel a la hora de 
precipitar el repentino declive del comunismo. 

El primero fue el resurgimiento de la Guerra Fría entre la 
Unión Soviética y Estados Unidos. Tras las tensas décadas de 
1950 y 1960, que estuvieron marcadas por la competencia 
internacional, la carrera armamentística y acontecimientos 
angustiosos como la Crisis de los Misiles en Cuba, Estados 
Unidos y la Unión Soviética entraron en un período de 
distensión en el que la coexistencia pacífica se convirtió en el 
principal objetivo. Pero la distensión duró menos de una 
década. La invasión soviética de Afganistán en 1979 a fin de 
apuntalar el fallido régimen comunista del país y la elección de 
Ronald Reagan como presidente estadounidense en 1980 
agriaron las relaciones entre las dos potencias. Reagan, que 
consideraba a la Unión Soviética un «imperio del mal», se 
embarcó en una nueva política de rearme militar. Pero el 
creciente estancamiento económico hizo que a los soviéticos 
les resultara difícil asumir el coste de afrontar aquel reto. 

Al mismo tiempo que Estados Unidos y la Unión Soviética 
iniciaban una nueva y costosa etapa de la Guerra Fría, en la 
URSS accedió al poder una nueva generación de líderes 
políticos. Uno de ellos era Mijaíl Gorbachov, que en 1985 fue 
elegido secretario general del Partido Comunista. A diferencia 
de sus predecesores, Gorbachov era consciente del 
estancamiento del sistema soviético y del coste potencial de 
una nueva carrera armamentística. En consecuencia, se 
propuso reformar las relaciones internacionales y la política 
interior, y, por ende, revitalizar tanto la Unión Soviética como 
el pensamiento comunista. 

En el ámbito interior, Gorbachov puso en marcha las dos 
políticas paralelas conocidas como glásnost (apertura) y 
perestroika (reestructuración), con las que pretendía liberalizar 
y reformar el comunismo. Con la glásnost se alentaba el 
debate público con la esperanza de que hablar abiertamente de 


las deficiencias del sistema ayudara a fomentar el cambio y 
dotar de mayor legitimidad al régimen. Esa critica, a su vez, 
seria la base de la perestroika, un conjunto de reformas 
institucionales de calado en la economia y el sistema politico. 
Se esperaba que las reformas incluyeran algunas formas 
limitadas de participación democrática e  introdujeran 
incentivos de mercado en la economía. El objetivo del 
presidente soviético era una reforma moderada, no una 
transformación radical. 

En el ámbito internacional, Gorbachov propuso asimismo 
una serie de cambios de amplio alcance, aunque moderados. 
Para reducir la carga militar de la Unión Soviética y mejorar 
las relaciones con los países occidentales, empezó a relajar el 
control de la URSS sobre la Europa del Este, que estaba bajo el 
dominio soviético desde el final de la Segunda Guerra Mundial. 
Gorbachov esperaba que un cierto grado de liberalización en la 
región aliviaría las tensiones con Europa y Estados Unidos, lo 
que permitiría expandir el comercio y reforzar otros lazos 
económicos. 

Sin embargo, como escribiera Alexis de Tocqueville en 
referencia a la monarquía francesa, el momento más peligroso 
para un mal gobierno suele ser cuando este empieza a 
reformarse. La glásnost alentó el debate público, pero en lugar 
de limitarse a criticar la corrupción en la nomenklatura o la 
calidad o ausencia de determinados bienes de consumo, como 
esperaba Gorbachov, la gente empezó a cuestionar la propia 
naturaleza del sistema político. Por su parte, diversos grupos 
étnicos de la Unión Soviética y ciudadanos de los estados de la 
Europa del Este también aprovecharon la glásnost para hacer 
campaña en favor de una mayor libertad frente a la 
dominación rusa. 

La perestroika tuvo efectos igualmente inesperados. Al 
pretender hacer reformas políticas y económicas, Gorbachov 
planteaba una amenaza a quienes en el partido se habían 
beneficiado durante tanto tiempo del statu quo. Líderes 
políticos, administradores, directores de fábrica y muchos otros 
miembros de la nomenklatura se opusieron a las reformas, 
adoptando una postura que desembocaría en luchas internas e 


inestabilidad. El problema se vio agravado por la 
incertidumbre que generaba el hecho de no saber hasta dónde 
iban a llegar las reformas de Gorbachov, lo que intensificó la 
confusión en el partido, el estado y la sociedad acerca de hacia 
dónde se encaminaban el comunismo y la Unión Soviética. 

Mientras tanto, en los estados satélites de la Unión Soviética 
el cambio avanzaba más deprisa de lo esperado. En 1989 la 
sociedad civil se reafirmó rápidamente en toda la Europa del 
Este, en tanto la ciudadanía empezó a aprovechar la nueva 
política no intervencionista de Gorbachov para oponerse a los 
regímenes comunistas de sus países, exigiendo la celebración 
de elecciones libres y el final del régimen de partido único. 
Conscientes de que la Unión Soviética ya no iba a intervenir 
militarmente para apoyarlos, los líderes de los partidos 
comunistas de la Europa del Este no tuvieron más remedio que 
ceder. Como resultado, en 1990 los comunistas habían sido 
desalojados de su monopolio de poder en toda la región. En la 
mayoría de los casos, este cambio de régimen fue en gran parte 
pacífico. 

La Unión Soviética no tardaría en seguir sus pasos. En 1991 
el país se hallaba sumido en una profunda confusión: las 
limitadas reformas llevadas a cabo no habían hecho sino 
aumentar el apetito de la ciudadanía por un cambio de mayor 
calado; el final del comunismo en la Europa del Este 
envalentonó aún más la oposición en la propia Unión 
Soviética, y los conflictos étnicos y el nacionalismo iban en 
aumento mientras varios grupos se disputaban el poder 
político!23, Finalmente los comunistas más acérrimos trataron 
de interrumpir el proceso de reforma mediante un golpe de 
estado que tenía por objetivo tomar el poder y detener a 
Gorbachov. Sin embargo, aquellos líderes carecían del apoyo 
de actores importantes como el ejército, y las manifestaciones 
ciudadanas contribuyeron a frustrar un golpe por lo demás mal 
planificado124, 

Tras el fallido golpe de estado, las diversas repúblicas que 
configuraban la Unión Soviética se desgajaron. Parte de ello 
fue un resultado lógico de los movimientos nacionalistas y 
secesionistas. Además, las élites de los partidos comunistas de 


muchas de aquellas repúblicas vieron la ocasión de aferrarse al 
poder como líderes de nuevos estados soberanos. Se crearon así 
15 nuevos países independientes, de los que Rusia pasaría a ser 
solo uno más. Pero el comunismo no se desplomó en todas 
partes. Aunque 1989 marcó la liberalización y los primeros 
pasos hacia la democracia en la Europa del Este y la Unión 
Soviética, ese mismo año, en China, una serie de protestas 
similares lideradas por estudiantes y alentadas por el ejemplo 
de Gorbachov desembocaron en una masacre cuando el 
ejército abrió fuego sobre la multitud en la plaza de 
Tiananmén de Pekín. Los líderes comunistas chinos ignoraron 
las demandas públicas de reforma y liberalización política, y 
mostraron su voluntad y determinación de utilizar la fuerza 
militar para sofocar violentamente cualquier protesta pacífica. 
¿Por qué la Unión Soviética y China siguieron trayectorias tan 
distintas? Examinaremos esta cuestión al final de este capítulo 
(véase «Las instituciones en la práctica»). 


CRONOLOGÍ AHistoria del comunismo 


K8 Marx y Friedrich Engels escriben el Manifiesto del Partido Comunista, un 
documento esencial del pensamiento comunista. 

Wladimir Lenin lidera la Revolución rusa que dará lugar a la Unión Soviética, el 
primer país comunista del mundo. 

DecáA8talia Pieza a detener y ejecutar a miembros del Partido Comunista soviético 
y a otros para consolidar su poder. 

Pagrcito soviético ocupa la Europa del Este, imponiendo regímenes comunistas; las 
tensiones entre Estados Unidos y la Unión Soviética desembocan en la Guerra Fría. 
Partido Comunista chino, liderado por Mao Zedong, se hace con el control de 
China continental. 

M628re Stalin. 

Nisóta Jrushchov condena el uso del terror por parte de Stalin y permite un limitado 
debate abierto; las protestas en Hungría desembocan en una revolución declarada 
contra el comunismo; el ejército soviético sofoca la Revolución húngara. 

M66-p976 en marcha la Revolución Cultural en China; los «guardias rojos», en su 
mayoría estudiantes, atacan los símbolos del precomunismo, y se acusa a los líderes 
del partido de haberse vuelto demasiado conservadores. 

Miiére Mao Zedong; mejoran las relaciones entre China y Estados Unidos; Deng 
Xiaoping llega al poder y empieza a promulgar reformas económicas generalizadas. 
Máil Gorbachov se convierte en secretario general del Partido Comunista soviético 
e inicia una serie de reformas económicas y políticas. 

E38l£ hina, las protestas estudiantiles en favor de la reforma política son aplastadas 
por el ejército en la plaza de Tiananmén. 

Fe Ab pa del Este, la ciudadanía aprovecha las reformas de la Unión Soviética 
para presionar en favor de un cambio político radical; las protestas políticas, en su 
mayoría pacíficas, desembocan en la celebración de elecciones libres y la 
desaparición del dominio comunista en la región. 


I90dreciente agitación en la Unión Soviética lleva a los conservadores comunistas a 
intentar derrocar a Gorbachov y tomar el poder; el golpe fracasa debido al escaso 
apoyo del ejército y a las manifestaciones ciudadanas; la Unión Soviética se divide en 
15 estados distintos. 


La transformación de las instituciones políticas 


Hasta aquí hemos estudiado la teoría comunista en lo relativo 
al origen y soluciones de la desigualdad, las dificultades para 
trasladar la teoría a la práctica, y el modo como las 
instituciones controladas por el estado se desintegraron en la 
mayor parte del mundo comunista. Sin embargo, por más 
espectacular que fuera la caída del comunismo, lo que le siguió 
a continuación no resultaría menos formidable. Los países 
poscomunistas hubieron de afrontar y siguen afrontando el 
reto de construir nuevas instituciones políticas, económicas y 
sociales capaces de forjar un nuevo equilibrio entre libertad e 
igualdad. La transformación simultánea de estos tres ámbitos 
no tiene precedentes, y está siendo una tarea coronada por 
diversos grados de éxito. 


Reorganización del estado y construcción de un régimen 
democrático 


Una tarea subyacente a la transición poscomunista ha sido la 
de reorganizar el estado en lo referente a su autonomía y 
capacidad. En los regímenes comunistas, el partido-estado (o 
partido único) podía dominar prácticamente todos los aspectos 
de las relaciones humanas sin ningún control efectivo. Pero 
con la desaparición del comunismo el partido se vio despojado 
de su papel protagonista en la vida política, lo cual, a su vez, 
dejó a muchos antiguos países comunistas con un estado 
poscomunista en expansión —aunque no siempre poderoso o 
especialmente legítimo— que no encarnaba el estado de 
derecho. 

Los países poscomunistas también han tenido que afrontar 
la perspectiva de construir regímenes democráticos allí donde 


el autoritarismo habia sido la norma durante mucho tiempo. 
Un proyecto asi comporta numerosas tareas: crear un 
mecanismo de separación de poderes entre el ejecutivo, el 
legislativo y el judicial; elegir entre los diferentes tipos de 
instituciones ejecutivas y legislativas; redactar la legislación 
electoral y regular los partidos políticos, y hacerlo todo de 
manera que suscite el apoyo de la mayoría de los actores de la 
sociedad. 

Los derechos y libertades civiles constituyen el último 
ámbito problemático en ese sentido. Como veíamos en el 
capitulo 5, el término derechos civiles hace referencia 
explícitamente a aquello que favorece la igualdad, mientras 
que libertades civiles alude a aquello que favorece la libertad, 
aunque en la práctica ambos conceptos tienen aspectos 
comunes. Los derechos y libertades civiles incluyen cosas tales 
como, por ejemplo, la libertad de expresión o la igualdad de 
trato ante la ley. Las constituciones de los países comunistas 
solían consagrar un elaborado conjunto de libertades civiles, 
aunque en la práctica estas eran ignoradas en gran parte por 
quienes ostentaban el poder. Tras el desplome del comunismo, 
estos países han tenido que encarar el reto de ampliar y 
proteger esos derechos y libertades antaño vacíos de 
contenido, lo que ha implicado no solo fortalecer el estado de 
derecho para hacer que se cumplan, sino también decidir qué 
tipos de derechos y libertades deben consagrarse en las nuevas 
constituciones y quién debe ser el árbitro último de las 
disputas que surjan en torno a ellos. El papel de los tribunales 
constitucionales ha representado, pues, una cuestión 
importante en unos países donde tradicionalmente el poder 
judicial no había sido ni poderoso ni independiente. 


Evaluación de las transiciones políticas 


Han pasado tres décadas desde que se desmoronó el 
comunismo en la Europa del Este y la antigua Unión Soviética. 
¿Cómo han resultado las transiciones políticas de los países 
poscomunistas? El panorama es heterogéneo. En el capítulo 6 
analizábamos los datos de la ONG Freedom House, que 


clasifica los paises en una escala de libertad de 0 a 100, donde 
el 100 corresponde al maximo grado de libertad y el 0 al 
mínimo. Esta clasificación se basa en la evaluación de factores 
tales como la competencia electoral, la libertad de expresión y 
de reunión, el estado de derecho, los niveles de corrupción, y 
la protección de los derechos humanos y económicos. 

Varios países poscomunistas han realizado espectaculares 
avances en su camino a la democracia y el estado de derecho, 
hasta el punto de que actualmente Freedom House los clasifica 
como democracias consolidadas, lo que significa que sus 
regímenes democráticos llevan aproximadamente una década 
ocupando un puesto elevado en la escala de la ONG, y, por lo 
tanto, son estables y están institucionalizados en gran medida. 
La mayoría de estas democracias se encuentran en Europa 
Central (como Polonia, la República Checa, Eslovaquia y 
Eslovenia) y los países bálticos (Estonia, Letonia y Lituania), 
dos áreas geográficas que comparten una historia precomunista 
caracterizada por un mayor desarrollo económico, además de 
una sociedad civil, instituciones democráticas y cierta 
experiencia con el estado de derecho. También disfrutaron de 
un mayor contacto con Europa Occidental y tuvieron un 
período más corto de gobierno comunista. Todos estos factores 
pueden ayudar a explicar por qué en estas regiones la 
transición democrática ha sido más fructífera y ha culminado 
con la adhesión a la Unión Europea. Curiosamente, este paso a 
la democracia también es un factor indicativo del poder de las 
instituciones precomunistas pese a todos los esfuerzos de los 
regímenes comunistas por erradicarlas. En cambio, los países 
balcánicos de Europa Meridional (como Rumanía, Bulgaria, 
Croacia y Serbia) han quedado más rezagados en lo que se 
refiere a la calidad de sus instituciones democráticas. 

En la tabla 9.2 se facilita una evaluación de los países 
poscomunistas en relación con diversas variables políticas, 
donde una puntuación de 1 representa el máximo grado de 
democracia, y una de 7 el mínimo. Como acabamos de señalar, 
la democracia ha tendido a ser más fuerte en los países bálticos 
y de Europa Central que en los Balcanes. Sin embargo, una 
variable clave sigue siendo el tipo de decisiones que adoptan 


las élites durante el proceso de transición y después de este; 
debido a ello, los países balcánicos, tras dos décadas de 
conflicto civil y de persistencia de las élites comunistas, 
últimamente han experimentado una notable mejora en sus 
prácticas democráticas. ¿Por qué? Un importante elemento que 
explica este hecho es la ampliación de la Unión Europea en 
esta región: Rumanía y Bulgaria se incorporaron a la Unión en 
2007; Croacia hizo lo propio en 2013, y actualmente 
Montenegro y Macedonia del Norte están negociando la 
adhesión. Esta «ancla política» de la Unión Europea —como se 
ha dado en llamar— ha desempeñado un importante papel en 
la institucionalización de las normas democráticas en tanto 
requisito previo para la adhesión. Pero tampoco debemos 
exagerar el poder de la Unión Europea en ese sentido; Hungría, 
un país miembro de la Unión desde 2004 y antaño considerado 
líder de la democratización poscomunista, ha visto mermada 
constantemente su puntuación en los indicadores de 
democracia. Dado el reciente malestar surgido en el seno de la 
Unión Europea (véase el capítulo 8), está por ver en qué 
medida la organización seguirá configurando o reforzando las 
normas democráticas tanto en sus países miembros como en 
aquellos que aspiren a serlo. 


Tabla 9.2Progreso democrático en algunos sistemas comunistas y 
poscomunistas (2017) 


1 = más democrático; 7 = menos democrático 


Puhtdðii a jar 

5 ca 
Estonia 2,98 
Letonia 3,06 
Eslovenia 2,60 
Republica Checa 2,06 
Lituania 3,08 
Polonia 3,00 
Eslovaquia 2,06 
Bulgaria 4,36 
Rumania 3,06 
Hungria 4,66 
Croacia 3,06 
Serbia 2,38 
Montenegro 4,36 


Albania 3,08 


Macedonia 3,98 


Bosnia-Herzegovina 3,08 
Georgia 4,00 
Ucrania 3,06 
Moldavia 8,08 
Kosovo 3,96 
Armenia 8,09 
Kirguistán 6,66 
Rusia 6,30 
Bielorrusia 6,85 
Kazajistán 6,88 
Tayikistán 6,88 
Azerbaiyán 0,00 
Turkmenistán 6,06 
Uzbekistan 6,06 


* La «puntuación en democracia» es una cifra resumida que promedia las 
puntuaciones de cada país en los conceptos de proceso electoral, sociedad civil, 
medios independientes y corrupción, además de sus puntuaciones en gobernanza 
democrática local, gobernanza democrática nacional, y marco e independencia 
judicial. 


Fuente: https://freedomhouse.org/sites/default/files/ 
NIT2017_booklet_FINAL_0.pdf (consultado el 14 de abril de 2017). 


A medida que nos desplazamos hacia el este desde la Unión 
Europea, la situación se va haciendo menos prometedora. En 
muchos de los antiguos estados soviéticos, incluida Rusia, la 
democracia es iliberal y está débilmente institucionalizada o 
bien es completamente inexistente. Estos países, que tienden a 
ser más pobres, apenas tienen experiencia histórica con la 
democracia debido a que han sufrido un largo período de 
control imperial primero ruso y luego soviético. En muchos de 
ellos, diversos líderes autoritarios, a menudo de la antigua 
nomenklatura comunista, han consolidado su dominio en 
forma de presidencias fuertes, limitando la posibilidad de 
compartir el poder y de rendir cuentas democráticamente ante 
la ciudadanía. Los derechos y libertades democráticos están 
restringidos, la sociedad civil es débil, y quienes ostentan el 
poder se han enriquecido mediante prácticas corruptas. Los 
datos de la tabla 9.2 revelan que, en una escala del 1 al 7, la 


puntuación media total correspondiente a Europa Central y los 
países bálticos es de 2,6, mientras que para los Balcanes la 
cifra es de 4,2; en cambio, en el caso de los antiguos estados 
soviéticos (excluidas las antiguas repúblicas soviéticas del 
Báltico) la puntuación es de 6,1. En la antigua Unión Soviética 
el respaldo a la democracia es en general muy débil, como 
puede apreciarse en los ejemplos de la tabla 9.3. Más 
preocupante resulta el hecho de que en Europa Central, los 
Balcanes y la antigua Unión Soviética las puntuaciones medias 
en los indicadores de democracia se han ido reduciendo cada 
año desde 2004125, 


Tabla 9.3Respaldo al autoritarismo (2010-2014) 


Tener un líder fuerte que no tenga que preocuparse por el parlamento y las elecciones 
es... (porcentaje de respuestas) 


— a E aI. $ jNAAVMVMM"- 
Polonia 22 


Azerbaiyán 23 
Estonia 82 
Eslovenia 82 
China 43 
Bielorrusia 43 
Ucrania 29 
Rumania 25 
Rusia 26 
Kirguistán $2 


Fuente: Encuesta Mundial de Valores (World Values Survey). 


Fuera de Europa Oriental y la antigua Unión Soviética la 
democracia se ha extendido aún más despacio, y los regímenes 
comunistas de China, Laos, Vietnam, Corea del Norte y Cuba 
siguen manteniendo el poder todavía hoy. En algunos casos, 
como los de Corea del Norte y Cuba, la oposición a la 
liberalización ha contribuido a mantener el statu quo, aunque 
al precio de sufrir una grave atrofia económica. China y 
Vietnam (y en menor medida Laos) han optado, en cambio, por 
llevar a cabo una reforma económica exenta de cambios 


politicos como una via que ha permitido que el partido 
comunista siga manteniendo el poder. 

En otras partes de Asia y Africa los regimenes comunistas 
han cedido, pero con frecuencia tales acontecimientos han 
desembocado en el colapso del estado y la guerra civil. El caso 
más notable es el de Afganistán. Tras la retirada de la Unión 
Soviética de dicho país en 1989, la guerra civil se prolongó 
hasta 1996, cuando los talibanes se hicieron con el control de 
la mayor parte del territorio afgano, lo que a su vez facilitaría 
la posterior consolidación de Al Qaeda. En estas regiones, el 
legado del comunismo y la Guerra Fría reviste especial 
importancia. 


La transformación de las instituciones económicas 


Además de transformar el estado y el régimen, las transiciones 
poscomunistas han tenido que afrontar la tarea de restablecer 
un cierto grado de separación entre el estado y la economía. 
Dicha tarea implica dos procesos: la privatización, es decir, la 
transferencia de propiedad pública a manos privadas; y la 
mercantilización, esto es, la reconstrucción de las fuerzas 
mercantiles de la oferta y la demanda. En ambos casos, las 
decisiones acerca de cómo llevar a cabo estos cambios y con 
qué fin se han visto influenciadas por distintas alternativas 
político-económicas. Veamos las diversas formas de abordar la 
privatización y la mercantilización antes de pasar a investigar 
los diferentes caminos que han tomado los paises 
poscomunistas en cada uno de estos dos ámbitos. 


Privatización y mercantilización 


La transición del comunismo al capitalismo requiere una 
redefinición de la propiedad. Para generar crecimiento 
económico y limitar el poder del estado, este debe volver a 
confiar los recursos económicos a la ciudadanía y ponerlos de 
nuevo en manos privadas. Pero la privatización no es una tarea 
fácil ni claramente definida. De hecho, antes de 1989 ningún 
país había pasado de una economía comunista a una 


capitalista, por lo que no existía ningún modelo en el que 
basarse. 

Entre las numerosas cuestiones e inquietudes que encaraban 
los países poscomunistas figuraba la de cómo poner precio a 
los diversos elementos de la economía: fábricas, comercios, 
tierras, viviendas... Para privatizar estos activos, ante todo el 
estado debe determinar su valor, algo que resulta difícil en un 
sistema donde no ha habido mercado. ¿Y quién debería 
quedarse con esos activos? ¿Deberían regalarse? ¿Venderse al 
mejor postor? ¿Ponerse a disposición de inversores 
extranjeros? Cada opción tiene sus propias ventajas de cara al 
desarrollo de una economía próspera, pero también corre el 
riesgo de aumentar la desigualdad y generar resentimiento en 
la ciudadanía. 


DESTACAMOS Restablecimiento de la separación entre 
estado y economía 


*Privatización: la transferencia de propiedad pública a manos 
privadas. 

Mercantilización: la reconstrucción de las fuerzas mercantiles de 
la oferta y la demanda. 


En la práctica, la privatización se llevó a cabo de formas 
diversas en función del país y sus activos económicos. Las 
pequeñas empresas, como los restaurantes o los comercios 
minoristas, a menudo se vendieron directamente a sus 
empleados, y asimismo algunos estados vendieron un buen 
número de grandes empresas —como fábricas de automóviles 
— al mejor postor, normalmente inversores extranjeros. Otros 
países optaron básicamente por repartir acciones de las 
empresas entre el conjunto de la ciudadanía. Los estudiosos 
debatieron las ventajas de cada modelo; pero al final cada una 
de estas variantes, ya fuera por sí sola o en combinación con 
otras, resultó funcionar bien en determinadas circunstancias y 
mal en otras. 

Independientemente de cuál fuera el proceso de 
privatización, el caso es que los países poscomunistas acabaron 


incluyendo en dicho proceso muchas empresas que estaban 
sobredimensionadas, eran obsoletas y resultaban incapaces de 
generar beneficios en una economia de mercado. Las mas 
problematicas fueron las empresas industriales de mayor 
tamaño, como las minas de carbón y las acerías construidas en 
los primeros años de la industrialización, anticuados gigantes 
que no podían competir en el mercado internacional. Con 
frecuencia estas industrias tenían forzosamente que venderse o, 
de lo contrario, sufrir una reducción radical, lo cual generaría 
paro en una sociedad en la que antes el empleo estaba 
garantizado. En ocasiones, este tipo de empresas daban trabajo 
a miles de personas y constituían la principal fuente de empleo 
en una determinada ciudad o región. Debido a ello, en algunos 
países la privatización se llevó a cabo de manera lenta y 
desigual por temor al desempleo generalizado y el malestar 
social resultante. 

Junto con la reconstrucción de la propiedad privada, los 
estados tenían que reconstruir también un mercado en el que 
la propiedad, el trabajo, los bienes y los servicios pudieran 
operar en un entorno competitivo que determinaría su valor. A 
primera vista, la mercantilización parecería más fácil que la 
privatización: una simple cuestión de eliminar la planificación 
centralizada y permitir que el mercado resurgiera por sí solo. 
Pero también la mercantilización resulta complicada. Una de 
las cuestiones objeto de debate hacía referencia a la velocidad 
con la que debía producirse la mercantilización. Había quienes 
argumentaban que, dada la intensidad de la transformación 
económica producida en los estados poscomunistas, los 
cambios debían ser graduales a fin de minimizar cualquier 
disrupción social que pudiera socavar aquellas economías y 
democracias incipientes. En concreto, los partidarios de esta 
visión «gradualista» temían que una mercantilización repentina 
hiciera que se dispararan los precios en el momento en que los 
vendedores pudieran cobrar lo que quisieran por sus 
productos. Podía producirse inflación e incluso hiperinflación, 
lo que socavaría la confianza en el proceso de transición y 
generaría una pobreza generalizada. Otros, sin embargo, 
rechazaban estos argumentos y abogaban en favor de una 


rápida implementación de reformas de mercado que 
liberalizaran los precios y pusieran fin a la planificación 
centralizada y las subvenciones públicas a empresas 
prácticamente de la noche a la mañana, una política conocida 
como terapia de choque. Tales cambios resultarían dolorosos 
y en un primer momento podrían generar unas elevadas tasas 
de inflación, pero el dolor cesaría antes que el que comportaría 
el gradualismo. 

Al elegir determinadas formas concretas de privatización y 
mercantilización, los países poscomunistas adoptaron nuevos 
modelos político-económicos; algunos de ellos gravitaban en 
torno a los modelos socialdemócratas de Europa Occidental, 
mientras que otros se acercaban más al liberalismo de Estados 
Unidos y el Reino Unido, y otros se inclinaban hacia políticas 
más mercantilistas. 


Evaluación de las transiciones económicas 


¿Cómo de fructíferas han sido todas estas reformas? Una vez 
más, la respuesta depende del país que estemos evaluando. La 
tabla 9.4 muestra algunos de los resultados de más de 
veinticinco años de transición. Varios países tienen 
actualmente el mismo nivel de riqueza que algunos de los 
estados europeos no comunistas más pobres, como Grecia y 
Portugal. En cambio, a muchas de las antiguas repúblicas 
soviéticas no les ha ido tan bien. Un caso especialmente 
notable —recordando lo que comentábamos al principio de 
este capítulo— es el de Ucrania, que apenas ha mejorado con 
respecto a su situación justo después de la independencia. ¿Por 
qué esta variación? Los países que han salido más airosos son 
aquellos que se han beneficiado de muchos de los factores que 
hemos examinado antes: períodos más cortos de control 
soviético; mayor experiencia con la industrialización, los 
mercados y la propiedad privada en la época precomunista; 
vínculos más estrechos con Europa Occidental, y un fuerte 
respaldo de la Unión Europea, incluida la adhesión a dicha 
organización. La existencia de instituciones democráticas más 
fuertes también ha posibilitado mejores estructuras judiciales 


capaces de frenar la corrupción y proteger los derechos de 
propiedad. 


Tabla 9.4Indicadores económicos de algunos países comunistas y 
poscomunistas (2016) 


COEBupei Ga PRL a RRR AME HALion! 
— PRm A 


Eslovenia 303400 
Portugal* 302800 
Polonia DID 
Grecia* 2866800 
Hungria KSO 
Letonia ZAAO 
Rumanía RAW 
Rusia MAW 
Cuba RAW 
Azerbaiyán BIW 
China TST) 
Albania SAW 
Georgia aD 
Ucrania 81300 
Moldavia 41200 


* Grecia y Portugal no son países poscomunistas, pero se incluyen a título 
comparativo. 


Fuente: Banco Mundial, Transparencia Internacional. 


Los países que no han salido tan airosos han sido los que 
han experimentado justo lo contrario. En estos países la 
liberación de los mercados a menudo generó una inflación 
incontrolable y una rápida disminución del nivel de vida. Esos 
problemas se vieron agravados por la forma en que se llevó a 
cabo la privatización. Muchos de los activos más valiosos 
cayeron en manos de la antigua nomenklatura o de un puñado 
de particulares, generalmente respaldados por líderes políticos 
corruptos. Algunos de los países a los que les ha ido bien, como 
Rusia y Azerbaiyán, deben su éxito económico a los recursos 
naturales (petróleo y gas) antes que al desarrollo del sector 
privado, lo que refleja el problema de la maldición de los 


recursos del que hablábamos en el capitulo 6. Un tema 
recurrente en todos estos casos es la correlación entre el 
crecimiento económico y el estado de derecho. Allí donde el 
estado de derecho es débil, la transición económica tiene 
mucho menos éxito, en tanto los empresarios (tanto nacionales 
como internacionales) carecen de un entorno predecible en el 
que invertir, mientras los líderes políticos y los cargos públicos 
utilizan sus puestos para desviar recursos para sí mismos. 
Todos los estados postsoviéticos ricos en recursos sufren 
niveles de corrupción similares a los que presenciamos en las 
zonas más pobres de África. 

En general, los países poscomunistas han experimentado un 
aumento de la desigualdad, la pobreza y el desempleo, que es 
justo lo que cabe esperar cuando los mercados y la propiedad 
privada se conviertan en las fuerzas económicas 
fundamentales. Allí donde este proceso se ha equilibrado con 
la prosperidad económica para la mayoría de la población, el 
apoyo al cambio ha sido más fuerte, mientras que en los 
lugares donde una parte significativa de la población ha 
sentido que salía perdiendo, como en algunas zonas de la 
antigua Unión Soviética, el cambio económico ha engendrado 
resentimiento, nostalgia por el viejo orden y obstáculos a la 
democratización. Un ejemplo notorio es Rusia, donde en la 
última década se han renacionalizado muchas grandes 
industrias y recursos naturales, y se han adoptado políticas 
económicas mercantilistas. Esa nostalgia también se halla 
vinculada al resurgimiento del nacionalismo en Rusia y su 
participación militar en Ucrania. 

En general, puede afirmarse que a la mayoría de los países 
poscomunistas les costará mantener el alto nivel de 
crecimiento necesario para salvar la brecha que les separa de 
las democracias desarrolladas. El rápido crecimiento 
experimentado durante la última década ha disminuido debido 
en parte a las dificultades económicas de ámbito global, y esto, 
a su vez, ha aumentado el escepticismo con respecto a la 
reforma económica y política, y también ha incrementado el 
atractivo de los líderes populistas y nacionalistas, socavando 
así la democracia. 


Fuera de la Europa del Este y la antigua Unión Soviética, el 
nivel de éxito de la transición económica no ha sido menos 
heterogéneo. Gran parte de la atención en este tema se ha 
centrado en China, que todavía está controlada por un partido 
comunista, pero en muchos aspectos puede considerarse 
«poscomunista» en su sistema económico. Las reformas 
implementadas en China desde la década de 1970 han incluido 
una espectacular expansión de la empresa privada y la 
agricultura, todo ello con el respaldo del Partido Comunista 
chino. El eslogan que ha acompañado a este conjunto de 
reformas económicas —«hacerse rico es glorioso»— suena a 
cualquier cosa menos a marxismo, y se basa en la conciencia 
pragmática de que los anteriores impulsos en favor de un 
crecimiento económico rápido llevaron al desastre. Algunos 
observadores sostienen que, si estas reformas han tenido éxito 
mientras que las de muchos otros países comunistas y 
poscomunistas han fracasado, es porque los chinos iniciaron la 
transición económica a la vez que restringieron el cambio 
político a fin de poder gestionar mejor el curso de las reformas. 
De hecho, desde 1989 la economía china ha crecido a pasos 
agigantados, sacando a cientos de millones de personas de la 
pobreza y transformando drásticamente el país, por no hablar 
del comercio mundial. Como veremos en el capítulo 11, en 
muchos aspectos el propio concepto de globalización se halla 
estrechamente ligado a la integración de China en el mercado 
mundial. 

Sin embargo, el modelo chino tiene sus propios problemas. 
Junto con el crecimiento económico y el desarrollo de la 
propiedad privada y de un mercado libre, también han surgido 
problemas como la inflación, la corrupción, el desempleo y la 
creciente desigualdad, a menudo exacerbados por la todavía 
poderosa presencia del estado en la economía china. La 
debilidad del estado de derecho no hace sino agravar estos 
problemas. El rápido desarrollo de China ha tenido efectos 
profundos; ahora la cuestión es cuán fuerte llegará a ser el 
país. Algunos ven en China una creciente superpotencia 
económica que eclipsará a las economías de gran parte de Asia 
y quizá de todo el mundo. Esta evolución está potenciando una 


clase media y una sociedad civil que muchos creen que sentara 
las bases de la democratización de un pais que alberga a la 
quinta parte de la población mundial. De hecho, actualmente 
los niveles de desarrollo económico de China no son muy 
distintos de los de Corea del Sur o de Taiwán cuando hicieron 
su propia transición a la democracia. Otros advierten, no 
obstante, que el «milagro» chino encubre problemas graves 
como el perjuicio medioambiental. También el desarrollo 
económico de China ha experimentado una desaceleración, y el 
país debe ser capaz de brindar nuevas oportunidades 
económicas a una población cada vez mejor formada!26, Los 
retos nacionales e internacionales que afronta China implican 
que probablemente hoy el desarrollo económico del país sea 
más incierto que en ningún otro momento desde que se 
iniciaron las reformas en la década de 1980. 


La transformación de las instituciones sociales 


Al igual que los sistemas políticos y las economías, también las 
sociedades han experimentado una transformación radical en 
los países poscomunistas. Allí donde antaño el dominio 
comunista impuso una única e incuestionable interpretación de 
las relaciones humanas y el desarrollo, hoy la gente afronta un 
mundo mucho más incierto y poco claro. En las sociedades 
poscomunistas las personas tienen la libertad de actuar de 
manera más independiente, pero este potencial conlleva un 
mayor riesgo. La desaparición de la que fuera una ideología 
omnipresente de la vida de los ciudadanos ha creado un vacío 
social que debe llenarse. En todos estos países, la transición 
poscomunista ha sido un proceso desgarrador en la medida en 
que la gente ha tenido que adaptarse a nuevas realidades y 
buscar nuevas identidades individuales y colectivas. 


Identidades en transformación 


Esta transformación de la sociedad se ha manifestado de 
diversas formas. La religión, antaño reprimida por los partidos 
comunistas, ha resurgido en muchos países. Los sondeos de 


opinión pública realizados por la Encuesta Mundial de Valores 
(véase nuestro análisis de la cultura política en el capítulo 3) 
señalan que desde 1989 la religión ha adquirido mayor 
prominencia en muchos países comunistas y poscomunistas. En 
una encuesta llevada a cabo en 1989-1993 se encontró que casi 
el 80 % de los chinos declaraban que Dios no tenía un papel 
importante en absoluto en su vida; pero en 2010-2014 ese 
porcentaje se había reducido a menos de una tercera parte de 
la población. Pueden detectarse cambios similares en Rusia y 
en muchos otros paises poscomunistas. En la Europa 
poscomunista ha resurgido el cristianismo como una fuerza 
importante, a menudo en el marco del nacionalismo antes que 
como profesión de fe de carácter privado. También el islam ha 
resurgido en países con poblaciones musulmanas 
tradicionalmente numerosas, para disgusto de algunos líderes 
que son auténticos vestigios de la antirreligiosa era soviética. 
En China están surgiendo asimismo diversos movimientos 
religiosos, viejos y nuevos. Varios movimientos cristianos han 
cobrado auge, y el islam ha recuperado su fuerza en los 
pueblos túrquicos del extremo occidental de China. El propio 
Partido Comunista ha tratado de incrementar su legitimidad 
promoviendo los ideales y prácticas confucianos que antaño 
fueron objeto de ataque como símbolos de la opresión feudal. 
La reconstrucción de las instituciones religiosas puede generar 
apoyo social en los períodos de trastornos políticos y 
económicos. También puede aumentar el sectarismo y el 
fundamentalismo. 

Como la religión, las identidades étnicas y nacionales han 
resurgido asimismo como potentes formas de identificación. 
Los niveles de orgullo nacional han aumentado en muchos de 
los estados en los que se han realizado sondeos durante el 
mismo período de tiempo. En un buen número de países 
poscomunistas tanto los líderes como la ciudadanía han tratado 
de imbuirse de orgullo nacional y resucitar los valores, 
símbolos e ideas que les unían como pueblo. El alcance de este 
proceso varía entre los diferentes países poscomunistas. En 
gran parte de la Europa del Este ha existido un nítido 
sentimiento de identidad étnica y nacional durante numerosas 


generaciones. Pese al dominio comunista, muchas de estas 
estructuras sociales no solo permanecieron intactas, sino que 
incluso se vieron reforzadas como una forma de resistencia al 
comunismo. En cambio, en los diversos grupos étnicos de la 
antigua Unión Soviética la identidad nacional históricamente 
ha sido más débil o ha estado más dividida. Muchos de estos 
pueblos tienen instituciones históricas más limitadas en las que 
apoyarse, y sus identidades suelen basarse en la 
institucionalización de nuevos símbolos y mitos. Obviamente, 
todas esas identidades pueden ser un arma de doble filo. 
Aunque pueden contribuir a movilizar a la ciudadanía y 
brindar estabilidad en momentos de marcada transición, las 
identidades religiosas, étnicas y nacionales también pueden 
generar división y conflicto. Esto resulta especialmente 
frecuente cuando coexisten varias identidades en un mismo 
país o hay identidades que traspasan fronteras. Ucrania es un 
ejemplo de este tipo de conflicto (recuérdese nuestro análisis al 
principio de este capítulo); otro son los choques entre la 
población de etnia han y la minoría musulmana túrquica uigur 
en la zona occidental de China. 

Los cambios que se están produciendo en las identidades 
sociales no pueden menos que afectar también a las relaciones 
de género. Recuérdese nuestro anterior análisis acerca de cómo 
la teoría comunista favorecía la idea, entonces radical, de la 
igualdad de género. Aunque esa igualdad no se materializó en 
la práctica, las mujeres se incorporaron a la población activa y 
gozaron de prestaciones sociales que generaron nuevas 
oportunidades para ellas. Sin embargo, tras el final del 
comunismo muchas de aquellas políticas e instituciones se han 
debilitado o se han puesto en tela de juicio. Ha habido voces 
críticas que han atacado muchas de las prácticas de la era 
comunista, como la facilidad de acceso al aborto, mientras que 
las reformas económicas han reducido gran parte de la 
elaborada red de seguridad social de la que antaño se 
beneficiaban las mujeres y las familias. En algunos casos el 
resurgimiento de la religión ha cuestionado asimismo el papel 
de la mujer en la sociedad. También el autoritarismo puede ser 
patriarcal en la medida en que afirme que el papel primordial 


de las mujeres en la sociedad es el de ser las madres de la 
nación. 

Por último, está la cuestión de la identidad de género en sí. 
En el marco del comunismo, las identidades que hoy 
generalmente agrupamos bajo las siglas LGTBI (lesbianas, gais, 
transgénero, bisexuales e intersexuales) se consideraban o bien 
un trastorno psicológico o bien un resultado del énfasis del 
capitalismo en el hedonismo y el individualismo. Sin embargo, 
el declive del comunismo permitió que dichas identidades 
afloraran en la esfera pública. Este cambio ha tropezado con 
diversos grados de resistencia por parte de algunas 
instituciones religiosas y nacionalistas que ven al colectivo 
LGTBI como un peligro para la salud moral de su país. 


Evaluación de las transiciones sociales 


La transformación social que han experimentado los países 
poscomunistas ha sido tan heterogénea como su 
transformación política y económica. Una primera 
aproximación, más bien pesimista, sería afirmar que en estos 
países el resurgimiento de las identidades nacionales y 
religiosas ha sido una fuente de desestabilización. Existen, sin 
duda, numerosas pruebas empíricas que justifican esta visión. 
En la Europa del Este, la disolución de Yugoslavia en la década 
de 1990 enfrentó a diversos grupos étnicos y religiosos entre sí 
en un conflicto que se cobró la vida de más de 200.000 
personas. Tayikistán, Uzbekistán, Moldavia, Azerbaiyán y 
Armenia, así como la región rusa de Chechenia, también 
experimentaron violentos conflictos religiosos y étnicos tras la 
desintegración de la Unión Soviética, lo que también causó 
varios cientos de miles de muertos. 

Otro factor relacionado con el anterior es el modo como las 
identidades poscomunistas han moldeado el terrorismo 
internacional. En 1979 la Unión Soviética invadió Afganistán 
para apuntalar un régimen comunista al borde del colapso; 
esto, a su vez, dio lugar a un movimiento guerrillero que 
suscitó apoyos y reclutó voluntarios en todo el mundo, entre 
ellos el saudí Osama bin Laden, que fundaría la organización 


Al Qaeda. Afganistán se convirtió en un crisol de creencias 
fundamentalistas islámicas que se propagarían por todo el 
mundo. Del mismo modo que Afganistán resultó ser un foco de 
atracción para combatientes de Oriente Próximo en la década 
de 1980, Siria e Irak también han atraído posteriormente a 
combatientes de Rusia y los países poscomunistas de Asia 
Central. De hecho, algunos de los más firmes partidarios del 
Dáesh (el Estado Islámico de Irak y el Levante) han sido 
jóvenes musulmanes de países de la antigua Unión Soviética, 
radicalizados por las dificultades económicas y la marginación 
étnica y religiosa. 

Por último, a nivel estatal presenciamos diversos intentos de 
promover el nacionalismo como un medio para legitimar un 
gobierno autoritario, especialmente cuando la legitimidad 
ideológica se ha desvanecido. Tanto en Rusia como en China 
los líderes políticos enfatizan la naturaleza peculiar de sus 
respectivas sociedades, que consideran amenazadas por fuerzas 
externas, ya sean países o valores. Esto puede contribuir a 
favorecer el conflicto étnico y nacional tanto dentro de sus 
propias fronteras como con los países vecinos. 

A pesar de todo, no deberíamos llegar al extremo de afirmar 
que el legado del comunismo conlleva el conflicto. La violencia 
étnica y nacionalista, aunque significativa a partir de 1989, ha 
disminuido en gran medida (Ucrania es una excepción, no la 
norma). Además, aunque los sondeos de opinión documentan 
la importancia de la religión y el nacionalismo, esto no 
desemboca necesariamente en una mayor propensión al 
conflicto. De hecho, la Encuesta Mundial de Valores revela que 
la proporción de ciudadanos que se declaran dispuestos a 
combatir por su país es menor actualmente que hace 
veinticinco años. Esto ocurre incluso en países como China y 
Rusia, donde los valores nacionalistas han sido un importante 
componente de la legitimidad del régimen. En 1989-1993 más 
del 90 % de los chinos declaraban que estaban dispuestos a 
luchar por su país, mientras que en 2010-2014 la cifra se 
situaba por debajo del 75 %. En Rusia, en el mismo período, la 
predisposición a combatir disminuyó del 68 al 53 %. Estos 
porcentajes son similares a los obtenidos en las democracias 


desarrolladas, lo que sugiere que en los paises comunistas y 
poscomunistas ha habido cambios sociales de mayor calado. 

Igualmente interesante es la cuestión de las relaciones de 
género en los países poscomunistas. La ONU utiliza varios 
indicadores para medir tanto el nivel de vida en sí como las 
diferencias de nivel de vida entre géneros. El denominado 
índice de desigualdad de género de la ONU (tabla 9.5) mide la 
desigualdad entre mujeres y hombres en tres áreas concretas: 
salud reproductiva (mortalidad materna y fecundidad 
adolescente), empoderamiento (porcentaje de escaños 
parlamentarios y niveles de educación secundaria y superior) y 
trabajo (participación de la mujer en el mercado laboral). Si 
observamos los datos, vemos que muchos países poscomunistas 
no lo hacen nada mal en relación con su nivel de desarrollo 
económico, obteniendo mejores puestos en este índice que 
Estados Unidos o el Reino Unido. Ello se debe, en parte, a las 
instituciones sociales creadas durante el periodo comunista, 
como la educación y la atención sanitaria generalizadas. 


Tabla 9.5Índice de desigualdad de género (2016) 


Pini 


Bsikeuama 45 
Motdavia 46 
Hameatia 49 
Rusiaia 59 
Vigprómia 35 
Rapública Checa 82 
RayiloidVimido 48 
Vottnim 30 
Utéraicia 33 
Chalifrica 90 
Bslovaquia 99 
Irétonia HB 
Kualzajistán W5 
Afgautistdinidos UN 


Nota: El índice de desigualdad de género es un indicador compuesto que refleja la 
desigualdad en las áreas de salud reproductiva, empoderamiento (educación y 
participación en el poder legislativo) y participación en el mercado laboral. En el 
año mencionado se clasificaron un total de 188 países (actualmente son 189). Se 
incluyen varios países no poscomunistas, destacados en cursiva, a título 


comparativo. 


Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 


Estos progresos aún no se extienden al ámbito de los 
derechos del colectivo LGTBI. Varios estados de Europa Central 
permiten las parejas del mismo sexo, pero no ocurre así con 
China ni con prácticamente ninguno de los estados de la 
antigua Unión Soviética. Y asimismo ha aumentado la 
discriminación manifiesta en varios lugares, sobre todo en 
Rusia y Asia Central, donde existe una creciente propaganda 
que ataca a los miembros del colectivo LGTBI tildándolos de 
pedófilos y agentes de Occidente; una visión apenas distinta de 
la que se fomentó durante la era soviética. Los sondeos de 
opinión indican que existe un mayor grado de homofobia en 
los países poscomunistas europeos que en aquellos que no 
experimentaron el comunismo, y eso ocurre incluso en la 
mayoría de los estados poscomunistas que hoy son miembros 
de la Unión Europea. En cambio, aunque en Rusia, China y la 
mayoría de los demás estados poscomunistas encuestados la 
homofobia sigue siendo elevada, ha experimentado una 
constante disminución. 


En resumen: El legado del comunismo 


Según el pensamiento marxista, el capitalismo generaría 
inevitablemente una gran industrialización, pero también una 
gran injusticia, y esa contradicción acabaría desencadenando 
su caída. Sobre las ruinas del capitalismo, el comunismo 
construiría una sociedad de plena igualdad. Pero la 
construcción del comunismo resultó ser una tarea abrumadora. 
En los sistemas comunistas los ciudadanos encontraron pocos 
incentivos para el esfuerzo y la innovación, y apenas tenían 
libertad para expresarse individualmente. 

En la Unión Soviética y la Europa del Este, los intentos de 
resolver esos problemas llevaron finalmente al colapso total. 


Una analogia apropiada podria ser un intento de renovar una 
casa en ruinas que revela que toda su estructura es poco sólida 
y las obras no harían sino empeorar la situación; en tales 
condiciones las opciones se reducen a demoler toda la 
estructura o bien ser aplastado por ella. En 1989 la ciudadanía 
de varios países de la Europa del Este decidió demoler las 
instituciones del comunismo, mientras que las estructuras 
comunistas de la URSS acabaron derrumbándose sobre el 
Partido Comunista y la sociedad soviética. China parece 
entregada a un interminable (y quizá precario) proceso de 
remodelación, mientras que otros países comunistas, como 
Corea del Norte, aún no han llevado a cabo reformas de 
calado. 

No está claro qué traerán las próximas décadas al mundo 
poscomunista. Todas las sociedades del planeta están 
intentando lidiar de nuevo con el reto de equilibrar libertad e 
igualdad. Hacen falta nuevas instituciones políticas, 
económicas y sociales, pero en muchos casos estas deben 
forjarse a partir de los escombros del antiguo orden, una 
situación que está creando peculiares dificultades y 
contradicciones. En la última década, tanto la libertad 
individual como la desigualdad colectiva han aumentado en 
muchos países. El incremento de las libertades civiles ha ido 
ligado a la pobreza, y el renacimiento de la sociedad ha venido 
acompañado de un resurgimiento del conflicto y la hostilidad. 

Los resultados de este proceso han sido radicalmente 
distintos en los diversos países del mundo comunista y 
poscomunista. En algunos de ellos  presenciamos la 
institucionalización de la democracia y el capitalismo, 
mientras que en otros el autoritarismo y las economías 
dominadas por el estado siguen teniendo plena vigencia. 
Además, resulta obvio que con el tiempo estos países se irán 
haciendo cada vez más distintos. La mayoría de los estados de 
la antigua Europa del Este se han incorporado a la Unión 
Europea y actualmente disfrutan tanto de la democracia como 
del crecimiento económico, aunque no sin tener que afrontar 
varios retos. En cambio, las dificultades económicas, la 
inestabilidad política y el gobierno no democrático son más 


comunes en algunos países de la antigua Unión Soviética, que, 
de hecho, se parecen más a los países en desarrollo. China y 
Rusia siguen planteando interrogantes. En cualquier caso, en 
muchos lugares es probable que el legado del comunismo se 
prolongue durante numerosas generaciones. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Por qué en la Unión Soviética fracasaron las 
reformas, pero en China han tenido éxito? 


Una de las mayores paradojas que ha acompañado al desplome del 
comunismo tiene que ver con una revolución que no llegó a 
suceder. En 1989, cuando el comunismo tocaba a su fin en la 
Europa del Este y la Unión Soviética estaba a punto de 
desintegrarse, también China experimentaba una oleada de 
protestas políticas que amenazaban con derrocar al régimen 
comunista. En especial, una multitud de estudiantes que se 
manifestaban ocuparon la plaza de Tiananmén de Pekín, el centro 
político de China, exigiendo liberalización y reformas políticas. En 
el apogeo de las protestas llegaron a juntarse decenas de miles de 
manifestantes solo en Pekín, y las manifestaciones se extendieron 
a otras ciudades de todo el país. Muchos observadores creían que 
China, como la Unión Soviética y la Europa del Este, se 
encontraba en un punto de inflexión. El movimiento se extendió 
de los estudiantes a los profesionales y la clase trabajadora, y las 
protestas se vieron amplificadas por la amplia presencia de los 
medios internacionales, que a su vez influyeron en las acciones del 
movimiento. 

Sin embargo, la revolución nunca llegó a producirse. Los líderes 
chinos declararon la ley marcial. Aunque hubo protestas públicas 
masivas para bloquear el avance de los militares, las unidades del 
ejército se abrieron paso por la fuerza hasta la plaza de 
Tiananmén y dispersaron violentamente a los manifestantes. Se 
calcula que murieron varios cientos de personas y hubo miles de 
detenciones. Estos hechos resultan  desconcertantes en 
comparación con lo que sucedió en la Unión Soviética y la Europa 
del Este, donde la mayoría de los regímenes se vieron superados 
por unas protestas en gran parte no violentas, como las de China. 
¿Qué fue lo que llevó a resultados tan distintos? 

En la Europa del Este y la Unión Soviética, la modernización 
llevada a cabo durante el comunismo había propiciado el 
surgimiento de una clase de profesionales con buena formación 
que podían expresar su deseo de mayor independencia política y 
económica. Esta naciente sociedad civil reaccionó a una economía 
planificada que se mostraba cada vez más incapaz de generar 
crecimiento económico o siquiera de mantener los niveles de vida 


existentes. Las élites que ostentaban el poder perdieron 
legitimidad, no solo a ojos del conjunto de la sociedad, sino 
también ante si mismas. Gorbachov puso en marcha las reformas 
justamente porque hubo de afrontar esta crisis de legitimidad y se 
dio cuenta de que incluso en las propias filas del partido se habia 
perdido la fe en la viabilidad del comunismo. 

Cuando las reformas empezaron a acelerarse y a llegar mas 
lejos de lo que las élites habian previsto, hubo una serie de 
factores internacionales que vinieron a amplificar este proceso. La 
sociedad civil europeo-oriental miraba al resto del continente y a 
la Unión Europea como un modelo al que emular. Además, el 
deseo de Gorbachov de poner fin a la Guerra Fría le llevó a relajar 
el control militar que ejercía la Unión Soviética sobre los países de 
la Europa del Este, lo que dio alas a las fuerzas de oposición para 
desafiar y derrocar a quienes ostentaban el poder en dichos países. 
También las fuerzas culturales tuvieron un papel en tanto muchas 
sociedades europeo-orientales enmarcaron sus protestas en un 
anhelo de «retornar a Europa», de la que sentían que habían 
estado separadas mientras se hallaban bajo el dominio soviético. 
Al mismo tiempo, la rivalidad entre los diversos nacionalismos que 
coexistían en la Unión Soviética desembocó en enfrentamientos 
violentos entre diferentes grupos étnicos e incluso en una guerra 
abierta, lo que contribuyó a la desintegración del país. 

Mientras tanto, la China de 1989 no podría haber sido más 
distinta. La modernización iba muy por detrás de los niveles de la 
Unión Soviética o la Europa del Este. El país seguía siendo 
abrumadoramente agrícola, y aunque las protestas estudiantiles 
contenían el germen de la sociedad civil, esta era reducida en 
relación con el tamaño de la ciudadanía china en su conjunto. 
Asimismo, mientras que las reformas económicas llevadas a cabo 
en la Unión Soviética en la década de 1980 fueron una respuesta 
limitada y tardía al estancamiento de una economía industrial 
planificada, en China las reformas se habían iniciado antes y 
habían duplicado el tamaño de su economía en el transcurso de la 
misma década. Dado el caos y los desastres económicos que 
habían acompañado al Gran Salto Adelante y la Revolución 
Cultural, posiblemente en 1989 muchos ciudadanos chinos 
consideraban que su país avanzaba finalmente en la dirección 
correcta. Esta creencia, a su vez, reforzó la legitimidad del 
gobierno tanto dentro como fuera del régimen. El apoyo público al 
Partido Comunista siguió siendo fuerte, y los miembros y líderes 
del partido mantuvieron la firme convicción de que las protestas 
de la plaza de Tiananmén no harían sino socavar el progreso del 
país. 


En lo relativo a los factores internacionales, hay que decir que 
es cierto que los medios extranjeros cubrieron ampliamente las 
protestas estudiantiles. Pero, aun asi, a los lideres chinos no les 
preocupaba la posibilidad de que el uso de la fuerza pusiera en 
peligro el futuro del pais, a diferencia de Gorbachov, que creia que 
recurrir a la fuerza podía impedir una posible integración de la 
URSS con Europa o el final de la Guerra Fría. Gorbachov y otros 
sostenían que las reformas comunistas posibilitarían que Rusia y la 
Europa del Este «retornaran a Europa» o «se reincorporaran a 
Occidente»; pero no había un sentimiento similar en China, que, a 
lo sumo, ansiaba el reconocimiento internacional como una 
potencia por derecho propio. 

Este tipo de análisis comparado de las diferentes tendencias 
institucionales y trayectorias estatales ayuda a dar algo de sentido 
a la mencionada paradoja, pero debemos tener la cautela de no 
dar por sentado que podemos explicar plenamente los resultados 
en cualquiera de estos dos casos. Puede que la posibilidad de una 
liberalización china similar a la de la Unión Soviética estuviera 
más cerca de materializarse de lo que podría parecer. Diversos 
documentos filtrados del gobierno chino sugieren que el líder del 
partido, Deng Xiaoping, tuvo que presionar al gobierno y al 
ejército para recurrir a la fuerza. De no haber sido así, ¿quizá la 
plaza de Tiananmén se habría convertido en el punto de partida 
del cambio político? Y de haber ocurrido tal cosa, ¿qué tipo de 
régimen y de gobierno veríamos hoy en China? 


1.¿De qué modo los distintos niveles de modernización de 
China y la Unión Soviética contribuyeron a generar las 
diferencias entre sus respectivas sociedades civiles? 

2.¿De qué manera los resultados económicos podrían explicar 
las diferencias de opinión de la ciudadanía sobre las élites 
del partido entre la Unión Soviética y China? 

3.¿En qué sentido el anhelo de «retornar a Europa» fue uno de 
los factores internacionales que influyeron en la trayectoria 
reformista de la Unión Soviética? 


10.Los paises en desarrollo 


¿Cuáles son las causas de la pobreza y la riqueza? 


Hasta ahora hemos estudiado repetidamente el papel de las 
instituciones económicas y políticas de cara a favorecer (u 
obstaculizar) el desarrollo y la democracia. Estas instituciones 
constituyen un motivo de especial preocupación en los países 
más pobres o en desarrollo, donde para muchos tener un nivel 
de vida mínimamente básico sigue siendo un objetivo fuera de 
su alcance. ¿Cómo se puede fomentar el desarrollo? ¿Y por 
dónde deberían comenzar esos cambios? 

Un ejemplo en relación con el cual muchos de nosotros 
tenemos experiencia directa es el denominado comercio justo. 
En un momento u otro, probablemente todos los lectores de 
este libro hayan comprado algún artículo identificado con la 
etiqueta «comercio justo» y producido en algún país en 
desarrollo. Quizá se tratara de una taza de café cultivado 
originariamente en África o Latinoamérica, pero los productos 
certificados como comercio justo abarcan desde café y té hasta 
mariscos y azúcar, pasando por flores o pelotas de baloncesto. 
El comercio justo parece una oportunidad obvia para que 
productores y consumidores superen las barreras económicas y 
políticas, y establezcan una relación más beneficiosa de cara a 
favorecer el desarrollo. Pero ¿realmente es así? 

Antes de pasar a considerar esta pregunta, primero debemos 
entender qué significa exactamente comercio justo. La idea se 
remonta a la década de 1960, pero hasta finales de la de 1980 
no se estableció una organización responsable del etiquetado. 
La etiqueta «comercio justo» certifica que los productos 
cumplen determinadas normas relativas a diferentes aspectos. 
Se deben garantizar ciertas condiciones laborales básicas a los 


trabajadores, como un salario mínimo y la prohibición del 
trabajo infantil. Asimismo, los agricultores y ganaderos se 
organizan en cooperativas a fin de aunar recursos y repartir la 
prima obtenida de los productos de comercio justo. Por su 
parte, las normas medioambientales afectan a prácticas como 
el uso de pesticidas. A cambio, los compradores de comercio 
justo ofrecen contratos a largo plazo y financiación a los 
productores, y aceptan un precio fijo más elevado. En 2014 se 
vendieron en todo el mundo 6.000 millones de dólares en café 
y otros alimentos certificados como comercio justo. En 2015, 
más de un millón y medio de personas, en unos 70 países, 
participaban en la producción de bienes de comercio justo. 

A medida que el consumo de productos de comercio justo se 
ha incrementado en las democracias desarrolladas, el sistema 
también se ha visto cuestionado de manera creciente. Uno de 
los argumentos que algunos esgrimen es que las primas que se 
pagan por estos productos mantienen en activo a agricultores 
ineficientes a quienes les iría mejor trabajando en algún otro 
sector económico. Otros sugieren que en realidad las primas no 
llegan a los productores, sino que se las comen los gastos fijos 
generados por la administración de las cooperativas. 
Desafortunadamente, gran parte de este debate se ha visto 
motivado por preferencias ideológicas o hechos anecdóticos. 

Más recientemente, un estudio sobre el comercio justo 
realizado con mayor rigor planteó algunas cuestiones 
importantes con respecto a los efectos de este sistema de 
certificación. Un grupo de investigadores de Londres llevó a 
cabo un estudio de cuatro años de duración sobre la 
producción de café, té y flores de comercio justo en Etiopía y 
Uganda. Algunas de sus conclusiones resultaban preocupantes. 
Contrariamente a lo que cabría suponer, muchas de las 
personas involucradas en la producción de bienes de comercio 
justo no eran propietarios de granjas, sino trabajadores 
contratados, incluidos niños. Esos trabajadores asalariados a 
menudo ganaban menos que los que trabajaban en granjas no 
adscritas al comercio justo, normalmente de mayor tamaño. 
Además, las primas solían ir a parar a manos de una minoría 
de granjas más grandes, lo que implicaba que los agricultores y 


trabajadores mas pobres se beneficiaban mucho menos del 
sistema. Asimismo, a los trabajadores asalariados con 
frecuencia se les negaba el acceso a las escuelas, consultorios y 
otros servicios proporcionados por las cooperativas. 

¿Los casos de Etiopía y Uganda sugieren que el modelo de 
comercio justo tiene los días contados? Aparte de África, donde 
más ampliamente ha arraigado el comercio justo ha sido en 
Latinoamérica, que fue donde se inició. Los estudios allí 
realizados revelan que el sistema tiene ventajas para muchos 
agricultores y ganaderos, aunque, como en África, los 
trabajadores asalariados no disfrutan de las mismas ventajas, y 
las cooperativas suelen experimentar los mismos tipos de 
desigualdades que se detectaban en Uganda y Etiopía. En 
suma: los datos sugieren que el comercio justo ciertamente 
proporciona beneficios, pero no es una solución universal a los 
problemas de desarrollo. 

Curiosamente, tanto el caso africano como el 
latinoamericano parecen indicar que las ganancias y demás 
beneficios se distribuyen de manera más equitativa cuando la 
producción de bienes de comercio justo se realiza a mayor 
escala. Esta idea puede parecer contraria a la creencia habitual 
de que las grandes empresas son injustas por naturaleza, 
mientras que la producción a pequeña escala es más justa e 
igualitaria. Pero las investigaciones sugieren que las empresas 
más grandes disponen de mayores recursos y pueden 
proporcionar una gama más amplia de beneficios; y asimismo 
resulta más fácil pedirles cuentas de su gestión mediante 
mecanismos tales como la sindicalización y la regulación. 
Puede que la imagen de una familia cultivando café nos resulte 
visual y emocionalmente atractiva cuando nos tomamos un 
café; pero no debe hacernos olvidar el papel que desempeñan 
unas instituciones sólidas como fundamento del desarrollo a 
gran escala!27, 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


«Describir las principales características de los paises en desarrollo. 
*Examinar cómo el imperialismo y el colonialismo han influido en las 


instituciones estatales, sociales y económicas de los países en 
desarrollo. 

«Comparar en qué medida los países que han estado sometidos al 
imperialismo han adolecido de divisiones étnicas y nacionales, un 
crecimiento económico limitado y unos estados débiles. 

*Evaluar y debatir sobre: a) las instituciones y políticas de ámbito social, 
económico y político como vias de desarrollo y de democracia; y b) el 
papel de la comunidad internacional de cara a favorecer o dificultar el 
cambio. 


Hasta ahora hemos estudiado dos grandes tipos de países: 
las democracias desarrolladas, y los países comunistas y 
poscomunistas. Pero estas dos categorías excluyen a gran parte 
de Latinoamérica, Asia y África. Muchos de los países de estas 
áreas geográficas no han tenido ni regímenes liberales 
democráticos ni regímenes comunistas, y la inmensa mayoría 
de ellos presentan niveles de industrialización económica que 
se hallan muy por debajo de los de las democracias 
desarrolladas o del mundo comunista y poscomunista. La 
clasificación tradicional de estos países como integrantes de un 
«Tercer Mundo» agrupaba inútilmente a una gama muy diversa 
de personas y sistemas políticos en función de aquello que no 
eran, y no de lo que eran (lo que se conoce como una categoría 
residual). Otro término más reciente, «el Sur Global», resulta 
vagamente más preciso en términos geográficos, pero no más 
útil. 

Entonces, ¿cómo debemos identificar a estos países? 
Mientras que las democracias desarrolladas se caracterizan por 
su temprana modernización y desarrollo capitalista, y los 
estados comunistas por su modernización e industrialización 
rápidas, tardías y gestionadas por el estado, los países de los 
que trataremos en este capítulo se distinguen por tener formas 
híbridas de instituciones económicas, sociales y políticas, tanto 
de carácter autóctono como impuestas por otros países. 

En este capítulo desarrollamos algunas ideas y categorías 
que nos ayudarán a investigar y conocer estos países. 
Empezaremos por diferenciar entre los diversos países en 
desarrollo y examinar los distintos tipos de relación entre 


libertad e igualdad que se dan en ellos. A partir de aqui 
veremos algunas de las experiencias e instituciones 
fundamentales que comparten, especialmente las vinculadas al 
imperialismo y el colonialismo. Señalemos que, aunque el 
imperialismo tuvo consecuencias distintas en diferentes partes 
del mundo, podemos hacer algunas generalizaciones con 
respecto a su legado. Luego examinaremos qué retos y 
obstáculos han tenido que encarar estos países tras obtener la 
independencia. ¿Cómo concilia un país libertad e igualdad en 
condiciones que no favorecen ninguna de ambas cosas? ¿Y 
cómo algunos países han logrado disfrutar del desarrollo 
económico y político, mientras que otros se han estancado o 
incluso han experimentado un declive? Estos temas nos 
llevarán a un análisis final de las perspectivas de desarrollo 
político, económico y social de los países en desarrollo. ¿Qué 
políticas públicas podrían contribuir a generar mayor 
democracia, estabilidad política y prosperidad económica en 
dichos países? Las dificultades que afrontan son grandes, y la 
tarea ingente; pero de esos desafíos pueden surgir nuevas ideas 
e innovaciones con el potencial de generar cambios positivos. 


Libertad e igualdad en el mundo en desarrollo 


Con frecuencia se ha dividido el mundo en desarrollo en dos 
grupos que apuntan a importantes diferencias en los niveles de 
desarrollo de los países en cuestión. Durante los últimos 
cincuenta años, algunos de dichos países, especialmente en 
Asia y diversas regiones de Latinoamérica, han experimentado 
un ritmo de crecimiento económico y de democratización 
espectacular, hasta el punto de que en la actualidad se 
asemejan en numerosos aspectos a las democracias 
desarrolladas. Se conocen como países de renta media. En las 
tres últimas décadas muchos de estos países han 
experimentado un rápido desarrollo, con una marcada 
tendencia a la democratización y a la estabilidad política y 
social. En el capítulo 8 incluíamos también a varios de ellos — 
como México, Brasil, Chile, Corea del Sur y Taiwán— en la 
categoría de democracias desarrolladas, si bien algunos de 


ellos tienen déficits todavia reseñables. 

En otros casos, las estructuras económicas y políticas han 
seguido siendo débiles o se han debilitado aún más durante las 
últimas décadas. Algunos países de este grupo incluso han 
degenerado en mayores niveles de pobreza, violencia y 
conflicto civil. Habitualmente se los denomina países de renta 
baja, y a veces también países menos desarrollados. Según la 
definición del Banco Mundial, los países de renta baja son 
aquellos cuyo producto interior bruto (PIB) per cápita en 
paridad del poder adquisitivo (PPA) es inferior a 4.000 dólares, 
mientras que los países de renta media son aquellos cuyo PIB 
per cápita en PPA se sitúa entre 4.000 y 13.000 dólares. Para 
referirnos conjuntamente a los países de renta baja y media 
emplearemos el término de países en desarrollo (tabla 10.1). 

Como mencionábamos en el capítulo 8, los países en 
desarrollo, como los poscomunistas, han seguido trayectorias 
cada vez más dispares, lo que ha llevado a que algunas 
organizaciones como el Banco Mundial últimamente hayan 
renunciado por completo a utilizar el término. Sin embargo, 
establecer comparaciones entre estos países puede ayudarnos a 
comprender mejor las variaciones que los diferencian. ¿Por qué 
algunos han podido salir de la trampa del subdesarrollo y otros 
no? ¿Tiene ello que ver con el modo como se estructuran sus 
estados? ¿Con sus regímenes o sistemas político-económicos? 
¿Con la ausencia o presencia de democracia? ¿Con sus 
instituciones étnicas, nacionales o religiosas? ¿Con su cultura? 
¿Con su relación con las democracias desarrolladas u otros 
estados más poderosos? ¿Es posible extraer lecciones de 
algunos países en desarrollo que sean aplicables a otros? 


Tabla 10.1Paises en desarrollo (2017) 
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Antes de abordar los problemas actuales, debemos examinar 
su historia. Pese a las diferencias que caracterizan su situación 
actual, todos los países en desarrollo comparten el legado del 
colonialismo y el imperialismo, así como la experiencia de 
haber formado parte de grandes imperios y haber sido 


posesiones de otros estados mas poderosos. El dominio 
imperial, que duró décadas o incluso siglos, transformó de 
manera radical y a menudo acelerada las instituciones 
económicas, políticas y sociales de los países colonizados. 
Aunque con el tiempo la resistencia acabaría derribando el 
dominio imperial, los cambios que provocó este sistema no 
resultarían fáciles de deshacer. Para comprender mejor este 
legado institucional merece la pena analizarlo con cierto 
detalle, pero también debemos tener presente que la historia 
no determina por completo el destino: el imperialismo es 
importante, pero es solo uno de los factores que explican los 
problemas del mundo posimperial. 


Imperialismo y colonialismo 


En los primeros tres capítulos de este libro veíamos que 
durante el último milenio Europa, Oriente Próximo y Asia se 
embarcaron en una serie de drásticos cambios sociales, 
económicos y políticos que  perfilaron los que hoy 
consideramos los rasgos distintivos de la sociedad moderna: la 
identidad étnica y nacional, la innovación tecnológica y la 
centralización política. El creciente poder de las sociedades 
modernas no tardó en proyectarse hacia el exterior para 
conquistar y asimilar nuevos territorios y pueblos que pudieran 
contribuir a su rápido desarrollo. El resultado fue el 
surgimiento de imperios, es decir, autoridades políticas únicas 
que abarcan bajo su soberanía a un gran número de regiones o 
territorios externos y pueblos distintos. Aunque esta definición 
podría llevarnos a concluir que cualquier país grande y diverso 
es un imperio, el elemento diferencial aquí es que hay pueblos 
y territorios que no se consideran parte integrante del país en 
sí, pero, sin embargo, se hallan bajo su control directo. A su 
vez, el término imperialismo define el sistema mediante el 
cual un estado extiende su poder para controlar directamente 
territorios, recursos y poblaciones situados fuera de sus 
fronteras. La gente suele utilizar el término imperialismo como 
sinónimo de colonialismo, aunque en realidad se trata de 
términos distintos. Colonialismo hace referencia a la 


ocupación física de un territorio extranjero mediante el recurso 
a la fuerza militar, el despliegue de empresas o el asentamiento 
de colonos. Así pues, el colonialismo suele ser el medio de 
consolidar un imperio. 

Aunque las prácticas imperialistas comenzaron hace muchos 
miles de años, se puede situar el origen del imperialismo 
moderno en el siglo xIx, cuando el desarrollo tecnológico en 
Europa, Oriente Próximo y Asia —en especial la navegación 
avanzada y la tecnología militar— llegó a un punto que 
permitió a los países de estas regiones proyectar su poderío 
militar allende sus fronteras. En Asia, el poderoso Imperio 
chino se apartó de ese camino. Tras haber consolidado su 
poder cientos de años antes que los estados europeos, el estado 
chino adoptó una postura más conservadora e inflexible, más 
interesado ahora en mantener el statu quo que en lanzar nuevos 
ataques para adquirir más territorios. De hecho, mientras los 
europeos partían hacia las Américas, China renunciaba a los 
viajes al extranjero, y en 1500 se había prohibido a los 
súbditos chinos construir embarcaciones transoceánicas. De 
manera similar, aunque en Oriente Próximo el poderoso 
Imperio otomano extendió su poder a gran parte del mundo 
árabe y Asia, África Septentrional y algunas zonas de Europa 
—donde estuvo a punto de conquistar Viena en 1683—, en 
última instancia apenas se expandió más allá del mundo 
islámico. Cualesquiera que fuesen las razones de esos cambios 
de postura en China y el Imperio otomano, en ambos casos 
existía una temprana fase de construcción del estado y de 
imperialismo que precedía a la europea y de hecho rivalizaba 
con ella. Por lo tanto, es importante ser conscientes de que los 
pueblos sometidos al imperialismo moderno no eran una 
especie de tabla rasa carente de instituciones propias: muchas 
de las regiones que cayeron bajo el dominio imperial poseían 
ya instituciones económicas, políticas y sociales muy 
desarrolladas. 


CRONOLOGÍAE! imperialismo moderno 


7494 la llegada a América, España y Portugal se reparten ese continente entre sus dos 


imperios. 

151% d5RGciones indígenas (aztecas, incas) son derrotadas por las potencias 
imperiales en Sudamérica. 

1602hbéS2deses empiezan a controlar diversas zonas del archipiélago indonesio y 
África Meridional. Se inicia la colonización inglesa en Norteamérica. 
IXL0r1825uerras de independencia en Latinoamérica ponen fin al dominio español y 
portugués. 

F8Web8S8nido extiende su dominio a Asia, en particular Hong Kong y la India. 
(88aferencia de Berlin; Africa se reparte a toda prisa entre las potencias europeas, 
sobre todo Francia, Portugal y Bélgica. 

1939epMéla Guerra Mundial actúa como catalizador de la descolonización de Asia 
y África. 

19d@pendencia de la India, la primera gran descolonización del siglo xx. 
1946pk9GRncia de la mayoría de las colonias británicas, francesas y belgas en África 
tras diversas rebeliones locales contra el dominio imperial. 

19G6pendencia de la mayoría de las antiguas colonias portuguesas en África y Asia. 
H9g1B9%M g (Reino Unido) y Macao (Portugal) se restituyen a China. 


DESTACAMOSEl imperialismo... 


*Es un sistema en el que un estado extiende su poder más allá de 
sus fronteras para dominar otros pueblos y territorios. 

*Fue propagado por las potencias europeas entre los siglos XVI y 
XXI. 

*Está motivado por razones económicas, estratégicas y religiosas. 

«A menudo ha llevado al colonialismo, la ocupación física de 
territorios extranjeros. 


Así pues, en el siglo xvi Europa inició un proceso de 
expansión imperial que se prolongaría durante casi cinco 
siglos. Motivados por razones económicas y estratégicas, así 
como por la creencia de que había que llevar al resto del 
mundo el cristianismo y la cultura occidental, los imperios 
europeos extendieron su poder por todo el globo. Primero, 
España y Portugal se hicieron con el control de Sudamérica, 
Centroamérica y grandes zonas de Norteamérica. Más tarde, en 
el siglo xvu, empezaron a llegar a Norteamérica colonos 
británicos, franceses y de otros países que desplazaron a los 
pueblos autóctonos. En el siglo xvi los europeos empezaron a 
imponer su dominio en varias regiones de África Septentrional 
y Oriente Próximo, lo que sorprendió a las élites otomanas, que 
desde hacía largo tiempo consideraban que Europa estaba 


tecnológica y culturalmente atrasada. Su sorpresa sería 
compartida por los chinos en el siglo XIX y principios del Xx, 
cuando el imperialismo europeo se expandió con rapidez a 
través de Asia. Con el tiempo, los estados europeos se 
repartirían asimismo casi toda África. A esta expansión 
imperialista europea se unió brevemente Japón, que a 
comienzos del siglo xx estableció su propio imperio en algunas 
regiones de Asia. En cada uno de estos casos, las potencias 
imperiales poseían sistemas políticos y estructuras militares 
bien organizados, avances tecnológicos y recursos económicos, 
unas ventajas que se combinaron con la creencia de que el 
control imperial no solo era posible, sino también necesario, 
justo y deseado por Dios128, 


Instituciones del imperialismo 


Los efectos del imperialismo en las sociedades que cayeron 
bajo dominio extranjero difirieron en las distintas épocas y 
lugares, pero hubo algunos elementos comunes resultantes de 
la imposición de sistemas políticos, sociales y económicos 
modernos a sociedades no occidentales. Como veremos, dicha 
imposición tendría consecuencias dramáticas (y a menudo 
traumáticas) que persisten todavía hoy!29. 


Exportación del estado 


Uno de los primeros efectos importantes del imperialismo fue 
la transferencia del estado al resto del mundo. Como recordará 
el lector, decíamos en el capítulo 2 que el estado moderno que 
hoy damos por sentado surgió como resultado de un largo 
proceso histórico acaecido en Europa; antes de que eso 
sucediera, las unidades políticas preexistentes tendían a tener 
un control mucho más débil sobre su territorio y sus súbditos, 
mientras que la soberanía territorial y el estado de derecho 
todavía eran endebles. Sin embargo, a la larga los estados 
lograron consolidar su poder sobre otras formas de 
organización política, eliminar a sus rivales, delimitar 
claramente sus fronteras y establecer su soberanía. 


Cuando los imperios europeos comenzaron a expandirse por 
todo el mundo, incorporaron los nuevos territorios a aquellas 
mismas estructuras estatales. Los diversos estados rivales se 
repartian los territorios conquistados en su btisqueda de 
recursos económicos y ventajas estratégicas. Debido a ello, las 
fronteras trazadas por los estados imperiales a menudo 
reflejaban la forma de sus ambiciones coloniales antes que las 
realidades geográficas, religiosas o lingüísticas existentes. Por 
ejemplo, las fronteras del 80 % de los estados africanos se 
trazaron en función de la longitud y la latitud, no de la 
geografía local ni de los grupos de población; y muchas de esas 
fronteras arbitrarias e impuestas desde fuera se convertirían en 
las lindes de los nuevos países independientes una vez 
finalizado el dominio imperial. Incluso los países que lograron 
resistir al dominio imperial directo, como Iran, Tailandia y 
Etiopía, se encontraron bajo la influencia y la presión 
constantes de aquellos imperios. 

Una vez conquistados los territorios, las potencias 
imperiales pasaron a consolidar el poder y la autoridad del 
estado. En muchos casos, eso supuso crear estructuras 
burocráticas similares a las que se encontraban en la metrópoli 
en un intento de «civilizar» —modernizar y occidentalizar— a 
la población local. Este conjunto de instituciones solía incluir 
una lengua nacional (habitualmente la de la potencia 
imperial), una policía y un ejército, un sistema jurídico-legal y 
tributario, y una serie de bienes públicos básicos como 
carreteras, escuelas y hospitales. La forma de establecer las 
nuevas instituciones e imponer nuevas leyes difirió de unos 
casos a otros. Algunos imperios recurrieron a los líderes locales 
para imponer su voluntad, mientras que otros prescindieron de 
las élites autóctonas en favor de sus propias formas de 
autoridad centralizada. Estas diferencias tendían a reflejar el 
grado de capacidad y autonomía del estado en la propia 
metrópoli. Tanto en uno como en otro caso apenas se 
exportaron prácticas democráticas —cuando llegó a exportarse 
alguna—, aunque estas fueran la norma en la metrópoli. A los 
individuos sometidos al dominio colonial se les consideraba 
súbditos, no ciudadanos, y, en consecuencia, apenas tenían 


derechos politicos. 

Esta imposición del estado tuvo efectos dispares. Muchos de 
los pueblos sometidos gozaron de una educación cada vez 
mejor y se beneficiaron de una infraestructura básica que 
mejoró las comunicaciones y el transporte. Con frecuencia 
aumentó la esperanza de vida y disminuyeron las tasas de 
mortalidad infantil, si bien, cuando estas tendencias se 
combinaron con las prácticas familiares tradicionales, 
desencadenaron una explosión demográfica que en muchos 
países pobres todavía continúa. Instituciones tradicionales 
como las religiones y costumbres locales se vieron erosionadas, 
y se reemplazaron por prácticas e instituciones occidentales o 
bien se fusionaron con ellas. Esta transición fue incompleta y 
dispar. Los territorios imperiales siguieron siendo económica y 
políticamente subdesarrollados, lo que situó a muchos pueblos 
sometidos en una especie de limbo institucional, con un 
híbrido de instituciones occidentales y tradicionales. La 
frustración derivada de esta identidad contradictoria 
contribuiría a avivar la llama del antiimperialismo: el deseo de 
liberarse del control extranjero. 


Identidades sociales 


La imposición externa de formas de organización incluyó 
diversas identidades nuevas que con frecuencia desplazaron a 
las instituciones sociales existentes o pasaron a incorporarse a 
estas. Entre ellas figuraban las identidades étnicas y 
nacionales. En una gran parte del mundo sometido al control 
imperial la gente solía identificarse por su tribu o religión, su 
posición económica o su profesión antes que hacerlo sobre 
todo en función de una determinada identidad étnica o 
nacional (dos instituciones que, en cambio, eran especialmente 
fuertes en Occidente). Pero al igual que los imperios trajeron 
consigo sus propias instituciones políticas, también exportaron 
los conceptos de etnicidad y nación. Las élites imperiales, ellas 
mismas moldeadas y definidas por identidades nacionales y 
étnicas, se tomaron un gran interés en identificar y clasificar a 
los diferentes grupos étnicos de las regiones que ocupaban y en 


estructurar su propio control político y económico en torno a 
esas clasificaciones. Irónicamente, mientras esos grupos fueron 
objeto de la clasificación occidental, con frecuencia también 
resultaron divididos por unas fronteras imperiales que se 
habían trazado sin la menor consideración a sus identidades 
tribales, religiosas o de cualquier otra índole. 

De repente, personas que hasta entonces no se habían 
definido especialmente por su etnicidad se encontraron con 
que sus derechos básicos se hallaban ligados al modo como el 
imperio los definía étnicamente. En algunos casos esta 
clasificación étnica vino determinada por una serie de 
tempranos conceptos seudocientíficos relativos a las razas, que 
sostenían que ciertos grupos étnicos eran naturalmente 
superiores a otros. Los imperios europeo y japonés estuvieron 
influenciados por el supuesto de que la raza colonizadora era 
superior a la colonizada y, por tanto, estaba destinada a 
gobernarla. También los distintos pueblos que abarcaba el 
imperio estaban sujetos a una clasificación jerárquica. A ciertos 
grupos étnicos se les facilitaba el acceso a posiciones de poder 
y provecho económico, mientras que a otros se les marginaba. 
El colonialismo solía exacerbar estas jerarquías cuando había 
poblaciones no autóctonas que emigraban a las colonias. A 
veces aquellos migrantes eran colonos de la metrópoli, 
mientras que en otros casos eran gentes procedentes de otras 
partes del imperio o de fuera de él (como, por ejemplo, los 
indios que emigraron a África o los esclavos africanos que 
fueron llevados a Brasil) Esas presencias extranjeras 
agudizaron aún más las divisiones étnicas y raciales, 
especialmente cuando a aquellos grupos se les concedieron 
privilegios económicos o políticos específicos. En suma: la 
desigualdad pasó a estar estrechamente interrelacionada con la 
etnicidad o la raza. 

Además de la etnicidad, las potencias imperiales también 
exportaron el concepto de identidad nacional. En especial a 
finales del siglo xIx y principios del xx, la identidad nacional se 
convirtió en una poderosa fuerza en el mundo industrializado, 
que ayudó a impulsar la competencia entre las potencias 
industriales y a la vez favoreció la causa imperialista. Pero en 


los pueblos sometidos al control imperial era raro que hubiera 
—si es que lo habia— un fuerte sentimiento de identidad 
nacional, como lo era la idea del derecho a un estado 
soberano. Esta combinación de nacionalismo e imperialismo 
resultó ser inestable. Los imperios veían a los pueblos que 
vivían en sus posesiones extranjeras como súbditos inferiores, y 
les otorgaron solo una limitada capacidad de mejorar su 
posición en el imperio. Sin embargo, el propio concepto de 
nacionalismo de las potencias imperiales proporcionaría a 
aquellos pueblos sometidos los medios de desafiar el dominio 
extranjero. Si el nacionalismo era el derecho de un pueblo — 
cualquier pueblo— a vivir bajo su propio estado soberano, ¿no 
implicaba eso que los pueblos sometidos también tenían 
derecho a gobernarse a sí mismos? De ese modo, los imperios 
proporcionaron la munición ideológica que sus súbditos 
utilizarían con el tiempo para derribar el imperialismo. 

El colonialismo también influyó en la situación de los roles 
de género en las colonias. Es difícil hacer generalizaciones en 
este ámbito, dado que los roles de género preexistentes diferían 
mucho de una región a otra y cada potencia imperial concebía 
las cuestiones de género de manera algo distinta. Algunos 
estudiosos sostienen que el imperialismo reportó beneficios a 
las mujeres, incrementando su grado de libertad e igualdad en 
la medida en que mejoró su acceso a la atención sanitaria y la 
educación. Otros rechazan este argumento, afirmando que en 
muchos casos el colonialismo restringió la función de las 
mujeres en la sociedad. Es posible que en muchas sociedades 
no occidentales los roles de género fueran mucho menos 
definidos que los que caracterizan al mundo moderno, 
permitiendo a las mujeres ciertas áreas de libertad individual, 
igualdad y autonomía. Las potencias imperiales trajeron 
consigo sus propios supuestos sobre el estatus de la mujer, 
unos puntos de vista que en parte habían sido moldeados por 
sus propios valores religiosos y que se impusieron mediante 
instituciones como la educación y el sistema jurídico-legal. A 
su vez, los sistemas económicos impuestos por los 
colonizadores también solían marginar a las mujeres. 


DESTACAMOSInstituciones politicas y sociales del 
imperialismo 


*El estado, como forma de organización política, se impuso en 
gran parte del mundo fuera de Europa. 

«Se crearon identidades étnicas y nacionales donde no existían 
antes de la colonización. 

«Los roles de género de la potencia imperial se impusieron con 
frecuencia en las colonias. 


Puede encontrarse un ejemplo de ello en las investigaciones 
realizadas sobre el tema de la agricultura y la igualdad de 
género. Algunos estudios sugieren que en las sociedades donde 
la agricultura se realizaba mediante el sistema de «cultivo 
itinerante» (basado en el uso de azadas y la escarda manual, en 
lugar de emplear el arado, que requiere más fuerza en la parte 
superior del cuerpo) las mujeres participaban más activamente 
en la economía agrícola en pie de igualdad con los hombres. 
Estas pautas de participación igualitaria se extendían asimismo 
a otros ámbitos, como la política. Sin embargo, con el 
advenimiento del imperialismo este tipo de prácticas se vieron 
transformadas por la modernización agraria y el desarrollo 
industrial, lo que desplazó la capacidad de participación de las 
mujeres a los hombres!30, Aun así, dada la amplia gama de 
prácticas imperiales e instituciones no occidentales existentes, 
sería excesivamente simplista decir que el imperialismo 
empeoró la vida de las mujeres en todos los aspectos. El 
dominio imperial también creó ¡nuevas oportunidades 
económicas que cuestionaban los roles tradicionales de las 
mujeres en la familia patriarcal y los diversos órdenes tribales. 
Las mujeres que pudieron recibir una educación, liberarse de 
los códigos tradicionales de honor familiar y tribal, y tener un 
trabajo fuera del hogar vieron transformadas sus vidas. 


Desarrollo dependiente 


Al igual que el imperialismo transformó las instituciones 
políticas y sociales de los territorios colonizados, creando una 
amalgama de formas autóctonas y occidentales, el cambio 


económico se produjo de una manera igualmente drástica y 
dispar. La primera transformación importante producida en 
muchas posesiones imperiales fue la sustitución de una 
economía agrícola tradicional por otra impulsada por las 
necesidades de una metrópoli capitalista en pleno proceso de 
industrialización. Así, unos sistemas que se basaban en gran 
medida en la agricultura de subsistencia y el trueque se 
transformaron en economías monetarias en las que se utilizaba 
dinero para pagar tanto los bienes como el trabajo. 

De la mano de la economía monetaria vino la 
transformación de la producción económica. Mediante el uso 
de un sistema político-económico mercantilista (véase el 
capítulo 4) los imperios se propusieron extraer ingresos de sus 
colonias y, al mismo tiempo, utilizar aquellos territorios y su 
población como mercados cautivos de productos acabados de 
la metrópoli. Para las colonias, pues, el libre comercio era 
inexistente, en tanto estaban obligadas a vender y comprar sus 
bienes dentro de los confines del imperio. Además, la 
producción colonial se organizó con el objetivo de 
proporcionar bienes que resultaba difícil encontrar en la 
metrópoli. En lugar de productos acabados, las economías 
locales se reestructuraron en torno a materias primas como el 
algodón, el cacao, el café, el té, la madera, el caucho y otras 
valiosas mercancías que podían extraerse del entorno natural. 

Para controlar este tipo de economías —denominadas 
«extractivas»—, se establecieron grandes empresas que a 
menudo estaban dominadas por un único monopolio. Por 
ejemplo, en Indonesia la Compañía Neerlandesa de las Indias 
Orientales obtuvo el control de las lucrativas exportaciones de 
especias, al tiempo que monopolizaba el mercado local de 
productos acabados procedentes de Europa, destruyendo así las 
redes comerciales autóctonas que durante siglos habían 
existido en la región. De manera similar, en el siglo xix la 
Compañía Británica de las Indias Orientales funcionaba 
prácticamente como un estado autónomo, controlando una 
buena proporción de la economía india y gran parte de su 
comercio exterior. Este tipo de imperialismo orientado a la 
exportación también propició la creación de grandes 


plantaciones capaces de producir ingentes cantidades de 
caucho, café o tabaco. 

Esta forma de organización económica resultaba muy 
distinta de la de las metrópolis, y en muchos aspectos se avenía 
mal con el desarrollo nacional de las colonias. Las 
infraestructuras que se construyeron con frecuencia estaban 
orientadas principalmente a mejorar la eficacia de la 
extracción y la exportación en lugar de favorecer la 
comunicación o el movimiento de los pueblos sometidos. Se 
crearon puestos de trabajo en el sector extractivo, pero la 
industrialización y la actividad empresarial locales fueron más 
limitadas. El desarrollo de una agricultura orientada a la 
exportación antes que a la subsistencia mermó la capacidad de 
estos pueblos para alimentarse por sí mismos, y el desarrollo 
de una producción agraria a gran escala expulsó a muchos 
pequeños agricultores del campo. Debido a ello, numerosas 
colonias experimentaron una gran expansión urbana, 
normalmente en las capitales coloniales o en otras ciudades 
clave para la política y el comercio imperiales. A finales del 
siglo XVI por ejemplo, los españoles habían fundado en 
Latinoamérica más de 200 ciudades, que aún hoy siguen 
siendo las principales áreas urbanas de la región. La 
urbanización comportó sus propios beneficios, como la mejora 
de las infraestructuras, junto con nuevas oportunidades 
económicas, pero también tuvo costes evidentes. Por ejemplo, 
una mayor densidad de población implicaba mayores 
problemas de salud pública, como la prevalencia de ciertas 
enfermedades (que los propios países desarrollados ya habían 
experimentado antes). 


DESTACAMOSInstituciones económicas del imperialismo 


«Las economías agrícolas tradicionales se transformaron para 
adaptarlas a las necesidades del poder imperialista. 

eLa organización económica del imperialismo impidió el 
desarrollo nacional de las colonias. 

+A menudo se reprimió el libre comercio en tanto las colonias se 
vieron obligadas a suministrar bienes solo a la potencia 
imperial, creando así economías extractivas en dichos países. 


Dediquemos=un=momento=a = resumir =lo=que=hemos 
comentado hasta ahora. Aprovechando su enorme capacidad 
de organización, los estados modernos extendieron su poder 
por todo el mundo, estableciendo nuevas instituciones 
políticas, económicas y sociales, y desplazando a las 
previamente existentes. En algunos casos esas instituciones 
eran un reflejo de la metrópoli, mientras que en otros se 
diseñaron específicamente para consolidar el dominio imperial. 
El resultado fue una incómoda mezcla de estructuras 
autóctonas y extranjeras. Se introdujeron o impusieron nuevas 
instituciones políticas y nuevas identidades sociales mientras 
se restringian la participación y la ciudadanía; se fomentó el 
desarrollo económico, pero de forma que sirviera a los 
mercados de la metrópoli. El imperialismo, pues, generó 
nuevas identidades y conflictos, en tanto clasificó a las 
personas y estableció distinciones entre ellas; no solo entre 
gobernantes y gobernados, sino también entre los propios 
pueblos sometidos. Al mismo tiempo, las contradicciones 
inherentes a esta desigualdad y a esta restricción de la libertad 
se hicieron cada vez más evidentes para los pueblos sometidos 
en la medida en que estos empezaron a asimilar y desarrollar 
sus propias ideas y valores. A comienzos del siglo xx, la 
creciente conciencia de la realidad de este sistema y de sus 
contradicciones intrínsecas contribuyó a fomentar la 
resistencia ciudadana al imperialismo y sentó las bases de la 
futura independencia. 


Los retos del posimperialismo 


Pese al poder de los imperios para extender su dominio sobre 
una gran parte del mundo, llegó un momento en que sus días 
se acabaron. En Latinoamérica, donde había surgido 
inicialmente el imperialismo europeo, la invasión de España y 
Portugal por el ejército napoleónico en 1807-1808 provocó 
agitación en las colonias y desencadenó varias guerras de 
independencia que en 1826 acabarían liberando la mayor parte 
del subcontinente. En África y Asia, donde el imperialismo no 
había alcanzado su cenit hasta el siglo xIx, la descolonización 


se produjo después de la Segunda Guerra Mundial. En las 
colonias asiáticas y africanas surgieron numerosos 
movimientos de independencia catalizados por las debilitadas 
posiciones de las potencias imperiales y promovidos por líderes 
autóctonos que se habían educado en Occidente y estaban 
capacitados para articular objetivos nacionalistas y organizar 
movimientos de resistencia. Algunas potencias imperiales 
presentaron una feroz oposición: Francia libraría una guerra 
brutal para conservar Argelia en la década de 1960; Portugal 
no se retiraría por completo de África hasta 1975, y el Reino 
Unido no restituiría Hong Kong a China hasta 1997. Pero la 
mayor parte de las colonias de África y Asia obtuvieron su 
independencia en la década de 1960. 

Sin embargo, la desaparición del imperialismo no eliminó 
de un plumazo los problemas de los países en desarrollo, que 
han seguido afrontando diversos retos políticos, sociales y 
económicos al desarrollo y la estabilidad, la libertad y la 
igualdad. En muchos casos esos problemas son un legado del 
dominio imperial, mientras que en otros son consecuencia de 
determinados factores nacionales e internacionales que han 
surgido en los años transcurridos desde la independencia. Pero 
aquí se da una importante paradoja. Si observamos el mayor o 
menor éxito de estos países a la hora de desarrollar sus propias 
instituciones económicas, sociales y políticas durante los 
últimos cincuenta años, vemos que ha sido en Asia donde se 
han obtenido los mejores resultados, mientras que África se 
lleva la peor parte y en Latinoamérica el panorama resulta 
bastante dispar. Pero incluso dentro de cada una de estas áreas 
geográficas existen variaciones significativas. ¿Qué explica esas 
diferencias? Empezaremos por examinar algunos de los 
problemas más comunes que afrontan los países que han 
estado sometidos al imperialismo; luego volveremos a esta 
cuestión para ver si la respuesta puede proporcionar algunas 
estrategias de cara a favorecer el desarrollo y la democracia. 


Fortalecer la capacidad y la autonomía del estado 


Un problema clave que han tenido que encarar muchos países 


en desarrollo en los afios posteriores al imperialismo ha sido la 
dificultad para crear instituciones politicas eficaces. En el 
capitulo 2 diferenciábamos entre estados débiles y fuertes, y 
señalábamos que, para muchos estudiosos, el poder del estado 
lo conforman dos elementos: su capacidad y su autonomía. Por 
capacidad se entiende la aptitud de un estado para desempeñar 
funciones políticas básicas, mientras que la autonomía alude a 
su aptitud para actuar independientemente de la ciudadanía y 
de los actores foráneos. Ambas son necesarias para poder 
implementar las políticas públicas, y ambas han resultado 
especialmente difíciles de lograr para los países que han estado 
sometidos al imperialismo. 

En lo que respecta a la capacidad, con frecuencia los países 
en desarrollo no pueden realizar muchas de las funciones 
básicas que la ciudadanía espera de ellos, como crear 
infraestructuras, brindar servicios de educación y atención 
sanitaria, o proporcionar otros bienes públicos. Esta falta de 
capacidad tiene su origen en la ausencia de una burocracia 
profesional: los extranjeros que gestionaban las burocracias 
imperiales en las colonias normalmente se marchaban tan 
pronto como estas obtenían la independencia, lo que impedía 
que se diera una transición eficaz a una burocracia autóctona. 
Estos problemas de capacidad iniciales se han visto 
exacerbados por la politización del estado en tanto que en 
muchos casos la burocracia se ha convertido en una importante 
proveedora de empleos, recursos y prebendas que los líderes 
políticos distribuyen como una forma de consolidar su control. 
Recuérdese la definición del clientelismo y del rentismo 
parasitario que formulábamos en el capítulo 6. En el 
clientelismo, el estado coopta a parte de la ciudadanía 
proporcionando ciertos beneficios a una determinada persona 
o grupo a cambio de obtener su apoyo público, por ejemplo, 
mediante su voto en unas elecciones. Una faceta del 
clientelismo, el rentismo parasitario, utiliza determinados 
sectores del estado para extraer rentas que luego van a parar a 
manos de sus partidarios, dándoles acceso preferente a bienes 
públicos (como puestos de trabajo) que de otro modo se 
distribuirían con criterios apolíticos. En muchos países en 


desarrollo, el limitado nivel de desarrollo económico y la 
relativa debilidad del estado han fomentado un alto grado de 
clientelismo y rentismo parasitario que los líderes políticos han 
utilizado para acceder al poder y aferrarse a él131, La política 
se convierte, así, en una cuestión de comprar apoyos y 
aprender a esquivar las instituciones formales recurriendo a 
relaciones informales. Como sabemos muy bien, esta no es una 
característica exclusiva del mundo en desarrollo; pero sí es más 
acusada en esos estados. 


DESTACAMOS Obstáculos al fortalecimiento de la 
autonomía y la capacidad del estado en 
los países en desarrollo 


«Ausencia de una burocracia profesional (tras la marcha de los 
burócratas imperiales extranjeros). 

*Clientelismo, rentismo parasitario y corrupción en la gestión 
tanto de los cargos públicos como de las rentas públicas. 

«La soberanía suele verse comprometida por agentes externos 
(otros estados, organizaciones internacionales...). 


La autonomía ha resultado igualmente problemática en el 
mundo posimperialista. A primera vista, muchos de estos 
países parecen ser extremadamente autónomos y capaces de 
funcionar sin tener que responder a la presión pública. El 
predominio de regímenes no democráticos en gran parte del 
mundo en desarrollo parece reforzar esta impresión. Sin 
embargo, esos estados son en gran medida rehenes de un 
sistema patrimonial similar al que podemos observar en 
Zimbabue (véase el capítulo 6). Lejos de ser un actor con un 
alto grado de independencia, aquí el estado está en manos de 
una serie de grupos que lo conciben como un recurso que 
pueden explotar antes que como una herramienta para 
implementar las políticas nacionales. El resultado de esa escasa 
capacidad y autonomía es un elevado nivel de corrupción. Por 
ejemplo, en Nigeria, durante el gobierno militar de la década 
de 1990, los funcionarios públicos llegaron a robar más de mil 
millones de dólares del tesoro nacional. Y en 2016 el gobierno 


estadounidense confiscó otros mil millones de dólares en 
activos que se cree que fueron robados por personas cercanas 
al primer ministro de Malasia. Diversos estudios sobre 
corrupción indican que los países más corruptos del mundo son 
países en desarrollo y poscomunistas, y existe una clara 
correlación entre el nivel de desarrollo y el grado de 
corrupción (véase la tabla 10.2). 

Además de tener su capacidad y autonomía seriamente 
comprometidas, los estados del mundo en desarrollo suelen ver 
restringido su campo de acción por diversos factores 
internacionales. Habitualmente los países en desarrollo están 
sujetos a las presiones de otros estados más poderosos, además 
de actores internacionales como las Naciones Unidas, el Banco 
Mundial, las empresas multinacionales y una serie de 
organizaciones no gubernamentales como Amnistía 
Internacional o la Cruz Roja. Dichos actores, que con 
frecuencia ejercen un poder económico y político mucho 
mayor que los propios estados, pueden influir de manera 
significativa en las políticas de estos países, moldeando sus 
alianzas militares y diplomáticas, sus relaciones comerciales, y 
sus economías y leyes nacionales. De ese modo, también su 
soberanía se ve comprometida. 


Tabla 10.2Índice de percepción de la corrupción (2016) 


PdBiútón 

— topo 
Dimamarca 
Grdiadá 
Rainadsinido 
Patagian Unidos 
Mpxico 
Francia 
Raisián 
Botsuima 
ZiméómbdubSur 
Veareautdh Norte 
Bomsälia 
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Nota: El índice de percepción de la corrupción se basa en diversas encuestas 
realizadas a escala nacional en relación con la percepción del alcance general de la 


corrupción (cuantía y frecuencia de los sobornos) tanto en la ciudadanía como 
entre los políticos. Las posiciones van del 1 al 176; algunos países comparten una 
misma posición. 


Fuente: Transparencia Internacional, https://transparencia.org.es/wp-content/ 
uploads/2017/01/tabla_sintetica_ipc-2016.pdf (consultado en febrero de 2021). 


Estos factores limitadores de la capacidad y la autonomía 
del estado tienen consecuencias obvias para la libertad y la 
igualdad. Es poco probable que un estado con poca capacidad 
y autonomía pueda consolidar un estado de derecho. La 
ciudadanía no respetará las leyes si el propio estado no está 
dispuesto a acatarlas ni a imponer su cumplimiento o 
sencillamente no puede hacerlo. La libertad se ve amenazada 
entonces por el conflicto y la imprevisibilidad, lo que a su vez 
obstaculiza el desarrollo económico. La inestabilidad del 
entorno, junto con la ausencia de bienes públicos básicos como 
una red viaria o un sistema educativo, desincentivarán la 
inversión a largo plazo. La riqueza va a parar 
mayoritariamente a manos de quienes controlan el estado, 
generando un alto grado de desigualdad. No hay ni un régimen 
netamente definido, ni un conjunto de reglas o normas claras 
que regulen el juego político. 

Por desgracia, allí donde reina una inestabilidad tan 
elevada, con frecuencia hay solo una única institución con un 
alto grado de capacidad y autonomía: el ejército. Allí donde los 
estados son débiles, a menudo entran en escena las fuerzas 
militares, que pasan a asumir el control del gobierno, ya sea 
para conjurar el desorden o simplemente para asegurarse su 
propio turno a la hora de drenar los recursos del estado. Los 
gobiernos militares han sido muy habituales en los países en 
desarrollo y recientemente hemos visto resurgir al ejército 
como una importante fuerza política en Oriente Próximo, 
donde el cambio político ha tenido resultados perturbadores. 
Pero incluso en países donde el gobierno militar ya ha tocado a 
su fin, con frecuencia el ejército sigue siendo un poderoso 
actor con sus propios intereses políticos y económicos, como 


veiamos en el capitulo 2 al analizar el caso de Pakistan. 


Forjar naciones y ciudadanos 


Una vez cerrada la etapa del colonialismo, muchos paises en 
desarrollo han tenido que afrontar el reto de forjar una única 
nación a partir de sociedades muy diversas. En los lugares 
donde antes del imperialismo no existía una autoridad política 
centralizada, las identidades tendían a ser bastante 
heterogéneas, y esa diversidad devino problemática cuando las 
potencias imperiales empezaron a clasificar grupos sociales y a 
establecer fronteras políticas y jerarquías sociales y 
económicas. La migración dentro de los propios territorios 
imperiales vino a complicar aún más las relaciones entre estos 
grupos. De modo que, cuando las colonias se independizaron, 
afloraron varios problemas. 

Por una parte, las divisiones grupales a menudo tienen 
implicaciones económicas, tal como las tuvieron bajo el 
dominio colonial. Algunos grupos étnicos o religiosos que se 
vieron favorecidos por el colonialismo continúan 
monopolizando la riqueza en las sociedades posteriores a la 
independencia. Por ejemplo, en Malasia e Indonesia, el grupo 
étnico chino han posee una parte desproporcionada de la 
riqueza nacional, lo cual genera resentimiento. De manera 
similar, en algunos países africanos, los inmigrantes indios — 
con frecuencia llevados allí inicialmente por los británicos 
como trabajadores no remunerados— con el tiempo llegaron a 
controlar una gran parte del sector empresarial. En el otro 
extremo del espectro, muchas poblaciones indígenas, como las 
de Latinoamérica, se cuentan entre las más pobres del mundo, 
una situación que ha propiciado el surgimiento de diversos 
movimientos políticos indigenistas en varios países del 
subcontinente. Muchos de los conflictos civiles que estallan en 
los países en desarrollo se deben principalmente a 
motivaciones económicas interrelacionadas con diferencias 
étnicas o religiosas. 

En segundo término, las divisiones étnicas y religiosas 
pueden complicar la política de manera similar. En los países 


donde las poblaciones son heterogéneas, la batalla por el poder 
politico con frecuencia se disputa en términos étnicos o 
religiosos en tanto cada grupo pretende obtener un cierto 
control del estado para servir a sus propios fines particulares 
(véase el capitulo 3) y llevarse su parte de los bienes u otros 
beneficios públicos. Esta lucha es un factor clave del 
clientelismo y el patrimonialismo, dado que todos los grupos 
compiten por acceder a los recursos controlados por el estado. 
En situaciones extremas, esto puede contribuir al surgimiento 
de un gobierno autoritario si los grupos temen perder el acceso 
a los recursos en caso de perder las elecciones. 

Como resultado, allí donde las divisiones étnicas o religiosas 
son muy marcadas a menudo presenciamos una forma de 
patrimonialismo en la que un grupo domina el estado mientras 
que en la práctica expulsa a los demás grupos del proceso 
político132, En algunos países puede que sea una mayoría 
(absoluta o relativa) de la población la que domina la política, 
como ocurre con las personas de origen europeo en México, 
donde la población indígena, que es minoritaria, tiene poco 
poder político. En otros casos puede ocurrir, en cambio, que 
una minoría domine a una mayoría mucho más numerosa. Por 
ejemplo, aunque en Irak la mayoría de la población está 
adscrita a la rama chií del islam, quienes ostentaron el poder 
tradicionalmente pertenecían a la minoritaria rama sunní. Con 
el derrocamiento de Sadam Huseín en 2003 estalló un conflicto 
entre sunníes y chiíes por el futuro control del país. Una 
dinámica similar subyace a la guerra civil siria, donde en las 
últimas décadas los dirigentes de la comunidad islámica 
alauita han monopolizado el poder político, al que en ningún 
momento se han mostrado dispuestos a renunciar (véase el 
capítulo 7). Los intereses económicos y políticos se entrelazan 
así con las diferentes identidades sociales y culturales. 

Los problemas económicos y políticos derivados de tales 
divisiones sociales dificultan la creación de una identidad 
nacional única y debilitan el concepto de ciudadanía, esto es, 
la idea de que todos los individuos tienen una relación política 
común con el estado. En tal contexto de diversidad étnica y 
religiosa, numerosos sectores de la población se muestran poco 


inclinados a concebir el estado poscolonial como una auténtica 
representación de sus aspiraciones como grupo, mientras que 
los propios estados en si apenas cuentan con elementos en los 
que fundamentar una identidad politica compartida aparte de 
su lucha inicial por la independencia. Cuando los conflictos 
étnicos y religiosos son extremos, los grupos desafectos pueden 
aspirar a ¡independizarse y crear sus propios países 
independientes. El ejemplo mas reciente lo tenemos en la 
creación en 2011 de Sudán del Sur, que se separó de Sudán 
tras una larga guerra civil que enfrentó al sur del país, de 
mayoría africana negra, contra el norte, de mayoría árabe. 
Bajo el Imperio británico ambos territorios había sido 
administrados como dos entidades políticas independientes; 
pero en 1956, antes de retirarse, Gran Bretaña gestionó la 
unificación de estas dos áreas pese a la oposición del sur. 
Posteriormente, la propia independencia de Sudán del Sur ha 
desembocado en una guerra civil entre líderes de dos grupos 
étnicos distintos. 

Las cuestiones relativas al género y la familia configuran 
otro importante ámbito modelado por el legado del 
imperialismo. Como ya hemos señalado anteriormente, las 
identidades y roles de género y familiares se han visto 
afectados por la rápida urbanización y la mercantilización de 
la agricultura, dos elementos que a menudo han favorecido el 
trabajo masculino y propiciado asimismo que los derechos de 
propiedad (como los títulos de propiedad de la tierra) se 
asignaran a hombres. Esta estructura puede dar a las mujeres 
mucha menor influencia en decisiones tales como el tamaño de 
la familia. También puede hacer que las familias vean a las 
niñas como una carga, dado que estas tendrán que casarse (a 
menudo aportando una dote) y no se puede esperar que cuiden 
a sus padres en la vejez. Debido a ello, las familias pueden 
mostrarse menos dispuestas a invertir en sus hijas, 
especialmente en las sociedades en las que el tamaño de la 
unidad familiar se está reduciendo, lo que ejerce aún más 
presión sobre las familias para tener hijos varones. En su forma 
más extrema, este favoritismo puede ser letal, llegando a la 
absoluta desatención de las niñas o al infanticidio. Se calcula 


que en la India y en China «faltan» respectivamente alrededor 
de 40 y 60 millones de niñas del grupo demográfico del que 
deberían formar parte a consecuencia de abortos voluntarios o 
por haber muerto poco después de nacer. Vietnam, Pakistán y 
otros países han afrontado problemas similares, ya sea debido 
a la práctica de abortos selectivos en función del sexo o a la 
desatención de las niñas. Algunos estudiosos ya han señalado 
que una de las causas de los conflictos y crímenes violentos es 
un excesivo número de jóvenes desempleados y solteros, un 
dato preocupante si se tiene en cuenta que algunos de los 
mayores desequilibrios de género se dan precisamente en los 
dos países más poblados del mundo, China y la India. En los 
próximos años, la seguridad de las mujeres puede ser una 
variable clave a la hora de predecir la seguridad de los 
estados133, 


DESTACAMOS Obstáculos a la construcción de un estado- 
nación unificado 


«Las divisiones étnicas y religiosas entre diferentes grupos en las 
sociedades heterogéneas (a menudo exacerbadas por la 
desigualdad económica). 

«Las fronteras políticas arbitrarias impuestas por las potencias 
imperiales. 


Generar crecimiento económico 


El tema del crecimiento constituye el principal objeto de 
atención para quienes estudian los países en desarrollo; de 
hecho, cuando pensamos en desarrollo, el progreso económico 
es lo primero que nos viene a la mente. Debido al 
imperialismo, en lugar de experimentar una modernización 
económica en sus propios términos, los países sometidos a este 
sistema vivieron una serie de rápidas transformaciones 
gestionadas por las potencias imperiales para satisfacer sus 
propias necesidades. Como resultado, tras obtener la 
independencia politica, muchos de ellos se encontraron con 
que seguían dependiendo económicamente de la antigua 


metrópoli. Pero esas relaciones de dependencia no auguraban 
nada bueno para su desarrollo a largo plazo, dado que a 
menudo priorizaban la producción de productos agrícolas y 
otras materias primas a cambio de productos acabados. Para 
muchos países en desarrollo, esta relación desigual era 
simplemente una nueva forma indirecta de imperialismo, o lo 
que algunos estudiosos denominan neocolonialismo. Romper 
esa fase de desarrollo económico dependiente fue, pues, el 
principal reto de los países en desarrollo tras su independencia 
política. 

La necesidad de las antiguas colonias de romper esa 
dependencia dio lugar a dos tipos de políticas económicas 
mercantilistas distintas que se implementaron en todo el 
mundo en desarrollo!34. La primera se conoce como 
sustitución de importaciones. Al amparo de esta política, los 
países restringen las importaciones, incrementando las barreras 
arancelarias o no arancelarias con el fin de estimular la 
demanda de alternativas locales. Para satisfacer esa demanda, 
se crean nuevas empresas con fondos públicos en el marco de 
industrias subvencionadas o paraestatales (parcialmente de 
titularidad pública), al tiempo que se aplica una regulación 
laxa de los derechos de patente y de propiedad intelectual a fin 
de aprovechar al máximo la innovación extranjera. Se espera 
que con el tiempo esas empresas desarrollen la capacidad 
productiva necesaria para competir tanto a nivel nacional 
como internacional. Tras la Segunda Guerra Mundial, la 
sustitución de importaciones se implementó habitualmente en 
toda Latinoamérica, y también se adoptó en África y algunas 
regiones de Asia. 

¿Qué grado de éxito tuvo la sustitución de importaciones? 
La mayoría de los observadores concluyen que no produjo los 
beneficios esperados, sino que más bien creó una especie de 
«economía invernadero». Aisladas de la economía global, 
puede que las empresas respaldadas por el estado dominaran el 
mercado local, pero, al carecer de competencia, resultaban 
mucho menos innovadoras o eficientes que sus competidoras 
internacionales. La perspectiva de que estas economías 
acabaran abriéndose al mundo exterior se hizo difícil de 


imaginar, y la opinión generalizada era que los rigores del 
mercado internacional no tardarían en liquidar a aquellas 
empresas poco competitivas. 

La sustitución de importaciones, pues, dio lugar a 
economías con grandes industrias que dependían del apoyo 
económico del estado y eran incapaces de competir en el 
mercado internacional, debido a lo cual se convirtieron en una 
carga para el Tesoro público y un recurso tentador para el 
clientelismo y el rentismo parasitario. Esto agravó el problema 
de la deuda internacional de los países en cuestión, dado que 
los estados tenían que pedir dinero prestado a otros países para 
construir y subvencionar sus industrias. A su vez, la falta de 
competitividad y el endeudamiento llevaron al estancamiento 
económico. En general, parece que estos países también 
cayeron en lo que se conoce como la trampa de la renta 
media, una situación en la que un país experimenta un cierto 
crecimiento económico, pero no puede desarrollarse a la 
velocidad necesaria para alcanzar a los países desarrollados. 
Así, por cada Corea del Sur hay un Brasil o una Sudáfrica que 
experimenta un crecimiento inicialmente rápido que luego se 
desacelera antes de que el país alcance un nivel de renta alta. 

Sin embargo, no todos los países poscoloniales optaron por 
la sustitución de importaciones. Varios países asiáticos 
terminaron por descartar esa opción en favor de una 
industrialización orientada a la exportación. Los países que 
siguieron esta estrategia propiciaron tecnologías y 
desarrollaron industrias que se centraban específicamente en 
las exportaciones, capitalizando lo que se conoce como el ciclo 
de vida del producto. Fl innovador que desarrolla un bien 
inicialmente lo produce para el mercado nacional, y más tarde 
lo exporta al resto del mundo; pero cuando este producto se 
difunde, otros países encuentran formas más baratas o 
eficientes de fabricarlo, y a la larga acaban exportando su 
propia versión al país donde se originó. En Corea del Sur, por 
ejemplo, en un primer momento las exportaciones se centraron 
en tecnologías básicas como la fabricación de tejidos y zapatos, 
pero con el tiempo se desplazaron a otros ámbitos más 
complejos, como la automoción y la producción de 


ordenadores. Esta política, sin embargo, tenía asimismo sus 
problemas, dado que los países que optaban por una 
industrialización orientada a la exportación también 
necesitaban cuantiosas subvenciones públicas y fuertes 
barreras arancelarias. Sin embargo, en general esta estrategia 
ha generado niveles de desarrollo económico mucho más altos 
que los alcanzados mediante la sustitución de importaciones. 
Algunos países asiáticos que optaron por la industrialización 
orientada a la exportación empezaron teniendo un PIB per 
cápita muy inferior al de muchos países latinoamericanos e 
incluso africanos. La cuestión de por qué Latinoamérica optó 
mayoritariamente por la vía de la sustitución de importaciones 
mientras gran parte de Asia optaba por basar su crecimiento en 
las exportaciones constituye una interesante paradoja, sobre la 
que volveremos al final de este capítulo (véase «Las 
instituciones en la práctica»). 

En la década de 1980, muchos países en desarrollo —ya 
hubieran iniciado una política de sustitución de importaciones 
o todavía se basaran en gran medida en las exportaciones 
agrícolas, como ocurría en Africa— afrontaron graves 
problemas económicos, entre ellos unos altos niveles de deuda 
pública. En tales circunstancias, el apoyo de organizaciones 
como el Banco Mundial o el Fondo Monetario Internacional 
(FMI; véase el capítulo 11) estuvo condicionado a la 
liberalización económica del país en cuestión (véase el capítulo 
4). Esas políticas de liberalización, a las que a menudo se hace 
referencia con los términos de neoliberalismo, programas de 
ajuste estructural o Consenso de Washington —en tanto 
reflejan las preferencias políticas de diversas instituciones con 
sede en la capital estadounidense como el Banco Mundial y el 
FMI—, generalmente requerían que los países privatizaran las 
empresas de titularidad pública, pusieran fin a las 
subvenciones, redujeran las barreras arancelarias, hicieran 
recortes en la Administración pública y acogieran inversión 
extranjera. Estas reformas han generado polémica, y sus 
beneficios han sido dispares. Analizaremos esa situación con 
mayor detalle en breve, cuando examinemos las futuras vías de 
prosperidad económica de los países más pobres. 


Interrogantes y perspectivas de la democracia y el desarrollo 


Hemos analizado algunos de los problemas mas comunes a los 
que se enfrentan los paises en desarrollo a la hora de forjar 
instituciones capaces de generar desarrollo económico y 
estabilidad política. Nuestro análisis podría dar la impresión de 
que gran parte del mundo en desarrollo afronta retos 
insuperables. Pero no es así. Pese a las dificultades actuales, un 
buen número de países en desarrollo han experimentado 
espectaculares mejoras desde su independencia. En 1960 la 
esperanza de vida media era de 43 años en la India y de 54 en 
Brasil; en 2015 ambas cifras habían aumentado a 68 y 74 años 
respectivamente. Todavía en una fecha tan reciente como 
1990, la tasa de mortalidad infantil de Indonesia era de 86 por 
1.000; en 2015, no obstante, había descendido a 24 por 1.000. 

Obviamente, podemos medir el desarrollo de muchas formas 
distintas, y asimismo las diferentes partes del mundo han 
tenido experiencias muy dispares. En general, Asia es la que 
sale mejor parada en ese sentido. Muchos países de este 
continente están experimentando un rápido crecimiento, 
además de una clara tendencia a la democratización y a 
dotarse de estados cada vez más eficaces. También varios 
países de Latinoamérica han hecho grandes progresos, 
especialmente en la última década, aunque todavía con un 
crecimiento económico más lento y elevados niveles de 
desigualdad (si bien esta se está reduciendo). África sigue 
representando uno de los grandes retos en este aspecto: el 
continente exhibe las puntuaciones más bajas del mundo en el 
índice de desarrollo humano (IDH), además de unos elevados 
niveles de conflicto civil y de corrupción. Sin embargo, incluso 
aquí se detectan progresos. Por ejemplo, entre 2005 y 2015 el 
PIB del África subsahariana aumentó más de un 50 %. 

¿Qué explica estas disparidades en el desarrollo, ya sea 
entre distintos países o entre diversas regiones geográficas del 
globo? Existe un creciente consenso entre los estudiosos a la 
hora de identificar algunos de los principales factores en juego, 
si bien discrepan ampliamente en su evaluación acerca de 
cómo resolver los problemas. Un factor importante del que 
hemos hablado ya es la interrelación entre las fronteras y las 


divisiones étnicas (véase el capítulo 3). Parece haber una 
correlación entre la existencia de divisiones étnicas profundas 
y el incremento de la inestabilidad económica y política. Como 
ya hemos señalado antes, en tales casos puede resultar mucho 
más difícil forjar un sentimiento de identidad nacional o un 
concepto de bienestar nacional cuando las instituciones 
económicas y políticas se conciben como un medio para que un 
grupo domine a otros antes que como un instrumento para 
compartir el poder y la riqueza. A su vez, esta dificultad para 
forjar identidades nacionales puede verse agravada por el 
trazado de las fronteras, que puede exacerbar los conflictos al 
dividir a grupos étnicos o religiosos en diferentes países. Tales 
condiciones resultan especialmente complejas en Africa!35, 


DESTACAMOSTres vías de crecimiento económico 


Basiitu ción] decioqnóotltacionidsestado desempeña un papel importante en 
la economía. Se utilizan barreras arancelarias o no arancelarias para 
restringir las importaciones. El estado favorece activamente la producción 
nacional, a veces creando empresas públicas en sectores en desarrollo. 
Criticada por crear «economías invernadero», con grandes industrias que 
dependen del apoyo del estado y no pueden competir en el mercado 
internacional. 

Badadirétal ación aoribatad Eh dstakpdetaciónía un importante papel en 
la economía. Se utilizan barreras arancelarias para proteger las industrias 
nacionales. La producción económica se centra en sectores que tienen un 
nicho en el mercado internacional. Aspira a integrarse directamente en la 
economía global. En conjunto ha generado un nivel de desarrollo 
económico superior al de la sustitución de importaciones. 

Ajusde estealdiberdlismo. Se reduce la participación del estado a medida 
que se abre la economía. Se fomenta la inversión extranjera. A menudo se 
implementa después de la sustitución de importaciones. Criticado por ser 
una herramienta del neocolonialismo y por su incapacidad en muchos 
casos de generar un desarrollo económico sustancial. 


Un segundo factor son los recursos. En el capítulo 6 
hablábamos de la teoría de la maldición de los recursos, que 
sostiene que, en los países con abundantes recursos naturales, 
estos pueden obstaculizar el desarrollo político y económico 
antes que favorecerlo, en la medida en que el estado o los 
actores políticos los utilicen para ignorar en la práctica las 
demandas o necesidades de la ciudadanía. Cuando se combina 


con las divisiones étnicas, esta estrategia puede polarizar atin 
mas la politica, dado que entonces cada grupo intentara 
controlar esos activos a expensas de los demas. Una vez mas, 
mientras que en Asia muchos recursos naturales son 
relativamente escasos, constituyen en cambio una parte 
esencial de las economías africanas, donde productos como la 
madera, el petróleo y los diamantes no solo desencadenan 
conflictos, sino que de hecho los alimentan, generando 
ingresos que sustentan las milicias privadas y la guerra civil. 

En tercer lugar, está la cuestión de la gobernanza. Este es el 
factor más complejo de los tres, aunque probablemente sea el 
más importante. Para los estudiosos resulta evidente que los 
obstáculos aquí mencionados, entre otros, no pueden abordarse 
a menos que haya un estado eficaz. Debe haber un estado 
capaz de establecer la soberanía, proporcionar bienes públicos 
y legislar sobre los derechos de propiedad a la vez que resiste a 
la corrupción y permite la transferencia de poder entre 
gobiernos a lo largo del tiempo. Pero ¿cuál es la causa y cuál el 
efecto? ¿Se debilitan los estados por culpa de las divisiones 
étnicas y la maldición de los recursos, o más bien son los 
estados débiles los que propician esas circunstancias? Esta 
duda ha generado una importante controversia con respecto a 
las políticas que convendría aplicar. ¿Deberían las reformas 
contar con el respaldo de la comunidad internacional? 
¿Centrarse en los estados en desarrollo? ¿Concentrarse en los 
niveles sociales de base? En lo que resta de este capítulo se 
analizarán algunas posibles soluciones y los debates que han 
suscitado. 


Incrementar la eficacia del estado 


La visión del estado como una ayuda o un obstáculo al 
desarrollo en el mundo poscolonial ha ido cambiando con el 
tiempo. En la inmediata posguerra, la teoría de la 
modernización se centraba en la importancia del estado en el 
desarrollo económico y político, y lo concebía como el motor 
de la industrialización y las identidades políticas modernas. 
Tanto los organismos de ayuda como los países desarrollados 


utilizaban a los estados como canales de distribución de una 
ayuda centrada en proyectos de desarrollo de gran 
envergadura y gestionados «desde arriba», como la 
construcción de represas o los programas de atención sanitaria. 
En esa línea, desde 1960 la ayuda internacional de los países 
desarrollados a los países en desarrollo ha ascendido a más de 
tres billones de dólares. Sin embargo, muchos de los estados 
destinatarios no cumplían con lo que se esperaba de ellos, dado 
que la corrupción desviaba buena parte de los recursos y 
muchos objetivos de desarrollo no llegaban a realizarse. La 
existencia de estados grandes pero ineficientes era un hecho 
habitual, a menudo con la connivencia de fondos extranjeros. 
Debido a ello, en la década de 1980 el Consenso de 
Washington decidió adoptar un enfoque distinto, alentando (o 
presionando) a muchos países en desarrollo para que redujeran 
el poder del estado, fomentaran la industria privada y 
limitaran las regulaciones, en la creencia de que las fuerzas del 
mercado podrían tener éxito allí donde los estados habían 
fracasado. Pero mientras el Consenso de Washington 
consideraba que los estados eran demasiado grandes e 
intervencionistas, otros afirmaban que lo que había que hacer 
era reorientar su poder en lugar de reducirlo. Más pequeño no 
significaba necesariamente mejor si seguían sin poder 
satisfacerse las necesidades públicas básicas136. Últimamente el 
estado ha vuelto a recuperar su papel protagonista como actor 
vital en áreas como la provisión de bienes públicos. Reducir la 
corrupción, mejorar la atención sanitaria, incrementar el 
crecimiento económico y otras responsabilidades estatales 
básicas requieren una mayor y más eficaz capacidad del 
estado. La cuestión es cómo lograrlo. 

Un buen punto de partida consiste en recordar que no existe 
un modelo único para todos, como tampoco existe un «mundo 
en desarrollo» homogéneo. El mundo en desarrollo presenta 
una enorme disparidad en términos de historia —antes, 
durante y después de la era imperial—, recursos naturales, 
diversidad étnica y otros elementos. Eso hace que resulte difícil 
crear una secuencia común de medidas que mejoren las 
instituciones y creen estados más eficaces y responsables. La 


forma de hacer que los estados sean mas eficaces depende de 
las instituciones existentes con las que haya que trabajar. A 
continuación consideraremos algunos enfoques diversos, 
teniendo presente que ninguno de ellos es necesariamente la 
respuesta «correcta». 

En los países en desarrollo que ya tienen un grado razonable 
de capacidad y autonomía, puede mejorarse la gobernanza 
dando mayor prioridad al estado de derecho. En el capítulo 5 
definíamos este concepto, que implica que todos los individuos 
y grupos están sometidos a la ley independientemente de su 
poder o autoridad. Se ha hecho mucho hincapié en la 
importancia del estado de derecho, especialmente en los países 
que están experimentando una transición de un sistema no 
democrático a otro democrático. Un gobierno electo puede 
incrementar la participación pública, pero, en ausencia del 
estado de derecho, resulta menos probable que las prácticas 
democráticas se institucionalicen, y, por el contrario, las 
elecciones pueden funcionar como una contienda para 
disputarse las prebendas en lugar de un sistema de 
representación democrática que sirva a la ciudadanía en su 
conjunto. El interrogante, sin embargo, es cómo construir de 
entrada el estado de derecho. Los modelos históricos, como las 
democracias desarrolladas donde el estado de derecho surgió 
ya hace un siglo o más, resultan de limitada utilidad. Los 
donantes internacionales, laboratorios de ideas y organismos 
de ayuda suelen argumentar que la construcción del estado de 
derecho requiere una reforma judicial, incluido el 
fortalecimiento de los tribunales constitucionales (como 
veíamos en el capítulo 5), una fuerza de orden público y una 
reforma de la Administración pública con medidas más duras 
contra la corrupción. El objetivo es un estado que sea más 
predecible y más justo en la forma de tratar a sus ciudadanos. 

Sin embargo, los críticos con tales reformas argumentan que 
quienes diseñan este tipo de políticas confunden causa y 
efecto. No son las reformas institucionales las que crearán las 
normas relativas al estado de derecho; antes al contrario, 
primero deben surgir las normas a fin de que luego estas 
puedan generar presión en favor del cambio institucional. Por 


ejemplo, las élites politicas deben demostrar su compromiso 
con la reforma institucional. Eso no solo implica establecer 
nuevas reglas de juego, sino también el compromiso por parte 
de los actores políticos de que seguirán dichas reglas y 
acatarán los resultados. Si las personas con poder político no 
siguen comprometidas con los cambios aun cuando estos vayan 
en contra de sus intereses inmediatos, el estado de derecho no 
puede institucionalizarse!37. No menos importante es el papel 
de los actores sociales de cara a transmitir y promover esos 
valores. Un buen ejemplo es la era progresista que vivió 
Estados Unidos a finales del siglo xIx, cuando surgieron toda 
una serie de movimientos y organizaciones que luchaban por 
cosas tales como los derechos laborales, los derechos de las 
mujeres, la mejora de los estándares de salud y seguridad, y las 
medidas anticorrupción. En aquellos años se fundaron muchas 
instituciones cívicas que llegarían a tener un gran poder, como 
la Liga de Mujeres Votantes o la Cruz Roja Americana. En 
varios países en desarrollo han surgido grupos similares, como 
el movimiento India contra la Corrupción, fundado en 2011. 
Posiblemente este impulso en favor del auge de movimientos 
sociales y organizaciones no gubernamentales que encarnen y 
promuevan objetivos como la imparcialidad y la universalidad 
de los derechos deba ir acompañado de diversas 
transformaciones tanto de las élites políticas como de las 
instituciones que controlan. 


Potenciar la participación política 


Veíamos antes que la meta de hacer más eficaces los estados en 
desarrollo está vinculada a la institucionalización del estado de 
derecho. Las élites políticas desempeñan aquí un importante 
papel en tanto deben involucrarse en tales cambios, mientras 
que la participación de la sociedad es esencial para contribuir a 
articular nuevas normas y pedir responsabilidades a los líderes. 
Pero esto nos plantea otro interrogante: ¿cómo se organizan de 
entrada las sociedades? Recuérdese la descripción que 
hacíamos en el capítulo 5 de la sociedad civil, que definíamos 
como la vida organizada fuera del estado. La sociedad civil 


puede lograr varias cosas importantes: une a las personas, 
creando una red de intereses que trasciende las clases, la 
religión, la etnicidad y otras divisiones; mediante el activismo 
y la organización, puede pedir responsabilidades a las élites 
políticas y erigirse en baluarte frente al abuso del poder 
estatal; y puede inculcar una concepción de la política 
democrática basada en la interacción, la negociación, el 
consenso y el compromiso. Sin embargo, no está claro cómo 
puede forjarse todo esto. Los análisis de la sociedad civil suelen 
partir del supuesto de que, cuando una sociedad se desarrolla 
económicamente, las personas pasan a cultivar necesariamente 
un abanico de intereses más diverso, y estos, a su vez, 
favorecen de manera inevitable el auge de la sociedad civil. 
Aunque tal supuesto sea cierto, no proporciona mucha 
orientación acerca de cómo favorecer deliberadamente el 
surgimiento de la sociedad civil en los países menos 
desarrollados. 

Esta falta de directrices claras a la hora de fomentar la 
participación política organizada se ve agravada por el hecho 
de que, para muchos expertos en desarrollo, esta no ha sido un 
área de especial interés, lo cual es consecuencia de haber 
optado por prestar una atención preferente al estado. Así, por 
ejemplo, una importante organización de desarrollo 
internacional como el Banco Mundial (del que hablaremos en 
el próximo capítulo) solo en fecha reciente ha empezado a 
pensar explícitamente en cómo se movilizan las personas y con 
qué fines. Pero incluso este debate —señalan los expertos— ha 
tendido a centrarse en cómo «sortear» la política en lugar de 
mejorar su funcionamiento!38, A modo de ejemplo, recuérdese 
nuestro análisis sobre el problema de la electricidad en 
Pakistán en el capítulo 2. Lidiar con el robo de electricidad 
puede concebirse como un mero problema técnico que debe 
resolverse mediante regulaciones, contadores y multas. Pero 
este planteamiento ignora la cuestión, más importante, de 
cómo utilizar la sociedad civil para gestionar un bien público y 
hacer a los ciudadanos, los líderes políticos y el estado 
mutuamente responsables. No basta con tomar una serie de 
instituciones que funcionan bien en los países desarrollados, 


importarlas a los paises en desarrollo y esperar que funcionen 
igual, a menos que la ciudadanía crea en el proceso, confíe en 
él y forme parte de él. La historia está plagada de ejemplos de 
proyectos de desarrollo que han fracasado por falta de 
legitimidad pública. 

¿Qué elementos favorecen la participación política y 
fortalecen a la sociedad civil? Las investigaciones sugieren que 
un elemento clave es la capacidad de exigir responsabilidades, 
es decir, de controlar cómo los líderes políticos y el estado 
proporcionan bienes públicos y difunden información. Aunque 
en los países en desarrollo ha habido un gran interés en 
potenciar la sociedad civil, con frecuencia este activismo y los 
grupos que lo representan no han puesto sus miras en la 
reforma institucional, sino que, lejos de ello, se ha potenciado 
la sociedad civil como una forma de gestionar problemas 
locales que el estado ha desatendido. Este énfasis en el papel 
de la política local resulta bastante coherente con el análisis de 
la descentralización que hacíamos en el capítulo 8, por lo que 
no debe sorprendernos que los expertos de las democracias 
desarrolladas favorezcan los mismos tipos de transformaciones 
que se están produciendo en sus propios países. Pero, para ser 
eficaz, esa participación local debe posibilitar la exigencia de 
responsabilidades a individuos e instituciones en todos los 
niveles, desde el local hasta el nacional, influyendo en los 
partidos y la política del país. Esto puede parecer una 
pretensión exagerada; sin embargo, la difusión generalizada en 
los países en desarrollo de los medios de comunicación de 
masas y la comunicación electrónica (televisión, radio, 
teléfonos móviles...) puede posibilitar una participación 
efectiva, incrementando la eficacia política de la 
ciudadaníal39, 

Una última advertencia: hemos hablado aquí de la sociedad 
civil como un componente esencial de la participación 
democrática y la eficacia del estado. Ambas van de la mano. Es 
poco probable que se pueda reformar un estado sin liderazgo y 
sin la presión de una sociedad políticamente organizada y 
participativa. Pero la participación no implica 
automáticamente una mejora de la política. Un problema 


importante aqui es que los grupos organizados constituyen un 
objetivo tentador para la politica clientelista, en cuyo marco 
los lideres politicos pueden comprar a grupos locales a cambio 
de su apoyo. La sociedad civil puede arrollar a un estado si 
este carece de la capacidad de satisfacer las demandas de la 
ciudadania. En ocasiones se ha citado la Alemania de 
entreguerras como ejemplo de un pais con una pujante 
sociedad civil junto a un estado débil, y, de manera similar, la 
Union Soviética puede considerarse otro ejemplo en el que la 
creciente sociedad civil no solo derrocó al régimen, sino que 
también fracturó al propio estado. Así pues, del mismo modo 
que no deberíamos considerar al estado el único instrumento 
de desarrollo, tampoco deberíamos concluir que las estrategias 
de desarrollo pueden dejarse únicamente en manos de la 
sociedad. 


Favorecer la prosperidad económica 


Nuestro análisis de los estados y las sociedades en los países en 
desarrollo ha subrayado la interacción crucial entre la 
participación política organizada y la reforma institucional. 
Pero hasta ahora no hemos abordado el desarrollo económico 
en sí, que muchos consideran el elemento clave. Recuérdese, 
no obstante, nuestro argumento de que el enfoque 
primordialmente basado en la economía que durante décadas 
ha dominado las estrategias de desarrollo en muchos casos ha 
resultado ineficaz en tanto ha dejado de lado las instituciones 
políticas. 

Un aspecto importante de este problema radica en la propia 
naturaleza de los mercados y la propiedad. Anteriormente en 
este capítulo analizábamos las ventajas e inconvenientes de la 
sustitución de importaciones en comparación con la 
industrialización orientada a la exportación, las dos vías de 
industrialización elegidas por muchos países en desarrollo. 
Pero estas estrategias no tienen en cuenta a la mayoría de los 
trabajadores, que por lo demás trabajan en los servicios, la 
agricultura o la fabricación locales. Además, estas personas 
suelen formar parte de lo que se conoce como economía 


informal o sumergida. El término sector informal hace 
referencia a un segmento de la economia que no esta regulado, 
protegido o gravado por el estado. Habitualmente la economia 
informal está dominada por trabajadores autónomos o 
pequeñas empresas, como podrían ser, por ejemplo, un 
vendedor ambulante o una familia que fabrica o repara 
productos en su hogar. En algunos casos la economía informal 
puede representar más de la mitad del PIB de un país, y las 
mujeres suelen desempeñar un importante papel en ella. Según 
algunos estudios de investigación, en muchos países en 
desarrollo la mayoría de las mujeres que no trabajan en el 
sector agrícola lo hacen en la economía informal. Este sector 
puede llegar a ser muy flexible y crear oportunidades laborales 
en contextos donde de otro modo no habría trabajo. Sin 
embargo, este hecho plantea la cuestión de por qué las 
actividades económicas informales tienen mucho mayor peso 
en los países en desarrollo que en los más desarrollados. 

Las economías informales suelen ir asociadas a estados 
débiles que no pueden regular eficazmente la economía o 
prevenir la corrupción. En tales condiciones, el estado puede 
ser extremadamente burocrático, pero incapaz de desempeñar 
la labor de supervisión de la propiedad o de los mercados que 
encontramos en los países donde el estado de derecho está 
consolidado. En ese contexto, los funcionarios y cargos 
públicos a menudo aprovechan su autoridad para exigir 
sobornos a los dueños de negocios a cambio de esquivar las 
normativas que les afectan. La economía informal también 
resulta mucho más difícil de gravar, lo que la convierte en un 
auténtico obstáculo para que los estados generen ingresos. Por 
último, dada la debilidad del estado en lo relativo a la gestión 
de los mercados y la propiedad, a los pequeños negocios 
también les resulta mucho más difícil crecer y convertirse en 
grandes empresas. 

Estas circunstancias económicas nos llevan de nuevo a la 
cuestión fundamental de dónde deberían centrarse los 
esfuerzos encaminados a favorecer el desarrollo, una cuestión 
que puede verse claramente ejemplificada en el debate en 
torno a una popular herramienta de desarrollo conocida como 


microcrédito o microfinanzas. Aunque en la práctica estos dos 
términos suelen utilizarse como sinónimos, existe una 
diferencia entre ambos. El término microcrédito hace 
referencia a un sistema en el que se facilitan pequeños 
préstamos (a menudo por un importe equivalente a menos de 
mil dólares) a empresas de pequeña envergadura que de otro 
modo no tendrían acceso al capital, mientras que las 
microfinanzas —o microfinanciación— abarcan un espectro 
mucho más amplio, que incluye crédito, ahorros, seguros y 
transferencias financieras. El microcrédito suele financiarse a 
través de organizaciones sin ánimo de lucro, y en algunos casos 
el prestatario también responde ante otros prestatarios en el 
marco de una asociación local donde el impago de uno de sus 
integrantes limita los nuevos préstamos que pueden obtener los 
demás miembros de la asociación. Este sistema incrementa la 
predisposición de los miembros a examinar los préstamos y 
supervisar su uso dentro de la asociación. El microcrédito se ha 
extendido gracias a la globalización, y actualmente existen 
organizaciones, como Kiva, con sede en Estados Unidos, que 
posibilitan que personas de todo el mundo puedan prestar 
dinero a quienes más lo necesitan. En 2016, Kiva contaba con 
más de un millón y medio de prestadores, y había prestado 
más de 800.000 millones de dólares a más de dos millones de 
personas!49, Kiva sigue el modelo del Banco Grameen de 
Bangladés, cuyo fundador, Muhammad Yunus, ganó el Premio 
Nobel de la Paz en 2006. 

Aunque en teoría este sistema resulta atractivo, las voces 
críticas con el microcrédito y las microfinanzas señalan que 
hay pocas evidencias que demuestren su eficacia. Diversos 
estudios realizados en la India, por ejemplo, mostraban que en 
las comunidades pobres que tenían acceso al microcrédito no 
se detectaba un descenso de la pobreza ni una mejora en 
indicadores tales como la educación, la atención sanitaria o el 
empoderamiento de las mujeres (la mejora de este último 
aspecto es un argumento frecuentemente esgrimido por los 
partidarios del sistema). Tampoco hay evidencias de que el 
microcrédito contribuya a que las empresas crezcan y 
contraten a un mayor número de empleados, un paso 


fundamental en el desarrollo y la creación de una clase media. 
Recordando lo que antes comentábamos sobre el café de 
comercio justo, digamos que, aunque la imagen de una 
pequeña empresa puede parecer atractiva, históricamente el 
éxito del desarrollo ha estado vinculado a la posibilidad de que 
los negocios crezcan para convertirse en grandes empresas y a 
la existencia de una economía en la que la mayoría de los 
trabajadores sean empleados antes que emprendedores!4!, 

Si las soluciones de nivel micro no son el medio para 
generar desarrollo económico, hay quien sugiere que hace falta 
centrarse en proyectos de mayor escala. El Proyecto Aldeas del 
Milenio implementado en varios países del África subsahariana 
constituye el ejemplo más conocido, y, como el microcrédito, 
no está exento de polémica. Vinculadas a los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas para mejorar los 
niveles de vida en el mundo en desarrollo, las 14 pequeñas 
comunidades que integraban originalmente el proyecto fueron 
objeto de diversas intervenciones específicas destinadas a 
mejorar la vida de sus habitantes, que iban desde cambios en 
la producción de cultivos y una mejora de la educación hasta 
la distribución de mosquiteras para reducir la malaria. La idea 
era que los éxitos obtenidos se pudieran adaptar y extender a 
otras comunidades. En total se gastaron alrededor de 120 
millones de dólares en el proyecto, una suma nada 
despreciable, pero muy por debajo de los billones de dólares 
que se han gastado en ayuda al desarrollo a escala mundial en 
las últimas décadas. 

¿Qué resultados obtuvo el Proyecto Aldeas del Milenio? Los 
datos son dispares y han suscitado un acalorado debate. Un 
curioso problema tiene que ver con el método comparativo que 
describíamos en el primer capítulo. Aunque los estudiosos 
podían hacer un seguimiento de los cambios producidos en 
muchas de las comunidades del proyecto, hacía falta 
compararlas con otras comunidades similares en las que no se 
hubieran realizado ese tipo de intervenciones. Por ejemplo, un 
informe destacaba el rápido aumento del uso de teléfonos 
móviles en las comunidades del proyecto, pero omitía que 
había ocurrido lo mismo, y al mismo ritmo, en toda el África 


subsahariana!*2. La ausencia de datos fiables tanto en las 
comunidades del proyecto como en las ajenas a él implicaba 
que los investigadores no tenían forma de controlar las 
variables y, por ende, establecer comparaciones fundadas. 
Debido a ello, muchos concluyen que resulta casi imposible 
evaluar cuál ha sido hasta la fecha la eficacia de las Aldeas del 
Milenio en relación con las comunidades circundantes. 

Eso nos lleva a un dilema que acosa a gobiernos, actores 
internacionales y ciudadanos por igual. Los estados son 
necesarios para sustentar y proteger el desarrollo económico, 
pero en muchos países en desarrollo carecen de capacidad y 
constituyen uno de los mayores obstáculos al progreso. Una 
respuesta habitual a este problema consiste en saltarse en la 
práctica al estado, ya sea mediante la microfinanciación 
directa o intentando mejorar las condiciones aldea por aldea. 
Pero ninguno de estos enfoques aborda plenamente la cuestión 
de cómo capitalizar cualesquiera éxitos que puedan lograrse. 

Es fácil sacar conclusiones pesimistas de todo lo que hemos 
expuesto hasta ahora. Los diversos intentos de mejorar las 
instituciones de los países en desarrollo han producido 
resultados dispares, lo que ha llevado a muchos a preguntarse 
qué progresos se han logrado, si es que se ha logrado alguno. 
Sin embargo, podemos señalar algunos pasos en la dirección 
correcta, centrados más en la metodología que en las políticas 
concretas. Como ya hemos mencionado al hablar del comercio 
justo, el microcrédito y el Proyecto Aldeas del Milenio, uno de 
los principales motivos de preocupación ha sido el hecho de 
que apenas se ha realizado ninguna investigación comparativa 
para intentar controlar las variables y buscar relaciones 
causales. Esto puede parecer sorprendente, pero tanto los 
estados como los organismos internacionales han llevado a 
cabo relativamente pocas investigaciones comparativas que 
permitan evaluar qué tipos de políticas pueden funcionar y en 
qué condiciones. Actualmente los estudiosos intentan analizar 
de forma más minuciosa las estrategias de desarrollo antes, 
durante y después de su implementación, comparándolas con 
casos similares en los que tales medidas se hallan ausentes. 
Solo con este tipo de comparaciones podremos sacar 


conclusiones fundadas acerca de qué tipos de politicas de 
desarrollo funcionan realmente y cuáles no!43. 


En resumen: Los retos del desarrollo 


Aunque se encuentran en diferentes niveles de desarrollo 
económico, político y social, casi todos los países en desarrollo 
comparten el legado del dominio imperial. La fusión de las 
instituciones autóctonas con las de las potencias imperiales 
generó una serie de problemas cuando estos países se 
dispusieron a trazar su propio camino tras la independencia. La 
debilidad de los estados; los conflictos en torno a cuestiones de 
etnia, nación, religión y género, y la naturaleza incompleta y 
distorsionada de las formas de industrialización previamente 
adoptadas fueron todos ellos factores que contribuyeron a 
generar inestabilidad, autoritarismo, dificultades económicas y 
bajos niveles generales de libertad e igualdad. Algunos países 
han superado muchos de estos obstáculos, pero no está claro 
que sus estrategias y experiencias brinden lecciones que 
puedan aplicarse fácilmente a otras partes del mundo. 

No hay consenso acerca de cómo abordar los problemas más 
acuciantes del mundo en desarrollo. Algunos han abogado por 
favorecer objetivos de carácter ambicioso implementados 
«desde arriba» y forjar un nuevo compromiso de los 
organismos de ayuda internacional con dichos objetivos. Otros 
se muestran escépticos con respecto a la eficacia de este tipo 
de intervenciones. En términos más generales, tenemos pocas 
evidencias sólidas que nos permitan dilucidar lo que funciona 
y lo que no. Esta situación sugiere que quizá sería una mejor 
apuesta centrarse, en cambio, en aquellas políticas en las que 
podemos controlar nuestras variables a fin de poder evaluar 
qué funciona y qué no. Pero independientemente de cuál sea la 
vía que escojamos, no cabe duda de que será la globalización 
—de la que hablaremos en el próximo capítulo— la que 
configurará el desarrollo futuro. ¿Lo hará aportando nuevas 
soluciones o creando nuevos obstáculos al progreso? 


Términos clave 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Por qué Asia se ha industrializado más deprisa que 
Latinoamérica? 


El auge de Asia como exportador global en las últimas cuatro 
décadas, durante las cuales ha ido produciendo bienes cada vez 
más sofisticados, presenta una interesante paradoja, especialmente 
cuando comparamos el desarrollo económico de la región con el 
de Latinoamérica. En 1970, el PIB per cápita en PPA de Brasil y 
Argentina se situaba entre 2.500 y 3.500 dólares, una cifra 
superior a la de Corea del Sur o Taiwán; en 2013, mientras los 
mencionados países latinoamericanos tenían un PIB de entre 
11.000 y 18.000 dólares, el PIB de Corea del Sur y Taiwán se 
había disparado hasta alcanzar una horquilla de entre 33.000 y 
40.000 dólares. ¿Cómo estos dos países asiáticos adelantaron a 
muchos de sus homólogos latinoamericanos y se hicieron mucho 
más ricos que ellos en el plazo de cuarenta años? No cabe dar aquí 
una explicación simplista, como la correlación entre democracia y 
velocidad de crecimiento económico, puesto que todos estos 
estados han sido autoritarios durante la mayor parte del último 
medio siglo. Entonces, ¿cuál podría ser la explicación? 

Hay varias teorías que intentan explicar la mayor velocidad de 
crecimiento de Asia. Según uno de estos argumentos, que 
podríamos definir como geoestratégico, la principal diferencia 
entre Asia y Latinoamérica radica en sus relaciones con Estados 
Unidos y en cómo sus instituciones político-económicas se han 
visto moldeadas por dichas relaciones. La experiencia 
latinoamericana de influencia estadounidense durante gran parte 
del siglo XIX y principios del xx se ha calificado como neocolonial. 
En esta interpretación, la relación de subordinación de 
Latinoamérica con respecto a Estados Unidos impidió en la 
práctica el desarrollo de industrias que pudieran adquirir la 
capacidad de exportar y ser competitivas en los mercados 
mundiales. En lugar de ello, el desarrollo económico estuvo 
dominado por productos extranjeros (estadounidenses y europeos) 
y por una inversión extranjera que se concentró en la producción 
de bienes de consumo destinados a las pequeñas clases medias y 
altas antes que en potenciar una industrialización generalizada. 

En contraste, tras la Revolución china de 1949, Estados Unidos 
consideró que Asia se hallaba bajo la amenaza directa del 


comunismo, y, en consecuencia, optó por apoyar políticas de 
industrialización —mediante acuerdos comerciales preferentes— 
que limitaban la inversión extranjera directa y favorecían el 
crecimiento basado en las exportaciones. Mientras que los 
mercados latinoamericanos estuvieron influenciados (cuando no 
dominados) por las inversiones occidentales, la apuesta de Asia 
por la industrialización y el crecimiento basado en las 
exportaciones se vio favorecida por la inversión pública. Si bien 
este argumento puede ayudar a entender por qué las economías de 
estas dos regiones del globo se desarrollaron de manera tan 
distinta, no explica la trayectoria de un país como México. Allí, 
durante buena parte de los primeros años del siglo xx, el estado 
limitó la inversión extranjera, y el rápido desarrollo industrial que 
experimentó el país fue similar al que experimentaría Asia más 
avanzado el siglo. 

Un segundo argumento se centra en la política interior y las 
instituciones nacionales de estas dos regiones del globo. Una 
cuestión que ha sido objeto de gran atención es la de la propiedad 
de la tierra y la reforma agraria. En muchos países la agricultura 
constituye una poderosa fuerza económica y política. Esto ocurre 
especialmente en los lugares donde adopta la forma de grandes 
latifundios, que concentran el poder en relativamente pocas 
manos, de modo que gran parte de la población trabaja unas 
tierras que no le pertenecen. Cuando los terratenientes son muy 
poderosos, los estados pueden tener dificultades para recaudar 
ingresos y dotarse de capacidad y autonomía. La urbanización y la 
industrialización se ven frenadas por los intereses de las élites 
terratenientes (que a menudo se oponen a ambas cosas). En el 
caso de Latinoamérica, este tipo de economías dominadas por 
grandes terratenientes y latifundios —las llamadas haciendas— se 
desarrollaron en el marco del colonialismo español y portugués 
para la producción a gran escala de bienes de consumo como el 
azúcar y el café destinados a la exportación. Sin embargo, la 
independencia de la metrópoli no destruyó este sistema agrícola, 
de manera que en Latinoamérica se mantuvieron las economías 
latifundistas mientras las élites terratenientes siguieron 
dominando las instituciones económicas y políticas. Así pues, si la 
economía latinoamericana experimentó un desarrollo más lento, 
no fue porque no estuviera integrada en la economía global o 
exportara menos bienes, sino porque la propia naturaleza de sus 
exportaciones —productos agrícolas y recursos naturales— no 
proporcionaba una base sólida para el desarrollo industrial. 

En Asia, como en Latinoamérica, gran parte de las tierras de 
cultivo se concentraban originariamente en un pequeño número 


de propiedades. Sin embargo, en paises como Corea del Sur y 
Taiwan, una de las primeras medidas que adoptó el estado tras 
obtener la independencia fue promulgar una reforma agraria 
generalizada destinada a acabar con el monopolio de las élites 
terratenientes y empoderar al campesinado. Una importante 
motivación en ese sentido fue el deseo de evitar potenciales 
revoluciones comunistas respaldadas por los campesinos como las 
ocurridas en China y Corea del Norte, donde la reforma agraria 
constituía una de las principales promesas del Partido Comunista. 
En varios aspectos, este argumento nos lleva de nuevo a la 
cuestión geoestratégica, aunque el tema fundamental aquí es el 
papel de las élites políticas en los países asiáticos a la hora de 
poner fin al antiguo orden feudal. Sin embargo, como ocurría con 
la primera de nuestras posibles explicaciones, este argumento 
tiene sus deficiencias. Al énfasis en el poder arrollador de los 
latifundios hay que contraponer el hecho de que Latinoamérica se 
ha convertido en una región predominantemente urbana, dado 
que actualmente más del 80 % de su población vive en ciudades. 
Además, como ya hemos mencionado antes, muchos países 
latinoamericanos desarrollaron una importante base industrial 
incluso en ausencia de una reforma agraria. 

Entonces, ¿cuál es la solución a nuestra paradoja? No podemos 
sacar conclusiones claras, aunque algunos factores parecen tener 
cierta trascendencia. Se diría que el legado institucional del 
imperialismo es más fuerte en Latinoamérica que en Asia, aunque 
las políticas económicas de las dos regiones se han visto 
influenciadas de manera distinta por la política internacional de 
posguerra. Puede que esta interrelación entre instituciones y 
políticas públicas explique qué llevó a Asia y Latinoamérica por 
dos trayectorias de desarrollo cuya divergencia seguirá influyendo 
en su futuros, 


1.¿Qué papel desempeñaron la inversión extranjera directa en 
Latinoamérica y la inversión pública en Asia a la hora de 
encauzar las diferentes trayectorias de ambas regiones? 

2.¿Cómo ha afectado el legado del colonialismo y sus 
instituciones al desarrollo industrial de Latinoamérica? 

3.¿Cómo influyó la inquietud ante una posible amenaza 
comunista tanto en la relación de los países asiáticos con 
Estados Unidos como en las medidas de reforma agraria 
adoptadas por dichos países? 


a. Atul Kohli, State Directed Development: Political Power and Industrialization in 
the Global Periphery, Nueva York, Cambridge University Press, 2004. 


11.La globalizacion y el futuro de 
la politica comparada 


¿Cómo las fuerzas globales configuran las comunidades locales? 


Mediada la segunda década de este siglo se produjo un hecho 
que marcaba un punto de inflexión en la historia. Calculando 
en función de los datos del PIB en paridad del poder 
adquisitivo (PPA), China superó a Estados Unidos como la 
mayor economía del mundo. Según este indicador, el dominio 
estadounidense de la economía global, iniciado a mediados del 
siglo xIx cuando el país superó al Reino Unido, había tocado a 
su fin. Se prevé que en el futuro la economía china seguirá 
creciendo a un ritmo más rápido que la estadounidense, 
aumentando aún más la diferencia entre ambas. Según esas 
previsiones, en 2028 el PIB de China podría superar al de 
Estados Unidos en términos absolutos, no solo en PPA. 

Varias cuestiones suscitadas por esta circunstancia han sido 
objeto de acalorados debates en todo el mundo, y, de manera 
inevitable, giran en torno a la globalización. La primera es un 
problema de causa y efecto. ¿Propició la globalización el auge 
de China, o fue China la que propició el auge de la 
globalización? La mayoría de los observadores creen que 
ocurrió lo primero: que el auge de la globalización —la 
difusión de nuevas formas de comunicación como Internet, el 
final de la Guerra Fría y la expansión de las ideas económicas 
liberales por delante del comunismo— hizo que China, durante 
largo tiempo aislada del resto del mundo, finalmente pudiera 
participar en el orden global y beneficiarse de él. Desde esta 
perspectiva, la globalización ha sido una fuerza inexorable que 
ha arrastrado a China como ha hecho con otros países y 


regiones del mundo. Otros, en cambio, argumentan de forma 
convincente que ha sido China la que ha impulsado la 
globalización. Las reformas económicas internas iniciadas en 
dicho país en la década de 1980 se centraron sobre todo en el 
crecimiento basado en la exportación, y ello, a su vez, vino a 
transformar las economías del mundo entero. En todo el 
planeta han desaparecido industrias de ámbito local que no 
han podido resistir la competencia de China, al tiempo que se 
exportan ingentes cantidades de materias primas como el cobre 
y el petróleo para alimentar el desarrollo de dicho país. Incluso 
la reducción de la pobreza a escala global que analizábamos en 
el capítulo 10 se ha visto impulsada en gran medida por el 
crecimiento económico chino. 

Estos hechos plantean un segundo tipo de cuestiones. ¿Qué 
consecuencias tendrá el auge de China en la globalización 
política, esto es, en la difusión e intensificación de 
determinadas ideologías y valores políticos comunes? Aquí 
tienden a predominar dos puntos de vista diametralmente 
opuestos!44, El primero postula que el fortalecimiento de los 
vínculos internacionales de China está transformando la 
política interior del país. Esta es básicamente una visión 
liberal, que parte de la base de que la globalización propicia la 
difusión global de las ideas democráticas junto con el 
surgimiento de una clase media. En conjunto, esos cambios 
acabarán llevándose por delante al Partido Comunista. Ningún 
sistema autoritario puede bloquear este proceso. 

Otros se muestran más escépticos al respecto. En su opinión, 
China, lejos de ser un país que está siendo transformado por el 
cambio político global, es el motor que impulsa dicho cambio. 
Las reformas implementadas en las instituciones económicas 
nacionales han permitido a China capitalizar y expandir la 
globalización, pero a nivel interno solo sirven para reforzar la 
legitimidad autoritaria en tanto prometen prosperidad a 
cambio de aquiescencia. Además, el creciente poder económico 
de China implica que el país dispone de una capacidad cada 
vez mayor para remodelar el orden mundial a su antojo. Este 
poder incluye la posibilidad de presionar a sus vecinos 
asiáticos para que accedan a sus demandas, así como una 


creciente influencia a través del comercio y la inversión en 
diferentes regiones del globo que van desde África hasta 
Latinoamérica (recuérdese nuestro análisis de Zimbabue en el 
capítulo 6). Todos estos cambios están socavando los esfuerzos 
de Occidente para fomentar los valores liberales. Puede que el 
mundo siga globalizándose —sostiene este argumento—, pero 
lo hará en los términos autoritarios de China. 

Se nos presentan, pues, dos alternativas bastante claras, 
cada una de ellas basada en una visión muy distinta de las 
causas y efectos de la globalización. ¿La globalización está 
transformando a China de tal modo que la conducirá a la 
democracia? ¿O es China el motor de la globalización y está 
configurando el sistema internacional de manera que sirva a su 
régimen autoritario? Curiosamente, pese a la disparidad de sus 
conclusiones, uno y otro argumento comparten un mismo 
énfasis en la globalización que minimiza el papel de las 
instituciones nacionales, un papel que en este libro hemos 
considerado esencial. Ambos argumentos se basan en el 
supuesto de que China está ascendiendo inexorablemente a la 
posición de actor mundial dominante, pero tienden a ignorar 
los factores internos de dicho país. 

Como comparativistas, deberíamos analizar estos 
argumentos con mayor detalle. Por ejemplo, aunque el PIB 
nominal de China se haya disparado, en términos de PIB per 
cápita el país sigue siendo mucho más pobre que las 
democracias desarrolladas (en 2018 su PIB equivalía 
aproximadamente al 15 % del de Estados Unidos). Y la 
creencia de que pronto alcanzará a las democracias 
desarrolladas tampoco resulta del todo fundada. China podría 
verse atrapada en una «trampa de la renta media» como la que 
analizábamos en el capítulo anterior. La desaceleración del 
crecimiento económico, el envejecimiento de la población, el 
daño medioambiental, el aumento de la corrupción, la 
creciente desigualdad o el incremento de las protestas 
ciudadanas constituyen todos ellos factores internos que 
podrían obstaculizar la prominencia mundial de China e 
incluso socavar la propia globalización. ¿Quién sabe? Hace una 
generación, diversos estudiosos y expertos afirmaban que 


Japón era el «número uno», como rezaba el título de un famoso 
libro145, Quizá China, como la globalización misma, no cambie 
el mundo de la manera esperada. 


OBJETIVOS DE APRENDIZAJE 


«Definir la globalización. 

«Describir cómo la globalización política cuestiona la soberanía. 
«Comparar cómo la globalización económica puede transformar los 
mercados y la propiedad tanto a escala nacional como internacional. 
*Analizar cómo la globalización social puede socavar las identidades 

tradicionales y crear otras nuevas. 
*Evaluar si la globalización es novedosa, se está exagerando o resulta 
inevitable. 


El tema central de este manual ha sido la lucha por 
equilibrar libertad e igualdad. Cuando las sociedades discrepan 
acerca de cómo conciliar estos dos valores, los estados deben 
afrontar los problemas resultantes empleando su capacidad 
para generar y hacer cumplir políticas públicas. Las 
instituciones democráticas parten del supuesto de que el mejor 
modo de conciliar libertad e igualdad es hacerlo mediante la 
participación ciudadana, mientras que los regímenes no 
democráticos restringen el derecho de participación de manera 
significativa. La variedad de herramientas institucionales 
disponibles ha generado un mundo político diverso, donde la 
libertad y la igualdad se combinan y equilibran de muchas 
formas distintas. 

En las últimas dos décadas o más esta dinámica ha 
adquirido un alcance más internacional. Es evidente que la 
política nacional siempre ha estado moldeada en mayor o 
menor medida por diversas fuerzas internacionales, como la 
guerra y el comercio, los imperios y las colonias, la migración 
y la difusión de ideas. Pero para algunos observadores los 
vínculos entre los diferentes estados, sociedades y economías 
parecen estar fortaleciéndose, y con ello están poniendo en 
cuestión, a un ritmo cada vez más rápido, las instituciones, 
supuestos y normas tradicionales. Este proceso se conoce 


habitualmente como globalización, un término que invita al 
optimismo a algunos mientras infunde pavor en otros. Aunque 
el alcance de la globalización y su impacto a largo plazo siguen 
sin estar claros, subyace la sensación de que la batalla por la 
libertad y la igualdad se ha internacionalizado y ha dejado de 
ser una preocupación que cada país puede resolver a su 
manera. 

¿Qué consecuencias tiene esto para la política comparada? 
Al final del primer capítulo analizábamos cómo la política 
comparada en particular (y la ciencia política en general) se ve 
obstaculizada por los problemas derivados del hecho de que los 
datos y teorías a menudo son incapaces de predecir, y aún 
menos de explicar, el comportamiento humano. En el pasado la 
política comparada se ha resentido del hecho de que los 
estudiosos conocían muy pocos casos, lo que dificultaba las 
comparaciones. Pero si la globalización está transformando la 
política nacional, el propio concepto de política comparada 
podría verse comprometido. Por hacer de abogado del diablo, 
¿no resultaría más valioso, por ejemplo, examinar el sector de 
la exportación de energía de Brasil que investigar el 
funcionamiento interno de su asamblea legislativa? ¿Acaso un 
estudio del tráfico de Internet en la Unión Europea no 
produciría mejores interrogantes y respuestas que un estudio 
de la cultura política alemana? ¿No aprenderían más los 
comparativistas investigando las redes de delincuencia 
transnacional que la política judicial de Sudáfrica? 

Obviamente, podemos argumentar que la posibilidad de 
formular cuestiones «globalizadas» no tiene por qué plantearse 
a expensas de la política comparada, pero la pregunta sigue 
siendo si los estudiosos de la ciencia política están pasando por 
alto las grandes cuestiones que residen en el espacio 
intermedio entre la política comparada (el estudio de la 
política en los diversos países) y las relaciones internacionales 
(el estudio de la política que rige su interacción). Las preguntas 
que acabamos de formular presentan un falso dilema, puesto 
que de hecho no necesitamos elegir entre esos distintos 
ámbitos de investigación, pero nos ayudan a plantear la 
cuestión de que posiblemente la política comparada, tal como 


está estructurada actualmente, pase por alto importantes 
interrogantes e instituciones globales. En suma: ¿sigue 
existiendo todavía algo parecido a una política nacional? 
¿Todo lo que hemos leído hasta aquí en este volumen se está 
volviendo obsoleto o irrelevante? Y, de ser así, ¿cómo vamos a 
estudiar la política en un mundo globalizado? 

En este capítulo analizaremos el concepto de globalización y 
su potencial impacto tanto en la política comparada como en 
la lucha actual para equilibrar libertad e igualdad. 
Comenzaremos por definir la globalización y determinar cómo 
podemos medirla. A continuación examinaremos algunos de 
sus posibles efectos, incluida la forma en que puede 
transformar las instituciones políticas, económicas y sociales a 
escala nacional. También plantearemos algunas cuestiones 
sobre el progreso de la globalización; si realmente se trata de 
algo esencialmente nuevo, profundo e inevitable. Para 
concluir, analizaremos cómo el viejo dilema de equilibrar 
libertad e igualdad puede cambiar en un mundo globalizado. 


¿Qué es la globalización? 


Podríamos argumentar que llevamos milenios viviendo en un 
mundo globalizado. Incluso cuando los primeros humanos se 
dispersaron por el mundo, hace decenas de miles de años, 
mantuvieron y desarrollaron una conexión mutua de larga 
distancia a través de la migración y el comercio. Estos 
contactos contribuyeron a impulsar el desarrollo mediante la 
difusión de conocimientos e innovaciones. Por ejemplo, se 
especula con la posibilidad de que la tecnología del lenguaje 
escrito se creara de manera independiente solo tres o cuatro 
veces en la historia de la humanidad: en América, Asia y 
Oriente Próximo. Todos los demás lenguajes escritos se 
basaron esencialmente en esas innovaciones a medida que la 
idea de poner cosas por escrito se fue extendiendo a otras 
comunidades!*6, Hace miles de años los imperios se extendían 
desde Asia hasta Europa, y la gente se desplazaba entre estas 
regiones intercambiando bienes e ideas. Las rutas comerciales 
forjaron vínculos aún más remotos entre pueblos que apenas 


eran mutuamente conscientes de su existencia. Por ejemplo, en 
el siglo 1 d.C. los romanos apreciaban la seda importada de la 
lejana China aunque no sabían muy bien cómo se fabricaba o 
de dónde provenía. ¿Podemos decir, entonces, que aquellas 
eran sociedades «globalizadas»? 

Cuando hablamos de globalización, no nos referimos 
simplemente a la existencia de contactos e interacciones a 
escala global, que se producen desde hace decenas de miles de 
años. Según los politólogos Robert O. Keohane y Joseph S. Nye 
Jr., una distinción importante entre la globalización y estos 
vínculos anteriores es que muchas de esas relaciones del 
pasado eran relativamente «ralas» e involucraban a pocas 
personas. Por más que tales conexiones pudieran extenderse a 
través de una vasta región, no afectaban directamente a un 
gran número de individuos. En cambio, la globalización puede 
concebirse como un proceso mediante el cual las conexiones 
globales se hacen cada vez más «tupidas», creando una extensa 
e intensa red de relaciones entre muchas personas a través de 
enormes distancias. En el siglo XXI la gente no está vagamente 
conectada por rutas terrestres surcadas por comerciantes, 
diplomáticos y misioneros, sino que participa directamente en 
una vasta y compleja red internacional mediante los viajes, las 
comunicaciones, los negocios y la educación. La globalización 
es un sistema en el que los seres humanos ya no forman parte 
de comunidades aisladas vinculadas entre sí a través de los 
estrechos canales de las relaciones diplomáticas o el comercio: 
hoy las sociedades enteras están directamente conectadas a los 
asuntos globales. La globalización, pues, representa una 
transformación de la organización y la interconexión 
humanas!47, 

La globalización tiene varias implicaciones potenciales para 
la política comparada. En primer lugar, debido al incremento 
de las interconexiones entre personas de todos los países, la 
globalización rompe la distinción entre las relaciones 
internacionales y la política nacional, haciendo que muchos 
aspectos de esta última estén sujetos a diversas fuerzas 
globales. Los debates sobre política medioambiental se 
vinculan al cambio climático; las luchas contra la desigualdad 


se enmarcan en los problemas relacionados con el comercio 
internacional, la deslocalización y la inmigración; la atención 
sanitaria se ve influenciada por las pandemias... Como 
resultado, el aislamiento político se hace difícil o incluso 
imposible. 

En segundo término, la globalización también puede actuar 
en sentido contrario, básicamente «internacionalizando» los 
problemas y acontecimientos de ámbito nacional. Dado que la 
globalización intensifica y amplía las conexiones 
internacionales, los acontecimientos locales, incluso los más 
pequeños, pueden tener un efecto dominó en todo el mundo. 
Estas interconexiones a través del espacio se ven amplificadas 
a su vez por la velocidad del mundo actual. Mientras que 
antaño el cambio tecnológico tardaba años o incluso siglos en 
extenderse de una región a otra, hoy es posible descargar un 
nuevo programa de software o ver un nuevo vídeo de manera 
simultánea en todas partes. Internet permite la difusión 
inmediata de noticias e información de todos los rincones del 
planeta, por más remotos que sean. El mundo parece vivir cada 
vez más en la simultaneidad: lo que le sucede a alguien en un 
lugar afecta inmediatamente a otros habitantes del globo. 

En suma: la globalización es un proceso que crea conexiones 
internacionales extensas e intensas, transformando las 
relaciones tradicionales de tiempo y espacio. Pero ¿acaso está 
destruyendo o alterando los propios cimientos de la política? 
¿Un cambio así haría del mundo un lugar mejor —más 
próspero, estable y democrático—, o todo lo contrario? Y por 
último, ¿algo de esto es inevitable? Son grandes cuestiones de 
profunda trascendencia que han suscitado poco consenso. 
Examinemos primero cómo podemos concebir la naturaleza de 
las instituciones en un mundo globalizado. 


Las instituciones y la globalización 


Hemos hablado aquí de la globalización como un proceso que 
crea en todo el mundo conexiones más extensas e intensas que 
las previamente existentes. Esas transformaciones, a su vez, 
pueden modificar las instituciones económicas, políticas y 


sociales. Al principio de este manual calificábamos las 
instituciones como un punto de referencia clave en la vida 
moderna, y las definíamos como organizaciones o pautas de 
actividad que se autoperpetúan y adquieren valor por sí 
mismas. Son ellas las que codifican el mundo moderno. 
Instituciones como los estados, la cultura, la propiedad y los 
mercados trazan fronteras, marcan límites a la actividad y el 
comportamiento, y asignan la autoridad, las normas, los 
derechos y las responsabilidades. Además, al hacerlo, 
consolidan la identidad y el control locales: un estado, una 
religión o un conjunto de valores culturales concretos 
predominan en un territorio y una población, pero no en otro. 
El espacio y el tiempo se entienden y se miden, pues, a través 
de las instituciones. 

La cuestión que ahora nos planteamos es si esto seguirá 
siendo así en el futuro. Es posible que dentro de poco las 
instituciones nacionales ya no sean los actores más importantes 
en la vida de las personas en la medida en que actualmente 
instituciones arraigadas como los estados, las culturas, las 
identidades nacionales y los sistemas político-económicos se 
enfrentan a una serie de fuerzas y organizaciones 
internacionales que transforman, cuestionan o amenazan sus 
funciones tradicionales. Veamos algunas de las razones por las 
que eso podría ocurrir. 

Para empezar, la globalización está asociada al creciente 
poder de diversas entidades de carácter no estatal o 
supraestatal. La mayoría de ellas se pueden agrupar en tres 
categorías, que ya hemos mencionado en capítulos anteriores: 
empresas multinacionales, organizaciones no 
gubernamentales y organizaciones intergubernamentales. 
Estos tres tipos de organizaciones tienen décadas, si no siglos, 
de antigiiedad, pero su función y su influencia se están 
expandiendo rápidamente en tanto se benefician de la 
globalización a la vez que contribuyen a ella. Las empresas 
multinacionales (también denominadas EMN en su forma 
abreviada, o simplemente multinacionales) son empresas que 
producen, distribuyen y comercializan bienes y servicios en 
más de un país. Poseen activos y obtienen beneficios superiores 


al PIB de la mayoria de los paises del mundo, y pueden influir 
en la politica, el desarrollo econémico y las relaciones sociales 
a través de los bienes y servicios que producen y la riqueza de 
la que disponen. Las organizaciones no gubernamentales 
(ONG) son grupos nacionales e internacionales independientes 
de cualquier estado que persiguen objetivos politicos y 
favorecen la participación ciudadana. Algunas de ellas, como 
Greenpeace y Amnistía Internacional, pueden moldear la 
política nacional e internacional movilizando el apoyo público 
en todo el mundo. Entre las organizaciones 
intergubernamentales (OIG), que son grupos creados por varios 
estados con determinados fines políticos, figuran entidades 
como la Organización de las Naciones Unidas (ONU, o 
simplemente Naciones Unidas), la Organización Mundial del 
Comercio (OMC), la Unión Europea (UE) o la Organización de 
Estados Americanos (OEA). 

En algunos casos, este tipo de organizaciones se enmarcan 
en un régimen internacional de carácter más amplio. El 
significado del término régimen en el estudio de las relaciones 
internacionales es similar al que empleamos en política 
comparada. Como recordará el lector, decíamos en el capítulo 
2 que en política comparada un régimen se define como el 
conjunto de reglas y normas fundamentales de la política, una 
serie de instituciones que potencian y limitan a los estados y 
los gobiernos. Los regímenes internacionales funcionan de la 
misma manera, pero en este caso vinculando a estados 
mediante reglas y normas que configuran sus relaciones 
mutuas, generalmente con respecto a alguna cuestión concreta 
(como los gases de efecto invernadero o el comercio). 

Además de las EMN, ONG y OIG, también las formas de 
organización impulsadas por la tecnología desempeñan un 
papel en la globalización. Eso no es nada nuevo. Todas las 
anteriores oleadas de interconexión humana fueron 
consecuencia de cambios tecnológicos, como la domesticación 
de plantas y animales, la invención de la escritura, los avances 
en la navegación o la invención del telégrafo. La tecnología no 
es intrínsecamente globalizadora ni está inherentemente 
globalizada, aunque en muchos casos tecnología y 


globalización pueden reforzarse mutuamente. 
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Uno de los principales ejemplos de este refuerzo mutuo en 
los últimos cuarenta años ha sido el desarrollo de Internet. 
Creada originariamente por el gobierno estadounidense como 
una forma de descentralizar las comunicaciones en caso de una 
guerra nuclear, Internet se ha expandido mucho más allá de 
ese limitado objetivo inicial hasta convertirse en un medio que 
permite a la gente intercambiar bienes e información, gran 
parte de ello fuera del control de cualquier estado o autoridad 
reguladora. A medida que ha aumentado el ancho de banda y 
se ha digitalizado cada vez más información, Internet ha 
pasado de ser una herramienta a convertirse en una entidad 
por derecho propio, con una enorme cantidad de contenido. A 
diferencia de las multinacionales, las ONG o las OIG, no se 
puede decir que Internet tenga una «sede»; de hecho, su 
presencia es tan ubicua que muchas veces ni siquiera hablamos 
en concreto de «Internet», y utilizamos en su lugar otros 
términos más genéricos como «en línea». Internet también se 
diferencia del característico régimen: tiene ciertos estándares 
técnicos, pero no normas que vinculen a los estados de cara a 
abordar un tema específico o lograr un determinado objetivo; 
no es un medio para alcanzar ningún fin. En este contexto, 
hablar de autoridad, soberanía y control resulta problemático. 
Pero en la medida en que el cambio tecnológico facilita que los 
actores no estatales o supraestatales extiendan cada vez más su 
radio de acción, dichos actores, a su vez, tienden a fomentar 
nuevos cambios tecnológicos. 

¿Se puede decir que este tipo de organizaciones, ya sean las 


Naciones Unidas o Internet, son realmente instituciones? Esta 
es una cuestión importante en tanto que, como hemos 
señalado, la  institucionalización conlleva autoridad y 
legitimidad. Muchas multinacionales, OIG y ONG son legítimas 
y están muy bien valoradas, y aparentemente constituyen una 
parte indispensable del sistema global. Lo mismo podría 
decirse de Internet u otras formas de tecnología, como la 
televisión por satélite o el sistema de posicionamiento global 
(GPS). Como instituciones, pues, pueden ejercer cierto grado 
de influencia y poder. Esa influencia puede potenciar y mejorar 
el funcionamiento de las instituciones nacionales, pero también 
puede entrar en conflicto con ellas o socavarlas. Examinemos 
esta idea más a fondo empleando las categorías, ya familiares, 
de estado, economía y sociedad. 


Globalización política 


En el capítulo 2 señalábamos que, en términos históricos, el 
estado es relativamente nuevo, en tanto se trata de una forma 
de organización política que ha surgido solo en los últimos 
siglos. Debido a su peculiar organización, los estados pudieron 
extenderse por todo el globo con rapidez, reemplazando a 
todas las demás formas de organización política. Sin embargo, 
señalábamos también que, del mismo modo que los estados no 
siempre han estado presentes en el pasado, puede que en el 
futuro ya no sean los actores políticos dominantes en la faz de 
la tierra. En un momento dado los estados podrían dejar de 
existir. Hay quien concibe la globalización como la fuerza que 
traerá consigo ese cambio político radical, pero no está claro si 
deberíamos anhelar o temer ese cambio. 

En el núcleo de este debate reside el hecho de que la 
globalización y las instituciones globalizadas complican la 
capacidad de los estados para mantener la soberanía. En 
algunos casos los estados pueden ceder parte de su soberanía 
de manera intencionada, por ejemplo, dando cierta autoridad a 
las OIG para obtener alguna ventaja o aliviar algún problema 
existente. La Unión Europea constituye un excelente ejemplo 
de ello, aunque, como hemos visto, incluso en estas 


condiciones a menudo la soberania se cede de mala gana o 
bien se rechaza de plano su cesión. La decisión del Reino 
Unido de abandonar la Unión Europea nos recuerda que la 
soberanía y la integración pueden entrar en conflicto, y que la 
primera no renuncia fácilmente ante la segunda. En otros casos 
la pérdida de soberanía puede ser involuntaria. El crecimiento 
de Internet, por ejemplo, ha tenido importantes consecuencias 
para los estados en lo relativo a su autoridad jurídico-legal en 
muchos ámbitos tradicionales en tanto la red no se adapta 
fácilmente a las fronteras o reglas internacionales. A través del 
correo electrónico, los sitios web y las redes sociales, puede 
eludir las restricciones jurídico-legales que afectan a ciertas 
formas de expresión de un modo que escapa a los periódicos o 
la televisión tradicionales. Asimismo, innovaciones como la 
moneda digital pueden erosionar aún más los poderes de los 
estados al socavar su capacidad de imprimir dinero, cobrar 
impuestos o regular las transacciones financieras, todos ellos 
elementos clave de la soberanía. 

¿Qué implican esos cambios para la autonomía y la 
capacidad del estado? Una posibilidad es que los estados se 
vinculen a numerosas instituciones internacionales que asuman 
muchas de las funciones que normalmente realizan los 
primeros. En este hipotético escenario, una red de 
organizaciones, públicas y privadas, nacionales eœ 
internacionales, configurarían la esfera política y moldearían 
las políticas públicas, marcarían las pautas y harían cumplir las 
normas en una amplia gama de temas en los que los estados 
carecerían de autoridad efectiva. El estado de derecho no sería 
tanto un coto exclusivo de los estados individuales como de un 
conjunto de instituciones globales creadas para diversos 
actores y a la vez regidas por ellos. 

Con esta difusión de la responsabilidad, la soberanía 
decaería. Los estados se «vaciarían», constreñidos por su 
dependencia del mundo globalizado. Esto, a su vez, afectaría a 
su uso de la fuerza. La gente no puede detener los virus 
informáticos o imponer sanciones para frenar el calentamiento 
global, y, pese al llamamiento de Estados Unidos a librar una 
«guerra contra la droga» y una «guerra contra el terror», no 


podemos declarar la guerra a tales amenazas en sentido 
convencional. Para los estados globalizados, pues, la guerra 
podría resultar en gran medida ineficaz y demasiado 
arriesgada en tanto podría socavar conexiones internacionales 
vitales. Esta reducción de la soberanía del estado como 
consecuencia de la globalización es lo que Thomas Friedman, 
escritor y columnista del New York Times, calificaba —en una 
conocida expresión— como una «camisa de fuerza dorada»!1%8, 
Desde esta perspectiva, la globalización política puede generar 
un orden mundial más pacífico, limitando la tendencia de los 
estados al conflicto violento al dispersar la soberanía entre 
numerosos actores y reducir la capacidad y autonomía de 
aquellos. 

Además, se ha argumentado que la globalización 
transformará no solo la utilidad de la fuerza, sino asimismo la 
naturaleza de la participación pública y la democracia. La 
creciente interconexión entre las instituciones nacionales e 
internacionales dificulta que los actores soberanos actúen sin la 
supervisión de otras organizaciones y oculten sus acciones a 
otros. Un ejemplo en ese sentido es la creación de la Corte 
Penal Internacional, a la que se ha encomendado la tarea de 
exigir responsabilidades a diversos líderes estatales por las 
violaciones de los derechos humanos perpetradas en Libia, 
Sudán y la antigua Yugoslavia. También las ONG, como 
Human Rights Watch (Observatorio de los Derechos Humanos) 
o Transparency International (Transparencia Internacional; una 
organización que combate la corrupción), pueden desempeñar 
una función de vigilancia igualmente potente. La globalización 
hará, pues, que la política resulte menos opaca y más abierta al 
escrutinio de las comunidades nacionales e internacionales. 

En contraste con estas visiones optimistas, otros conciben la 
globalización política no como un camino hacia la paz y la 
participación, sino como origen de una peligrosa 
fragmentación y debilitamiento de la democracia. Para 
empezar, en su opinión la violencia no perderá su utilidad en 
el sistema internacional como esperan los optimistas; tan solo 
cambiará de forma, tal como lo hizo cuando aparecieron 
inicialmente los propios estados. Según este argumento, la 


globalización puede potenciar a determinados actores y 
movimientos internacionales violentos que en muchos aspectos 
representan justo lo contrario del estado moderno. Estos 
grupos están descentralizados y son flexibles, no poseen 
territorio, no ejercen soberanía, y pueden obtener apoyo 
financiero y de otro tipo en todo el mundo. En muchos 
sentidos, pues, son como otros actores no estatales; pero a 
diferencia de las ONG y las multinacionales, estos grupos 
pretenden lograr sus objetivos adquiriendo los medios para 
emplear la fuerza y ejerciéndola de maneras que pueden 
resultar difíciles de contrarrestar por los estados u otros actores 
internacionales. 

Las organizaciones criminales y grupos terroristas 
globalizados son ejemplos perfectos de esta nueva amenaza. Se 
trata de grupos descentralizados que se ven potenciados por la 
tecnología globalizada, utilizando herramientas como los 
teléfonos móviles, el correo electrónico encriptado, los sitios 
web, las redes sociales y la televisión por satélite, que les 
permiten comunicarse, difundir propaganda, acceder a 
financiación y reclutar a nuevos militantes. De hecho, muchos 
argumentan que dichos grupos se asemejan más a una red 
social que a cualquier actor formal no estatal!*%, Aunque en 
ocasiones los estados pueden emplear la fuerza convencional 
contra tales grupos allí donde estos tienen una presencia física, 
normalmente no hay ninguna sede central contra la que se 
puedan dirigir los ataques o una forma sencilla de evitar que 
sus integrantes y su información simplemente se dispersen y se 
reagrupen en otra parte. Probablemente los estados, cuya 
capacidad militar está orientada a luchar contra otros estados, 
están mal equipados para combatir a pequeños grupos y «redes 
oscuras» capaces de aprovechar la globalización para atacar y 
socavar las instituciones vigentes. 

En segundo lugar, muchos se preguntan cómo un sistema 
político más globalizado podría ser más democrático. Aunque 
el fortalecimiento de los vínculos internacionales puede servir 
para incrementar la transparencia, eso por sí solo no basta para 
establecer un mecanismo que permita a la gente decidir 
basándose en la información disponible. Como señalábamos en 


el capitulo 5, la moderna democracia liberal se basa en la 
capacidad de las personas para elegir a sus representantes 
mediante un proceso competitivo. Pero ¿quién vota a las 
organizaciones internacionales? Estos organismos pueden ser 
elegidos por sufragio indirecto o designados por estados 
miembros, pero también es posible que no respondan 
directamente ante nadie. Por más que se pueda elogiar la labor 
de Greenpeace o del Fondo Mundial para la Naturaleza (WWE, 
por sus siglas en inglés), resulta instructivo tener en mente que 
estas organizaciones no están sujetas al control democrático 
popular, ni son necesariamente más transparentes que los 
propios estados. Ese «déficit democrático» —un concepto 
formulado inicialmente por la Unión Europea— se convierte 
así en un motivo de inquietud. Si se traslada el poder a las 
instituciones globales, la representación y el control 
democrático pueden verse debilitados en la medida en que los 
ciudadanos carezcan de la capacidad de controlar a esos 
organismos, que entonces pueden distanciarse de la ciudadanía 
y sus preferencias. En el caso extremo, este proceso podría 
desembocar en una nueva forma global de iliberalismo como el 
que analizábamos en el capítulo 6, donde existen instituciones 
representativas, pero estas se han vaciado de contenido debido 
a la pérdida de soberanía y al poder de las élites e instituciones 
tecnocráticas globales150, 

Son estas dos visiones radicalmente distintas de la política 
en un mundo globalizado que ya reflejábamos en nuestro 
análisis inicial sobre China. En uno y otro escenario los estados 
y sus funciones se difuminan en la medida en que el poder se 
desplaza al nivel global. Para los optimistas, se incrementará la 
cooperación internacional, dado que estas transformaciones 
socavan la lógica de la guerra y refuerzan la transparencia. 
Para los pesimistas, el fortalecimiento de las conexiones 
internacionales facilita el surgimiento de nuevas 
organizaciones violentas y debilita los vínculos democráticos 
entre el pueblo y sus representantes. También existe la 
posibilidad de algún tipo de combinación entre ambos 
escenarios. 


Globalización económica 


La política no es el único ámbito en el que se está produciendo 
la globalización. De hecho, cuando se piensa en la 
globalización, para la mayoría de las personas la economía es 
lo primero que viene a la mente; y la esfera económica es, 
además, la que suele generar más debate y controversia. La 
globalización económica conlleva varios elementos claramente 
diferenciados, pero interrelacionados a la vez, que debemos 
tener en cuenta. Si la evolución de la globalización política 
puede considerarse un proceso gradual o asistemático, en el 
caso de la globalización económica los estudiosos tienden a 
señalar un conjunto de instituciones y regímenes concretos que 
consideran sus componentes clave. 

El sistema de Bretton Woods es un régimen económico 
global creado en 1944 para gestionar las relaciones económicas 
internacionales, cuya inestabilidad se juzgaba habitualmente 
una de las fuerzas impulsoras de la Gran Depresión y la 
Segunda Guerra Mundial. Del sistema de Bretton Woods 
surgieron tres importantes instituciones: el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), el Banco Mundial, y el Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT, por sus siglas 
en inglés) más tarde reemplazado por la Organización 
Mundial del Comercio (OMC). El objetivo de estas tres 
instituciones era ampliar y gestionar las relaciones económicas 
entre los diversos países del globo. El FMI contribuye a 
gestionar los tipos de cambio entre divisas y concede 
préstamos a los estados con dificultades financieras (recuérdese 
nuestro análisis del caso de Grecia en el capítulo 8, donde 
señalábamos que el país había tenido que recurrir al FMI para 
obtener préstamos cuando afrontaba una crisis económica). El 
Banco Mundial proporciona préstamos y asistencia técnica a 
los países en desarrollo con el fin de facilitar dicho desarrollo, 
un tema que ya hemos visto en el capítulo anterior. La OMC, 
por su parte, supervisa los acuerdos comerciales entre los 
estados miembros con el objetivo de reducir los aranceles y 
eliminar otras barreras no arancelarias. Durante los últimos 
setenta años estas tres organizaciones han constituido el núcleo 
de un régimen económico-liberal de ámbito global. El sistema 


de Bretton Woods también contribuyó a facilitar las políticas 
del Consenso de Washington —mencionadas en nuestro 
análisis del ajuste estructural en el capítulo 10—, que 
priorizaban la reducción del control del estado sobre el 
mercado mediante la privatización, la desregulación, el 
comercio y la liberalización financiera. Muchos afirman que lo 
que posibilitó la intensificación de la globalización económica 
producida en las dos últimas décadas fue justamente el sistema 
de Bretton Woods, al tiempo que las políticas del Consenso de 
Washington actuaron como catalizador. 

Los observadores señalan varias importantes facetas de la 
globalización económica que están directa o parcialmente 
relacionadas con la aparición del sistema de Bretton Woods y 
el Consenso de Washington. La primera, y probablemente la 
más evidente, es la globalización del comercio internacional. 
Las diversas economías nacionales han experimentado una 
integración cada vez más profunda a medida que la producción 
y comercialización de bienes ha adquirido mayor movilidad: 
hoy tanto los trabajadores que fabrican los bienes como los 
consumidores que los compran están repartidos en muchos más 
lugares del mundo. Algo de ello es consecuencia de los 
cambios tecnológicos, pero mayoritariamente se debe a la 
creación de un régimen económico-liberal global que ha 
incentivado el comercio entre países. Junto a la globalización 
del comercio se ha producido asimismo una integración de los 
mercados de capital y financieros —mercados de dinero— en 
todo el mundo. Esta categoría incluye la banca y el crédito, los 
títulos bursátiles y la inversión en el extranjero. También el 
dinero ha adquirido mayor movilidad: hoy se puede acudir a 
muchos más lugares del mundo tanto para hacer inversiones 
como para pedir préstamos. La globalización intensifica los 
vínculos entre los trabajadores, los bienes y la riqueza. 

Algunos ejemplos pueden darnos una cierta perspectiva 
sobre el crecimiento de la globalización económica. En 1992 
las exportaciones mundiales de mercancías ascendieron a unos 
3 billones de dólares, mientras que en 2015 el total superaba 
los 19 billones. En 1992 la inversión extranjera directa (la 
adquisición de activos en un determinado país por parte de 


una empresa extranjera) fue inferior a 200.000 millones de 
dólares, mientras que en 2007 rondaba los 2 billones (aunque 
en 2015 bajó a poco más de 1,75 billones de dólares; véase la 
figura 11.1)151, Como ya hemos mencionado antes, la 
globalización económica también está asociada a la aparición 
de una serie de empresas multinacionales que dominan los 
mercados mundiales. Gracias a la mayor apertura de los 
mercados y la reducción de los costes de transporte, estas 
grandes empresas pueden generar beneficios que rivalizan con 
el PIB de muchos países. En 2016, por ejemplo, los beneficios 
totales de Apple superaron los 200.000 millones de dólares, 
una cifra cercana al PIB de Finlandia o de Nueva Zelanda en 
paridad del poder adquisitivo. Otro ejemplo de globalización 
financiera que habitualmente se menciona es la relacionada 
con la financiación de la deuda pública; por ejemplo, alrededor 
de una tercera parte de la deuda pública de Estados Unidos, 
que ronda los 20 billones de dólares, está en manos de otros 
países, mayoritariamente China y Japón. 

Estos cambios económicos se ven amplificados por la 
expansión de la comunicación global —de la que ya hemos 
hablado antes—, que ha transformado la forma en la que 
interactúan los mercados, las empresas y los individuos. Las 
innovaciones tecnológicas, junto con la liberalización 
económica, han reducido muchas barreras económicas 
tradicionales. Ahora la gente puede comprar bienes y servicios 
de todo el mundo utilizando menos intermediarios o ninguno 
en absoluto. Como resultado, los mercados son más abiertos, y 
las empresas y trabajadores afrontan una mayor competencia. 
También en el ámbito de la inversión los cambios han 
permitido a las empresas, estados e individuos mover su dinero 
con rapidez y a escala internacional, entrando y saliendo de los 
mercados a su conveniencia. Mucha gente compara estos 
cambios con la invención del ferrocarril y el telégrafo en el 
siglo xIx, dos elementos que contribuyeron a transformar la 
forma en que se interconectaban las economías. 


Figura 11.1Inversión extranjera directa (2005-2015) 


Este gráfico muestra el espectacular incremento de la inversión extranjera directa producido durante la última 
década, especialmente en el mundo desarrollado. Los países en desarrollo y poscomunistas han experimentado 
un nivel de inversión más modesto. 
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Fuente: Informe sobre las inversiones en el mundo, 2016, https://unctad.org/es/ 
system/files/official-document/wir2016_Overview_es.pdf (consultado en febrero de 
2021). 


Quizá el ejemplo más conocido de esta interrelación entre la 
globalización de la mano de obra, la tecnología y los mercados 
sea la llamada deslocalización, o subcontratación en el 
extranjero. La subcontratación, o externalización, existe desde 
hace largo tiempo: se trata simplemente del proceso por el que 
una empresa traslada parte de su trabajo a una empresa 
secundaria que puede realizar ese trabajo de forma más 
eficiente o económica. En el pasado, gran parte de esta 
subcontratación se realizaba en el marco de las economías 
nacionales o regionales. Pero el auge de la economía 
posindustrial basada en la información ha hecho que hoy 
muchos puestos de trabajo puedan trasladarse a grandes 
distancias, a cualquier lugar que permita reducir costes. Entre 
los ejemplos más conocidos figuran los centros de llamadas, el 
procesamiento de datos, la animación y la programación 
informática. En 2002 la actividad económica relacionada con 
la deslocalización representaba alrededor de 1.300 millones de 
dólares; según ciertas estimaciones, la cifra actual ronda los 
500.000 millones. Habitualmente se menciona la India como el 
principal proveedor de mano de obra deslocalizada, pero 
también Europa Oriental, Latinoamérica y África han mostrado 
una gran actividad en ese aspecto. 


Para los optimistas, la globalización económica es un 
vehículo de prosperidad mundial. La expansión de las 
conexiones económicas internacionales posibilita la asignación 
de bienes y servicios, mano de obra y finanzas a través de un 
mercado más extenso y libre de barreras arancelarias y otros 
obstáculos que pueden erigir los estados. Cada país puede 
exportar aquello que mejor produce, lo cual incentiva la 
innovación, la especialización y la reducción de costes. 
También se crean puestos de trabajo en tanto los flujos de 
capital y las empresas transnacionales aprovechan los nuevos 
mercados y las nuevas oportunidades. Al final, los mercados 
abiertos de bienes, trabajo y capital permiten que la riqueza se 
distribuya de forma más eficaz, elevando así el nivel de vida en 
todo el mundo. Desde esta perspectiva, la globalización se 
considera una tendencia liberalizadora positiva; una división 
del trabajo a escala global que está sacando a miles de millones 
de personas de la pobreza y generando mayor prosperidad al 
aumentar el número de personas que forman parte del 
mercado internacional de bienes y de trabajo. Y de hecho la 
globalización está correlacionada con la reducción de la 
pobreza extrema, especialmente en los países asiáticos, cuyas 
economías están orientadas a la exportación. 

Otros, sin embargo, ven la globalización económica con 
mayor recelo. Volviendo al análisis de la economía política que 
hacíamos en el capítulo 8, mientras los optimistas hacen 
hincapié en cómo la globalización ha aumentado la riqueza en 
términos generales, sus críticos, en cambio, apuntan a la 
creciente desigualdad. Si bien es cierto que el aumento de la 
riqueza ha reducido la desigualdad entre un buen número de 
países en desarrollo y sus homólogos desarrollados, al mismo 
tiempo la desigualdad interna en el seno de numerosos países 
se ha incrementado de manera espectacular. La mayor 
globalización del comercio internacional ha reducido los 
precios y aumentado la variedad y calidad de los productos. 
Pero también ha contribuido a la pérdida de puestos de trabajo 
en la medida en que las empresas han podido trasladarse al 
extranjero para beneficiarse de mano de obra más barata o 
menores niveles de regulación. En términos más generales, los 


críticos señalan que la globalización de las empresas, los 
mercados y la mano de obra posibilita que las primeras evadan 
impuestos y eludan tanto la supervisión del estado como su 
responsabilidad pública. Desde esta perspectiva, mientras que 
la globalización económica debilita la capacidad y la 
autonomía del estado, esta no se ve reemplazada por un estado 
de derecho de ámbito global, sino más bien por una economía 
global que no está sometida a ningún control soberano. La 
libertad y la igualdad resultan, pues, comprometidas. 


Globalización social 


Que la globalización, y las transformaciones políticas y 
económicas que conlleva, se conviertan en instrumentos de 
mayor cooperación y prosperidad o en origen de dificultades y 
conflictos puede depender del modo como transforme a las 
propias sociedades. 

Hemos explorado cómo la globalización política puede 
poner en tela de juicio la soberanía y el poder de los estados, y 
cómo la globalización económica transforma los mercados de 
bienes, trabajo y capital. El concepto de globalización social 
contempla un proceso similar, en el que las instituciones 
sociales tradicionales se debilitan, posiblemente creando 
nuevas identidades que no están adscritas a ninguna 
comunidad o nación en concreto. Como sabemos por los 
capítulos anteriores, en el mundo premoderno las identidades 
de las personas eran bastante limitadas y de corto alcance, y se 
centraban en elementos tales como la familia, la tribu, la aldea 
y la religión. Solo con el auge del estado comenzaron a surgir 
las identidades nacionales. Las personas empezaron a sentirse 
vinculadas a una comunidad mucho mayor, integrada por 
miles o millones de extraños unidos por mitos y símbolos 
complejos, como banderas, leyendas e himnos. Esta 
transformación coincidió con el desarrollo de la soberanía, 
mediante la cual las fronteras y la ciudadanía venían a reforzar 
el concepto de identidad nacional: un pueblo, un estado. 

Algunos argumentan que, con el avance de la globalización, 
esos aspectos esenciales de la identidad individual y colectiva 


están cediendo terreno. Del mismo modo que la globalización 
pone en tela de juicio al estado y a las instituciones 
económicas nacionales, también las identidades tradicionales 
afrontan ese reto. Uno de los factores en juego es de naturaleza 
demográfica; concretamente, la creciente movilidad de las 
personas, ya sea huyendo de los conflictos o buscando mejores 
oportunidades económicas en otras partes del mundo. En 2015, 
casi 250 millones de personas (el 3 % de la población mundial) 
cruzaron alguna frontera. Son cifras que no se veían desde 
hace al menos un siglo152, Como mencionábamos en el 
capítulo 8, los flujos migratorios tienen el potencial de cambiar 
el paisaje cultural y político de muchos países en tanto estos 
tienen que abordar cuestiones relativas a la integración, el 
multiculturalismo y la ciudadanía. 

Al tiempo que aumenta el número de personas que se 
desplazan por todo el globo, las innovaciones tecnológicas 
como Internet y los teléfonos móviles amplían su capacidad de 
interconectarse. Hoy existe una elevada difusión de la telefonía 
móvil incluso en los países en desarrollo, mientras que la 
banda ancha se está expandiendo con rapidez en todo el 
mundo (figura 11.2). A medida que las comunicaciones 
electrónicas continúan creciendo, la gente encuentra formas de 
interconectarse a través del tiempo y el espacio, construyendo 
y fortaleciendo nuevos vínculos. Los mensajes de texto, los 
sitios web y las redes sociales constituyen todos ellos ejemplos 
de interconexiones virtuales que se han convertido en parte 
integrante de los espacios y relaciones de naturaleza física, 
cuando no los han desplazado. 


Figura 11.2Suscripciones de banda ancha móvil por región (2016) 


807 


707 


Por 100 habitantes 
A 
o 
1 


> > $ e oO 2 
s So RS) is ES 
$ SII 3 
Se ES ¿E ES 
Q 
RS we <S 


Nota: Los suscriptores de banda ancha móvil son quienes acceden a Internet en 
dispositivos portátiles a través de redes de telefonia móvil. 


Fuente: Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), Base de datos de 
indicadores mundiales de telecomunicaciones/TIC (consultado el 17 de abril de 
2017). 


¿Cómo podría este proceso moldear las instituciones e 
identidades sociales? Podemos señalar dos posibles 
trayectorias. La primera es que la globalización social engendre 
un multiculturalismo global. Las diferentes culturas se 
vincularán y combinarán en mayor medida gracias a la 
existencia de conexiones que no están limitadas por las 
barreras tradicionales del tiempo y el espacio. Eso implica no 
solo que una sociedad globalizada beberá de muchas fuentes, 
sino también que la interconexión de las instituciones 
nacionales a escala global creará nuevos valores, nuevas 
identidades y una nueva cultura, en un proceso de «destrucción 
creativa» o «hibridación» que enriquecerá todas las culturas153, 
Un posible resultado de ello podría ser un cosmopolitismo 
global; un término derivado del griego kosmos, «universo», y 


polis, «estado». El cosmopolitismo es, pues, un orden politico 
universal, global o «mundano» que extrae su identidad y 
valores de todas partes. Históricamente, la cosmópolis era el 
espacio físico donde solían juntarse ideas dispares, 
especialmente la ciudad. Sin embargo, un mundo globalizado 
alberga el potencial de generar un cosmopolitismo 
internacional que una a las personas independientemente de 
dónde se encuentren. 

Un concepto paralelo al del cosmopolitismo global es el de 
democracia globalizada. Ya hemos hablado de cómo la 
globalización podría configurar las instituciones políticas tanto 
a escala nacional como internacional, aunque nos hemos 
centrado en gran medida en el desarrollo de organizaciones no 
estatales y supraestatales como rivales del estado. Pero si nos 
fijamos ahora en la globalización social y sus efectos en la 
democracia, ello nos remite de nuevo a nuestro concepto de 
sociedad civil. El argumento aquí es que el crecimiento de las 
conexiones internacionales a nivel social generaría no solo una 
forma de cosmopolitismo, sino también una identidad cívica 
que trascendería las barreras y fronteras tradicionales. Esta 
sociedad civil global —según nuestra definición, vida 
organizada que se extendería por encima y más allá del estado 
— podría plasmarse ya fuera en organizaciones formales como 
las ONG, ya fuera en manifestaciones informales tales como 
movimientos sociales o conexiones de tipo más básico entre 
personas unidas por intereses y valores comunes. Esta sociedad 
civil global podría, a su vez, moldear la vida política creando 
nuevas oportunidades de acción ciudadana concertada y 
nuevas formas de concebir la política y la participación tanto a 
escala nacional como internacional!54, Por último, ese auge del 
cosmopolitismo global y la sociedad civil podría ayudar a 
propiciar el cambio democrático en todos los países influyendo 
en la acción política local y amplificándola. 

Como cabría esperar, hay quienes critican esta visión y se 
muestran escépticos con respecto a la idea de que una mayor 
globalización favorezca el progreso social. En este sentido se 
formula una doble crítica. Para empezar, algunos sostienen que 
la globalización abruma al individuo con innumerables 


opciones, valores, ideas e información que este es incapaz de 
comprender, evaluar o eludir, especialmente si no forma parte 
de la élite globalizada. Cuando las personas tratan de aferrarse 
a su identidad frente a tales cambios pueden generarse 
confusión, desapego y reacciones adversas. El nacionalismo y 
el fundamentalismo pueden concebirse, así, como reacciones a 
una sociedad globalizada que la gente percibe como ajena y 
hostil a su propia forma de vida. De ese modo, la globalización 
social puede desembocar en la atomización o la vuelta a las 
antiguas identidades antes que en la creación de algún tipo de 
cosmopolitismo global o sociedad civil generalizados. 
Obviamente, en gran medida este argumento parte de la base 
de que las identidades nacionales resultan intrínsecamente 
problemáticas. Una visión alternativa sostiene que merece la 
pena preservar las identidades nacionales y que los fenómenos 
tales como la inmigración masiva deberían limitarse a fin de 
preservar estas instituciones. 

En ese sentido, una segunda crítica hace hincapié no en la 
reacción a la globalización social, sino más bien en su 
resultado final. Aun en el caso de que no se produzca una 
reacción adversa contra la globalización social —sostienen los 
críticos—, esta no generará una cultura global y un 
cosmopolitismo más ricos. Antes bien desencadenará un 
declive cultural e intelectual. Las sociedades trocarán sus 
propias culturas, instituciones e ideas por una sociedad global 
común moldeada no por los valores o la «mundanidad», sino 
por la inmediatez y el consumo. Todo aquello que hace única a 
cada sociedad —lenguas, comida, música, historia, costumbres, 
valores y normas— será absorbido, racionalizado y 
empaquetado para su consumo masivo en todo el globo. Estos 
críticos dirían que no es casual que, después de los ejércitos de 
Estados Unidos y China, la tercera y cuarta entidad del mundo 
por tamaño de plantilla (y las mayores de carácter privado) 
sean respectivamente Walmart y McDonald's. Esta visión de la 
globalización la concibe como un proceso en el que aquello 
que resulta peculiar de cada sociedad es reempaquetado y 
vendido al resto del planeta, mientras que todo lo que carece 
de atractivo para las masas se desecha o elimina, reemplazado 


por lo que satisface a la mayoría y reducido al mínimo común 
denominador. Cabe entender este proceso como un desencanto 
del mundo, o lo que un estudioso denomina «la globalización 
de la nada»155, 


Balance de la globalización 


La globalización, como muchos procesos de cambio, evoca a la 
vez visiones utópicas y distópicas del futuro. Quizá el mejor 
modo de concebirla sea pensar en ella como un conjunto de 
opciones que implican disyuntivas complejas. El economista 
Dani Rodrik ha dicho que la globalización crea un «trilema» 
entre la integración económica global, el estado-nación y la 
democracia. Para Rodrik, estos tres elementos resultan difíciles 
de conciliar: es posible tener a la vez dos de ellos, pero no los 
tres. Pero independientemente de cuál sea el marco teórico que 
utilicemos, cualquier análisis de la globalización parte del 
supuesto de que se trata de un inevitable punto de inflexión sin 
precedentes en la historia. Pero ¿qué evidencias nos permiten 
afirmar tal cosa? Nuestra siguiente tarea es contrastar las 
evidencias con este argumento, y examinar qué impacto ha 
tenido hasta ahora la globalización en el mundo, y si, como a 
menudo se supone, se trata realmente de algo nuevo que 
carece de analogía histórica. 


¿Es novedosa la globalización? 


Podemos empezar cuestionando el supuesto de que la 
globalización es un fenómeno básicamente nuevo en la historia 
humana. Como ya hemos señalado antes, durante miles de 
años la humanidad estuvo conectada a gran distancia gracias a 
la dispersión de personas, bienes e ideas por todo el globo. Si 
bien los estudiosos han señalado que con frecuencia dichas 
conexiones eran extensas pero no intensas, aun así no 
deberíamos subestimar la fuerza que tuvieron en su época. La 
Europa medieval estaba estrechamente interconectada a través 
de instituciones políticas, económicas y sociales, y mil años 
antes el Imperio persa unió a gentes que iban desde Europa 


hasta Africa Septentrional e incluso hasta la India, 
configurando sus valores culturales y su desarrollo humano. En 
muchos de esos casos, la guerra fue un importante elemento 
que trastocó las viejas instituciones e impulsó el cambio. 

Fijémonos en un fenómeno más reciente: el desarrollo del 
imperialismo moderno. La expansión del poder europeo en 
Latinoamérica, África, Oriente Próximo y Asia remodeló 
profundamente las relaciones nacionales e internacionales a 
medida que los sistemas políticos, económicos y sociales 
occidentales se trasplantaron a esas partes del globo. El 
imperialismo y la reducción de los costes del transporte 
también contribuyeron a facilitar la migración de millones de 
europeos a las mencionadas regiones. En comparación, el 
mundo actual, regido por pasaportes, visados y leyes de 
inmigración, limita en algunos aspectos la movilidad humana 
mucho más de lo que lo hacían otros factores hace apenas un 
siglo. 

A finales del siglo xIx surgieron las primeras ONG y OIG, 
como la Cruz Roja, fundada en 1863, y la Unión Telegráfica 
Internacional (actualmente Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, o UIT), creada en 1865. Y quienes hoy se 
maravillan ante el advenimiento de la comunicación por 
Internet olvidan que en 1866 se instaló el primer cable 
transatlántico que unía Europa y Norteamérica mediante el 
telégrafo, posibilitando el desarrollo de un veloz sistema global 
de comunicación y comercio. En su célebre obra Las 
consecuencias económicas de la paz, el economista John 
Maynard Keynes escribió lo siguiente en referencia al 
espectacular impacto de tales cambios: 


El habitante de Londres podía pedir por teléfono, al tomar en la cama el 
té de la mañana, los variados productos de toda la tierra, en la cantidad 
que le satisficiera, y esperar que se los llevaran a su puerta; podía, en el 
mismo momento y por los mismos medios, invertir su riqueza en recursos 
naturales y nuevas empresas de cualquier parte del mundo, y participar, 
sin esfuerzo ni aun molestia, en sus frutos y ventajas prometidos, o podía 
optar por unir la suerte de su fortuna a la buena fe de los vecinos de 
cualquier municipio importante, de cualquier continente que el capricho o 
la información le sugirieran 156. 


Puede que estos nos parezcan rasgos distintivos de la actual 
economia global, pero en realidad Keynes estaba escribiendo 
sobre el periodo anterior a la Primera Guerra Mundial. De 
hecho, el auge del comercio electrónico, a menudo proclamado 
como una pieza clave de la globalización, no habría sido 
posible sin la consolidación previa de instituciones tales como 
el teléfono, los servicios postales nacionales, las carreteras 
transitables, los puertos y el transporte marítimo, todo lo cual 
es anterior a la globalización. 

En aquel momento, muchos observadores creían que la 
globalización llevaría a la abolición de la guerra y a la 
expansión del derecho internacional y el gobierno mundial. 
Para otros, en cambio, aquellas rápidas transformaciones 
también comportaban inquietudes y peligros similares a los 
que hoy se debaten. La migración y el comercio internacional 
no solo suscitaron el temor a una destrucción cultural, sino 
también una resistencia violenta que incluyó el nacionalismo y 
el fascismo. Las ideas marxistas y anarquistas también 
atrajeron partidarios en todo el mundo, algunos de los cuales 
intentaron la revolución y se involucraron en el terrorismo. En 
aquellos acontecimientos confusos y a menudo violentos 
algunos auguraron el declive y el colapso de la sociedad 
occidental, un fenómeno no muy distinto de algunos de los 
pronósticos más sombríos que escuchamos hoy. 

Estos ejemplos invitan a pensar que podría resultar corto de 
miras por nuestra parte creer que las actuales interconexiones 
globales son más radicales que cualesquiera del pasado, o que 
presagian cambios cuyo control escapa a nuestro poder. La 
historia puede ayudarnos a entender mejor el presente; no 
debemos presuponer que lo que ocurre hoy es único y que el 
pasado no tiene nada que enseñarnos. 


¿Se está exagerando la globalización? 


Al comienzo de este capítulo examinábamos el impacto de la 
globalización en las instituciones políticas, económicas y 
sociales, y nos preguntábamos si la globalización está haciendo 
del mundo un lugar mejor o peor. Pero ¿es tan importante 


dicho impacto como afirman muchos de sus partidarios o de 
sus detractores? A la luz de la reciente recesión mundial, 
podría parecer obvio que la globalización es real y puede ser 
peligrosa. Pero dadas las diferentes formas como podemos 
concebirla, la cuestión resulta algo más complicada. 

Como suele ocurrir, los datos presentan un panorama 
dispar. Empecemos por la globalización política. Algunos han 
sugerido que esta llevará a una mayor transparencia y al 
surgimiento de instituciones democráticas globales, mientras 
que a otros les ha preocupado la posibilidad de que el 
resultado sea una pérdida importante de participación 
democrática y la aparición de actores rivales no estatales y no 
democráticos. En ambos casos se parte esencialmente del 
supuesto de que la globalización implica el eclipse del estado; 
sin embargo, apenas disponemos de evidencias que demuestren 
que de hecho está produciéndose cualquiera de esos dos 
escenarios. En el nivel más básico, si bien la globalización se 
ha extendido, también lo ha hecho el número de estados; y la 
soberanía sigue siendo una demanda fundamental de los 
ciudadanos de todo el mundo, desde Kurdistán hasta Sudán del 
Sur. Mientras que desde hace largo tiempo los observadores de 
la globalización han señalado a la Unión Europea como prueba 
de que la globalización está reduciendo la soberanía estatal, 
cincuenta años después de la creación de dicha organización, 
ninguna otra región del mundo ha mostrado el deseo o la 
capacidad de reproducir ese modelo. Y la propia Unión 
Europea afronta hoy dificultades sin precedentes. 

De hecho, en la última década la autoridad soberana se ha 
reafirmado en numerosas áreas. Por ejemplo, aunque muchos 
han supuesto que la naturaleza apátrida y casi anárquica de 
Internet y las comunicaciones electrónicas acabaría 
desplazando al estado, los diversos gobiernos han encontrado 
formas de regular su contenido y limitar el acceso a la red. La 
censura de sitios web y redes sociales como Facebook en China 
y las leyes europeas que regulan la privacidad en Internet 
constituyen dos buenos ejemplos de ello. Hay pocas pruebas 
sólidas de que los estados se estén haciendo más transparentes 
o se estén vaciando de contenido por la globalización; antes 


bien, parece que la naturaleza de su capacidad y su autonomia 
se esta transformando para afrontar los nuevos retos. Al mismo 
tiempo, la idea de que los actores apátridas como los 
terroristas se hallan fuera del alcance de los estados parece 
exagerada, dado que las nuevas tecnologias pueden debilitar o 
potenciar por igual tanto a los estados como a los actores no 
estatales. Puede que hoy los grupos terroristas tengan un 
alcance global, pero con frecuencia están —o aspiran a estar— 
más centralizados de lo que la globalización parecería sugerir. 
El propio nombre del «Estado Islámico» que ha devastado Siria 
e Irak revela sus aspiraciones: no actuar como una comunidad 
política sin fronteras, sino formar un ejército, conquistar 
territorios y construir un imperio moderno. Por ahora, al 
menos, los estados y la aspiración a la «estatalidad» siguen 
siendo importantes. 

Si el panorama relativo a los estados y la globalización 
política no está claro, parecería que en el ámbito de la 
globalización económica las evidencias podrían resultar más 
concluyentes. Aunque es posible que la gente no esté de 
acuerdo con los efectos de la globalización económica, incluso 
los limitados datos de los que disponemos sobre el comercio 
internacional y la inversión extranjera directa sin duda indican 
que en las últimas dos décadas se ha producido un cambio 
profundo. Por ejemplo, actualmente los países en desarrollo 
representan la mitad del PIB mundial medido en paridad del 
poder adquisitivo, y buena parte de este crecimiento ha venido 
impulsado por el comercio y la inversión internacionales. 

Pero también aquí conviene hacer algunas salvedades. Por 
ejemplo, pese a tan impresionante crecimiento, el nivel total 
del comercio internacional representa solo alrededor de la 
cuarta parte del PIB mundial. El 90 % de toda la inversión fija 
(inversión en activos físicos) del mundo sigue siendo de ámbito 
nacional; los inversores compran relativamente pocos títulos 
extranjeros; y, contrariamente a lo que creemos sobre la 
supuesta tendencia a la concentración de empresas distantes, la 
fusión de empresas sigue estando fuertemente motivada por 
factores tales como la proximidad física y los vínculos 
culturales. Hay una razón por la que Silicon Valley existe como 


un lugar físico cerca de una sólida universidad de investigación 
(Stanford) y forma parte de una red de conexiones personales. 
El llamado «sesgo nacional» de la actividad económica sigue 
siendo muy marcado, mucho más de lo que creemos157, Como 
los estados, la distancia en sí sigue siendo importante. 

¿Y qué pasa con la prosperidad y la pobreza? ¿Ha supuesto 
la globalización alguna diferencia en ese aspecto? En el 
capítulo 4 señalábamos que la pobreza extrema, expresada 
como porcentaje de la población mundial, ha disminuido 
drásticamente desde la década de 1980. Gran parte de esta 
transformación ha venido impulsada principalmente por las 
reformas internas implementadas en un país enorme, China, y 
su posterior integración en el mercado mundial. En otras 
palabras: lo que a primera vista nos parece un proceso 
uniforme e inexorable de globalización puede concebirse de 
manera más eficaz, a través de la lente de la política 
comparada tradicional, como una serie de cambios acaecidos 
en las instituciones políticas y económicas nacionales, primero 
de China y luego, más recientemente, de la India. 

Por último, hay que señalar que muchos de los cambios 
económicos que se han producido durante el período de 
globalización no tienen nada que ver específicamente con las 
relaciones internacionales. Internet no ha transformado tanto 
las economías como la expansión de la tecnología informática 
y la robótica que han reemplazado a muchos trabajadores no 
cualificados y algunos cualificados. Las aplicaciones de estas 
innovaciones, tanto a escala nacional como internacional, son 
clave para explicar la creciente desigualdad!°8. 

Hasta ahora no hemos encontrado ninguna evidencia 
concluyente sobre la globalización política o económica. ¿Y 
qué hay de la globalización social? También aquí tropezamos 
con las limitaciones de nuestros datos. Tanto los partidarios de 
la globalización social como sus detractores suelen partir de la 
premisa de que las identidades nacionales y locales están 
cediendo ante una serie de fuerzas globales más poderosas, ya 
sea en un contexto de creciente hibridación, cosmopolitismo u 
homogeneización. La base de su discrepancia suele residir en si 
este será o no un proceso pacífico, o si su resultado será o no 


positivo. Pero una vez más debemos preguntarnos: ¿realmente 
se está produciendo tal proceso? ¿Actualmente hay más 
personas que se consideran ciudadanos del mundo que en el 
pasado? A partir de su edición de 2005-2009, la Encuesta 
Mundial de Valores empezó a preguntar a los entrevistados si 
se sentían identificados con la noción de ser ciudadanos del 
mundo. En los 31 países en los que se realizó el sondeo hubo 
una mayoría de encuestados que manifestaron que se 
identificaban con dicha noción, y la mayor parte de las 
respuestas positivas se daban entre personas menores de 29 
años. Esa cifra aumentó ligeramente en la encuesta del periodo 
2005-2009 y en las posteriormente realizadas entre 2010 y 
2014. Esta evolución parecería ser coherente con la creciente 
globalización de la sociedad. 

Sin embargo, si observamos otras preguntas relacionadas 
con la anterior obtenemos un panorama distinto. Cuando se 
pregunta a los mismos encuestados si confían en las personas 
de otra nacionalidad, las respuestas son bastante negativas. 
Aún más interesante resulta el hecho de que esos niveles de 
desconfianza son mayores entre los jóvenes que entre las 
generaciones de mayor edad. De los entrevistados menores de 
29 años, el 63 % declaraba que no confiaba en las personas de 
otra nacionalidad, frente al 58 % en el caso de los mayores de 
50 años. Tampoco es fácil correlacionar el grado de 
desconfianza con los niveles de globalización de un 
determinado país. Comparemos nuestros hallazgos con el 
índice de globalización desarrollado por el Centro de 
Investigaciones Coyunturales de la Escuela Politécnica Federal 
de Zúrich (tabla 11.1). Podemos observar que los países con 
menores niveles de desconfianza entre los jóvenes también son 
países muy globalizados, como Suecia y Australia, lo que 
respalda nuestra hipótesis sobre la globalización social y el 
cosmopolitismo. Pero también encontramos países muy 
globalizados, como Chipre, Malasia y Eslovenia, que muestran 
elevados niveles de desconfianza. No solo Países Bajos, que 
ocupa el primer puesto en el índice de globalización, exhibe 
una elevada desconfianza entre sus jóvenes —sus niveles son 
casi un 15 % más elevados entre las personas menores de 29 


años que entre las mayores de 50—, sino que también Suecia, 
Estados Unidos, Australia y Alemania muestran mayores 
niveles de desconfianza entre los jóvenes que en las 
generaciones de mayor edad. Así pues, lejos de sentir una 
mayor confianza en las personas de otras nacionalidades, las 
generaciones más jóvenes y presumiblemente más globalizadas 
de hecho se muestran más desconfiadas. Esto plantea la 
posibilidad de que, a medida que los países se vuelven más 
globalizados, las generaciones más jóvenes seguramente se 
sienten en efecto más conectadas globalmente, pero a la vez 
desconfían de esas conexiones. 


Tabla 11.1Globalización y confianza entre los jóvenes 


Confía poco o nad weditasdePhóbakatecióóna nacionalidad (%) 
oo Aremaa piobatizadoy AD 


Perú 65187 
Malasia Rois 
Egipto a2) 
China RA 
Rumania TAA 
Tailandia TOTO 
Marruecos RAS 
Japón E:S 
Colombia 601.34 
México 27D 
Trak 42866 
Ghana I 
Chipre SO 
Ruanda 4B 
Eslovenia WA 
Corea del Sur ERB 
Brasil 6740 
Países Bajos 985 4 
Jordania @ 9 
Rusia (326 
Turquía BL 
India WI 
Chile TRÆ 
Uruguay B 
Ucrania TAX 
Taiwán 543 
Trinidad y Tobago BD 
Georgia 6QIB 
Sudafrica AR 
Argentina WM 
España 5S6 
Alemania 8th 47 
Polonia gu 


Hong Kong 44,1 


Estados Unidos AB 
Australia 0%] 
Suecia SAM 


Nota: Las respuestas corresponden a personas menores de 29 años. 


Fuentes: Encuesta Mundial de Valores (World Values Survey) 2010-2014, 
www.worldvaluessurvey.org/wvs.jsp (consultado el 11 de agosto de 2016); Índice de 
globalización 2017 del Centro de Investigaciones Coyunturales (KOF) de la 
Escuela Politécnica Federal de Zúrich (ETH), http://globalization.kof.ethz.ch 
(consultado el 9 de mayo de 2017). 


¿Es inevitable la globalización? 


En aras de nuestro argumento, descartemos todos los matices 
que acabamos de plantear y supongamos que la globalización 
es un fenómeno fundamentalmente nuevo cuyos efectos de 
hecho son profundos, para bien o para mal. Quienes parten de 
esa premisa suelen concluir que la globalización es un 
monstruo al que ni las personas ni los grupos ni las sociedades 
ni los estados pueden detener. ¿Es esto cierto? Para ilustrar 
esta cuestión, volvamos a la historia, y a Keynes. Después de 
señalar los profundos cambios económicos que se habían 
producido antes de la Primera Guerra Mundial, Keynes 
subrayaba que especialmente el ciudadano medio consideraba 
«tal estado de cosas como normal, cierto y permanente, a no 
ser para mejorar aún más, y toda desviación de él, como 
aberración, escándalo y caso intolerable»159, 

Sin embargo, ese estado de cosas resultó no ser permanente. 
El comercio internacional se vio interrumpido por el estallido 
de la Primera Guerra Mundial, cuyos efectos agravaría aún más 
la subsiguiente depresión mundial. El propio Keynes llegó a 
desempeñar un papel en el sistema de Bretton Woods 
precisamente porque había observado que el desarrollo 
económico mundial era frágil y requería la intervención activa 
de los estados. La historia sugiere, pues, que la globalización 
no es imparable: también puede producirse una 


desglobalización, como ha ocurrido en el pasado. 

Varios factores pueden limitar o revertir la globalización. 
Uno de ellos es la crisis económica. El vertiginoso período de 
desarrollo económico de hace cien años se vio finalmente 
socavado por el desplome financiero de la década de 1930. A 
raíz de ello disminuyeron el comercio, la inversión y la 
inmigración en todo el mundo, con frecuencia debido a la 
imposición de nuevas barreras nacionales que reflejaban un 
incremento del aislacionismo, el proteccionismo y el 
nacionalismo. Por poner un ejemplo: entre 1901 y 1910 
Estados Unidos acogió a cerca de un millón de inmigrantes al 
año; hasta la década de 1970 no volvería a alcanzar ni la mitad 
de esa cifra. Es posible que las actuales dificultades económicas 
mundiales actúen como una fuerza antiglobalizadora, 
reduciendo los vínculos económicos, la migración u otras 
formas de globalización. 

De hecho, los recientes problemas económicos que afronta 
el planeta apuntan a esa misma posibilidad. Como 
señalábamos en capítulos anteriores, gran parte de los avances 
realizados en el ámbito de la política comparada en la última 
década se han producido en el contexto de un rápido 
crecimiento económico mundial. El auge de China como una 
de las grandes potencias exportadoras del planeta, de Rusia y 
Brasil como proveedores de energía y otros recursos naturales, 
y de la India como núcleo de deslocalización, así como la 
integración de los mercados globales de inversión, son algunos 
ejemplos de este rápido crecimiento económico que han tenido 
implicaciones políticas significativas. Hoy, buena parte de 
estos avances se han visto mitigados por la presencia de 
importantes dificultades económicas. El crecimiento del PIB 
mundial se ha reducido una cuarta parte en relación con las 
cifras que alcanzó en la primera mitad de la década de 2000, y 
lo mismo puede decirse de la inversión extranjera directa. Los 
exportadores han tenido que afrontar la debilidad de los 
mercados extranjeros y la amenaza de la imposición de 
mayores barreras comerciales. Estos cambios auguran un 
debilitamiento de la red de interconexiones que definen la 
globalización. 


Las dificultades actuales también pueden incrementar la 
oposición pública a la globalización. La inquietud de mucha 
gente acerca de cómo esta podría afectar a factores tales como 
el medio ambiente, las normativas laborales, la inmigración y 
las prácticas democráticas está generando un activismo 
antiglobalización. La oposición a la creciente liberalización del 
comercio mundial empezó a manifestarse ya a finales de la 
década de 1990. En 2017, Estados Unidos se retiró del 
Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP, 
por sus siglas en inglés; actualmente Tratado Integral y 
Progresivo de Asociación Transpacífico), que tiene por objetivo 
liberalizar el comercio entre diversos países de Asia y 
Latinoamérica; y también han surgido tensiones en torno al 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), 
un acuerdo entre Canadá, México y Estados Unidos que, de 
forma similar, ha liberalizado la actividad comercial entre 
estos tres países. Esa oposición al incremento de la integración 
y la globalización se detecta en todo el espectro político y en 
todo el mundo, aunque resulta especialmente acusada en las 
democracias desarrolladas. Diversos sondeos recientes revelan 
que en países como Estados Unidos, Japón, Alemania y México 
menos de la mitad de la ciudadanía cree que el comercio 
internacional crea puestos de trabajo, y esta cuestión se ha 
convertido en un tema central en las campañas políticas de 
muchos paísesló0. Toda esta oposición podría contribuir a 
facilitar una mayor coordinación internacional de la 
globalización, o bien es posible que los diversos países opten 
por resolver el «trilema» de la integración económica, la 
democracia y el estado-nación eligiendo los dos últimos 
elementos a expensas del primero. 

En cualquier caso, parece prematuro proclamar que el 
mundo integrado por estados o la actual era de globalización 
han llegado a su fin, aunque sin duda resulta más provocador 
afirmar que se avecina una nueva era, ya sea una utopía de paz 
y prosperidad o una distopía de desigualdad y conflicto. Como 
veíamos en el capítulo 1, en el ámbito de la política 
constantemente surgen nuevas actividades, que se 
institucionalizan y pasan a definir nuestras vidas. Pero las 


instituciones resultantes pueden anquilosarse y desmoronarse, 
generando malestar. Entonces surgen nuevas instituciones que 
ocupan su lugar: algunas de ellas producen mas felicidad 
humana; otras, menos. Dondequiera que nos encontremos en 
este momento, no es seguro que nuestras instituciones politicas 
estén afrontando transformaciones importantes. Y aunque sea 
así, tampoco está claro si tales cambios representarán una via 
de progreso o un revés para la humanidad. Mientras las 
instituciones políticas nacionales sean importantes, el estudio 
de la política comparada seguirá siendo una empresa crucial. Y 
ahora también usted, lector, participa en esta importante tarea. 


En resumen: El futuro de la libertad y la igualdad 


Es posible que actualmente nuestro mundo esté 
experimentando una profunda transformación de sus 
instituciones, aunque esta cuestión es objeto de debate. Un 
posible resultado de dicha transformación sería la evolución de 
la lucha por la libertad y la igualdad. Ambos valores pueden 
medirse no solo en cada estado en concreto, sino también en la 
interrelación entre ellos. ¿Acaso un determinado país goza de 
su libertad o su igualdad a expensas de las de otro? ¿Cómo 
pueden equilibrarse globalmente la libertad o la igualdad en 
ausencia de un único poder soberano o régimen dominante? El 
propio significado de libertad e igualdad puede evolucionar en 
la medida en que surjan nuevas formas de concebir las 
opciones individuales y las aspiraciones colectivas. Y esos 
cambios podrían conducir a una mayor estabilidad, paz y 
prosperidad para la humanidad, o a un mayor nivel de 
conflicto y sufrimiento. Pero sea cual sea nuestra trayectoria, 
los estados y las naciones, los regímenes, las ideologías y la 
cultura van a seguir desempeñando el papel dominante en la 
gestión de la política nacional, al tiempo que la política 
nacional seguirá haciendo lo propio en la gestión de los 
asuntos mundiales. La política comparada nos otorga el poder 
de analizar el presente, vislumbrar el futuro y desempeñar 
nuestro papel de cara a configurar el curso del progreso 
humano. 
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LAS INSTITUCIONES EN LA PRACTICA 


¿Fue la globalización la causa de la recesión 
económica? 


La crisis económica de 2008 todavía sigue teniendo repercusiones 
en todo el planeta y durante varios años ha mantenido el 
crecimiento del PIB mundial por debajo de los niveles de recesión. 
En el capítulo 8 hablábamos de la crisis económica griega, 
haciendo hincapié en cómo influyeron las instituciones políticas 
en las dificultades del país. Pero el caso de Grecia también se halla 
profundamente ligado a la evolución económica mundial, y esto 
plantea una cuestión: ¿es la globalización en general la culpable 
de las dificultades económicas asociadas a la recesión? De ser así, 
¿qué implicaciones tiene ese hecho para el futuro de la 
globalización y el crecimiento económico global? No bastan unas 
pocas páginas (ni siquiera unos cientos de ellas) para analizar de 
forma exhaustiva este dramático acontecimiento; pero sí podemos 
examinar aquí las instituciones financieras nacionales e 
internacionales para empezar a responder a estas preguntas. 

Para estudiar la relación entre la globalización y la recesión 
económica, debemos observar primero la evolución de las 
dificultades actuales. Para empezar, conviene aclarar a qué nos 
referimos cuando decimos que la globalización «causó» la 
recesión. No basta con limitarse a afirmar que la recesión estuvo 
vinculada a una serie de fuerzas económicas globales; si ese fuera 
el caso, cualquier contracción económica importante —como la 
que se inició en 1929— podría concebirse como un producto de la 
globalización, dado que entonces, como ahora, había involucradas 
fuerzas como el comercio y las finanzas internacionales. Si 
creemos que la globalización es un factor causal, hemos de 
determinar qué relaciones globales, intensificadas en las últimas 
décadas, crearon las condiciones que a la larga contribuyeron a las 
contracciones económicas experimentadas en Estados Unidos, 
Europa y otros lugares. 

¿Qué ocurrió exactamente? La mayoría de los observadores 
sitúan el origen de la crisis en Estados Unidos (y, en menor 
medida, Europa) y su mercado inmobiliario. El boom de la 
vivienda —un rápido incremento tanto de los precios de la 
vivienda como del parque inmobiliario— puede definirse en 
términos de lo que se conoce como una «burbuja» de mercado. Las 


burbujas de mercado (también denominadas habitualmente 
burbujas financieras o especulativas) pueden producirse en 
cualquier área de una economía donde los precios suban muy 
deprisa y se sitúen por encima de los valores tradicionalmente 
aceptados. Los precios suben drásticamente porque la ciudadanía 
empieza a darse cuenta de que un determinado mercado genera 
un crecimiento y unos beneficios casi ilimitados. Esto puede 
ocurrir prácticamente en cualquier mercado, desde la vivienda 
hasta la bolsa; una de las más famosas es la que se produjo en 
Holanda, en el siglo xvi, en el mercado de los tulipanes. Si bien 
puede haber factores globales implicados en este tipo de burbujas 
(la burbuja de los tulipanes se vio impulsada en parte por el 
comercio internacional), son más importantes los factores 
psicológicos, ya que son estos los que generan las expectativas 
masivas de beneficios y la rápida inflación de los precios, así 
como, a la larga, el inevitable estallido de la burbuja y el pánico 
resultante. Volviendo a nuestro análisis del primer capítulo, 
digamos que comprender una serie de factores cognitivos a 
menudo aparentemente irracionales puede aportarnos más en ese 
sentido que cualquier consideración sobre las fuerzas globales. 

Pero sería demasiado simplista concluir que la psicología de las 
masas —o la estupidez de la multitud, si se prefiere— basta por si 
sola para explicar los grandes declives económicos. Si bien uno de 
los catalizadores de la última recesión fue una burbuja 
inmobiliaria, quedarse solo con este hecho supone pasar por alto 
qué fue lo que causó de entrada el aumento de los precios de la 
vivienda o del parque inmobiliario, o por qué la burbuja tuvo un 
impacto tan enorme. Para explicar las causas y efectos más 
generales de la burbuja inmobiliaria y su posterior pinchazo, 
muchos apuntarían a la liberalización internacional de las finanzas 
(en otras palabras, el movimiento global de dinero) producida 
durante las últimas décadas. 

Anteriormente en este capítulo hablábamos de la aparición de 
organizaciones intergubernamentales como el FMI y el Banco 
Mundial, y del papel que desempeñó el sistema de Bretton Woods 
en el proceso de liberalización económica. Estas instituciones se 
originaron inmediatamente después de la Segunda Guerra 
Mundial, pero fue sobre todo tras la Guerra Fría cuando 
empezaron a suavizarse las restricciones a la circulación de 
capital, permitiendo que las finanzas se expandieran libremente 
por todo el mundo. El dinero podía ir a donde quisiera, y podía 
invertirse en valores bursátiles u otorgando préstamos a personas, 
empresas y países de todo el globo. Pero el hecho de que entrara 
dinero fácilmente también implicaba que podía salir con la misma 


facilidad. Dos décadas antes ya habia quedado claro que la 
liberalización de las finanzas podía conducir a una «fuga de 
capitales» si los inversores internacionales se ponían histéricos 
ante la situación económica o política de un determinado país: a 
finales de la década de 1990 los inversores huyeron de muchos 
mercados de Asia Oriental tras el pinchazo de una burbuja de 
mercado que se había formado en la región. Pero aun entonces la 
liberalización global siguió expandiéndose, incrementando con 
ello la posibilidad de que, gracias al crecimiento del sistema 
mundial de finanzas, un problema producido en una parte del 
mundo irradiara a todos los países y mercados. Así, cuando en 
Estados Unidos la burbuja inmobiliaria comenzó a desinflarse, ello 
afectó no solo a los bancos estadounidenses, sino también a los 
bancos europeos que habían invertido en ese mercado. Y cuando 
los bancos estadounidenses y europeos empezaron a tambalearse, 
los inversores empezaron a retirarse de los mercados bursátiles de 
todo el mundo. La reducción del valor de los bienes raíces y los 
títulos bursátiles mermó la riqueza, agotó el crédito, disminuyó la 
demanda y aumentó el desempleo, no solo en las democracias 
avanzadas, sino también fuera de ellas. Los países menos 
expuestos a las finanzas globales, como China y la India, sufrieron 
mucho menos. Sin embargo, las exportaciones de dichos países 
dependen de los mercados extranjeros, lo que significa que la 
constante debilidad de las economías más ricas afecta también a 
los países en desarrollo. China logró evitar la recesión en parte 
aumentando su deuda, aunque de todos modos su crecimiento 
económico acabaría viéndose debilitado. 

En suma: podríamos concluir que, si bien la recesión económica 
no es en sí misma consecuencia directa de la globalización, la 
globalización de las finanzas generó una economía mundial 
mucho más susceptible al riesgo. Es posible que en el futuro las 
finanzas globales sean objeto de una mayor regulación a fin de 
evitar nuevas burbujas y pánicos similares. Pero ¿implica eso 
menos globalización? ¿Es posible tener un mundo mas 
globalizado, más integrado, y al mismo tiempo más regulado? 
Quizá, si la globalización sigue expandiéndose, lo haga bajo la 
dirección de unos estados e instituciones internacionales 
revigorizados. Pero ese es un capítulo que aún no se ha escrito. 


1.¿Cómo la ausencia cada vez mayor de restricciones al flujo de 
dinero ha hecho que las economías resulten más vulnerables 
a la «fuga de capitales»? 

2.¿Por qué el pinchazo de la burbuja inmobiliaria en Estados 


Unidos afectó también a los bancos europeos? 
3.¿En qué sentido la globalización económica se produce a 
expensas de la autonomía del estado? 


Glosario 


actitud política: Opinión sobre la velocidad del cambio político y los métodos 
utilizados para lograrlo en una determinada sociedad. 


Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP): Tratado establecido 
inicialmente entre doce países para liberalizar el comercio mediante la reducción de 
aranceles y la aplicación de regulaciones comunes; Estados Unidos se retiró del 
acuerdo en 2017. 

anarquismo: Ideología política que prioriza la eliminación del estado y la 
propiedad privada como forma de alcanzar tanto la libertad como la igualdad para 
todos. 

arancel: Impuesto sobre los bienes importados. 


autonomía: La aptitud del estado para ejercer su poder independientemente de la 
ciudadanía o de los actores internacionales. 


autoritarismo: Sistema político en el que un pequeño grupo de individuos ejercen el 
poder sobre el estado sin ser constitucionalmente responsables ante los ciudadanos. 


banco central: La institución estatal que controla la cantidad de dinero que circula 
en una determinada economía y cuánto cuesta pedir dinero prestado en esa 
economía. 


barreras reguladoras no arancelarias: Políticas y regulaciones utilizadas para limitar 
las importaciones por métodos no tributarios. 


base: El sistema económico de una sociedad, integrado por la tecnología (medios 
de producción) y las relaciones de clase entre las personas (relaciones de 
producción). 

bienes públicos: Bienes proporcionados o asegurados por el estado que están a 
disposición de toda la sociedad y que no puede poseer ninguna persona u 
organización privada. 

burguesía: La clase propietaria. 

capacidad: La aptitud del estado para ejercer el poder a fin de llevar a cabo 
funciones básicas como defender el territorio, elaborar y hacer cumplir las leyes, 
recaudar impuestos y gestionar la economía. 

capitalismo: Sistema de producción basado en la propiedad privada y el libre 
mercado. 


circunscripción (o distrito) electoral: Área geográfica que representa un 
determinado cargo electo. 


circunscripción plurinominal: Circunscripción o distrito electoral con más de un 
escaño. 


circunscripción uninominal: Circunscripción o distrito electoral con un solo escaño. 


ciudadanía: Relación de un individuo con el estado en la que los ciudadanos juran 
lealtad al estado, y este, a su vez, está obligado a otorgarles ciertos derechos. 


cleptocracia: «Gobierno de ladrones», donde los que mandan solo aspiran a drenar 
al estado de sus activos y recursos. 


clientelismo: Proceso mediante el cual el estado coopta a determinados miembros 
de la ciudadanía proporcionando ciertos beneficios o favores a una sola persona o 
a un pequeño grupo a cambio de obtener su apoyo público. 

colonialismo: Sistema imperialista consistente en ocupar físicamente un territorio 
extranjero mediante el recurso a la fuerza militar, el despliegue de empresas o el 
asentamiento de colonos. 


comité central: El órgano legislativo de un partido comunista. 


comunismo: 1) Sistema político-económico en el que se comparte toda la riqueza y 
la propiedad con el supuesto fin de eliminar la explotación, la opresión y, en última 
instancia, la necesidad de instituciones políticas como el estado; 2) Ideología 
política que aboga por la implantación de dicho sistema. 

conflicto étnico: Conflicto en el que diferentes grupos étnicos luchan por lograr 
determinados objetivos políticos o económicos a expensas de los demás. 


conflicto nacional: Conflicto en el que uno o más grupos de un mismo país plantean 
aspiraciones inequívocas de independencia política, chocando con otros como 
resultado. 


conservadores: Quienes sostienen una actitud política basada en el escepticismo 
frente a los cambios y el respaldo al orden vigente. 


control de constitucionalidad: Mecanismo por el que un tribunal (ya sea cualquier 
tribunal o únicamente el constitucional, dependiendo del país en cuestión) puede 
examinar las acciones del gobierno e invalidar las que violen la constitución. 


control (de constitucionalidad) abstracto: Tipo de control de constitucionalidad que 
permite al tribunal constitucional pronunciarse sobre cuestiones que no emanan de 
disputas legales reales. 


control (de constitucionalidad) concreto: Tipo de control de constitucionalidad que 
permite dictaminar al tribunal constitucional basándose en disputas legales que se 
le plantean directamente. 


corporativismo: Forma de cooptación mediante la que los sistemas autoritarios 
crean o autorizan un número limitado de organizaciones que representen los 
intereses de la ciudadanía al tiempo que restringen aquellas otras que no haya 
constituido o aprobado el estado. También existen prácticas corporativas, de 
naturaleza diferente, en democracias. 


correlación: Relación aparente entre dos o más variables. 

cultura: Las instituciones básicas que definen una sociedad. 

cultura política: Las normas básicas por las que rige su actividad política una 
determinada sociedad. 

cuota: Barrera no arancelaria que limita la cantidad de un bien que se puede 
importar a un determinado país. 

deflación: Período de caída de los precios y valores de los bienes, los servicios, las 
inversiones y los salarios. 


democracia: Sistema político en el que el poder es ejercido directa o indirectamente 
por el pueblo. 


democracia desarrollada: País con una democracia institucionalizada y un alto nivel 
de desarrollo económico. 


democracia liberal: Sistema político que promueve la participación, la competencia 
y las libertades, y prioriza la libertad individual y los derechos civiles. 


derechos civiles: Derechos individuales relativos a la igualdad que establece la 
constitución y el régimen político. 

descentralización (o traspaso de competencias): Proceso por el que se transfiere 
poder político a niveles del estado y el gobierno de ámbito territorial inferior. 


deslocalización: Proceso por el que una empresa traslada parte de su trabajo a una 
empresa secundaria, situada fuera del país de origen, que puede realizar ese trabajo 
de forma más eficiente o económica. 


economía informal o sumergida: Segmento de la economía que no está regulado, 
protegido o gravado por el estado. 


economía política: El estudio de la interacción entre los estados y los mercados. 


elección racional: Planteamiento teórico que presupone que los individuos sopesan 
los costes y beneficios, y toman aquellas decisiones que maximizan dichos 
beneficios. 


empresa multinacional (EMN): Empresa que produce, distribuye y comercializa sus 
bienes o servicios en más de un país. 


endogeneidad: El problema que se plantea cuando la relación causal no está clara 
porque las variables pueden ser tanto causa como efecto en su relación mutua. 


estado: 1) La organización que ostenta el monopolio de la fuerza en un territorio 
dado; 2) Conjunto de instituciones políticas que formulan e implementan políticas 
públicas que afectan a la libertad y la igualdad. 

estado de derecho: Sistema en el que todos los individuos y grupos —incluidos los 
que integran el gobierno— están sometidos a la ley, independientemente de su 
poder o autoridad. 

estado débil: Estado que tiene dificultades para realizar funciones básicas como 


defender el territorio, elaborar y hacer cumplir las leyes, recaudar impuestos y 
gestionar la economía. 


estado fallido: Un estado tan débil que sus estructuras políticas se desmoronan, lo 
que lleva a la anarquía y la violencia. 

estado fuerte: Estado que es capaz de realizar funciones básicas como defender el 
territorio, elaborar y hacer cumplir las leyes, recaudar impuestos y gestionar la 
economía. 


estado unitario: Estado en el que la mayor parte del poder político reside en el 
ámbito nacional, mientras que la autoridad regional o local es limitada. 
estado-nación: Estado que abarca una nación dominante a la que afirma encarnar y 
representar. 

estudios de área: Enfoque teórico de la ciencia política consistente en estudiar 
regiones del mundo donde se agrupan variables similares en lugar de comparar 
países de diferentes partes del globo. 


fascismo: Ideología política que afirma la superioridad o inferioridad de diferentes 
grupos de personas y prioriza un bajo nivel tanto de libertad como de igualdad en 
aras de un estado poderoso. 


federalismo: Sistema en el que determinados poderes importantes del estado, como 
la fiscalidad, la elaboración de las leyes y la seguridad, se delegan en organismos 
regionales o locales. 

federalismo asimétrico: Cuando el poder se distribuye de forma desigual entre los 
diversos organismos regionales, como, por ejemplo, cuando algunas regiones 
tienen más competencias en materia tributaria o más derechos lingüísticos que 
otras; suele predominar en los países con importantes divisiones étnicas. 
fundamentalismo: Concepción de la religión como un valor absoluto e infalible que 
debería imponerse legalmente haciendo de la fe la autoridad soberana. 

gastos sociales: Provisión estatal de servicios públicos como la educación, la 
atención sanitaria o el transporte. 

glasnost: Literalmente, «apertura»; conjunto de medidas de liberalización política 
implementadas en la Unión Soviética a finales de la década de 1980. 

globalización: Proceso de expansión y fortalecimiento de los vínculos entre los 
diversos estados, sociedades y economías del planeta. 

gobierno: Los líderes o la élite encargados de dirigir el estado. 

guerra de guerrillas: Conflicto en el que combatientes no estatales que aceptan en 
gran medida las reglas de la guerra dirigen sus ataques al estado. 

hiperinflación: Inflación que supera el 50 % mensual durante más de dos meses 
seguidos. 

ideacional: Relativo a las ideas. 

identidad étnica o etnicidad: Conjunto de atributos e instituciones sociales 
específicos que hacen que un grupo de personas sea culturalmente distinto de otros. 


identidad nacional: Sentimiento de pertenencia a una nación acompañado de la 
creencia en sus aspiraciones políticas. 


ideologia politica: Conjunto de valores basicos que tiene un individuo con respecto 
a los objetivos fundamentales de la política o el equilibrio ideal entre libertad e 
igualdad. 

igualdad: Grado en el que los individuos de una determinada comunidad, sociedad 
o país comparten un mismo nivel de vida material. 


imperialismo: Sistema en el que un estado extiende su poder para controlar 
directamente territorios, recursos y poblaciones situados fuera de sus fronteras. 
imperio: Autoridad política única que agrupa bajo su soberanía a un gran número 
de regiones o territorios externos y a diferentes pueblos. 

índice de desarrollo humano (IDH): Herramienta estadística que tiene por objetivo 
evaluar de forma general la riqueza, la salud y el conocimiento de la población de 
un determinado país. 


índice de Gini: Fórmula estadística que mide el grado de desigualdad de una 
sociedad; su escala va del 0 al 100, donde el 0 corresponde a la igualdad perfecta y 
el 100 a la desigualdad perfecta. 


industria paraestatal: Industria parcialmente de titularidad pública. 


industrialización orientada a la exportación: Estrategia mercantilista de crecimiento 
económico en la que un país propicia tecnologías y desarrolla industrias centradas 
especificamente en el mercado de exportaciones. 

inflación: Situación que se produce cuando en la economía de un país la demanda 
supera a la oferta, lo que a su vez provoca un aumento generalizado del precio de 
los bienes y servicios, y la consiguiente pérdida de valor de la moneda del país en 
cuestión. 

iniciativa (legislativa) popular: Votación nacional realizada a instancias de una 
parte de la ciudadanía para abordar una propuesta concreta, no todos los países 
proporcionan esta posibilidad y, cuando lo hacen, suelen establecer límites a la 
misma. 

institución: Organización o actividad que se autoperpetúa y adquiere valor por sí 
misma. 

instituciones formales: Instituciones basadas por regla general en normas 
oficialmente aprobadas que son relativamente claras. 


instituciones informales: Instituciones extraoficiales carentes de normas escritas. 


inversión extranjera directa (IED): La compra de activos de un determinado país 
por parte de una empresa extranjera. 

jefe del estado: Cargo del poder ejecutivo que simboliza y representa al país tanto 
en el ámbito nacional como internacional. 

jefe del gobierno: Cargo del poder ejecutivo responsable de las funciones cotidianas 
de la gestión del estado, como formular e implementar las políticas públicas. 
laissez-faire (o no intervencionismo): El principio de que se debería «dejar hacer» a 
la economía; sistema liberal basado en la mínima injerencia del estado en la 


economia. 

legitimidad: Valor por el que la ciudadanía reconoce y acepta a una institución 
como correcta y apropiada, confiriéndole de ese modo autoridad y poder. 
legitimidad carismática: Legitimidad basada en la fuerza de las ideas y las 
características personales encarnadas por un líder individual. 

legitimidad legal-racional: Legitimidad basada en un sistema de leyes y 
procedimientos que se hallan inequívocamente institucionalizados. 

legitimidad tradicional: Legitimidad que acepta diversos aspectos de la política 
porque estos se han institucionalizado a lo largo de un prolongado período de 
tiempo. 

liberales: Quienes sostienen una actitud política favorable a la transformación 
evolutiva y creen que las instituciones existentes pueden ser instrumentos de 
cambio positivo. 

liberalismo: 1) Actitud política favorable a la transformación evolutiva; 2) Ideología 
y sistema político que propicia que el estado tenga un papel limitado en la sociedad 
y la economía, y otorga una elevada prioridad a la libertad política y económica 
individual. 

liberalización económica: Conjunto de cambios coherentes con el liberalismo que 
aspiran a limitar el poder del estado e incrementar el del mercado y la propiedad 
privada en una determinada economía. 


libertad: La capacidad de un individuo de actuar de forma independiente, sin 
temor a una restricción o castigo por parte del estado o de otros individuos o 
grupos de la sociedad. 


libertades civiles: Derechos individuales relativos a la libertad que establece la 
constitución y el régimen político. 

maldición de los recursos: Teoría del desarrollo según la cual la abundancia de 
recursos naturales en un determinado estado se convierte en un obstáculo para la 
modernización y la democracia. 

materialismo dialéctico: Proceso de cambio histórico que no se basa en la 
evolución, sino en la revolución; la base y la superestructura existentes (tesis) 
entrarían en conflicto con las nuevas innovaciones tecnológicas, generando una 
creciente oposición al orden vigente (antítesis); esto culminaría en una revolución 
que derrocaría la base y la superestructura obsoletas (síntesis). 


mercado: La interacción entre las fuerzas de la oferta y la demanda que asigna los 
recursos de una economía. 

mercantilismo: Sistema político-económico en el que el poder económico nacional 
adquiere un papel primordial y la economía nacional se concibe como un 
instrumento que existe principalmente para satisfacer las necesidades del estado. 
método comparativo: Conjunto de medios y herramientas que permiten a los 


científicos sociales hacer comparaciones entre diversos casos. 


método cualitativo: Método de estudio basado en la investigación en profundidad 


de un numero limitado de casos. 


método cuantitativo: Método de estudio basado en la recopilación y análisis de 
datos estadísticos habitualmente de numerosos casos. 


microcrédito: Sistema que permite destinar pequeños préstamos a personas 
necesitadas a través de grupos de prestatarios cuyos miembros asumen 
conjuntamente la responsabilidad de su devolución. 


moción de censura: Votación celebrada en una asamblea legislativa o parlamento 
para dilucidar si sus miembros siguen otorgando su confianza al actual primer 
ministro o presidente del gobierno; dependiendo del país, la moción de censura 
puede forzar la dimisión del primer ministro y/o la convocatoria de nuevas 
elecciones parlamentarias. 


modelo de privación relativa: Modelo que predice la revolución cuando las 
expectativas de la ciudadanía superan el ritmo de transformación de un país. 


moderno: Que se caracteriza por ser aconfesional, racional, materialista, 
tecnológico y burocrático, y más interesado en la libertad individual que en la 
igualdad colectiva. 


monopolio: Situación en la que un único productor es capaz de dominar el mercado 
de un bien o servicio sin competencia efectiva. 


multicausalidad: Cuando distintas variables (independientes) son necesarias para 
explicar un resultado (variable dependiente). 


nación: Grupo de personas que aspira al autogobierno mediante un estado 
independiente. 


nacionalismo: Sentimiento de orgullo por la propia gente acompañado de la 
creencia de que tiene un destino político único. 


neocolonialismo: Forma indirecta de imperialismo en la que los países poderosos 
influyen excesivamente en las economías de los menos desarrollados. 


neoliberalismo, programas de ajuste estructural o Consenso de Washington: 
Conjunto de medidas de liberalización económica adoptadas a cambio del apoyo 
financiero de organizaciones internacionales liberales; habitualmente incluyen 
privatizar empresas públicas, poner fin a las subvenciones, reducir las barreras 
arancelarias, hacer recortes en la Administración pública y acoger inversión 
extranjera. 

nihilismo: La creencia de que todas las instituciones y valores carecen 
esencialmente de sentido y el único valor redentor es la violencia. 


nomenklatura: Conjunto de cargos políticamente delicados o influyentes en el 
estado, la sociedad o la economía que se asignaban a personas elegidas o 
aprobadas por el Partido Comunista. 


organización intergubernamental (OIG): Grupo creado por varios estados con 
determinados fines políticos. 


organización no gubernamental (ONG): Grupo nacional o internacional 
independiente de cualquier estado que persigue objetivos políticos y favorece la 


participación pública. 

país: Término utilizado para referirse al conjunto de un estado, un gobierno y un 
régimen, y las personas que lo habitan. 

países de renta baja: Países que carecen de un nivel significativo de desarrollo 
económico o de institucionalización política, o ambas cosas; también conocidos 
como países menos desarrollados. 

países de renta media: Países históricamente menos desarrollados que han 
experimentado un nivel significativo de crecimiento económico y democratización; 
también conocidos como países recientemente industrializados. 


países en desarrollo: Países de renta baja y media. 


paridad del poder adquisitivo (PPA): Herramienta estadística que tiene por objetivo 
estimar la capacidad de compra de la renta en diferentes países empleando los 
precios de Estados Unidos como referencia. 


partido-estado: Sistema político en el que el poder fluye directamente del partido 
político gobernante (generalmente un partido comunista) al estado, saltándose las 
demás estructuras de gobierno. 


patrimonialismo: Forma de cooptación en la que un gobernante depende de un 
pequeño grupo de partidarios que forman parte del aparato del estado y que 
obtienen beneficios directos a cambio de hacer cumplir la voluntad de dicho 
gobernante. 


patriotismo: Sentimiento de orgullo por el propio estado. 


perestroika: Literalmente, «reestructuración»; conjunto de medidas de 
liberalización política y económica implementadas en la Unión Soviética a finales 
de la década de 1980. 

planificación centralizada: Sistema económico comunista en el que el estado asigna 
explicitamente los recursos planificando lo que debe producirse y en qué 
cantidades, fijando los precios finales de esos bienes y decidiendo dónde deben 
venderse. 


poder: La capacidad de influir en los demás o imponerles nuestra voluntad. 


poder ejecutivo: Uno de los tres poderes del estado, responsable de implementar las 
leyes y políticas de dicho estado. 

poder judicial: Uno de los tres poderes del estado, que ejerce la administración de 
justicia. 

poder legislativo: Uno de los tres poderes del estado, encargado de redactar las 
leyes. 

politburó: El máximo órgano ejecutivo y responsable de la formulación de las 
políticas de un partido comunista. 

política: La lucha por el poder que se da en cualquier grupo humano y que 
proporciona a una o más personas la capacidad de tomar decisiones para el 
conjunto de dicho grupo. 


política comparada: El estudio y la comparación de la politica nacional de diversos 
países. 

populismo: Visión política que carece de una base ideológica coherente, pero que 
prioriza la hostilidad hacia las élites y las instituciones estatales y económicas 
establecidas, y aboga por depositar un mayor poder en manos de la ciudadanía. 
posmoderno: Que se caracteriza por tener un conjunto de valores que se centran en 
cuestiones relativas a la «calidad de vida» y prestan menos atención a los beneficios 
materiales. 


producto interior bruto (PIB): El valor total de mercado de los bienes y servicios 
producidos por un determinado país durante un año. 


proletariado: La clase obrera. 

propiedad: Bienes o servicios que posee un individuo o grupo, de forma privada o 
pública. 

radicales: Quienes sostienen una actitud política favorable a los cambios drásticos, 
a menudo revolucionarios. 


razonamiento deductivo: Investigación que parte de una hipótesis que luego se 
contrasta con los datos. 


razonamiento inductivo: Investigación que parte de la observación de la evidencia 
empírica para luego generar hipótesis. 

reaccionarios: Quienes aspiran a restaurar las instituciones de un orden anterior 
real o imaginado. 

referéndum: Votación nacional convocada por un gobierno para abordar una 
propuesta concreta, a menudo, aunque no necesariamente, un cambio en la 
constitución. 


régimen: Conjunto de reglas y normas fundamentales de la política que encarnan 
una serie de objetivos a largo plazo con respecto a la libertad individual y la 
igualdad colectiva, dónde debe residir el poder y cómo debe utilizarse. 


régimen burocrático-autoritario: Sistema en el que la burocracia estatal y el ejército 
comparten la visión de que un liderazgo tecnocrático, centrado en aptitudes 
supuestamente racionales, objetivas y técnicas, puede resolver los problemas del 
país sin la participación ciudadana. 

régimen iliberal: Régimen en el que las instituciones democráticas que se basan en 
el estado de derecho están débilmente institucionalizadas y son poco respetadas. 


régimen internacional: Conjunto de reglas y normas fundamentales que vinculan a 
diversos estados y configuran sus relaciones mutuas, generalmente con respecto a 
alguna cuestión concreta (como los gases de efecto invernadero o el comercio). 


régimen no democrático: Régimen político controlado por un pequeño grupo de 
individuos que ejercen el poder sobre el estado sin ser constitucionalmente 
responsables ante la ciudadanía. 


regulación: Regla u orden que establece los límites de un procedimiento dado. 


relación causal: Relación de causa y efecto que se produce cuando un cambio en 
una variable independiente provoca un cambio en una variable dependiente. 


relaciones internacionales: Área de la ciencia política que se centra en los temas que 
afectan a la relación entre unos países y otros (como, por ejemplo, la política 
exterior, la guerra, el comercio o la ayuda internacional). 


rentismo parasitario: Proceso en el que los líderes políticos básicamente utilizan 
determinados sectores del estado para extraer rentas que reparten entre sus 
partidarios, quienes, como resultado, controlan bienes públicos que de otro modo 
se distribuirian con criterios apoliticos. 


representación proporcional: Sistema electoral en el que compiten partidos políticos 
en circunscripciones plurinominales; los votantes eligen entre los partidos, y los 
escaños correspondientes a la circunscripción se asignan de manera proporcional 
en función de los resultados de la votación. 

republicanismo: Forma de democracia indirecta que prioriza la separación de 
poderes en el estado y la representación ciudadana a través de cargos electos. 
revolución: Proceso en el que la ciudadanía toma el estado para derrocar al 
gobierno y al régimen vigentes. 


revolución conductista: Movimiento surgido en las décadas de 1950 y 1960 en el 
ámbito de la ciencia política con el fin de desarrollar teorías generales sobre el 
comportamiento político individual que pudieran aplicarse a todos los países. 
separación de poderes: División de funciones entre los diferentes poderes del estado, 
acompañada de mecanismos que posibilitan que cada uno de ellos pueda controlar 
las funciones de los demás. 


sesgo de selección: Sesgo consistente en seleccionar los casos a estudiar en función 
del efecto y no de la causa, lo que puede llevar a extraer conclusiones inexactas 
sobre su correlación o causalidad. 


sistema bicameral: Sistema político en el que la asamblea legislativa o parlamento 
está integrado por dos cámaras. 

sistema de Bretton Woods: Régimen económico que gestiona las relaciones 
económicas internacionales; incluye el Fondo Monetario Internacional (FMI), el 
Banco Mundial y la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

sistema de escrutinio mayoritario uninominal: Sistema electoral en el que una serie 
de candidatos individuales compiten en circunscripciones uninominales; los 
votantes eligen entre dichos candidatos y el que obtiene la mayor proporción de 
votos gana el escaño. 


sistema electoral: Conjunto de normas que determinan cómo se emiten y 
contabilizan los votos, y cómo se traducen en escaños en una determinada 
asamblea legislativa. 

sistema electoral mixto: Sistema electoral que utiliza una combinación de 
circunscripciones uninominales y representación proporcional. 


sistema intergubernamental: Sistema en el que dos o más países cooperan en 


diversos ambitos. 


sistema parlamentario: Sistema politico en el que las funciones de jefe del estado y 
jefe del gobierno se asignan a cargos ejecutivos independientes. 


sistema político-económico: La relación entre las instituciones políticas y 
económicas de un determinado país, más las políticas y resultados que estas 
generan. 


sistema presidencial: Sistema político en el que las funciones de jefe del estado y jefe 
del gobierno se combinan en un mismo cargo ejecutivo. 


sistema semipresidencial: Sistema político donde se divide el poder entre dos 
máximos cargos ejecutivos, un presidente y un primer ministro. 


sistema supranacional: Sistema intergubernamental con sus propios poderes 
soberanos sobre los estados miembros. 


sistema unicameral: Sistema político en el que la asamblea legislativa o parlamento 
está integrado por un sola cámara. 

soberanía: La capacidad de un estado de realizar acciones e implementar políticas 
en un territorio dado con independencia de actores externos y rivales internos. 
socialdemocracia: Ideología política en la que la libertad y la igualdad se equilibran 
mediante la gestión parcial del estado de la economía y la provisión de gastos 
sociales. 

sociedad: Organización humana compleja; grupo de personas vinculadas por una 
serie de instituciones compartidas que definen cómo deben gestionarse las 
relaciones humanas. 


sociedad civil: Conjunto de organizaciones ajenas al estado que ayudan a las 
personas a definir y promover sus propios intereses. 


superestructura: Todas las instituciones no económicas de una sociedad (como, por 
ejemplo, la religión, la cultura o la identidad nacional); estas ideas y valores 
emanan de la base y sirven para legitimar el sistema de explotación vigente. 
sustitución de importaciones: Estrategia mercantilista de crecimiento económico en 
la que un país restringe sus importaciones para estimular la demanda de bienes de 
producción local. 


teoría: Conjunto integrado de hipótesis, supuestos y hechos. 


teoría de juegos: Planteamiento teórico basado en la estructura de incentivos de los 
actores y que utiliza herramientas matemáticas para intentar explicar cómo se 
comportan los actores u organizaciones en su intento de influir en los demás; 
basado en el supuesto previo de la elección racional. 


teoría de la modernización: Teoría que sostiene que, al evolucionar, todas las 
sociedades acabarían adoptando un conjunto de valores y características comunes 
como la democracia y el capitalismo. 


terapia de choque: Proceso de mercantilización acelerada. 


terrorismo: Uso de la violencia contra la población civil por parte de actores no 


estatales (aunque también existe el «terrorismo de estado») con el fin de lograr un 
determinado objetivo politico. 


terrorismo patrocinado por el estado: Terrorismo respaldado directamente por un 
estado como instrumento de politica exterior (o incluso interior). 


totalitarismo: Régimen no democratico altamente centralizado, con una ideologia 
bien definida que aspira a ejercer un control absoluto sobre aspectos 
fundamentales del estado, la sociedad y la economia utilizando una amplia gama 
de instituciones. 


trampa de la renta media: Situación en la que los países experimentan crecimiento 
económico, pero no logran desarrollarse a la velocidad necesaria para alcanzar a 
los países desarrollados. 


Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN): Acuerdo establecido 
entre Canadá, Estados Unidos y México que liberaliza el comercio entre estos tres 
países. 

tribunal constitucional: El máximo órgano judicial de un sistema político que 
decide si sus leyes y políticas violan la constitución. 


vanguardia del proletariado: Concepto clave del argumento de Lenin según el cual 
tenía que ser la élite o vanguardia de un partido comunista la que llevara a cabo la 
revolución, en tanto que, debido a la falsa conciencia de la clase obrera, las 
condiciones históricas nunca conducirían automáticamente a la desaparición del 
capitalismo. 

ventaja comparativa: La capacidad de un país de producir un determinado bien o 
servicio de manera más eficiente que otros países. 


violencia política: Violencia basada en motivos políticos que escapa al control 
estatal. 
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